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los  numerosos  y  variados  casos  que  se  han  presentado 
á  su  decisión  durante  más  de  treinta  años,  sobre  la 
mayor  parte  de  los  puntos  regidos  por  el  derecho 
constitucional,  civil,  comercial,  penal  y  procesal,  por 
las  leyes  de  jurisdicción  y  por  las  diversas  leyes  espe- 
ciales dictadas  por  el  Congreso  para  regir  en  todo  el  te- 
rritorio de  la  Nación. 

Aun  cuando  ha  variado  la  legislación^  sobre  todo 
en  lo  que  se  refiere  á  las  leyes  de  fondo,  y  se  han  mo- 
dificado sucesivamente  las  especiales  que  la  Suprema 
Corte  ha  tenido  ocasión  de  aplicar,  hemos  creído  con- 
veniente registrar  todas  las  resoluciones  sin  excepción, 
teniendo  presente  que  no  dejarán  de  ofrecer  interés 
las  decisiones  del  más  alto  tribunal  del  país,  que 
tanto  han  contribuido  á  la  sanción  de  las  leyes  y  al 
adelanto  jurídico  de  la  Nación. 

Para  facilitar  la  consulta,  se  ha  procurado  limitar  el 
número  de  rúbricas,  agrupando  en  cada  una  todo  lo 
que  á  ella  se  refiere. 

Asi,  por  ejemplo,  en  la  palabra /i^íteía  federal,  se  €n- 
contrará  todo  lo  relativo  ala  competencia  ¿incompe- 
tencia de  los  tribunales  federales;  en  la  palabra  Uy 
electoral^  todo  lo  que  se  refiere  á  elecciones,  inscrip- 
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cióD,  facultades  de  las  juntas,  etc.,  todo,  en  suma,  lo 
que  tiene  atingencia  con  aquella;  y  en  la  palabra  re- 
curso, las  decisiones  ó  resoluciones  de  la  Suprema 
Corte  en  que  concede  ó  deniega  la  apelación  que  au- 
torizan los  artículos  14  de  la  ley  de  jurisdicción,  90  de 
la  ley  número  1893,  sobre  organización  de  los  tribu- 
nales de  la  Capital,  22,  inciso  2%  del  Código  de  Proce- 
dimientos en  lo  Criminal,  y  26  de  la  ley  número  2860, 
sobre  justicia  de  paz  de  la  Capital. 

Sólo  por  excepción,  y  siempre  con  el  propósito  de 
facilitar  la  consulta,  se  han  colocado  algunas  materias, 
por  su  especialidad,  en  distintos  lugares  de  aquellos  en 
que  debían  estar  con  arreglo  al  método  antes  enuncia- 
do. Así,  lo  referente  á  posiciones  y  testigos,  por  ejem- 
plo, se  hallará  en  estas  palabras,  y  no  en  la  genérica  de 
prueba. 

Para  hacer  las  referencias  á  los  diversos  tomos  de 
los  Fallos,  se  ha  suprimido  la  enunciación  de  la  serie, 
dando  una  numeración  corrida  á  aquéllos.  De  esta 
suerte,  al  tomo  12  de  la  cuarta  serie,  que  es  el  último 
publicado,  le  corresponde  el  número  62 ;  porque  la 
primera  serie  tiene  nueve  tomos,  veintey  uno  la  segun- 
da, veinte  la  tercera,  y  doce  la  cuarta.  Con  este  sistema, 
se  consigue  la  ventaja  de  abreviar  las  citas  y  se  evita 
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la  confusión  á  que  da  lugar  el  hecho  de  que  haya  hasta 
cuatro  tomos  de  los  Fallos,  señalados  con  el  mismo  nú-- 
mero.  Para  citar,  por  ejemplo,  la  catisa  CLl,  tomo  9, 
página  304,  serie  5%  de  los  Fallos  de  la  Suprema  Corte 
Federal,  como  se  acostumbra  generalmente,  no  serán 
ya  necesarias  tantas  indicaciones,  pues  bastará  decir : 
S.C.F.,t.  18,  p.304. 

Fínalmente,las  referencias  alas  páginas  de  cada  tomo, 
se  relacionan  siempre  con  la  página  en  que  princí* 
pia  la  causa  de  que  se  trate,  aunque  no  se  halle  en  ella 
el  sumario  especial  de  dicha  causa,  ó  no  se  contenga 
en  él  la  doctrina  consignada,  pues  ésta,  en  muchos 
casos,  ha  sido  tomada  directamente  del  fallo  respectivo. 

Se  ha  considerado  muy  ventajosa  la  inserción  al  fi- 
nal del  Digesto,  de  una  tabla  que  sirva  para  encontrar 
prontamente  el  sitio  ó  sitios  en  que  la  Suprema  Corte 
ha  aplicado  un  articulo  dado  déla  Constitución,  de  los 
Códigos,  ó  de  las  oti-as  leyes  de  consulta  más  general, 
ya  que  no  era  posible  hacerlo  con  todas. 

Anualmente  se  publicará  un  apéndice,  contenien- 
do las  nuevas  resoluciones  que  pronunciare  la  Supre- 
ma Corte. 

J.  E.  D.— J.  A.  F. 

Buenos  Aires,  ag99lo  de  1897. 
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T  SECRETARIOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Presidentes 

Doctor  Francisco  or  las  Carrrras. 
Doctor  Salvador  María  drl  Carril. 
Doctor  José  Barros  Pazos. 
Doctor  José  Brkjahín  Gorostiaga. 
Doctor  Bbniamín  Victoriga. 
Doctor  Bbniamín  Paz. 


Ministpos 

Doctor  Francisco  dr  las  Garrirás,  nacido  en  Buenos  Aires.  Por 
decreto  de  48  de  octubre  de  4868,  fué  nombrado  ministro,  y 
presidente,  por  el  de  6  de  enero  de  4  863.  El  doctor  Carreras 
falleció  en  29  de  abril  de  4870,  hallándose  en  ejercicio  de  la 
presidencia  del  tribunal. 

Doctor  Salvador  María  drl  Carril,  hijo  de  la  provincia  de  San 
Juan,  Por  decreto  de  48  de  octubre  de  4863  fué  nombrado  mi- 
nistro, y  por  el  de  julio  44  de  4  870,  presidente,  en  reemplazo  del 
doctor  Francisco  de  las  Carreras.  El  doctor  Carril  se  acogió  al 
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retiro  que  acuerda  la  ley  de  22  de  septiembre  de  4877,  en  26 
del  mismo  mes  y  año. 

Doctor  Francisco  Dsloado,  hijo  de  la  provincia  de  Mendoza.  Fué 
nombrado  ministro  por  decreto  de  48  de  octubre  de  4862.  Fa- 
lleció en  42  de  septiembre  de  4875,  en  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes. 

Doctor  José  Barros  Pazos,  hijo  de  la  provincia  de  Córdoba.  Fué 
nombrado  ministro  por  decreto  de  48  de  octubre  de  4862,  y 
presidente  por  el  de  2  de  octubre  de  4877,  en  reemplazo  del 
doctor  Salvador  María  del  Carril.  El  Doctor  Barros  Pazos  fa- 
lleció en  ejercicio  de  la  presidencia  del  tribunal,  el  24  de  no- 
viembre de  4877. 

Doctor  José  Bbnjamim  Gorostiaga,  hijo  de  la  provincia  de  Santiago 
del  Estero.  Fué  nombrado  ministro  por  decreto  de  40  de  junio 
de  4 865,  incorporándose  al  tribunal  en  47  del  mismo.  Renun- 
ció en  octubre  de  4868,  por  haber  sido  nombrado  ministro  de 
Hacienda  de  la  Nación,  sucediéndole  el  doctor  Benito  Carrasco; 
y  fué  nombrado  nuevamente,  con  motivo  del  fallecimiento  del 
mismo  doctor  Carrasco,  por  decreto  de  40  de  agosto  de  4874. 
En  octubre  i^  de  4877  fué  nombrado  presidente  en  reemplazo 
del  doctor  Barros  Pazos,  siendo  jubilado  por  ley  de  4"*  de  agos- 
to de  4887.  El  doctor  Gorostiaga  falleció  en  3  de  octubre  de 
4894. 

Doctor  Bbnito  Carrasco,  nacido  en  Buenos  Aires.  Por  decreto  de 
4  5  de  octubre  de  4868,  fué  nombrado  ministro  en  reemplazo  del 
doctor  José  Benjamín  Gorostiaga.  Se  incorporó  al  tribunal  el 
47  de  octubre,  y  falleció  en  julio  de  4874. 

Doctor  Marcelino  Uoartb,  nacido  en  Buenos  Aires.  En  reempla- 
zo del  doctor  Carreras,  fué  nombrado  ministro  por  decreto  de 
44  de  julio  de  4870.  Falleció  en  4<'  de  septiembre  de  4872,  en- 
contrándose en  el  ejercicio  de  su  cargo. 

Doctor  José  Domínguez,  nacido  en  Buenos  Aires.  Se  le  nombró 
ministro,  en  reemplazo  del  doctor  Marcelino  Ugarle,  por  de- 
creto de  44  de  octubre  de  4872,  incorporándose  al  tribunal  en 
49  del  mismo  mes.  En  julio  de  4887,  el  doctor  Domínguez  se 
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acogió  al  retiro  que  concede  la  Ieyde22deseptiembre'de  4877. 

Doctor  Saturnino  M.  Laspiur,  hijo  de  la  provincia  de  San  Juan. 
Por  decreto  de  28  de  septiembre  de  1875,  fué  nombrado  minis- 
tro en  reemplazo  del  Doctor  Delgado.  Dejó  de  pertenecer  á  la 
Suprema  Corte  en  enero  de  1878,  por  haber  pasado  á  desempe- 
ñar el  Ministerio  del  Interior,  siendo  nombrado  nuevamente 
en  26  de  septiembre  de  4879.  Falleció  el  26  de  agosto  de  4885. 

Doctor  Onksiiio  Lbguizahón,  hijo  de  la  provincia  de  Entre  Rios. 
Fué  nombrado  ministro  por  decreto  de  I''  de  octubre  de  4877, 
en  reemplazo  del  doctor  Carril,  habiendo  renunciado  en  octu- 
bre de  4882. 

Doctor  Ulaoislao  Fríasi  hijo  de  la  provtneia  de  Tucumán.  Fué 
nombrado  ministro,  en  reemplazo  (f el  doctor  José  Barros  Pa- 
zos, por  decreto  de  44  de  enero  de  4878,  incorporándose  al  tri- 
bunal en  44  de  febrero  del  mismo  año.  En  enero  40  de  4890,  el 
doctor  Frías  fué  jubilado. 

Doctor  Hanubl  D.  Pizarro,  hijo  de  la  provincia  de  Córdoba.  En 
reemplazo  del  doctor  Leguizamón,  fué  nombrado  ministro  con 
fecha  24  de  octubre  de  4882,  habiendo  renunciado  en  agosto 
de  4884. 

Doctor  Frdbrico  Ibarguren,  hijo  de  la  provincia  de  Salta.  Fué 
nombrado  ministro,  en  reemplazo  del  doctor  Pizarro,  por  de- 
creto de  28  de  agosto  de  4884.  Falleció  el  49  de  noviembi*e  de 
4890,  en  ejercicio  de  sus  funciones. 

Doctor  Calixto  S.  db  la  Torrb,  hijo  de  la  provincia  de  Córdoba. 
Por  decreto  de  29  de  mayo  de  1886,  fué  nombrado,  en  reem- 
plazo del  Doctor  Laspiur,  siendo  jubilado  en  45  de  junio  át: 
4892. 

Doctor  Bbnjamín  Victorica,  nacido  en  PueDOsi.Aires.  Fué  ^nombra- 
do ministro  y  presidente,  en  reemplaso^  del  doctor  Gorosiíaga, 
por  decreto  de  40  de  agosto  de  4887,  y  fué  jubilado  en  5  de  ju- 
nio de4892. 

Doctor  Salustiano  J.  Za valía,  hijo  de  la  provincia  de  Tucumán. 
Por  decreto  de  40  de  septiembre  de  4887,  fué  nombrado  en 
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reemplazo  del  doctor  Domíngaez,  y  se  le  jubiló  en  i  de  abril 
de  4889. 

Doctor  Luis  V.  Varbla,  de  Baeoos  Aires.  Por  decreto  de  3  de 
abril  de  4889,  fué  nombrado  ministro  en  reemplazo  del  doctor 
Zavalia. 

Doctor  Abbl  Bazán,  nacido  en  la  provincia  de  La  Rioja.  Fué  nom- 
brado ministro»  en  reemplazo  del  doctor  Uladislao  Frías,  por 
decreto  de  U  de  enero  de  4890,  incorporándose  al  tribunal  en 
4  6  del  mismo  mes. 

Doctor  Luis  Sábnz  Pkña,  nacido  en  Buenos  Aires.  Fué  nombrado 
ministro,  en  reemplazo  del  doctor  Ibarguren,  por  decreto  de  44 
de  diciembre  de  4890,  y  renunció  en  marzo  29  de  4892. 

Doctor  Benjamín  Paz,  hijo  de  la  pix)vincia  de  Tucumán.  Fué  nom- 
brado ministro,  por  decreto  de  29  de  marzo  de  4892.  en  reem- 
plazo del  doctor  Saenz  Peña.  Por  decreto  de  4ddejuIiode4892, 
fué  designado  presidente,  en  reemplazo  del  doctor  Yictorica. 

Doctor  Octavio  Bunoe,  nacido  en  Buenos  Aires.  Fué  nombrado 
ministro  por  decreto  de  43  de  julio  de  4892^  en  reemplazo  del 
doctor  Calixto  S .  de  la  Torre. 

Doctor  Juan  E.  Torrbnt,  hijo  de  la  provincia  de  Corrientes.  Fué 
nombrado  ministro,  en  reemplazo  del  doctor  Yictorica,  por  de- 
creto de  julio  43  de  4892. 


Procuradores  generales 

Doctor  Francisco  Pico,  nacido  en  Buenos  Aires.  Fué  nombrado 
por  decreto  de  48  de  octubre  de  4862.  Falleció  en  47  de  agosto 
de  4875,.  reemplazándole  el 

Doctor  Carlos  Tbibdor,  hijo  de  Buenos  Aires,  que  fué  nombrado 
por  decreto  de  septiembre  29  de  4875.  El  doctor  Tejedor  rer 
nuncióy  siendo  reemplazado  por  el 

Doctor  Eduardo  Costa,  nacido  en  Buenos  Aires,  que  fué  designa- 
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do  por  decreto  de  junio  19  de  4872,  sucediéndole,  por  haber  re- 
nunciado, el 

DocTOB  Antonio  E.  Mjllwbr,  hijo  de  Buenos  Aires,  designado  por 
decreto  de  4  6  de  agosto  de  4890.  Renunció,  siendo  reemplazado 
por  el 

Doctor  Sabiniano  Kikr,  de  Buenos  Aires,  que  fué  nombrado  por 
decreto  de  enero  30  de  4892. 


Don  Rafael  Peretra,  nombrado  en  carácter  de  interino,  por  acuer- 
do de  42  de  octubre  de  4863. 

Doctor  José  Hioubl  Guastavino,  nombrado  por  acuerdo  de  23  de 
noviembre  de  4863. 

Doctor  Antonio  Tarnassi,  nombrado  con  carácter  de  interino, 
mientras  dure  la  ausencia  del  doctor  Guastavino,  en  fecha  26 
de  abril  de  4865.  Por  acuerdo  de  6  de  septiembre  de  4866,  la 
Suprema  Corte,  en  uso  de  las  atribuciones  que  le  confieren  los 
artículos  99  de  la  Constitución  y  once  de  la  ley  de  46  de  octubre 
de  4862,  dispuso  nombrar  otro  secretario,  dado  el  aumento  de 
causas,  recayendo  la  elección  en  el  doctor  Tarnassi,  que,  por 
haber  sido  jubilado,  se  retiró  del  cargo  en  30  de  noviembre  de 
4892. 

Doctor  Nemesio  Rojo,  nombrado  por  acuerdo  de  45  de  septiembre 
de  4868,  en  reemplazo  del  doctor  Guastavino,  que  renunció  pa- 
ra ocupar  el  juzgado  federal  de  Corrientes.  El  doctor  Rojo  fa- 
lleció en  27  de  noviembre  de  4883,  siendo  reemplazado  por  el 

Doctor  JoséE.  Domínguez,  nombrado  por  acuerdo  de  40  de  enero 
de  4884. 

Doctor  José  A.  Frías,  nombrado,  en  reemplazo  del  doctor  Tar- 
nassi, por  acuerdo  de  2  de  diciembre  de  4892. 


EXPLICACIÓN  DE  LAS  ABREVIATURAS 


Const.  Nac Constitución  Nacional. 

Cód.  Civ Código  Civil. 

Cód.  Com.  ant.     Código  de  Comercio,   vigente  hasta  el  treinta 

de  abril  de  4890. 

Cód.  Com Código  de  Comercio^  vigente  desde  el  I""  de 

mavo  de  1890. 

Cód.  Penal Código  Penal. 

Ord.  ant Ordenanzas  de  aduana,  sancionadas  por  ley  n<> 

481,  de  16  de  agosto  de  1866,  vigentes  hasta 
el  31  de  diciembre  de  1876. 

Ord Ordenanzas  de  aduana,  vigentes  desde  el  1^  de 

enero  de  1877. 

Ley  Jurisd Ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribu- 
nales federales,  de  14  de  septiembre  de  1863. 

Ley  Proc Ley  de  procedimientos  de  los  tribunales  fede- 
rales, de  14  de  septiembre  de  1863. 

Ley  Penal Ley  designando  los  crímenes  cuyo  juzgamiento 

compete  á  los  tribunales  nacionales  y  esta- 
bleciendo su  penalidad^  de  14  de  septiembre 
de  1863. 

Ley  Exprop. . . .     Ley  nacional  de  expropiación,  de  septiembre  13 

de  1866. 
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DIGESTO 


DE  LOS 


FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE  FEDERAL 


A 


Abandono.  —  No  puede  ser  obligatorio  para  el  asegurador,  sino 
cuando  conste  la  imposibilidad  de  poner  á  flote  el  buque 
con  un  gasto  menor  de  las  tres  cuartas  partes  de  su  valor.  — 
T.  6,  p.  26. 

—  £1  capitán  y  los  consignatarios  de  un  buque  que,  por  orden 
del  propietario  y  declarando  los  seguros  existentes,  hacen 
su  abandono  por  cuenta  de  quien  corresponda,  no  están 
obligados  á  acompañar  las  pólizas  de  los  seguros,  y  por  la 
falta  de  éstas,  no  pueden  ser  considerados  como  litigantes 
temerarios. — T.  8,  p.  68. 

—  En  caso  de  abandono,  el  defensor  nombrado  á  una  com- 
pañía de  seguros  ausente,  es  en  beneficio  del  asegurado  para 
que  el  abandono  surta  los  efectos  legales.  —  T.  9,  p.  357. 

—  Hay  lugar  al  del  buque  asegurado,  cuando  se  prueba  que  no 
se  halla  en  estado  de  navegar  (art.  1394,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T,  18,  p.  450. 

—  En  caso  de  naufragio  del  buque  asegurado,  procede  el  aban- 
dono sin  más  condición  que  haberse  producido  el  naufragio; 
y  éste  debe  considerarse  producido^  cuando  el  buque  ha  que- 
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dado  completamente  sumergido,  habiéndolo  abandonado  la 
tripulación  por  peligro  inminente  (art.  i  394  y  U64,  Cód. 
Com.  ant.)  —  T.  48,  p.  307. 

Abandono.  —  El  deudor  no  puede  hacer  abandono  del  buque 
que  ya  no  le  pertenece,  por  haber  sido  vendido  por  orden 
judicial  en  remate  público^  para  el  pago  de  otros  créditos  pri- 
vilegiados. — -T.  48,  p.  397. 

—  El  del  buque  asegurado  puede  hacerse  de  acuerdo  de  partes 
en  forma  privada.  (El  art.  1395,  Cód.  Com.  ant.,  que  esta- 
blece que  el  abandono  debe  hacerse  judicialmente,  no  es  una 
disposición  de  orden  público,  de  la  cual  las  partes  no  puedan 
prescindir  por  acuerdo  privado).  —  T.  49,  p.  339. 

—  La  aceptación  del  abandono  implica  el  reconocimiento  de  la 
obligación  de  pagar  el  seguro.  —  T.  49,  p  339. 

—  Estipulado  el  derecho  de  abandono  en  los  casos  de  pérdida 
total,  debeaquél  ser  admitido,  no  siendo  negada  ésta.  — T.  59, 
p.  415. 

—  Véase :  Naufragio;  Seguro. 

Abijeato.  —  La  complicidad  en  este  delito,  puede  ser  penada 
con  destierro  (ley  19,  tit.  14,  part.  7').  —  T.  6,  p.  459. 

—  La  práctica  de  los  tribunales,  modificando  las  leyes  españo- 
las, castiga  el  abijeato  de  grey,  con  la  pena  de  presidio  por  el 
tiempo  que  determinen  las  circunstancias.  —  T.  9,  p.  62. 

Abogado.  —  Los  abogados  no  pueden  ser  presos  por  deudas 
civiles.  Este  privilegio  no  ha  sido  abolido  por  la  Constitución 
y  puede  invocarse  aunque  el  ejecutado  haya  conseguido  el 
título  de  abogado  durante  la  ejecución  (leyes  3%  tit.  8;  y  8*, 
tit.  31,  part.  2»;  2*  y  5»,  tit.  2;  14  y  15,  tit.  18,  lib.  6,  N.  R. 
El  articulo  16  de  la  Constitución  nacional  ha  abolido  las  pre- 
rrogativas de  sangre  y  nacimiento,  los  fueros  personales  y  los 
títulos  de  nobleza;  pero  no  los  privilegios  concedidos  por  las 
leyes  y  emanados  de  distinta  causa).  —  T.  6,  p.  455. 

—  Por  el  artículo  2,  ley  de  arancel,  de  26  de  Agosto  de  1863,  se 
autoriza  á  los  abogados   para  contratar  sus  honorarios,  con 
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tai  que  observen  las  leyes  generales  que  reglan  las  conven- 
ciones entre  las  partes.  —  T.  9,  p.  417. 

Abogado.  —  La  ley  de  36  de  Agosto  de  1863  determina  en  su  ar- 
tículo 5,  cuáles  son  los  abogados  y  procuradores  que  son  admi- 
tidos como  tales  en  los  juzgados  de  la  Nación. —  T.  10,  p.  222. 

—  La  ley  de  20  de  Junio  de  1855,  autorizando  á  los  tribunales 
interiores  de  la  Confederación,  para  extender  diploma  de 
abogado  nacional,  y  el  decreto  de  15  de  Setiembre  de  1854, 
aprobado  por  aquella^  fueron  disposiciones  de  carácter  pro- 
visorio. La  facultad  acordada  en  dicha  ley  no  ha  sido  repro- 
ducida por  las  leyes  de  16  de  Octubre  de  1862  y  14  de 
vSetiembre  de  1863,  que  han  dado  á  la  justicia  federal  la 
organización  que  hoy  tiene.  —  T.  10,  p.  222. 

—  £1  caso  de  negarse  inscripción  en  la  matricula  de  abogados 
de  una  provincia,  solicitada  en  mérito  de  diploma  otorgado 
por  otra^  no  está  comprendido  en  ninguno  de  los  del  artículo 
1 4  de  la  ley  de  jurisdicción.  —  T.  1 1 ,  p.  444 . 

—  Vil  abogado  puede  ejercer  su  profesión  ante  cualquier  tri- 
bunal de  la  Nación  por  el  hecho  de  ser  abogado  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires  y  estar  inscripto  en  la  matrícula 
de  la  Suprema  Corte.  Para  ello  necesita,  sin  embargo,  estar 
presente  en  el  lugar  donde  reside  el  juez  ante  quien  aboga. 

—  T.  22.  p.  78. 

—  Un  dictamen  pedido  á  un  abogado  sobre  puntos  de  derecho, 
no  se  presume  que  sea  gratuito  (art.  1871  y  1952,  Cód.  Civ.). 

—  T.  22,  p.  398. 

—  Ante  los  tribunales  nacionales  no  intervienen  otros  que  los 
facultados  para  ejercer  su  profesión  anteólos  tribunales  de 
provincia  y  de  la  capital.  —  T.  26,  p.  394. 

—  El  abogado  en  causa  propia,  no  tiene  derecho  de  cobrar  ho- 
norarios al  vencido  en  juicio.  —  T.  46,  p.  109. 

—•  Con  Id  anuencia  y  ratificación  del  interesado,  el  abogado 
puede  cobrar  directamente  á  la  contraparte  los  honorarios 
á  cuyo  pago  ha  sido  condenada.  —  T.  53,  p.  263. 
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Abogado.  —  Los  hechos  personales  pasados  entre  el  abogado  y 
la  contraparte,  no  pertenecen  al  secreto  profesional  que  exime 
al  abogado  de  prestar  declaración  á  requisición  de  ésta  (ley  9^, 
tit.  6,  part.  3).  —  T.  53,  p.  399. 

—  Véase  :  Recurso;  Violmcm. 

Abordaje.  —  Los  daños  causados  por  choques  y  abordajes,  deben 
ser  avaluados  por  arbitros  arbítradores,  quienes  han  de  de- 
terminar cuál  de  los  buques  ha  sido  el  causante  de  ellos 
(art.  1429,  Cód.  Com.  ant).  —  T.  9,  p.  269. 

—  Véase  :  Armadores;  Peritos;  Presunción, 

Absolución.  —  No  resultando  mérito  bastante  para  seguir  una 
causa  criminal,  el  acusado  debe  ser  absuelto  de  toda  culpa  y 
cargo,  y  no  de  la  instancia  solamente.  —  T.  9,  p.  70. 

—  No  habiéndose  probado  que  el  procesado  haya  tenido  la 
participación  é  ingerencia  de  que  se  le  acusa,  procede  su  abso- 
lución de  toda  culpa  y  cargo.  —  T.  64 ,  p.  371 . 

Absolución  de  la  instancia.  —  La  lev  de  14  de  Setiembre  de 
1863,  sobre  procedimientos,  proscribe  absolutamente  en  su  artí- 
culo 13  la  doctrina  de  la  absolución  de  la  instancia.  —  T.  9, 
p.  108. 

—  Entrada  la  causa  á  plenario  y  tramitada  hasta  llamarse  autos 
para  sentencia^  debe  dictarse  ésta  condenando  ó  absolviendo  : 
el  sobreseimiento  provisorio  no  importa  más  que  la  abso- 
lución de  la  instancia,  que  está  absolutamente  prohibida  (art. 
494,  495  y  497,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  61,  p.  352. 

Absuelto. —  £1  absuelto  de  la  acusación  tiene  su  derecho  á  salvo 
contra  quien  por  su  culpa  ha  dado  ocasionadla. — T.  21, 
p.  267. 

Abuso  de  autoridad.  —  Las  amenazas  é  injurias  inferidas  á  un 
funcionario  público  por  el  cumplimiento  de  su  deber,  justifican 
la  detención  del  injuriante,  para  evitar  el  escándalo  y  some- 
terlo á  la  autoridad  competente.  —  T.  5,  p.  463. 

-^  £1  hecho  de  haberse  ordenado  la  libertad  del  detenido,  en 
el  caso  del  sumario  anterior,  sin  dar  más  ulterioridad  al  asun- 
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to^  no  es  una  prueba  de  que  el  empleado  público  haya  proce- 
dido  arbitrariamente.  —  T.  5,  p.  463. 

Abuso  de  autoridad.  —  Comete  abuso  de  autoridad,  el  empleado 
que,  por  no  haber  el  subalterno  obedecido  en  cosas  ajenas  al 
servicio^  le  manda  un  acto  referente  á  éste,  y  por  haberse  resis- 
tido, le  da  y  hace  dar  golpes  y  le  aplica  apremios  ilegales  (art. 
243  y  244,  Cód.  Pen.).  —  T.  37,  p.  26. 

—  No  es  admisible  la  querella  por  abuso  de  autoridad,  contra 
las  personas  que  resultan  no  haber  sido  los  autores  de  los  he- 
chos en  que  se  funda.  —  T.  55,  p.  409. 

—  Véase;  Justicia  federal. 

Acarreador.  —  Véase:  Prueba, 

Acarreo. —  Aunque  es  de  práctica  que  los  lancheros  cobren  el  ca- 
rretaje con  la  sola  descarga  en  el  muelle  de  la  aduana ;  sin 
embargo,  cuando  los  efectos  venidos  por  un  buque,  se  piden  á 
despacho  directo,  el  deber  del  lanchero  es  conducirlos  á  la 
casa  del  consignatario,  y  no  haciéndolo,  no  tiene  derecho  á 
cobrar  el  acarreo.  — T.  14,  p.  10. 

Acción.—  Las  personales  pueden  ejercitarse  ante  el  juez  del  lu- 
gar en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  en  el  del  contrato, 
ó  del  domicilio  del  demandado.  T.  3,  p.  31. 

—  Las  reales  pueden  ejercitarse  ante  el  juez  del  lugar  de  los 
bienes  ó  del  domicilio  del  demandado  (ley  3\  tít.  2,  part.  3»). — 
T.  3,  p.  21. 

—  Las  mixtas  pueden  ejercitarse  ó  ante  el  juez  competente,  pa- 
ra conocer  de  las  acciones  personales,  ó  ante  el  competente 
para  conocer  de  las  reales.  —  T.  3,  p.  31. 

—  Una  acción  por  deuda  garantida  con  hipoteca,  sobre  bienes 
situados  en  la  provincia  de  Mendoza,  puede  ejercitarse  ante 
los  tribunales  de  Mendoza,  aunque  el  deudor  sea  vecino  del 
Rosario.  —  T.  3,  p.  31 . 

—  No  puede  nacer  de  la  infracción  de  la  disposición  que  rige 
el  acto  de  que  se  pretende  hacer  nacer  esa  misma  acción.  - 
T.  4,  p.  19. 
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Acción.  —  Las  que  han  sido  materia  de  demanda,  contestación 
y  sentencia,  no  pueden  ser  reservadas  para  otro  juicio.  — 
T.  6,  p.  U3. 

—  Una  misma  acción,  por  una  misma  causa  y  contra  una  mis- 
ma persona,  no  puede  ser  juzgada  dos  veces.  — T,  6,  p.  179. 

—  La  acción  reconocida  por  el  demandado,  debe  tenerse  por 
probada.  —  T.  6,  p.  199. 

—  La  deducida  directamente  contra  una  testamentaria,  debe 
entablarse  ante  los  juzgados  de  provincia,  aunque  los  de  la 
Nación  hayan  podido  conocer  en  las  diligencias  preparatorias 
de  la  misma  (art.  1í,  Ley  Jurisd.).  — T.  11,  p.  382. 

—  El  derecho  de  dirigir  la  acción  de  un  tercero  contra  el  bu- 
que, no  hace  cesar  las  responsabilidades  personales  del  deu- 
dor. Sólo  cesan  con  el  abandono  del  buque  y  fletes  (art.  1039, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  16,  p.  114. 

^-  Hecho  un  trabajo  de  los  que  constituyen  los  de  la  propia 
profesión,  hay  acción  á  cobrar  su  precio  contra  el  beneficiado 
por  él  (art.  1627,  Cód.  Civil).  —  T.  16,  p.  165. 

—  Rechazada  una  acción  por  taita  de  personería  en  el  represen- 
tante y  en  la  persona  representada,  el  subsanamieuto  de  la  del 
primero,  no  basta  para  dar  nueva  causa  i  la  acción  y  promover 
de  nuevo  eljuicio  ya  juzgado.  —  T.  17,  p.  113. 

—  Cuando  un  tercero  paga  un  derecho  afianzado  á  socios  soli- 
darios, puede  dirigir  su  acción  contra  cualquiera  de  ellos  (art. 
617,  Cód.  Com.  ant.).  -  T.  18.  p.  56. 

—  Constando  de  autos  el  pago  de  lo  correspondiente  á  honora- 
rio, no  es  admisible  la  acción  por  el  cobro  de  su  importe.  — 
T.  19,  p.  312. 

—  La  fundada  en  la  toma  de  posesión  violenta  de  un  vapor  y 
en  perjuicios  ocasionados  por  ella,  para  ser  aceptada,  deben 
probarse  los  dos  hechos  alegados.  —  T.  20,  p.  209. 

—  El  que  cobra  en  su  calidad  de  corredor  ó  comisionista,  ex- 
plica bien  el  carácter  que  invoca  para  ejercer  la  acción  que  de- 
duce.—T.  22,  p.  313. 
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Acción  —  Las  compras  á  plazo  de  cédulas  hipolecahas,  siendo 
reales,  y  no  probándose  que  ha  habido  juego»  producen  acción 
legal  en  juicio  (art.  515  y  1750,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  22, 
p.  403. 

—  El  carácter  de  una  acción  se  determina  por  el  escrito  de  de- 
manda. —  T.  23,  p.  488. 

—  £1  que  entregó  unos  documentos  para  ser  cobrados,  tiene 
acción  para  pedir  contra  quien  corresponde,  su  devolución  ó 
importe.  —  T.  25,  p.  83. 

—  £1  propietario  de  un  terreno  comprendido  en  el  ejido  de  un 
pueblo  declarado  por  ley  provincial,  carece  de  acción  contra 
el  P.  E.  que  ha  aprobado  la  mensura  del  ejido,  reconociendo 
la  propiedad  del  actor,  para  hacer  declarar  la  nulidad  de  la 
ley.  Tampoco  tiene  acción  contra  el  mismo,  por  los  actos  viola- 
torios  de  su  propiedad,  que  haya  cometido  la  municipalidad 
del  punto^  con  ocasión  de  dicha  ley. —  T.  30,  p.  58. 

—  £1  que  ha  dado  dinero  con  el  objeto  de  conseguir  un  empleo, 
aunque  no  consiga  éste,  no  tiene  acción  para  repetir  lo  entre- 
gado (Véase:  Nulidad;  art.  794, 795  y  1789,  Cód.  Civ.).  —  T.  30, 
p.  672. 

—  No  probados  los  extremos  legales  necesarios  para  demostrar 
la  procedencia  de  la  acción  instaurada,  debe  absolverse  de  ella 
al  demandado.  —  T.  41,  p.  389. 

—  La  clasifícación  incorrecta  de  la  acción,  no  obsta  á  que  se 
resuelva  segán  la  intención  de  las  partes  y  la  verdad  probada 
en  autos,  pues  los  jueces  deben  resolver  según  la  intención 
real  de  las  partes  y  la  verdad  probada  en  autos.  —  T.  43,  p.  299. 

—  Véase:  Calificación;  Ley  electoral. 

Acción  civil.  —  Las  que  nacen  de  los  delitos  corresponden  á  los 
perjudicados  contra  los  autores  de  aquellos,  y  pueden  ser 
ejercidos  aunque  la  causa  criminal  se  suspenda  por  la  ausencia 
del  reo.  En  ese  caso,  el  juicio  en  que  se  trata  de  las  prestacio- 
nes civiles,  debe  comprender  la  existencia  del  hecho  imputa- 
¿Q  y  la  culpabilidad  del  demandado,  para  absolverle  ó  conde- 
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Acción.  —  Las  que  han  sido  materia  de  demanda,  contestación 
y  sentencia,  no  pueden  ser  reservadas  para  otro  juicio.  — 
T.  6,  p.  443. 

—  Una  misma  acción,  por  una  misma  causa  y  contra  una  mis- 
ma persona,  no  puede  ser  juzgada  dos  veces.  — T.  6,  p.  479. 

—  La  acción  reconocida  por  el  demandado,  debe  tenerse  por 
probada.  —  T.  6,  p.  499. 

—  La  deducida  directamente  contra  una  testamentaría,  debe 
entablarse  ante  los  juzgados  de  provincia,  aunque  los  de  la 
Nación  hayan  podido  conocer  en  las  diligencias  preparatorias 
de  la  misma  (art.  4^,  Ley  Jurisd.).  — T.  44,  p.  382. 

—  El  derecho  de  dirigir  la  acción  de  un  tercero  contra  el  bu- 
que, no  hace  cesar  las  responsabilidades  personales  del  deu- 
dor. Sólo  cesan  con  el  abandono  del  buque  y  fletes  (art.  4039, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  46,  p.  14  4. 

—  Hecho  un  trabajo  de  los  que  constituyen  los  de  la  propia 
profesión,  hay  acción  á  cobrar  su  precio  contra  el  beneficiado 
por  él  (art.  4627,  Cód.  Civil).  —  T.  46,  p.  465. 

—  Rechazada  una  acción  por  falta  de  personería  en  el  represen- 
tante y  en  la  persona  representada,  el  subsanamieuto  de  la  del 
primero,  no  basta  para  dar  nueva  causa  i  la  acción  y  promover 
de  nuevo  el  juicio  ya  juzgado.  —  T.  47,  p.  4  43. 

—  Cuando  un  tercero  paga  un  derecho  afianzado  á  socios  soli- 
darios, puede  dirigir  su  acción  contra  cualquiera  de  ellos  (art. 
617,  Cód.  Com.  ant.).  -  T.  18,  p.  56. 

—  Constando  de  autos  el  pago  de  lo  correspondiente  á  honora- 
rio, no  es  admisible  la  acción  por  el  cobro  de  su  importe.  — 
T.  49,  p,  342. 

—  La  fundada  en  la  toma  de  posesión  violenta  de  un  vapor  y 
en  perjuicios  ocasionados  por  ella,  para  ser  aceptada,  deben 
probarse  los  dos  hechos  alegados.  —  T.  20,  p.  209. 

—  El  que  cobra  en  su  calidad  de  corredor  ó  comisionista,  ex- 
plica bien  el  carácter  que  invoca  para  ejercer  la  acción  que  de- 
duce.—T.  22,  p.  343. 
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Acción  —  Las  compras  á  plazo  de  cédulas  hípolecarias,  siendo 
reales,  y  no  probándose  que  ha  habido  juego,  producen  acción 
legal  en  juicio  (art.  5Í5  y  1750,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  22, 
p.  403. 

—  El  carácter  de  una  acción  se  determina  por  el  escrito  de  de- 
manda. —  T.  23,  p.  488. 

—  £1  que  entregó  unos  documentos  para  ser  cobrados,  tiene 
acción  para  pedir  contra  quien  corresponde,  su  devolución  ó 
importe.  —  T.  25,  p.  83. 

—  El  propietario  de  un  terreno  comprendido  en  el  ejido  de  un 
pueblo  declarado  por  ley  provincial,  carece  de  acción  contra 
el  P.  E.  que  ha  aprobado  la  mensura  del  ejido,  reconociendo 
la  propiedad  del  actor,  para  hacer  declarar  la  nulidad  de  la 
ley.  Tampoco  tiene  acción  contra  el  mismo,  por  los  actos  viola- 
torios  de  su  propiedad,  que  haya  cometido  la  municipalidad 
del  punto^  con  ocasión  de  dicha  ley. —  T.  30,  p.  58. 

—  £1  que  ha  dado  dinero  con  el  objeto  de  conseguir  un  empleo, 
aunque  no  consiga  éste,  no  tiene  acción  para  repetir  lo  entre- 
gado (Véase:  Nulidad;  art.  794, 795  y  1789,  Cód.  Civ.).  —  T.  30, 
p.  672. 

—  No  probados  los  extremos  legales  necesarios  para  demostrar 
la  procedencia  de  la  acción  instaurada,  debe  absolverse  de  ella 
al  demandado.  —  T.  41,  p.  389. 

—  La  clasificación  incorrecta  de  la  acción,  no  obsta  á  que  se 
resuelva  según  la  intención  de  las  partes  y  la  verdad  probada 
en  autos,  pues  los  jueces  deben  resolver  según  la  intención 
real  de  las  partes  y  la  verdad  probada  en  autos.  —  T.  43,  p.  299. 

—  Véase:  Califi^cación ;  Ley  electoral. 

Acción  civil.  —  Las  que  nacen  de  los  delitos  corresponden  á  los 
perjudicados  contra  los  autores  de  aquellos,  y  pueden  ser 
ejercidos  aunque  la  causa  criminal  se  suspenda  por  la  ausencia 
del  reo.  En  ese  caso,  el  juicio  en  que  se  trata  de  las  prestacio- 
nes civiles,  debe  comprender  la  existencia  del  hecho  imputa- 
¿Q  y  la  culpabilidad  del  demandado,  para  absolverle  ó  conde- 
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narle»   aunque  la  acción  civil  se  deduzca  separadamente.  —  T. 
8,  p.  186. 

Acción  civil.  —  La  acción  civil  por  devolución  de  valores  defrau- 
dados al  físco,  compete  al  juez  de  sección,  si  la  criminal  que 
corresponde  á  otro  tribunal^  ha  sido  remitida  (art.  S"*,  incisos 
5  y  6,  Ley  Jurisd.).  —  T.  10,  p.  139.      . 

•—  La  de  indemnización  por  causa  de  delito,  no  puede  entablarse 
ni  substanciarse  en  un  solo  juicio  con  la  criminal.  En  caso  de 
haberse  entablado  las  dos  conjuntamente,  debe  substanciarse 
la  criminal  por  ser  la  más  importante  y  estar  interesado  en  ella 
el  bien  público  (art.  1096,  Cód.  Civ.)  —  T.  11,  p.  423. 

—  Puede  ser  admitida,  aunque  los  hechos  en  que  se  funde  no 
puedan  calilicarse  como  crímenes.  —  T.  11,  p.  493. 

—  La  proveniente  de  un  delito,  no  puede  ser  intentada  pendiente 
la  acción  criminal,  desde  el  momento  que  ésta  se  inicia.  Ad- 
mitir la  prosecución  simultánea  de  ambas  acciones,  suspen- 
diendo solamente  el  fallo  en  lo  civil,  hasta  después  de  senten- 
ciada la  criminal^  sería  autorizar  un  procedimiento  inútil,  y  dar 
lugará  una  doble  discusión  y  una  doble  prueba,  sobre  los  mis- 
mos objetos  (art.  1 1 01 ,  1 1 02  y  1 1 03,  Cód .  Civ . ).—  T .  1 5,  p.  325 . 

—  La  de  daños  y  perjuicios  procedentes  de  acusación  calumniosa 
es  independiente  de  la  criminal,  y  el  que  se  dice  calumniado 
puede  deducirla  ante  su  propio  juez.  —  T.  18,  p.  309. 

—  La  acción  contra  una  municipalidad  por  devolución  de  espe- 
cies que  se  dicen  indebidamente  tomadas  en  virtud  de  orde- 
nanzas y  procedimientos  inconstitucionales,  y  por  reparación 
de  perjuicios,  es  una  acción  civil.  —  T.  41 ,  p.  57. 

—  La  procedente  de  delitos  del  derecho  común,  tiene  un  fuero 
distinto  de  la  criminal,  cuando  se  deduce  independientemente 
de  ésta.  —  T.  43,  p.  155. 

—  Véase:  Amnistía. 

Acción  confesoria. — Para  que  ésta  sea  admitida,  basta  que  el  ac- 
tor pruebe  su  derecho  de  posesión  sobre  el  inmueble  domi- 
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nante,  y  la  constitución  de  la  servidumbre  activa  que  se  trata 
de  impedir  por  el  demandado.  —  T.  30,  p.  465. 

Aceión  confesoria.  —  Véase:  Interdicto, 

Acción  criminal.  —  Rechazada  ésta,  debe  dejarse  á  salvo  la  ac- 
ción civil,  la  que  puede  ser  admitida,  aunque  los  hechos  en  que 
se  funde  no  puedan  calificarse  como  crímenes.— T.  M,  p.  423. 

—  No  resultando  malversación  de  fondos,  sino  saldo  en  contra 
procedente  déla  administración  ejercida,  no  procede  contra  el 
empleado  deudor,  la  acción  criminal,  sino  la  civil  por  cobro  de 
dicho  saldo.— T.  49,  p.  310-313. 

—  Véase:  Persona  jurídica. 

Acción  de  condominio.  —  Véase:  Desistimiento;  Justicia  federal. 

Acción  de  nulidad. — En  el  casode  una  segunda  ventade  un  fundo 
hipotecado,  por  considerar  el  acreedor  que  el  primer  comprador 
no  consuma  el  contrato,  la  acción  de  nulidad  de  la  segunda 
venta  sólo  puede  competir  al  primer  comprador  y  no  al  deudor 
hipotecario.  Este  tendrá,  cuando  más,  acción  para  reclamar' 
contra  quien  haya  lugar,  la  indemnización  del  perjuicio  sufrido 
por  la  diferencia  entre  el  precio  de  la  primera  y  el  de  la  se- 
gunda venta.  —  T.  15,  p.  199. 

Acción  de  saneamiento. — Véase:  Citación  de  emcción. 

Acción  entre  socios.  —  No  puede  admitirse  en  juicio  ninguna 
acción  entre  socios  que  funde  su  intención  en  la  existencia  de  la 
sociedad,  no  acompañándose  el  instrumento  probatorio  de  la 
existencia  de  la  sociedad  y  de  su  registro  (art.  399,  Gód.  Com. 
ant.).  —  T.  15»  p  170. 

Acción  entre  socios  ó  contra  terceros.  — La  ley  sólo  impide  la 
entrada  al  juicio  en  las  acciones  entre  socios  ó  con  relación  á 
terceros  sin  previa  presentación  de  la  escritura  de  sociedad, 
cuando  se  basa  directa  ó  inmediatamente  en  la  existencia  de 
aquella  (art.  399,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  537. 

Acción  hipotecaria.  —  Véase:  Nación;  Tribunales  provinciales. 
Acción  judicial.  —  Mientras  no  se  ataque  un  derecho  perfecto,  los 
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reclamos  del  interés  particular  para  cumplir  los  actos  y  decre- 
tos administrativos,  no  dan  mérito  á  una  acción  judicial.  Ellos 
deben  resolverse  por  la  misma  autoridad  administrativa  á 
quien  incumbe  su  conocimiento. —  T.  16,  p.  258. 

Acción  litigiosa.  —  Pueden  cederse  por  escritura  pública  ó  por 
acta  judicial  en  el  mismo  expediente  (art.  1455,  Cód.  Giv.). — 
T.  12.  p.  518. 

Acción  pauliana.  —  No  probándose  la  complicidad  del  tercero 
con  quien  contrató  el  deudor,  la  enajenación  hecha  á  título 
oneroso,  no  puede  ser  rescindida  por  razón  de  fraude  (art. 
968,  Cód.  Civ.).  —  T.  59,  p.  151. 

Acción  penal. —  La  acción  penal  y  la  civil  que  nacen  de  un  deli- 
to, son  independientes  entre  si  y  pueden  intentarse  conjunta  ó 
separadamente.  —  T.  10,  p.  139. 

— i  El  fabricante  de  un  producto  privilegiado,  no  puede  ejercer 
ninguna  acción  penal  contra  el  fabricante  de  otro  producto  de 
igual  clase,  que  conste  haberse  fabricado  y  expendido  con  an- 
terioridad á  la  concesión  de  su  privilegio.  La  prosecución  de 
la  acción  penal  no  tiene  objeto  en  las  cuestiones  de  patentes,  una 
vez  que  las  partes  declaran  haberse  arreglado. —  T.  14,  p.  374. 

Acción  personal. — Es  inadmisible  el  forum  reisiícB,  para  las  ac- 
ciones personales. —  T.  11,  p.  80. 

—  Lo  es,  la  acción  por  cobro  de  pesos  procedente  del  contrato 
de  venta  de  un  inmueble. —  T.  31,  p.  57. 

—  Pueden  ser  deducidas  anie  el  juez  del  lugar  del  domicilio 
del  demandado.  —  T.  38,  p.  323. 

—  La  acción  dirigida  á  que  se  cumpla  un  contrato  de  compra 
es  personal,  y  no  procede  contra  el  antecesor  del  vendedor.  — 
T.  39,  p.  339. 

—  Véase:  Competencia. 

Acción  posesoria.  —  La  acción  por  la  que  se  pide  la  restitución 
de  una  posesión  perdida,  no  por  vías  de  hecho,  sino  en  virtud 
de  mandato  judicial,  es  una  verdadera  acción  posesoria. — T.  1 5, 
p.  274. 
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Acción  posesoria.  —  Probada,  por  los  hechos,  por  la  no  con- 
tradicción de  la  contraparte  y  por  la  fecha  del  título  (art.  4003, 
Cód.  Civ.^,  la  posesión  anual ;  probada  la  pérdida  de  la  pose- 
sión sin  citación  ni  audiencia  enjuicio;  y  entablada  la  acción 
posesoria  antes  del  año  de  haberla  perdido,  debe  ordenarse 
su  restitución  con  los  accesorios,  pago  de  costas  y  resarci- 
miento de  daños  y  perjuicios.  —  T.  -1 5,  p.  274. 

—  No  es  meramente  posesoria  la  acción  por  la  que  el  deman- 
dante pide,  entre  otras  cosas,  se  le  deje  en  libertad  de  vender 
una  quinta  de  que  se  dice  propietario  por  titulo  expedido  por 
el  P.  £.  El  juicio  pendiente  ante  los  tribunales  provinciales  en- 
tre la  municipalidad  y  el  P.  E.,  sobre  la  validez  del  otorga- 
miento de  ese  título,  atrae  la  cuestión  deducida  por  la  mencio- 
nada acción,  pues  ésta  depende  de  dicho  juicio. — T.  19,  p.  147» 

—  Las  servidumbres  discontinuas,  aparentes  ó  no  aparentes, 
no  pueden  establecerse  por  el  solo  destino  que  tuviese  dado 
á  los  inmuebles  el  propietario  de  ellos ;  y  su  cuasi  posesión  no 
basta  por  sisóla  para  fundar  una  acción  posesoria  (art.  2975, 
2994,  2995,  2997,  3017  y  3034,  Cód.  Civ.).  Sin  el  título,  dice  el 
fallo,  la  cuasi  posesión  se  halla  afectada  del  vicio  de  tolerancia 
ó  reviste  el  carácter  deprecarla,  y  por  lo  tanto,  no  confiere  el  de- 
recho á  los  interdictos,  como  terminantemente  lo  establece  el 
artículo  2480,  Código  Civil).  — T.  27,  p.  461, 

—  Existiendo  cosa  juzgada  por  la  que  se  reconoce  á  favor  de 
una  persona  la  posesión  del  inmueble,  no  procede  contra  ésta 
la  acción  posesoria  por  obra  nueva  construida  en  él,  ni  la  de- 
manda de  jactancia  por  atribuirse  derechos  sobre  el  mismo. — 
T.  36,  p.  115. 

—  El  heredero  directo  puede  ejercer  las  acciones  posesorias  del 
difunto,  sin  necesidad  de  tomar  posesión  material  de  las  cosas 
hereditarias  (art.  3410  y  3418,  Cód.  Civ.).  — T.  43,  p.  299. 

—  La  adquisición  aparente  de  la  posesión,  no  autoriza  el  ejer- 
cicio de  las  acciones  posesorias  (art.  2490,  Cód.  Civ.). — T.  53, 

p.  127. 
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Acción  posesoria.  —  El  que  no  ha  tenido  ni  pretendido  tener 
á  título  de  dueño,  la  posesión  de  un  inmueble,  no  puede 
usar  délas  acciones  posesorias  (art.  2480,  Cód.  Civ.).  — T.  56, 
p.  399. 

—  Véase  :  Interdicto;  Posesión. 

Acción  pública. — Véase:  Ministerio  fiscal. 

Acción  redhibitoria. — Véase:  Prescripción. 

Acción  solidaria. — Véase:  Jiistirda  federal. 

Acciones  contra  fallidos. — Véase:  Justicia  provincial. 

Acciones  sociales. — Véase:  Justicia  federal. 

Aceptación .  — Véase :  Cesión . 

Acequia. —  £1  que  ha  convenido  en  transferir  á  otro  el  uso  común 
^dela  parte  que  le  corresponde  en  una  acequia,  sin  condiciones, 
debe  darle  y  asegurarle  dicho  uso  y  pagarle  los  perjuicios  cau- 
sados por  no  Jiaberlo  hecho. —  T.  26,  p.  105. 

—  Véase:  Interdicto. 

Aclaración.  — No  puede  hacerse  lugar  á  una  solicitud  de  acla- 
ración, que  en  el  fondo  importa  una  adición  de  la  sentencia. — 
T.  22,  p.  379. 

—  Véase:  Suprema  Corte. 

« 
Acreedor. — Lo  son,  residentes  en  el  estado,  los  que  celebraron 

por  si  y  autorizados  por  otros,  y  cumplieron  por  su  parte  un 

contrato,  y  residiendo  en  el  mismo,  piden  el  cumplimiento  de 

éste  á  la  otra  parte.  —  T.  6,  p.  252. 

—  Uno  subsidiario,  no  puede  tener  otros  ni  mayores  derechos 
que  el  principal,  y  desapareciendo  los  de  éste,  desaparecen  los 
de  aquél.  — T,  17,  p.  95. 

—  Ejecutándose  el  crédito  hipotecario,  el  derecho  del  acreedor 
se  limita  á  seguir  la  ejecución  sobre  la  cosa  común  hipoteca- 
da.—T.  20,  p.  416. 

—  Las  acciones  y  derechos  de  los  deudores  que  los  acreedores 
pueden  ejercer,  deben  hacerlos  valer  éstos  ante  el  juez  que  co- 
noce en  la  acreencia.  — T.  23,  p.  675. 
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Acreedor.  —  El  que  obtiene  el  embargo  de  un  crédito  pertene- 
ciente á  su  deudor,  tiene  el  derecho  de  practicar  por  si  mismo 
las  gestiones  conducentes  á  hacerlo  efectivo^  siempre  que  el 
titular  de  él  las  abandone  ó  descuide  (art.  1196,  Cód.  Civ.).  — 
T.  60,  p.41. 

—  Véase:  Liquidación. 

Acreedor  hipotecario.  —  Los  derechos  reales  y  privilegios  de 
éste,  no  se  extinguen  por  la  confusión  en  su  persona  de  los 
derechos  de  acreedor  y  propietario,  sino  cuando  la  adqui- 
sición  del  dominio  ha  tenido  lugar  de  una  manera  irrevocable 
(art.  3181,  3182,3198  y  nota  á  este  último,  Cód.  Civ.;. — 
T.  20.  p.  465. 

Acreedor  originario. — El  crédito  perteneciente  á  una  sociedad, 
adjudicado  en  la  partición  á  uno  de  los  socios,  constituye  á 
éste  en  acreedor  originario.  —  T.  23,  p.  498. 

—  El  arreglo  de  deudas  hecho  con  el  cesionario,  convierte  á 
éste,  respecto  al  cumplimiento  de  dicho  arreglo,  en  acreedor 
originario  á  los  efectos  del  fuero.  —  T.  35,  p.  113. 

—  El  tenedor  de  un  vale  á  la  orden  con  endoso  en  blanco  se 
considera,  á  los  efectos  del  fuero  nacional,  como  acreedor 
originario  y  no  por  mandato  ó  cesión.  (No  es  aplicable  en 
ese  caso  el  art.  8,  Ley  Jurisd.).  —  T.  48,  p.  202. 

Acto  administrativo.  —  No  pueden  calificarse  como  actos  admi- 
nistrativos del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  los  que  éste 
practica  en  pais  extranjero  en  virtud  de  los  derechos  de 
guerra  y  de  acuerdo  con  los  gobiernos  aliados  para  sostenerla. 
—  T.  9,  p.  172. 

—  Por  la  Constitución  de  Buenos  Aires  de  1854,  un  acto  admi- 
nistrativo no  podía  obligar  al  Estado,  si  no  estuviera  autorizado 
por  un  ministro  secretario  del  despacho.  —  T.  11,  p.  257. 

—  Las  resoluciones  de  las  administraciones  de  rentas  nacio- 
nales en  caso  de  contrabando,  son  puramente  actos  adminis- 
trafívos,  no  tienen  carácter  alguno  judicial,  ni  privan  al  juez 
de  la  jurisdicción  que  le  da  la  ley.  —  J.  15,  p.  58. 
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Acto  administratÍTO. — No  lo  es,  la  venta  de  efectos  hecha  por  un 
particular  á  un  proveedor  de  colonias  nacionales. — T.  23,  p.  244. 

Acto  declarativo.  —  Los  actos  de  desistimiento  y  de  transac- 
ción respecto  de  derechos  de  dominio  disputados  por  cohe- 
rederos ó  condóminos,  no  son  traslativos  sino  declarativos  de 
la  propiedad  del  coherederoó  condómino  á  cuyo  favor  se  hacen, 
sin  que  modifiquen  esta  situación  los  conceptos  por  los  cuales 
los  primeros  hayan  expresado  que  cedían  sus  derechos  y 
confirmaban  los  actos  realizados  por  el  segundo  (art.  836, 
Cód.  Civ.).  — T.  54,  p.  193. 

Acto  d6  comercio.  —  Los  vales  al  portador  son  actos  exclusiva- 
mente mercantiles,  no  reconociendo  el  derecho  civil  obliga- 
ciones al  portador.  —  T.  8,  p.  389. 

—  Suponen  la  intención  de  lucrar.  —  T.  6,  p.  272, 

—  La  compra-venta  de  títulos  de  la  deuda  nacional,  no  es  un 
acto  de  comercio,  máxime  cuando  los  contraventes  no  son 
comerciantes,  como  son  un  rentista  y  un  transeúnte,  y  cuándo 
no  conste  haberse  celebrado  la  compra-venta  con  la  mira  de 
especular.  —  T.  13.  p.  205. 

—  Véase :  Banco  de  emisión;  Jurisdicción  comercial;  Pasajeros. 

Acto  de  gracia.  —  La  concesión  hecha  por  la  sanción  legislativa 
de  49  de  Setiembre  de  1878,  á  los  propietarios  del  vapor  Por- 
uña con  motivo  de  su  apresamiento  y  pérdida  durante  la  re- 
belión de  López  Jordán  en  Entre-Rios,  fué  un  acto  de  gracia, 
y  no  pago  de  una  deuda.  Actos  como  el  citado,  no  tienen  otra 
extensión  que  la  que  deriva  de  sus  términos;  y  expresando  la 
concesión,  que  es  á  favor  de  los  propietarios  del  Por  teña, 
no  pueden  ser  éstos  obligados  á  dar  participación  en  ella,  á 
otros,  por  razones  de  auxilio  ó  servicios  que  éstos  hayan  pres- 
tado al  citado  vapor.  —  T.  26,  p,  314. 

Acto  de  guerra.  —  Véase:  Delito  político. 

Acto  de  soberanía, — Los  actos  de  soberanía  y  de  gobierno  de  un 
Estado  independiente,  en  lo  que  se  refíere  á  la  designación  de 
un  agente  ó  empleado,  no  pueden  razonablemente  entenderes 
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sujetos  á  las  formas  rigurosasque  el  derecho  civil  prescribe  pa- 
ra los  actos  privados  entre  particulares. —  T.  46,  p.  433. 

Acto  ilícito. — £1  ejercicio  de  un  derecho  propio  ó  el  cumplimiento 
de  una  obligación  legal,  no  pueden  constituir  como  ilícito  nin- 
gún acto  (art.  1074,  Cód.  Civ.).  —  T.  14,  p.  364. 

—  El  cumplimiento  de  una  obligación  legal  no  puede  constituir 
como  ilícito  ningún  acto  (art.  107.1,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  258. 

—  -    Tratándose  de  actos  ilícitos  ó  reprobados  por  la  ley,  la  respon- 

sabilidad se  extiende  á  las  consecuencias  puramente  casuales, 
í-a  responsabilidad,  en  este  caso,  comprende  también  los  inte- 
reses y  las  costas  del  juicio  :  respecto  de  los  primeros  no 
es  menester  interpelación  alguna  por  parte  del  acreedor 
para  constituir  en  mora  al  deudor,  y  sin  las  segundas  no  sería 
complétala  reparación  (art.  906,  Cód.  Civ.). —  T.  18,  p.  136. 

—  Para  que  produzca  acción  civil,  es  necesario  que  se  cause  con 
él  un  perjuicio apreciable  (art.  1068,  Cód.  Civ.). —  T.  19,  p.  13. 

—  Véase:  Prueba. 

Acto  judicial. — Los  de  países  extranjeros  son  tenidos  por  autén- 
ticos mientras  nu  se  pruébelo  contrario.  — T.  12,  p.  397. 

Acto  jurídico.  —  Los  simulados  con  el  objeto  de  defraudar  á  un 
acreedor  son  nulos  y  de  ningún  valor  (art.  954  y  955,  Cód. 
Civ.).  —  T.  20,  p.2oi. 

Acto  le^sIatÍTO.  —  Los  decretos  del  P.  E.  aprobados  por  leyes 
posteriores  del  Congreso,  adquieren  el  carácter  de  actos  legis- 
lativos. (Se  refiere  á  los  decretos  de  estado  de  sitio  y  de  tras- 
lación del  asiento  del  Gobierno  á  Belgrano,  en  1880).  —  T.  23, 
p.  257. 

Acto  político. — Véase:  Caso  jtuiicial. 

Acto  preparatorio. — Tratándose  de  una  conspiración  contra  la  se- 
guridad interior  de  la  Nación  y  el  orden  público,  los  hechos  de 
reunirse  para  conspirar,  suscribir  un  pacto  de  asociación  cri- 
minal, procurarse  armas,  preparar  señales  para  reconocerse  y 
redactar  manifiestos  y  proclamas^  constituyen  actos  prepara- 
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torios  que  bastan  para  proceder  criminalmente  contra  sus  au- 
tores.—T.  21,  p.  598. 

Acto  público. — £1  artículo  sétimo  de  la  Constitución,  después  de 
prescribiren  su  primera  parte  que  los  actos  públicos  y  procedi- 
mientos judiciales  de  una  provincia  gozan  de  entera  fe  en  las 
demás,  faculta  al  Congreso  para  determinar  por  leyes  gene- 
rales cuál  será  la  forma  probatoria  de  aquellos  actos  y  proce- 
dimientos, y  cuáles  los  efectos  legales  que  producen,  una  vez  que 
se  hallen  revestidos  de  esa  forma.  —  T.  17,  p.  286. 

Acto  Tolttntario.  —  Ninguno  tendrá  el  carácter  de  ilícito,  si  no 
fuera  expresamente  prohibido  por  las  leyes  (art.  4066,  Cód. 
Civ.).  —  T.  14.  p.  364. 

Actor.  —  Debe  presentar  con  la  demanda  todos  los  documentos 
que  la  justifiquen,  y  no  pueden  admitirsele  después  documen- 
tos de  fecha  anterior  á  la  demanda,  cuya  existencia  no  ha 
podido  ignorar.  —  T.  9,  p.  447. 

—  El  que  demanda  por  más  de  lo  que  se  le  adeuda  no 
por  dolo  ó  mala  fe,  sino  por  error  ó  descuido,  y  que  presenta 
sus  cuentas  con  la  cláusula  de  «  salvo  error  ú  omisión  »,  no 
puede  condenarse  á  la  pena  de  la  pérdida  de  lo  que  legíti- 
mamente se  le  adeuda. —  T.  13,  p.  385. 

—  Debe  probar  su  demanda  en  las  bases  con  que  fué  enta> 
blada  por  él  y  admitida  por  el  juez,  y  no  haciéndolo  debe 
absolverse  al  demandado  (ley  1',  tít.  14,  part.  3*).— -T.  14,  p.  76. 

—  Debe  seguir  el  fuero  del  reo,  especialmente  no  teniendo 
éste,  fuera  del  lugar  de  su  domicilio,  bienes  en  que  se  pudiera 
trabar  embargo.  —  T.  14,  p.  83. 

—  Fundada  la  demanda  en  el  hecho  de  la  detención  de  un 
buque,  el  actor  puede  ser  obligado  á  justificar  su  calidad  de 
consignatario  del  mismo.  —  T.  16,  p.  173. 

—  Debe  probar  los  hechos  en  que  tunda  la  demanda,  y  en 
caso  contrario,  el  demandado  debe  ser  absuelto.  —  T.  21 ,  p.  1 13. 

—  La  mención  que  hace  éste  de  operaciones  procedentes,  pero 
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en  las  que  no  funda  el  derecho  que  persigue,  no  le  obliga  á 
acompañar  el  detalle  de  aquella?.  —  T.  21,  p.  208. 

Actos. —  La  eficacia  de  los  actos  practicados  por  las  autoridades 
de  Buenos  Aires  antes  de  su  incorporación  á  la  Nación,  debe 
juzgarse  con  arreglo  á  las  leyes  que  los  regían.  —  T.  1 1 ,  p.  257. 

Actos  y  contratos  marítimos.  —  Lo  son  al  objeto  de  establecer 
la  jurisdicción  nacional,  sólo  los  que  tienen  por  objeto  la  nave- 
gación y  los  medios  necesarios  para  ella.  El  mandato  que  versa 
sobre  trasbordo  de  mercaderías  dentro  del  puerto,  no  está  com- 
prendido en  esa  disposición.  —  T.  21,  p.  433. 

Actuaciones  administrativas. — Carecen  de  importancia  jurídica, 
las  que  forman  la  base  de  un  sumario,  en  las  que  aparecen 
adulteradas  algunas  fechas,  sin  ser  salvadas  debidamente  y  en 
cuya  formación  ha  intervenido,  como  subadministrador  de 
aduana,  el  mismo  denunciante.  —  T.  48,  p.  407. 

Actuarios.  —  Para  que  los  procedimientos  ante  los  tribunales 
federales  revistan  las  formas  legales,  es  necesario  que  se  prac- 
tiquen por  ante  los  actuarios  nombrados  por  ellos  con  acuerdo 
de  la  Suprema  Corte  (ley  de  26  de  Agosto  de  1863).  —  T.  21, 
p.  9. 

—  El  servicio  de  actuación  en  las  causas  ante  los  juzgados  de 
sección  y  de  los  territorios  nacionales,  es  gratuito  para  los  li- 
tigantes, y  no  puede  mandarse  la  liquidación  y  pago  por  ellos 
de  los  honorarios  del  secretario,  aun  nombrado  ad  hoc.  — 
T.  47,  p.  512. 

Acumulación. —  Declarándose  por  un  laudo  arbitral  que  la  suma 
cobrada  por  una  de  las  partes  en  juicio  ejecutivo  cotra  un  ter- 
cero, pertenece  á  la  contraparte^  ésta  tiene  derecho  á  que  se 
acumulen  á  los  autos  del  juicio  arbitral  los  del  juicio  ejecutivo. 
—  T.  9,  p.  275. 

—  Procede  habiendo  dos  pleitos  entre  las  mismas  partes  sobre 
acciones  provenientes  de  un  mismo  hecho.  —  T.  20,  p.  386. 

—  No  procede  la  acumulación  de  autos,  cuando  se  trata  de  ac- 
ciones distintas.— T.  32,  p.  249. 
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Acumulación. — En  el  juicio  de  apremio  por  cobro  de  fletes,  no 
puede  pedirse  por  ei  demandado  la  acumulación  de  los  autos 
seguidos  sobre  reconocimiento  de  averias.  (Tales  autos  son  sólo 
una  pericia  para  comprobar  la  existencia  é  importancia  del 
daño  que  haya  sufrido  la  mercadería,  esto  es,  una  medida  con- 
servatoria de  los  derechos  del  cargador).  —  T.  44,  p.  357. 

—  Estando  resuelta  la  causa  sobre  expropiación,  no  tiene  obje- 
to la  acumulación  de  un  incidente  sobre  obras,  pedida  para 
resolver  aquella. — T.  53,  p.  409. 

Acusación. —  En  las  causas  criminales  la  acusación,  como  en  las 
civiles  la  demanda,  es  la  que  califica  el  juicio  y  determina  la 
jurisdicción  que  ha  de  conocer  en  ellas. —  T.  6,  p.  385. 

—  El  hecho  de  que  el  procurador  fiscal  no  haya  manifestado  el 
nombre  de  los  miembros  de  la  mesa  inscriptora,  á  quienes  acu- 
sa por  infracción  de  la  ley  de  elecciones,  no  autoriza  el  recha- 
zo de  la  acción  fiscal  y  sólo  obliga  á  subsanar  el  defecto,  para 
en  seguida  proceder. —  T.  48,  p.  229. 

—  No  existiendo  elementos  suficientes  para  hacer  recaer  sobre 
el  procesado  las  responsabilidades  penales  procedentes  del  he- 
cho deducido  en  juicio,  debe  absolverse  á  aquel  de  la  acusa- 
ción, sin  perjuicio  de  las  acciones  civiles  á  que  haya  lugar,  por 
razón  del  citado  hecho.  —  T.  51,  p.  419. 

—  Debe  ésta  ser  rechazada  con  costas,  no  probándose  los  he- 
chos en  que  se  funda.— T.  58,  p.  401. 

—  Producida  ésta,  debe  correrse  traslado  de  ella  (art.  463,  Cód. 
Proced.  Crim.).  El  sobreseimiento  definitivo,  debe  ser  objeto 
de  la  sentencia  final. —  T.  60,  p.  30. 

—  Esta  no  debe  ser  calificada  de  calumniosa,  cuando  no  se  ha 
demostrado  que  el  acusador  haya  procedido  con  voluntad  cri- 
minal y  resulta  que  ha  sido  guiado  por  razones  que  han  podido 
inducirlo  en  error  (art.  6,  Cód-  Penal).  —T.  60,  p.  277. 

Acusación  calumniosa.  ~  Para  que  una  acusación  ó  denuncia 
sea  calumniosa,  es  menester  que  resulte  probado  que  el  que  la 
hizo  procedió  con  malicia. — T.  9,  p.  503. 
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Acusación  calumniosap —  Véase:  Pena. 

Acusado .  —  Si  la  culpa  de  un  tercero  justifica  el  descargo  del  acu- 
sado^ no  puede  procederse  en  el  proceso  de  éste,  sin  óir  á  aquél. 

—  T.  1 ,  p.  285. 

—  Debe  ser  examinado  por  el  juez  de  la  causa,  así  como  los 
testigos,  á  los  cuales  debe  mandarse  ratificar  en  el  término  de 
prueba.  No  haciéndose  así,  es  nulo  lo  que  se  actúe  desde  la 
acusación  inclusive  (art.  352,  353,  354  y  358,  Ley  Proced.).  — 
T.  5,  p.  215. 

—  En  caso  de  duda  y  existiendo  sólo  presunciones  en  contra, 
debe  absolverse  al  acusado.  La  absolución  debe  ser  total  y  no 
sólo  de  la  instancia,  aunque  sólo  proceda  de  la  falta  de  prue- 
bas (ley  12,  tít.  14,  part.  3'  y  ley  7,  tít.  31,  part.  7';  art.  13,  Ley 
Proced.).  — T.  22,  p.  236. 

—  Sin  motivos  bastantes  para  juzgar  que  un  déficit  en  las  cuen- 
tas del  empleado  obligado  á  darlas,  sea  una  apropiación  frau- 
dulenta y  con  circunstancias  que  hacen  verosímil  su  inculpabi- 
lidad, el  acusado  debe  ser  absuelto  de  la  acción  penal  y  de- 
clarársele únicamente  responsable  de  la  suma  que  falta  y  sus 
intereses.  — T.  30,  p.  599. 

—  No  resultando  probados  contra  el  acusado  los  hechos  en  que 
se  funda  la  acusación,  debe  ser  éste  absuelto  de  culpa  y  cargo. 

—  T.  52,  p.  115  y  228;  t.  61,  p.  8. 

—  Véase:  Confesión  jurada . 

Adhesión. —  Sólo  puede  admitirse  contra  quien  interponga  el 
recurso,  no  contra  quien  dejó  de  ser  parte. — T.  1,  p.  323. 

—  En  la  contestación  á  la  expresión  de  agravios,  puede  inter- 
ponerse la  adhesión  á  la  apelación,  dentro  de  las  24  horas  con- 
cedidas para  aquella,  una  vez  acusada  rebeldía. — T.  6,  p.  342. 

—  La  apelación  interpuesta  por  un  acreedor,  de  la  parte  de  la 
sentencia  de  grados  que  no  afecta  á  otro  acreedor,  no  da  á 
éste  el  derecho  para  adherirse  á  aquella  (ley  5,  tít.  22,  part.  3'). 

—  T.  18,  p.  118. 

—  Tiene  lugar  cuando  el  recurso  deducido  afecta  al  derecho 
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que  la  sentencia  acuerda  al  que  intenta  adherirse. — T.  48,  p.  448. 

Adhesión.  —  Eu  los  recursos  de  apelación  en  relación^  no  pro- 
cede la  adhesión  á  la  apelación  en  S*  instancia. —  T.  30,  p.  452. 

—  Desistido  el  recurso  de  apelación,  ó  declarado  éste  desierto, 
no  procede  la  adhesión  á  él.  (Dado  el  desistimiento  de  la  ape- 
lación en  lo  principa],  no  puede  tener  lugar  la  contestación  á 
la  expresión  de  agravios  :  art.  208  y  246,  Ley  Proc).  —  T.  44, 
p.  468;  t.  37,  p.  4  48;  t.  45,p.  209;  t.  49,  p.  483;  t.  50,  p.  435. 

—  No  es  admisible  la  adhesión  á  la  apelación  dirigida  contra 
los  fundamentos  de  la  sentencia,  v  no  contra  la  sentencia  mis- 
ma  (art.  522,  Cód.  Proc.  Crim.).— T.  57,  p.  434. 

Adjudicación.  —  La  de  bienes  hecha  á  una  heredera  antes  de  li- 
quidar la  testamentaria,  no  altera  la  condición  general  de  los 
mismos.  Embargado  uno  de  éstos  para  el  pago  de  una  deuda 
testamentaria,  la  adjudicataria  no  puede  oponerse  al  embargo. 
—  T.  7,  p.  334. 

—  Véase  ;  Juicio  ejtcutiw. 

Adjunción.  —  La  construcción  de  un  buque  en  la  que  se  han  em- 
pleado algunos  materiales  de  otro  que  se  hallaba  en  estado 
de  ruina,  importa  respecto  de  éstos  el  caso  de  adquisición  de 
dominio  por  adjunción,  y  el  dueño  de  los  materiales  unidos 
sólo  tiene  derecho  de  ser  reembolsado  de  su  valor  (art.  2594 
y  2597.  Cód.  Civ.).  —  T.  37,  p.  295. 

Adquisición.  —  La  propiedad  de  los  bienes  de  una  sucesión  de 
la  cual  debe  pedirse  la  posesión  judicial,  una  vez  dada  ésta,  se 
entiende  adquirida  desde  la  fecha  de  la  muerte  del  causante 
(art.  3445  y  3447,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  493. 

Administración.  —  El  retardo  v  reserva  de  la  administración  en 
tomar  las  medidas  señaladas  por  la  ordenanza  de  aduana,  no 
puede  perjudicar  á  terceros,  que,  por  esa  inacción  y  reserva, 
han  podido  ser  inducidos  en  error  y  creer  solvente  al  comer- 
ciante que  no  lo  estaba.  —  T.  40,  p.  203. 

—  La  administración  debe  ser  leal,  franca  y  pública  «n  sus  ac- 
tos. —  T.  40,  p.  203. 
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Administración.  —  Las  disposiciones  relativas  á  la  administra- 
ción de  la  cosa  común,  son  aplicables  al  condominio  por  con- 
fusión de  limites.  Respecto  de  dicha  administración,  debe 
resolverse  por  mayoría  de  votos  délos  comuneros,  y  habiendo 
empate,  por  el  juez  de  la  causa  (art.  2700,  2706  y  2746,  Cód. 
Civ.).  — T.  32,  p.  5. 

Administrador.  — Se  supone  que  es  administrador  legal  de  un 
establecimiento  de  campo,  la  persona  que  aparece  como  tal 
con  conocimiento  del  propietario.  Son  legítimos  los  pagos 
hechos  á  ese  administrador  por  pastajes  del  establecimiento. 
—  T.44,  p.273. 

—  Tiene  el  deber  de  entregar  la  cosa  administrada  con  sus 
frutos.  —  T.  14^  p.  327. 

—  No  desconociéndose  por  el  socio  administrador  que  su 
administración  produce  mal  resultado,  procede  el  no  mbra- 
miento  de  administrador  provisorio  (art.  1684,  Cód.  Civ.). — 
T.  28,  p.  427. 

—  Según  el  Código  de  Comercio  antiguo  (art.  408),  después  de 
verificado  el  registro  del  contrato  de  sociedad  anónima,  sus 
administradores  no  responden  á  los  terceros,  sino  por  los 
perjuicios  que  éstos  sufran  á  causa  de  infracción  cometida  por 
aquellos  de  los  estatutos  ó  reglamentos  de  la  sociedad,  siendo 
dicha  responsabilidad  personal  y  no  solidaria.  — T,  59,  p.  342. 

—  Cometen  infracción  los  administradores  que  contratan  con 
terceros,  sin  haberse  abonado  el  importe  de  las  cuotas  pres- 
criptas  por  los  estatutos  para  el  funcionamiento  de  la  sociedad; 
y  por  lo  tanto  están  obligados  á  indemnizar  proporcional- 
mente  el  perjuicio  que  dichos  terceros  hayan  sufrido  por  esa 
causa  (art.  408,  Cód.  Com.  ant.).  --T.  59,  p.  342. 

—  Sin  haberse  promovido  contra  el  socio  administrador  el  juicio 
sobre  remoción  de  la  administración,  no  procede  el  nom- 
bramiento de  administrador  provisorio  de  los  bienes  de  la 
sociedad  (art.  1682  y  1684,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  17. 

—  Véase  :  Locación;  Sociedad, 


ADM-aDU  —  22  — 

Administrador  de  aduana.  —  Debe  fundar  sus  decisiones  (art. 
1055,  Ord.).  —  T.  22,  p.  203. 

—  Véase:  Citación. 

Administrador  de  rentas.  —  Véase  :  Vapores  con  privilegio  de 
paquetes. 

Aduana. — La  ley  de  U  de  Noviembre  de  1863,  es  constitucional, 

—  T.  1,  p.  309. 

—  El  conocimiento  que  según  la  ley  de  4  4  de  Noviembre  de 
1863,  toman  los  administradores  de  rentas  en  los  casos  de 
comiso,  es  administrativo.  —  T.  1,  p.  309. 

—  La  inhabilitación  á  un  comerciante  para  despachar  en  ella^ 
es  del  resorte  administrativo  y  no  judicial,  por  cuanto  esa 
pena  no  ha  sido  señalada  en  la  ley  penal  del  Congreso. —  T.  4, 
p.  353. 

—  El  administrador  de  ella,  no  está  obligado  á  gestionar  en 
juicio  las  acciones  fiscales  contra  los  deudores  de  la  adminis- 
tración á  su  cargo;  correspondiendo  ello  al  procurador  fiscal. 

—  T.  2,  p.  101. 

—  Las  resoluciones  administrativas  que  la  ley  de  14  de  No- 
viembre de  1863  atribuye  á  los  administradores  de  aduana, 
no  tienen  la  significación  ni  la  fuerza  de  una  sentencia 
judicial,  y  sólo  importan  la  declaración  de  las  pretensiones  de 
la  aduana.  Cuando  ellas  se  encuentran  en  oposición  con  las 
de  un  particular^  surge  el  caso  contencioso-administrativo  en 
el  que  la  primera  sentencia  que  se  pronuncia  es  la  del  juez 
de  sección;  y  por  consiguiente,  la  resolución  de  los  adminis- 
tradores, no  puede  tener  el  carácter  de  sentencia  ejecuto- 
riada. —  T.  3,  p.  7  y  15. 

—  Los  cinco  dias  fijados  por  la  ley  de  14  de  Noviembre  de 
1863,  sólo  importan  dar  derecho  á  la  aduana  para  ejecutar  sus 
resoluciones  cuando  el  interesado  no  ha  ocurrido,  dentro  de 
ellos,  al  juzgado  seccional;  pero  no  implican  la  pérdida  para 
reclamar,  y  debe  por  lo  tanto  oírsele  aun  cuando  ocurra  al 
juzgado  después  de  vencidos  los  cinco  dias.  —  T.  3,  p.  7. 
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Aduana. —  £1  poder  de  establecer  aduanas  interiores  é  imponer 
derechos  á  la  importación  y  exportación,  ha  sido  exclusiva- 
mente conferido  al  gobierno  federal.  —  T.  3,  p.  431. 

—  Guando  una  mercadería  no  está  aforada  en  la  tarifa,  debe 
considerarse  incluida  en  el  aforo  más  inmediato. —  T.  3,p.  477. 

—  £1  embargo  del  artículo,  ordenado  en  el  caso  de  no  darse 
fianza  por  el  interesado,  sobre  su  valor,  no  puede  considerarse 
como  impedimento  para  pedir  su  despacho. — T.  6,  p.  334. 

—  Aun  siendo  injusto  el  embargo  de  la  mercadería,  y  pedí- 
dose  el  despacho  en  época  anterior,  la  ley  de  aduana  que 
ordena  la  liquidación  con  arreglo  á  las  leyes  y  tarifa  vigentes^ 
en  el  momento  de  concedido  el  despacho,  no  puede  ser 
violada.  £n  este  caso,  la  acción  que  corresponde  al  comer- 
ciante, es  la  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que  acre- 
díte  haberle  sido  inferido  por  la  demora.  —  T.  6,  p.  334 . 

—  Por  el  artículo  4436  de  las  ordenanzas  de  aduana  (^nt.), 
quien  no  se  conforme  con  las  resoluciones  del  administrador, 
debe  recurrir  al  juzgado  federal,  y  acreditar  dentro  del  término 
de  cinco  dias  que  en  efecto  se  ha  presentado.  —  T.  6,  p.  264. 

—  Si  el  recurrente  no  ai'.reditara  su  presentación  conforme  lo 
indica  el  sumario  anterior,  el  derecho  de  reclamar  queda 
prescripto  y  la  resolución  administrativa  adquiere  el  valor 
de  cosa  juzgada.  —  T,  6,  p.  264. 

—  Si  el  agraviado  por  una  resolución  de  aduana,  en  lugar  de 
ocurrir  al  juzgado  de  sección,  se  presentare  al  Poder  £jecutivo 
y  dejare  transcurrir  el  término  de  cinco  dias^  pierde  el  derecho 
de  entablar  la  vía  contenciosa.  —  T.  6,  p.  264. 

—  Las  ordenanzas  de  aduana  en  la  parte  á  que  alude  el  suma- 
rio anterior,  no  están  en  contradicción  con  ninguna  de  las 
disposiciones  de  la  ley  de  procedimientos;  y  aunque  hubiera 
disconformidad  entre  ambas  leyes,  las  ordenanzas  deben 
observarse  preferentemente  en  materia  de  aduana  por  ser  de 
fecha  posterior.  —  T.  6,  p.  264. 

—  £1  despacho  de  las  mercaderías  debe  hacerse  con  arreglo 
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á  la  ley  y  tarifas  vigentes  en   la  época  del  despacho.  —  T.  6, 
p.  331 . 

Aduana.  —  Es  indispensable  para  el  despacho  de  mercaderías, 
la  petición  correspondiente  á  la  administración  de  rentas.  — 
T.  6,  p.  334. 

—  La  anotación  de  no  recibido  puesta  por  el  guarda-almacén  en 
la  papeleta  délos  efectos  que  se  introducen  á  los  almacenes  de 
aduana,  tiene  la  presunción  de  verdadera.  —  T.  8,  p.  257. 

—  No  es  responsable  de  la  pérdida  ó  avería  que  sufran  en  los 
almacenes  ñscales, las  mercaderías  quesean  á  despacho  di- 
recto (art.  240,  Ord.  ant.).  —  T.  8,  p.  257. 

—  Existiendo  presunciones  de  que  la  pérdida  de  mercaderías  ha- 
ya tenido  lugar  en  la  puerta  de  la  aduana^  y  probándose  que 
el  interesado  estaba  ausente  eneL  momento  de  la  descarga,  éste 
pierde  el  derecho  á  reclamar  y  la  aduana  es  irresponsable  de 
dicha  pérdida  (art.  68,  Ord.  ant.).  —  T.  8,  p.  257. 

—  Los  deudores  á  la  aduana  son  siempre  ciertos  y  nominativa- 
mente conocidos  en  la  persona  délos  introductores,  exportado- 
res y  sus  garantes.  La  deuda  de  unos  no  puede  hacerse  efectiva 
sobre  los  bienes  de  otros.  —  T.  10,  p.  203. 

—  No  puede  tener  evidencia  de  que  hay  exceso  sobre  el  peso 
manifestado  en  un  manifiesto,  si  no  se  pesa  toda  la  partida 
manifestada  (art.  137,  Ord.  ant.).  —  T.  11,  p.  184. 

—  Todos  los  decretos,  disposiciones  y  leyes  en  materia  de  adua- 
nas, anteriores  al  16  de  Noviembre  de  1866,  fueron  derogadas  : 
sólo  tienen  fuerza  obligatoria  las  prescripciones  contenidas  en 
las  ordenanzas  de  aduana  (art.  1146,  Ord.  ant.). — T.  11,  p.  326. 

—  Las  resoluciones  de  los  administradores  de  aduana  sobre  la 
apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes  en  caso  de  falsa 
manifestación,  no  pueden  ser  reformadas  (art.  1122  y  1123, 
Ord.  ant.).  — T.  12,  p.  268. 

—  En  el  caso  de  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desaperci- 
bido, la  ley  confiere  únicamente  á  los  administradores  la  fa- 
cultad de  admitir  este  hecho  como  circunstancia  atenuante  ó 
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excusante  (art.  4^22  y  4423.  Ord.  ant.).  Siendo  el  propósito  de 
esta  ley  que  los  administradores  solos,  que  por  su  posición 
están  más  al  cabo  de  los  antecedentes,  aprecien  las  referi- 
das circunstancias,  no  es  admisible  que  sus  resoluciones  á  es- 
te respecto,  puedan  ser  susceptibles  de  una  apelación.—  T.  43, 
p.  50. 

Aduana.—  Corresponde  á  ella,  conocer  de  las  reclamaciones  por 
errores  cometidos  en  las  liquidaciones  de  los  derechos  de  impor- 
tación y  exportación  (art.  447  y  448,  Ord.  ant.).  —  T.  44,  p.  45. 

—  En  lo  relativo  á  sus  funciones  especiales,  no  tiene  persone* 
ría  jurídica  para  ser  demandada  en  la  persona  desús  adminis- 
tradores. —  T.  46,  p.  221. 

—  Guando  aparece  un  error  contra  la  aduana,  después  de  chan- 
celado  un  documento,  ésta  tiene  el  derecho  de  reclamar  del 
comerciante  el  daño  causado  por  el  error,  dentro  de  cinco 
años  de  la  fecha  de  la  chancelación  del  documento  equivoca- 
do (art.  449,  Ord.  ant.).  —  T.  46,  p.  362. 

—  No  es  responsable  por  la  pérdida  en  los  almacenes  fiscales 
de  mercaderías  pedidas  á  despacho  directo,  ni  el  introductor 
puede  ser  penado  si  no  se  prueba  que  dicha  pérdida  provenga 
de  contrabando  (art.  194,  Ord.).  — -T.  24,  p.  80. 

—  El  administrador  de  ellajuzga  como  administrador  y  no  como 
juez,  y  puede,  á  pedido  délas  partes,  reformar  válidamente  sus 
resoluciones.  Por  consiguiente,  en  el  caso  de  haberse  pedido 
reconsideración  de  una  resolución  de  la  aduana,  no  corre  el 
término  para  apelar  ante  el  juzgado  de  sección,  sino  después 
del  decreto  que  se  dicte  sóbrela  reconsideración.  —  T.  44, 
p.  253. 

—  La  ley  prohibe  álos  administradores  de  aduana  entender  en 
ningún  contrabando  de  mercaderías  que  hubiesen  salido  de  la 
jurisdicción  de  la  aduana  (art.  4100,  Ord.  ant.). —  T.  15,  p.  58. 

—  No  puede  imponer  penas  por  infracciones  á  sus  reglamentos, 
que  hayan  pasado  desapercibidas  al  tiempo  del  despacho  de 
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las  mercaderías,  cuando  éstas  hayan  salido  de  su  jurisdicción 
(art.  1100,  Ord.  ant.).  —  T.  18,  p.  32. 

Aduana.  —  La  disposición  del  articulo  1100  de  las  Ordenanzas 
(ant.),  no  impórtala  extinción  de  toda  acción  para  perseguiré! 
delito  de  contrabando  cuando  éste  no  ha  sido  descubierto 
al  tiempo  de  practicarse,  sino  fijar  solamente  el  límite  en 
que  las  aduanas  podrán  imponer  penas  administrativamente^ 
sin  restringir  en  manera  alguna  las  facultades  ordinarias  de 
los  tribunales  nacionales.  —  T.  18,  p.  350. 

—  Deben  hacerse  ante  ella  los  reclamos  sobre  mercaderías 
perdidas  ó  hurtadas  de  los  depósitos  de  aduana,  presentándose 
los  consignatarios  ó  dueños  de  ellas,  por  escrito  y  acompañan- 
do la  cuenta  de  su  valor  (art.  290  y  299,  Ord.).— T,  20,  p.  190. 

—  Las  faltas  de  ésta  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes,  no 
libran  al  comerciante  de  las  que  le  imponen  las  ordenanzas.  — 
T.  20,  p.  344. 

—  Cuando  las  mercaderías,  objeto  del  contrabando,  no  han  sa- 
lido del  poder  de  la  aduana,  corresponde  conocer  y  resolver 
al  administrador  de  rentas  (art.  1100,  Ord.  ant.,  y  1034  de  las 
nuevas).  —  T.  21 ,  p.  276. 

—  La  omisión  de  parte  déla  carga  en  el  manifiesto  del  buque  á 
su  entrada  en  el  puerto,  y  la  de  la  relación  de  la  carga  á  su  sa- 
lida, constituyen  infracciones  que  pueden  ser  penadas  con  la 
multa  de  20  pesos  fuertes  por  cada  bulto  omitido  fart.  852  y 
853,  Ord.,  y  900  y  91 5  Ord.  ant.).  —  T.  21 ,  p.  326. 

—  Las  operaciones  de  los  empleados  de  aduana  pueden  ser  con- 
troladas por  los  interesados.  Por  esto  se  consideran  auténticas 
y  no  admiten  prueba  en  contra,  á  no  ser  la  que  resulte  de  ellas 
mismas.  El  recibo,  por  parte  de  los  interesados,  de  la  madera 
medida,  sin  reclamar  de  la  medición  practicada,  sino  después 
de  resultar  y  ser  detenido  el  exceso  entre  la  cantidad  manifes- 
tada y  la  descargada,  corrobora  la  exactitud  de  lo  obrado  por 
la  aduana  (art.  1058.  Ord.).  —  T.  21,  p.  514. 

—  Los  cinco  dias  concedidos  para  deducir  recurso  contra  las 
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resoluciones  de  aduana,   deben  ser  útiles  (art.  18  y  49,  Ley 
Proc).  —  T.  24 ,  p.  605  y  609. 

Aduana.  —  En  todas  las  aduanas  de  la  nación  debe  practicarse 
por  el  administrador  y  el  contador  interventor  mensualmente, 
un  balance,  con  verifícación  de  los  saldos  ó  existencias  de  caja, 
remitiéndose  un  ejemplar  al  ministerio  de  hacienda  y  otro  á  la 
contaduría  general.  Si  el  interventor  encuentra  diferencia  en- 
tre el  balance  y  las  existencias,  debe  participarlo  inmediata- 
mente, bajo  las  responsabilidades  legales,  al  poder  ejecutivo  y 
á  la  contaduría  general  para  que  tomen  las  medidas  necesa- 
rias. En  las  aduanas  y  receptorías  de  la  República,  las  cajas  en 
que  se  guarda  el  dinero,  letras  y  otros  valores  del  Estado,  de- 
ben tener  dos  llaves,  una  en  poder  del  administrador  y  otra 
en  el  del  contador  interventor,  y  ambos  conjuntamente  son 
responsables  por  su  contenido,  según  resulte  de  la  cuenta  de 
caja  (art.  12  y  13,  ley  de  contabilidad;  Decreto  de  18  de 
julio  de  1873.).  —  T.  22,  p.  281 . 

—  Cuando  las  mercaderías  han  salido  de  la  jurisdicción  de  ésta, 
!a  imposición  de  penas  corresponde  á  los  tribunales  de  justi- 
cia (art.  1034,  Ord.).  —  T.  26,  p.  440. 

—  Corresponde  á  ésta  la  apreciación  sobre  si  ha  habido  error 
evidente,  imposible  de  pasar  desapercibido  (art.  1056^  Ord.). 
—  T.  27,  p.  314;  t.  52,  p.  346. 

—  Ei  juez  de  sección  es  incompetente  para  conocer  en  primera 
instancia  de  las  infracciones  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  que 
se  refieren  á  mercancías  que  se  hallan  bajo  la  jurisdicción  de 
la  aduana  (art.  1034  y  1063,  Ord.).—  T.  28,  p.  306. 

—  En  las  mercancías  conducidas  por  los  paquetes  á  vapor,  las 
mercaderías  son  sostituidaspor  la  responsabilidad  personal  de 
los  agentes  ó  armadores  del  buque,  y  mientras  ésta  subsiste, 
debe  entenderse  que  las  mercancías  continúan  bajo  la  jurisdic- 
ción de  la  aduana  (art.  842,  Ord.).  —  T.  28,  p.  306. 

—  Esta  no  reconoce  otro  dueño  de  las  mercaderías,  que  aquel 
á  cuyo  nombre  se  encuentran  (art.  161,  Ord.).  —  T.  30,  p.  516. 
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Aduana.  —  No  es  exacta  la  doctrina  de  que  sólo  á  la  aduana 
corresponde  la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes  ó 
justificantes  de  los  errores  en  las  operaciones  del  ramo.  — 
T.  38,  p.  222. 

—  En  el  sistema  y  economía  general  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, todo  procedimiento  de  la  administración  de  la  aduana,  que 
tenga  carácter  penal  ó  importe  el  ejercicio  de  una  acción  de 
carácter  judicial,  sobre  bienes  de  particulares,  está  sujeto  á  la 
revisión  délos  tribunales  de  justicia.  —  T.  44,  p.  253. 

—  Si  el  delito  de  defraudación  de  la  renta  no  tiene  vinculación 
alguna  con  los  otros  delitos  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los 
tribunales,  y  resulta  de  hechos  independientes  de  ios  que  cons' 
tituyen  éstos,  las  piezas  relativas  deben  remitirse  á  la  adminis- 
tración de  aduana  para  el  conocimiento  y  juicio  que  las  orde- 
nanzas defieren  al  respecto  á  la  jurisdicción  administrativa 
(art.  1035  y  sig.,  Ord.).  —  T.  45,  p.  248. 

—  £1  reclamo  sobre  mercaderías  embargadas  por  la  aduana  en 
uso  de  atribuciones  conferidas  por  las  ordenanzas,  debe  ser 
interpuesto  ante  la  misma  aduana,  y  no  traido  directamente  á 
los  tribunales  federales.  (La  aduana,  como  entidad  moral,  re- 
presentada por  su  administrador,  se  halla  investida  por  las 
ordenanzas,  de  facultades  propias,  necesarias  é  inherentes  á 
la  naturaleza  de  su  misión,  de  carácter,  en  cierto  modo^  ju- 
diciarias,  en  virtud  de  las  cuales  puede  embargar  las  mer- 
caderías de  sus  deudores  que  se  encuentren  en  sus  almacenes 
y  ordenar  su  venta  en  remate  público  por  la  persona  que 
ella  misma  designa  (art.  169  á  184,  Ord.).  Por  consiguiente, 
procediendo  dentro  de  sus  atribuciones^  no  es  lícito  á  los 
particulares  paralizar  su  acción  ó  neutralizarla  y  sustraerse 
á  sus  procedimientos,  sacando  la  cuestión  de  su  jurisdicción 
por  medio  de  una  acción  ante  la  justicia,  sino  que  deben  em- 
pleai*se  los  recursos  que  la  misma  ley  establece  para  reparar 
loa  agravios  que  ellos  pudieran  ocasionar).  (Art.  1063,  1066  y 
1069,  Ord.). —T.  47,  p.  296. 

—  No   procede  la  vía  contenciosa  contra  las  resoluciones  de 
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aduana  sobre  clasiñcacióu  de  mercaderías  sujetas  á  tarifa 
(art.  137,  Ord.).  —  T.  47,  p.  402. 
Aduana.  —  No  corresponde  ala  jurisdicción  administrativa,  co- 
nocer en  comiso  de  efectos  que  no  se  hallen  en  poder  de  la 
aduana,  y  es  nula  la  resolución  que  se  dicte  por  el  adminis- 
trador de  la  misma.  —  T.  51,  p.  383. 

—  Las  aduanas  no  pueden  imponer  penas  cuando  se  trate  de 
mercaderías  salidas  de  su  jurisdicción,  y  de  infracciones  que 
pasaron  desapercibidas  al  tiempo  del  despacho  (art.  1034, 
Ord.).  —  T.  55,  p.  58. 

—  Salidos  los  artículos  de  Ja  aduana^  ésta  no  puede  cobrar  al 
comerciante  los  derechos  que  haya  pagado  de  menos,  debido  á 
error  de  clasifícación   (art.  434,  Ord.).  —  T.  55,  p.  184. 

—  Debe  revocarse  la  resolución  de  ésta,  fundada  sobre  un  he- 
cho que  resulta  incierto.  —  T.  56,  p.  76. 

—  Si  el  interesado  pretende  tener  el  derecho  de  desligarse  de 
sus  obligaciones  para  con  el  fisco,  cediéndole  las  mercaderías, 
puede  hacerlo  valer  ante  la  aduana.  —  T.58,  p.  152. 

—  Lo  dispuesto  por  el  artículo  17  de  la  ley  de  aduana  de  1894* 
es  aplicable  á  los  casos  recurridos  antes  de  su  vigencia,  siem- 
pre que  no  se  conteste  que  las  mercaderías  de  cuya  venta  se 
trata  corresponden  á  la  regladas  por  dicho  artículo.  —  T.  58, 
p.  199. 

—  El  remate  autorizado  por  el  artículo  17  de  la  ley  de  aduana 
de  1894,  es  una  medida  conservatoria  v  no  es  contraria  á  nin- 
gi'm  precepto  constitucional.  —  T.  58,  p.  356. 

—  Cuando  se  trata  de  mercaderías  de  fácil  deterioro,  la  aduana 
puede,  durante  el  juicio  de  apelación,  mandarlas  vender  si  el 
interesado  se  niega  á  retirarlas,  depositando  ó  afianzando  su 
su  importe  (art.  23,  ley  de  aduana  de  1895.).  — T.  60,  p.  407. 

—  Cuando  no  se  trata  de  artículos  salidos  de  la  aduana,  sino  de 
infracción  de  sus  ordenanzas,  consistente  en  manifestar  carga 
de  más,  la  aduana  tiene  derecho  de  imponer  la  multa  de  20 
pesos  por  cada  bulto  (art.  905,  Ord.).  —  T.  62,  p.  186. 
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Aduana.  —  Véase  :  Administración;  CUuificíuñón;  Comiso;  Con- 
trabando; Hurto;  Jurisdicción  adminístratita. 

Aforo.  —  Por  la  tarifa  de  avalúos  que  regía  en  4874 ,  se  ñjaba  para 
el  aforo  de  la  hojalata  en  cajones  surtidos,  el  precio  de  ocho 
pesos  fuertes  por  cada  quintal  bruto.  No  pudiendo  admitirse 
que  el  introductor  ignorase  esta  disposición,  debe  entenderse 
que  el  peso  que  da  en  su  manifiesto,  en  quintales,  es  peso  bruto, 
—  T.  12,  p.  357. 

—  La  resolución  de  las  diferencias  que  surjan  entre  un  comer- 
ciante y  un  vista,  sobre  aforo]de  mercaderías^  corresponde,  se- 
gún los  artículos  149,  144  y  145  de  las  Ordenazas  antiguas  á  la 
dirección  general  de  Aduanas.  No  habiéndose  creado  aún  (1872) 
ni  establecido  esta  dirección  general  de  aduanas,  el  P.  E.  es  la 
única  autoridad  competente  para  resolverlas,  con  arreglo  al 
artículo  149  de  las  mismas  Ordenanzas.  —  T.  12,  p.  414;  t.  13, 
p.  42. 

—  No  es  admisible  la  escusa  de  la  diversidad  de  nombres  con 
que  en  el  extranjero  se  designan  unas  mercaderías,  para  intro- 
ducirlas con  esos  mismos  nombres  y  obtener  así  un  aforo  m«^s 
bajo  que  el  asignado  por  las  tarifas  argentinas. —  T.  20,  p.  230. 

—  Véase:  Dirección  General  de  Rentas, 

Agente  de  buque. —  El  agente  del  buque,  tratándose  de  paquetes 
á  vapor^  es  personalmente  responsable,  y,  no  existiendo  las 
mercaderías,  debe  pagar  al  fisco  su  valor  (art.  842,  Ord.).  — 
T.  30,  p.  651. 

Agente  del  Poder  Ejecutivo. — No  pueden  ser  sometidos  ajuicio 
por  hechos  administrativos  y  de  contabilidad,  sin  que  preceda 
el  examen  de  sus  cuentas  por  la  contaduría  y  la  incitación  del 
P.  E.(art.  83,  ley  núm.  428,  de  13  de  Octubre  de  1870).  El 
principio  de  la  separación  de  los  poderes  exige  esta  limitación 
á  la  acción  pública.  Si  los  tribunales  procediesen  sin  los  re- 
quisitos expresados,  podrían  resultar  decisiones  contradicto- 
rias sobre  los  mismos  hechos.  —  T.  11,  p.  365.  ' 

Agente  de  vapor. — La  declaración  hecha,  pendiente  la  descarga, 
de  bultos  no  descargados,  exime  á  los  agentes  del   vapor  de 
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responsabilidad,  cuando  por  otra  parte^  se  demuestra  que  di- 
chos bultos  debieron  ser  descargados  en  Montevideo,  habien- 
do sido  declarados  oportunamente  ante  la  aduana  de  ese  pun- 
to, y  que  habían  llegado  á  este  puerto  por  error.  —  T.  42, 
p.  94. 

Agente  de  vapor.  —  Los  que  ponen  su  conforme  alas  guías,  por 
medio  de  las  que  se  ha  cometido  contrabando,  son  solidaria- 
mente responsables  con  los  cargadores,  por  las  penas  pecunia- 
rias correspondientes  (art.  855,  857  y  863,  Ord.).— T.  38,  p.  15. 

—  Véase  :    Personería. 

Agentes  consulares.  —  Véase  :  Justicia  Federal. 

Agravación  de  pena.  —  Véase  :  Suprema  Corte. 

Agravio.  —  No  lo  infiere  una  sentencia  que  no  manda  dar  lo 
que  la  parte  no  pidió,  y  que  el  juez  no  podía  ordenar  de  oficio. 
—  T.  7,  p.  464. 

—  No  infiere  agravio  el  auto  que^  ante  la  existencia  del  com- 
promiso arbitral,  manda  organizar  el  tribunal  de  arbitros.  — 
T.  54,  p.  36. 

—  No  lo  causa  la  sentencia  que  al  imponer  la  pena  establecida 
por  la  ley,  aprecia  el  caso  bajo  la  faz  más  favorable  al  proce- 
sado. —  T.  59,  p.  405. 

—  Procede  la  confirmación  del  auto,  del  cual  el  apelante  ma- 
nifiesta que  no  recibe  agravio.  —  T.  62,  p.  227. 

Aguas.—  £1  uso  y  goce  común  de  las  aguas  está  sujeto  á  las  res- 
tricciones que  establezcan  las  ordenanzas  generales  ó  locales 
de  la  administración  (art.  2341,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  258. 

—  La  reglamentación  del  uso  de  aguas  hecha  por  la  autoridad 
administrativa  en  uso  de  una  atribución  propia  y  que  priva 
á  cada  propietario  de  alguna  parte  de  las  mayores  utilidades 
que  obtendría  de  su  uso  exclusivo,  no  es  inconstitucional^  ni 
atentatoria  déla  propiedad,  porque  no  hiere  un  derecho  per- 
fecto. —  T.  16,  p.258. 

—  Las  aguas  que  corren  por  los  cauces  naturales  délos  ríos,  son 
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bienes  del  dominio  público  que  no  pueden  enajenarse  en  todo 
ó  en  parte ;  y  su  uso  se  halla  subordinado  alas  reglas  que  dic- 
te la  administración  ó  la  policía  local.  Estas  reglas  son  varía- 
bles  y  pueden  ser  revocadas  ó  modificadas,  segán  sean  las  ne- 
cesidades públicas  ajuicio  de  la  administración,  resultando  así, 
que  el  goce  concedido  por  ellas  es  precario,  y  no  puede  consti- 
tuir derechos  reales  á  favor  de  los  particulares  (leyes  6»,  tít.  28, 
part.  5*;  y  5«,  tít.  17,  lib.  4,  Recop.  de  Indias;  art.  2340^ 
2341  y  2642,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  443. 

Aguas.  — El  uso  del  agua  de  una  fuente  hecha  contra  la  voluntad 
de  su  propietario^  importa  la  violación  de  un  derecho  y  somete 
á  su  autor  á  la  responsabilidad  por  los  daños  y  perjuicios  que 
íije  el  juez,  señalando  una  cantidad  dentro  de  la  cual  debe  ju- 
rar el  interesado.  (Entre  las  facultades  del  propietario  está  la 
de  excluir  á  terceros  del  uso  ó  goce  de  la  cosa  (art.  2500, 
Cód.  Civ.),  y  su  titulo  tiene  á  su  favor  la  presunción  de  ser  ex- 
clusivo é  ilimitado  (art.  25ii3,  Cód.  Civ.;  art.  1075,  1077  y 
1083,  Cód.  Civ.;  ley  5»,  tít.  11,  part  3«).  —  T.  61.  p.  98. 

—  Véase  :  Bienes  públicos;  Ribereños;  Uso  de  agua. 

Aguas  pluviales.  —  Véase  :  Perjuicios, 

Albacea.  —  El  reconocimiento  de  una  deuda  no  comprobada, 
hecho  por  el  albacea,  sin  el  consentimiento  de  sus  herederos, 
no  obliga  á  la  testamentaría.  —  T.  3,  p.  103. 

—  No  pueden  disponer  de  los  créditos  de  la  sucesión,  y  el  en- 
doso hecho  por  ellos  de  un  efecto  á  la  orden,  no  autorizado 
expresamente  por  el  testador,  es  ineficaz  para  transmitir  la  pro- 
piedad al  endosatario.  (Los  aibaceas,  dice  el  fallo,  no. tienen  á 
su  cargo  sino  lo  concerniente  á  la  ejecución  de  las  disposicio- 
nes del  testamento;  así  no  pueden  cobrar  los  créditos  activos 
de  la  sucesión,  ni  disponer  de  ellos  por  cesión,  ni  de  otro  mo- 
do, sino  cuando  lo  haya  expresamente  determinado  el  testa- 
dor,- ó  se  halle  excepcionalmente  prescripto  por  la  ley).  —  T. 
27,  p.   106. 

Alcaides.  ^^  No  hay  ninguna  disposición  de  aduana  que  obligue 
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á  los  alcaides  á  hacer  la  verificación  de  las  denuncias  por  ex- 
cesos no  manifestados  y  dar  cuenta^  dentro  de  24  horas.  Este 
término  es  para  dar  cuenta  de  la  verificación  hecha  antes.  —  T, 
20,  p.  436. 
Alcoholes.  —  Véase  :  Impuesto  interno. 

Alegato.  —  El  término  para  alegar  de  bien  proLado  no  corre  pen- 
diente la  resolución  sobre  el  derecho  de  practicarse  las  pruebas 
pedidas  dentro  del  término.  —  T.  9,  p.  86. 

—  El  término  para  presentarlo  es  de  seis  dias  y  los  tribunales 
carecen  de  facultad  para  prorrogarlo.  — T.  23,  p.  303. 

—  Losjueces  carecen  de  facultades  para  suspender  el  término 
para  alegar  de  bien  probado.  —  T.  23,  p.  326. 

—  El  término  para  presentarlo  en  los  procesos  criminales,  no 
puede  ser  prorrogado  (art.  490  y  491,  Cód.  Proc.  Crim.)»  — 
T.  47,  p.  359. 

—  No  puede  declararse  perdido  el  derecho  de  alegar  y  de  pre- 
sentar un  testigo,  si  la  parte  no  ha  sido  notificada  del  certifi- 
cado sobre  vencimiento  del  término,  y  si  el  testigo  presentado 
oportunamente  no  fué  citado  por  omisiones  de  la  secretaria.  — 
T.  62,  p.  170. 

—  Véase  :  Traslado. 

Alevosía.  —  No  la  hay  en  el  homicidio  que  no  ha  sido  cometido 
con  engaño  y  por  sorpresa,  y  existiendo  peligro  para  el  homi- 
cida (art.  84,  Cód.  Penal).  —  T.  43,  p.  22. 

« 

Alimentos.  —  Los  suministrados  al  deudor,  tienen  preferencia 
sobre  los  derechos  fiscales,  y  aún  sobre  aquellos  que  procedan 
de  impuestos  (art.  1697,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  57. 

—  Todo  padre  está  obligado  á  dar  alimentos  á  sus  hijos  meno- 
res y  basta  la  prueba  de  la  paternidad  para  fundar  el  derecho 
á  exigirlos.  —  T.  9,  p.  506* 

—  No  alegándose  ninguna  circunstancia  relativa  al  estado  de 
fortuna  del  padre  ó  de  la  madre,  la  obligación  debe  cumplirse 
en  la  forma  que  lo  determine  el  arbitrio  ju(}icial.  —  T.  9, 
p.  506. 
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Alimentos. — Ei  padre  natural  tiene  el  deber  de  prestarlos  á  sus 
hijos  indigentes.  Dichos  alimentos  pueden  ser  regulados  á  ar- 
bitrio judicial. —  T.  n.  p.  460. 

—  Durante  el  juicio  de  filiación,  no  puede  entablarse  sino  el  de 
alimentos  definitivos.  Los  provisorios  sólo  pueden  pedirse  en 
el  curso  del  juicio  de  alimentos  definitivos  (art.  375,  Cód. 
Civ.).  —  T.  20,  p.  380. 

—  Una  información  de  testigos,  sobre  filiación  natural,  sin  ci- 
tación del  presunto  padre  natural^  no  puede  fundar  en  contra 
de  éste  la  obligación  de  prestar  alimentos.  —  T.  30,  p.  38. 

Alistamiento.  —  Véase  :  Habeos  corpus. 

Almirantazgo.  —  Véase:  Justicia  federal. 

Alquiler. —  La  designación  del  importe  del  alquiler  no  puede  ser 
librado  á  la  voluntad  de  uno  solo  de  los  contratantes  (ley  4% 
tít.  8,  part,  5»;  ley  9»,  tit.  5,  part.  5»).  —  T.  42,  p.  240. 

—  Entablada  por  el  locador  acción  ejecutiva  por  cobro  de  al- 
quileres, debe  intimarse  el  pago  pura  y  simplemente^  y  no  con 
la  condición  de  si  el  inquilino  no  presentase  recibo  en  el  acto 
de  la  notificación  (art.  1578,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.  253. 

—  Véase  :  Cláusula;  Competencia;  Intereses;  Locación;  Pago, 

Amigables  componedores. — No  están  sujetos  á  forma  alguna,  y 
sólo  deben  laudar  dentro  del  término,  según  su  saber  y  enten- 
der (leyes  23  y  27,  tít.  4,  part.  3»).  —  T.  40,  p.  36. 

Amnistia. —  Borra  los  delitos  políticos  cometidos  por  los  ainnis- 
tiados,  y  tiene  el  efecto  de  impedir  todo  juicio  y  persecución 
por  hechos  anteriores.  —  T.  II,  p.  405. 

—  Ni  un  comisionado  nacional  ni  el  Poder  Ejecutivo,  tienen 
facultad  para  conceder  amnistía.  —  T.  14,  p.  405. 

—  El  concederla  es  atribución  exclusiva  del  Congreso  (art.  67, 
inc.  47,  Const.  Nac).  Puede  sin  embargo,  el  Poder  Ejecutivo 
cuando  es  un  medio  eficaz  de  conseguir  la  pacificación  de  una 
provincia^  ofrecer  amnistía  con  calidad  de  obtener  la  aproba- 
ción del  Congreso.  —  T.  14,  p.  405. 


■*■ 
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Amnistia.  —  Después  de  promulgada  la  ley  general  de  amnistía 
por  todo  delito  político,  debe  sobreseerse  en  los  procesos 
relativos  y  ponerse  en  libertad  á  los  acusados  (ley  de  26  de  ju- 
lio de  1875).  —  T.  16,  p.  268  y  273. 

—  Amnistiado  el  delito,  debe  sobreseerse  en  la  causa  y  quedar 
sin  efecto  la  condenación  en  costas,  dictada  en  la  sentencia  de 
primera  instancia.  La  reserva  de  las  acciones  civiles  contenida 
en  la  misma  sentencia,  queda  subsistente.  —  T.  16,  p.  277. 

—  Una  ley  general  de  amnistía  hace  dejar  sin  efecto  una  senten- 
cia condenatoria  sobre  delito  de  rebelión  (ley  de  26  de  julio  de 
1875). —  T.  16,  p.  379. 

—  La  ley  de  amnistía  de  julio  26  de  1875  comprende  todos  los 
delitos  políticos  anteriores  á  ella.  —  T.  17,  p.  22. 

—  La  ley  de  amnistía  de  30  agosto  de  1890,  ampara  también  las 
infracciones  del  derecho  coman  cometidas  en  un  pronuncia- 
miento político.  —  T.  43,  p.  204. 

—  Las  infracciones  de  la  lev  nacional  de  elecciones  se  hallan 
comprendidas  en  la  ley  número  3223,  sobre  amnistía  de  delitos 
políticos.  —  T.  59,  p.  190,  191  y  192. 

Ampliación.  —  Véase  :  Demanda. 

Ampliación  de  sentencia.  —  Véase  :  Extradición. 

Apelable.  —  Lo  son  las  providencias  interlocutoriasque  pueden 
causar  perjuicio  irreparable.  —  T.  5,  p.  130. 

—  No  son  las  resoluciones  interlocutoriasque  no  causan  grava- 
men irreparable  (art.  205,  Ley  Proc).  — T.  6,  p.  437. 

—  No  lo  es  el  auto  dictado  por  el  juez  con  la  calidad  de  «  para 
mejor  proveer  ».  —  T.  6,  p.  35;  t.  56,  p.  395. 

—  No  lo  son  los  autos  y  sentencias  dictadas  en  causas  de  menor 
cuantía  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  6,  p.  107.296,  357,  423  ;  t.  7, 
p.  322  y  462;  t.  11,  p.  469;  t.  12.  p.  90;  t.  13,  p.  257  ;  t.  18, 
p.  259;  t.  19,  p.  198;  t.  22,  p.  122  ;  t.  24,  p.  16,  150  y  153  ;  t. 
32,  p.  109  y  112  ;t.  59,  p.  5. 

—  Las  sentencias  de  los  jueces  de  sección  pronunciadas  en  re- 
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beldta  no  son  apelables  (art.  491,  Ley  Proc).  —  T.  6,  p.  393  y 
398  ;  t.  10,  p.  455. 

Apelable.  —  No  lo  es  el  auto  confirmando  ó  revocando  las  pro- 
videncias interlocutorias  deque  se  ha  pedido  reposición  (art. 
205,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p,  354. 

—  No  lo  es  el  auto  librando  el  mandamiento  de  embargo  en  el 
procedimiento  ejecutivo  (art.  300,  Ley  Proc.)  —  T.  8,  p.  159; 
t.  13,  p.235. 

—  Los  autos  de  los  jueces  de  sección  dictados  en  virtud  de  la 
facultad  que  les  acuerda  el  articulo  19,  ley  de  jurisdicción,  no 
son  apelables.  —  T.  9,  p.  74. 

—  No  lo  es  el  auto  relativo  á  las  multas  por  violación  de  la  ley 
de  papel  sellado  nacional  (ley  de  sellos  para  el  año  1871 .).  — 
T.  10,  p.  125. 

—  El  auto  intimando  el  pago  en  el  procedimiento  de  apremio, 
no  es  apelable.  —  T.  10,  p.  218. 

—  No  lo  son,  el  auto  de  solvendo  y  el  de  embargo  en  el  juicio 
ejecutivo  (arl.  300,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  292  ;  t.  24,  p.  63; 
t.  52,  p.  52 ;  t.  54,  p.  420 ;  t.  60,  p.  140. 

—  No  lo  es  el  auto  que  manda  regular  honorarios.  —  T.  10,  p. 
364  ;  t.  30,  p.  122  ;  t.  57,  p.  7. 

—  No  lo  es  aquel  en  que  se  aclaran  los  términos  del  manda- 
miento de  embargo  en  el  juicio  ejecutivo  (art.  300,  Ley  Proc). 
—  T.  11,  p.  190. 

—  El  auto  que  prohibe  la  enajenación  de  un  edificio,  causa 
perjuicio  irreparable  y  es  por  tanto  apelable.  —  T.  12,  p.  518. 

—  No  lo  es  el  auto  de  prueba,  sea  que  se  haya  dictado  á  solici- 
tud de  parte,  ó  que  haya  sido  dictado  de  oficio  (art.  207,  Ley 
Proc).  —  T.  13,  p.  88. 

—  El  auto  con  que  se  abre  de  oficio  un  nuevo  término  de  prue- 
ba, no  es  de  los  que  autoriza  la  ley  de  procedimientos  en  su 
articulo  16,  para  mejor  proveer,  yes  apelable.  —  T.  13,  p.  292. 
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Apelable.  —  Él  auto  que  manda  suspender  los  procedimientos 
por  estar  pendiente  una  cuestión  sobre  competencia,  es  mera- 
mente interlocutorio  y  no  es  apelable.  —  T.  13,  p.  303. 

—  Lo  es  el  de  un  juez  de  sección  declarando  que  una  causa  es 
de  arbitramento  forzoso.—  T.  45,  p.  230. 

—  Lo  son  todos  los  autos  en  que  se  resuelve  artículo  de  com- 
petencia. —  T.  15,  p.  369. 

—  Lo  es  el  auto  que  niega  la  admisión,  después  del  término  le- 
gal, de  documentos  que  sejure  haber  recién  llegado  á  noticia 
de  la  parte,  y  deben  estos  ser  admitidos  (art.  11,  Ley  Proc.^. — 
T.  19,  p.  434. 

—  Lo  es  el  auto  mandando  citar  de  evicción  y  saneamiento.  — 
T.  20,  p.  123. 

—  No  lo  es  el  auto  que  decreta  ó  niega  la  recepción  de  causa  á 
prueba  (art.  206  y  207,  Ley  Proc.).— T.  21.  p,  381  ;  t.  22,  p.  167; 
t.  39,  p.  63;  t.  47,  p.  164;  t.  53,  p.  44;  t.  57,  p.  135. 

—  No  lo  es  el  auto  confírmatorio  de  providencia  de  que  se  pidió 
reposición  (art.  205,  Ley  Proc).  —  T.  21,  p.  481. 

—  No  lo  es  el  auto  de  reposición  de  providencias  puramente  in- 
terlocutorias  (art.  205,  Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  265. 

—  No  lo  son  los  autos  interlocutorios  que  no  causan  gravamen 
irreparable.  De  esta  naturaleza  es  un  auto  sobre  inhibición  ge- 
neral de  los  bienes  del  deudor.  (La  inhibición  se  pedía  en  vir- 
tud de  sentencia  condenatoria  pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada).—  T.  22,  p.  300. 

—  No  es  el  auto  manteniendo  el  embargo  de  un  buque  á  las  re- 
sultas de  un  juicio  criminal  seguido  de  oficio  contra  su  capi- 
tán y  tripulantes.  —  T.  22,  p.  315. 

—  Un  auto  del  juez  de  sección  no  haciendo  lugar  á  recursos  de 
apelación  y  nulidad  interpuestos  contra  un  laudo  arbitral,  tie- 
ne fuerza  de  definitivo  y  es  apelable.  —  T.  23,  p.  627. 

—  El  decreto  de  traslado  cuyo  efecto  no  es  el  de  constituir  en 
demandante  al  que  manifiesta  no  haber  querido  entablar  de- 
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manda,  sinohacersólo  una  denuncia,  es  apelable  y  debe  ser  re- 
vocado.—T.  25,  p.  422. 

Apelable. — Lo  es  el  auto  que  ordena  la  absolución  de  posiciones, 
á  quien  no  es  representante  legal  de  la  parte.  —  T.  27,  p.  30. 

—  No  lo  es  el  auto  que  cita  para  nueva  audiencia  en  los  juicios 
posesorios.  —  T.  27,  p.  387. 

—  No  es  el  auto  que  desecha  la  recusación,  por  no  ser  fundada 
en  causa  especificada  por  la  ley  (art.  32,  Ley  Proc.J.  —  T.  28, 
p.  244;  t.  29,  p.  409;  t.  32,  p.  78. 

—  No  es  el  auto  que  niega  próroga  del  término  para  alegar.  — 
T.  28,  p.  269. 

—  No  loes  el  auto  que  manda  tener  presente  para  proveer  á  su 
tiempo,  las  observaciones  expuestas  sobre  los  defectos  conteni- 
dos en  la  lista  de  testigos.  — T.28,  p.  351. 

—  Lo  son  los  autos  sobre  aplicación  de  la  ley  de  sellos.  —  T.  29, 
p.  32. 

—  Lo  es  todo  auto  que  cause  gravamen  irreparable,  no  habien- 
do disposición  alguna  que  deniegue  el  recurso  (art.  206,  Ley 
Proc.).— T.  29,  p.  482. 

—  Lo  es  el  auto  por  el  cual  se  manda  devolver  un  escrito  sobre 
las  causas  alegadas  contra  un  perito,  en  juicio  de  expropiación. 
— T.  30,  p.  23. 

—  Lo  es  el  auto  sobre  pago  de  honorarios,  cuya  deuda  se  con- 
tradice.—T.  30,  p.  449. 

—  £1  auto  que  no  hace  lugar  á  la  citación  de  evícción  en  un 
juicio  de  interdicto,  reservando  proveer  sobre  ella,  después  de 
verificado  el  comparendo  de  las  partes,  es  apelable.  —  T.  31, 
p.  34. 

—  El  auto  que  hace  lugar  á  la  entrega  al  expropiado  del  dinero 
cuyo  depósito  se  alega  por  el  expropiante  haber  quedado  sin 
objeto,  es  apelable.— T.  34,  p.  425. 

—  Lo  es  el  auto  sobre  el  arraigo  del  juicio. — T.  32,  p.  23. 

—  El  auto  que  admite  pruebas  en  días  posteriores  al  del  juicio 
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verbal,  señalado  para  el  interdicto,  trae  gravamen  irreparable 
y  es  apelable  (art.  206,  Ley  Proc.).  — T.  32,  p.  471. 

Apelable.  — No  lo  es,  en  juicio  ejecutivo,  el  auto  aprobando 
una  liquidación  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  32,  p.  346. 

—  Lo  es  el  auto  que  no  hace  lugar  á  la  nulidad  de  la  declara- 
ción de  rebeldía  y  de  lo  actuado  en  consecuencia  de  ella.  (El 
rebelde  promovió  esa  nulidad). — T.  35,  p.  240. 

—  El  auto  acordando  el  auxilio  de  la  fuerza  pública  al  encarga- 
do para  cobrar  los  subarriendos  embargados,  es  apelable. 
(Trae  perjuicio  irreparable  y  no  está  comprendido  en  el  art. 
300,  Ley  Proc.).— T.  36,  p.  420. 

—  No  lo  es  el  auto  que  á  instancia  de  uno  de  los  socios,  manda 
exhibir  los  libros  sociales.— T.  37,  p.  238. 

—  Lo  es  el  auto  que  no  hace  lugar  á  la  declaración  de  rebel- 
día.—!. 37,  p.  412. 

—  £1  auto  no  haciendo  lugar  al  desistimiento  de  la  petición  so- 
bre nombramiento  de  arbitro  tercero,  en  reemplazo  del  nom- 
brado, por  estar  ausente,  trae  gravamen  irreparable  y  es  ape- 
lable.—!. 39,  p.  24. 

—  El  auto  declarando  que  no  ha  corrido  el  término  probatorio, 
es  apelable.—!.  39,  p.  434. 

—  Lo  es  el  auto  en  que  se  declara  rebelde  á  una  de  las  partes. 
— !.40^p.4n. 

—  No  lo  es  el  auto  citando  á  las  partes  á  audiencia  verbal,  á 
los  efectos  del  artículo  102,  ley  de  procedimientos,  y  para  tra- 
tar previamente  sobre  un  arreglo  amistoso. — !.  41,  p.  146. 

—  Lo  es  el  auto  por  el  cual  en  juicio  sobre  cobro  de  fletes  y 
estadías,  se  manda  entregar  al  demandado  el  precio  delasmer- 
caderías  porteadas,  aunque  se  haya  hecho  bajo  fianza. — !.  41, 
p.  273. 

—  Lo  es  el  auto  que  concede  ó  deniega  la  excarcelación  baja 
fianza  (art,  395,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  !.  41,  p.  290;  t.  62, 
p.  200, 
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Apelable.  —  Lo  es  el  auto  que  niega  el  cumplimiento  de  una 
diligencia  probatoria. — T.  42,  p.  83. 

—  Lo  es  el  auto  denegatorio  de  prisión  y  de  embargo  de  bienes  en 
los  procesos  criminales.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  498,  Código 
deProcedimientosCriminales,  se  refiere  sólo  á  lasdiligenciasde 
instrucciónóraeramenteinformativas^y  noálas  de  prisión  y  em- 
bargo de  bienes  para  asegurar  las  responsabilidades  pecuniarias 
del  presunto  delincuente,  que  sehallan  regidas  por  las  disposicio- 
nes especiales  contenidas  en  los  títulos  18  y  20  de  dicho  Código. 
(Elart.  423,  Cód.  Proc.  Crim.,  declara  apelables  en  general,  las 
providencias  que  recaigan  sobre  fianzas  y  embargos,  sin  otra 
limitación  que  la  de  concederse  el  recurso  en  el  efecto  devo- 
lutivo solamente,  lo  que  por  su  generalidad  debe  entendérselo 
mismo  del  caso  en  que  se  deniegue  ó  en  que  se  acuerde  algu- 
nas de  aquellas  diligencias.  El  auto  de  prisión  ó  denegatorio 
de  prisión,  de  mayores  y  más  importantes  consecuencias  que 
el  de  embargo,  no  puede  sustraerse  á  esta  regla  y  debe  nece- 
sariamente entenderse  comprendido  entre  los  expresamente 
declarados  apelables  por  el  art.  501,  Cód,  Proc.  Crim,). — T.  42, 
p.  160. 

—  No  lo  es  el  auto  conforme  al  pedido  del  interesado. — T.  42, 
p.  389. 

—  Lo  es  el  auto  sobre  competencia.— T.  43,  p.  32. 

—  Lo  es  el  auto  por  el  cual  se  regulan  los  honorarios  de  los 
peritos  en  el  juicio  de  expropiación. — T.  43,  p.  70;  t.  46,  p.  107. 

—  i\o  lo  es,  por  no  traer  gravamen  irreparable,  el  auto  nom- 
brando perito  regulador  de  honorarios. — T.  43,  p.  358. 

—  Lo  es  el  auto  que  dispone  la  sustitución  por  fianza,  la  ga- 
rantía del  pago  del  flete,  representada  por  el  precio  de  las  mer- 
caderías vendidas. — T.  43,  p.  361. 

—  Lo  es  el  auto  aceptando  el  desistimiento,  sin  declarar  que 
las  costas  causadas  son  de  cargo  de  quien  lo  hizo.  —  T.  45, 
p, 107. 
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Apelable.  —  No  lo  es  el  auto  nombrando  regulador  de  honora- 
rios. —  T.  45,  p.  110  y  129. 

—  No  lo  es  el  auto  abriendo  la  causa  á  prueba  y  fijando  los 
puntos  sobre  que  debe  versar.  —  T.  45,  p.  301. 

—  No  lo  es  el  auto  negando  próroga  del  término  para  alegar  so- 
bre él  mérito  de  la  prueba  (art.  206,  Ley  Proc.).— T.  45,  p.  346. 

—  No  lo  es  el  auto  que  deniega  la  revocatoria,  cuando  es  dedu- 
cido  fuera  del  término  y  no  se  ha  interpuesto  conjuntamente 
con  ésta.  —  T.  46,  p.  244. 

—  El  auto  recusando  al  juez  para  resolver  unos  incidentes,  por 
estar  separado  del  conocimiento  de  la  causa  por  hechos  ante- 
riores, no  cae  bajo  la  disposición  del  artículo  32,  ley  de  procedi- 
miento, yes  apelable,  por  no  tratarse  inmediatamente  de  la  lega- 
lidad de  unacausa  de  recusación,  sino  de  lajurisdicciónconque 
ha  procedido  el  juez  á  resolver  los  incidentes  pendientes, 
estando  ya  separado  del  conocimiento  de  la  causa.  — T.  46, 
p.  276. 

—  La  sentencia  de  remate,  cualquiera  que  ella  sea,  es  apelable 
por  la  ley  en  el  juicio  ejecutivo,  con  arreglo  á  la  que  rige  los 
procedimientos  ante  los  tribunales  federales.  —  T.  47,  p.  130. 

—  No  loes  el  auto  confiriendo  vista  al  procurador  fiscal.— 
T.  47,  p.  161. 

—  No  lo  es,  el  auto  por  el  cual  se  manda  comparecer  á  las  par- 
tes al  objeto  de  la  exhibición  del  contrato  de  sociedad,  pedida 
por  el  actor.  —  T.  47,  p.  167. 

—  No  lo  es,  el  auto  mandando  ampliar  el  embargo  y  citar  de 
remate  (art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  47,  p.  325. 

—  No  lo  es  el  auto  resolviendo  sobre  regulación  de  honora- 
rios (art.  2,  ley  arancel  de  26  de  agosto  de  1863).  —  T.  47,  p. 
492. 

—  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  el  juez  cita  á  comparendo,  reser- 
vando para  ese  acto  la  consideración  y  resolución  de  la  excep- 
ción de  incompetencia  deducida  fart.  591,  Cód.  Proc.  Crim.). 

,  — T.  48,  p.  41. 
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Apelable.  —  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  se  manda  devolver  un 
escrito  alegando  y  acompañando  documentos  presentados, 
después  de  contestada  la  demanda  y  llamados  los  autos  (art. 
206,  Ley  Proc.).—  T.  48,  p.  346. 

—  Lo  es  el  auto  de  prueba  sobre  la  excepción  de  incompeten- 
cia, que  aparece  dictado  sin  audiencia  del  recurrente. — T. 
48,  p.  444. 

—  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  se  manda  presentar  dentro  de 
24  horas  el  interrogatorio  que  debió  acompañarse  con  la  lista 
de  testigos  (art.  501,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48,  p.  524. 

—  No  lo  es  el  auto  señalando  nueva  audiencia  por  causa  de 
enfermedad  de  una  de  las  partes  (art.  501,  Cód.  Proc.  Crim.). 

—  T.  49,  p.  51. 

—  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  se  manda  justificar  el  fuero  fe- 
deral.—T.  49,  p.  489. 

—  No  lo  es  el  auto  aceptando  la  fianza  para  llevar  adelante  la 
ejecución  no  obstante  la  apelación  de  la  sentencia. —  T.  49, 
p.  382. 

—  Lo  es  el  auto  en  que  se  resuelve  en  el  fondo  sobre  derecho 
á  cobrar  honorarios,  y  no  sobre  su  simple  regulación  (art.  206  , 
Ley  Proc).  —  T.  50,  p.  28. 

—  No  lo  es  el  auto  en  que  se  manda  el  cumplimiento  de  sen- 
tencia pasada  en  cosa  juzgada.  — T.  50,  p.  146. 

—  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  el  juez  manda  tasar  los  bienes 
ofrecidos  por  el  procesado  á  efecto  de  asegurar  con  su  embar- 
go las  responsabilidades  del  juicio  (art.  505,  Cód.  Proc.  Crim.). 

—  T.  54 ,  p.  257. 

—  Deducido  solamente  el  recurso  de  reposición,  el  auto  confir- 
matorio ó  revocatorio,  no  es  apelable  (art.  205,  Ley  Proc).  — 
T.  54,p,  349. 

—  No  lo  es  el  auto  que  no  importa  denegación  de  prueba, 
pues  no  causd  agravio  alguno.  —  T.  54 ,  p.  329. 

—  El  juez  que  instruye  el  sumario,  puede  rechazar  las  diligen* 
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cias  propuestas  por  el  fiscal,  que  creyese  innecesarias,  y  el  au- 
to denegatorio  no  es  susceptible  de  recurso  (art.  198,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  52,  p.  U5. 

Apelable.  —  Lo  es  el  auto  que  rechaza  la  prueba  de  testigos 
ofrecida  por  el  denunciante  para  comprobar  el  delito  y  averi- 
guar la  persona  del  delincuente.  —  T.  52,  p.  293. 

—  Lo  es  el  auto  que  lija  el  honorario  de  peritos  (art.  2,  Lev 
Arancel).  —  T.  53,  p.  400;  t.  54,  p.  237. 

—  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  se  manda  devolver  el  alegato  so- 
bre el  mérito  de  la  prueba  (art.  501  y  696,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  53,  p.  68. 

—  No  lo  es  la  sentencia  dictada  sobre  notificación  de  cesión  de 
un  crédito,  cuyo  importe  no  alcanza  á  la  suma  de  doscientos 
pesos  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  53,  p.  234. 

—  En  las  causas  de  menor  cuantía,  no  es  apelable  el  auto  que 
recae  sobre  el  pedido  de  inhibición  (art.  4,  Ley  Jurisd.  Pedi- 
da la  inhibición  como  una  incidencia  del  juicio  principal,  debe 
regirse  por  iguales  reglas  de  procedimientos  en  lo  que  se  refie- 
re á  la  competencia).  —  T.  53,  p.  373. 

—  No  lo  es  el  auto  por  el  cual  el  juez  ordena  la  exhibición  de 
títulos,  para  mejor  proveer.  —  T.  53,  p.  347. 

—  No  lo  es  el  auto  que  no  infiere  agravio,  y  no  resulta  afecto  de 
nulidad.  —  T.  54,  p.  36. 

—  El  auto  que  manda  la  devolución  de  las  cosas  embargadas  en 
el  juicio  ejecutivo,  es  apelable  por  el  depositario  nombrado, 
que  niega  haberlas  recibido.  (Dicho  auto  no  está  comprendido 
en  el  art.  300,  Ley  Proc).  —  T.  54,  p.  371. 

—  No  lo  es,  el  auto  ordenando  una  pericia  en  estado  de  suma- 
rio (art.  501,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  54,  p.  467. 

—  Ordenada  por  el  juez  federal  la  suspensión  del  remate  man- 
dado por  otro  juez  en  juicio  ejecutivo,  el  auto  de  aquél  recha- 
zando el  reclamo  del  ejecutante,  por  no  ser  parte  en  el  juicio 
donde  fué  ordenada  la  suspensión,  es  apelable  por  traer  gra- 
vamen irreparable.  —  T.  55,  p.  67. 
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Apelable.  —  Con  arreglo  á  la  ley  de  36  de  agosto  de  1863,  no  es 
apelable  el  auto  resolviendo  sobre  el  importe  de  honorarios  de 
abogado,  aunque  se  trate  de  honorarios  A  cargo  de  la  contra- 
parte. —  T.  56,  p.  84. 

—  Lo  es  el  auto  concediendo  la  posesión  provisoria  de  la  cosa 
á  expropiarse.  —  T.  56,  p.  195. 

—  No  lo  es  el  auto  mandando  regular  honorarios  y  hacer  saber 
la  regulación,  que  no  declara  quién  sea  la  persona  obligada  á 
satisfacerlos.  —  T.  56,  p.  226. 

—  Lo  es  la  resolución  de  aduana  que  no  se  funda  solamente  so- 
bre la  clasifícación  de  los  artículos,  sino  también  sobre  falsa 
manifestación.  —  T.  56,  p.  347. 

—  No  lo  es,  el  auto  por  el  cual  se  manda  que  el  físcal  indique 
las  diligencias  que  juzgue  convenientes  á  la  ampliación  del  su- 
mario, ni  el  que,  á  la  presentación  de  un  documento  hecha 
por  él,  mandase  agregue,  no  obstante  referirse  á  una  emergen- 
cia extraña  al  objeto  fundamental  del  juicio  (art.  501,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  56,  p.  408. 

—  En  las  ejecuciones  por  vía  de  apremio,  no  es  apelable  el  au-' 
to  que  manda  llevarla  adelante,7)orno  haberse  opuesto  excep- 
ción legítima^  ó  por  no  haber  sido  probada  (art.  320,  Ley  Proc.) . 
—  T.  56,  p.  410;  t.  57,  p.  15;  t.  58,  p.  345;  t.   59,  p.  105;  t.  60, 
p.  192.  * 

—  Trae  gravamen  y  es  apelable  por  el  perjudicado  el  auto  por 
el  cual  se  requiere  al  juez  de  la  ejecución,  la  suspensión  de  re- 
mate del  bien  embargado.  —  T.  57,  p.  131. 

—  No  lo  es  el  auto  mandando  practicar  diligencias  de  trámites 
ya  pendientes.  —  T.  57,  p.  288. 

—  No  lo  es  la  resolución  de  la  aduana  que  se  refiere  única- 
mente á  la  clasifícación  de  la  mercadería  y  penalidad  aplicable 
en  consecuencia  (art.  135,  Ord.).  — T.  58,  p.  152. 

—  No  lo  son  las  medidas  dictadas  por  el  juez  de  instrucción, 
que  nada  resuelven  y  tienden  Á  establecer  los  hechos  indis- 
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pensables  para  la  apreciación  del   derecho,   solicitada  por  el 
agente  fiscal.  —  T.  58,  p.  167. 

Apelable.  —  Trae  gravamen  y  es  apelable  el  auto  que  impone 
el  cargo  de  costas  personalmente  al  procurador  (art.  206,  Ley 
Proc).  —  T.  58,  p.  355. 

—  En  los  juicios  de  desalojo  ante  la  justicia  federal,  la  senten- 
cia que  lo  ordena  es  apelable  en  ambos  efectos. — T.  58,  p.  393. 

—  No  lo  es  el  auto  que  determina  el  orden  en  que  las  partes 
deben  usar  de  la  palabra  en  el  informe  m  voce  ("art.  206,  Ley 
Proc).  —  T.  59,  p.  42. 

—  No  lo  es  el  auto  nombrando  á  un  tercer  perito  para  mejor 
proveer.  —  T.  59,  p.  45. 

—  Según  el  Código  de  Procedimientos  para  los  territorios  na- 
cionales (art.  808)  no  es  apelable  el  auto  que  ordena  el  cum- 
plimiento del  laudo  pronunciado  por  arbitros  arbitradores.  — 
T.  59,  p.  109. 

—  No  es  apelable  la  resolución  aplicando  la  pena  de  dobles  de- 
rechos, que  se  funda  en  la  decisión  de  la  Dirección  de  Rentas, 
sobre  clasificación  ds  artículos  {art.  135  y  137,  Ord.).  —  T.  59, 
p.  227. 

—  No  lo  son  las  resoluciones  de  aduana  aplicando  á  las  merca- 
derías manifestadas,  el  aforo  determinado  por  la  Dirección  Ge- 
neral de  Rentas  {art.  135,  137  y  138,  Ord.).  —  T.  59,  p.  390. 

—  No  los  son  los  autos  del  inferior  mandando  cumplir  una  re- 
solución de  la  Suprema  Corte.  —  T.  60,  p.  21. 

—  No  lo  es  el  decreto  ordenando  se  manifieste  conformidad  con 
una  cuenta  de  honorarios.  —  T.  60,  p.  21. 

—  Lo  es  el  auto  que  exime  de  las  costas  al  vencido.  —  T.  60, 
p.  27. 

—  No  lo  es,  el  auto  por  el  cual  se  manda  presentar  la  cuenta 
de  honorarios,  cuya  estimación  se  pide.  —  T.  60,  p.  43. 

—  No  lo  es  en  el  juicio  ejecutivo^  el  auto  que  niega  al  deudor 
una  espera  para  el  pago.  —  T.  62,  p.  88. 
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Apelable.  —  No  lo  es  el  auto  que  niega  la  admisión  de  la  causa 
á  prueba,  y  ordena  una  diligencia  para  mejor  proveer  (art.  207^ 
Ley  Proc).  —  T.  62,  p.  UO. 

—  No  lo  es,  por  no  traer  gravamen  irreparable,  el  auto  que  con- 
fiere traslado  del  pedido  de  posesión  hecho  por  el  Banco  Hi- 
potecario Nacional,  y  cita  á  juicio  verbal.  —  T.  62,  p.  162. 

—  Lo  es  todo  auto  que  conceda  ó  niegue  diligencias  probato- 
rias, por  traer  gravamen  irreparable  por  la  definitiva  (art.  206, 
Ley  Proc.)  — T.  62.  p.  165. 

—  Corresponde  al  oficio  del  juez  regularizar  el  procedimiento 
en  los  juicios,  y  el  auto  que  tiene  este  objeto,  sin  resolver  nada^ 
dictado  en  juicio  ejecutivo,  no  es  apelable.  —  T.  62,  p.  297. 

—  Véase  :  Compulsa  de  libros  ;  Juicio  ejtcutito  ;  Laudo ;  Liquida- 
ción; Patente  de  intención ;  Prisión  preventiva ;  Retasa;  Sentencia 
de  remate ;  Sumario, 

Apelación. — Los  medios  legales  de  defensa,  son  de  favorable  in- 
terpretación, y  en  la  duda  de  si  se  ha  concedido  ó  no  el  recur- 
so de  apelación  interpuesto,  debe  resolverse  en  favor  del  ape- 
lante. —  T.  3,  p.  202. 

—  Cuando  el  apelante  desiste  de  ella,  la  Suprema  Corte  no  pue- 
de seguir  conociendo  del  punto  desistido,  porque  esto  sería  pro- 
ceder de  oficio,  en  contravención  del  artículo  2»  de  la  ley  de 
octubre  16  de  1862.  —  T.  4,  p.  75. 

—  No  puede  admitirse  por  los  agravios  que  se  prevean  como 
posibles,  sino  por  los  realmente  inferidos.  — T.  5,  p.  176. 

—  El  artículo  206  de  la  ley  de  procedimientos,  se  refiere  á  las 
causas  en  que  es  permitida  la  apelación.  — T.  6,  p.  296. 

—  La  poca  importancia  de  que  habla  el  artículo  225  de  la  ley 
de  procedimientos,  se  entiende  siempre  que  pase  el  límite  de 
doscientos  pesos  fuertes. —  T.  6,  p.  296. 

—  De  la  denegación  del  auto  de  solvendo  puede  apelarse  para 
ante  la  Suprema  Corte  (art.  254,  Ley  Proc).  — T.  7,  p.  170. 

—  No  puede  entenderse  interpuesta  con  otro  objeto  que  con  el 
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deque  sea  reparado  el  gravamen  inferido  por  la  sentencia  ape- 
lada. —  T.  7,  p.  301 . 

Apelacióo.  —  Siendo  inexacto  el  fundamento  sobre  el  cual  se 
basa  únicamente  el  recurso  de  apelación  de  una  sentencia, 
debe  ésta  ser  confirmada.  —  T.  7,  p.  342;  t.  8,  p.  63. 

—  Los  puntos  no  resueltos  en  primera  instancia  no  pueden  ser 
materia  de  la  apelación.  —  T.  9,  p.  219. 

—  No  puede  otorgarse  revocatoria  ni  apelación  de  providencias 
dictadas  en  cumplimiento  de  resoluciones  ejecutoriadas.  — T. 
9,  p.  458. 

—  Se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que 
acuse  el  apelado^  no  mejorándose  el  recurso  en  el  término  le- 
gal (art.  214,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  463. 

—  El  término  de  tres  días  señalado  por  el  artículo  1130  de  las 
ordenanzas  de  aduana  antiguas,  para  apelar  de  las  resoluciones 
del  administrador,  debe  contarse  excluyendo  los  dias  feriados. 
—  T.  11,p.  296. 

—  No  deduciéndose  del  auto  en  que  no  se  hace  lugar  á  la  decli- 
natoria, el  pleito  queda  radicado  en  el  juzgado  de  paz.  —  T. 
11,  p.  471. 

—  Por  la  ley  nacional  de  procedimientos  la  apelación  libremen- 
te concedida  no  queda  desierta,  si  no  se  mejora  el  recurso  den- 
tro de  término  legal,  por  el  solo  ministerio  de  la  ley.  Es  necesa- 
rio para  ello  que  el  apelado  acuse  rebeldía.  — T.  12,  p.  234. 

—  Interpuesta  la  apelación,  el  juzgado  de  1*  instancia  no  pue- 
de, pendiente  ella,  innovar  en  la  causa. — T.  12,  p.  505. 

—  No  hay  derecho  de  apelar  por  no  haberse  salvado  los  derechos 
del  demandante  contra  quien  cree  tenerlos,  si  en  la  sentencia 
de  primera  instancia  no  se  le  priva  de  ese  derecho. — T.  15, 
p.  123. 

—  De  las  resoluciones  del  administrador  de  aduana,  puede  ape- 
larse para  ante  el  juez  de  sección ;  pero  no  para  ante  la  Supre- 
ma Corte,  omisso  medio. —  T.  15,  p.  438. 
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Apelación.  —  Pendiente  ésta,  el  juez  apelado  no  puede  conocer 
en  lo  que  es  materia  del  juicio,  ni  en  sus  incidentes. — T.  46,p. 
467. 

•—  De  las  resoluciones  de  los  tribunales  de  provincia,  dictadas 
en  materia  de  su  competencia,  no  puede  ocurrirse  á  ios  tribu- 
nales nacionales,  sino  en  los  casos  y  forma  que  determina  el 
artículo  H  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  éstos. 
—  T.  47,  p.  302. 

—  No  pudiendo  cumplirse  una  providencia  del  juez  de  sección 
(le  que  se  ha  apelado,  la  apelación  queda  sin  efecto.  —  T.  48, 
p.439.  "^ 

—  Del  auto  pronunciado  por  el  juez  de  sección  en  una  excep- 
ción de  incompetencia,  hay  siempre  apelación  para  ante  la  Su- 
prema Corte.  — T.  48,  p.  463. 

—  Es  improcedente  la  apelación  deducida  á  nombre  del  gobier- 
no nacional,  por  quien  no  tiene  su  representación.  — T.  49, 
p .  298. 

—  No  hay  razón  para  deducirla,  de  un  auto  dictado  en  conse- 
cuencia de  otro  que  está  ejecutoriado. — T.  20,  p.  432. 

—  La  indicación  de  apelar,  hecha  en  el  acto  de  la  notificación, 
no  es  arreglada  á  la  forma  prescripta  por  el  articulo  209  de  la 
ley  de  procedimientos. — T.  24,  p.  9. 

—  Quedando  ésta  sin  objeto,  los  autos  deben  devolverse  al  juez 
originario.— T.  24,  p.  572. 

—  Es  privativa  del  juez  de  sección,  la  facultad  de  corregirlas 
faltas  de  respeto  que  se  cometiesen  contra  su  dignidad  en  los 
alegatos  de  las  causas,  y  sobre  ésto  no  procede  apelación. — T. 
23,  p.  678. 

—  La  interpuesta  por  considerarse  sin  personería  el  apelante, 
al  efecto  de  nombrar  arbitros,  queda  sin  objeto  por  la  mani- 
festación de  haber  aquél  recibido  con  posterioridad  los  poderes 
que  creía  necesarios.— T.  23,  p.  274. 

—  Apelando  libremente  una  de  las  partes  en  juicio  ordinario, 
sobre  el  fondo  de  la  sentencia  de  4»  instancia,  y  la  otra  sólo  en 
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relación  por  no  haberse  condenado  en  costas  al  contrario,  si 
el  primero  no  expresa  agravios  en  el  término  legal  ó  rebeldía 
que  le  acuse  al  segundo,  se  pasan  los  autos  al  relator  para  verse 
el  punto  de  la  apelación  en  relación.— T.  23, p.  545. 

Apelación.  —  No  pueden  los  jueces  de  sección  conceder  recur- 
sos  de  apelación  sobre  puntos  no  apelados  por  las  partes.  — 
T.  24,  p.  16. 

—  La  deducida  por  el  apoderado,  cuyos  actos  han  sido  ratiñ- 
cados,  debe  entenderse  interpuesta  el  día  en  que  aquél  la  de- 
dujo (art.  1936,  Cód.  Civ.).— T.  25,  p.  416. 

—  No  procede  sobre  puntos  en  que  no  hay  juicio  promovido. — 
T.  25,  p.  435. 

—  Ordenado  por  el  administrador  de  aduana  el  embargo  verbal 
de  unas  lanchas  como  pertenecientes  al  deudor  de  derechos 
fiscales  y  pedido  el  desembargo  por  un  tercero,  alegando  do- 
minio sobre  ellas,  la  remisión  del  expediente  en  consulta  al 
ministerio  de  hacienda,  sin  conocimiento  del  tercero  y  la  apro- 
bación de  dicho  ministerio,  no  priva  á  éste  de  la  vía  conten- 
ciosa y  es  procedente  la  apelación  que  interpone  para  ante  el 
juez  federal.  Alegándose  fraude  y  simulación  en  la  transferen- 
cia de  las  lanchas,  éstas  deben  mantenerse  embargadas  hasta 
la  decisión  de  aquellas  acciones. — T.  26,  p.  373. 

—  En  los  juicios  de  expropiación,  la  apelación  sólo  procede  en 
relación  (art.  6,  Ley  Exprop.).  —  T.  28,  p.  125. 

—  Las  disposiciones  relativas  á  la  apelación  de  los  autos  que 
recaen  en  el  juicio  ejecutivo,  no  son  aplicables  al  que  se  dicte 
sobre  la  con^pra  de  los  bienes  ejecutados,  hecho  por  uu  tercero 
ó  su  desistimiento.  Si  este  auto  causa  gravamen  irreparable, 
es  procedente  la  apelación  que  de  él  se  interponga.  —  T.  28, 
p.  302. 

—  La  interpuesta  extemporáneamente,  no  tiene  valor.  Es  extern* 
poránea  la  introducida  al  dia  siguiente  de  vencido  el  término 
legal.— T.  29,  p.  366. 

—  La  del  auto  de  prisión  interpuesta  en  el  efecto  devolutivo. 


APE  —  50  — 

no  impide  la  prosecución  del  sumario,  y  no  puede  denegarse 
por  tal  causa.  —  T.  39,  p.  444. 

Apelación.  —  Reducida  la  cantidad  en  litigio  á  una  suma  menor 
de  doscientos  pesos,  no  procede  la  apelación  de  la  sentencia 
conde  natoria  (art.  4,  Ley  Jurisd.).  —  T.  34,  p.  195. 

—  Del  auto  en  que  se  deniega  la  reposición  no  procede  ape- 
lación, si  no  se  ha  deducido  conjuntamente  con  aquélla.  — 
T.  40,  p.  364. 

—  Sin  haber  sido  decididas  las  cuestiones  sobre  incompe- 
tencia y  devolución  de  la  posesión,  deducidas  como  previas 
en  el  juicio  de  expropiación,  la  apelación  concedida  respecto 
de  ellas  no  puede  ser  materia  de  resolución.  —  T.  44,  p.  255. 

—  Lo  dispuesto  en  el  articulo  300,  ley  de  procedimientos,  no 
comprendeálos  terceros  en  el  juicio  ejecutivo. —  T.  45,  p.  399. 

—  No  es  admisible  la  interpuesta  en  un  juicio,  por  quien  no 
es  parte  en  él.  —  T.  48,  p.  606. 

—  Procede  la  devolución  de  los  autos  si  resulta  que  la  ape- 
lación concedida  ha  sido  interpuesta  fuera  del  término  legal. 
—  T.  49,  p.  302. 

—  £1  demandado  que  ha  sido  condenado  en  virtud  de  con- 
fesión, ratificada  ante  el  juez,  no  puede  apelar  de  la  sentencia 
condenatoria  (art.  88,  Ley  Proc).  —  T.  49,  p.  513. 

—  El  consentimiento  prestado  al  auto  citando  á  un  testigo,  no 
inhabilita  para  apelar  del  auto  en  que  se  declara  la  obligación 
de  dicho  testigo  de  prestar  declaración.  —  T.  53,  p.  399. 

—  Consentido  el  auto  por  el  cual  se  manda  regular  las  hono- 
rarios de  los  peritos  en  causa  criminal,  antes  de  dictarse 
sentencia  definitiva,  debe  declararse  bien  denegada  la  apela- 
lación  del  auto  regulando  los  honorarios,  cuando  el  apelante 
manifiesla  que  el  recurso  sólo  se  refiere  á  la  oportunidad  de 
la  regulación.  —  T.  59,  p.  277. 

—  Debe  considerarse  bien  denegada  la  apelación  de  un  auto 
ejecutoriado.  —  T.  54,  p.  820. 
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Apelación.  —  No  debe  concederse  este  recurso^  cuando  se  de- 
duce fuera  del  término  legal.  —  T.  54,  p.  395. 

—  Del  auto  de  sobreseimiento,  en  que  se  condena  al  procesado 
al  reintegro  de  una  suma  determinada,  debe  concederse  la 
apelación  libremente  y  no  sólo  en  relación.  Debe  revocarse 
b  parte  condenatoria  para  que  se  dé  á  la  causa  el  trámite 
que  corresponda,  si  no  se  ha  oido  al  procesado  respecto  de 
los  cargos  por  sus  responsabilidades  civiles  (art.  434  y  496^ 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  57,  p.  2?i6. 

—  No  puede  denegarse  la  de  un  auto  que  decide  un  artículo 
(art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  58,  p.  229. 

—  La  parte  que  solicitó  y  obtuvo  resolución  conforme  con  su 
pedido,  no  puede  apelar  de  ella.  —  T.  59,  p.  117. 

—  Debe  declararse  mal  concedida  la  apelación  interpuesta 
después  del  término  legal  (ley  19,  tit.  22,  part.  3*).  —  T.  58,  p. 
413;  t,  59,  p.  43,  127  y  444. 

—  Debe  declararse  mal  concedida  la  interpuesta  contra  el  auto 
de  sobreseimiento,  después  de  tres  dias  de  notificado  (art.  441, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  59,  p.  210. 

—  La  persona  que  no  es  parte,  ni  interviene  como  tercero  en 
el  juicio,  no  tiene  derecho  de  hacer  pedidos  y  apelar  de  lo 
proveido  en  ellos.  —  T.  59,  p.  211 . 

—  No  procede  de  autos  consentidos.  —  T.  59,  p.  430. 

—  Véase  :  Administrador  de  Aduana;  Cargo;  Causas  de  menor 
cuantía ;  Laudo;  Procedimiento ;  Suprema  Corte;  Término.' 

Apelación  en  relación.  —  Debe  concederse  en  esta  forma,  el  re- 
curso interpuesto  en  las  causas  cuyo  objeto  litigioso  es  de 
poca  importancia  (art.  225,  Ley  Proc).  —  T.  35,  p.  157;  t. 
52,  p.  313. 

Apelante.  —  Este  no  puede  alegar  que  no  ha  tenido  personería 
para  representarlo  en  primera  instancia,  la  persona  cuyas 
gestiones  y  recursos  deducidos  en  dicha  instancia,  prosigue 
ante  la  Suprema  Corte.  —  T.  59,  p.  138. 
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Apercibimieoto.  —  Las  disposiciones  de  la  ley  no  pueden  ser 
ineficaces,  y  por  consiguiente,  citado  un  demandado  ausente 
bajo  los  apercibimientos  de  derecho,  éstos  deben  hacerse  ne- 
cesariamente efectivos  en  caso  de  no  obedecer  el  citado  ó  de 
no  probar  justo  motivo  para  ello.  —  T.  45,  p.  443. 

—  Es  justo  el  apercibimiento  al  abogado  que  emplea  palabras 
irrespetuosas,  como  también  la  orden  de  testarlas.  —  T. 
21,  p.  245. 

—  Si  en  sus  escritos  el  reclamante  falta  á  los  respetos  debidos 
al  administrador  de  rentas,  es  apercibido  y  los  escritos  son 
mandados  testar.  —  T.  22,  p.  216. 

—  No  habiéndose  reclamado  de  un  auto  dictado  bajo  apercibi- 
miento, debe  éste  hacerse  efectivo.  —  T.  23,  p.  633. 

—  Debe  levantarse  el  no  motivado  en  autos.  —  T.  24,  p.  512. 

—  Debe  levantarse  el  impuesto  por  conceptos  que  se  explican 
satisfactoriamente,  no  haber  sido  ofensivos  á  la  independencia 
del  juzgado.  —  T.  49,  p.  433. 

—  -  El  escrito  de  recurso  concebido  en  términos  depresivos  del 
respeto  debido  al  tribunal,  hace  pasible  al  recurrente  de  aper- 
cibimiento, y  debe  ser  devuelto^  previa  anotación,  á  ñn  de  que 
pueda  reproducir  el  recurso  dentro  de  tercero  dia,  si  hubiese 
sido  interpuesto  en  tiempo.  —  T.  57,  p.  445. 

Aplicacióo  de  lajea  eztranjeraa.  —  Véase:  Leyes  extranjeras. 

Apoderado.  —  Debiendo  el  juicio  ordinario  considerarse  como 
una  emergencia  del  ejecutivo,  el  apoderado  para  éste  loes  tam- 
bién para  aquél .  —  T.  8,  p.  252. 

—  Trabado  el  juicio  por  demanda  y  contestación,  puede  el  apo- 
derado sostituir  el  poder,  aunque  no  tenga  facultad  especial 
para  ello  (ley  19,  tit.  5,  part.  3»).  —  T.  12,  p.  305. 

—  Un  apoderado  encargado  de  la  venta  de  un  terreno  en  varios 
lotes,  y  que  sólo  vende  algunos,  no  tiene  derecho  á  la  compensa- 
ción convenida  bajo  la  base  de  la  venta  de  todos  los  lotes  en 
relación  á  los  vendidos.  Pero  si  el  poderante  ha  recibido  ven- 
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tajas  de  la  venta  parcial,  y  las  aprovecha  aceptando  las  ventas, 
no  puede  negarse  á  una  compensación  equitativa.  En  este  caso 
debe  considerarse  el  contrato  como  modificado,  y  asignarse 
una  compensación,  por  el  principio  de  que  todo  trabajo  merece 
ser  retribuido  y  nadie  debe  enriquecerse  con  daño  de  otro.  — 
T.  U,  p.  204. 

Apoderado.  —  Véase  :  Procesado. 

Apremio.— En  el  caso  de  procederse  por  la  vía  de  apremio  contra 
un  deudor,  y  dada  la  fianza  de  ley  por  el  acreedor,  éste  no  puede 
exigir  que  aquél  instaure  el  juicio  ordinario  (art.  324,  Ley 
Proc).  —  T.  5,  p.  179. 

—  Nadie  puede  ser  obligado  por  apremio  personal  áque  presente 
una  cosa  que  no  conste  estar  en  su  poder.  —  T.  9,  p.  93. 

—  En  el  procedimento  de  apremio  no  pueden  admitirse  otras 
excepciones  que  las  que  expresamente  permite  el  articulo  31 5 
de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  14,  p.  304. 

—  Las  multas  impuestas  por  el  poder  administrativo  sin  recla- 
mación del  multado,  deben  cobrarse  judicialmente  por  la  vía 
de  apremio.  (Se  trataba.de  una  multa  por  infracción  de  la  ley 
de  correos).  —  T.  22,  p.  88. 

—  £1  procedimento  por  la  vía  de  apremio  no  es  de  orden  público 
y  puede  ser  modificado  por  las  partes.  —  T.  30,  p.  532. 

—  No  es  excepción  discutible  en  el  procedimiento  de  apremio^  la 
nulide^d  ó  inconstitucionalidad  de  la  ley  que  lo  funda.  —  T.  56, 
p.  440. 

—  £1  procedimiento  de  apremio  no  tiene  lugar  sino  después  de 
estar  ó  haber  quedado  firme  la  liquidación  del  crédito  que  se 
cobra,  y  por  lo  tanto  el  auto  aprobatorio  de  ella,  es  apelable 
(art.  311,  Ley  Proc).  —  T.  58.  p.  339. 

—  Las  multas  impuestas  con  arreglo  á  la  ley  n*"  2873  de  24  de 
noviembre  de  1891,  deben  hacerse  efectivas  por  la  vía  de  apre- 
mio (art.  69,  inc.  4,  de  dicha  ley).  —  T.  58,  p.  345. 

—  Véase  :  Apelable  ;  Compensación  j  Falta  de  personería;  Liqui- 
dación ;  Personería  j  Provisiones, 
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Apresamiento  marítimo.  —  La  causa  seguida  contra  un  buque 
despachado  bajo  guia  y  ñanza  de  derecho  por  haber  entrado  al 
puerto  de  su  destino  (Buenos  Aires),  no  obstante  el  bloqueo  es- 
tablecido (en  1880,  por  la  escuadra  nacional),  es  de  apresa- 
miento maritimo,  por  violación  de  bloqueo  ó  clausura  de  puerto 
en  tiempo  de  guerra,  y  no  de  contrabando.  —  T.  27,  p.  235. 

Arbitraje.  ~  En  los  asuntos  sometidos  á  arbitros,  las  facultades 
del  juez  ordinario  se  limitan  á  conocer  de  las  recusaciones 
que  se  opongan  á  su  nombramiento  ó  intervención  en  el  juicio 
arbitral,  y  á  compelerles  á  dictar  resolución.  —  T.  3,  p.    239. 

—  El  juez  ordinario  no  puede  admitir  el  recurso  de  una  reso- 
lución arbitral  anterior  al  laudo,  bajo  el  pretexto  de  ser  irre- 
gular. —  T.  3,  p.  239. 

—  Todo  lo  que  obre  el  juez  ordinario  en  virtud  de  ese  recurso, 
es  nulo,  por  carecer  de  jurisdicción.  —  T.  3,  p.  239. 

—  Por  el  reglamento  de  1813,  el  arbitramento  sólo  es  exigido 
cuando  de  la  confrontación  de  las  diferentes  cuentas  exhibidas 
por  las  partes,  resulta  una  diferencia  demasiado  difícil  ó  que 
no  puede  resolverse  sin  escándalo.  —  T.  8,  p.  224. 

—  El  artículo  7  del  reglamento  de  1813,  al  establecer  el  arbi- 
tramento cuando  el  asunto  es  demasiado  difícil  sobre  cuentas, 
no  se  refiere  á  las  cuestiones  sobre  cumplimiento  de  contratos 
escritos  ni  á  la  verdad  ó  falsedad  de  los  hechos  que  motiven 
las  cuentas  presentadas  por  las  partes.  —  T.  9,  p.  40. 

—  No  siendo  el  caso  de  arbitramento  forzoso,  para  que  éste  pue- 
da alegarse  como  subsistente,  es  necesario  que  exista  un  acta 
ó  constancia  judicial  de  haberse  creado.  —  T.  19,  p.  437. 

—  Probada  la  entrega  de  las  copias,  la  falta  de  documentos 
acompañados  á  la  demanda  no  autoriza  á  demorar  la  constitu- 
ción del  tribunal  arbitral.  —  T.  28,  p.  420. 

—  La  remuneración  deservicios  con  una  parte  de  ganancias^  so- 
mete á  la  jurisdicción  arbitral  las  cuestiones  que  se  susciten  á 
ese  respecto,  entre  el  comerciante  y  su  dependiente  (art,  5H 
y  601,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  30,  p.  197. 
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Arbitraje.  —  Puesta  en  duda  la  eficacia  de  uq  acto,  no  puede 
ocurrirse  á  la  jurisdicción  arbitral  convenida  en  él,  mientras 
no  se  decida  la  validez  legal  de  aquel  acto  por  los  tribunales 
competentes.  —  T.  3<,  p.  307, 

—  La  ley  especial  que  somete  á  juicio  arbitral  las  cuestiones 
que  surjan  con  el  Ferrocarril  Central  Argentino,  relacionadas  ó 
conexas  con  el  contrato  de  concesión,  no  es  aplicable  á  las  que 
proceden  de  denuncia  sobre  artículos  no  usados,  importados 
con  la  franquicia  acordada  en  el  contrato  y  negociados  en  pla- 
za. Estas  cuestiones  importan  una  imputación  de  defraudación 
al  fisco,  que  no  puede  ser  sometida  á  arbitraje,  y  debe  ser  juz- 
gada por  los  tribunales  de  justicia.  —  T.  61,  p.  226. 

« 

Arbitraje  forsoso.  —  Para  que  una  reclamación  intentada  caiga 
bajo  la  disposición  del  artículo  1249,  Código  de  Comercio  anti- 
guo, y  sea  considerada  como  de  arbitramento  forzoso,  es  nece- 
sario que  las  averías  reclamadas  hayan  provenido  de  choque  ó 
abordaje.  Negando  una  de  las  partes  que  la  avería  provino  de 
choque,  es  necesario  esclarecer  ese  punto  ante  el  juez  de 
sección,  antes  del  nombramiento  de  arbitros.  —  T.  4  5,  p,  369. 

Arbitrige  internacional. — Un  compromiso  entre  estados  federa- 
les participa  de  la  naturaleza  del  arbitramento  internacional, 
y  es  regla  generalmente  admitida  que  de  éste  no  hay  recurso 
de  ningún  género,  exigiendo  el  decoro  y  la  fe  pública  empe- 
ñada, que  las  partes  se  sometan  á  ella,  aun  cuando  alguna 
se  sienta  perjudicada  en  su  interés  ó  en  su  derecho.  — T.  24, 
p.  199. 

Arbitros.  —  No  puede  sin  causa  dejarse  sin  efecto  su  nombra- 
miento, y  nombrarse  otro  en  su  reemplazo.  —  T.  4,  p.  41. 

—  Los  nombrados  para  un  juicio  de  averías  pueden  fijar  la  in- 
demnización de  perjuicios,  y  comprender  en  ella  los  prove- 
nientes de  un  embargo  trabado  bajo  la  responsabilidad  de  una 
de  las  partes.  —  T.  8,  p.  94. 

—  Las  cuestiones  provenientes  de  choques  y  abordajes  deben 
ser  resueltas  por  arbitros,  y  de  su  laudo  no  puede  haber  ape*" 
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lación  para  ante  los  jueces  ordinarios.  Si  la  hubiese,  serían 
éstos  y  no  los  arbitros,  quienes  las  resolverían  en  definitiva 
(art.  i 429,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  94. 

Arbitros.  —  Siéndola  cuestión  á  resolver  puramente  de  hechos, 
es  en  éstos  v  no  en  la  ley  que  los  arbitros  deben  buscar  los 
fundamentos  de  su  fallo.  Este  procedimiento  arbitral  no  tiene 
más  restricción  que  la  de  proceder  de  buena  fe  y  sin  engaño. 
—  T.  9,  p.  234. 

—  Todo  asunto  que  no  sea  de  los  exceptuados  por  la  ley  24,  tí- 
tulo 4,  partida  3»,  puede  ser  comprometido  en  arbitros.— T.  i  6, 
p.  36. 

—  Convenido  por  el  contrato  de  seguro  que  la  indemnización 
de  pérdidas  ó  daños  ú  otro  asunto  cualquiera  que  motivase 
cuestión  debe  ser  sometida  arbitralmente,  las  partes  se  hallan 
en  la  obligación  de  nombrar  arbitros  para  que  resuelvan  en  el 
reclamo  de  los  asegurados.  El  aviso  previo  que  según  el  con- 
trato debe  pasar  el  asegurado  á  la  compañía,  la  presentación 
de  libros^  el  estado  de  las  existencias  antes  del  incendio,  son 
incidentes  de  la  demanda  de  indemnización  y  como  tales  de- 
ben ser  apreciadas  por  los  arbitros.  —  T.  i7,  p.  430. 

—  Sólo  encaso  de  negativa  de  la  parte  para  nombrar  arbitro, 
corresponde  al  juez  el  nombramiento  de  oficio.  N^oes  negativa 
la  dilación  de  una  manifestación  ordenada  bajo  apercibimien- 
to en  términos  generales.  —  T.  i7,  p.  444. 

—  Los  arbitros  en  cuestiones  de  hechos,  tienen  por  la  ley  mu- 
cha amplitud  en  la  apreciación  de  ellos,  y  fallan  válidamente 
aplicando  los  principios  generales  del  derecho,  leyes  análogas 
y  la  costumbre.  -^  T.  18,  p.  91. 

—  En  caso  de  duda  sobre  el  carácter  en  que  fueron  nombrados, 
la  doctrina  es  que  se  presumen  de  derecho.  —  T.  22,  p.  37i . 

—  Los  de  derecho  proceden  y  determinan  conforme  á  las  le- 
yes, observando  los  trámites  que  ellas  prescriben,  como  los 
jueces  ordinarios,  y  los  arbitradores  en  cualquier  manera  que 

^  ellos  tengan  por  bien,  contal  que  sea  de  buena  fe  y  sin  enga- 
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ño;  y,  por  tanto,  no  les  son  aplicables  las  disposiciones  de  la 
ley  27,  título  4,  partida  3*,  sobre  el  emplazamiento  ó  citación 
para  sentencia,  que  debe  entenderse  en  esa  parte  con  la  limi- 
tación establecida,  expresa,  clara  y  terminantemente,  en  la  ley 
23,  de  que  son  válidos  los  juicios  ó  sentencias  de  los  arbitra- 
dores  «  maguer  non  ñziesen  ante  sí  comentar  los  pleytos  por 
demanda  o  por  respuesta,  o  non  catassen  aquellas  cosas  que 
los  otros  juezes  son  tenudos  de  guardar  ».  —  T.  22,  p.  371. 

Arbitros. —  La  acción  por  reintegro  de  sumas  sociales  deducida 
por  un  socio  contra  otro  socio,  corresponde  al  conocimiento 
de  jueces  arbitros  (art.  504,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  25,  p.  i54. 

—  Los  pleitos  sobre  cuentas  de  difícil  resolución,  deben  ser  so- 
metidos al  fallo  de  arbitros  arbitradores  (art.  7  del  reglamen- 
to de  i  843.).  —  T.  27,  p.  i  03. 

—  Las  cuestiones  entre  el  Gobierno  Nacional  y  la  empresa  del 
Ferrocarril  del  Este  Argentino,  deben  ser  sometidas  á  la  deci- 
sión de  arbitros;  y  debe  servir  á  éstos  de  antecedente,  para  for- 
mar su  juicio,  lo  obrado  ante  el  juez  federal  (art.  17,  ley  de  5 
de  Octubre  de  1864).  —  T.  28,  p.  261 . 

—  Estos  y  el  tercero  deben  laudar  formando  tribunal,  excep- 
tuándose el  caso  en  que  las  partes  los  hubiesen  facultado  para 
fallar  maguer  no  se  acertassen  en  uno  (ley  32,  tít.  4,  part.  3*).— 
T.  29,  p.  222. 

—  Declarado  válido  el,  contrato  de  sociedad  en  el  cual  se  esti- 
pula que  todo  desacuerdo  entre  socios  debe  ser  resuelto  por 
arbitros,  la  pretensión  de  asumir  la  administración,  invocada 
por  uno  y  contradicha  por  otro  de  los  socios,  tiene  que  ser  re- 
suelta por  el  tribunal  arbitral.  —  T.  30,  p.  460. 

—  Para  responsabilizarlos  por  los  daños  procedentes  de  haber 
dejado  transcurrir  voluntariamente  el  plazo  del  compromiso 
sin  dictar  sentencia^  es  preciso  que  medie  gestión  de  los  inte- 
resados para  obligarlos  á  sentenciar  (art.  629,  Cód.  Civ. ;  ley  29, 
tit.  4,  part.  3'.).  — T.  31,  p.  153. 

—  El  hecho  de  haber  uno  de  los  arbitros  dictado  su  laudo,  sin 
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formar  tribunal,  puede  considerarse  como  una  renuncia  sin 
causa  de  su  cargo,  que  autoriza  ;l  las  partes  á  pedir  el  nombra- 
miento de  otro  que  lo  reemplace,  y  las  costas  contra  el  renun- 
ciante: pero  no  como  causa  de  imposibilidad  para  proseguirse 
el  juicio  arbitral.  — T.  3i,  p.  453. 

Arbitros.  —  Las  cuestiones  relativas  á  una  sociedad  mercantil 
entre  los  litigantes,  deben  ser  resueltas  por  arbitros  (art  541, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  31,  p.  196. 

—  Convenida  lajurísdicción  arbitral  para  todas  las  cuestiones 
relativas  á  una  sociedad,  pertenece  á  los  arbitros  resolver  so- 
bre la  fecha  en  que  uno  de  los  socios  debe  restituir  á  los  otros 
los  anticipos  que,  según  convenio,  le  han  hecho  para  el  aporte 
social.  —  T.  33,  p.  301. 

—  Cesada  la  causa  por  la  que  se  pidió  el  reemplazo  del  arbitro 
tercero,  queda  sin  efecto  el  nombramiento  del  reemplazante. 
—  T.  39,  p.  24. 

—  Es  infundada  la  condenación  impuesta  á  un  arbitro  por  nuli- 
dades que  se  declaren  improcedentes,  sin  audiencia  de  éste  y 
sin  petición  de  parte.  —  T.  46,  p.  327. 

—  Declarada  por  el  juez  federal  la  existencia  del  choque,  corres- 
ponde álos  arbitros  resolver  cuál  de  los  buques  es  el  causante 
del  daño  y  responsable  délas  costas  del  juicio  (art.  1249,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  48,  p.  353. 

—  En  principio^  los  arbitros,  ala  manera  de  los  tribunales  co- 
legiados, deben  formar  tribunal  para  pronunciar  sentencia  (le- 
yes 23  y  29,  tít.  4,  part.  3«^;  ley  17,  tít.  22,  part.  3*).  —  T.  61, 
p.  242. 

Arbitros  arbitradores.  — La  prescripción  del  artículo  1750,  Có- 
digo de  Comercio  antiguo,  no  comprende  á  los  arbitros  arbi- 
tradores y  amigables  componedores.  —  T.  9,  p.  234. 

—  Estando  ejecutoriada  una  resolución  en  que  se  declara  que 
el  asunto  debe  ser  decidido  por  jueces  arbitradores,  y  caduca- 
da la  jurisdicción  de  los  nombrados,  deben  ser  nombrados 
nuevos  jueces.  —  T.  18,  p.  301. 
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Arbitros. —  Los  arbitros  maadados  nombrar  por  el  artículo  51 1 
del  Código  de  Comercio  antiguo,  para  resolver  cuestiones  entre 
socios,  deben  ser  arbitradores  y  no  arbitros  de  derecho.  — 
T.  22,  p.  374. 

—  A  éstos  no  les  es  aplicable  el  artículo  4752  del  Código  de 
Comercio  antiguo,  que  manda  hacer  mención  expresa  de  la 
prescripción  que  aplican.  —  T.  22,  p.  371. 

—  La  avaluación  del  daño  que  debe  indemnizarse  por  el  buque 
responsable,  corresponde  al  juicio  de  arbitros  arbitradores 
(art.  1429,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  180. 

—  Las  dificultades  que  se  suscitan  sobre  la  inteligencia  de  las 
cartas  de  crédito  y  de  las  obligaciones  que  resulten,  deben  ser 
decididas  por  arbitradores  (art.  633,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  27,  p.  183. 

—  Entablada  la  acción  por  daños  procedentes  de  abordaje,  y 
consentido  el  auto  por  el  cual  se  llama  á  las  partes  á  compa- 
rendo á  los  efectos  del  artículo  1269,  Código  de  Comercio, 
queda  consentida  la  oportunidad  de  someter  el  caso  al  juicio 
de  peritos  arbitradores  y  la  obligación  de  hacer  valer  ante  és- 
tos todas  las  defensas  que  el  demandado  quiera  hacer  valer  en 
contra  de  la  acción  propuesta.  —  T.  56,  p.  232. 

—  Véase:  Coparticipación  de.  baque;  Recasación. 

Argentino. —  El  demandado  por  un  extranjero  ante  la  justicia  fe- 
deral, no  puede  alegar  incompetencia  de  ésta.  — T.  28,  p.  255. 

Armador.  —  Puede  serlo  de  un  buque  el  que  no  sea  su  dueño, 
con  tal  que  tenga  las  calidades  requeridas  para  ejercer  el  co- 
mercio (art.  1034  y  1048,  Cód.  Com.  anl.).  Armador  en  este  caso 
es  el  que  alquila  un  buque  para  hacerlo  navegar  de  su  cuenta 
y  bajo  su  responsabilidad.  El  artículo  1234  de  dicho  código  no 
contradice  esta  caiifícación,  pues  habla  sólo  de  la  facultad  que 
tiene  el  fletador  por  entero  de  ceder  su  contrato  ó  subfletar, 
sin  hacer  depender  de  esto  la  conservación  ó  cesación  de  la 
calidad  de  armador,  si  la  tuvo.  —  T.  8,  p.  440. 

—  El  fletador  de  todo  el  casco  de  un  buque,  que  lo  subarrien- 
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da, girando  por  su  cuenta  los  conocimientos,  debe  considerar- 
se como  armador  en  lo  relativo  á  las  obligaciones  del  buque 
en  la  expedición  marítima  que  ha  corrido  de  su  cuenta  (art. 
i 034,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  440. 

Armador.  —  El  capitán  y  tripulantes  de  un  buque,  deben  con- 
siderarse á  bordo  como  representantes  de  los  armadores  (art. 
1050  y  1065,  Cód.  Com.  ant.).—  T.9,  p.  164. 

—  A  éste  corresponde  nombrar,  ajustar  y  despedir  al  capitán. 
—  T.  9,  p.  164. 

—  Obligan  directamente  á  éste,  las  obligaciones  que,  para  el 
aprovisionamiento  de  ua  buque,  contrae  el  capitán  (art.  1107, 
Cód.  Com.  ant.). —T.  11,  p.  275. 

—  Todos  los  gastos  que  excedan  á  lo  comprendido  en  un  con- 
trato sobre  provisiones  de  un  vapor,  deben  ser  á  cargo  de  los 
armadores  (art.  1021,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  479. 

—  Entre  los  hechos  de  los  capitanes  de  que  son  responsables 
los  armadores  y  dueños  del  buque,  se  comprenden  los  que  en- 
vuelven culpa  ó  negligencia  de  aquellos.  Así  lo  son  de  los  da- 
ños resultantes  del  abordaje  <itribuido  á  impericia  ó  negligen- 
cia del  capitán  (art.  1037,  1038  y  1068,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  16,  p.  114. 

—  £1  carácter  de  administrador  de  un  buque,  que  asume  la  res- 
ponsabilidad de  la  navegación  ante  las  autoridades  marítimas, 
importa  el  de  armador  y  habilita  para  exigir  la  indemnización 
de  perjuicios  que  se  irroguen  al  buque.  —  T.  23,  p.  555. 

—  Debe  reembolsar  al  capitán  el  dinero  empleado  en  el  aprovi- 
sionamiento y  gastos  indispensables  del  buque,  y  pagarle  sus 
salarios  y  los  de  la  tripulación,  previa  deducción  de  lo  recibido 
por  anticipos^  por  fletes  y  por  venta  de  objetos  del  armador. — 
T.  34,p.21. 

Arraigo. — Puede  decretarse  el  del  demandado,  aun  sin  la  prueba 
fehaciente  de  la  deuda,  con  tal  que  se  tema  su  fuga,  el  deman- 
dado no  tenga  domicilio  fijo,  ni  bienes  conocidos,  se  decrete 
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bajo  la  responsabilidad  del  demandante,  y  éste  sea  abonado. — 
T.  3,  p.  271 . 

Arraigo.  —  Reconociendo  el  dueño  de  un  buque  los  servicios 
cuyo  valor  cobre  un  maquinista,  éste  puede  pedir  el  arraigo 
del  juicio  (art.  55,  inc.  3,  Ley  Proc.).—  T.  7,  p.  412. 

—  Confesando  el  capitán  que  hubo  demora  en  la  salida  del  bu- 
que, puede  exigirse  el  arraigo  del  juicio  promovido  por  daños 
y  perjuicios  provenientes  de  esa  demora  (art.  1225,  Cód.  Com. 
ant.).  — T.  9,  p.  486. 

—  La  fianza  de  arraigo  de  que  trata  el. articulo  74  de  la  ley  de 
procedimientos,  se  refiere  al  demandante  extranjero  no  domi- 
ciliado en  la  República,  y  no  al  no  domiciladoen  la  provincia 
en  cuyo  juzgado  seccional  instaure  su  demanda.  A  no  ser  asi,  se 
violarla  el  artículo  20  de  la  Constitución,  por  el  cual  los  extran- 
jeros gozan  en  el  territorio  de  la  Nación  de  todos  los  dci^echos 
civiles  del  ciudadano;  puesto  que  dicha  fianza  se  exigiría  á  un 
extranjero  domiciliado  en  la  provincia  que  demanda  á  un  ar- 
gentino vecino  de  otra,  la  cual  no  puede  exigirse,  en  igual  caso, 
al  natural  del  país.  —  T.  10,  p.  354. 

—  £1  ciudadano  vecino  de  una  provincia,  demandando  á  un  ciu- 
dadano vecino  de  otra,  no  está  obligado  á  darla  fianza  de  arrai- 
go prescripta  por  el  artículo  74  de  la  ley  de  procedimientos.  — 
T.10,  p.  354. 

—  La  fianza  de  arraigo  comprende  todas  las  condenaciones  pe- 
cuniarias que  puedan  hacerse  por  la  sentencia,  al  que  está  obli- 
gado á  prestarla,  aun  las  que  sean  consecuencia  de  la  recon- 
vención.—  T.  11,  p.  356. 

—  £1  demandado  puede  pedir  que  el  demandante,  si  fuese  ex- 
tranjero no  domiciliado,  arraigue  el  juicio  (art.  74,  LeyProc). 
—  T.  11,  p.  356. 

—  Con  prueba  fehaciente  puede  exigirse  el  arraigo  del  juicio  al 
entablar  la  demanda  (art.  55,  inc.  3,  Ley  Proc).  —  T.  13, 
p.  306. 

—  La  excepción  dilatoria  de  arraigo  del  juicio  no  puede  ínter- 
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ponerse  contra  los  extranjeros  domiciliados  en  la  República 
(art.  74,  Ley  Proc).  —  T.  43,  p.  382;  t.  19,  p.  274;  t.  25,  p. 
463;  t.  33,  p.  274;  t.  38,  p.  323  y  543;  t  42,  p.  322;  t.  46,  p. 
200;  t.  47,  p.  145;  t.  48,  p.  323;  t.61,  p.  291;  t.  62.  p.  78. 

Arraigo.  —  No  ha  lugar  al  arraigo  del  juicio  autorizado  por  el 
articulo  55  de  la  ley  de  procedimientos,  no  estando  justificado  el 
crédito  que  se  reclama  por  escritura  pública  ó  por  documento 
fehaciente,  y  encontrándose  domiciliado  el  demandado  en  el 
lugar  en  que  se  ha  entablado  la  demanda.  —  T.  14,  p.  392. 

—  No  puede  solicitarse  sino  con  escritura  pública  ú  otra  prue- 
ba fehaciente  (art.  55,  Ley  Proc).  — T.  14,  p.  414. 

—  Ofrecidapor  arraigo  del  juicio  la  garantía  del  buque,  la  par- 
te que  pidió  el  arraigo  con  arreglo  á  la  ley,  no  es  responsable 
de  los  daños  por  la  demora,  aunque  pierda  el  pleito,  si  no 
consta  haberprocedido  temerariamente.  — T.  15,  p.  282. 

—  Esta  excepción  no  puede  deducirse  contra  un  comerciante 
extranjero  domiciliado  en  la  misma  ciudad  donde  reside  el  de- 
mandado. —  T.  18,  p.  423. 

—  Estando  asegurado  el  resultado  de  un  juicio  por  el  depósito 
del  capital  demandado  y  por  la  responsabilidad  de  procurador 
por  las  costas,  no  debe  accederse  á  la  petición  del  arraigo.  — 
T.  19,  p.  78. 

—  El  arraigo  del  juicio  á  que  se  refiere  el  articulo  74  de  la  ley  de 
procedimientos^  tiene  por  único  objeto  garantir  á  los  habitan- 
tes de  la  República  contra  las  demandas  injustas  y  ternera* 
rías  de  los  extranjeros  no  domiciliados.  No  habiendo  más  res- 
ponsabilidad que  por  las  costas  y  estando  éstas  garantidas  con 
el  nombramiento  de  procurador,  no  debe  hacerse  lugar  al  arrai- 
go.—T.  19,  p.  380. 

—  El  que  puede  exigir  el  demandado  cuando  el  demandante  es 
un  extranjero  no  domiciliado,  se  reduce  á  los  gastos  y  á  los  da- 
ños é  intereses  resultantes  del  proceso.  —  T.  20.  p.  355. 

—  La  exigencia  de  arraigo  del  juicio  en  el  extranjero  no  doro4- 
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ciliado  se  refiere  no  á  la  jurisdicción  del  juez,  sino  á  la  falta  de 
domicilio  en  la  República.  — T.21,  p.  559. 

Arraigo.  —  Cuando  en  un  contrato  hecho  con  un  extranjero 
éste  indica  su  domicilio  en  el  país,  no  puede  oponérsele  excep- 
ción de  arraigo,  litigando  sobre  cumplimiento  de  ese  contrato. 

—  T.  22,  p.  219. 

—  No  es  procedente  en  una  demanda  sobre  rendición  de  cuentas 
de  un  buque  depositado.  —  T.  23,  p.  35. 

—  No  debe  decretarse,  sin  escritura  pública  ú  otra  prueba  feha- 
ciente de  la  deuda  (art.  55,  inc.  3,  Ley  Proc).  —  T.  25,  p.  69. 

—  El  que  el  demandado  puede  exigir  al  demandante  extranjero, 
no  domiciliado,  consiste  en  garantir  lo  juzgado  y  sentenciado: 
para  ello  no  basta  la  constitución  de  un  procurador  instruido 
y  espensado.  —  T.  26,  p.  335. 

—  Procede  cuando  el  demandante  es  extranjero  no  domiciliado 
en  la  República.  —  T.  27^  p.  122. 

—  La  fianza  de  arraigo  que  el  demandante  se  reconoce  en  el  de- 
ber de  prestar,  debe  otorgarse  previamente  á  la  constitución 
del  tribunal  arbitral.  —  T.  28,  p.  420. 

—  Esta  excepción  no  procede  cuando  el  juicio  se  inicia  por  un 
cesionario  argentino  y  domiciliado  en  el  país.  —  T.  30,  p.  321 . 

—  La  excepción  dilatoria  de  arraigo  del  juicio,  no  procede  con- 
tra el  cesionario  del  crédito  de  sobre-estadías,  domiciliado  en 
el  pafs,  aunque  el  deudor  no  haya  consentido  en  la  cesión.  — 

—  T.  30,  p.  386. 

—  No  procede  la  fianza  de  arraigo  contra  el  que  se  ausenta  de- 
jando representante  legal  y  bienes  raices  suficientes  para  hacer 
frente  á  las  responsabilidades  del  juicio.  —  T.  31,  p.  178. 

— '  No  puede  oponerse  falta  de  personería  y  arraigo  á  un  agente 
de  compañía  de  vapores  que  tiene  poder  de  ésta  y  reside  en  el 
lugar  del  juicio.  —  T.  31,  p.  362. 

—  Esta  excepción  no  procede  en  los  juicios  criminales:  el  ar- 
tículo 74,  ley  de  procedimiento,  es  concerniente  sólo  á  los  jui- 
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cios  civiles,  según  resulta  de  la  colocación  que  en  dicha  ley 
tiene  y  del  hecho  de  que  en  las  disposiciones  relativas  al  pro- 
cedimiento criminal,  no  se  encuentra  referencia  alguna  á  ella. 
—  T.  32,  p.  180. 

Arraigo.  —  £1  capitán  de  un  buque  que  ha  cesado  de  serlo  y 
reside  desde  más  de  dos  años  en  el  país  con  su  familia,  habiendo 
tenido  hijos  argentinos,  no  está  obligado  á  prestar  la  fianza 
del  artículo  74  de  la  ley  de  procedimientos  (art.  92,  Cód.  Civ. ; 
art.  H,  Ley  Jurisd.).  --  T.  34,  p.  9í . 

—  El  juicio  de  nulidad  de  un  laudóles  un  incidente  de  los  autos 
en  que  se  dictó  el  laudo,  y  no  procede  en  él  la  excepción  de 
arraigo.  —  T.  34,  p.  295. 

—  £1  del  actor  no  puede  pedirse  después  de  contestada  la  de- 
manda, pues  siendo  excepción  dilatoria  debe  oponerse  en  el  tér- 
mino señalado  para  éstas.  £1  arraigo  procede  solamente  cuan- 
do el  actor  no  es  domiciliado  en  la  República.  —  T.  38,  p.  29. 

—  £sta  excepción  puede  oponerse  en  la  contestación  de  la  de- 
manda, debiendo,  en  tal  caso,  ser  resuelta  por  la  sentencia 
definitiva.  Siendo  resuelta  favorablemente,  puede  surtir  el  efecto 
de  impedir  que  se  dé  curso  al  recurso  de  apelación,  mientras 
no  se  preste  la  fianza  correspondiente  (art.  85,  Ley  Proc).  — 
T.  38,  p.237. 

—  La  fianza  que  se  ordena  para  el  arraigo  del  juicio,  no  debe 
exceder  de  la  suma  que  se  estime  equitativa.  —  T.  38,  p.  340. 

—  Procede  éste  y  el  embargo  preventivo  cuando  consta  por  es- 
critura pública  que  el  demandado  es  extranjero,  no  domici- 
liado ni  avecindado  en  el  país  (art.  55,  inc.  3,  Ley  Proc).  — 
T.  46,  p.  416. 

—  En  las  demandas  por  falsificación  de  marcas  de  fábrica,  no 
procede  la  excepción  de  arraigo.  (£1  Cód.  Proc.  Crim.  no 
menciona  tal  excepción).  —  T.  49,  p.  388  ;  t.  52,  p.  269. 

—  £1  extranjero  domiciliado  en  la  República,  no  está  compren- 
dido en  la  disposición  del  artículo  74,  ley  de  procedimientos, 
sobre  fianza  de  arraigo.  —  T.  51,  p.  164  ;  t.  52,  p.  184. 
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Arraigo.  —  La  fianza  de  arraigo  no  procede  en  los  juicios  crimi- 
nales. (El  Código  de  Procedimiento  en  lo  criminal,  no  menciona 
tal  excepción  en  ninguna  de  sus  disposiciones).  — T.  51,  p. 
166;  t.  56,  p.  63. 

—  Después  de  contestada  la  demanda^  no  procede  la  fianza  de 
arraigo  contra  el  actor  no  domiciliado  (artículos  74  y  85,  Ley 
Proc.).— T.  55,  p.  352. 

—  El  haberse  estipulado  que  el  contrato  deba  cumplirse  en  la 
capital  de  la  República,  no  implica  que  el  demandado  por  el 
cumplimiento  haya  renunciado  á  la  excepción  de  arraigo  que 
la  ley  autoriza  contra  el  demandante  extranjero  uo  domiciliado. 
—  T.  59,  p.  119. 

—  Opuesta  esta  excepción,  no  puede  diciarse  resolución,  sin 
abrir  la  causa  á  prueba  sobre  los  hechos  contradichos  en  que  se 
funda  (art.  89,  Cód.  de  Proc.  vigente  en  los  territorios  naciona- 
les). —  T.  59.  p.  132. 

—  No  procede  el  del  juicio,  cuando  con  el  nombramiento  de 
procurador  se  hallan  garantidas  las  costas.  —  T.  62,  p.  110. 

—  Véase :  Extranjeros, 

Arrendamiento.  —  La  ocupación  de  un  campo,  hecha  con 
consentimiento  del  apoderado  ó  del  propietario,  sin  más  obli- 
gación que  la  de  cuidarlos  montes,  no  da  derecho  ¿  éste  para 
cobrar  arrendamientos  una  vez  que  no  se  pruebe  no  haberse 
cumplido  la  obligación  impuesta.  —  T.  29,  p.  350. 

—  Véase:  Ejecución, 

Arrendamiento  de  buque.  — Para  llamarse  fletamento,  debe  tener 
por  objeto  una  carga  que  transportarse,  y  probarse  por  escrito. 
No  siendo  así,  la  gestión  para  su  cobranza  no  pertenece  á  la 
jurisdicción  nacional,  por  razón  de  la  materia. — T.  17,  p.  460. 

Arrendamiento  de  pastos. — El  dueño  de  animales  puestos  á  in- 
vernar al  cuidado  de  sus  invernadores^  debe  imputarse  á  si  mis- 
mo el  perjuicio  que  sufran  aquellos,  por  la  mala  calidad  del 
pasto,  mucho  más  si  no  se  ha  convenido  expresamente  sobre 
la  calidad  del  talaje.^— T.  10,  p.  154. 
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Arrendamiento  de  pastos.  —  El  perjuicio  que  el  dueño  de  los 
anímales  sufra  por  la  demora  en  la  entrega,  está  á  cargo  del 
arrendador  del  pasto. — T.  10,  p.  154. 

—  El  arrendador  de  pastos  no  responde  de  las  pérdidas  de  ani- 
males, si  el  arrendatario  tiene  invernador. —  T.  10,  p.  154. 

Arresto. — Por  la  constitución  argentina,  el  arresto  délos  miem- 
bros del  congreso,  sólo  puede  tener  lugar  cuando  el  senador  ó 
diputado  es  sorprendido  infraganti^es  decir^  en  el  acto  mismo 
de  la  comisióndel delito.— T.  54,  p.  432. 

Arramaje. — La  excepción  de  mal  arrumaje  déla  carga,  no  se  jus- 
tifica por  el  solo  hecho  de  haber  sido  colocada  parte  de  ella  so- 
bre cubierta,  máxime  no  habiéndose  probado  que  ésta  fuera 
excesiva. — T.  48,  p.  527. 

Articulo  previo.  —  Tiene  por  objeto  obtener,  el  que  lo  deduce, 
la  resolución  déla  petición  formulada,  antes  de  todo.  — T.  5, 
p.  176. 

—  La  omisión  de  substanciación  de  un  articulo,  no  infiere  agra- 
vio al  que  lo  ha  deducido,  si  se  ha  deferido  á  la  petición  en  él 
contenida. — T.  5,  p.  176. 

—  La  iniciación  de  un  interdicto  recuperatorio,  no  puede  opo- 
nerse para  suspender  el  cumplimiento  de  una  sentencia  y  no 
contestar  la  demanda  entablada  para  hacerla  efectiva.  (Tal  ex- 
cepción no  está  comprendida  en  los  art.  73  y  74,  Ley  Proc).  — 
T.  34,  p.93. 

—  Véase:  Demanda;  Prescripción. 

Artículos  de  peso. —  En  ningún  caso  los  excesos  en  artículos  de 
peso,  se  computan  sobre  la  parte  pedida  á  despacho,  sino  sobre 
cada  bulto  distintamente  ó  sobre  el  total  de  la  partida  introdu- 
cida, según  se  haya  expresado  en  la  copia  de  la  factura  para 
depósito  (art.  354  y  932,  Ord.).— T.  46, p.  á64. 

Asegurador. — Hecha  la  relación  del  siniestro  y  diligencias  practi- 
cadas por  el  asegurado,  en  cumplimiento  de  sus  obligaciones, 
deben  confesarse  ó  negarse  categóricamente  los  hechos  por  los 
aseguradores  (art.  86,  Ley  Proc.).— T.  17,  p.  43. 
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Asegurador.  —  Véase:  Prueba. 

Asesor  especial. — Véase:  InconslitudonaL 

Asesores  de  menores. — Los  del  ministerio  papilar  de  la  Capital^ 
pueden  abogar  ante  los  tribunales  federales.— T.  24,  p.  25i . 

Asistencia. — Los  tripulantes  heridos  en  servicio  del  buque,  tienen 
el  derecho  á  ser  asistidos  por  cuenta  de  éste.  Los  foguistas  son 
considerados  como  tripulantes  (art.  1174,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  8,  p.  318. 

—  La  separación  del  servicio  del  buque  por  hecho  propio,  no 
extingue  el  derecho  de  asistencia,  si  al  pedir  su  despedida  el 
herido  se  lo  reservó.  La  obligación  que  corresponde  en  este  ca- 
so á  los  dueños  del  buque,  es  prestar  la  asistencia  que  sea  de 
práctica-  En  Buenos  Aires  la  práctica  es  que  los  tripulantes 
sean  asistidos  en  el  hospital  general  de  hombres.  Mientras  no 
sean  mandados  por  los  dueños  al  hospital,  éstos  deben  pagar 
los  gastos  de  mantención  y  curación.— T.  8,  p.  318. 

Atenuación.  —  La  más  ó  menos  habilidad  en  ejecutar  la  opera- 
ción fraudulenta,  no  cambia  la  naturaleza  intrínseca  del  hecho^ 
ni  atenúa  la  criminalidad  del  autor. — T.  10,  p.  440. 

—  No  procede  cuando  la  falsa  manifestación  no  ha  sido  verifi- 
cada antes  de  principiarse  la  verificación  del  manifiesto  (art. 
934,  Ord.).— T.  57,  p.  415. 

Audiencia. — El  abandono  que  un  apoderado  haga  de  los  dere- 
chos de  su  principal,  comprometidos  enjuicio,  no  es  suficiente 
fundamento  para  que  se  niegue  á  éste  toda  audiencia  ulte- 
rior, si  comparece  por  sí  ó  por  otro  apoderado,  con  el  fin  de 
reparar  el  perjuicio  que  el  proceder  del  primero  le  causara; 
pues  ni  existe  disposición  legal  que  autorice  esta  negativa,  ni 
ella  estaría  de  acuerdo  con  los  principios  generales  del  aerecho. 
— T.  2,  p.  412. 

—  No  se  deniega  sino  al  contumaz  declarado  (art.  91 ,  Ley  Proc). 
—  T.12,  p.  380. 

Aumento  de  alquiler.  —  Véase:  Ejecución;  Embargo  precentiw ; 
Locación. 
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Ausencia.— La  de  un  reo,  asi  como  su  rebeldía,  no  obsta  que  el 
damnificado  por  el  delito,  pueda  hacer  efectiva  en  juicio  su  ac- 
ción y  obtenerlo  que  sea  justo.— T.  5,  p.  285. 

—  Cualquier  persona,  aun  las  mujeres  y  menores,  que  no  pue- 
den ser  en  juicio  personeros  de  otros,  pueden  comparecer  para 
excusar  la  ausencia  del  acusado.  £ste  principio  tiene  aplicación 
en  el  caso  en  que  se  trata  de  excusar,  alegando  enfermedad, 
no  la  ausencia  del  lugar  del  juicio,  sino  simplemente  la  ausen- 
cía  de  la  prisión.  La  personería  de  la  esposa  legítima  del  acusa- 
sado,  debe  ser  admitida  en  ese  caso  (ley  42/tit.  5,  part.  3*). 
T.  i  2,  p.  67. 

—  La  de  uno  de  los  encausados  suspende  ios  procedimientos 
respecto  de  él,  no  de  los  demás.  —  T.  21,  p.  245. 

Ausentes. —  Los  demandados  y  citados  en  concepto  de  ignorarse 
su  domicilio  son  ausentes  declarados  en  juicio^  y  están  com- 
prendidos en  la  disposición  de  los  artículos  54  y  57  Código 
Civil,  140  de  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital  y  80 
de  su  Código  de  Procedimientos  y  la  ley  12,  título  2,  partida  3*. 
(En  este  caso,  se  nombró  defensor  al  ausente  y  se  dio  inter- 
vención al  ministerio  de  incapaces).  —  T.  48,  p.  207. 

—  En  los  juicios  de  expropiación  contra  ausentes  no  es  nece- 
saria la  intervención  del  ministerio  de  menores:  basta  la  del 
defensor  de  ausentes  (art.  10^  Ley  de  Expropiación).  —  T.  57, 
p.  164. 

Autenticación.  —  Las  comunicaciones  entre  jueces  de  distintas 
provincias,  para  ser  tenidas  por  auténticas,  no  necesitan  de 
más  formalidad  que  la  suscripción  del  juez  exhortante  y  la 
atestación  del  escribano  con  el  cual  actúa  (artículo  2,  ley  de 
26  de  agosto  de  1863).  — .  T.  1 ,  p.  385. 

—  Véase  :  Ley  de  autenticación. 

Autenticidad.  —  No  puede  dudarse  de  la  de  un  documento  pro- 
cedente de  la  contaduría  nacional,  cuando  está  fírmado  por  el 
jefe  de  ella  y  es  acompañado  por  una  nota  oficial  del  minis- 
terio de  hacienda.  —T.  15,  p.  132. 
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Auto.  —  Ejecutoriado  y  pedido  su  cumplimiento,  no  puede  éste 
ser  denegado.  —  T.  2,  p.  454. 

—  £1  dictado  por  juez  competente  declarando  que  un  buque 
es  propiedad  de  un  concurso,  hace  fe  ante  el  juez  nacional  de 
otra  provincia  (art.  4,  ley  de  ^26  de  agosto  de  i 863).  —  T.  29, 
p.  283. 

—  Debe  ser  confirmado  el  que  importa  la  ejecución  de  otro 
consentido  por  las  partes.  —  T.  39,  p.  171. 

—  Debe  ser  revocadTo  el  auto  que  importa  no  dar  cumplimiento 
á  una  resolución  de  la  Suprema  Corte.  —  T.  53,  p.  70. 

Auto  de  prueba.  —  La  parte  que  ha  consentido  el  auto  de  prueba 
y  aprovechado  su  término,  no  puede  sostener  que  el  juez  no 
tenía  derecho  para  dictarlo.  —  T.  13,  p.  118. 

Auto  de  solvendo.  —  Cuando  la  calificación  opuesta  en  el  reco- 
nocimiento es  una  de  las  excepciones  del  juicio  ejecutivo  y  se 
prueba  in  continenti  de  manera  que  destruya  la  fuerza  de  la 
obligación,  no  debe  librarse  auto  de  solvendo,  porque  non 
entis  nullae  stint  qualitates,  y  no  existiendo  la  obligación,  no 
puede  existir  el  carácter  ejecutivo  que  le  pretende  atribuir  el 
que  se  supone  acreedor,  y  porque  sería  contrario  á  toda  idea 
de  justicia  colocar  al  pretendido  deudor  bajo  la  presión  de  un 
procedimiento  ejecutivo,  cuando  se  sabe  de  antemano  que  ese 
procedimiento  ha  de  quedar  sin  efecto^  en  el  instante  en  que 
se  le  permita  alegar  las  excepciones,  probada  ó  demostrada  in 
continenti^  con  que  ha  calificado  el  reconocimiento,  y  con  la 
cual  queda  la  acción  enervada.  —  T.  9,  p.  577. 

—  El  juez  puede  reformarlo,  si  hay  razón  para  ello.  — .  T.  48, 
p.  52. 

—  Debe  declararse  mal  concedido  el  recurso  contra  el  auto  de 
solvendo  (art.  252,  254  y  300,  Ley  Proc.).— T.  59,  p.  185  y  187. 

—  Véase :  Juicio  ejecutivo. 

Auto  para  mejor  proveer.  —  Véase  :  Apelable. 
Autoridades.  — Véase:  Circunstancia  agravante;  Rebelión, 
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Autoridades  proTinciales.  —  No  pueden  por  sí  excarcelar  á  íos 
que  se  hallen  presos  por  orden  de  los  tribunales  federales^ 
aunque  se  trate  de  emfileados  al  servicio  de  la  provincia. 
Producido  el  hecho  de  la  excarcelación,  las  exigencias  de  la 
administración  de  justicia  quedan  satisfechas  con  la  reposición 
de  las  cosas  á  su  estado  anterior.  Si  ese  hecho  ha  tenido  lugar 
por  cuestión  de  jurisdicción  y  no  por  hostilidad  á  laautoridad, 
no  existe  delito  de  sedición  y  debe  desecharse  in  limine  la 
acusación  que  se  deduzca  al  respecto.  —  T.  16,  p.  70. 

—  Las  medidas  emergentes  de  éstas,  no  pueden  trabar  la  acción 
de  la  justicia  federal  en  ejercicio  de  su  jurisdicción.  —  T. 
55,  p.  15. 

—  Véase:  Ley  suprema. 

Autor  principal.  —  £1  artículo  81  de  la  ley  penal  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  se  refiere  á  los  autores  principales' del  delito. 
—  T.  12,  p.  439. 

—  Son  autores  principales  del  crimen,  el  que  lo  comete  directa- 
mente y  los  que  prestan  la  cooperación,  sin  la  cual  no  habría 
podido  cometerse.  —  T.  26,  p.  356. 

—  Debe  considerarse  como  autor  principal  del  delito  de  falsifi- 
cación de  billetes,  el  que  resulta  haber  buscado  la  cooperación 
del  impresor  para  estampar  el  sello,  y  haber  proporcionado  el 
dinero  para  comprar  la  prensa  y  útiles  necesarios  á  la  falsifi- 
cación y  para  alquilar  la  casa  donde  deben  fabricar  los  billetes 
(art.  21,  inc.  2,  Cód.  Penal).  —  T.  52,  p.  126. 

^    Véase:  Hurto, 

Autos.  —  La  providencia  de  autos^  dictada  por  el  juez  después 
de  la  contestación  de  la  demanda,  puede  ser  para  definitiva  ó 
para  poner  la  causa  á  prueba.  —  T.  7,  p.  35. 

—  Los  seguidos  ante  los  juzgados  nacionales  no  deben  salir  de 
las  oficinas  sino  en  el  caso  que  sobrevengan  juicios  universa- 
les de  concurso  ó  partición  de  herencia,  ó  cuando  sean  pedidos 
como  antecedentes  ilustrativos  por  algún  juez  ó  autoridad  de 
las  provincias  ó  de  la  Nación.  — T.  11,  p.  436. 
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Autos.  —  Su  llamamiento  es  una  formalidad  esencial.  — T.  40, 
p.  328. 

Autos  interlocutorios.  —  Los  autos  interlocutorios  que  no  cau- 
san gravamen  irreparable  por  la  definitiva,  no  son  apelables 
(art.  206,  Ley  Proc).  —  T.  ^0,  p.  255. 

Auxiliadores.  —  Son  meros  auxiliadores  de  un  crimen,  los  que 
cooperan  á  ocultarlo  después  de  consumado.  —  T.  26,  p.  356. 

Auxilio  de  la  fuerza  pública.  —  Los  jueces  de  sección  deben 
solicitarlo  por  sí  mismos,  del  Poder  Ejecutivo,  como  último  re- 
curso, después  de  haber  agotado  el  empleo  de  todos  los  me- 
dios conducentes  á  obtener  el  cumplimiento  de  sus  resolucio- 
nes.—T.  1,p.  228. 

Avaluación.  —  El  acusador  que  no  está  conforme  con  los  bienes 
ofrecidos  á  embargo,  tiene  derecho  de  nombrar  perito  por  su 
parte,  para  que  los  avalúe  (art.  336,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T. 
53,  p.  248. 

Avenida  de  Majo.  —  Véase:  Inconstitucional, 

Averia  común. — No  loes  la  que  no  tiene  lugar  deliberadamente 
para  la  salvación  común  de.  las  personas  ó  del  buque  y  carga- 
mento (art.  U76,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  468. 

Averias. — La  solicitud  pidiendo  el  examen  judicial  de  la  existen- 
cia, causa  é  importe  de  ellas  no  es  una  demanda.  —  T.  4,  p. 
305. 

—  Todos  los  gastos  tendentes  á  establecer  las  bases  para  el  pa- 
go de  la  indemnización  al  asegurado,  deben  ser  á  cargo  del 
asegurador;  y  entre  esos  gastos  están  los  honorarios  del  aboga- 
do que,  en  el  juicio  correspondiente,  dirije  á  los  consignata- 
rios de  un  buque  asegurado  que  ha  sufrido  averias  (art. 
< 379, 1380  y  1382,   Cód.  Com.  ant.).  —  T.   5,  p.  9. 

—  En  caso  de  averia  parcial  de  la  carga,  el  conductor  debe  abo- 
nar el  valor  en  que  se  estime  el  deterioro  (art.  172,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  7,  p.  77. 

—  En  las  terrestres,  cuando  en  la  parte  externa  de  los  bultos  se 
ven  señales  de  averías,  el  reclamo  debe  hacerse  en  el  acto  de 
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recibirlos,  y  no  después  de  puesto  el  conrorme  á  la  carta  de 
porte (arl.  175,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  218. 

Averias. — El  capitán  responde  de  los  daños  que  sufra  la  carga,  á 
no  ser  que  provenga  de  vicio  propio  de  la  cosa,  fuerza  mayor  ó 
culpa  del  cargador  (arl.  1067,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  135. 

—  Admitido  el  hecho  de  que,  en  un  cargamento  de  pasto,  se 
recibieron  á  bordo  algunos  fardos  mojados,  debe  admitirse 
también  que  se  averiaron  por  vicio  propio,  y  mucho  más  si  se 
embarcaron  en  verano.  —  T.  8,  p.  135. 

—  Recibiendo  el  cargador  los  conocimientos  con  la  anotación 
de  haberse  embarcado  algunos  fardos  mojados,  sin  determinar 
número,  queda  obligado  á  reconocer  como  provenientes  de  vi- 
cio propio  las  averías  que  resulten  posteriormente,  sobre  todo 
no  alcanzando  el  número  de  fardos  averiados  á  un  siete  por 
ciento  de  la  carga.  —  T.  8,  p.  135. 

—  El  reconocimiento  y  liquidación  de  las  averias  deben  ser  ve- 
riñcadas  por  peritos  arbitradores.  Este  procedimiento  es  de 
estricta  aplicación  mientras  no  se  pruebe  que  el  siniestro  provi- 
no de  culpa  del  capitán  (art.  1498,  Cód.  Com.  ant.). — T.  9, 
p.  378. 

—  Las  averías  comprenden  no  sólo  el  deterioro  de  la  carga  si- 
no también  la  cantidad  que  se  entrega  de  menos  (art.  1067, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  12,  p.  190. 

—  El  redando  por  avería  ó  detrimento  en  las  mercaderías  por- 
teadas no  puede  ser  deducido,  transcurridas  veinticuatro  horas 
después  de  su  recibo  (art.  175,  Cód.  Com.  ant.).  El  reclamo 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  debe  ser  judicial,  mucho  más 
si  privadamente  es  rechazado  por  el  empresario  de  transportes. 
Las  mercaderías  sobre  que  se  reclaman  deben  ser  depositadas 
en  almacén  seguro.  —  T.  13,  p.  310. 

—  No  pueden  deducirse  reclamaciones  por  averias,  no  habién- 
dose practicado  el  reconocimiento  judicial  señalado  por  el  ar- 
tículo 1246,  Código  de  Comercio  antiguo.  —  T.  14,  p.  10. 

—  La  reclamación  sobre  el  estado  de  los  efectos  transportados, 
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debe  deducirse  dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguientes  á 
la  entrega  (art.  175,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  17,  p.  272. 

Averias. — El  pasajero  puede  intentar  acción  para  reclamar  la 
indemnización  de  las  averías  sufridas  en  su  equipaje,  con  sólo 
el  boleto  del  pasaje.  Los  dueños  del  vapor  deben  abonar  dicha 
indemnización  por  la  avería  ocasionada  por  la  mala  colocación 
de  los  bultos.—  T.  19,  p.  331. 

—  Para  reclamar  las  averías  ó  pérdidas  sufridas  por  la  carga, 
es  indispensable  que  preceda  el  reconocimiento  judicial  de 
ellas,  pedido  dentro  del  término  que  establece  el  Código  de 
Comercio,  sin  distinción  entre  el  reclamo  por  vía  de  demanda 
ó  reconvención,  y  éntrela  indicación  de  las  averías  y  pérdidas 
hecha  ó  no  en  los  recibos  de  la  carga  (art.  1246  y  1247,  Cód. 
Com.  ant.).  — T.  21,  p.  108. 

—  La  avería  sufrida  por  las  mercancías  transportadas,  debe  ha- 
cerse constar  por  medio  de  peritos  y  avisarse  ásus  dueños.  El 
encargado  de  recibirlas  no  puede  venderlas  en  venta  privada, 
por  razón  de  averías,  sin  autorización  de  su  dueño.  Si  así  lo 
ha  hecho,  se  halla  en  el  deber  de  indemnizarle  el  precio  en 
que  la  mercancía  pudo  ser  vendida  en  el  lugar  de  su  destino. 
La  equidad  y  el  principio  que  nadie  debe  enriquecerse  con  lo 
ajeno^  exige  que,  constando  la  avería,  se  deduzca  de  la  canti- 
dad de  las  mercancías  ¡aparte  que  el  juez  estime  justa,  según 
las  circunstancias  del  caso.  La  consignación  del  precio  en  que 
la  mercancía  fué  vendida  privadamente^  dadas  las  circunstan- 
cias anteriores,  no  es  admisible  (art.  174,  352  y  353,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.24,  p.  410. 

—  Elreconocimiento  y  liquidación  de  ellas,  así  como  las  cate- 
gorías á  que  pertenecen,  debe  verificarse  por  peritos  arbitra- 
dores,  y  el  laudo  que  éstos  dictaren  es  inapelable  (art.  1496, 
Cód.  Com.  ant.).—  T.  29,  p.  218. 

—  Los  términos  para  el  reconocimiento  de  la  carga,  estableci- 
dos por  los  artículos  1246  y  1247,  Código  de  Comercio  antiguo, 
no  corren  mientras  no  se  verifique  su  entrega  total.  —  T.  32, 
p.  420. 
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Averias. — Es  en  el  acto  de  la  pericia  que  deben  hacerse  por  el 
interesado,  las  observaciones  conducentes  á  salvar  sus  respon- 
sabilidades por  averias  (art.  4246,  Cód.  Com.  ant.). — T.  23, 
p.  4é0. 

—  La  acción  por  averias  en  los  efectos  transportados,  cesa  si 
no  se  ha  reclamado  dentro  de  los  términos  fijados  por  la  ley 
comercial  (art.  175  y  1246,  Cód.  Com.  ant).  —  T.  36,  p.276. 

—  Comprobada  la  averia  y  disminución  de  la  carga  y  su  im- 
porte, por  medio  de  la  pericia  correspondiente,  sin  haberse  de- 
mostrado en  contra  que  provenga  de  vicio  propio  ó  de  fuerza 
mayor,  el  capitán  ó  su  representante  está  obligado  al  pago  de 
dicho  importe,  siendo  de  ningún  valor  la  cláusula  que  lo  exi- 
me de  responsabilidad  á  su  respecto  (art.  4067,  4085,  1246  y 
4370,  inc.  41,  Cód.  Com.  ant.). —  T.  40,  p.  48. 

—  Después  de  entregada  la  carga  no  pueden  reclamarse  averías, 
si  no  se  ha  comprobado  en  tiempo  y  forma  su  existencia,  im- 
porte y  causas  (art.  4246y  4247,  Cód.  Com.  ant.).— T.  40,p.  453. 

—  Las  cuestiones  por  averias  procedentes  de  choque  ó  aborda* 
je^  deben  ser  resueltas  en  juicio  arbitral,  yes  en  ese  juicio  que 
deben  oponerse  las  defensas  que  hagan  al  derecho  de  los  inte- 
resados (art.  4429,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  42,  p.  56. 

—  La  acción  de  reclamación  por  detrimento  ó  averia,  dentro  de 
cuyo  término  está  comprendida  la  entrega  de  menos  en  peso 
ó  cantidad  de  bultos,  sólo  tiene  lugar  contra  el  acarreador 
dentro  de  las  24  horas  siguientes  (art.  475,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  43,  p.  308. 

—  El  descuento  de  uso  en  las  ventas  al  contado,  no  es  de  aplica- 
ción al  importe  del  daño  procedente  de  averías. — T.  44,  p.  282. 

—  No  es  admisible  la  reclamación  por  averías,  cuya  existencia  é 
importe  no  hayan  sido  justificadas  por  medio  del  oportuno  re- 
conocimiento pericial  (art.  4246,  Cód.  Com.  ant.). — T.  45, p.  95. 

—  No  hace  parte  de  la  indemnización  de  averías  sufridas  por  la 
carga^  el  daño  procedente  de  presión  de  estiva  debida  á  he- 
chos no  imputables  al  capitán.  —  T.  45,  p.  472. 
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Averias. — El  capitán  no  responde  por  las  averías  de  la  carga  cau- 
sadas por  fuerza  mayor  (art.  4067,  Cód.  Com.  ant.).— T.  46, 
p.  196. 

—  Las  oportunamente  constatadas,  y  procedentes  de  espiches, 
presión  de  estiva,  fondo  movido^  etc.,  son  imputables  al  ca* 
pitan,  máxime  si  el  conocimiento  expresa  que  los  efectos  esta- 
ban bien  acondicionados,  no  obstante  las  cláusulas  en  contra- 
rio de  no  responder  por  dichos  daños  (art.  909,  4033  y  4070, 
Cód.  Com.).  —  T.  55,  p.  78. 

—  El  depositario  de  efectos  no  es  responsable  de  las  averías 
sufridas  por  éstos  á  causa  de  su  colocación  á  la  intemperie,  si 
ésta  se  ha  hecho  á  vista  y  sin  oposición  del  dueño,  y  avisán- 
dose la  irresponsabilidad  del  depositario  por  dicha  causa. 
(Tal  limitación  no  se  halla  en  pugna  con  precepto  legal  algu- 
no, y  por  el  contrario,  guarda  relación  con  lo  dispuesto  en  el 
art.  494,  Ord.).  —  T.  58,  p.  293. 

—  Véase  Capitán:  Costas;  Peritos;  Peritos  arbitradores;  Personas 
peritas;  Reconocimiento:  Seguro. 

ATÍación.  —  Véase:  Mina, 

Aviso. —  Un  aviso  publicado  por  quien  se  cree  con  derecho  á  un  . 
inmueble,  mandado  vender  en  remate  por  el  poseedor,  ha- 
ciendo saber  que  la  venta  será  nula  por  existir  juicio  pendien- 
te al  respeto,  no  acarrea  responsabilidad  por  ios  perjuicios 
que  ocasione  la  no  realización  de  la  venta.  —  T.  47,  p.  378. 

Avocación  de  autos. — No  procede  la  avocación  de  autos,  cuando 
se  trata  de  juicios  distintos,  y  tales  son  el  de  cobro  de  alquile- 
res y  de  desalojo,  y  el  de  rescisión  del  contrato  de  arriendo. 
—  T.  54,  p.  546. 

Avocación  de  causa. —  Véase  :   Juicio  universal. 

Azúcar. —  La  clasificación  de  5orne?to,  aplicada  al  azúcar,  no  per- 
tenece al  idioma  español,  ni  ha  sido  adoptada  por  la  tarifa  de 
derechos  de  las  aduanas  nacionales.  —  T.  8,  p.  7. 

—  Véase  :  Venta. 


B 


Banco  de  emisión. — £1  establecimiento  deunbancode  emisión, 
cuyas  notas  sean  de  curso  en  las  oficinas  públicas,  no  es  un  ac> 
to  de  comercio  común  que  pueda  ejercerse  sin  leyes  especiales. 
La  ley  de  provincia  que  concede  ese  privilegio  á  todos  los  ban- 
cos establecidos  en  su  territorio,  no  importa  un  contrato  que 
atribuya  acción  de  daños  contra  los  Poderes  Públicos.  Esa  ley 
es  un  acto  de  soberanía,  que  no  siendo  contraria  á  la  Consti- 
tución, leyes  y  tratados  de  la  Nación,  no  puede  ser  violada  por 
ninguna  autoridad.  La  misma  puede,  por  consiguiente,  ser  lici- 
tamente revocada  por  otra  ley.  —  T.  47,  p.  456. 

Banco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires.  —  Siendo  éste  el 
acreedor  que  en  una  ejecución  alega  sus  privilegios,  no  puede 
pretender  que,  después  de  haber  dado  lugar  á  una  ejecución 
por  otro  acreedor  y  permitido  en  silencio  que  llegue  á  su  ter- 
minación, el  producto  del  bien  ejecutado  se  aplique  al  pago 
de  su  crédito,  cuando  los  bienes  que  él  ha  embargado  y  los  que 
tiene  asegurados  con  hipotecas,  sean  tal  vez  bastantes  para  cu- 
brirse.En  tal  caso  el  producto  del  bien  ejecutado  por  el  tercero 
debe  continuar  en  depósito  ó  entregarse  á  éste  bajo  fianza  de 
devolverlo  en  caso  de  que  los  bienes  ejecutados  por  el  Banco 
resultasen  insuficientes  para  cubrir  su  crédito  y  que  éste  fuese 
declarado  de  preferente  pago  (Gregorio  López,  á  la  ley  70,  tít. 
48,  part.  3').  — T.  22,  p.  379. 

—    Véase  :  Federalización ;  Privilegios. 

Banco  Hipotecario. — El  de  la  provincia  de  Buenos  Aires  tiene 
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derecho  de  vender  en  remate  público  los  bienes  hipotecados, 
llegado  el  caso  del  artículo  29  de  la  ley  de  dicha  provincia,  de 
25  de  noviembre  de  4874.  Este  derecho  no  puede  ser  alterado 
por  las  ventas  que  haga  el  propietario,  ni  por  los  convenios  de 
división  de  hipoteca  que  celebre  sin  consentimiento  del  Banco. 
Si  á  consecuencia  de  esos  actos,  han  sido  ejecutados  parte  de 
los  bienes,  y  en  la  ejecución  se  ha  hecho  la  adjudicación  de 
ellos,  sin  intervención  del  Báñeosla  adjudicación  no  puede  sur- 
tir efecto,  si  el  Banco  en  uso  de  su  derecho  ha  vendido  en  re- 
mate los  bienes  mencionados  (art.  34  42,  Cód.  Civ.).  —  T.  27.  p. 
402. 

Banco  Hipotecario. — Por  el  artículo  30  de  los  estatutos  del  Ban- 
co hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  los  jueces  no 
pueden  mandar  suspender  un  remate  anunciado  por  éste,  de 
un  fundo  que  le  está  gravado. —T. 4  3,  p.  397;  t.  44,  p.  334  y  353. 

—  Véase :  Compensación;  Escrituración;  Hipoteca;  Interdicto; 
Venta. 

Banco  Hipotecario  Nacional. — Los  agentes  de  éste  en  las  pro- 
vincias no  tienen  facultad  para  representar  al  Banco  en  deman- 
das judiciales.  (Ni  la  carta  orgánica,  ni  el  reglamento  del  Ban- 
co les  confiere  tal  facultad:  el  artículo  7  de  este  último  expresa 
que  el  presidente  del  Directorio  es  el  representante  legal  del 
mismo  ante  los  tribunales.  Art.  4884  y  4888,  Cód.  Civ.).— T.  52, 
p.  367. 

—  Tiene  derecho  para  tomar  posesión  de  la  propiedad  hipote- 
cada, si  sacada  á  remate,  nadie  la  compra  (art.  55,  ley  orgá- 
nica de  dicho  Banco).  —  T.  59,  p.79. 

Banco  Nacional.  —  No  se  halla  sujeto  á  las  moratorias  concedi- 
das á  su  deudor^  si  éste  lo  es  también  del  Banco  de  la  Provin- 
cia de  Buenos  Aires  (art.  30,  ley  de  creación  del  Banco  Nacio- 
nal). —  T.  46,  p.  369. 

—  La  ley  de  5  de  noviembre  de  4872,  al  crear  el  Banco  Nacional, 
no  tuvo  en  vista  un  establecimiento  particular  de  comercio,  si- 
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no  una  institución  de  otro  carácter  y  que  respondiera  á  fines 
do  mucha  mayor  trascendencia,  usando  el  Congreso  de  la  facul' 
tad  que  le  confiere  el  artículo  67,  inciso  5^,  de  la  Constitución. 
El  conjunto  de  atribuciones,  excenciones  y  privilegios  que  tie- 
ne el  Banco,  no  responden  á  la  idea  de  un  establecimiento  pri- 
vado, sino  á  la  de  una  institución  pública  creada  ex  profeso  para 
fines  de  administración  nacional.  Si  al  mismo  tiempo  se  le  au- 
toriza para  negociar  con  particulares  y  hacer  toda  clase  de  ope~ 
raciones  bancarias,  no  es  sino  como  medio  indispensable  de  dar 
vida  á  la  institución  y  habilitarla  para  llenar  cumplidamente 
sus  fines.  La  Constitución  no  exige  que  el  Congreso  funde  un 
Banco  rigurosamente  de  Estado,  dirigido  por  los  Poderes  Pú- 
blicos de  la  Nación.  Confiriendo  la  autorización  sin  determina- 
ción de  forma  ni  sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección 
al  prudente  arbitrio  del  Congreso.  El  Congreso  eligiendo  el  sis- 
tema de  una  gran  compañía  por  acciones,  no  ha  hecho  masque 
seguir  los  consejos  de  la  ciencia  y  los  ejemplos  más  caracteri- 
zados. Todas  las  cuestienes  que  dimanen  de  los  actos  y  opera- 
ciones del  Banco  Nacional,  son  de  la  jurisdicción  nacional 
(art.  100,  Const.  Nac;  art.2,  Ley  Jurisd.)— T.  <8,  p.  162,  268, 
329  y  369. 

Banco  Nacional. — Ha  sido  creado  por  ley  del  Congreso  en  virtud 
de  autorización  expresa  de  la  Constitución,  para  fines  de  admi- 
nistración pública  y  de  prosperidad  general.  Esti,  por  lo  tanto, 
sujeto  exclusivamente  á  la  jurisdicción  de  las  autoridades  na- 
cionales y  fuera  del  alcance  de  la  jurisdicción  de  las  provin- 
cias.—T.  18,  p.  340  y  345. 

—  Lo  dispuesto  en  el  artículo  25  de  su  ley  orgánica,  eximiéndolo 
de  toda  contribución  ó  impuesto,  sea  nacional  ó  provincial,  es 
una  consecuencia  de  los  fines  para  que  ha  sido  instituido.  — 
T.  18,  p.  340  y  34o. 

—  No  está  sujeto  al  impuesto  de  sellos  de  las  provincias.  —  T. 
18,  p.  340y;345. 

—  Concurriendo  con  otro  establecimiento  bancario  privilegiado^ 
goza,  por  la  ley  de  su  creación,  del   mismo  privilegio  de  éste, 
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aun  ouandc   su  crédito  esté  garantido  con  hipoteca. — T.  20, 
p.  429 

Banco  Nacional.  —  La  compensación  al  directorio  de  éste,  en 
los  primeros  tres  años  de  su  instalación  se  debe,  según  el  ar- 
tículo 38  de  sus  estatutos,  habiendo  utilidades.  En  este  caso, 
no  debe  bajar  de  cuarenta  mil  pesos  ni  exceder  de  sesenta  mil; 
y  dicha  suma  se  divide  en  catorce  partes,  de  las  cuales  dos  per- 
cibe el  presidente  y  una  cada  director.  Habiendo  existido  uti- 
lidades en  el  año  1874,  es  admisible  la  demanda  de  los  direc- 
tores de  dicho  año,  reclamando  la  parte  respectiva  de  una  su- 
ma menor  de  cuarenta  mil  pesos. — T.  24,  p.  224. 

—  No  puede  estar  en  el  mismo  grado  que  el  de  la  provincia  de 
Buenos  Aires,  si  el  crédito  de  éste  es  anterior  en  fecha.  — T. 
28,  p.  UO. 

—  No  está  exento  del  uso  de  papel  sellado  en  sus  gestiones  ju- 
diciales. —  T.  28,  p.  265. 

—  No  pertenece  ala  administración  de  la  Nación,  y  la  falsilica- 
ción  de  una  libranza  contra  él,  es  un  delito  que  cae  bajo  la  ju- 
risdicción de  los  tribunales  ordinarios.  (Se  trataba  de  la  falsi- 
ficación de  un  cheque  contra  dicho  Banco,  hecha  por  el  depen- 
diente de  un  comerciante,  que  tenía  dinero  en  depósito  en  el 
mismo.  —  El  fallo  dice  que  el  Gobierno  no  tiene  exclusiva  y 
absoluta  jurisdicción  sobre  ese  establecimiento,  requisito  nece- 
sario para  que  proceda  la  competencia  de  la  justicia  federal, 
habiendo  además  cometídose  el  delito  fuera  del  Banco) .  — 
T.  28.  p.  452. 

—  Por  la  ley  de  liquidación  del  Banco  Nacional,  éste  no  puede, 
dentro  del  primer  año  de  su  sanción,  ejecutar  el  pago  del  capi- 
tal contra  sus  deudores,  sino  el  denlos  intereses  (art.  42,  ley  de 
46  de  octubre  de  1891).  —  T.  48,  p.  294. 

—  Las  causas  criminales  en  que  se  discuten  intereses  del  Banco 
Nacional,  corresponden  al  fuero  federal.  (En  cualquiera  clase 
de  juicios  en  que  aparezca  comprometido  dicho  Banco  ó  sus 
intereses,  no  puede  mirarse  como  una  simple  persona  jurídica 
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de  carácter  particular^  ni  como  cualquiera  otra  institución  pues- 
ta bajo  el  amparo  de  la  autoridad  nacional,  por  su  ley  de  con- 
cesión, sino  como  un  ente  jurídico  de  carácter  especial,  cuyo 
origen  está  en  la  Constitución  misma,  cuya  existencia  y  dere- 
chos no  pueden  depender  sino  de  los  mismos  poderes  fede- 
rales creados  por  la  Constitución  que  le  dio  origen,  lo  que  no 
sucedería  si  quedase  sometido  á  las  jurisdicciones  de  provin- 
cia). —  T.  49,  p.  ni. 

Banco  Nacional. — Puede  ejecutar,  á  sus  deudores  por  el  impone 
de  intereses  y  amortizaciones  vencidas,  con  arreglo  á  la  ley 
de  liquidación  (art.  42,  ley  284<).  -  T.  5<,  p.  221 . 

—  Por  la  ley  número  2841,  de  16  de  octubre  de  1891,  sobre  li- 
quidación del  Banco  Nacional,  los  intereses  devengados  con 
anterioridad,  deben  acumularse  á  la  deuda;  pero,  si  ha  habido 
convención  especial  respecto  de  la  división  en  cuotas  de  cada 
uno  de  los  vencimientos,  ese  convenio  queda  subsistente,  y  lo 
adeudado  según  la  ley,  puede  cobrarse  por  cuotas  en  los  plazos 
estipulados.  (Dicha  ley  no  puede  entenderse  en  sentido  de  alte- 
rar las  obligaciones  anteriores,  sino  en  cuanto  han  sido  expre- 
samente modificadas  por  ella).  —  T.  53,  p.  336. 

—  La  ley  de  16  deoctubre  de  1891  afecta  las  ejecuciones  pendien- 
tes del  Banco  Nacional,  y  autoriza  á  proseguirlas  solamente  en 
cuanto  se  ajusten  á  sus  términos.  —  T.  55,  p.  159. 

—  Los  gerentes  del  Banco  Nacional  no  tienen  facultad  para  re- 
presentar en  juicio  á  dicho  Banco.  (Por  los  estatutos,  el  presi- 
dente representa  al  Banco  en  los  asuntos  judiciales  (art.  1884 
y  1888.  Cód.  Civ.).  —  T.  57,  p.  154. 

—  La  ley  número  2841  altera  las  obligaciones  anteriores  sólo 
en  cuanto  las  modifica  expresamente:  no  habiendo  modificado 
expresamente  las  relativas  á  la  división  y  plazo  de  las  cuotas 
de  cada  uno  de  los  vencimientos,  deben  cumplirse  al  respecto 
las  estipulaciones  de  los  respectivos  contratos.  —  T.  57,  p.  303. 

—  El  deudor  del  Banco  Nacional,  ejecutado  con  arreglo  á  la  ley 
número  2841,  puede  invocar  laleynúmero  3037,  dictada  antes 
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de  ser  citado  de  remate^  y  fundar  en  ella  la  excepción  de  espera, 
admisible  en  el  juicio  ejecutivo  (art.  270,  Ley  Proc),  siéndolo 
también  aun  tratándose  de  letras  de  cambio  ó  papeles  de 
comercio  que  se  le  asimilan  (art.  676,  Cód.  Com.).  —  T.  61, 
p.  56. 

Banco  Nacional. — Láleyde  liquidación  de  éste,  no  ampara  á  los 
deudores  contra  quienes  existe  cosa  juzgada  que  les  manda 
satisfacer  integramente  la  deuda.  — T.  62,  p.  69. 

—  Véase  :  Ejecución;  Empleado  público;  Intereses, 

Bancos  garantidos. — La  ley  de  bancos  nacionales  garantidos 
no  es  aplicable  á  los  que  han  quedado  desligados  de  ella,  y  las 
moratorias  concedidas  á  éstos  por  el  Juez  de  Comercio,  impo- 
nen la  suspensión  de  las  ejecuciones  (art.  1584  y  1586,  Cód. 
Com.).  —  T.  47,  p.  315. 

Baratería.  —  Es  un  caso  de  baratería  de  la  tripulación  de  un  bu- 
que, abrir  ó  dar  ocasión,  por  su  falta  de  vigilancia,  á  que  se  abran 
los  compartimentos  y  canillas  de  un  vapor,  causando  su  su- 
mersión (art.  1370,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  164. 

—  Véase :  Cláusula  nula. 

Barraca.  —  El  dueño  de  una  barraca  es  responsable  de  los  efec- 
tos recibidos  en  ella  constando  que  se  ha  aprovechado  de  ellos 
personalmente,  aun  cuando  los  firmantes  de  los  recibos  no 
hayan  tenido  autorización  para  otorgarlos  (art.  129,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  21,  p.  170. 

Barraqueros.  —  Deben  ser  considerados  para  la  estimación  de 
su  capital  en  giro,  como  agentes  auxiliares  der  comercio,  y  no 
como  comerciantes  que  ejercen  de  cuenta  propia  actos  de  co- 
mercio.—T.  19,  p.  260. 

Barrera.  —  Véase :  Daños  y  perjuicios ;  Negligencia. 

Beneficio  de  restitucción.  —  Para  que  tuviese  lugar  el  beneficio 
de  restitución,  acordado  por  las  leyes  antiguas,  era  necesario 
probar  la  menor  edad  y  el  daño  causado  (Prólogo  y  leyes  1  y 
8,  tít.  19,  part.  6').  —  T.  22,  p.  267. 
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BMieficio  de  restitución.  —  Por  la  iegíslaciÓD  actual  ha  sido 
suprimido  y  no  puede  ser  alegado  en  juicio.  (No  habiéndose 
ejercido,  dice  el  fallo,  antes  de  la  vigencia  del  Código  Civil  es 
aplicable  el  articulo  4045  de  éste).  —  T.  22,  p.  267. 

Bienes.  —  Los  comprados  por  el  marido,  pendiente  la  sociedad 
conyugal,  no  pueden  ser  reivindicados  por  la  esposa,  sien  la 
escritura  de  adquisición  no  se  hizo  constar  que  la  compra  se 
hacía  con  su  consentimiento  y  expresándose  cómo  el  dinero  le 
pertenece  (art.  1246,  Cód.  Civ.).  Siendo  esta  forma  de  adqui- 
sición una  condición  especialmente  exigida  por  la  ley,  para 
que  la  mujer  haga  suyos  los  bienes  comprados  por  el  marido 

;  con  dinero  de  ella,  no  puede  esa  forma  ser  suplida  por  ningu- 
na otra,  según  se  deduce  de  los  artículos  975,  976  y  977,  Có- 
digo Civil.  —  T.  20,p.  292. 

Bienes  adventicios.  —  Según  las  leyes  anteriores  al  Código  Ci- 
vil, la  prohibición  á  los  padres  de  vender  los  bienes  advenii- 
cios  de  sus  hijos,  no  era  bajo  pena  de  nulidad  de  dichas  ventas. 
El  hijo  no  tenía  acción  reivindicatoría  contra  los  adquiren- 
tes  de  sus  bienes  adventicios  vendidos  por  el  padre,  sino  des- 
pués de  la  muerte  de  éste^  de  haber  renunciado  la  herencia 
paterna  y  perseguido  los  bienes  dejados  por  el  padre  (ley  24, 
tit.  13,  part.  5a).  —  T.  29,  p.  135. 

Bienes  capellánicos.  —  Véase  :  Capellanías, 

Bienes  de  colegios.  —  No  habiendo  leyes  especiales  que  deter- 
minen la  forma  de  arrendamiento  de  los  bienes  de  colegios, 
debe  estarse  á  las  que  reglan  el  contrato  de  arrendamiento  en 
general.  —  T.  9,  p.  470. 

Bienes  de  la  mujer. —  La  estimación  de  estos,  debe  hacerse  al 
tiempo  de  la  entrega  de  los  bienes  dótales  al  marido;  y  no  bas- 
ta que  dichos  bienes  hayan  sido  tasados  en  el  juicio  testamen- 
tario de  los  causantes  déla  mujer  (ley  16,  tit.  11,  part.  4*). 
—  T.  21,  p.  550. 

—  Los  bienes  comprados  á  nombre  de  la  esposa,  pero  que  no 
conste  que  lo  hayan  sido  con  dinero  de  ella^  y  cómo  es  de  la 
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misma  el  dinero,  en  el  documento  de  compra,  pueden  ser  ena- 
jenados y  obligados  á  título  oneroso  por  el  marido.  Dichos  bie- 
nes puede  mandarlos  enajenar  el  juez  para  satisfacer  obligacio- 
nes contraídas  por  el  marido  durante  el  matrimonio  (art.  12172, 
< 275  y  1277,  Cód.  Civ.).  —  T.  23,  p.  431. 

Bienes  de  la  mujer. — No  se  considera  de  propiedad  de  la  mujer 
el  inmueble  comprado  por  ella  durante  el  matrimonio,  cuando 
en  la  escritura  de  compra  no  se  ha  expresado  que  ésta  se  ha 
hecho  con  dineros  de  la  misma,  y  el  modo  cómo  los  ha  adqui- 
rido (art.  1246,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.  270. 

Bienes  gananciales.  —  Los  bienes  adquiridos  á  nombre  de  la 
mujer  durante  el  m*^tr¡monio,  son  gananciales,  si  no  se  desig- 
na en  la  escritura  de  adquisición  ó  se  prueba  posteriormente, 
cómo  el  dinero  ó  la  cosa  era  de  la  mujer  (leyes  1 ,  2,  3  y  4^  tit. 
9,  lib.  5,  Rec;  ley  49,  tít.  5,  part.  5»;  art.  1246,  Cód.  Civ.).  — 
T.  19,  p.  390. 

—  No  habiéndose  abierto  el  juicio  testamentario  por  falleci- 
miento del  marido,  los  bienes  fincados  se  reputan  ganancia- 
les. —  T.  21,  p.  89. 

Bienes  hereditarios.  —  Véase  :  Adquisición. 

Bienes  muebles.  —  La  posesión  de  ellos,  supone  el  dominio.  — 
T.  4,  p.  50. 

Bienes  municipales.  —  Los  bienes  de  la  Municipalidad  del  Ro- 
sario, pueden  ser  embargados  y  vendidos  para  satisfacer  sus 
deudas.  (Si  bien  el  Mercado  en  que  se  ha  trabado  ejecución,  es 
un  bien  que  por  su  naturaleza  está  destinado  al  servicio  públi- 
co, no  por  ello  está  fuera  del  comercio,  ni  hay  ley  alguna  que 
prohiba  á  la  Municipalidad  su  gravamen  ó  enajenación,  cuan- 
do así  conviniese  á  los  intereses  que  administra,  como  ella  mis- 
ma lo  ha  entendido  al  hipotecar  un  establecimiento  de  esa  cla- 
se. El  fallo  invoca  además  el  artículo  2344,  Código  Civil,  que 
declara  enajenables  los  bienes  municipales,  en  el  modo  y  for- 
ma que  las  leyes  especiales  lo  prescriban,  y  no  existiendo  éstas; 
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los  casos  ocurrentes  están  regidos  por  el  derecho  común,  desde 
que  no  hay  prohibición  en  contrario).  —  T.  25,  p.  432. 

Bienes  municipales.  —  Véase:  Embargo. 

Bienes  públicos.—  Las  aguas  del  río  de  los  Valles  en  la  provin- 
cia de  Salta  están  en  la  clase  de  bienes  públicos.  Ninguno  de 
los  propetarios  ribereños  tiene  el  uso  exclusivo  de  ellas,  ni 
un  derecho  absoluto  de  propiedad  sobre  el  río  (art.  2340,  inc. 
30,  y  2341,  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  258. 

Bienes  raices.  —  Véase:  Estado ;  Prescripción;  Protocolización ; 
Promncia;  Provincia  de  Córdoba;  Venta. 

Bienes  sociales.  —  Son  gananciales  en  general,  y  por  tanto,  bie- 
nes sociales,  todos  los  que  adquiridos  durante  el  matrimonio 
por  los  cónyuges,  no  lo  han  sido  por  herencia,  donación  ó 
legado,  aun  cuando  hayan  sido  obtenidos  á  nombre  particular 
de  uno  de  ellos  (art.  4272,  Cód.  Civ.).  —  T.  45,  p.  436. 

Billetes.  —  No  siendo  convertibles  los  de  un  banco,  ni  teniendo 
el  carácter  de  curso  forzoso,  no  pueden  ser  impuestos  en  pago 
de  un  depósito  hecho  en  pesos  fuertes.  —  T,  48,  p.  255. 

—  Véase:  Justicia  federal. 

Boleto. —  Un  boleto  de  compra-venta,  nofírmado  por  el  deman- 
dado, no  tiene  eficacia  contra  éste  (art.  4042  y  4013,  Cód.  Civ.). 
—  T.  52,  p.  390. 

Breve.  —  Con  las  reservas  correspondientes  al  patronato  nacio- 
nal, puede  concederse  el  pase  al  breve  pontificio  instituyendo 
al  arzobispo  de  Buenos  Aires.  —  T.  62,  p.  49. 

Buena  fe.  —  £sta  no  puede  ser  destruida  por  un  hecho  que  ha 
podido  razonablemente  interpretarse  como  un  medio  emplea- 
do por  el  deudor  para  frustrar  el  derecho  del  acreedor.  —  T. 
8,  p.  335. 

—  Consiste  en  la  creencia  del  adquirente  de  que  el  enajenante 
ó  el  causante  es  dueño  de  la  cosa  transferida. —  T.  9,  p.  64. 

—  Véase  :  Ignorancia ;  Prescripción. 
Buenos  Aires. — Véase:  Protincia. 
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Bulas.  —  £1  pase  á  las  Bulas,  instituyendo  al  obispo  de  Córdoba, 
puede  concederse  bajo  las  reservas  de  los  derechos  y  regalías 
del  patronato  nacional.  —  T.  27,  p.  33. 

Bulto.  —  Véase  :  Pérdida. 

Buque.  —  Déla  combinación  de  los  artículos  1037  y  M07  del 
antiguo  Código  de  Comercio,  se  deduce  que,  para  que  los  arma- 
dores de  un  buque  sean  responsables  de  las  obligaciones  que 
contraiga  su  capitán,  durante  el  viaje,  para  su  habilitación  y 
aprovisionamiento,  basta  que  el  documento  que  ortorgue  expre- 
se la  causa  de  la  deuda.  —  T.  2,  p.  272. 

—  Sólo  hay  necesidad,  en  el  caso  del  sumario  anterior,  de  pro- 
bar que  la  cantidad  reclamada  se  ha  invertido  en  benefício 
del  buque,  cuando  se  ha  omitido  la  enunciación  de  la  causa 
de  la  deuda  (combinación  de  los  art.  1037  y  H07,  Cód.  Cora, 
ant.).  —  T.  2,  p.  272. 

—  Las  letras  procedentes  de  dinero  recibido  por  el  capitán  pa- 
ra gastos  indispensables  del  buque,  tienen  el  privilegio  de  las 
letras  de  cambio  marítimo,  es  decir,  son  ejecutivas^ si  contie- 
nen declaración  expresa  de  que  su  importe  fué  destinado  pa- 
ra los  referidos  gastos^  no  exigiéndose  más  comprobante  cuan- 
do el  buque  ha  llegado  salvo  á  su  destino  (primera  parte  del 
art.  1303  del  Cód.  Com.  ant.).—  T.  2,  p.  272. 

—  El  tenedor  de  la  letra  procedente  de  dinero  recibido  por  el 
capitán  para  los  gastos  indispensables  del  buque,  no  está  obli- 
gado, para  ejecutar  al  armador,  á  probar  que  dicho  capitán  ha 
cumplido  con  las  obligaciones  impuestas  por  el  artículo  1106 
del  antiguo  Código  de  Comercio. —  T.  2,  p.  272. 

—  No  teniendo  los  armadores^  otro  mandatario,  en  el  punto  en 
que  el  capitán  firmó  letras  para  los  gastos  indispensables  del 
buque,  es  dicho  capitán  quien  legítimamente  los  representa ; 
y  el  giro,  en  su  calidad  de  capitán,  con  aquel  objeto^  obliga  á 
los  armadores,  sin  el  requisito  de  la  aceptación.  — T.  2,  p.  272. 

—  Concluido  el  viaje,  debe  el  capitán,  sin  demora,  dar  cuenta 
de  la  administración  del  buque,  y  entregar  á  sa propietario  los 


BÜQ  —se- 

rondos recibidos,  los  libros  y  demás  papeles  (art.  4430,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  2,  p.  442. 

Buque.  —  Existiendo  pleito  sobre  la  entrega  del  valor  do  un  bu- 
que, entre  su  capitán  que  lo  vendió,  y  el  dueño,  debe,  á  pe- 
tición de  éste^  depositarse  aquel  valora  disposición  del  juzgado. 
—  T.2,  p.  430. 

—  La  cuestión  que  exista  entre  el  capitán  y  el  dueño,  socios  en 
la  empresa  de  explotación  de  un  buque,  sobre  puntos  relativos 
á  esta  sociedad,  debe  definirse  en  juicio  arbitral  (art.  544, 
Cód.  Com.  ant.).— T.  2,  p.  430. 

—  El  comprador  de  un  buque,  está  obligado  sólo  á  satisfacer 
sus  cargos  (art.  4020.  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  3,  p.  328. 

—  Por  cargas  de  un  buque  se  entiende  las  responsabilidades 
que  alcanzan  á  cubrir  su  valor.  —  T.  3,  p.  328. 

—  Obligado  el  comprador  de  un  buque,  á  venderlo  judicial- 
mente^ se  desliga  de  toda  obligación  anterior  á  la  compra,  aban- 
donando á  los  acreedores  el  precio  del  remate  (art.  4020  y 
4039,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  3,  p.  328. 

—  Las  reglas  especiales  que  rigen  las  obligaciones  procedentes 
de  la  navegación,  limitan  la  responsabilidad  de  los  copartíci- 
pes de  un  buque  por  los  hechos  del  capitán,  al  valor  desús  par- 
tes respectivas  (art.  4035,  4037  y  4044,  Cód.  Com.  ant.).— 
T.  3,  p.  328. 

—  Los  hechos  lícitos  de  los  capitanes  obligan  solamente  á  los 
armadores  (art  4030  y  4407,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  3,  p.  378. 

—  Desde  que  el  armador  se  presenta  á  contestarla  demanda  que 
se  entabla  contra  el  capitán  por  cosas  vendidas  para  el  buque, 
no  hay  razón  para  obligar  al  capitán  á  seguir  interviniendo  en 
el  juicio.  —  T.  3,  p.  378. 

—  El  patrón  de  él,  es  mero  depositario  de  la  carga,  y  no  puede 
lícitamente  entregarla  sino  al  fletador  de  quien  la  recibió  ó  á 
su  consignatario.  —  T.  3,  p.  435. 

—  El  consignatario  de  la  carga  puede  pedir  la  restitución  de 
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ella  contra  aquel  á  quien  sin  su  orden  la  entregaron  los  patro- 
nes del  buque.  —  T.  3,  p.  435« 

Buque.  —  Los  derechos  fiscales  y  consulares  debidos  por  un 
buque,  son  privilegiados.  —  T.  3,  p.  487. 

—  Para  trasmitir  la  propiedad  de  un  buque,  pueden  ser  pagados 
antes  que  otros  créditos  los  derechos  fiscales  y  consulares  de- 
bidos, con  cargo  de  entrar  oportunamente  en  la  graduación. — 
T.  3,  p.  487. 

—  Su  gobierno  y  administración,  pertenece  al  dueño  del  mismo. 
—  T.  4,  p.  460. 

—  La  instancia  que  el  capitán  de  un  buque  hubiere  iniciado  pa- 
ra ser  amparado  ó  reintegrado  en  el  mando  de  él,  debe  darse 
por  concluida,  si  en  el  ínterin,  el  buque  ha  sido  vendido  á  ter- 
cero; quedándole  al  capitán  el  derecho  de  pedir  indemnización, 
si  de  los  hechos  por  los  cuales  perdió  el  mando  del  buque,  le 
hubiese  resultado  algún  perjuicio.  — T.  4^  p.  460.- 

—  El  articulo  4065  del  antiguo  Código  de  Comercio,  que  ordena 
al  capitán  formar  la  tripulación  del  buque,  no  se  refiere  á  los 
prácticos,  que  pueden  ser  puestos  por  el  cargador.  —  T.  5,  p. 
273 . 

—  Comprometido  el  cargador  á  poner  práctico  en  un  buque,  no 
cumple  poniendo  un  individuo  no  habilitado  por  la  autoridad 
competente  para  ese  ejercicio;  y  esto  hace  responsable  al  car- 
gador de  los  daños  y  perjuicios  que  aquel  ocasione  con  su  im- 
pericia (art.  249  y  224,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  5,  p.  273. 

—  En  ausencia  de  sus  dueños,  el  capitán  los  representa  legíti- 
mamente en  juicio  (art.  4095,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  5,  p.  339. 

—  En  un  juicio  ordinario  puede  decretarse  la  detención  de  un 
buque  matriculado  en  pafs  extranjero,  hasta  que  sus  propieta- 
rios afiancen  las  resultas  del  juicio.  —  T.  5,  p.  404. 

—  Los  acreedores  por  suministros  á  un  buque,  no  tienen  dere- 
cho á  exigir  la  distribución  del  precio  de  aquel,  si  éste  queda 
absorbido  por  créditos  que  gozan  de  prelación.  — T.  5,  p.  476. 
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Buque. — Los  derechos  consulares  por  la  veata  de  un  buque,  son 
un  gasto  legitimo  y  necesario,  porque  sin  él  no  se  puede  trans- 
ferir la  propiedad.  —  T.  6,  p.  57. 

—  Los  dueños  de  un  buque,  son  responsables  de  ios  reclamos 
que  S8  hacen  con  relación  á  éste  (art.  4037  y  1038,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  6,  p.  206. 

—  El  que  compra  un  buque  y  á  quien  se  le  entrega  su  gobier- 
no y  dirección  sin  transferirle  la  propiedad,  es  un  verdadero 

.  capitán  del  mismo. —  T.  6,  p.  206. 

—  La  calidad  de  comprador  del  buque,  no  es  incompatible  con 
la  de  capitán.  —  T.  6,  p.  206. 

—  Los  capitanes  de  puerto  no  pueden,  por  las  ordenanzas  de 
marina,  autorizar  escrituras  de  enajenación  de  buques  que  mi- 
dan más  de  seis  toneladas.  —  T.  6,  p.  215. 

—  El  documento  de  venta  de  buques  mayores  de  seis  toneladas 
hecho  ante  un  capitán  de  puerto,  es  un  documento  simple.  — 
T.  6,  p.  215. 

—  Un  documento  de  venta  de  un  buque  que  no  se  halla  auten- 
ticado, ni  transcrito  en  el  Registro  con  arreglo  al  artículo  4015 
del  antiguo  Código  de  Comercio,  no  hace  prueba  contra  ter- 
ceros. —  T.  6,  p.  215. 

—  La  posesión  de  un  buque,  no  bast^  para  justificar  su  propie- 
dad, pues  es  necesario  el  título  de  adquisición  con  arreglo  al 
artículo  1019  del  antiguo  Código  de  Comercio.  — T.  6,  p.  215. 

—  El  hecho  de  la  posesión  del  buque  no  puede  darse  por  pro- 
bado, cuando  de  cuatro  testigos  que  declaran  sobre  ella,  dos  no 
dan  razón  de  su  dicho^  uno  se  contradice,  y  concurren  además 
circunstancias  que  hacen  sospechosa  su  verdad. —  T.  6,  p.  215. 

—  La  descompostura  de  las  bombas  para  surtir  las  calderas, 
y  un  temporal  sobreviniente,  autorizan  la  arribada  al  puer- 
to más  cercano. —  T.  6,  p.  221. 

—  Para  la  transmisión  de  uno  que   mida  más  de  seis  tonela- 


—  89  —  BÜQ 

das,  es    necesario  la  escritura  y   el  registro  (art.  4015,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  252. 

Buque. — Un  contrato  denominado  de  compra-venta  de  un  buque 
mayor  de  seis  toneladas,  que  está  consignado  en  un  documento 
simple,  no  produce  los  efectos  legales  que  le  son  propios 
(art.  494  y  202,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  252. 

—  Sin  embargo  de  lo  expuesto  en  el  sumario  que  antecede,  el 
contrato  de  su  referencia  es  licito  y  obligatorias  sus  estipula- 
ciones, pues  «de  cualquier  manera  que  un  hombre  quiso  obli- 
garse, queda  obligado»  (ley  2%  tít.  46,  lib.  5%  Rec).  — T.  6, 
p.  252. 

—  Los  propietarios  que  han  prometido  venderlo  á  condición 
de  pagársele  el  precio  integro,  tienen  derecho  á  recobrar  su 
posesión,  si  no  se  puede  cumplir  aquella  condición.  —  T.  6, 
p.  252. 

—  £1  abono  de  las  deudas  contraídas  en  favor  de  un  buque  está 
á  cargo  de  su  propietario.  —  T.  7,  p.  96. 

—  En  las  ventas  judiciales,  se  extingue  toda  responsabilidad  del 
buque  en  favor  de  los  acreedores  (art.  4025^  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  7,  p.  274. 

—  Ningún  buque  puede  ser  detenido  ni  embargado,  sino  en 
virtud  de  un   crédito  privilegiado  (art.  4029,  Cód.  Com.   ant.). 

—  T.7,  p.  274. 

—  Vendido  un  buque,  cesa  la  personería  legal  que  tenía  el  ca- 
pitán para  representarlo.  —  T.  7,  p.  427. 

—  Una  escritura  de  venta  de  un  buque  otorgada  ante  un  escri- 
bano de  provincia,  no  puede  ser  considerada  como  un  boleto 
de  venta,  y  debe  por  consiguiente  reponerse  el  papel  sellado 
nacional  que  corresponda,  y  pagarse  la  multa  que  establece  la 
ley  nacional  de  sellos.  —  T.  40,  p,  425. 

—  No  puede  ser  embargado,  no  estando  acreditada  la  deuda  que 
pesa  sobre  él.  — T.  40,  p.  358. 

—  Los  dueños  de  un  buque  responden  por  las  deudas  y  obliga- 
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ciones  que  contrae  el  capitán  para  repararlo,  habilitarlo  y  apro- 
visionarlo (art.  4037,  párrafo 2,  Cód.  Com.  ant.).— T.  40,  p.  483. 

Buque. — La  propiedad  de  éste,  en  los  casos  de  venta  voluntaria, 
se  transmite  con  todas  sus  cargas  y  salvos  los  derechos  y  privile- 
gios especificados  en  los  artículos  \02\,  4022  y  4023  del  Código 
de  Comercio  antiguo  (art.  4020  de  dicho  Cód.).— T.  10,  p.  483. 

—  £1  dueño  ó  los  participes  de  un  buque,  responden  por  las 
deudas  que  contrae  el  capitán  para  repararlo^  habilitarlo  y  apro- 
visionarlo (art.  4037,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  4  4,  p.  222. 

--  El  dueño  de  un  buque  es  responsable  de  las  deudas  de  éste 
(arls.  4020,  4024  y  4037,  Cód.  Com.  ant.;.  — T.  44,  p.  378. 

—  El  buque  no  puede  decirse  habilitado  sin  la  presencia  de  un 
reconocedor  á  bordo  que  reciba  la  carga.  La  demora  proce- 
dente de  la  falta  de  reconocedor  á  bordo  es  imputable  al  que 
tenía  que  mandar  el  buque.  —  T.  44,  p.  389. 

—  El  hecho  de  presentar  un  individuo  en  el  puerto  de  descarga 
el  contrato  de  fletamento  de  un  buque,  no  es  bastante  para 
acreditar  que  le  está  consignado.  — T.  46,  p.  404. 

—  Tratándose  de  uno  de  más  de  seis  toneladas,  la  transferencia 
debe  hacerse  con  documento  escrito  que  se  transcribirá  en  el 
Registro  de  Marina  (art.  4048,  Cód.  Com.  ant.).— T.  46,  p.206. 

—  Sobre  ellos  no  existen  créditos  reales.  Los  privilegios  son 
garantías  concedidas  por  la  ley  á  los  derechos  de  ciertos  aeree- 
dores,  y  cesan  cesando  éstos.— T.  46,  p.  245. 

—  Se  supone  la  propiedad  de  un  buque  en  quien  tiene  títulos 
de  tal,  y  lo  posee  y  administra. —  T.  48,  p.  322. 

—  Subfletado  con  conocimiento  de  ios  armadores  y  del  capitán 
sin  oposición  y  pagado  el  subfletamento,  las  obligaciones  de 
los  subfletadores  quedan  cumplidas.— T.  49,  p.  44 . 

->  No  puede  ser  embargado  á  solicitud  de  quien  sostiene  haber 
prestado  servicios  á  bordo,  cuando  el  buque  ha  mudado  de 
nombre  y  de  dueño,  sin  demandar  antes  ai  nuevo  propietario. 
—  T,  49,  p.  452. 
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Baque.  —  Tratándose  de  buques,  la  jurisdiccióu  de  los  jueces 
locales  debe  ejercerse  con  sujeción  á  las  reglas  especiales  es- 
tablecidas por  la  ley  con  respecto  á  esa  clase  de  bienes.  — 
T.  19,  p.  283. 

—  El  que  se  halla  fuera  del  puerto  de  su  matrícula,  no  puede 
ser  embargado  sino  por  créditos  privilegiados,  y  sólo  lo  son  los 
enumerados  en  los  artículos  4020  y  4023  del  Código  de  Co- 
mercio antiguo. — T.  49,  p.  283. 

— '  Los  dueños  y  partícipes  del  buque  son  responsables  á  favor 
de  tercero  de  los  daños  causados  por  culpa  del  capitán  ó  del 
sobrecargo  (art.  4037,  Cód.  Com.  ant.).— T. 20,  p.  473. 

—  La  propiedad  de  los  buques  en  caso  de  venta  voluntaria  se 
trasmite  al  comprador  con  todas  sus  cargas  (art.  4020,  Cód. 
Com.  ant.).— T.  24.  p.  44. 

—  £1  Código  de  Comercio  (antiguo)  no  determina  la  forma  en 
que  se  han  de  hacer  constar  las  cargas  y  gravámenes  del  buque 
por  los  créditos  mencionados  en  los  artículos  4024  y  4023.  Sólo 
e^cige  para  reputar  privilegiados  los  aludidos  en  el  artículo  4023 
con  documento  de  fecha  cierta  y  su  inscripción  en  el  Registro 
Público  de  Comercio. — T.  24 ,  p.  44. 

—  Los  terceros  compradores,  contra  los  cuales  el  propietario  de 
un  crédito  procedente  de  materiales  y  refacciones  del  buque 
(art.  4024,  inc.  S"",  Cód.  Com.  ant.)  ha  protestado  antes  que  éste 
hubiese  podido  navegar  sesenta  dias,  no  pueden  impedir  que 
aquel  ejecute  el  buque  por  el  pago  de  su  crédito,  máxime  cuan- 
do resulta  de  un  acto  judicial  que  los  antiguos  propietarios  lo 
habían  afectado  á  su  pago  (art.  4024,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24, 
p.  44. 

—  La  cobranza  del  flete  no  produce  por  sí  la  detención  del  bu- 
que, y  no  da  derecho  al  que  la  gestiona  de  exigir  el  pago  de 
estadías.— T.  24,  p.  408. 

—  El  comprador  de  un  buque  no  tiene  derecho  á  oponerse  á 
que  el  vendedor  pague  con  el  precio  de  la  compra  una  deuda 
del  buque.  —  T.  22,  p.  84 . 
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Buque.  — Los  créditos  por  composturas  de  un  buque  sino  sonde 
las  hechas  desde  que  esté  en  estado  de  hacer  viajes,  pueden  ser 
iguales,  no  de  preferencia.  Basta  el  reconocimiento  del  copar- 
tícipe del  buque  firmante  de  la  cuenta,  para  que  el  crédito  se 
considere  justificado;  máxime  si  no  se  ha  opuesto  y  probado 
que  aquel  no  fué  el  encargado  del  buque.  —  T.  22,  p.  295. 

—  El  dueño  del  buque  tiene  á  salvo  sus  derechos  para  pagar  los 
créditos  privilegiados,  é  inquirir  las  ulterioridades  del  juicio 
ejecutivo  seguido  por  los  acreedores.  — T.  23,  p.  495. 

—  El  comprador  de  un  buque  afecto  á  créditos  privilegiados, 
responde  de  éstos  hasta  su  concurrencia  con  el  valor  del  bu- 
que. Lo  que  haya  sido  obligado  á  pagar  de  más,  es  pagado  in- 
debidamente (art.  4  020  y  1023,  Cód.  Com.  ant.).— T.  23,p.  276. 

—  Probada  su  innavegabilidad,  ios  marineros  contratados  para 
tripularlo  tienen  derecho  para  dejarle  y  recibir  los  salarios  de- 
vengados (art.  4145,  Cód.  Com.  ant.).  —T.  26,  p.  327. 

—  Dada  la  convención  de  deber  el  buque  proceder  hasta  Punta 
de  Lara,  y  allí  atracar  al  muelle,  depósito  ó  pontón,  según  fue- 
ra ordenado  por  los  agentes  de  los  fletadores,  no  puede  consi- 
derarse al  buque  como  listo  para  principiar  la  descaga,  sino 
después  de  24  horas  siguientes  al  aviso  escrito  del  capitán  de 
haber  cumplido  las  órdenes  que  expresa  dicha  convención.  — 
T.  29,  p.  237. 

—  El  adquirente  de  un  buque  en  venta  voluntaria,  no  puede 
sustraerlo  á  la  ejecución  de  un  crédito  privilegiado,  anterior  á 
la  adquisición  (art.  4020,  4024  y  4027,  Cód.  Com.  ant.).  —  T. 
42,  p.  238. 

—  Probado  debidamente  el  daño  en  los  efectos,  el  represen- 
tante del  buque  que  los  ha  transportado,  debe  indemnizar  su 
importe(art.  4246,  Cód.  Com.  aírt.).— T,  53,  p.  58. 

—  Estando  éste  en  poder  de  una  de  las  partes,  no  puede  orde- 
narse, en  pleito  sobre  su  propiedad,   que  haga  entrega  de  él  á 

Ja  sub-prefectura  que,  al  iniciarse  la  cuestión,  lo  detuvo. — T. 
58,  p.  345. 


—  93  —  BUQ 

Buque.— Los  propietarios  del  buque  pueden  cobrar  directamente 
los  fletes  procedentes  de  contratos  hechos  por  el  capitán  (art. 
950  y  963,  Cód.  Com.).  —  T.  62,  p.  75. 

—  A  menos  de  caso  de  fuerza  mayor,  ningún  buque  puede  fon- 
dear en  puerto  no  habilitado,  ni  atracar  á  otros  lugares  de  la 
costa  que  los  permitidos  para  operaciones  de  carga  y  descarga 
(art.  4023,  Ord.).  -T.  62,  p.  352. 

—  Véase:  Adjunción;  Capitán;  Coparticipación  de  buque;  Embar- 
go; Libros;  Pago;  Propiedad;  Prueba;  Viaje. 

Buque  extranjero.— Los  de  comercio  navegan  sujetos  á  las  leyes 
de  la  Nación  que  los  ha  enrolado  en  su  marina,  tanto  respecto 
de  su  régimen  interno,  como  de  las  condiciones  de  que  depende 
el  carácter  que  les  imprime  su  matrícula. — T.  8,  p.  425. 

—  Los  que  producen  choque  ó  abordaje  en  las  aguas  de  juris- 
dicción argentina,  tienen  forzosamente  como  representantes 
legales  á  los  capitanes,  ó  á  los  agentes  de  los  respectivos  bu- 
ques en  su  caso.  —  T.  24,  p.  470. 

Buques  nacionales.  ~r-  Véase  :  Competencia. 
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Caducidad.  —  No  probándose  la  provisión  de  fondos  por  parte 
del  girante,  no  puede  alegarse  por  él  la  caducidad  de  la  letra 
por  falta  de  aviso  del  protesto  (art.  840,  Cód.  Com.  ant.). — 
T.  17,  p.  426. 

Calidad.  — Suscitándose  dudas  entre  el  comerciante  y  el  vista 
sobre  la  calidad  de  un  artículo,  deben  aquellas  ser  resueltas  por 
la  Dirección  General  ó  por  el  Administrador  de  Rentas  en  su 
caso,  sin  necesidad  de  oir  á  la  parte;  y  la  resolución  que  se 
pronuncie,  es  inapelable  (art.  442.  443, 444y445,  Ord.  ant.). — 
T.  44,  p.  326. 

Calificación.  —  La  que  se  dé  á  una  acción  por  el  juez  ó  el  litigan- 
te_,  no  cambia  su  naturaleza.  —  T.  45,  p.  274. 

Calumnia.  —  No  existiendo  acusación  dolosa,  no  puede  existir 
el  delito  de  calumnia.  —  T.  24,  p.  643. 

—  El  acusador  en  causa  propia  sólo  comete  este  delito  y  res- 
ponde de  los  perjuicios  causados  al  acusado,  cuando  su  acusa- 
ción es  evidentemente  dolosa.  — T.  24,  p.  643. 

—  Los  tribunales  ordinarios  déla  capital  son  competentes  para 
conocer  en  el  delito  de  calumnia,  aunque  haya  sido  cometido 
por  medio  de  la  prensa.  (Ese  delito,  sea  cualquiera  el  medio 
por  el  que  se  lo  cometa,  es  un  simple  delito  común.  Art.  24  y 
25,  inc.  4<>  y  3^,  Cód.  Proc.  Crim.),  —  T.  54,  p.  408. 

—  Véase:  Justicia  federal. 
Calles.  —  Véase:  Indemnización, 
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Cámara  de  diputados.  —  Véase:  Hateas  corpas. 

Cámara  sindical. — Véase:  Informe, 

Cambio.  — El  de  las  diferentes  monedas  que  tienen  curso  en  la 
República,  no  está  fijado  de  una  manera  invariable  por  ningu- 
na ley  (art.  207,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  Í3,  p.  352. 

—  Los  interesados  pueden  establecer  el  que  ha  de  servir  de  ba- 
se en  sus  transacciones,  no  pudiendo  alterarse  una  vez  estable- 
cido sino  por  mutuo  consentimiento  (art.  209,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  23,  p.  352. 

Cambio  de  acción.  —  Los  procedimientos  del  juicio  ejecutivo  y 
de  apremio,  aunque  diversos,  no  son  contrarios,  y  por  consi- 
guiente el  cambio  de  la  v{a  ejecativa  por  el  procedimiento  de 
^apremio  en  la  ejecución  de  un  laudo  arbitral,  no  importa  mu- 
dar la  acción  entablada. — T.  15,  p.  463. 

—  No  puede  ser  contestada  la  procedencia  de  la  acción  pose- 
soria promovida  en  lugar  de  la  iniciada  sobre  reivindicación, 
si  el  cambio  de  acción  ha  sido  consentido  por  el  demandado. 

—  T.  57,  p.  102. 

Cambio  de  domicilio.  —  Véase:  Incompetencia, 

Cambio  de  ruta.  —  Para  acreditar  el  convenio  de  cambio  de  ru- 
ta, debe  existir  prueba  por  escrito(art.  4185, 4186 y 4241,  Cód. 
Com.  ant.).— T.  43,  p.  494. 

—  Los  cargadores  que  aceptan  el  hecho  del  cambio  de  ruta  de 
un  buque,  autorizando  el  trasbordo  de  la  carga  y  la  continua- 
ción de  su  viaje  hasta  el  destino,  renuncian  ipso  fado  al  dere- 
cho de  dar  por  rescindido  el  contrato  y  pedir  la  indemnización 
de  daños  y  perjuicios.  — T.  44,  p.  245. 

Canal.  — Véase:  Seriyidumbre. 

Canal  navegable.  —  Véase  :  Ocupación, 

Capacidad  legal.  —  Véase  :  Falta  de  personería ;  Personería. 

Capellanías.  —  Los  bienes  territoriales  dedicados  á  capellaníac 
ú  obras  pías  no  salen  del  fuero  común,  y  los  prelados  son  pa- 
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tronos  ó  administradores  de  las  capellanías;  pero  no  jueces  de 
los  pleitos  que  se  originen  sobre  sus  fondos  ó  rentas.  (Real 
Cédula  de  22  de  marzo  de  4789«  revocatoria  de  la  ley  45,  tít.  40, 
lib.  44,  Reo.  de   Indias).—!.  43,  p.  299. 

Capital.  —  La  inteligencia  y  el  trabajo  es  una  riqueza  que  pue- 
de ser  puesta  como  capital  social.  —  T.  7,  p.  224. 

—  Las  cosas  dadas  como  capital  de  una  sociedad  pertenecen  á 
ésta,  y  responden  á  las  deudas  sociales  (art.  590,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  47,  p  84. 

Capitalización. — El  silencio  del  deudor  que  no  se  opone  á  la 
capitalización  semestral  de  intereses  incluida  en  la  demanda 
ejecutiva,  vale  contra  él  como  una  estipulación  expresa  para 
hacerlo,  ó  una  renuncia  al  derecho  de  resistirla.  —  T.  42,  p.  70. 

Capitán.  —  £1  de  un  buque,  presta  toda  clase  de  culpa  y  res- 
ponde con  el  buque  y  fletes,  del  daño  sufrido  por  la  carga,  á 
no  ser  que  éste  proceda  de  fuerza  mayor,  vicio  propio  de  la 
cosa  ó  culpa  de  los  cargadores  (art.  4067,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  4,  p.  244. 

—  En  caso  de  responsabilidad  del  capitán,  la  fuerza  mayor  con- 
siste en  la  intervención  de  un  acontecimieni-o  extraño  que  no 
ha  podido  preverse  ó  que  previsto  no  ha  podido  evitarse.  No 
puede  considerarse  fuerza  mayor,  la  rotura  de  un  caño  de  la 
máquina  de  vapor,  si  el  buque  no  sufrió  temporal  ni  otro 
accidente  extraño  (art.  4067  y  4483,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  4, 
p.  244. 

—  Debe  indemnizar  la  avería  sufrida  por  la  carga  á  consecuen- 
cia de  la  rotura  de  un  caño  de  la  máquina  del  buque,  si  éste 
no  sufrió  temporal  ni  otro  accidente  extraño.  —  T.  4,  p.  244. 

—  No  se  exime  de  la  obligación  de  indemnizar  la  avería  sufrida 
por  la  carga  á  causa  de  la  rotura  de  un  caño  de  la  máquina  del 
buque,  con  la  prueba  de  que  éste  fué  reparado  antes  del  via- 
je, pues  responde  de  la  culpa  de  los  encargados  de  las  repara- 

fc  clones,  salvo  sus  acciones  contra  éstos. —  T.  4,  p.  214. 

—  Lo  exonera  de  responsabilidad,  la  echazón  de  una  parte  de  la 
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carga,  hecha  para  salvar  el  buque  y  el  resto  de  la  carga.  — 
T.  5,  p.  273. 

Capitán.— Reconoce  su  personería,  el  apoderado  de  los  dueños 
del  buque  que  se  presenta  en  juicio  ampliando  la  contestación 
de  aquél  á  la  demanda.  —  T.  5,  p.  339. 

—  £1  hecho  de  no  entregar  al  capitán,  el  fletador  de  un  buque, 
dentro  de  24  horas,  los  documentos  necesarios,  no  lo  autoriza 
á  ponerse  en  viaje  sin  esos  documentos,  faltando  á  las  leyesde 
la  navegación  (art.  HU,   Cód.  Com.   ant.). — T.  5,  p.   407. 

—  Es  obligación  suya,  tener  á  bordo  del  buque  en  viaje,  los 
papeles  referentes  á  los  efectos  que  conduce  (art.  1083,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  5.  p.  407. 

—  El  que  ha  abandonado  un  buque^  no  tiene  derecho  para  de- 
mandar al  dueño  del  mismo  por  la  restitución  de  su  equipaje, 
que  dice  haber  dejado  á  bordo. —  T.  6,  p.  37. 

—  Para  que  pueda  cobrar  ejecutivamente  los  fletes,  es  necesa- 
rio que  presente  un  ejemplar  del  conocimiento  con  el  recibo  de 
la  carga  (art.  \2M,  1212  y  4251,  Cód.  Com.  ant.;.  —  T.  6, 
p.  128. 

—  Su  primer  deber,  es  salvar  el  buque  y  la  carga,  ayudándose 
de  sus  conocimientos  y  prudencia.  —  T.  6,  p.  221. 

—  Un  capitán  separado  injustamente  del  mando  del  buque, 
confiádole  por  el  término  de  dos  años,  tiene  derecho  á  pedir  su 
reposición  en  el  mando.  Si  sólo  pide  la  reparación  de  daños 
y  perjuicios,  y  en  el  contrato  no  se  fija  la  indemnización  para 
este  caso,  debe  aplicarse  lo  dispuesto  por  el  artículo  1050, 
antiguo  Código  de  Comercio.  —  T.  6^  p.  221 . 

—  La  capa  acordada  en  el  conocimiento  y  objetada  por  la  con- 
traparte, por  razones  que  no  impiden  su  cobro,  debe  ser  abo- 
nada al  capitán.  —  T.  6,  p.  342. 

—  A  éste  corresponde  elegir  y  ajustar  los  oficiales  y  demás  per- 
sonas del  equipaje.  —  T.  9,  p.  164. 

—  Expresándose  en  el  conocimiento  que  el  capitán  ignora  el 
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peso,  número  ó  medida  de  los  efectos  cargados,  éste  cumple 
con  entregar  los  efectos  que,  de  la  pertenencia  del  cargador, 
se  encuentren  en  el  buque,  salvo  que  se  pruebe  que  babo  dolo 
por  parte  del  capitán  ó  de  la  tripulación  (art.  4206,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  494. 

Capitán.— No  son  imputables  al  capitán  de  un  buque  las  demoras 
ocasionadas  en  uso  de  su  derecho,  y  con  sujeción  á  las  esti- 
pulaciones de  su  contrato.  —  T.  9,  p.  296. 

—  Cuando  los  agentes  de  un  vapor  no  contratan  á  su  nombre 
en  el  conocimiento,  sino  al  del  capitán^  las  acciones  resultan- 
tes sólo  pueden  deducirse  contra  éste  ó  contra  los  dueños  del 
vapor.— T.  9,  p.  460. 

—  Sólo  los  capitanes,  y  por  éstos  los  dueños  de  los  buques,  son 
responsables  del  daño  causado  á  la  carga  por  hecho  del  capi- 
tán ó  de  la  tripulación  (art.  4453  y  4037,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  40,  p.  454. 

—  La  demora  de  éste  en  emprender  viaje,  le  impone  la  indem- 
nización de  los  daños  y  perjuicios  que  se  ocasione  á  ios  carga- 
dores (art.  248  y  249,  Cód.  Com.  ant.).  Para  que  la  respon- 
sabilidad se  haga  efectiva,  es  indispensable  que  haya  habido 
perjuicios  previstos  ó  que  pudieron  preverse  como  conse- 
cuencia inmediata  de  la  mora,  al  celebrarse  el  contrato  (art. 
223,  Cód.  citado).  —  T.  4  4,  p.  168. 

—  Los  capitanes  no  son  responsables  de  las  averias  causadas 
por  infortunio  y  accidentes  de  mar.  Para  ello  es  necesario  que 
justifiquen  que  las  averías  han  provenido  realmente  de  tales 
accidentes,  habilitando  así  á  ios  cargadores  para  reclamar  de 
los  seguros  el  importe  de  aquellas.  No  habiendo  ocurrido  ac- 
cidente extraordinario,  y  constando  que  la  carga  sufrió  averías 
por  el  agua  introducida  en  las  escotillas^  la  avería  es  imputable 
al  capitán.— T.  42,  p.  490. 

—  Para  que  el  capitán  sea  responsable  He  la  avería,  basta  el  he- 
cho de  no  justificarse  por  él  que  la  misma  ha  procedido  de  vi- 


—  99  —  CAP 

cío  propio  de  la  cosa,  fuerza  mayor  ó  culpa  del  cargador  (art. 
4067,  Cód.  Com.  ant).  —  T.  42,  p.  190. 

Capitán.  —  El  capitán  que  ha  recibido  del  dueño  del  buque  una 
cantidad  de  dinero  para  emplearla  en  determinados  objetos 
para  el  buque,  está  obligado  á  rendir  cuenta  de  su  gestión  al 
referido  dueño,  y  ú  devolver  la  cantidad  cuya  inversión  no  se 
justifica  (art.  4  430,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  43,  p.  407. 

—  Partiendo  un  buque  de  un  puerto  intermedio  por  orden  de  su 
dueño  ó  del  representante  de  éste  durante  la  legítima  ausencia 
del  capitán,  debe  considerarse  á  éste  como  despedido  sin  jus- 
ta causa,  y  por  lo  tanto  con  derecho  á  que  se  le  abonen  sus 
sueldos  y  gastos  de  viaje  hasta  su  regreso  al  punto  de  partida, 
los  que,  no  estando  justificados,  deben  estimarse  prudencial- 
raente  (art.  4050,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  43,  p.  407. 

—  Cuando  los  efectos  han  sido  entregados  bajo  la  cláusula  de 
ignorarse  peso  y  contenido,  el  capitán  no  está  obligado  á  en- 
tregar en  el  puerto  de  descarga  sino  los  efectos  que  se  encon- 
trasen en  el  buque,  á  no  ser  que  se  probase  falta  ó  rotura  de 
efectos  por  culpa  del  capitán  ó  déla  tripulación  (art.  1206,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  43,  p.  491. 

—  El  de  un  buque  que  ha  reconocido  espontáneamente  á  una 
persona  como  representante  del  cargador,  no  puede,  so  pretes- 
to  de  no  presentarle  el  conocimiento  endosado  á  su  favor,  ne- 
gar á  la  misma  persona  el  derecho  de  recibir  la  carga ;  y  no 
puede  rehusarla  entrega  de  ésta  so  pretesto  de  que  no  se  le 
afianza  el  importe  de  las  estadías,  y  le  es,  por  consiguiente,  im- 
putable el  tiempo  transcurrido  desde  la  negativa  déla  descarga 
(art.  4415  y  1250,  Cód.   Com.  ant.).  —  T.  14,  p.  459. 

—  No  presentándose  un  consignatario  debidamente  nombrado, 
el  capitán  tiene  derecho  para  consignar  su  buque  á  quien  le 
parezca  más  conveniente.  —  T.  46,  p.  404. 

—  Tiene  derecho  al  pago  de  sus  sueldos  aunque  existan 
dificultades  sobre  las  cuentas.  Por  consiguiente,  dichos 
sueldos  no  pueden  ser  retenidos  por  otras  obligaciones  que  no 
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se  refieran  á  sus  servicios  {art.  1131,  Cód.  Com.   ant.).  —  T. 
17,  p.  U. 

Capitán.  —  El  capitán  ó  armador  de  un  buque  no  puede,  sin 
orden  judicial,  retener  la  carga  á  pretesto  de  que  se  le  pague 
antes  el  flete  (art.  1248  y  1250,  Cód.  Com.  ant.).— T.  20,  p.  484. 

—  £1  capitán  á  quien  el  armador  exige  la  entrega  formal  del  bu- 
que, se  presume  que  ha  ejercido  ei  cargo  de  tal  capitán  hasta 
entonces,  y  que  por  consiguiente  es  acreedora  los  sueldos  re- 
lativos.—!. 21,  p.  257. 

—  El  capitán  no  tiene  derecho  á  cobrar  el  importe  de  los  suel- 
dos y  mantención  de  los  marineros,  desde  que  éstos  declaran 
que  se  han  entendido  directamente  con  el  armador  al  respecto. 
—  T.  21,  p.  257. 

—  Aun  cuando  el  de  un  buque  tiene  la  facultad  de  imponer  pe- 
nas correccionales  á  los  individuos  de  la  tripulación,  y  hasta 
proceder  á  la  prisión  de  ellos^  por  motivos  de  insubordinación 
ó  de  cualquier  otro  delito  cometido  á  bordo,  esta  disposición 
no  es  propiamente  aplicable  cuando  el  buque  se  halla  surto 
en  un  puerto  (art.  1064,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  503. 

—  No  determinándose  en  la  póliza  el  derrotero  que  debe  llevar 
el  buque,  el  capitán  queda  en  libertad  de  seguir  las  rutas  de 
costumbre.  —  T.  23,  p.  143. 

—  Es  responsable  de  los  daños  sufridos  por  la  carga  por  culpa 
grave  ó  actos  de  la  tripulación,  no  obstante  cualquier  cláusula 
en  contrario  (art.  1067,  1076  y  1183,  Cód.  Com.  ant.;  art.  507. 
Cód.  Civ.).  —  T.  31,  p.  412. 

—  Los  agentes  de  un  vapor  están  habilitados  para  representar 
al  capitán,  en  el  juicio  sobre  entrega  de  mercaderías.  — -  T.  33, 
p.  324. 

—  El  capitán  del  buque  que  transporta  las  mercaderías  caídas 
en  comiso,  tiene  personería  para  intervenir  en  el  juicio  de  con- 
trabando y  apelar  de  la  resolución  de  la  aduana,  máxime  si 
ésta  declara  caído  en  comiso  el  buque  también.  (Si  bien  el  ar- 
ticulo 1063,  Ord.,  dispone  que  sólo  podrán  apelarlos  dueños  ó 
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consignatarios  de  las  mercaderías  ó  de  los  transportes  conde- 
nados, no  puede  prescindirse  de  las  prescripciones  de  derecho 
marítimo  consignados  en  el  Código  de  Comercio  (art.. 909, 
948  y  937)^  con  arreglo  á  las  cuales  el  capitán  estaría  facultado 
para  interponer  recurso  contra  una  resolución  que  afecta,  en 
manera  tan  grave,  la  carga  conducida  en  el  buque  de  su  man- 
do). T.  59,  p.  85. 

Oapitán.  —  Véase  :  Buque  ;  Carga  ;  Conocimiento  ;  Corredor  ; 
Flete ;  Prueba, 

Capitanía  de  puertos.  —  Tiene  á  su  cargo  inmediato  el  go- 
bierno y  policía  fluvial  del  puerto  de  la  Capital.  Entra  en  sus 
atribuciones  fijar  el  plan  de  señales  que  deben  observar  los 
prácticos  en  cada  puerto  de  la  República.  Sus  informes  mere- 
cen fe  pública  cuando  son  dados  en  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes, salvo  la  prueba  en  contrario.  —  T.  23,  p.  432. 

Carga.  —  El  capitán  de  un  buque  cumple  con  hacer  su  entrega 
á  bordo,  y  no  responde  de  las  mermas  qiie  la  carga  sufra  en 
las  lanchas.  — T.  6,  p.  342. 

—  Si  nadie  se  presenta  á  recibirse  de  la  carga,  el  capitán  debe 
cumplir  con  las  prescripciones  del  artículo  4447,  Código  de  Co- 
mercio antiguo.  —  T.  6,  p.  428. 

—  No  designándose  en  la  póliza  de  fletamento  el  tiempo  en 
que  debe  empezar  la  carga,  éste  corre  desde  el  dia  en  que  el 
capitán  avisa  que  está  pronto  á  recibirla.  La  cláusula  «  reci- 
birá el  buque  con  toda  la  conteniente  brevedad  una  completa  car- 
ga »,  no  modifícala  regla  anterior.  Esas  palabras  no  expresan 
un  plazo  para  poner  el  buque  en  disposición  de  cargar,  sino  la 
diñcultad  de  señalarlo.  Para  fundar  en  ellas  una  reclamación 
de  perjuicios  contra  el  capitán,  es  necesario  probar  la  culpa- 
bilidad del  mismo  en  la  demora  para  pasar  el  aviso  (art.  4244, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  27. 

—  £1  haber  los  fletadores  anotado  al  dorso  de  la  póliza^  la  fe- 
cha en  que  empezaba  y  concluía  el  tiempo  de  la  carga,  prueba 
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que  el  capitán  ha  cumplido  con  las  obligaciones  relativas  á 
ella.  —  T.  8,  p.  27. 

Carga.  —  No  designándose  en  la  póliza  el  tiempo  en  que  deba 
empezar  la  carga,  se  entiende  que  éste  corre  desde  el  día  en 
que  el  capitán  avisa  que  está  pronto  á  recibirla  (art.  12U,Gód. 
Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  105. 

—  La  ley  no  impone  al  fletante  la  obligación  detener  su  buque 
listo  para  recibir  carga  inmediatamente  después  de  firmado  el 
contrato  de  fletamento,  ó  dentro  de  un  breve  término,  no  exis- 
tiendo estipulación  expresa  al  respecto.  Mucho  más  cuando 
de  las  pruebas  resulta  que  en  la  intención  de  los  contratantes 
no  entraba  la  de  señalar  muy  pocos  días  para  poner  el  buque 
á  la  carga,  y  que  no  existia  práctica  especial  en  contrario.  — 
T.  8,  p.  105. 

—  Los  cargadores  deben  asegurarse  de  que  el  buque  puede 
recibir  la  carga.  Las  consecuencias  de  su  omisión  al  respecto 
les  son  imputables.  —  T.  8,  p.  176. 

—  Habiéndose  convenido  el  modo  de  efectuar  la  carga  de  un 
buque,  no  puede  ésta  sujetarse  á  las  prácticas,  sino  tan  sólo  á 
las  estipulaciones  de  las  partes.  —  T.  9,  p.  296. 

—  Determinándose  en  el  conocimiento  que  el  capitán  no  res- 
ponde de  los  riesgos  de  mar  en  el  embarque^  se  reconoce  que 
no  exceptúa  los  demás  que  provengan  de  otras  causas.  No  es 
de  los  exceptuados,  un  siniestro  acaecido  en 'un  bulto  que  al 
trasbordarlo  de  la  lancha  al  vapor,  cae  al  agua  por  el  esfuerzo 
hecho  para  levantarlo  produciéndose  la  separación  violenta  de 
la  lancha.  —  T.  9,  p.  460. 

—  El  capitán  debe  entregar  la  carga  en  la  misma  forma  en  que 
la  recibió,  y  responde  de  los  daños  sufridos  por  ella,  que  no 
provengan  de  vicio  propio  de  la  cosa,  fuerza  mayor  ó  culpa  del 
cargador  (art.  1076,  726  y  1067,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  10, 
p.  12. 

—  No  se  presume  que  la  carga  se  haya  encontrado  en  diferente 
estado  del  que  expresan  los  conocimientos.  —  T.  10,  p.  12. 


-  103  —  CAR 

Carga. — El  capitán  de  un  buque,  obligado  por  el  conocimiento  á 
entregar  la  carga  eu  el  puerto  de  su  destino,  cumple  el  contrato 
entregando  la  carga  en  dicho  puerto  ;  por  consiguiente  tiene 
derecho  de  exigir  el  pago  del  flete,  no  oponiéndose  excepción 
legítima.  —  T.  10,  p.  342. 

—  Habiéndose  ajustado  el  flete  á  tanto  por  bulto  sano  puesto  en 
la  lancha  por  el  capitán,  debe  deducirse  que  era  en  la  lancha 
donde  la  carga  debiera  ser  recibida  y  donde  debía  inspeccio- 
narse para  verificar  el  estado  en  que  se  entregaba.  —  T.  13, 
p.  333. 

—  Las  diligencias  de  aduana  para  que  la  carga  transportada  de 
Santa  Fe,  quede  expedita  en  la  estación  Retiro  de  Buenos  Aires, 
y  pueda  ser  puesta  en  el  Once  de  Septiembi'e,  son  de  cargo  de 
losdueiíos  ó  consignatarios  de  la  misma.  La  demora  de  la  en- 
trega por  tal  causa,  es  imputable  á  ellos  y  no  á  la  empresa  de 
transporte.  —  T.  25,  p.  73. 

—  Guando  es  posible  la  separación  de  la  carga  en  buen  estado 
y  de  la  averiada,  no  es  necesario  el  depósito  de  toda,  para  la 
indemnización  de  las  averías  (art.  173,  Cód.  Com.  ant.).  —  T. 

5,  p.  73. 

—  Recibida  una  carga  sin  designación  de  la  marca,  la  empresa 
de  transporte  cumple  con  etitregar  el  número  de  bultos  de  la 
mercancía  que  se  designa  en  el  conocimiento  con  prescinden- 
cia  de  la  marca,  á  menos  que  el  dueño  de  la  carga  pruebe  que 
tr)da  ésta  tenía  una  marca  determinada  y  no  ser  la  que  la  em- 
presa entrega.  —  T.  2o,  p.  73. 

—  Los  consignatarios  de  ella  no  tienen  derecho  para  demandar 
á  los  del  buque,  por  la  entrega  de  bultos  que  han  tenido 
entrada  á  depósito  en  la  aduana.  —  T.  27,  p.  444. 

—  No  se  entiende  entregada  la  carga  que  se  halla  en  los  alma- 
cenes de  aduana,  conducida  allí  por  los  lancheros  del  consig- 
natario del  buque.  —  T.  .32,  p.  420. 

—  Fijado  por  el  contrato  de  fletamento  el  día  en  que  debió  em- 
pezar la  carga,  y  resultando  que  para  ese  día  el  buque  fletado 
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estuvo  expedito  para  abrir  registro  de  carga,  el  término  esti- 
pulado para  cargar  debe  contarse  desde  el  dia  señalado*  aun- 
que el  permiso  respectivo  baya  sido  solicitado  y  obtenido 
después.  —  T.  35,  p.  119. 

Carga.  —  El  vicio  propio  de  la  carga  queda  demostrado  por  la 
pericia  que  ha  sido  considerada  como  fundamento  bastante  para 
mandarla  vender  en  remate^  por  los  avisos  de  remate  anuncián- 
dola en  venta  como  averiada  y  por  el  resultado  de  éste,  en  que 
el  precio  obtenido  fué  inferior  al  corriente  de  plaza.  —  T.  49, 
p.  230.. 

—  Puede  autorizarse  el  retiro  de  la  carga^  cuando  por  hechos 
no  imputables  á  los  cargadores^  se  demora  indefinidamente  la 
salida  del  buque  (art.  1059  y  1060,  Cód.  Com.)  — T.  51,  p.  424. 

—  Véase  :  Arrumaje;  Buque;  Capitán  ;  Presunción. 

Cargador.  —  El  cargador  que  recibe  los  efectos  cargados  sin 
embargo  de  haber  sido  prevenido  deque  había  faltas  ó  roturas, 
y  no  pide  el  examen  pericial  de  los  efectos  en  las  48  horas 
después  de  la  descarga,  pierde  el  derecho  á  todo  reclamo  (art. 
1246,  Cód.  Com.  ant.)  —  T.  13,  p.  191. 

—  Los  cargadores  no  pueden  transferir  sino  los  derechos  y 
acciones  que  tienen  sobre  el  cargamento.  Estos  derechos  son 
el  de  retención  de  la  carga^  y  el  de  pedir  su  embargo  por  los 
gastos  y  comisión;  pero  no  el  de  apropiársela,  y  menos  por 
razón  de  créditos  ajenos  á  ese  servicio  (art.  384  y  1201,  Cód. 
Com.  ant.).—  T.  17,  p.  101 . 

—  Reconocida  por  los  consignatarios  de  los  cargadores  la  pro- 
piedad de  las  mercancías  á  favor  de  un  tercero,  y  el  pago  de 
los  fletes  hechos  por  éste,  deben  aquellos  proceder  á  la  entrega 
dentro  de  tercero  día.  —  T.  17,  p.  101. 

—  Puede  ser  demandado  por  el  capitán  ó  armador  ante  el  juez 
de  su  domicilio,  para  que  reconozca  la  obligación  de  pagarle  el 
flete  de  la  carga  que  no  embarcó,  según  contrato,  una  vez 
llegado  el  buque  á  su  destino.  —  T.  18,  p.  391 . 

—  Véase  :  Buque;  Cambio  de  ruta;  Prueba;  Responsabilidad, 
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Cargo.  —  El  cargo  ó  descargo  alegado  después  de  contestada  la 
demanda,  no  puede  ser  tomado  en  consideración.  —  T.  19, 
p.  473. 

—  No  reviste  las  formas  legales  el  escrito  de  apelación  pre- 
sentado á  un  escribano  de  provincia,  cuando  no  ha  existido 
imposibilidad  de  presentarlo  á  uno  de  los  actuarios  del  juz- 
gado federal  (Véase  :  Actuarios).  —  T.  21,  p.  9. 

—  El  puesto  por  un  escribano,  de  habérsele  presentado  el  es- 
crito de  apelación  el  día  del  vencimiento  del  término,  sin 
expresar  los  motivos  por  qué  no  lo  fué  á  alguno  de  los  secre- 
tarios del  juzgado  federal^  no  tiene  valor  legal.  —  T.  29,  p.  366. 

—  No  reviste  formas  legales  el  cargo  puesto  por  un  escribano 
de  provincia  á  un  escrito  de  recurso^  sin  expresar  la  causa  por 
la  cual  no  fué  presentado  á  los  secretarios  del  tribunal.  — 
T.  57,  p.  43. 

—  Véase:  Traslado.  v 

Carta.  —  No  procede  la  devolución  de  una  carta  acompañada 
por  el  demandado  á  su  contestación,  mientras  no  se  pida  su 
reconocimiento  y  llegue  el  caso  de  juzgar  si  se  encuentra  com- 
prendida en  la  disposición  del  artículo  1036  del  Código  Civil. 
—  T.  62,  p.  157. 

Carta  certificada.  —  Véase :  Pena, 

Carta  de  ciudadanía.  —  No  es  admisible  una  solicitud  para 
obtenerla,  que  se  presenta  fírmada  á  ruego  de  varios  solici- 
tantes sin  el  correspondiente  certificado  exigido  por  el  artículo 
7  de  la  ley  de  procedimientos,  sin  la  indicación  exacta  de  los 
domicilios  de  los  solicitantes,  y  sin  que  se  pueda  examinar 
fácilmente  la  prueba  de  cada  uno  de  ellos.  —  T.  14,  p.  358. 

Carta  de  crédito.  —  Véase  :  ArbUradores. 

Carta  de  pago.  —  Concediéndose  de  un  modo  legal  carta  de 
pago  ai  fallido,  ella  se  hace  obligatoria  aun  para  los  acreedo- 
res disidentes,  y  queda  exonerado  el  deudor  de  toda  responsa- 
bilidad para  lo  futuro  (art.  1662,  inc.  2^  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  10,  p,  457. 
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Carta  de  porte. — Por  su  contenido,  deben  decidirse  lascontes- 
taciones  que  ocurran  con  motivo  del  transporte  de  efectos 
(ar.  167,  Cód.  Com.).—  T.  49,  p.  373. 

—  Véase:  Presunción. 

Carta  de  recomendacióii.  —  Las  cartas  mercantiles  de  intro- 
ducción ó  recomendación  no  producen  acción  ni  obligación. 
El  comerciante  que  en  consecuencia  de  una  recomendación 
haya  contratado  con  un  individuo  sin  responsabilidad,  sólo 
puede  reclamar  del  recomendado  en  el  caso  de  probarse  que 
ha  obrado  de  mala  fe  (art.  632,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  15,  p. 
161. 

Caso  constitucional.  —  No  es  caso  regido  especialmente  por  la 
Constitución,  el  fundado  en  el  derecho  de  propiedad  garantí- 
do  por  su  artículo  n  . —  T.  53,  p.  333. 

Caso  fortuito.  —  No  lo  constituye,  en  un  establecimiento  mecá- 
nico, la  rotura  de  las  piezas  de  una  máquina.  —  T.  23,  p.   113. 

—  Véase  :  Buque ;  Contrato ;  Prueba, 

Caso  judicial.  —  Los  actos  políticos  de  los  poderes  políticos  de 
la  nación,  disponiendo  su  intervención  en  las  provincias,  no 
fundan  un  caso  judicial.  (No  se  trae  á  discusión  una  contienda 
entre  partes  por  derechos  de  particulares  ó  del  estado  mismo, 
vulnerados  por  la  ejecución  de  una  ley  del  congreso,  y  que  se 
encuentren  protegidos  por  la  constitución  directamente;  no  se 
produce  un  verdadero  caso  judicial,  en  la  acepción  propia  de 
este  concepto  jurídico  :  se  pretende  expresamente  el  restable- 
cimiento del  gobierno  provisorio  que  representa  el  poder  po- 
lítico de  la  provincia,  y  que  se  mande  suspender  la  interven- 
ción que  se  realiza  en  ella  por  el  Poder  Ejecutivo  en  cumpli- 
miento de  una  lev:  se  reclama  una  decición  de  carácter 
general,  que  comprenda  todo  el  régimen  de  gobierno  de  la 
provincia  intervenida ;  una  sentencia  de  naturaleza  política  y 
de  efecto  puramente  político,  controlando  y  revocando  dispo- 
siciones y  actos  del  poder  legislativo  y  ejecutivo  de  la  nación, 
en  materia  de  la  exclusiva  competencia  de  dichos  poderes ;  lo 
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que  se  encuentra  fuera  de  las  atribuciones  de  la  Corte,  como 
ha  sido  también  declarado  por  los  tribunales  de  los  Estados 
Unidos.  —Véase  :  Intervención),  —  T.  53,  p.  420. 

Caso  judicial.  —  Los  actos  políticos  de  los  poderes  políticos  de 
la  nación,  disponiendo  su  intervención  en  las  provincias,  no 
fundan  un  caso  judicial.  — T.  54,  p.  480. 

Casos  análogos.  —  En  ellos  deben  dictarse  idénticas  resolu- 
ciones. —  T.  10,  p.  294  y  298. 

—  En  ellos  deben  dictarse  resoluciones  idénticas.  —  T.  15,  p. 
336  y  341 . 

—  En  ellos  se  dicta  análoga  resolución.  — T.  17,  p.  453. 

—  En  ellos  debe  dictarse  igual  resolución.  —  T.  35,  p.  280. 

Catalinas.  —  La  empresa  de  las  Catalinas  se  halla  sujeta,  por  las 
mercaderías  entradas  á  sus  depósitos,  á  las  mismas  responsabi* 
lidades  del  fisco,  y  por  consiguiente,  en  caso  de  pérdida  sin 
dolo  por  su  parte,  está  obligada  á  pagar  al  interesado  el  va- 
lor señalado  en  la  tarifa  corriente  de  avalúos,  con  más  los  in- 
tereses desde  la  fecha  de  la  demanda.  (Tai  responsabilidad  le 
está  expresamente  impuesta  por  las  disposiciones  que  autori- 
zaron su  construcción  y  los  depósitos  de  mercaderías  en  sus 
almacenes  (art.  289,  Ord.).  —  T.  51,  p.  25. 

Caución.  —  La  de  rato  et  grato  prestada  por  insuficiencia  de  po- 
der, no  obliga  sino  en  el  asunto  en  que  se  presta.  —  T.  6, 
p.  381. 

—  Una  misma  puede  ser  la  caución  destinada  á  garantir  todas 
las  responsabilidades  pecuniarias  del  procesado,  y  la  de  su 
comparencia  enjuicio.  — T.  41,  p.  368. 

—  Debe  aceptarse  la  caución  que  se  estima  bastante  á  garantir 
la  suma  fijada  por  el  juez  al  conceder  el  término  de  prueba 
extraordinario.  —  T.  48,  p.  124. 

—  La  caución  bajo  la  cual  debe  ordenarse  la  excarcelación  pro- 
visoria del  procesado  absuelto  enl*  instancia,  puede  ser  sola- 
mente la  juratoria  (art.  504,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  49,  p.  47. 
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Caución.  —  Wésise:  Excarcelación  j  Patente  de  invencián. 

Caudales  públicos.  — La  ley  penal  de  1863  no  hace  distinción 
alguna  respecto  á  la  importancia  de  las  sumas  ó  caudales  subs- 
traídos ó  distraídos,  bastando  tan  sólo  que  se  haya  ocasionado 
daño  ó  entorpecimiento  al  servicio  público  para  que  sea  pro- 
cedente la  pena:  dicha  ley,  como  otras  de  países  extranjeros, 
colocan  en  la  misma  categoría  de  la  substracción  definitiva  ó  el 
hurto  de  caudales  públicos^  la  distracción  interna  con  ánimo  ó 
intención  de  reponerlos,  con  tal  que  la  reposición  no  s6  haya 
podido  efectuar,  bastando,  por  lo  tanto,  para  que  el  delito  sea 
definido  y  su  autor  caiga  bajo  la  sanción  de  la  ley,  que  se 
pruebe  el  depósito  ó  entrega  en  su  poder  y  la  no  justificación 
de  su  inversión  conforme  á  las  leyes.  — T.  27,  p.  £42. 

—  Véase:  Malversación. 

Causa.  — Para  el  reo  que  no  puede  ser  habido,  debe  suspenderse 
el  curso  déla  causa.  — T.  25,  p.  248. 

Causas  comerciales.  —  En  las  de  mavor  cuantía,  debe  ser 
rechazada  toda  demanda  que  no  se  funde  en  un  principio  de 
prueba  por  escrito;  y  manifestando  el  demandante  que  carece 
de  resguardo  por  escrito,  es  inútil  producir  prueba  (art.  493, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  35. 

—  Ante  la  justicia  federal  de  la  Capital,  el  conocimiento  de  ellas 
en  1"  instancia  corresponde  al  juez  federal  en  lo  comercial. 
T.  41,  p.  182. 

—  Véase  :  Justicia  federal ;  Presunción, 

Causas  criminales.  —  Las  sentencias  en  causas  criminales  de- 
ben fundarse  en  pruebas  concluyentes,  que  den  seguridad 
completa  de  la  existencia  del  delito  y  de  la  identidad  del  de- 
lincuente (leyes  12,  tít.  14,  part.  3';  26,  tít.  1;  7  y  9,  lit.  31, 
part.  7*).  — T.  9,  p.  290. 

—  Deben  ser  sentenciadas  dentro  de  diez  días,  después  de  lla- 
mados los  autos  y  de  terminada  la  audiencia  subsiguiente  (art. 
362,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  334. 
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Causas  criminales.  —  Para  imponer  pena  en  ellas,  es  necesario 
que  exista  una  prueba  clarísima  acerca  de  la  perpetración  del 
delito  y  de  la  persona  del  delincuente.  —  T.  10,  p.  338. 

—  En  ellas  no  puede  fallarse  imponiendo  pena,  por  sólo  pre- 
sunciones ó  sospechas  (ley  7,  tít.  31,  part.  7»).  —  T.  12,  p.  20. 

—  Aumistiados  los  autores  directos  de  la  rebelión,  no  debe  se- 
guirse causa  criminal  contra  un  empleado  subalterno  que  no 
ha  cometido  violencia  ni  daño  alguno  y  aceptó  el  empleo  por 
necesidad  y  miedo.  —  T.  15,  p.  484. 

—  En  ellas,  el  reo  debe  estar  presente,  y  no  puede  serle  lícito 
desde  una  tierra  de  asilo^  que  se  ha  tomado  para  escapar  á  la 
justicia,  dirigir  peticiones  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado. 
—  T.  17,  p.  402. 

—  Pendiente  la  ejecución  del  arresto  de  uno  de  tíos  procesa- 
dos, y  no  habiendo  más  diligencias  que  evacuar  en  el  suma- 
rio, debe  suspenderse  la  prosecución  de  la  causa.  —  T.  27, 
p.  204. 

—  No  pueden  proseguirse  contra  los  reos  ausentes.  —  T.  32, 
p.  413. 

—  La  tuga  del  procesado,  deja  en  suspenso  la  tramitación  de  la 
causa.  —  T.  33,  p.  83. 

—  El  recurso  de  apelación  en  las  causas  criminales  de  fuero 
común,  seguidas  ante  los  juzgados  de  los  territorios  naciona- 
les, corresponde  á  la  cámara  de  apelaciones  en  lo  criminal  de 
la  capital  (art.  22  y  23,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  29,  p.  352  ; 
t.  38,  p.249. 

—  Las  medidas  necesarias  á  garantir  las»  responsabilidades  pe- 
cuniarias del  procesado  en  las  causas  criminales,  correspoden  al 
juez  de  la  causa  dictarlas,  salvo  la  acción  del  ministerio  públi- 
co para  pedir  respecto  de  dichas  responsabilidades,  lo  con- 
veniente al  interés  físcal.  (En  una  causacriminal  por  contraban- 
do y  delitos  conexos,  la  aduana  suspendió  el  despacho  de  mer- 
caderías consignadas  á  las  personas  contra  las  cuales  se  seguía 
aquella,  después  de  haberse  trabado  por  orden  del  juez,  em- 
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bargo  sobre  bienes  de  los  procesados.  La  aduana  no  podia 
tomar  esa  medida^  por  haber  cesado  su  jurisdicción).  —  T.  42, 

p.  m. 

Causas  criminales.  —  La  causa  en  que  por  un  mismo  y  solo  he- 
cho, son  diversos  los  acusados,  debe  seguirse  y  resolverse  con- 
juntamente contra  todos.  "T.  48,  p.  234. 

—  Véase :  Arraigo:  Obscuro  libelo;  Procesado;  Prueba;  Suprema 
Corte. 

Causas  de  menor  cuantía.  — No  es  apelable  para  ante  la  Supre- 
ma Corte,  la  sentencia  de  un  juez  de  sección  recaída  en  re- 
curso de  rescisión,  cuando  la  causa  es  de  menor  cuantía.  — T. 
20,  p.  243. 

Cedente.  —  Un  contrato  cedido  en  todas  sus  partes,  siendo  acep- 
tada la  cesión  por  el  otro  contratante,  no  da  derechos  de  nin- 
guna clase  al  cedente.  —  T.  19,  p.  203. 

—  Responde  de  la  legitimidad  de  los  créditos  cedidos  (art.  1476 
y  1477,  Cód.  Civ.).  — T.  24,  p.  501. 

Cédula.  —  La  (ijada  en  la  puerta  de  una  casa  en  que  no  consta 
que  habita  quien  va  á  ser  notificado,  no  importa  notificación. 
—  T.  12,  p.  325. 

Cédula  de  depósito.  —  Véase:  Instrumento  público. 

Cédula  nula.  —  Véase:  Demandado;  Emplazamiento;  Rebeldía, 

Cédulas. — Véase:  Compensación, 

Certificado.  — £1  de  un  consulado  argentino  acerca  de  las  cons- 
tancias que  arrojan  documentos  depositados  en  su  archivo  por 
un  capitán  de  buque,  hace  plena  fe  en  juicio.  — T.  9,  p.  401 . 

—  El  de  nacionalidad  expedido  por  Cónsul  extranjero,  hace  fe 
ante  los  tribunales  federales. — T.  22,  p.  219. 

Certificado  consular.  —  La  omisión  de  éste  en  el  manifiesto  de 
las  mercaderías  á  introducirse,  está  penada  con  una  multa 
igual  al  valor  de  los  derechos  de  importación  (art.  1017, 
Ord.).  — T.  59,  p.  201. 


—  m  —  CER-CES 

Gertificado  de  actuario.  —  No  merece  fe  cuando  contiene  afír* 
inaciones  contrarias  á  las  constancias  de  autos.  —  T.  21 ,  p.  402. 

Gertificado  de  adición.  —  Sí  el  medio  empleado  con  posterio- 
ridad á  la  concesión  de  una  patente^  constituyese  un  perfec- 
cionamiento del  aparato  patentado  antes,  puede  ser  conserva- 
do por  un  certificado  de  adición.  — T.  18,  p.  467. 

Gesación  de  condominio.  —  Véase:  Competencia. 

Gesión.  —  La  cesión  voluntaria  de  todos  sus  bienes  hecha  por 
persona  hábil,  y  aceptada  por  los  acreedores,  transfiere  á  éstos 
la  propiedad  de  aquéllos.  —  T.  7,  p.  224. 

— •  El  endoso  de  un  documento  que  no  está  á  la  orden,  no  pue- 
de viciarla,  importando  en  ese  caso  una  cesión  (art.  1456,  Cód. 
Civ.).  — T.  21,  p.  8o. 

—  Fuera  de  los  casos  de  pago  ó  de  interés  legítimo  de  contes- 
tar la  cesión,  ella  no  es  una  excepción  que  excuse  al  deudor 
de  pagar  al  cesionario  el  crédito  cedido  (art.  1459  y  1469,  Cód. 
Civ.).  —  T.  21,p.  8o. 

—  El  demandado  no  puede  impugnar  una  escritura  de  cesión 
hecha  por  uno  de  los  socios  de  la  razón  con  quien  trató,  so 
pretesto  de  que  no  consta  que  pueda  comprometer  la  firma 
social,  máxime  si  el  nombre  del  que  hace  la  cesión  está  incluí- 
do  en  la  razón  social.  —  T.  22,  p.  146. 

—  Véase  :  Jurisdicción ;  Justicia  federal, 

Gesión  de  acciones.  —  Si  la  escritura  se  produce  á  favor  de 
otra  persona  que  la  designada  como  comprador  en  el  acto  del 
remate,  se  produce  una  cesión  de  acciones  no  siendo  el  boleto 
endosable.  —  T.  17,  p.  325. 

Gesión  de  créditos.  —  La  falta  de  aceptación  por  parte  del  deu- 
dor de  la  cesión  del  crédito  hecha  por  el  acreedor^  no  tiene 
por  efecto  la  nulidad  de  la  cesión,  sino  que  el  deudor  tenga 
el  derecho  de  oponer  al  cesionario  todas  las  excepciones  que 
tuviese  contra  el  cedente,  aun  las  meramente  personales  (art. 
564  y  565,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  14,  p.  41 . 
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Cesión  de  créditos.  —  Las  disposiciones  de  este  título  del  Código 
Civil,  sólo  son  aplicables  á  los  créditos  no  endosables.  —  T.  46, 
p.  485. 

—  Notificada  al  deudor,  un  segundo  cesionario  no  puede  cobrar 
á  éste  el  mismo  crédito.  Contra  la  ejecución  de  él,  el  deudor 
puede  oponer  la  excepción  de  pago  y  espera^  si  pagó  en  parte 
al  primer  cesionario  y  convino  en  un  plazo  por  el  remanente. 

—  T.  20,  p.  -m. 

—  La  venta  hecha  de  un  campo  en  litigio,  no  importa  sino  la 
cesión  de  los  derechos  del  vendedor  á  la  cosa  disputada.  — 
T.  33,  p.  326. 

—  La  venta  de  un  inmueble  con  hipoteca,  no  importa  respecto 
de  ésta  una  cesión  de  crédito.  —  T.  47,  p,  488. 

—  Puede  hacerse  en  forma  de  endoso,  aunque  el  título  no  sea 
á  la  orden  (art.  U56,  Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  409. 

—  Notifícada  la  cesión,  el  endosatario  puede  hacer  valer  sus 
derechos  dentro  de  las  obligaciones  legales  del  deudor  cedido 
(art.  U57   y  1459,  Cód.  Civ.;  art.  563  y  564,  Cód.    Com.    ant.). 

—  T.  49,  p.  409. 

—  La  cesión  de  un  crédito  no  produce  efecto  contra  el  deudor 
cedido  sino  desde  su  notificación  ó  aceptación :  antes  de  eso, 
el  deudor  cedido  no  puede  encontrarse  en  mora  para  con  el 
cesionario  (art.  4459  y  siguientes,  Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  448. 

—  La  de  un  crédito  común  hecho  por  el  coacreedor  encargado 
de  cobrarla,  necesita  la  ratificación  del  otro  acreedor  cuando 
es  hecha  por  un  precio  menor  de  su  importe.  —  T.  54,  p.  443. 

—  Esta  puede  hacerse  en  forma  de  endoso,  aunque  los  títulos 
no  estén  concebidos  á  la  orden  (art.  4456,  Cód.  Civ.).  — 
T.  55,  p.  30. 

Cesionario.  —  No  puede  tener  mejor  derecho  ni  mejores  pri- 
vilegios que  los  que  tenía  el  cedente.  —  T.  48,  p.  447. 

—  Véase  :  Jurisdicción;  Reivindicación. 

Choque.  —  Los  daños  causados  por  choques  y  abordajes  deben 
ser  avaluados  por  arbitros  arbitradores,  quienes  han  de  deter- 
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minar  cuál  de  los  buques  ha  sido  el  causante  de  ellos  (art. 
1429,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  269. 

Choque. — No  puede  permitirse  que  sea  juzgada  por  jurisdicciones 
distintas,  la  causa  en  que  se  trata  de  los  daños  de  un  buque,  y 
la  en  que  se  trata  de  los  <iaños  lie  su  carga,  ocasionados  unos 
y  otros  por  un  mismo  choque.  (Seria  exponerse  á  que  recaigan 
dos  resoluciones  contrarias  en  el  fondo  del  mismo  negocio). 
—  T.  9,  p.  269. 

—  Véase  :  Buque  extranjero;  Juez  federal  de  Buenos  Aires;  Pago. 

Circulación.  —  La  de  los  productos  nacionales,  es  libre  de  de- 
rechos en  el  interior  de  la  República.  —  T.  3,  p.  131 . 

CirculaciÓQ  de  biUetes.  —  Con  sujeción  á  la  ley  de  bancos 
garantidos,  la  pena  aplicable  á  la  introducción  y  tentativa  de 
circulación  de  billetes  falsos  de  banco,  es  la  sancionada  por 
el  articulo  62  de  la  ley  penal  de  14  de  septiembre  de  1863.  — 
T.  54,  p.  242. 

—  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal, 
está  previsto  y  penado  por  la  ley  número  2216,  y  por  el  artículo 
62  de  la  ley  penal  de  14  de  septiembre  de  1863.— T.  55,  p.  38. 

—  La  circulación  de  billetes  de  banco  falsos,  es  penada  con 
una  multa  del  triple  del  valor  de  los  billetes  circulados.  — 
T.  55,  p.  366. 

—  La  pena  aplicable  al  delito  de  circulación  de  billetes  falsos 
de  banco  garantido,  es  la  sancionada  por  el  artículo  62  de  la 
ley  nacional  de  14  de  septiembre  de  1863,  y  no  la  sancionada 
por  el  artículo  285  del  Código  Penal.  —  T.  56,  p.  5. 

—  Es  justa  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  qui- 
nientos pesos  de  multa,  impuesta  al  autor  del  delito  de  circu- 
lación de  billetes  falsos  (art.  62,  Ley  Penal).  —  T.  57,  p.  291. 

—  La  entrega  á  sabiendas  de  billetes  falsos  de  curso  legal, 
constituye  el  delito  previsto  y  penado  por  el  artículo  62  de  la 
ley  nacional  penal.  £1  propósito  de  estafar  que  se  tuvo  al 
efectuar  el  acto,  no  puede  cambiar  su  naturaleza,  ni  atenuarlo 
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él hecho  de    haberlos  recibido   de    otras    manos.  —  T.58, 
p.  84. 

Circulación  de  billetes.  —  £1  reo  convicto  de  circulación  de 
billetes  falsos  de  curso  legal^  tiene  la  pena  de  cuatro  años  de 
trabajos  forzados  y  quinientos  pesos  fuertes  de  multa  (art.  63, 
Ley  Penal,  y  art.  30,  Ley  de  bancos  garantidos).— T.  59,  p.  247. 

—  Es  justa  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  qui- 
nientos pesos  fuertes  de  multa  impuesta  al  reo  convicto  y  con- 
feso del  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal 
(arl.  62,  Ley  Penal).  —  T.  60,  p.  178. 

—  La  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal  con  cono- 
cimiento de  la  falsedad,  constituye  el  delito  previsto  y  penado 
por  el  articulo  63  de  la  ley  nacional  penal  de  U  de  septiembre 
de1863.  —  T.  60,  p.  402. 

—  Es  justa  la  pena  de  cinco  años  de  presidio  impuesta  por  el 
delito  de  circulación  y  expendio  de  moneda  falsa  de  curso  le- 
gal (art.  62,  Ley  Penal).  —  T.  61 ,  p.  40. 

Oirculación  monetaria .  —  Las  leyes  que  reglan  ésta  y  la  emisión 
délos  bancos,  son  de  orden  público. —T.  10,  p.  427. 

Gircunetancia  agravante.  — La  ley  nacional  penal  (art.  15  y  21) 
enumera  como  circunstancia  agravante  de  los  delitos  de  rebe- 
lión V  sedición,  hallarse  los  reos  actualmente  constituidos  en 
autoridades,  ó  haberlas  ejercido  durante  la  perpetración  del 
delito.  —  T.  6^  p.  385. 

—  Véase :  Rebelión. 

Circunstancias  atenuantes.  —  Lo  son,  la  ancianidad,  la  menor 
edad  y  el  sexo  femenino.  —  T.  5,  p.  433. 

—  Lo  es  la  ancianidad  en  la  aplicación  de  las  penas.— T.  6,  p.  39. 

—  Lo  es  y  disminuye  la  pena  que  la  ley  impone  al  jefe  principal 
de  la  sedición,  el  hecho  de  desistir  de  su  propósito,  contener 
la  violencia  de  su  acción  y  entrar  en  un  camino  reparador,  an- 
tes de  haber  sido  vencido  por  las  fuerzas  [nacionales. — T.  6, 
p.  227. 
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Oir««ist€iBeHis  atenuantes.  —  La  provocación  inmediata  que 
precede  al  homicidio  simple,  es  una  circunstancia  atenuante. 

—  T.24,p.  337. 

—  Debe  reputarse  tal,  la  ebriedad  que  no  reúne  las  condicio- 
nes requeridas  por  el  artículo  84,  inciso  4  ^  Código  Penal  (art. 
83,  inc.  1%Cód.  Pen.).— T.  44,  p.  448. 

—  Véase:  Aduana;  Delito  de  falsedad;  Pena;  Rebelión. 
CKtación.  —  Es  válida  la  hecha  con  arreglo  á  la  ley.— T.  4  4 ,  p.  95. 

—  Elcertíñcado  del  actuario  es  prueba  fehaciente  de  haber  he- 
cho la  citación  en  el  domicilio  constituido  por  los    litigantes. 

—  T.  12,  p.  64. 

—  La  citación  para  absolver  posiciones  debe  hacerse  con  un 
día  de  intervalo  al  señalado  para  la  absolución  (art.  440,  Ley 
Proc).  —  T.  42,  p.  224. 

—  Para  que  surta  los  [efectos  de  derecho,  es  indispensable  que 
sea  practicada  con  arreglo  á  lo  que  la  ley  prescribe,  bajo  pena 
de  nulidad  de  todo  lo  que  se  obrase  después  de  ella  (art.  74 , 
Ley  Proc . ).  —  T.  20,  p.  244. 

—  La  citación  en  un  juicio  civil  no  puede  ser  suplida  por  la  he- 
cha en  un  juicio  criminal,  aun  cuando  ambos  provengan  de 
un  mismo  hecho.  —  T.  20,  p.  244. 

—  Si  el  que  ha  de  ser  citado  se  hallase  ausente  del  lugar  del  jui- 
cio, pero  dentro  de  la  jurisdicción  del  juzgado,  la  citación  de- 
be hacerse  por  medio  de  orden  de  juez  ó  autoridad  del  lugar 
de  su  residencia.  Un  administrador  de  Aduana  no  reviste  ni 
uno  ni  otro  carácter,  y  por  tanto  es  nula  la  citación  hecha  por 
él  (art.  66,  Ley  Proc).  —  T.  24,  p.  404. 

—  Es  nula  la  citación  por  edictos  hecha  á  los  actores^  que  tie- 
nen apoderado  judicial,  constituido  con  domicilio  legal  mani- 
festado.—T.  26,  p.  24. 

—  Es  nula  la  citación  para  absolver  posiciones,  hecha  contra  lo 
dispuesto  por  el  artículo  63  de  la  ley  de  procedimientos.  — 
T.  34,p.  412. 
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Citación.  —  Cuando  el  demandado  que  debe  ser  citado  se  baila 
ausente  en  ajena  jurisdicción^  la  citación  debe  hacerse  por 
medio  de  requisitoria,  y  no  por  cédula  en  su  domicilio  (art.  66, 
LeyProc.).— T.  53,  p.  29. 

—  Véase:  Administrador  de  aduana. 

Citación  de  evicción.  —  No  puede  tener  lugar  en  segunda  ins- 
tancia.—T.  M,  p.  257. 

—  £1  demandado  por  obra  nueva  puede  citar  de  eviccíón  y  sa- 
neamiento á  su  causante  (leyes  32  y  36,  tít.  5,  part.  5»;  art. 
2108  y  2140,  Cód.  Civ.).  —  T.  12,  p.  410. 

—  La  que  el  comprador  á  quien  se  demanda  la  cosa  vendida, 
hace  al  vendedor,  para  que  le  ampare  en  el  dominio  y  posesión 
de  ella,  no  es  una  excepción  que  pueda  objetarse  á  la  deman- 
da, sino  un  caso  incidental  del  juicio. — T.  16,  p.  403. 

—  Ella  es  distinta  de  la  demanda  de  saneamiento :  la  primera 
es  una  diligencia  indispensable  para  en  caso  de  ser  evicta  la 
cosa,  poder  hacer  efectiva  la  responsabilidad  del  vendedor, 
usando  de  la  acción  de  saneamiento,  la  que  no  puede  enta- 
blarse sin  que  primero  se  haya  dado  y  aun  ejecutado  la  sen- 
tencia que  condena  al  comprador  á  la  restitución  de  la  cosa, 
pues  mientras  estela  conserve  en  su  poder  no  tiene  derecho  al 
saneamiento  ;  dando  lugar  las  más  veces,  á  un  nuevo  juicio^ 
en  que  ninguna  intervención  debe  tener  el  primer  demandante. 
—  T.  16,  p.  403. 

—  £1  interdicto  que  se  funde  en  hechos  personales  del  deman- 
dado,  no  le  da  derecho  para  citar  de  evícción  al  dueño  del  in- 
mueble del  cual  es  locatario.  —  T.  61,  p.  288. 

Citación  de  remate.  —  Despachada  la  ejecución  y  hecho  el  em- 
bargo por  una  suma  procedente  de  mensualidades  pov  la  po- 
sesión de  una  fínca,  no  puede  negarse  la  citación  de  remate, 
por  haberse  reclamado  la  nulidad  de  la  sentencia  que  manda 
restituirla  finca,  ni  puede  ampliarse  el  embargo  por  las  costas 
que  dicha  sentencia  impone  al  demandado.  —  T.  53,  p.  46. 

—  Véase  :  Juicio  ejecutivo. 
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Citación  para  sentencia.  —  Citadas  ^las  partes  para  sentencia, 
queda  cerrada  la  discusión  de  la  causa.  — T.  45,  p.  77. 

Ciudadanía  argentina.  —  £1  hijo  de  padres  argentinos,  nacido 
en  el  extranjero,  es  ciudadano  argentino,  si  prefiere  la  na- 
cionalidad de  su  origen  á  la  de  su  nacimiento.  —  T.  3,  p.  247. 

—  El  hecho  de  haberse  enrolado  en  la  guardia  nacional  argen- 
tina, con  posterioridad  al  de  haberse  matriculado  en  el  consu- 
lado de  la  nación  del  nacimiento,  prueba  que  se  ha  preferido 
la  nacionalidad  argentina  de  los  padres.  —  T. -3,  p.  247. 

—  Esta  se  prueba  por  la  partida  de  bautismo  expedida  en  forma. 

—  T.  44,  p.  323. 

—  Se  reputa  ciudadano  argentino  el  nacido  en  el  extranjero,  de 
padres  argentinos,  durante  la  expatriación  (art.  42,  ley  de  8 
de  octubre  de  4869).  —  T.  45,  p.  233. 

—  No  se  impone  á  ningún  extranjero  por  hecho  alguno.  Ella 
se  solicita  y  se  obtiene  como  una  gracia,  por  los  trámites  esta- 
blecidos en  la  ley  (art.  20,  Const.  Nac,  y  5o  de  la  ley  de  ciuda- 
danía de  4869).  —  T.  42,  p.  376. 

—  El  hecho  de  haber  un  extranjero  servido  á  la  Nación  como 
coronel  de  ingenieros,  no  leda  carácter  de  ciudadano  argen- 
tino, que  debe  solicitarlo  en  las  formas  establecidas  por  la  ley. 

—  T.  42,  p.  376. 

—  Para  obtenerla  por  naturalización  es  necesario  que  los  ex- 
tranjeros que  la  soliciten  residan  dos  años  C9ntinuos  en  la  Na- 
ción, cuyo  término  puede  acortarse,  alegando  y  probando  ser- 
vicios prestados  á  la  República  (art.  20,  Const.  Nac.  y  art.  2  de 
la  ley  de  8  de  octubre  de  4869).  —  T.  24,  p.  439. 

—  Debe  darse  por  acreditada  la  del  actor,  que  se  reconoce  por 
el  demandado  en  el  instrumento  de  obligación,  se  declara  por 
los  testigos  de  la  información  sumaria  y  resulta  de  la  partida 
de  bautismo  no  redargüida  de  falsa.  —  T.  45,  p.  224 . 

—  El  pedido  de  exoneración  del  servicio  militar,  no  implica 
necesariamente  que  el  solicitante  sea  ciudadano  argentino.  — 
T.  52,  p.  48. 
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Ciiui«daaia  «rgentina.  —  Véase  :  Reconocimimto;  Rendencia. 

Clasificación.  —  En  caso  de  duda  respecto  á  la  clasiñcación  de 
un  artículo  ya  extraído  de  la  aduana,  debe  darse  crédito  á  la 
que  se  ha  hecho  con  vista  del  artículo  por  los  peritos  nombra- 
dos por  el  fisco.  —  T.  8,  p.  7. 

—  Tanto  la  aduana  como  el  comerciante  pueden  reclamar  de  la 
clasificación  de  los  géneros^  antes  de  salir  éstos  de  la  aduana. 
Las  mercaderías  que,  aunque  fuera  de  los  almacenes  fiscales, 
no  hubieren  franqueado  las  oficinas  del  Resguardo,  no  se  con- 
sideran fuera  de  la  aduana  á  los  objetos  de  lo  anterior.  Salidas 
las  mercaderías  de  la  aduana  cesa  el  derecho  de  ésta  v  del  co- 
merciante  á  todo  reclamo  ;  pero  si  con  consentimiento  del  co- 
merciante las  mercaderías  volvieran  á  la  aduana  para  ser  revi- 
sadas, la  nueva  clasificación  obliga  al  comerciante.  La  aduana 
no  es  responsable  del  deterioro  que  puedan  sufrir  los  efectos 
por  el  calado  de  los  bultos  ^ó  por  la  apertura  de  los  fardos , 
para  |la  clasificación  (art.  429^  328,  444  y  453,  Ord.  ant.).  — 
T.  47,  p.  276. 

—  La  resolución  administrativa  sobre  clasificación  de  artículos 
es  inapelable  (art.  437,  Ord.).  —  T.  54,  p.  278. 

—  Manifestando  un  cajón  botones  de  nácar  para  adornos  de  ca- 
misas, sacos  y  chalecos,  la  clasificación  errónea  hecha  por  la 
aduana  no  puede  perjudicar  al  interesado  y  someterlo  á  pena. 
—  T.  57,  p.  252. 

Cláusula.  —  La  cláusula  «  marchandises  livrables  sous  palan  á  la 
diligence  du  Capilaine  »,  importa  sólo  que  el  capitán  está  obli- 
gado á  entregar  la  carga  bajo  aparejos,  y  á  su  cuidado,  contri- 
buyendo al  efecto  con  su  tripulación  ;  y  no  que  la  descargue  á 
tierra.  —  T.  44,  p.  446. 

—  La  cláusula  puesta  en  el  conocimiento  de  ignorar  número, 
peso  y  contenido  no  favorece  al  capitán,  cuando  resulta  del 
mismo  conocimiento  que  el  estado  de  la  carga  era  el  mejor  po- 
sible, y  el  capitán  ha  entregado  carga  averiada.  Esa  cltosula 
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puede  favorecerle,  cuando  el  capitán  ha  llenado  fielmente  sus 
deberes.  Estos  deberes  no  pueden  decirse  llenados,  cuando  el 
capitán  ha  alterado  durante  el  viaje  el  arrumaje  de  la  carga,  y 
ha  abierto  y  pasado  de  unos  á  otros  sacos  el  contenido  de  la 
carga  sin  estar  presente  el  cargador.  —  T.  43,  p.  490. 

CUttsula.  —  La  de  devolver  la  cosa  arrendada  en  el  estado  de  su 
entrega,  y  de  hacer  ciertas  reparaciones,  no  puede  tener  efecto 
general  sino  al  fin  del  contrato  de  arrendamiento.  Se  exceptúan 
de  esta  regla  las  reparaciones  que  tienen  el  carácter  de  urgentes, 
y  cuya  dilación  puede  amenazar  ruina  de  la  propiedad.— T.  42, 
p.  240. 

—  La  de  un  contrato  de  arriendo  por  laque  se  confiere  al  loca- 
dor el  derecho  de  aumentar  el  alquiler  en  caso  de  no  pagarse 
dentro  de  un  término  dado,  no  puede  tener  efecto  alguno  en  el 
caso  de  haber  el  inquilino  pagado  el  alquiler  dentro  del  tér- 
mino. Aun  en  el  caso  de  mora  por  parte  del  inquilino^esa  cláu- 
sula no  importa  la  obligación  forzosa  de  abonar  el  alquiler  que 
fija  el  locador,  sino  la  rescisión  del  contrato  no  aceptándose 
por  el  inquilino  el  aumento  (ley  34,  tít.  41,part.  5*;  art.  285, 
Cód.  Cora,  ant.).— T.  42,  p.  240. 

—  La  de  deber  ser  los  títulos  á  satisfacción  del  comprador,  im- 
porta una  condición  resolutoria  en  caso  de  ser  nulos  aquellos, 
cuando  antes  de  examinarlos  el  comprador  entra  en  posesión 
(art.  4372,  Cód.  Cív.).  —  T.  46,  p.  438. 

—  Véase ;  Duda. 

Cláusula  nula.  —  La  cláusula  del  conocimiento  por  la  cual 
se  excluye  la  responsabilidad  del  buque,  por  baratería  y  culpa 
del  capitán  y  tripulación,  es  de  ningún  valor  (art.  1067  y  4076, 
Cód.  Com.  ant.).  (Siendo  de  orden  público  estas  disposiciones, 
no  es  permitido  anularlas  ó  modificarlas  por  la  convención, 
hasta  el  punto  de  autorizar  el  dolo  y  fraude  en  eV  comercio  ma* 
rítimo,  siendo  además  un  principio  de  derecho,  que  sobre  el 
dolo  no  es  permitido  pactar).  —  T.  53,  p.  58. 

—  Véase :  Conocimiento. 


CLA-COM  —  420  — 

Cláusula  penal.  —  Véase :  Ejecución;  Pena. 

Cobro  de  honorarios.  —  Véase  :  Incidente, 

Cobro  de  seguro.  —  Véase  :  Póliza  de  seguro. 

Código  Penal  de  Buenos  Aires.  —  Véase  :  Derecho  común. 

Cohecho.  —  El  medio  probatorio  de  él,  establecido  por  la  ley  6*, 
título  9"*,  libro d<^,  Recopilación  Castellana,  es  excepcional  y  su- 
pletorio de  la    prueba  regular  y  cumplida.  — T.  4^  p.  353. 

—  Es  prueba  regular  y  ordinaria  la  que  resulta  de  declaracio- 
nes singulares,  siendo  intachables  los  testigos^  acumulativa  la 
singularidad,  y  robustecidas  aquellas  poi*  una  ó  más  presun- 
ciones. —  T.  1 ,  p.  353. 

—  El  que  promete  una  suma  de  dinero  á  un  empleado  nacional 
con  el  objeto  de  cooperar  á  un  contrabando,  comete  el  delito 
de  cohecho,  y  es  penado  con  multa  igual  al  triple  del  valor  de 
la  promesa  (arts.  75  y 78, Ley  Penal).  —  T.  44,  p.  249. 

—  Este  delito  es  castigado  con  el  pago  del  triple  de  la  dádiva, 
deducidos  los  días  de  prisión  preventiva  á  razón  de  cuatro 
pesos  diarios  (arts.  75  y  78,  Ley  Penal).  —  T.  59,  p.  47. 

Colegios  nacionales. ^Toda  corrección  corporal  está  excluida 
de  los  reglamentos  que  rigen  los  establecimientos  nacionales  de 
educación.  Las  lesiones  que  con  motivo  de  una  corrección  se 
infieran  á  un  alumno^  son  pasibles  de  pena.  —  T.  33,  p.  294. 

Comerciante.  —  No  lo  es  el  que  no  está  inscripto  en  la  ma- 
trícula de  comercio  (art.  4,  5  y  32,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  7, 
p.  397. 

-*  Es  responsable  de  los  fraudes  cometidos  por  sus  dependien- 
tes en  el  despacho  de  sus  mercaderías  en  las  oficinas  de  adua- 
na.—T.  45,  p.  440. 

—  £1  comerciante  fallido  puede  ser  procurador  de  un  tercero, 
en  pleito  que  no  tenga  relación  con  su  quiebra  (art.  4535, 
Cód.  Com.  ant.;  arts.  4460, 4870 y  1896,  Cód.  Civ.).—T.  34,  p.  98. 

—  Véase  :  Conservación  de  libros. 
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Comercio.  —  La  reglamentación  del  comercio  interno  de  una 
provincia,  corresponde  á  la  provincia  misma. — T.  H,  p.  5. 

—  Véase :  Navegación, 

Comercio  marítimo.  —  Pertenece  á  éste,  la  carga,  descarga  y 
estiva  de  mercaderías  para  la  exportación  á  bordo  de  buques. 

—  T.  28,  p.  360. 

—  No  pertenece  á  él,  el  despacho  de  efectos  desembarcados  en 
la  aduana.  —  T.  44,  p.  245. 

—  Véase :  Justicia  federal . 

Comisión.  —  La  usual  en  las  negociaciones  de  alfalfa,  durante 
la  guerra  del  Paraguay,  era  la  de  20  pesos  moneda  corriente 
por  tonelada,  ó  eH  °/o  á  opción  del  corredor,  y  pagadera  por 
mitad  entre  comprador  y  vendedor.  La  de  íletamentos  de  bu- 
ques con  destino  al  Paraguay,  era  la  de  5  7o>  pagadera  por  el 
fletante.  —  T.  10,  p.  225. 

—  La  que  se  debe  al  corredor,  concluido  el  negocio,  es,  no 
existiendo  convenio  especial,  la  que  sea  de  práctica  en  casos 
usuales.  —  T.  40,  p.  225. 

—  Un  contrato  de  comisión  se  considera  concluido  y  chance- 
lado,  probando  el  comisionista  que  devolvió  al  comitente  los 
objetos  encomendados.  —  T.  41,  p.  302. 

-*-  El  encargado  para  pesar  y  recibir,  cumple  con  el  encargo 
pesando  y  recibiendo  lo  que  se  le  entrega.  Cumplido  el  encar- 
go y  no  objetada  en  tiempo  la  operación  del  pesador,  se  le  debe 
la  comisión  convenida  y  los  intereses  de  su  importe  desde  el 
día  de  la  demanda.  —  T.  17,  p.  258. 

—  El  hecho  esencial  que  constituye  la  comisión  y  la  distingue 
del  mandato,  es  que  la  operación  de  comercio  determinada  en 
el  mandato,  se  haga  y  concluya  á  nombre  del  comisionista  (art. 
335,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  18,  p.  182. 

—  Por  las  ventas  que  no  se  han  verificado  no  corresponde  al 
martiliero  comisión  alguna,  máxime  si  así  también  se  convino. 

—  T.  21,  p.  519. 
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Comisión. — Este  cootrato  sobre  suma  mayor  de  doscientos  pe- 
sos fuertes,  debe  ser  hecho  por  escrito.  Declarando  el  deman- 
dante que  el  contrato  fué  verbal,  y  negando  su  existencia  e 
demandado,  éste  debe  ser  absuelto  si  aquel  no  acompaña  algún 
principio  de  prueba  por  escrito  (art.  301^  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  23,  p.  495. 

—  £1  importe  de  la  comisión  de  cobranza,  que  se  reconoce  de- 
ber, debe  ser  ñjado  por  peritos,  cuando  no  se  justifica  estipu- 
lación especial  al  respecto.  —  T.  40,  p.  336. 

—  El  encargado  de  una  venta  que  no  se  ha  llevado  á  cabo,  sin 
culpa  ni  dolo  del  mandante,  no  tiene  derecho  á  exigir  de  éste 
la  comisión  ó  retribución  estipulada.  —  T.  44,  p.  66. 

Comisióii  de  garantía.  —  Para  establecer  que  la  comisión  de 
corretaje  y  venta^  comprende  la  de  garantía^  no  es  necesario 
que  esto  se  exprese  textualmente  en  las  cuentas ;  basta  que  re- 
sulte de  las  circunstancias  de  la  causa  (art.  360^  Gód.  Com.  ant.). 

—  T.  47,  p.  449. 

Comisionista.  —  En  las  consignaciones,  es  el  único  obligado 
por  las  omisiones  en  el  cumplimiento  de  los  reglamentos  fis- 
cales aplicables  á  las  negociaciones  que  se  le  confian  (art.  337 
y  348,  Cód.  Com.  ant,).  —  T.  2,  p.  340. 

—  Recibiendo  un  comisionista  instrucción  para  recibir  el  car- 
gamento de  un  buque,  y  además  la  orden  de  no  pagar  el  flete 
sino  en  el  caso  de  entregarse  completa  la  carga,  debe  contes- 
tar por  su  comitente  la  demanda  que  se  entabla  sobre  cobro 
de  esos  fletes.  —  T.  2,  p.  395. 

—  Si  los  efectos  consignados  llegasen  en  mal  estado,  es  deber 
del  comisionista  hacer  constar  en  forma  legal  el  verdadero  ori- 
gen del  daño  y  hacerlo  saber  al  comitente.  La  omisión  de  este 
deber  obliga  al  comisionista  á  responder  de  los  efectos  en  los 
términos  designados  por  el  conocimiento  (art.  352  y  353,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  43. 

—  Si  los  efectos  se  deterioran  por  culpa  de  éste,  él  debe  al  co- 
mitente la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  los  que  con- 
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sisten  en  la  diferencia  entre  el  precio  obtenido  por  el  articulo 
deteriorado  y  el  corriente  en  plaza  por  el  mismo  artículo  en 
buena  condición.  —  T.  12,  p.  43. 

ComisioaisU.  —  La  obligación  de  obrar  como  en  negocio  propio 
que  el  Código  de  Comercio  (antiguo)  impone  á  los  comisionistas, 
importa  emplear  la  diligencia  y  celo  compatibles  con  el  objeto 
de  conseguir  la  más  rápida  y  provechosa  realización  para  el  co- 
mitente. Esta  obligación  es  todavía  más  estricta  cuando  el  arti- 
culo es  susceptible  de  deteriorarse  (art.  Hi,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  12.  p.43. 

—  Queda  obligado  hacia  las  personas  con  quienes  contrata,  sin 
que  éstos  tengan  acción  alguna  directa  contra  el  comitente,  ni 
éstos  contra  aquellos  (art.  337,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  18, 
p.  182. 

—  Un  negocio  hecho  por  un  comisionista  lo  obliga  personal- 
mente, si  no  presenta  prueba  concluyente  que  obró  como  man- 
datario. —  T.  22,  p.  319. 

Comiso.  —  Con  arreglo  al  decreto  de  19  de  abril  de  1860,  cae  en 
comiso  el  valor  de  las  mercaderías  que  no  fueron  embarcadas 
no  obstante  haber  sido  declaradas  en  la  correspondiente  guía. 

—  T.  1,p.  45. 

—  Cae  en  él,  la  diferencia  de  valor  entre  lo  manifestado  y  lo  que 
resulta  al  tiempo  de  la  verificación.  —  T.  1,  p.  148. 

—  En  el  caso  de  haberse  manifestado  mayor  número  de  mer- 
caderías que  las  realmente  introducidas,  el  error  evidente- 
mente inculpable  autoriza  á  minorar  la  pena  por  los  reglamen- 
tos de  aduana  establecidos  con  arreglo  al  decreto  de  1*  de 
septiembre  de  1859,  por  analogía  de  lo  dispuesto  en  los  casos 
sujetos  á  las  penas  de  comiso  y  dobles  derechos,  según  el  ci- 
tado decreto.  —  T.  1,  p.  378. 

—  Manifestado  un  artículo  expresando  una  de  sus  diferentes 
calidades,  por  tener  el  mismo  avalúo,  si  por  una  nueva  tarifa 
se  ha  asignado  un  distinto  aforo,  el  comerciante  debe,  al  pedir 
su  despacho,  expresar  la  diferencia  de  calidad,  bajo  pena  de 
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comiso  por  la  parte  cuya  calidad  tiene  mayor  avalúo  de  la  ex- 
presada en  los  permisos  de  despacho.  El  comiso,  sin  embargo, 
no  puede  extenderse  á  la  parte  del  artículo  que  queda  en  de- 
pósito^ y  cuyo  despacho  no  lo  ha  pedido.  —  T.  1,  p.  436. 

Comiso.  —  Cuando  el  exceso  pasa  del  ocho  por  ciento,  entre  lo 
manifestado  en  el  despacho,  y  lo  que  resulta  de  la  verificación 
de  los  artículos,  tiene  lugar  la  pena  de  comiso  (Decreto  de  17  de 
abril  de  1865).  —  T.  2.  p.  64. 

—  £1  error  inocente  en  materia  de  aduana,  no  aprovecha  al 
interesado,  pues  por  la  legislación  aduanera  y  jurisprudencia 
de  los  tribunales,  el  error  no  exonera  de  pena. — T.  2,  p.  64  y  72. 

—  Si  bien  hay  casos  en  que  puede  mitigarse  la  pena  de  comiso, 
como  cuando  se  ha  rectificado  el  manifiesto  antes  de  pedirse 
el  despacho,  con  todo,  no  entra  en  esta  categoría  el  caso  en 
que  no  haya  ninguna  circunstancia  que  demuestre  la  inocencia 
del  error,  y  cuando  éste  no  puede  descubrirse  á  simple  vista. 
—  T.  2,  p.  64  y  72. 

—  En  caso  de  imponerse  á  los  cómplices  la  pena  de  comiso,  de 
que  habla  el  artículo  4092  de  las  ordenanzas  de  Aduana  anti- 
guas, debe  dividirse  entre  ellos  y  no  aplicarse  en  el  todo  á  cada 
uno.  — T.  5,  p.  349. 

—  La  omisión  de  frutos  en  el  manifiesto  general  de  aduana,  da 
lugar  á  la  pena  de  comiso,  que  el  administrador  general  con- 
muta en  la  de  dobles  derechos  (art.  4422,  Ord.  ant.).  —  T.  48, 
p.  24. 

—  La  pena  que  imponen  las  Ordenanzas  de  Aduana  al  exceso 
entre  las  mercaderías  manisfestadas  v  las  introducidas,  es  la 
de  comiso  (art.  930.  Ord.).— T.  49,  p.  273. 

—  Las  mercaderías  no  manifestadas  en  el  manifiesto  general 
del  buque,  y  desembarcadas  en  horas  y  costas  inhábiles,  caen 
en  comiso.  Los  conductores  de  ellas  sufren  una  multa  igual  á 
su  vaior  (art.  890,905,4023  y  4024,  Ord.).— T.  49, p.  292. 

—  Caen  en  él,  las  mercaderías  introducidas  sin   el  correspon- 
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diente  permiso  de  despacho  (art.  4092,  Ord.  ant.).  — T.  20,  p. 
344. 

Comiso. — Ud  reembarco  simulado  de  mercaderías  que  se  intro- 
ducen en  plaza,  defraudando  los  derechos  fiscales,  es  penado 
con  el  comiso  de  ellas  (art.  4091  y  4092,  Ord.  ant.,  y  4025  y  4026, 
Ord.).— T.  24,  p.  444  y  4  50. 

—  Los  errores  del  manifiesto  que  pueden  pasar  desapercibidos, 
traen  la  pena  de  comiso. — T.  24,  p.  605. 

—  La  omisión  en  el  manifiesto  general,  de  una  partida  de 
mercaderías  en  tránsito,  puede  traer  la  pena  de  comiso  ó  la  de 
dobles  derechos. —  T.  24,  p.  609. 

—  Las  mercaderías  no  manifestadas,  ni  salvadas  en  tiempo  en 
los  manifiestos,  caen  en  comiso.  No  es  tiempo  ya  de  salvarlas, 
cuando  la  Aduanaba  encontrado  el  exceso  ó  ha  principiado  la 
verificación  para  hallarlo  (art.  905  y  984 ,  Ord.).—  !.  22,  p.  54 . 

—  Cae  en  comiso  el  valor  manifestado  de  menos  sobre  un  ar* 
ticulo  enunciado  con  una  clasificación  de  aforo  menor  del  que 
corresponde,  incurriendo  además  el  dueño  del  artículo  en 
una  multa  igual  al  valor  del  comisado. —  T.  23,  p.  384. 

—  La  manifestación  intencional  de  la  mercancía,  con  una  clasi- 
ficación que  impone  la  mitad  de  los  derechos  á  pagarse,  es 
castigada  con  la  pena  de  comiso  (art.  930,  Ord.).  —  T.  24, 
p.  425. 

—  El  exceso  de  carga  no  declarado  en  el  manifiesto  general,  y 
adicionado  después  de  apercibido  y  denunciado  por  la  Adua- 
na, está  sujeto  á  la  pena  de  comiso  (art.  844,  854  y  905,  Ord.). 
—  T.25,  p.  262. 

—  Da  lugar  á  esta  pena,  el  exceso  no  tolerado  por  las  Ordenan- 
zas de  Aduana  en  las  mercancías  que  se  manifiestan  (art.  930, 
Ord.).— T.  28,  p,  353. 

—  La  diferencia  en  más  entre  la  carga  que  consta  en  los  cono- 
cimientos y  la  manifestada  en  la  guía  de  referencia,  importa 
una  infracción  penada  con  el  comiso  del  exceso  y  una  multa 
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'  igual  á  su  valor  en  contra  del  capitán  del  buque  (art.  637,  639 
y  1005,   Ord.).— T.  30,  p.  109. 

Comiso. — Da  lugar  á  esta  pena,  la  declaración  de  las  mercaderías 
manifestadas  de  menos  (art.  846, 905, 1 085  y  1 026,  Ord . ).— T.  30, 
p.  651. 

—  Caen  en  él,  las  mercaderías  descargadas  ó  cargadas  en  puerto 
ó  costa  inhábil,  y  las  que  existan  á  bordo  del  buque  fondeado 
en  lugar  indebido  (art.  890, 1023  y  1024,  Ord.).— T.  32,  p.  28 

—  La  manifestación  distinta  á  la  verdadera,  hecha  á  la  aduana 
para  el  despacho  de  mercaderías,  constituye  una  infracción 
prevista  y  penada  por  los  artículos  930, 1025  y  1026  de  las  Or- 
denanzas.— T.  33,  p.  54. 

—  Las  mercancías  fuera  de  manifiesto,  desembarcadas  en  lan- 
chas, caen  en  comiso  (art.  838,  847,  905  y  907,  Ord.).—  T.  34, 
p.  16y  18. 

—  Las  mercaderías  no  comprendidas  en  el  manifiesto  y  encon- 
tradas á  bordo  después  de  la  descarga,  caen  en  comiso,  de- 
biendo el  capitán  pagar  otro  tanto  de  la  multa  impuesta  (art. 
1025,  1026  y  924,    Ord.).  — T.  34,  p.  30. 

—  Solicitado  el  trasbordo  de  mercaderías  con  destino  á  un 
puerto  extranjero  y  resultando  que  las  desembarcadas  en  dicho 
puerto  no  son  las  mismas,  procede  el  comiso,  y,  en  su  lugar, 
el  pago  del  valor  de  las  mercaderías  y  de  los  derechos  fiscales 
(art.  1025  y  1026,    Ord.).— T.  34,  p.  357. 

—  No  resultando  circunstancias  que  hayan  podido  inducir  al 
interesado  en  error  involuntario  y  evidente,  procede  el  comisr» 
del  exceso  encontrado  sobre  las  mercaderías  manifestadas 

art.  930  y  1058,  Ord.).  —  T.  35.  p.  362. 

—  El  error  en  la  designación  de  las  marcas  de  los  bultos  maní-* 
festados,  es  de  los  que  no  pueden  pasar  desapercibidos  para  la 
aduana,  y  no  da  lugar  á  la  declaración  de  comiso.  —  T.  35, 
p.  406. 

—  Las  mercaderías  extranjeras  con   permiso  de  tránsito,  que 
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mediante  un  trasbordo  simulado,  se  introducen  sin  pagar  de- 
recho, caen  en  comiso,  y  los  culpables  deben  abonar  in  soH- 
dum  su  importe^  al  precio  de  tarifa,  en  la  fecha  de  su  introduc- 
ción,  con  más  los  derechos  que  se  dejaron  de  pagar  (art.  1020, 
Ord.).  —  T.  36,  p.  83. 

Coiiiistt« — Caen  en  él  las  mercaderías  que,  resultando  ser  distintas 
y  sujetas  áderechos  mayores  que  las  manifestadas,  habrían  sido 
introducidas  á  plaza  como  tales,  si  no  se  hubiese  practicado 
la  verificación.  —  T.  38,  p.  404. 

—  Cae  en  comiso  el  contenido  de  un  bulto  indebidamente  de- 
clarado  en  la  guía  con  materiales  distintos  de  los  traídos  en  él 
(art.  4025,  Ord.).  —  T.  41,  p.  224. 

—  Da  lugar  á  esta  pena,  la  falsa  declaración  respecto  de  la  es- 
pecie. La  presentación  de  un  escrito  de  adición  hecha  con 
posterioridad  al  parte  relativo  á  la  infracción,  no  puede  eximir 
de  dicha  pena  (art.  930,  ürd.).  —  T.  44,  p.  3U. 

—  Las  mercaderías  descargadas  sin  estar  expedido  el  alije  del 
buque,  caen  en  comiso,  y  en  su  defecto  debe  pagarse  el  valor 
de  las  mismas,  calculado  por  el  de  tarifa,  con  más  los  derechos 
adeudados  (art.  899,  Ord.).—  T.  44,  p.  449. 

—  Los  equipajes  y  mercaderías  que  se  desembarcan  y  mantie- 
nen en  lanchas  durante  algunos  días  fuera  del  control  de  la 
aduana,  y  sin  hacerse  presentación  inmediata  de  ellos  al  Res- 
guardo, caen  en  comiso,  y  el  dueño  de  las  lanchas  incurre  en 
una  multa  igual  al  valor  de  los  efectos  comisados  (art.  499,  sig. 
y  836  y  899,  Ord.).  —  T.  43,  p.  7. 

—  Confirmada  la  resolución  administrativa  sobre  comiso,  y  de- 
vueltos los  autos  á  la  aduana,  no  es  ésta  la  estación  oportuna 
para  oponer  la  excepción  de  deterioro  de  la  cosa  secuestrada, 
al  efecto  de  eximirse  del  pago  de  la  diferencia  entre  el  produc- 
to de  ésta,  y  el  valor  de  la  multa  impuesta.  —  T.  44,  p.  262. 

—  Caen  en  comiso  las  mercaderías  que  de  la  verificación  del 
despacho  resultan  de  una  especie  distinta  de  la  declarada,  suje- 
tas á  derechos  mayores  (art.  920  y  1 054,  Ord.).  —  T.  47,  p.  24  4 . 
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Comiso. — Las  mercaderías  traídas  indebidamente  en  calidad  de 
equipaje  y  no  manifestadas  caen  en  comiso  (art.  905,  Ord.)* — T. 
47.  p.  302. 

—  Los  excesos  encontrados  sobre  las  mercaderías  manifesta- 
das, caen  en  comiso  (art.  930,  Ord.).  — T.  48,  p.  542. 

—  La  rectificación  de  errores  antes  de  pedir  el  despacho  délas 
mercaderías,  y  sin  que  se  pruebe  haberse  hecho  después  de 
comenzada  la  verificación,  exime  de  la  pena  de  comiso  (art. 
980  y  981,  Ord.).  —  T.  48,  p.  407. 

—  La  nacionalización  de  bultos,  que  resultan  haber  sido  de 
tránsito  desde  el  extranjero,  da  lugar  á  la  pena  de  comiso.  — 
T.  48,  p.  433. 

—  La  diferencia  en  las  mercaderías  manifestadas,  que  supera 
el  exceso  tolerado  por  las  ordenanzas  de  aduana,  es  sujeta  á 
comiso  (art.  930  y  1054.  Ord.).  —  T.  49,  p.  378. 

—  La  sentencia  declarando  el  comiso  de  mercaderías  que  duran- 
te el  juicio  fueron  entregadas  bajo  fianza,  se  cumple  pagando 
el  valor  íntegro  de  las  mismas,  [conforme  al  aforo  hecho,  sin 
deducción  de  lo  abonado  por  derechos  fiscales,  y  en  la  misma 
moneda  en  que  se  han  pagado  éstos.  —  T.  54,  p.  45. 

—  No  procede  la  pena  de  comiso  y  dobles  derechos,  en  los  ca- 
sos de  diferencias  que  han  sido  rectificadas  antes  de  ser  cono- 
cidas y  denunciadas.  —  T.  52,  p.  74. 

—  La  diferencia  de  especie  entre  el  manifiesto  de  despacho 
y  el  general,  no  puede  considerarse  como  un  error  evidente,  y 
da  lugar  á  la  pena  de  comiso  (arL  930  y  4054,  Ord.).  — 
T.  52.  p.  276. 

—  Cae  en  comiso  el  exceso  entre  las  mercaderías  encontradas 
y  las  manifestadas  (art.  930  y  4054,  Ord.).  —  T.  52,  p.  346. 

—  El  error  en  la  manifestación  de  las  mercaderías,  no  exime  de 
la  pena  de  comiso  respecto  de  las  manifestadas  de  menos  (art. 
905,  Ord.).  —  T.  53,  p.  88. 

—  La  falsa  manifestación  en  la  especie,  es  penada  con  el  comiso 
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de  la  diferencia  de  la  especie  (art.  930,  Ord.)  —  T.  54,  p.  537. 

Comiso. — Cae  en  comiso  el  exceso  en  cantidad  sóbrela  mercancía 
manifestada.  La  intervención  del  guarda  en  la  veriñcación,  no 
excusa  la  responsabilidad  del  interesado  (art.  408,  109,  930 
y  1054,  Ord.). —T.  55,  p.  107. 

—  La  medición  efectuada  sin  vicio  de  nulidad,  que  no  ha  po- 
dido verificarse  por  culpa  del  interesado,  debe  considerarse 
como  legitima  al  efecto  de  establecer  la  existencia  del  exceso 
sujeto  á  comiso  (art.  1039,  1040,  1041, 1053  y  1054,  Ord.).  — 
T.  56,  p.  326. 

~  £1  parte  verbal  que  se  pretende  hecho  antes  de  la  reforma 
del  despacho,  pedida  por  el  introductor  de  las  mercaderías, 
respecto  del  peso  ó  calidad  de  éstas,  no  da  lugar  á  la  pena  de 
comiso  (art.  1039,  Ord.)  .—  T.  57, p.  18. 

—  El  hecho  de  venir  las  mercaderías  no  manifestadas,  como  en- 
vueltas en  las  manifestadas,  tiene  que  ser  debidamente  pro- 
bado, para  declarar  el  comiso  de  estas  últimas.  La  sola  verifi- 
cación del  empleado  denunciante,  y  la  inspección  practicada 
después  de  cambiado  el  estado  de  los  bultos,  no  constituye 
prueba  legal.—  T.  57,  p.  82. 

—  Caen  en  él,  las  mercaderías  no  incluidas  en  el  manifiesto 
general  (art.  905,  1025  y  1037,  Ord.)—  T.  57,  p.  129. 

—  £1  exceso  sobre  lo  manifestado,  que  habría  podido  pasar  desa- 
percibido si  el  despacho  se  hubiese  hecho  en  confianza  ó  si 
para  la  verificación  se  hubiese  tomado  uno  de  los  bultos  cuyo 
contenido  estaba  conforme  con  lo  manifestado,  cae  en  comiso 
(art.  930  y  1054,  Ord.).  —  T.  57,  p.  275. 

—  Caen  en  comiso  los  frutos  del  país  que  se  embarquen  sin 
haber  obtenido  el  boleto  correspondiente  (art.  565  y  998, 
Ord.).  —  T.  58,  p.  266. 

—  Por  la  sola  declaración  del  empleado  denunciante^  no  puede 
darse  por  demostrado  que  las  mercaderías  no  manifestadas, 
vinieron  encubiertas  en  otro  artículo  manifestado,  y  declararse 
el  comiso  de  éste.  —  T.  58,  p.  418. 

9 
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Comiso. — Caen  en  comiso  las  mercaderías  introducidas  en  baúles 
con  ropa  de  uso  no  manifestadas  con  las  debidas  formalidades 
(art.  218.  Ord.).  —  T.  58,  p.  424. 

—  No  procede  contra  el  propietario  de  las  mercaderías  veni- 
das en  encomienda,  cuyo  despacho  se  solicitó  por  él,  expre- 
sando con  verdad  los  números,  marca  v  contenido  de  los 
bultos.  —  T.  59.  p.  75. 

—  La  rectificación,  intentada  después  de  haber  tenido  lugar  un 
principio  de  verificación,  no  autoriza  á  conmutar  la  pena  de 
comiso  incurrida  por  falsa  manifestación  (art.  981,  Ord.)-  — 
T.  59,  p.  193. 

—  Cae  en  comiso  el  exceso  sobre  las  mercaderías  manifes- 
tadas, aunque  se  haya  presentado  solicitud  de  adición,  si 
ésta  se  presentó  después  de  haber  habido  principio  de  verifi- 
cación (art.  930,  934,  1025  y  1027,  Ord.).  —  T.  60,  p.  5. 

—  El  embarque  de  frutos  del  país  sujetos  á  derechos  de  expor- 
tación, verificado  sin  haber  obtenido  el  boleto  correspondiente^ 
es  castigado  con  la  pena  de  comiso  de  los  frutos,  y  con  una 
multa  igual  á  su  valor  á  los  que  han  intervenido  en  la  opera- 
ción, sin  haber  cumplido  por  su  parte  con  las  obligaciones  que 
les  corresponde  (art.  998,  Ord.).  —  T.  60,  p.  195. 

—  Caen  en  él  las  mercaderías  no  manifestadas  por  error,  cuando 
esteno  ha  sido  salvado  antes  de  la  denuncia  (art.  905,  1054  y 
1058,  Ord.).  —  T.  60,  p.  411., 

—  Cae  en  comiso  el  exceso  sobre  las  mercaderías  manifestadas, 
si  no  se  ha  salvado  el  error  antes  de  concluirse  la  descarga  ó 
de  haber  sido  denunciado  (art.  846  y  905,  Ord.).  — T.  60,  p.  437. 

—  Los  errores  en  el  manifiesto  ó  su  traducción,  no  salvados  en 
tiempo,  son  castigados  con  la  pena  de  comiso  por  las  merca- 
derías manifestadas  de  menos,  salvo  las  que  pueden  reputarse 
como  útiles  del  buque  (art.  33  y  905,  Ord.).  — T.  60.  p.  443. 

—  La  introducción  y  expendio  de  mercaderías  extranjeras  sin 
el  despacho  de  aduana  y  pago  de  los  correspondientes  derechos, 
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hace  pasible  á  la  mercadería  importada,  de  la  pena  de  comiso 
(art.  4036,  Ord.).  —  T.  64,  p.  483. 

Comiso. — La  omisión  en  la  traducción  del  manifiesto  de  carga  y 
relación  del  rancho,  presentado  por  el  agente  de  una  barca,  hace 
pasibles  de  la  pena  de  comiso  los  artículos  omitidos  (art.  905, 
Ord.).  —  T.  64,  p.  393. 

—  Concedida  la  apelación  de  una  resolución  del  ministerio  de 
hacienda  en  asunto  de  aduana  sobre  comiso,  y  radicada  la 
causa  ante  el  juez  federal,  no  procede  la  devolución  del  expe- 
diente á  la  administración  de  aduana^  antes  de  que  el  juez  se 
expida  sobre  el  recurso  pendiente.  —  T.  64 ,  p.  395. 

—  El  error  en  el  manifiesto  de  despacho  que  pudo  pasar  desa- 
percibido con  perjuicio  de  la  renta  fiscal,  hace  incurrir  en  la 
pena  de  comiso. — T.  64,p.  414. 

—  Cae  en  comiso  el  exceso  entre  las  mercaderías  manifestadas 
en  la  copia  á  depósito,  y  las  importadas,  aunque  en  el  mani- 
fiesto general  no  resulte  dicho  exceso  (art.  342,  930  y  4025, 
Ord.).  —  T.  62,  p.  304. 

—  La  infracción  del  artículo  1023,  Ordenanzas  de  Aduana,  so- 
mete á  comiso  las  mercaderías  descargadas  ó  cargadas  y  las 
que  existen  á  bordo  del  buque;  no  al  buque  y  sus  aparejos 
(Véase:  Buque).  —  T.  62,  p.  352. 

—  Véase:  Capitán;  Contrabando;  Liquidación. 

Oompensación.  —  Dos  deudas  que  consisten  en  dinero,  y  son 
líquidas  y  exigibles^  pueden  ser  compensadas.  —  T.  6,  p.  424. 

—  Es  una  de  las  excepciones  que  puede  oponerse  á  la  ejecu- 
ción. —  T.  6,  p.  424. 

—  En  juicio  ejecutivo  no  puede  establecerse  la  compensación 
sino  con  créditos  líquidos  y  de  fuerza  ejecutiva  (art.  270,  Ley 
Proc).  —  T.  9,  p.  442. 

—  Para  que  sea  admitida  en  juicio  ejecutivo,  basta  que  sea  de 
crédito  líquido  y  que  resulte  de  documento  que  tenga  fuerza 
ejecutiva,  y  no  es  necesario  que  sea  de  crédito  endosable  (art. 
564  y  862,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  9,  p.   330. 
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Compensación. — Es  una  de  las  excepciones  que  puede  oponerse 
en  el  juicio  ejecutivo  (art.  270,  Ley  Proc).  —  T.  42,  p.  305. 

—  Puede  interponerse  con  un  pagaré  endosado  en  blanco  y  de- 
clarado reconocido  en  rebeldía  del  ejecutante  que  lo  firmó.  — 
T.  42,  p.  305. 

—  Con  documentos  simples  no  reconocidos  en  juicio,  no  se 
puede  interponer  compensación  en  un  juicio  ejecutivo.  —  T. 
43,  p.  42a. 

—  La  excepción  de  compensación  por  pago  hecho  al  endosante 
después  del  endoso,  no  puede  hacerse  valer  al  endosatario.  — 
T.  46,  p.485. 

—  No  está  comprendida  como  excepción  dilatoria  en  el  articulo 
73  de  la  Ley  de  Procedimientos.  —  T.  48,  p.  407. 

—  Esta  excepción  en  juicio  ejecutivo,  no  es  admisible  si  no  con- 
siste en  cantidad  liquida  y  exigible.  — T.  48,  p.  304. 

—  Para  que  proceda,  es  necesario  que  ambas  deudas  sean  sub- 
sistentes civilmente,  que  sean  liquidas,  exigibles  y  de  plazo 
vencido  (art.  820,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  4  49. 

—  No  puede  tener  lugar  cuando  se  pretende  hacer  con  el  cré- 
dito de  un  tercero,  aun  cuando  el  que  lo  alegue  tenga  poder  pa- 
ra cobrarlo  (art.  958,  Cód.  Com.  ant.  ;  art.  848,  Cód.  Civ.).  — 
T.  24,  p.  470. 

—  No  es  admisible  contra  un  título  ejecutivo,  si  no  se  funda  en 
otro  título  también  ejecutivo  (art.  270,  Inc.  5®,  Ley  Proc).  — 
T.  24,  p.  466. 

—  No  se  puede  compensar  una  deuda  reconocida  obligatoria, 
con  pagos  á  un  tercero  por  cuenta  del  acreedor,  hechos  sin  au- 
torización de  éste  y  sin  presentar  documento  fehaciente.  —  T. 
22,  p.  438. 

—  Son  compensables  los  créditos  declarados  en  una  sentencia 
recíprocamente  á  favordel  demandante  y  demandado.  — T.  22, 
p.  300. 

—  Las  sumas  no  liquidadas,  no  pueden  tomarse  en  considera- 


—  433  —  COM 

ción  para  admitir  la  compensación  de  ellas  en  juicio  ejecutivo. 
—  T,  22,  p.  352. 

Compensación. — Esta  excepción^  opuesta  en  juicio  ejecutivo, 
debe  resultar,  para  ser  admitida,  de  documento  ejecutivo  por 
cantidad  líquida  y  exigible  (art.  270,  Ley  Proc.).— T.  32,  p.  325. 

—  Contra  el  endosatario  de  un  pagaré  á  la  orden,  no  procede  la 
excepción  de  compensación  por  deuda  de  otra  persona  distinta 
de  su  primer  tenedor.  — T.  32,  p.  89. 

—  En  los  casos  de  compensación,  ésta  procede  también  entre 
las  deudas  cuyo  importe  se  ha  consignado,  siempre  que  la  con- 
signación no  haya  sido  aún  aceptada  ó  declarada  válida  (art. 
759,  818,  819  y  820,  Cód.  Civ.).  —  T.  37,  p.  H. 

—  No  puede  compensarse  la  deuda  al  pupilo  con  un  crédito  en 
contra  del  tutor,  y  menos  si  éste  no  es  liquido  y  exigible  (art. 
818  y  819,  Cód.  Civ.;  art.  270,  Ley  Proc.)  —  T.  44,  p.  43. 

—  Contra  el  cobro  ejecutivo  de  importe  de  alquileres,  es  admi- 
sible la  excepción  de  compensación  por  una  suma  determina- 
da, que  se  prueba  haber  sido  invertida  en  obras  de  urgencia 
que  eran  de  cargo  del  locador  (art.  1539,  inc.  3**,  y  1546,  Cód. 
Civ.).  —  T.  46,  p.  201. 

—  El  importe  de  amortización  é  intereses  vencidos,  adeudado 
al  Banco  Hipotecario  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  puede 
compensarse  con  el  de  cupones  de  plazo  vencido  de  las  cédu- 
las emitidas  por  dicho  banco  (art.  818  y  819,  Cód.  Civ.).  — T. 
51,  p.  247. 

—  No  es  admisible  esta  excepción  en  el  procedimiento  de  apre- 
mio (art.  315,  Ley  Proc).  —  T.  52,  p.  354. 

—  Sin  documento  igualmente  ejecutivo,  no  puede  oponerse  á 
la  ejecución  la  excepción  de  compensación  (art.  270,  Ley  Proc). 
—  T.  53,  p.263. 

—  Los  perjuicios  que  el  locatario  pueda  haber  sufrido  por  la 
desposesión  de  la  cosa,  no  pueden  fundarla  excepción  de  com- 
pensación en  el  juicio  ejecutivo  por  cobro  de  alquileres.  —  T. 
55,  p.  208. 
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Compensación.  —  Guando  dos  personas  por  derecho  propio 
reúnen  las  calidades  de  acreedor  y  deudor  recíprocamente,  las 
deudas  se  extinguen  con  fuerza  de  pago  en  tratándose  de  obli- 
gaciones líquidas,  exigíbles  y  de  plazo  vencido,  consistentes 
ambas  en  cantidades  de  dinero (art.  848,849  y820,  Cód.  Civ.). 
—  T.  57,  p.  326. 

—  Para  oponerse  á  ella,  es  menester  que  el  estado  de  insolven- 
cia reúna  los  caracteres  de  la  falencia  legal  á  que  se  refiere  el 
artículo  828  del  Código  Civil.  —  T.  57,  p.  326. 

—  El  que  se  opone  á  ella,  debe  demostrar  que  terceros  tengan 
y  hayan  deducido  derechos  que  les  autorice  para  oponerse 
legítimamente  á  la  compensación  (art.  822,  Cód.  Civ.).  —  T.  57, 
p.  326. 

—  El  deudor  del  flete  no  puede  compensar  deuda  con  lo  que 
personalmente  le  deba  el  capitán  (art. 818, ('ód.  Civ.).  —  T.  62, 
p.  75. 

—  Véase  :  Apoderado;  Moneda;  Préstamo  á  la  gruesa. 

Competencia. —  Las  causas  radicadas  ante  la  justicia  de  provin- 
cia, deben  fenecer  ante  ella  (art.  14,  Ley  Jurisd.). — T.  4,  p.  29. 

—  El  lugar  en  que  se  encuentra  el  procesado  y  en  que  se  han 
practicado  las  primeras  diligencias  de  la  causa  para  la  investi- 
gación del  crimen  y  aprehensión  de  sus  autores,  determina  la 
competencia  del  juez  (art.   3,  Ley  Jurisd.).  —  T.  4,  p.  32. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  criminales,  corresponde  a 
juez  del  lugar  en  donde  se  ha  cometido  el  delito.  —  T.  4 ,  p.  295. 

—  Un  extranjero  puede  ser  demandado  en  el  tenñtorio  de  la 
República,  si  en  ésta  ha  sido  celebrado  el  contrato  que  origina 
la  demanda,  y  existen  bienes  que  aseguren  el  cumplimiento  de 
las  sentencias  que  se  pronuncien  ;  mucho  más  si  el  extranjero 
ha  pedido  justicia  á  los  tribunales  territoriales,  contra  el  de- 
mandante, por  uno  de  los  contratos  que  da  motivo  ala  deman- 
da. (Aplicación  délos  principios  del  derecho  internacional). — 
T.  4,  p.  420. 

—  Es  regí  a  general  de  derecho  que  el  actor  debe  seguir  el  fuero 
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del  reo,  cuando  aquel  pretende  el  ejercicio  de  ia  jurisdicción 
contra  éste  ;  y  en  tal  caso,  es  el  juez  del  domicilio  del  deman- 
dado quien  debe  conocer  de  la  causa  (ley  39,  tít.  d,  part«  3»). 
—  T.  2,  p.  80. 

Competencia. — No  mediando  contrato,  acción  real  ó  alguna  otra 
circunstancia  que  limite  la  regla,  el  actor  debe  seguir  el  fuero 
del  reo,  pues  el  artículo  2  de  la  ley  nacional  de  44  de  septiembre 
de  4863,  ha  establecido  la  competencia  de  la  justicia  federal  en 
las  causas  entre  extranjeros  y  argentinos^  y  entre  vecinos  de 
distintas  provincias,  sin  estatuir  ni  alterar  en  nada  el  derecho 
común  sobre  las  causas  de  surtir  fuero.  —  T.  2,  p.  80. 

—  Siendo  las  partes  vecinos  de  distintas  provincias,  y  habién- 
dose perpetrado  el  delito  de  que  procede  la  acción  entablada, 
en  la  provincia  de  que  es  vecino  el  demandado,  el  juez  de 
ésta  es  preferido  por  la  ley  para  su  conocimiento.  — T.2,  p.  80. 

—  La  acción  de  despojo  entablada  por  un  extranjero  contra  un 
argentino  residente  en  Buenos  Aires,  en  razón  de  haberse  apo- 
derado de  artículos  provenientes  de  la  provincia  de  Corrien- 
tes, debe  ser  ejercitada  ante  el  juzgado  de  sección  de  Buenos 
Aires,  y  no  ante  el  de  Corrientes.  —  T.  3,  p.  33. 

— -  El  expediente  obrado  ante  juez  incompetente,  puede  ser  re- 
mitido original  al  juzgado  á  quien  corresponda  el  conocimien- 
to de  la  causa.  —  T.  3,  p.  334. 

—  No  puede  decirise  que  un  juzgado  ha  prevenido  en  el  conoci- 
miento de  una  causa,  si  las  personas  que  litigan  ante  uno  y 
otro  son  distintas,  aunque  sea  la  misma  la  cosa  litigada.  —  T. 
5,  p.  205. 

—  El  actor  debe  demandar  al  reo  en  el  lugar  de  su  domicilio, 
mucho  más  cuando  éste  es  también  el  lugar  del  contrato  y  del 
hecho  que  lo  motiva.  —  T.  6,  p.  313. 

—  El  actor  debe  demandar  al  reo  en  el  lugar  de  su  domicilio, 
cuando  no  existe  documento  en  que  conste  que  la  deuda  que 
se  cobra  debe  pagarse  en  otro  lugar.  — T.  6,  p.  474. 

—  No  negándose  que  un  asunto  es  emergencia  de  otro,  cuyo  co- 
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nocimiento  corresponde  á  los  tribunales  de  provincia,  debe 
aquél  también  ser  juzgado  por  éstos.  —  T.  7,  p.  43. 

Competencia.  —  Las  cuestiones  de  competencia  pueden  propo- 
nerse ocurriendo  al  juez  que  se  cree  competente  y  pidiéndole 
que  dirija  oficio  al  que  se  estima  no  serlo,  para  que  se  inhiba 
y  remita  el  expediente  (art.  45,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  69. 

—  £1  juez  competente  para  conocer  de  la  demanda  lo  es  tam- 
bién de  la  reconvención,  aunque  ésta  no  pueda  ser  entablada 
ante  él  como  acción  principal  (ley  32,  tlt.  2,  part.  3*.).  —  T.  8, 
p.  468. 

—  La  justicia  que  es  competente  para  conocer  del  delito,  lo  es 
para  conocer  de  las  prestaciones  civiles.  —  T.  8,  p.  486. 

—  El  juez  del  lugar  del  contrato  es  competente  para  conocer 
en  la  demanda  sobre  su  ejecución,  aunque  no  sea  ese  lugar  el 
del  domicilio  del  deudor  (ley  32,  tft.  3,  part.  3^;  ley  2,  tít.  24, 
lib.  4,  N.  R).  —  T.9,  p.  402. 

—  Los  buques  nacionales  aunque  se  hallen  afectados  al  cum- 
plimiento de  obligaciones  contraídas  en  el  país,  dejan  de  estar 
bajo  la  jurisdicción  de  los  jueces  argentinos,  desde  que  no  se 
encuentran  en  los  puertos  de  la  República,  y  pueden  ser  ejecu- 
tados en  el  país  donde  se  hallan  con  arreglo  á  sus  leyes  por 
deudas  contraídas  ó  hechos  que  se  verifiquen  en  aquel  lugar. 
Los  acreedores  que  pretenden  privilegios  para  ser  pagados  con 
el  valor  del  buque,  deben  concurrir  al  lugar  de  la  venta  á  dedu- 
cir sus  acciones.  — T.  9,  p.  447. 

—  Estando  legalmente  inhibido  un  juez  de  sección,  el  conoci- 
miento de  la  causa  corresponde  al  más  inmediato  (art.  36,  Ley 
Proc).  —  T.  9,  p.  450  y  170. 

—  El  juez  del  lugar  elegido  para  la  ejecución  de  un  acto  de  co- 
mercio, es  competente  para  conocer  de  la  gestión  sobre  cum- 
plimiento del  contrato,  y  no  el  del  domicilio  del  demandado. 
—  T.  9,  p.  280. 

—  La  ley  4,  título  3,  partida  3*,  al  declarar  que  nadie  está  obli- 
gado á  responder  en  juicio  ante  otro  juez  que  el  del  lugar  de  su 


—  137  —  COM 

domicilio,  se  refiere  á  los  diferentes  distritos  judiciales  en  que 
se  halla  dividida  una  nación.  —  T.  9,  p.  350. 

Competencia.  —  Es  un  principio  de  derecho  internacional  que  el 
poder  judicial  de  un  Estado  se  extiende  á  todos  los  casos  que  ver- 
sen sobre  acciones  personales,  cualesquiera  que  sf^an  las  partes 
interesadas  en  el  juicio  y  cualquiera  que  sea  el  lugardonde  nació 
la  acción,  salvo  las  limitaciones  que  pongan  las  leyes  de  cada 
país.  Con  mayor  razón,  tratándose  de  actos  celebrados  en  la 
República  para  tener  ejecución  en  ella.  —  T.  9,  p.  350. 

—  Tratándose  del  cumplimiento  de  una  obligación  contraída  á 
favor  de  vecinos  de  provincia  distinta  á  la  del  obligado,  y  en 
que  se  ha  establecido  como  especial  para  el  cumplimiento  el 
domicilio  de  los  acreedores,  el  juez  competente  es  el  de  la  sec- 
ción donde  éstos  residen.  —  T.  9,  p.  360. 

—  La  jurisdicción  del  juzgado  que  conoce  de  un  concurso  ó  jui- 
cio de  partición  de  herencia,  es  universal  y  avocaá  sí  el  conoci- 
miento de  todas  las  acciones  que  contra  él  se  promuevan  ó 
existan  en  tela  de  juicio  ante  otros  juzgados.  —  T.^9,  p.  545. 

—  Terminado  el  juicio  de  quiebra,  las  acpiones  que  los  anti- 
guos acreedores  entablen  contra  el  deudor,  pueden  llevarse 
ante  cualquier  justicia,  á  cuyo  fuero  correspondan;  pues  el 
fallido  entra  en  la  libre  administración  de  sus  bienes^  habili- 
tado para  continuar  su  giro  y  constituido  de  nuevo  en  una 
personalidad  independiente  de  ese  juicio  universal.  — T.  40, 
p.  7. 

—  Existiendo  concurso  pendiente  corresponden  siempre  al  cono- 
cimiento de  los  tribunales  de  provincia,  las  acciones  contra  el 
fallido,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  ó  vecindad  de  las 
personas.  —  T.  40,  p.  7. 

—  Los  delitos  comunes  cometidos  dentro  del  territorio  de  una 
provincia,  corresponden  al  conocimiento  de  los  tribunales 
provinciales,  cualquiera  que  sea  la  nacionalidad  del  acusado. 
—  T.  40,  p.  20. 

—  Apelado  un  auto  en  una  parte  y  consentido  en  la  otra  que 
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ordena  el  nombramiento  de  contadores,  el  juez  que  lo  dictó 
puede  proveer  sobre  éste.  —  T.  40,  p.  400. 

Competencia. — No  habiéndose  promovido  acción  alguna  deter- 
minada,  no  hay  mérito  para  declarar  la  competencia  de  los 
tribunales  federales  para  conocer  en  ella.  —  T.  40,  p.  474. 

—  Guando  los  efectos  del  contrato  consisten  en  una  concesión 
hecha  por  un  gobierno  extranjero,  y  la  acción  intentada  no 
comprende  derecho  real  alguno  sobre  ella,  no  puede  el  deman- 
dante ocurrir  á  la  jurisdicción  del  lugar  donde  se  ha  hecho  la 
concesión,  porque  seria  menester  entonces  constituir  para  las 
acciones  personales  un  forwm  rei  sitae,  lo  que  es  inadmisible 
según  los  principios  de  derecho  que  rigen  esta  materia  (Savig- 
ny,  Traüé  de  Droit  Romain,  tomo  8,  páginas  229  y  283).  — 
T.  44,  p.  80. 

—  Aunque  el  contrato  de  sociedad  deba  cumplirse  en  el  extran- 
jero, la  demanda  hecha  por  el  socio  no  ostensible  que  pide 
ser  declarado  socio,  puede  entablarse  ante  los  tribunales  ar- 
gentinos, si  el  demandado  tiene  su  domicilio  en  la  República 
(art.  4246,  Cód.  Civ.;.  —  T.  41,  p.  80. 

—  En  una  demanda  fundada  en  substracción  fraudulenta  de 
mercaderías  que  se  pretende  reivindicar,  es  competente  el 
juez  del  lugar  donde  ellas  se  encuentren  (Ley  32,  tit.  2,  part.  3^, 
casos  44  y  42).  —  T.  44,  p.  284. 

—  La  de  los  jueces  de  sección  para  conocer  de  los  delitos  de 
falsedad  y  defraudación  de  rentas,  debe  ser  incitada  por  el 
Poder  Ejecutivo,  tratándose  de  agentes  suyos.  El  juez  que  no 
se  detiene  ante  esta  consideración  prejudicial,  comete  un  exce- 
so de  poder  y  viola  expresamente  la  disposición  del  artículo 
83  déla  ley  número  428,  de  43  de  octubre  de  4870,  sobre 
contabilidad.  —  T.  44,  p.  365. 

—  £1  lugar  donde  debe  tener  su  cumplimiento  el  contrato, 
según  lo  indica  la  naturaleza  de  las  obligaciones  en  él  conte- 
nidas, es  upa  de  las  causas  para  surtir  fuero  (art.  4242,  Cód. 
Civ.).  —  T.  42,  p.  41. 
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Competencia. — Corresponde  á  los  tribunales  provinciales  el  co- 
nocimiento de  las  falsedades,  injurias  ó  calumnias  que  pudieran 
haberse  consignado  en  las  protestas  contra  e1ecci(mes,  á  instan- 
cia de  los  agraviados,  y  no  .de  cualquier  ciudadano  (art.  404, 
Const.  Nac;  tít.  6,  Ley  Penal;  art.  3,  Ley  Jurisd.).— T.  12,  p.  40. 

—  Los  tribunales  de  provincia  no  son  competentes  para  cono- 
cer de  pleitos  sobre  propiedad,  cuando  en  ellos  se  encuentra 
interesado  el  Fisco  Nacional.  —  T.  12,  p.  206. 

—  Todas  las  cuestiones  cuya  resolución  pueda  afectar  al  Fisco 
Nacional,  son  de  la  competencia  de  los  tribunales  de  la  Na- 
ción (incisos  5  y  6,  art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  12,  p.  206. 

—  Los  tribunales  de  provincia  son  competentes  para  conocer 
de  demandas  sobre  fletes  de  lanchas  empleadas  en  la  des- 
carga de  buques  anclados  dentro  de  puertos.  — T.  12,  p.  233 

—  £1  inciso  primero  del  artículo  12  de  la  ley  de  14  de  septiem- 
bre de  1863,  negando  el  derecho  de  llevar  ante  los  tribunales 
de  la  Nación,  los  juicios  universales  y,  por  consiguiente,  los 
de  concurso^  no  atribuye  por  eso  al  juez  del  concurso  indistin- 
tamente todos  los  asuntos  del  fallido,  sujetos  á  la  jurisdicción 
nacional.  —  T.  12,  p.  363. 

—  Las  palabras  del  articulo  1 536  del  Código  de  Comercio  antiguo, 
no  se  refieren  á  los  asuntos  judiciales  del  fallido,  sino  á  los 
créditos  del  fallido,  ni  deben  nunca  interpretarse  en  menos- 
cabo de  una  jurisdicción  de  orden  distinto  y  excluyente  de 
toda  olra  por  la  Constitución  y  la  ley.  —  T.  12,  p.  363. 

—  En  las  acciones  personales,  es  competente  el  juez  del  domi- 
cilio del  demandado.  —  T.  12,  p.  425. 

—  El  conocimiento  de  la  ejecución  de  un  laudo  sobre  cuestio- 
nes sociales,  seguida  de  común  acuerdo  ante  la  justicia  de 
provincia,  debe  continuarse  ante  ella,  aunque  entre  dichas 
cuestiones  se  comprenda  una  referente  á  la  propiedad  de  un 
vapor.  —  T.  13,  p.  57. 

—  La  jurisdicción  competente  para  conocer  de  una  causa,  lo 
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es  también  para  resolver  las  cuestiones  incidentales  que  se 
ligan  con  ella.  —  T.  44,  p.  80. 

Competencia.— El  juez  que  conoce  en  un  juicio  de  concurso  debe 
conocer  también  de  la  reconvención  que  deduzca  el  síndico 
contra  uno  de  ios  acreedores,  aunque  éste  sea  extranjero  (art. 
Í2,  inc.  4«y  4%  Ley  Jurisd.).  ■— T.  44.  p.  452. 

—  Los  jueces  de  sección  pueden,  según  el  articulo  62  de  la 
Constitución  Nacioual,  levantar  un  sumario  para  averiguar  la 
verdad  de  un  hecho  criminal  de  jurisdicción  nacional  que  se 
impute  á  un  miembro  del  Congreso.  —  T.  44,  p.  223. 

—  En  el  caso  de  ser  demandada  una  sociedad  á  la  que  se  ha 
formado  un  concurso,  el  juez  competente  para  conocer  de  la 
causa  es  eijuez  provincial  de  comercio,  aunque  ésta  correspon- 
da por  razón  de  la  materia  á  la  jurisdicción  de  los  tribunales 
nacionales  (art.  42,  Ley  Jurisd.).  —  T.  44,  p.  388. 

—  Eijuez  de  sección  que  ha  prevenido  en  el  conocimiento  de 
una  causa  en  la  que  es  competente  por  razón  de  las  personas, 
ordenando  un  embargo  de  un  fundo  hipotecado,  es  el  único 
competente  en  todas  las  demás  cuestiones  ejecutivas  que  se  sus- 
citen sobre  el  mismo  bien  embargado,  aunque  por  razón  de  la 
materia  y  de  ias  personas  puedan  ser  de  la  competencia  de 
los  tribunales  provinciales.  — T.  44,  p.  394. 

—  Habiéndose  convenido  en  la  póliza  de  seguro  que  toda  cues- 
tión sería  resuelta  por  arbitros,  no  puede  ocurrirse  ante  los 
jueces  de  derecho  entablando  demanda  por  cobro  del  seguro. 
—  T.  45,  p.  23. 

—  Los  crímenes  cometidos  en  los  territorios  nacionales  de- 
ben ser  juzgados  por  eijuez  de  sección  más  inmediato  (art. 
3,  inc.  2o,  Ley  Jurisd.).  —  T.  45,  p.  80. 

—  La  acción  que  no  se  deduce  contra  la  testamentaría,  sino  per- 

* 

sonalmente  contra  un  heredero,  puede  ser  llevada  á  los  tribu- 
nales nacionules,  siendo  éstos  competentes  en  razón  de  las. 
personas. —  T.  45,  p.  420. 

—  No  puede  establecerse  sobre  juicios  fenecidos,  porque  fal- 
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ta  el  caso  que  reclame  el  ejercicio  del  poder  judicial.  —  T. 
45,  p.  222. 

Competencia. — Tratándose  de  bienes  de  la  sociedad  conyugal  y 
no  estando  ésta  disuelta,  debe  tenerse  en  consideración  la 
naturaleza  del  marido  para  determinar  la  competencia. — T.  45, 
p.  233. 

—  El  juzgamiento  de  los  crímenes  comunes  cometidos  por  in- 
dividuos particulares,  que  no  tienen  grado  militar  ni  pertene- 
cen al  ejército,  aun  cuando  se  encuentren  desempeñando  una 
comisión  militar,  no  corresponde  al  consejo  ¿e  guerra,  si- 
no á  la  justicia  ordinaria  provincial.  Aunque  el  delincuente 
sea  militar,  no  habiéndose  cometido  el  delito  dentro  de  cuartel 
ni  en  campamento,  cae  bajo  la  jurisdicción  ordinaria.  — T. 
46^  p.  64. 

—  Los  jueces  competentes  para  conocer  de  la  acusación  con- 
tra un  ciudadano  por  actos  practicados  en  desempeño  de  un 
empleo  provincial,  son  los  de  la  provincia.  — T.  46,  p.  64. 

—  En  las  acciones  reales,  es  competente  el  juez  del  lugar,  don- 
de se  halla  la  cosa  demandada,  prescindiendo  del  domicilio  de 
los  demandados  (ley  32,  tít.  2.  part.  3*).  —  T.  46,  p.  344. 

—  El  juez  de  la  demanda  lo  es  de  las  excepciones.  Si  alguna 
de  éstas  consiste  en  la  inconstitucionalidad  de  la  ley  de  im- 
puestos, el  medio  I^gal  de  traer  el  caso  á  la  Suprema  Corte, 
es  el  recurso  establecido  por  el  artículo  44  déla  ley  de  juris- 
dicción, ó  cumplir  la  ley  bajo  las  reservas  convenientes,  y 
demandar  en  seguida  á  la  provincia  por  lo  indebidamente 
percibido. —T.  47,  p.  47i. 

—  Correspondiendo  el  conocimiento  del  juicio  ejecutivo  al  juez 
de  provincia,  es  éste  el  competente  para  conocer  en  la  terce- 
ría, aunque  verse  ésta  sobre  dominio  de  un  buque.  —  T.  47, 
p.  478. 

—  Las  acciones  civiles  que  nacen  del  delito  de  rebelión  co- 
rresponden al  conocimiento  de  los  juzgados  de  sección,  cual- 
quiera que  sea  la  persona  demandada.  Pueden  ser  deducidas 
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independientemente  déla  acción  criminal,  después  de  la  muer- 
te del  responsable.  — -T.  47,  p.  244 . 

Competencia.  —  Los  tribunales  argentinos  no  son  competentes 
para  declarar  en  qué  casos  los  cónsules  y  agentes  consulares 
pueden  obligar^  por  sus  actos  oficiales,  en  pais  extranjero,  la 
responsabilidad  de  sus  gobiernos,  respecto  de  sus  nacionales. 

—  T.  48.  p.  7. 

—  La  acción  ejecutiva  procedente  de  cosa  juzgada,  puede 
entablarse  ante  el  juez  del  domicilio  del  deudor,  aunque  no 
sea  el  que  dictó  la  sentencia.  Si  las  partes  son  ciudadanos 
vecinosde  distintas  provincias,  el  actor  puede  ocurrir  ala  jus- 
ticia nacional.  — T.  48,  p.  48. 

—  Es  competente  para  entender  en  la  ejecución  de  su  senten- 
cia, el  juez  que  ha  dictado  la  sentencia  pasada  en  cosa  juz- 
gada (ley  4,  tít.  27,  part.  3*).  — T.  48,  p.54. 

—  El  juicio  relativo  á  un  choque  entre  dos  buques  de  pabellón 
extranjero,  sucedido  en  aguas  de  jurisdicción  extraña,  y  siendo 
un  puerto  extranjero  el  del  destino  del  buque  averiado,  no  per- 
tenece á  los  tribunales  déla  República.  En  ese  caso  no  hay 
contrato  ú  obligación  que  deba  cumplirse  en  ella,  ni  hecho 
ocurrido  dentro  de  su  jurisdicción,  ni  circunstancia  alguna  que 
obligue  al  capitán  del  buque  que  ha  causado  el  daño  á  seguir 
un  juicio  ante  estos  tribunales,  ni  á  dar  fianza  por  sus  riBSultas . 

—  T.  48,  p.  410. 

—  Las  demandas  contra  fallido  corresponden  al  conocimiento 
del  juez  del  concurso^  sea  que  la  quiebra  haya  sido  declarada 
antes  ó  después  de  iniciadas  (art.  4536,  Cód.  Com.  ant.).  — T. 
48,  p.  242. 

—  En  las  acciones  personales,  el  juez  competente  es  el  del  do- 
micilio del  reo,  y  siendo  las  partes  vecinas  de  otras  provincias 
lo  es  el  de  sección.  — T.  48,  p.  445. 

—  El  juez  del  lugar  designado  en  el  contrato  para  su  cumpli- 
miento y  pago,  es  el  competente  para  conocer  en  el  juicio  ins- 
taurado al  respecto  (art.  747,  Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  296. 
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Oompetencia.  —  Estando  aún  abierlo  el  juicio  testamentario,  las 
pretensiones  contradictorias  á  la  sucesión  y  á  la  validez  de  una 
declaratoria  de  herederos,  aunque  se  susciten  en  razón  de  un 
juicio  particular  de  tercería,  deben  ser  ventiladas  ante  el  juez  de 
la  sucesión «  —  T.  20,  p.  60. 

—  Las  acciones  reales  pueden  deducirse  en  el  lugar  de  los  bie- 
nes ó  en  el  domicilio  del  demandado  á  la  elección  del  actor.  — 
T.  2l,p.  204. 

—  Es  juez  competente  para  conocer  de  la  gestión  sobre  cum- 
plimiento de  una  obligación,  el  del  lugar  elegido  por  las  par- 
tes para  su  ejecución  (art.  401,  402,  747  y  4497,  Cód.  Civ.),  — 
T.  23,  p.  426. 

—  £1  juez  que  decreta  un  embargo  es  quien  debe  conocer  de  los 
juicios  que  se  promuevan  sobre  la  propiedad  ó  mejor  derecho 
de  las  cosas  embargadas.  — T.  23,  p.  489. 

—  Teniendo  un  contrato  por  objeto  actos  que  deben  ejecutarse 
en  un  lugar  determinado  y  en  el  cual  debe  constituirse  un  tri- 
bunal arbitral  que  conozca  de  las  diferencias  que  puedan  ocu- 
rrir, el  juez  de  ese  lugar  es  el  competente  para  conocer  en  la 
formación  del  arbitraje  aun  cuando  se  hubiese  estipulado  que 
el  arbitro  tercero  sería  nombrado  por  el  juez  del  lugar  en  que 
se  celebró  el  contrato.  —  T.  24,  p.  44. 

—  Las  acciones  provenientes  de  un  contrato  que  debe  ejecutar- 
se en  diversas  provincias  de  la  República  y  tal  vez  una  parte  en 
el  exterior,  y  en  el  cual  no  haya  esiipulación  sobre  domicilio 
especial  para  el  caso  de  surgircuestiones  éntrelos  interesados, 
ni  renuncia  del  domicilio  ordinario,  deben  deducirse  en  el  del 
demandado  si  éste  no  se  encuentra  en  el  momento  de  la  de- 
manda en  el  lugar  donde  se  celebró.  —  T.  24,  p.  94. 

—  El  lugar  donde  se  ha  hecho  una  cesión  de  acciones  atribuye 
jurisdicción  al  juez  del  mismo,  para  conocer  en  lademanda  de 
nulidad  de  dicha  cesión,  máxime  si  las  acciones  cedidas  se  ha- 
llaban radicadas  ante  ese  mismo  juez  (art.  4215,  Cód.  Civ.).  — 
T.  24,  p.  374. 
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Competencia.— La  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales 
del  estado  se  determinan,  según  el  articulo  4245,  Código  Civil, 
tanto  por  el  domicilio  real  del  demandado  cuanto  por  el  lugar 
del  cumplimiento  ó  ejecución  del  contrato  que  sirve  de  base  á 
la  demanda,  independientemente  de  la  residencia  ó  domicilio 
en  él  del  demandado.  —T.  24,  p.  374. 

—  Una  acción  correspondiente  á  la  justicia  de  paz,  si  se  deduce 
en  una  misma  demanda  con  otra  de  mayor  cuantía,  debe  resol- 
verse por  el  juez  de  sección  competente  para  el  conocimiento 
délas  dos  (art.  58.  Ley  Proc).  —  T.  25,  p.  473. 

—  Cuando  se  ejercitan  acciones  personales,  el  juez  competente 
para  conocer  de  ellas,  es  el  del  lugar  donde  debe  cumplirse  el 
contrato,  máxime  si  lo  es  también  del  domicilio  del  deman- 
dado (art.  4242,  Cód.  Civ.).  —  T.  26,  p.  239. 

—  El  juzgado  federal  donde  se  encuentra  un  buque,  es 
competente  para  conocer  en  la  cuestión  que  sobre  rescisión 
de  contrato  de  locación  de  servicios,  promueven  los  marineros 
por  razón  de  innavegabilidad  del  buque,  aunque  sea  otro  el 
puerto  de  la  matricula  y  de  la  terminación  del  viaje.  — T. 
26,  p.  274. 

—  El  conocimiento  de  los  casos  de  salvamento  simultáneo  de 
buque  y  carga,  corresponde  á  un  mismo  juez,  y  reconocida  la 
competencia  de  éste  respecto  del  del  buque,  no  puede  ser  ne- 
gada respecto  del  salvamento  de  la  carga.  —  T.  28,  p.  75. 

—  El  conocimiento  de  los  crímenes  cometidos  en  puertos  argen- 
tinos, corresponde  al  juez  nacional  más  inmediato  al  lugar 
del  hecho.  —  T.  28,  p.  368. 

—  El  conocimiento  de  las  causas  del  Banco  Nacional  contra 
vecinos  de  la  Capital  corresponde  al  juzgado  federal  de  ésta, 
aunque  antes  de  la  creación  de  este  juzgado  hubiesen  sido 
iniciados  ante  el  juez  federal  de  la  provincia  de  Buenos  Aires. 
—  T.  29,  p.  22. 

—  Tratándose  de  la  imposición  de  una  pena,  la  causa  corres- 
ponde al  juez  federal  de  la  Capital,   que  tiene  lajurisdic- 
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ción  penal  (Ley  de  20  de  octubre  de  1882).  —  T.  29,  p.  434. 

Competencia. — La  acción  sobre  cobro  de  pesos  por  cumplimien- 
to de  un  contrato,  debe  deducirse  ante  el  juez  del  lugar  desig- 
nado para  la  ejecución  del  mismo  (art.  747y  1212,  Cód.Civ.). 
—  T.  29,  p.  338. 

—  La  jurisdicción  par^i  conocer  y  resolver  por  quién  fué  hecho 
el  salvataje  de  un  buque  en  alta  mar,  corresponde  al  juez  del 
puerto  á  donde  llegan  los  objetos  salvados  (art.  1471,  Cód. 
Com.  ant.;.  —  T.  30, p.  374. 

—  El  lugar  del  fallecimiento  del  causante  y  del  asiento  principal 
de  sus  negocios,  determinan  la  competencia  del  juez  de  dicho 
lugar  para  entender  en  el  juicio  testamentario.  No  puede  ar* 
güirse  contra  la  residencia  de  la  familia  en  otro  lugar,  cuando 
no  se  desconoce  que  la  esposa  ha  vivido  separada  del  cónyuge 
fallecido.  —  T.  30,  p.  669. 

—  El  juez  de  comercio  de  la  capital  es  competente  para  cono- 
cer en  la  ejecución  fundada  sobre  un  pagaré  á  la  orden  otor- 
ga Jo  en  Buenos  Aires,  pero  no  para  ejecutar  la  propiedad  em- 
bargada en  dicha  ejecución  perteneciente  ala  testamentaria  de 
)a  esposa  del  ejecutado^  radicada  ante  un  juez  de  la  provincia 
de  Buenos  Aires  (art.  783  y  916,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  31, 
p.  290. 

—  El  juez  del  lugar  es  competente  para  conocer  de  la  causa  so- 
bre cumplimiento  de  un  contrato  de  locación  de  un  inmueble 
sito  en  dicho  lugar.  —  T.  31,  p.  233. 

—  Corresponde  at  juez  letrado  del  Territorio  de  Misiones,  el  co- 
nocimiento y  resolución  de  las  causas  por  delitos  cometidos 
dentro  de  dicho  territorio,  y  deben  remitírsele  ios  obrados  por 
otro  juez,  cualquiera  que  sea  el  estado  de  ellos;  porque  la  ju- 
risdicción criminal  no  puede  prorogarse  ni  radicarse  en  un 
tribunal  incompetente  ó  que  ha  dejado  de  ser  competente,  por 
cuyo  motivo  se  puede  promover  la  competencia,  cualquiera  que 
sea  el  estado  del  juicio  (art.  36,  Ley  orgánica  de  los  territorios, 
de  1884).  —  T.  31,p.  374. 

10 
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Competencia.  —  Las  causas  cuyo  conocimiento  corresponde, 
segi^n  la  ley  orgánica  de  los  territorios  nacionales,  á  los  jueces 
letrados  creados  por  ella,  deben  serle  remitidos  una  vez  que 
tomen  posesión  de  su  puesto:  este  hecho  hace  cesai*  la  juris- 
dicción que  otro  juzgado  ejercía  sobre  las  causas  mencionadas. 
—  T.  32,  p.  94. 

—  Corresponde  al  juez  del  domicilio  del  demandado,  el  cono- 
cimiento de  la  acción  de  compra^  aunque  la  cosa  comprada  sea 
inmueble  y  se  halle  situada  en  otra  jurisdicción.  (La  acción  no 
importa  otra  cosa  que  el  cumplimiento  de  una  obligación  per- 
sonal).—!. 33,  p.  456. 

—  En  las  acciones  personales,  la  jurisdicción  competente  es  la 
del  juez  del  lugar  donde  tiene  su  domicilio  el  demandado  y  fué 
contraída  la  obligación.  —  T.  33,  p.  222. 

—  En  el  delito  iniciado  en  un  lugar  y  consumado  en  otro,  la 
causa  corresponde  al  juez  de  este  último  lugar,  máxime  si  ha 
prevenidoen  su  conocimiento  (art.  36,Cód.  Proc.  Crim.). — 
T.  35,  p.  224. 

—  La  designación  del  lugar  para  el  pago  de  arriendos,  somete 
al  juez  de  ese  lugar  el  conocimiento  y  decisión  de  las  cuestio- 
nes que  surjan  á  su  respecto.  —  T.  36,  p.  450. 

—  Desaparecida  en  la  Capital  la  institución  de  los  jueces  de  paz 
provinciales,  no  hay  objeto  para  decidir  la  contienda  de  com- 
petencia suscitada  contra  uno  de  ellos.  —  T.  36,  p.  383. 

—  El  conocimiento  de  una  acción  civil  deducida  contra  la  Mu- 
nicipalidad de  la  Capital^  en  su  carácter  de  persona  jurídica, 
corresponde  á  los  tribunales  de  justicia.  —  T.  37,  p.  18. 

—  Establecida  debidamente  la  del  juzgado  federal,  y  radicado 
ante  éste  el  pleito,  la  paHici pación  espontánea  que  la  provin- 
cia de  la  vecindad  del  demandante,  citada  de  evicción,  pro- 
cede á  tomar  en  defensa  del  demandado,  no  hace  cesar  la  ju- 
risdicción de  dicho  juzgado.  (El  cambio  posterior  en  la  perso- 
na de  los  litigantes  no  puede  alterar  el  resultado  de  la  radica- 
ción del  juicio   ni  variar  las  condiciones  de  éste  en  loque 
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respecta  á  la  competeom  judicial^  pues  la  jurisdicción  se  de- 
termina por  la  nacionalidad  ó  vecindad  de  las  partes  á  la  fecha 
de  la  demanda,  y  radica  á  esa  época^  cualesquiera  que  sean 
las  modificaciones  que  después  de  la  contestación  puedan  so- 
brevenir en  relación  al  domicilio  ó  vecindad  del  demandante 
ó  demandado,  ó  por  razón  de  la  cesión  ó  traspaso  á  terceros  de 
los  derechos  de  cualquiera  de  ellos,  salvo  ei  caso  de  una  dis- 
posición especial  ó  de  una  jurisdicción  privativa  y  excluyente). 

—  T.  39,  p.  483. 

Competencia.  — No  existiendo  anteceden  tes  para  juzgar  dentro  de 
qué  limites  jurisdiccionales  está  situado  el  punto  en  que  se  ha 
practicado  un  acto,  debe  considerarse  como  juez  competente 
para  conocer  en  el  incidente  surgido  de  dicho  acto,  el  que  co- 
noció, sin  oposición^  de  la  causa  que  lo  motivó. —T.  39,  p.  203. 

—  No  resultando  claramente  dentro  de  qué  límites  jurisdiccio- 
nales está  el  lugar  señalado  para  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación, la  autoridad  competente  para  conocer  en  el  juicio  rela- 
tivo, es  Ja  del  domicilio  del  deudor  (art.  400  y  797,  Cód.  Civ.). 

—  T.  39,  p.  310. 

—  tos  juicios  sobre  propiedad  ó  mejor  derecho  en  cosas  em- 
bargadas, corresponden  al  conocimiento  del  juez  del  embargo. 

—  T.  40,  p.  225. 

—  Fallecido  el  demandado  por  interdicto  posesorio,  el  conoci- 
miento de  la  causa  debe  pasar  al  juez  de  la  testamentaria  de 
aquel,  aunque  su  estado  sea  el  de  ejecución  de  la  sentencia 
(art.  42,  inc.  4%  Ley  Jurisd.).  —  T.  40,  p.  276. 

—  Interpuesta  una  demanda  por  averías  sucedidas  en  los  mue- 
lles considerados  nacionales,  contra  la  empresa  de  dichos  mue- 
lles y  no  contra  la  administración  pública,  la  empresa  deman- 
dada no  puede  pretender  que  el  reclamo  se  ventile  en  4"  ins- 
tancia ante  la  administración  de  aduana.  —  T.  44,  p.  90. 

—  La  demanda  sobre  levantamiento  de  un  puente  y  resarci- 
miento de  daños,  fundada  en  que  la  construcción  de  aquel  ha 
sido  llevada  á  cabo  con  violación  de  disposiciones  legislativas 
y  de  derechos  particulares  del  demandante,  corresponde  al  co- 
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nocimiento  de  los  tribunales  de  justicia,  aunque  se  suponga 
que  la  citada  construcción  Aué  autoriíada  por  la  administra- 
ción. (Se  trataba  del  levantamiento  de  un  puente  construido 
sobre  el  arroyo  Ramallo,  fundado  en  que  él  obstruía  la  nave- 
gacíóu  de  dicho  arroyo,  é  invocándose  la  disposición  del  arti- 
culo 2,  inciso  6%  de  la  ley  de  ferrocarriles  de  1872.  La  em- 
presa sostuvo  que  el  caso  era  do  carácter  administrativo,  y 
que,  en  consecuencia,  debia  resolverse  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo. La  reclamación  interpuesta,  dice  el  fallo,  reviste  todos 
los  caracteres  de  lo  contencioso).  —  T.  41,  p.  244. 

Competencia. --En  la  promesa  de  venta  de  bienes  inmuebles  sitos 
en  una  provincia,  el  sólo  hecho  de  haberse  firmado  el  contrato 
en  la  capital,  no  autoriza  á  demandar  su  cumplimiento  ante  los 
jueces'de  ésta,  cuando  «1  demandado  no  es  vecino  de  la  misma 
y  no  resultan  circunstancias  bastantes  para  establecer  que  las 
partes  la  señalaron  como  lugar  de  su  cumplimiento.  (La  obliga- 
ción cuyo  cumplimiento  se  pedia,  era  una  obligación  de  hacer, 
y,  por  consiguiente,  personal  la  acción  deducida :  el  actor' ha 
debido,  pues,  ocurrir  al  domicilio  del  demandado).  — T.  42, 
p.  28. 

—  El  juez  competente  para  el  conocimiento  de  los  pleitos  en 
que  se  ejercitan  acciones  personales  es^  con  preferencia  al  del 
domicilio  del  demandado,  el  del  lugar  designado  explícita  ó 
implícitamente  para  la  ejecución  de  la  convención  (ley  32,  tít. 
2,  part.  3»;  art,  1212,  1213,  1215  y  demás  correlativos  del  Cód. 
Civ.).  —  T.  42,  p.  39. 

—  AI  juez  del  lugar  designado  en  la  obligación  para  su  cumpli*- 
miento,  corresponde  conocer  exi  la  ejecución  de  lá  misma.  ^ 
T.  42,  p.  219, 

—  El  juez  federal,  ante  quien  un  extranjero  demanda  al  Inten- 
dente de  la  Municipalidad,  por  despojo  procedente  de  haberse 
apoderado  sin  indemnización  previa  y  contra  la. vpluntad  de 
aquél,  de  su  propiedad,  para  abrir  calles,  no  puede  declararse 
incompetente  para  conocer  en  la  demanda,  fundado  en  que  se 
trata  de  una  cuestión  contencioso-administrativa.  (Se  trata  de 
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una  acción  civil  por  actos  de  despojo  que  se  dicen  cometidos 
por  orden  ó  con  aprubación  del  demandado,  y  por  los  cuales 
él  está  obligado  á  responder  personalmente). — T.  4^,  p.  S'¿2. 

Competencia.  —  Es  competente  para  conocer  en  las  acciones 
sobre  contratos  de  transporte  por  caminos  de  hierro,  la  auto- 
ridad judicial  del  lugar  en  que  se  encuentra  la  estación  de  par- 
tida ó  la  de  arribo^  aunque  la  administración  generar  del 
ferrocarril  reísida  en  otro  lugar  (art.  205,  Cód.  Com.;  art.  90 
y  400,  Cód.  Civ,).— T.  42,  p.  334. 

—  Las  resoluciones  de  los  jueces  de  paz  de  los  Territorios  Nacio- 
nales que  por  la  ley  de  48  de  octubre  de  1872,  eran  apelables 
ante  los  jueces  de  sección  de  la  provincia  más  inmediata,  por 
la  ley  de  46  de  octubre  de  4  884  (art.  39)  lo  son  para  ante  el 
juez  letrado  del  respectivo  territorio.  Apelada  una  resolución 
de  esta  clase  ante  el  juez  de  sección  antes  de  ser  provisto  el 
juzgado  del  territorio,  es  al  juez  letrado  de  éste,  nombrado 
pendiente  dicha  apelación,  á  quien  corresponde  conocer  en  la 
misma.  —  T.  43,  p.  32. 

—  Las  acciones,  que  proceden  del  contrato  de  transporte,  pue- 
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den  ser  deducidas  contrael  porteador  ante  las  autoridades  del 
lugar  en  que  residen  sus  representantes  (art.  205,  Cód.  Cora.)- 
—  T.  43,  p.  72. 

—  Ea  tas  acciones  que  resulten  del  contrato  de  transporté,  el 
artículo  205,  Código  de  Comercio,  determina  la  competencia 
del  juez  que  puede  conocer  en  ellas,  y  la  personería  del  que 
puede  ser  demandado  en  representación  del  porteador. — T. 
43,  p.  95. 

^  El  comprador  de  un  inmueble  á  crédito,  que  ha  convenido 
pagar  el  precio  en  cuotas,  debe  ser  demandado  por  el  pago  de 
ésjtas  ante  el  juez  de  su  domicilio.  (Se  trata  de  una  obligación 
personal,  y  no  designándose  el  lugar  de  su  cumplimiento,  de- 
be serlo  el  del  domicilio  del  demandado  (art.  42 12  y  4243,  Cód. 
Civ.).  —  T.  44,p.  84. 

•^    £1  conocimiento  de  una  demanda  sobre  entrega  de  un  campo 


COM  —  450  — 

vendido,  y  pago  de  daños  y  perjuicios,  por  la  demora,  que  &e 
limita  luego  solamente  al  pago  de  dichos  daños  y  perjuicios, 
corresponde  al  juez  del  domicilio  del  demandado.  Siendo  va- 
rios los  demandados  y  diverso  el  domicilio  de  ellos,  puede  co* 
nocer  en  la  demanda  el  juez  del  domicilio  de  cualquiera  de  los 
mismos,  por  ser  la  acción  personal  é  indivisible. —  T.  44,  p.  4  02. 

Competencia.— Estando  abierto  el  juicio  testamentario  del  obli- 
gado al  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios,  el'acreedor  debe 
ocurrir  al  juez  de  la  testamentaria,  para  hacer  efectiva  la  obli- 
gación,  aunque  el  titulo  de  éste  proceda  de  sentencia  dictada 
por  los  tribunales  federales  (art.  12,  inc.  1"",  Ley  Jurisd.;  art. 
3284,  inc.  4^,  Cód.  Giv.  Estas  disposiciones  no  hacen  distinción 
alguna  respecto  de  la  naturaleza  del  titulo  que  sirva  de  base  á 
la  demanda). — T.  44,  p.  482. 

—  A  los  efectos  de  la  jurisdicción  debe  atenderse  á  la  calidad  de 
las  partes  y  estado  délas  cosd5  en  la  fecha  de  la  demanda.  — 
T.  44, p.  187. 

—  Falleciendo  el  demandado  antes  de  dictarse  sentencia  por  el 
juzgado  federal,  la  causa  debe  pasar  al  juez  de  la  sucesión  de 
aquel  (art.  12,  inc.  1»,  Ley  Jurisd.  El  juicio  testamentario  es 
universal  por  su  naturaleza,  y  atrae  á  si  todas  las  causas  pro- 
movidas contra  la  sucesión).  —  T.  44,  p.  196. 

—  El  agente  de  íina  sociedad  puede  demandar  á  ésta,  por  cobro 
de  sueldos  y  gastos,  ante  el  juez  del  lugar  donde  ha  debido 
cumplirse  la  comisión  de  su  empleo,  y  el  pago  de  dichos  suel- 
dos y  gastos.— -T.  44,  p.  265. 

—  Las  acciones  que  tienen  por  objeto  la  reparación  de  errores 
cometidos  en  un  juicio  sucesorio,  la  nulidad  y  rescisión  de  la 
declaratoria  de  herederos,  y  la  de  la  repartición  y  adjudica- 
ción de  bienes  verificados  en  dicho  juicio,  deben  considerarse 
como  incidentes  de  éste,  y  su  conocimiento  corresponde  al 
juez  que  fué  competente  para  conocer  en  él  (art.  3284,  inc.  2o, 
Cód.  Civ.).  — T.  44, p.  327. 

—  El  cumplimiento  de  obligaciones  puede  ser  demandado  an- 
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te  el  juez  del  lugar  donde  han  sido  contraídas  y  debieron  cum- 
plirse, citando  á  juicio  al  apoderado  para  pleitos  del  deudor 
residente  en  ese  lugar  (art.   1212,  Cód.  Civ.).  — T.  45,  p.  101. 

Competencia. —El  juez  que  se  ha  declarado  incompetente,  tiene 
jurisdicción  para  resolver  sobre  lo  relativo  á  las  costas  causadas 
en  el  incidente  de  incompetencia.  (La  ejecución  por  las  costas 
es  un  incidente  de  jurisdicción  del  juez  que  las  na  impuesto). — 
T.  45,  p.  216. 

—  Sometidas  por  convenio  de  partes,  todas  las  cuestiones  en- 
tre socios,  á  la  decisión  de  jueces  arbitros,  la  promovida  du- 
rante su  liquidación,  sobre  cambio  de  administrador  de  la  so- 
ciedad, corresponde  al  conocimiento  de  éstos,  y  no  al  del  juez 
federal.— T.  45,  p.  296. 

—  Estipulado  el  lugar  de^  pago,  éste  debe  demandarse  ante  las 
autoridades  de  dicho  lugar.  — T.  45^  p.  334. 

—  El  cumplimiento  de  una  prestación  que  puede  ser  ejecutada 
solamente  en  un  lugar,  debe  ser  pedido  ante  las  autoridades 
de  ese  lugar  (ley  32,  tít.  S"",  part.  3*.  La  demanda  se  dirigía  á 
que  se  señale  un  término  al  demandado,  para  que  cumpla  la 
obligación  que  tomó  á  su  cargo,  de  gestionar  de  la  municipa- 
lidad del  Paraná  la  escrituración  definitiva  de  un  terreno  ubi- 
cado en  ese  municipio.  El  demandado  era  vecino  de  la  capital 
y  la  acción  se  entabló  ante  el  juez  de  aquella  provincia).  — T. 
Í5,  p.  368. 

-r-  Las  compañías  que  tienen  sucursales  pueden  ser  demanda- 
das en  el  lugar  donde  las  tengan  para  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  contraídas  allí,  y  quedeben  cumplirse  allí  (art.  90, 
inc.  4%  y  1212,  Cód.  Civ.).  — T.  46,  p.  22. 

—  El  conocimiento  de  la  demanda  sobre  responsabilidades  pro- 
cedentes de  un  contrato  de  fletamento  celebrado  en  el  extran- 
jero para  ser  cumplido  en  el  país,  corresponde  á  los  tribuna- 
les competentes  de  la  República  (art.  1091,  Cód.  Com.).  —  T. 
46,  p.  46. 

—  La  demanda  que  versa  sobre  un  contrato  de  transporte  co- 
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rresponde  al  conocimiento  del  juez  del  lugar  donde  dicho  con- 
trato debía  cumplirse.  (Es  un  principio  de  derecho  que  el  lugar 
elegido  para  la  ejecución  de  un  contrato,  causa  domicilio  es- 
pecial para  todo  lo  relativo  á  él  y  á  las  obligaciones  que  causa- 
re).—T.  46,  p.  353  y  363. 

Competencia.  — No  puede  ocurrirse  para  solicitar  diligencias 
pertenecientes  á  una  causa,  al  juez  á  quien  no  corresponda  co- 
nocerde  ella.  — T.  48,  p.  404. 

—  £1  conocimiento  de  la  causa  sobre  cesación  de  condominio 
de  un  buque,  corresponde  al  juez  federal  dentro  de  :cuyos  lí- 
mites jurisdiccionales  se  halla  anclado.  (Tal  acción  participa, 
por  su  naturaleza,  del  carácter  de  las  acciones  reales).  —  T.  48 
p.  243. 

—  El  precio  de  la  cosa  enajenada  puede  cobrarse  ante  el  juez 
del  lugar  donde  aquella  fué  entregada  (art.  749^  Cód.  Civ.).  — 
T.  48,  p.  271 . 

—  El  reclamo  sobre  un  desalojo  que  se  alega  haber  sido  orde- 
nado  por  los  arbitros  sin  jurisdicción  para  ello,  no  puede  ser 
llevado  al  juez  ordinario  por  medio  de  recurso  contra  el  auto 
que  lo  ordenó. — T.  48,  p.  456. 

—  No  es  de  aplicación  la  cláusula  contenida  en  el  conocimiento 
de  que  «  los  reclamos  por  averías,  falta  de  peso  ú  otra  causa 
procedente  del  conocimiento^  deben  hacerse  directamente  á  la 
compañía,  en  Liverpool,  según  las  leyes  inglesas  >,  cuando  el 
reclamo  por  pérdida  de  bultos  no  se  funda  en  el  conocimiento, 
sino  en  hechos  posteriores  á  su  desembarco,  atribuidos  al  agen- 
te del  vapor.  —  T.  48,  p.  492. 

—  Corresponde  á  los  tribunales  de  justicia  conocer  en  la  de- 
manda contra  la  Municipalidad  de  la  Capital,  fundada  en  un 
contrato  de  locación  de  servicios  que  se  dice  realizado  por  el 
intendente  como  representante  de  aquella.  (El  demandante  de- 
ducesu  acción  no  como  empleado  público,  sino  en  virtud  de 
dicho  contrato  privado,  sometido  á  las  disposiciones  del  Códi- 
go Civil,  en  cuyo  caso  son  competentes  para  entender  en  la 
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demanda,  por  cumplimiento  délo  pactado  ó  indemnización  de 
daños,  los  tribunales  encargados  de  aplicar  esas  disposicio- 
nes). —  T.  48,   p.  596.' 

Competencia.  —  El  pacto  de  arreglar  ]os  reclamos  por  pérdidas, 
daños  y  fallas  en  las  mercaderías  transportadas,  con  los  agentes 
de  Inglaterra,  y  con  arreglo  á  las  leyes  británicas,  constituye 
una  causa  de  incompetencia  de  los  tribunales  argentinos.  — T. 
49,  p.  450. 

—  A  los  efectos  de  la  competencia,  la  demanda  debe  apreciarse 
tal  como  se  interpone,  prescindiendo  de  juzgar  sobre  laproce- 

,   dcncia  de  la  acción  en  ella  deducida.  —  T.  49^  p.  485. 

—  Demandándose  la  entrega  de  un  inmueble  en  virtud  de  com- 
pra-venta, la  obligación  del  vendedor  es,  por  la  naturaleza  de 
la  prestación,  cumplidera  en  el  lugar  donde  está  situado;  y  por 
lo  tanto,  el  juez  competente  para  conocer  en  la  demanda  es  el 
de  dicho  lugar,  y  no  el  del  domicilio  del  demandado  (art.  747, 
4212,  1243,  Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  485. 

—  En  los  contratos  de  transporte  por  ferrocarriles,  las  recla- 
maciones sobre  entrega  de  mercaderías  pueden  entenderse  con 
los  jefes  de  las  estaciones  departida  ó  de  arribo  (art.  205,  Cód. 
Com.).  —  T.  5'l,p.44. 

—  El  juez  competente  parala  acción,  lo  es  también  parala  re- 
convención, aunque  no  lo  fuera  si  ésta  se  hubiese  deducido 
como  acción  principal  (ley  32,  tít.  2,  part.  3»).  — T.  54,  p.  39. 

—  Acreditada  la  calidad  de  extranjero  con  pruebas  testimonia- 
les, el  juez  federal  que  por  tal  razón  ha  asumido  el  conocimien- 
to  de  la  causa,  no  puede  desprenderse  de  él  en  vista  del  pedi- 
do de  exoneración  del  servicio  militar  que  hace  el  extranjero 
(Véase:  Ciudadanía  argentina).  —  T.  52,  p.  48. 

—  £1  desistimiento  de  un  juicio  subordinado  auna  condición 
que  no  se  ha  cumplido,  no  autoriza  á  reabrir  el  mismo  juicio 
ante  otro  juez.  Dándose  aquél  como  no  sucedido,  la  causa  de- 
be continuar  ante  el  juez  de  su  radicación  (art.  548,  Cód.  Civ.). 
—  T.  52,  p.  47. 
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Competencia.  —  Cuando  se  ejercitan  acciones  personales,  y  no 
resulta  un  lugar  convenido  para  el  cumplimiento  déla  obliga- 
ción, el  juez  competente  es  el  del  domicilio  del  deudor  (art.  747, 
Cód.  Civ.).  —  T.53,  p.  55. 

—  Hecha  cesión  de  bienes  por  uno  de  los  interesados,  ante  el 
juez  civil,  los  autos  sobre  cumplimiento  de  latido  deben  serle 
remitidos,  cualquiera  que  resulte  ser  la  jurisdicción  competen- 
te para  entender  en  el  concurso.  (El  juicio  de  concurso,  civil  ó 
comercial,  atrae  todas  las  acciones  pendientes  contra  el  con- 
cursado). —  T.  53,  p.  176. 

—  En  las  acciones  personales  procedentes  de  la  misma  causa 
contra  varios  coobligados,  que  residen  en  distintos  lugares, 
el  juez  competente  es  el  del  domicilio  délos  demandados,  que 
ha  prevenido  en  el  conocimiento  de  la  causa.  (El  ejercicio  de 
una  acción  procedente  de  la  misma  causa  por  dos  ó  más  per- 
sonas contra  varios  coobligados,  no  podría  tener  lugar  sin 
romper  la  unidad  del  juicio  y  sin  dividir  la  continencia  de  la 
causa,  si  unos  fuesen  demandados  ante  un  tribunal  y  los  de- 
más  ante  otro,  existiendo  el  riesgo  de  que  se  pronuncien  sen  - 
tencias  contradictorias.  Corresponde,  pues,  la  acumulación  de 
acciones  para  mantener  la  unidad).  —  T.  53,  p.  266. 

—  Aceptada  la  competencia  dol  juzgado  para  lo  principal,  no 
puede  ser  contestada  en  lo  relativo  á  sus  incidencias ;  y  por  lo 
tanto,  el  juez  competente  para  la  ejecución,  lo  es  para  mantener 
on  calidad  de  preventivo,  un  embargo  mandado  trabar  por  otro 
juez.  —  T.  53,  p.  300. 

—  Corresponde  á  los  jueces  de  la  sucesión,  el  conocimiento  de  . 
las  acciones  personales  de  los  acreedores  del  difunto,  antes  de 
la  división  déla  herencia  (art.  3284,  inc.4o,  Cód.  Civ.).  — T.  54, 
p.  m. 

—  La  estipulación  en  la  póliza  de  deberse  pagar  la  mitad  del 
flete  en  letras  sobre  Londres,  después  de  la  fíel  entrega  de  la 
carga,  se  refiere  á  la  forma  del  pago,  y  no  importa  qu'eéste  deba 
efectuarse  en  Londres,  ó  no  pueda  pedirse  ante  los  tribunales 
argentinos.  — T.  54,  p.  488. 
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Caaipetenoia .  —  El  particular  contra  el  cual  la  municipalidad 
manda  demoler  un  edificio  por  no  estar  en  linea,  tiene  el  de- 
recho de  ocurrir  á  los  tribunales  de  justicia  en  defensa  de  sus 
derechos,  y  siendo  extranjero,  puede  ocurrir  á  los  tribunales 
nacionales.  (No  obsta  á  la  jurisdicción  de  éstos^  el  carácter 
administrativo  que  se  atribuya  á  la  demanda,  ni  la  Constitución 
y  leyes  locales  de  provincia,  pues  las  disposiciones  de  este  ori- 
gen no  pueden  alterar  la  jurisdicción  federal  regida  exclusiva- 
mente por  la  Constitución  y  leyes  de  la  Nación.). — T.  54,  p.2d0. 

—  Deducida  ante  un  juez  local  demanda  por  falsificación  de 
marca  de  fábrica  y  contrademanda  por  daños  y  perjuicios,  y 
dictada  sentencia  firme  rechazando  la xlemanda  y  admitiéndola 
contrademanda,  la  acción  por  daños  y  perjuicios  que  en  virtud 
de  dicha  sentencia  ejerciera  el  contrademandante,  no  puede 
decirse  regida  por  la  ley  nacional  de  marcas  de  fábrica^  para 
atribuir  su  conocimiento  á  la  justicia  federal  ratione  mattrim^ 
aunque  invocada  dicha  ley  como  defensa  por  el  contrademan- 
dado, pueda  dar  lugar  en  oportunidad  al  recurso  del  articulo 
44,  Ley  Jurisd.  —  T.  5o,  p.  114. 

—  La  demanda  por  acción  personal  contra  el  juez  letrado  de  un 
territorio  nacional,  corresponde  al  juez  de  sección  más  próximo. 
(Ley  2672.).  —  T.  55,  p.  196. 

—  Corresponde  al  juez  del  crimen  de  la  Capital,  el  conocimiento 
del  delito  cometido  cobrando  fraudulentamente   una  boleta  de 

mpuesto  territorial  de  la  capital.  (Aun  cuando  tanto  la  oficina 
donde  se  ha  cometido  el  delito  como  la  renta  defraudada,  son 
nacionales,  tales  delitos  han  sido  excluidos  del  conocimiento 
de  la  justicia  federal  por  el  inciso  final  del  art.  23,  Cód.  Proc. 
Crim.).— T.  55,  p.  284. 

—  Cuando  la  municipalidad,  en  ejercicio  de  sus  resoluciones 
administrativas,  contrata  con  particulares,  procede  como  per- 
sona jurídica,  y  las  contestaciones  que  surjan,  se  hallan  some- 
tidas al  derecho  común  y  á  los  tribunales  de  justicia.  — T.  56, 
p.  99. 

—  £1  contrato  de  sociedad  celebrado  en  un  lugar,  y  para  hacer 
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sus  negocios  exclusivamente  en  ese  lugar,  implícala  elección 
de  un  domicilio  especial  que  confiere  jurisdicción  al  juez  de 
dicho  lugar,  para  el  conocimiento  de  los  derechos  y  obligacio- 
nes emergentes  del  contrato  (arl.  402  y  4445,  Cód.  Civ.).  — ^T. 
se,  p.  247, 

Oompeteacia .  —  La  acción  por  la  cual  los  sucesores  de  un  lega- 
tario, fundándose  en  las  cláusulas  del  testamento,  redaman  la 
parte  indivisa  de  la  cosa  legada  contratos  sucesores  del  colega- 
tario que  la  posee  en  su  nombre,  pertenece  al  juez  de  la  suce- 
sión del  causante  (art.  3284 ^  Cód.  Civ.;  art.  42,  inc.  4%  Ley 
Jurisd.).  — T.  56,  p.  237. 

—  La  promesa  de  enviar  el  dinero  para  los  pagos,  importa 
designar  el  lugar  del  cumplimiento  de  la  obligación,  y  deter- 
mina el  de  la  jurisdicción  competente  para  hacerla  efectiva 
(art.  226,  240  y  399,   Cód.  Gom.).— T.  56,  p.  279. 

—  El  tribunal  competente  para  conocer  en  las  cuestiones  pro- 
cedentes del  contrato  de  sociedad,  es  el  del  lugar  donde  ésta 
hace  sus  negocios  y  tiene  localizada  la  administración  (art. 
402  y  1245,  Cód.  Civ.).— T.  57,  p.  344. 

—  La  del  juez  para  la  ejecución  de  sus  fallos,  no  puede  ser 
contestada. — T.  57,  p.  354. 

—  La  demanda  que  no  se  dirige  contra  sucesión  alguna,  sino 
contra  una  persona  determinada,  no  corresponde  al  juez  déla 
sucesión.— T.  57,  p.  424. 

—  La  causa  sobre  cobro  de  un  crédito  hipotecario,  corresponde 
.    al  juez  del  lugar  donde  están  situados  los  bienes  hipotecados 

(art.  4245y  4246,  Cód.  Civ.).— T.  58,  p.  484. 

—  Las  acciones  procedentes  de  contrato,  deben  deducirse  an- 
te el  juez  de  la  sucesión  del  demandado,  aunque  se  haya  he- 
cho en  aquél  elección  de  un  domicilio  especial  (art.  3284,  inc. 
4%  Cód.  Civ.).— T.  58.  p.  326. 

—  Después  de  concluido  el  juicio  por  sentencia  consentida,no 
puede  impugnarse  la  competenciadel  juzgado,  máxime  si  la  causa 
era  de  fuero  federal  por  razón  de  la  materia.  —  T.  58,  p.  428, 
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Competencia.— Cuando  se  ignora  el  lugar  donde  fué  cometido  el 
delito,  el  conocimiento  de  la  causa  corresponde  al  juez  de  la 
residencia  del  inculpado,  si  hubiese  prevenido  en  á\  (art.  85  y 
36,  Cód.  Proc.  Crim,).— T.  59,  p.  102. 

—  En  las  causas  de  jurisdicción  federal  por  razón  de  personas^ 
el  convenio  de  las  partes  desometerse,  en  todo  ló  que  respecta 
al  contrato,  á  los  tribunales  de  la  Capital,  justifica  la  compe- 
tencia de  éstos  para  conocer  en  la  ejecución  de  dicho  contrato. 
— T.  60,  p.  2íO. 

—  Cuando  una  persona  comete  dos  delitos,  uno  del  fuere  fede- 
ral y  otro  del  fuero  ordinario,  ellos  deben  ser  juzgados  sucesi- 
vamente ante  las  respectivas  jurisdicciones  (art.  37  y  38,  Cód. 
Proc.  Crim.).— T.  60,  p.  219. 

—  La  remisión  del  preso  y  de  la  causa  al  juez,  que,  en  su  méri- 
to, procede  á  dictar  providencia,  importa  la  prevención  que, 
en  el  caso  del  artículo  36,  Código  de  Procedimientos  Criminales, 
determina  la  jurisdicción. — T.  64 ,  p.  106. 

—  Para  determinar  el  fuero  en  una  acción  personal,  es  el  domi- 
cilio personal  del  demandado  que  debe  tenerse  en  vista,  y  no 
el  fijado  á  la  empresa  que  explota. — T.  61,  p.  291. 

—  El  extranjero  que  ha  contestado  la  demanda  ante  el  juez  lo- 
cal, no  puede  invocar  la  jurisdicción  federal  por  vía  de  inhibi- 
toria (art.  12,  inc.  4°,  Ley  Jurisd.).— T.  61,  p.  327. 

—  Corresponde  al  juez  federal  de  la  sección  de  Santa  Fe,  el  co- 
nocimiento de  la  defraudación  que  se  dice  perpretada  en  el 
Rosario,  si  no  existen  elementos  para  hacer  presumir  la  comi- 
sión de  un  delito  mayor  de  carácter  federal  en  otra  sección  ju- 
dicial (art.  34,  Cód.  Proc.  Crim.).— T.  61,  p.  414. 

—  El  vecino  de  distinta  provincia  puede  demandar  al  vecino  de 
otra  ante  los  jueces  locales  de  su  domicilio  (art.  12,  inc.  4»,  Ley 
Jurisd.)— T.  61,  p.  423. 

—  Cuando  no  ha  habido  elección  de  domicilio^  la  demanda  por 
cobro  de  una  obligación  personal  debe  deducirse  ante  el  juez 
del  domicilio  real  del  demandado.  -—  T.  62,  p.  151 . 
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Competencia.— La  ley  sobre  impuestos  internos  no  ha  alterado 
los  principios  generales  que  rigen  la  jurisdicción  en  materia 
criminal ;  y  por  lo  tanto,  el  juez  competente  para  conocer  en  la 
acusación  por  defraudación  de  dichos  impuestos,  es  el  del  lugar 
en  que  se  manifiesta  haberse  cometido  ésta.  —  T.  62,  p.  454. 

—  A  los  efectos  de  la  competencia  del  juez^debe  prevalecer  el  lu- 
gar del  cumplimiento  del  contrato»  indicado  por  la  naturaleza 
de  la  obligación,  sobre  el  del  domicilio  del  demandado  (ley  32, 
tít.  2,  part.  3»;  art.  4212,4213,  1215  y  correlativos,  Cód.  Civ.). 

—  T.  62,  p.  289. 

—  Véase  :  Acusación;  DUigencids  preparatorias;  Expropiación; 
Incidente;  Juicio  qecutivo;  Justicia  federal;  Liquidación  de  sen- 
tencia; Mina;  Ministro  diplomático;  Relroactividad ;  Sucesión; 
Suprema  Corte;  Vicios  redhibitorios. 

Cómplice.  —  La  pena  que  se  impone  al  cómplice  debe  ser  me- 
nor que  la  que  se  impone  al  autor  de  un  delito  (árt.  93,  Ley 
Penal).  —  T.  40,  p.  396. 

—  El  cómplice  en  la  substracción  de  efectos  de  los  almacenes  de 
aduana^  debe  sufrir  la  pena  de  800  pesos  fuertes  de  multa,  de- 
biendo restituirla  cosa  substraída. —  T.  10,  p.  396. 

—  El  cómplice  con  circunstancias  atenuantes  de  delito  de  cir- 
culación de  moneda  falsa,  debe  ser  castigado  con  el  mínimum 
de  la  penaprescripta  por  el  articulo  60  de  la  ley  penal  de  4  863. 

—  T.  42.  p.  344. 

—  Están  sujetos  alas  penas  del  derecho  común,  con  la  modi- 
ficación indicada  en  los  artículos  93  y  95  de  la  ley  nacional 
penal  de  4  4  de  septiembre  de  4863.  —  T.  42,  p.  439. 

—  A  los  cómplices  en  el  delito  de  falsificación  de  moneda,  se 
les  impone  una  pena  menor  que  á  los  autores ;  mucho  más  si 
la  complicidad  es  posterior  ala  fabricación.  —  T.  44,  p.  32. 

—  Su  testimonio  no  hace  fe  en  juicio  para  imponer  responsa- 
bilidades civiles  al  acusado  (ley  21,  tít.  6,  part.  3»),  —  T. 
47,  p.  22. 

—  Lo  es  en  segundo  grado,  el  que  antes  de  la  consumación  del 
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crifnen^  ha  prometido  ocultar  el  hecho  y  darle  cualquiera  otra 
ayuda  después  de  consumado.  —  T.  26,  p.  356. 

Cjómplioe  —  Véase  :  Hurlo. 

Complicidad.  —  El  hecho  de  haber  recibido  un  cajón  de  efec- 
tos substraído  por  otro  de  los  almacenes  de  aduana,  y  de  ha- 
Lerse  negado  á  devolverlo,  importan  la  ratificación  y  compli- 
cidad en  la  substracción.  —  T.  10,  p.  396. 

—  Véase:  Fraude. 

Gompra  á  placo.  —  Véase  :  Acción. 

Compra  de  créditos.  —  En  un  contrato  para  comprar  y  cobrar 
créditos,  en  que  se  estipula  á  favor  del  suministrador  del  ca- 
pital, la  devolución  del  dinero  correspondiente  á  los  créditos 
no  cobrados  ó  incobrables,  el  otro  contratante  es  responsable 
de  dicha  devolución^  por  los  créditos  que  no  han  sido  cobra- 
dos ó  han  resultado  incobrables  por  su  culpa.  —  T.  38,  p.  123. 

Compra  en  remate.  — Véase:  Dominio. 

Comprador.  —  En  la  compra-venta  mercantil,  resultando  que 
la  cosa  vendida  es  de  la  calidad  convenida,  el  comprador  des- 
de el  reconocimiento  pericial  que  así  lo  declare,  debe  el  precio 
con  el  interés  corriente  (art.  521  y  535,  Cód.  Com.  ant.).  — T. 
9,  p.  5. 

—  Recibiendo  el  comprador  la  cosa  sobre  que  versa  el  contra^ 
to,  contrae  la  obligación,  no  sólo  de  devolverla  sino  se  per- 
fecciona la  venta,  sino  de  cuidarla  hasta  la  devolución  como 
un  buen  padre  de  familia.  —  T.  11,  p.  460. 

—  Aquel  á  quien  corresponde  por  contrato  el  derecho  de  elec- 
ción de  una  cosa  de  entre  otras  señaladas,  puede  elegir  la  que 
le  convenga,  aunque  sea  la  mejor.  —  T.  15,  p.  29. 

—  Recibido  el  precio  por  el  vendedor,  el  comprador  adquiere 
acción  para  demandar  la  entrega  en  la  forma  que  lo  reclame 
la  naturaleza  del  objeto  vendido  (art.  526  y  527,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  16,  p.206. 

—  Vendida  una  cosa  en  remate  sin  condición  alguna,  el  com- 
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prador  queda  obligado,  salvo  su  acción  contra  el  martiliero, 
si  no  expuso  el  negocio  con  verdad  y  claridad.  —  T.  48,  p.  399. 

Comprador.  —Cuando  en  un  contrato  de  venta  de  un  bien  raíz, 
el  vendedor  se  obliga  á  entregar  una  área  determinada  ó -á 
pagar  lo  que  falte  en  relación  al  todo,  el  comprador  conserva 
expedita  su  acción,  si  resultase  no  haber  recibido  el  todo.  — 
T.  20,  p.  203. 

—  El  de  los  derechos  posesorios  de  un  campo  fiscal,  no  puede 
exigir  del  gobierno  que  le  reconozca  propietario  (art.  3270, 
Cód.  Civ.).— T.  20,  p.  284. 

—  Un  conato  de  defraudación  de  la  renta  fiscal  iniciada  por  el 
vendedor  y  comprador  de  mercaderías  de  ultramar  existentes 
en  la  aduana,  no  da  acción  al  comprador  para  reclamar  del 
vendedor  el  pago  de  la  pena  impuesta  por  la  contravención 
(art.  1082,  Cód.  Civ.).— T.  20,  p.  333. 

—  La  disposición  del  artículo  783^  Código  Civil,  no  es  aplicable 
al  caso  en  que  la  cosa  dada  en  pago  y  que  ha  sufrido  eviccíón» 
haya  estado  hipotecada  A  la  seguridad  déla  obligación. — T.  20, 
p.  46o. 

—  No  estando  el  comprador  obligado  por  convención  á  recibir, 
las  mercaderías  deterioradas  sin  rebaja  de  precio,  está  en  su 
derecho  para  pedir  la  entrega  de  ellas,  de  conformidad  con  el 
contrato  ó  la  rescición  del  mismo  en  esta  parte  con  las  indem- 
nizaciones correspondientes  (art.  542,  Cód.  Com.  ant.).— T.  24, 
p.  432. 

—  Manifestando  el  vemiedor  no  poder  hacer  la  entrega  de  la 
cosa,  el  comprador  tiene  derecho  para  pedirla  resolución  del 
contrato,  y  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  que  son 
consecuencia  inmediata  y  necesaria  de  la  falta  de  cumplimien- 
to por  parte  del  vendedor. — ^T.  24,  p.  428. 

—  Cumplido  el  contrato  por  el  vendedor,  el  comprador  debe 
pagar  el  precio  en  el  lugar  y  época  determinados  (art.  4  424,  Cód. 
Civ.).  —  T.  25,  p.  456. 

—  Habiéndose  estipulado  la  compra  de  la  cuarta  parte  de  un 
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i>uque  porel  importe  de  la  cuarta  parte  de  loque  resultare  de 
la  cuenta  general  de  lo  gastado  en  el  buque,  aprobada  por  el 
comprador,  debe  presumirse  que  éste  aprobó  dicha  cuenta,  des- 
de que  ñrmó  la  escritura  por  el  precio  que  corresponde  al  im- 
porte de  la  mencionada  cuarta  parte  de  la  cuenta  general.  El 
comprador  no  puede  pretender  que  se  le  devuelva  parte  de  ese 
precio  por  no  ser  exacta  la  cuenta  general,  á  menos  que  pruebe 
que  su  aprobación  tuvo  por  causa  el  dolo  del  vendedor. — T. 
26,  p.  258. 

Comprador.  —  No  comprobándose  que  el  que  vendió  ganados 
acostumbraba  venderlos,  no  corresponde  al  comprador  la  acción 
de  devolución  de  precio  contra  el  reivindicante.— T.  26,  p.  326. 

—  El  comprador  en  remate  judicial  de  una  cosa  anunciada  en 
venta  como  propia  de  los  interesados  en  el  juicio,  puede  desis- 
tir de  la  compra  si  resulta  que  aquella  pertenece  pro-indiviso 
á  otras  personas  también,  aunque  se  haya  dictado  el  auto  apro- 
batorio del  remate  (art.  4412, 1413,  2670  y  2680,  Gód.  Civ.  El 
auto  aprobatorio  del  remate,  dice  el  fallo,  lleva  siempre  im- 
plícita la  cláusula  de  en  ciianlo  hubiere  lugar  por  derecho). —  T. 
30,  p.83. 

—  No  puede  negarse  al  pago  del  precio  y  á  la  escrituración  de 
compra,  siendo  válida  la  venta,  sino  en  el  caso  de  existir  mo- 
tivos fundados  de  reivindicación  por  parte  de  tercero  [(nvi. 
1357  y  1425,  Cód.  Civ.).— T.  30,  p.  326. 

—  Dado  un  contrato  de  venta  por  el  cual  el  comprador  se  obli- 
ga á  hacer  mensurar  un  campo,  y  el  vendedor  á  entregar  la 
mitad  del  que  resulte,  por  un  tanto  la  legua,  el  comprador  no 
puede,  después  de  cumplido  el  contrato  en  los  términos  men- 
cionados, pretender  que  se  le  entregue  por  igual  precio  la  mi- 
tad de  lo  que  haya  resultado  demás  por  otra  mensura  hecha 
después  de  veinte  años  de  dicho  contrato  (art.  625  y  627,  Gód. 
Civ.).— T.  30,  p.  618. 

—  El  que  conoce  la  configuración  del  terreno  que  se  le  vende, 

y  cuyas  medidas  no  tienen  diferencia  apreciable  con  las  expre- 

11 
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sadas  en  el  contrato,  no  tiene  derecho  á  pedir  restitución  de 
parte  del  precio  pagado.^!.  40,  p.  323. 

Comprador.  — Al  que  ha  aceptado,  al  comprar,  la  personería 
del  apoderado,  no  le  es  licito  desconocerla  al  eximírsele  por 
éste  el  pago  del  precio.  —  T.  46,  p.  169. 

—  Véase  :  Evicción;  Locación;  Notificación;  Saneamiento. 

Comprador  de  cosa  embargada. —  Véase  :  Ejecución. 

Compra-venta. — £1  vendedor  no  puede  exigir  el  pago  del  precio 
de  la  venta,  si  no  justifica  haber  cumplido  por  su  parte  el  con- 
trato (art.  531  y  535,  Cód.  Com.  ant.).— T.  5,  p.  332. 

—  Es  obligación  del  vendedor  entregar  la  cosa  vendida  libre 
de  todo  embargo  ó  impedimento,  para  que  el  comprador  pueda 
gozar  de  las  ventajas  que  ha  querido  proporcionarse  en  com- 
pensación del  precio  queda  por  ella. — T.  6,  p.  173. 

—  El  vendedor  debe  manifestar  los  obstáculos  que  le  son  cono- 
cidos al  tiempo  del  contrato  y  que  amenacen  el  Ubre  ejercicio  de 
los  derechos  que  transfiere,  ó  indemnizar  al  comprador  los 
perjuicios  que  de  ellosleresulten.— T.  6,  p.  173. 

—  Hay  mayor  razón  para  la  indemnización  á  que  alude  el  suma- 
rio anterior,  cuando  es  el  mismo  vendedor  quien  produce  los 
perjuicios,  ejerciendo  acciones  en  la  cosa  vendida.  —  T.  6, 
p.  173. 

—  Cuando  una  persona,  reconocida  como  dependiente  de  otra, 
compra  especies  con  dinero  de  su  principal,  se  presume  que 
la  negociación  se  hace  por  cuenta  de  éste.^T.  6,  p.  186. 

—  La  presunción  á  que  alude  el  sumario  anterior  se  robustece, 
si  las  especies  consistentes  en  hacienda  vacuna,  se  encuentran 
en  pastos  del  principal,  y  señaladas  con  su  marca;  y  no  se  des- 
virtúa por  haber  hecho  el  dependiente  la  negociación  á  su 
nombre  propio  ni  por  haber  del  mismo  modo  revendido  una 
parte  de  las  haciendas. — T.  6,  p.  186. 

—  £1  artículo  520  del  antiguo  Código  Comercio,  que  reserva  al 
comprador  el  examen  de  la  cosa  vendida,  y  la  facultad  de  res- 
cindir el  contrato  si  aquella  no  le  conviene,  supone  que  la 
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cosa  vendida  existe  ó  va  áser  transportada  por  motivos  ajenos 
al  contrato,  al  lugar  donde  ha  dé  verificarse  el  reconocimien- 
to; y  no  al  caso  en  que  sea  menester  hacer  diligencias  y  gas- 
tos de  recolección  ó  transporte,  ó  cuando  el  vendedor  tiene  que 
comprar  á  otro  lo  que  se  propone  revender. — T.  6,  p.  279. 

Compra-venta.  —  No  es  regido  por  el  articulo  520,  antiguo  Có- 
digo de  Comercio,  el  caso  en  que  se  expresen  en  ei  contratolas 
calidades  requeridas  para  que  la  especie  vendida  sea  de  recibo,  y 
que  esas  calidades  son  generalmente  conocidas.— T.  6,  p.  279. 

—  En  el  contrato  de  compra-venta,  por  su  naturaleza  bilateral, 
no  puede  el  comprador  sostener  que  está  á  su  arbitrio  aceptar 
ó  no  la  cosa  vendida,  sin  que  nadie  pueda  imponerle  su  admi- 
sión.—T.  6,  p.  279. 

—  En  el  contrato  de  compra- venta  mercantil,  negándose  el  com- 
prador á  recibir  la  especie  por  no  ser  conforme  á  la  estipulada, 
ésta  debe  ser  reconocida  por  peritos.  En  caso  de  resultar  de  la 
calidad  convenida,  el  contrato  queda  consumado^  y  la  especie 
vendida  por  cuenta  del  comprador  (art.  524,  Cód.  Com.  ant.)- 
— T.  9,  p.  5. 

—  Para  comprobar  la  compra-venta  de  una  cosa  de  menor 
cuantía,  se  necesitan  cuando  menos  dos  testigos  hábiles  que 
declaren  constarles  de  ciencia  propia  el  convenio  de  transfe- 
rencia déla  cosa,  porun  precio  cierto.— T.  43, p. 76. 

—  Este  contrato  queda  consumado  por  parte  del  vendedor  con 
la  entrega  de  la  cosa  en  las  condiciones  y  de  la  calidad  estipu- 
ladas. —  T.  44,  p.  476. 

—  Cuando  en  un  contrato  de  compra -venta  de  bienes  raices  el 
comprador  se  reserva  objetar  las  escrituras  en  plazo  fijo,  el 
contrato  queda  irrevocablemente  celebrado  si  vence  el  plazo 
sin  que  se  haga  objeción  (art.  554  y  4372,  Cód.  Civ.).  —  T.  46, 
p.  28. 

—  Perfeccionada,  el  comprador  no  [puede  resistir  el  pago  del 
precio  sino  en  el  caso  de  tener  motivos  fundados  de  ser  moles- 
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lado  por  reivindicación  de  la  cosa  (art.  1425,  Cód.  Civ.).  —  T. 
46,  p.  228. 

Compra-venta.  —  Verificada  la  de  un  inmueble  sin  cláusula  al- 
guna, con  la  simple  oferta  y  aceptación  de  la  cosa  y  precio,  debe 
aquella  ser  llevada  á  debido  cumplimiento.  —  T.  16,  p.  228. 

—  La  entrega  de  una  cosa  mediante  precio,  constituye  compra- 
venta.—T.  19,  p.  159. 

—  La  trasmisión  de  la  propiedad  de  una  cosa  por  precio  cierto 
constituye  compra-venta,  y  ésta  confiere  al  comprador  dere- 
chos que  puede  hacer  valer  en  juicio  como  propios  y  origina- 
rios (art.  1323,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  177. 

—  {11  contrato  por  el  cual  se  entrega  la  explotación  de  una  can- 
tera por  término  y  precio  fijo,  es  un  contrato  de  compra-venta. 
—  T.  25,  p.  456. 

—  La  falta  del  comprador  en  recibirla  cosa  comprada,  no  pro- 
duce por  sí  sola  la  resolución  del  contrato  de  compra.  El  pago 
de  la  pena  establecida  en  el  contrato,  no  exime  de  su  cumpli- 
miento, sino  en  el  caso  en  que  esto  se  hubiese  expresamente 
convenido  (art.  658,  1204  y  1430,  Cód.  Civ.).  —  T.  31,  p.  330. 

—  La  de  vino  hecha  sobre  muestra,  y  la  subsiguiente  entrega 
del  cargamento,  no  impide  que  el  comprador,  dentro  de  los 
tres  días,  reclame  la  rescisión  del  contrato,  probando  que  el  car- 
gamento entregado,  contenía  vinagre  y  no  vino  (art.  522,  542 
y  546,  Cód.  Com.  ant.).  — T.32,  p.  387. 

—  La  hecha  bajo  condición  resolutoria,  queda  sin  efecto  una 
vez  verificada  la  condición  (art.  554,  Cód.  Civ.).  — T.  38,  p.  289. 

—  En  los  juicios  ejecutivos  por  cobro  de  pesos,  el  litigio  versa 
sobre  el  cobro,  y  no  sobre  el  bien  que  se  remata  para  hacer  el 
pago,  y  por  lo  tanto,  la  compra  de  éste  no  cae  bajo  la  prohibi- 
ción del  artículo  1361 ,  inciso  6o,  Código  Civil.  — T.  57,  p.  160. 

—  La  cláusula  de  comprar  y  vender  cualquier  finca  raíz,  basta 
á  los  efectos  del  artículo  1881,  inciso  7^",  Código  Civil,  que  no 

'  exige  la  determinación  del  inmueble  materia  del  contrato. — 
T.  58,  p.  358. 
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Compra-venta.  —  Véase:  Juicio  ejecutivo;  Mandato;  Venta. 

Compra-venta  mercantil.  —  Véase :  Vendedor. 

Compromiso.  —  La  escritura  de  compromiso  es  la  que  determi- 
na la  calidad  de  los  arbitros,  la  causa  sometida  á  su  resolución 
y  la  forma  del  procedimiento  (leyes  23  j  27,  tít.  4<*,  pa'rt.  3»). 
—  T.  46,  p.  36. 

—  No  hay  disposición  alguna  de  las  antiguas  leyes  de  proce- 
dimiento^ qué  establezca  como  requisito  esencial  para  la  vali- 
dez del  compromiso,  cuando  de  jueces  arbitradores  se  trata, 
que  sea  hecho  en  escritura  pública,  estando  por  el  contrario 
dispuesto  por  la  ley  23^  título  4<>,  partida  3&,  que  puede  serlo 
en  documento  privado.  — T.  29,  p.  222. 

—  El  convenio  de  las  partes  de  entregarla  solución  de  un  asun- 
to para  en  todo  tiempo^  al  fallo  de  arbitros,  no  queda  nulo  por 
no  haber  aceptado  el  cargo  los  arbitros  en  él  designados,  pues 
deja  en  pie  la  forma  establecida  por  las  leyes  generales  para 
designar  su  reemplazante.  — T.  52,  p.  178. 

—  Véase  :  Escritura  de  compromiso ;  Provincia, 

Compulsa  de  libros.  —  Consentida  la  diligencia  probatoria  de 
compulsa  de  libros  y  el  auto  que  la  ordena^  debe  ordenarse  su 
cumplimiento.  — T.  33,  p.  62. 

—  No  se  admite  ésta  como  diligencia  previa  á  la  demanda,  por 
la  ley  de  procedimientos  (art.  56).  — T.  34,  p.  181 . 

—  Debe  limitarse  á  partidas  y  asientos  determinados  que  ten- 
gan relación  con  el  punto  ó  cuestión  de  que  se  trata  (art.  71  y 
72,  Cód.  Com.    ant.).  — T.  31,  p.  364  y  371. 

—  La  providencia  ordenando  la  compulsa  de  libros  de  la  casa 
de  comercio  del  procesado  por  defraudación  de  impuestos  in- 
ternos, es  apelable  (art.  501,  Cód.  Proc.  Crim.). —  T.  49,  p.  128. 

—  Aunque  la  facultad  de  los  inspectores  de  impuestos  internos 
se  limita  á  examinar  los  libros  de  la  fábrica,  el  juez  de  instruc- 
ción puede  ordenar  de  oficio  la  compulsa  de  los  de  la  casa  de 
comercio,  limitada  á  los  asientos  relativos  á  la  fabricación  de 
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los  artículos  sometidos  al  impuesto  (art.  496,  Cód.  Proc.  Crim.). 
--T.  49,p.  128. 

Concesión.  —  La  del  ferrocarril  á  Campana  fué  hecha  á  don 
Guillermo  Matti  y  no  á  don  Guillermo  Malti  y  C*.  —  T.  46,  p. 
462. 

Concordato.  —  Un  convenio  hecho  entre  un  fallido  y  sus  acree- 
dores por  el  que  se  le  entregan  todas  las  existencias,  créditos 
y  acciones  del  concurso,  para  que  practique  su  liquidación,  sa- 
tisfaga los  gastos  y  distribuya  el  saldo  entre  ellos,  es  un  con- 
cordato (art.  4644,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  40,  p.  457. 

—  Aunque  á  la  celebración  de  un  concordato  falten  algunos 
requisitos  legales,  éste  será  válido  si  es  aprobado  judicialmen- 
te sin  que  se  oponga  algún  acreedor  en  el  término  de  ocho  dias 
(art.  4022,  inc.  2%  Cód.  Com,  ant.).  — T.  40,  p.  457. 

—  Aprobado  y  homologado,  se  hace  obligatorio  para  todos  los 
acreedores,  sin  excepción,  sin  que  se  pueda  alegar  causa  al- 

^ 'guna  de  nulidad,  á  menos  de  fundarse  en  dolo  descubierto 
después  de  la  homologación.  —  T.  40,  p.  457. 

—  En  virtud  del  concordato  se  extingue  la  parte  de  crédito 
de  que  se  hace  renuncia  al  fallido  (art.  4639,  Cód.  Com.  ant.) 
—  T.  10,  p.  457. 

—  Las  palabras  «en  la  parte  que  no  resulte  estar  garantido», 
puestas  en  un  concordato  por  un  acreedor  prendario  con  ga- 
rantías superiores  á  la  deuda,  sólo  pueden  tener  por  objeto  nu 
perjudicar  la  garantía,  evitando  la  aplicación  de  la  doctrina 
del  inciso  3o  del  artículo  4646  del  Código  de  Comercio  anti- 
guo. —  T.  47,  p.  463. 

—  Para  que  los  acreedores  privilegiados  queden  sujetos  al  con- 
cordato, es  menester  que  hayan  participado  en  las  deliberacio- 
nes de  los  otros  acreedores  (art.  4646,  Cód.  Com.  ant.).  — T. 
18,  p.  284. 

—  El  acreedor  que  no  es  privilegiado  ni  hipotecario,  está  so- 
metido al  concordato  aprobado  por  juez  competente  (art.  4627, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24,  p.  335. 
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Concordato.  —  En  el  caso  en  que  un  deudor  después  de  cele- 
brado concordato,  sea  demandado  por  un  acreedor  y  conde- 
nado á  pagar  la  suma  íntegra  por  no  haber  opuesto  la  existencia 
del  concordato,  la  quita  ó  espera  procedente  de  éste  no  puede 
ya  oponerse  contra  la  ejecución  de  la  sentencia  condenatoria. 
—  T.  22,  p.  104. 

—  La  quita  y  espera  convenida  en  el  concordato  sólo  obliga  á 
los  acreedores  comunes,  y  privilegiados  que  intervienen  en  la 
concesión  del  concordato;  no  á  los  que  limitan  su  interven- 
ción á  la  simple  verificación  de  su  crédito.  —  T.  23,  p.  300. 

—  Concluye  el  juicio  de  quiebra  (art.  4630,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.25,  p.  185. 

Ooncnrsado.  —  Véase :  Personería. 

Concurso.  —  Las  circunstancias  de  haber  uno  de  los  socios  pe- 
dido espera  á  sus  acreedores,  de  haber  incluido  aquél  en  la  nó- 
mina de  sus  acreedores  particulares^  la  de  los  acreedores  de 
la  sociedad,  de  haber  éstos  asistido  á  las  juntas  convocadas 
por  el  juez  del  concurso,  de  haberse  dictado  en  el  curso  del 
juicio  las  providencias  relativas  para  fijar  la  responsabilidad 
del  otro  socio  respecto  á  las  deudas  sociales,  importan  el  con- 
curso de  la  sociedad.  —  T.  3,  p.  55. 

—  La  justicia  provincial  es  la  única  competente  para  conocer 
en  las  causas  de  concurso. —  T.  3,  p.  55. 

—  La  suspensión  de  los  jfticios  particulares  en  caso  de  concurso 
de  acreedores,  tiene  lugar  cuando  éste  ha  sido  declarado  tal 
y  admitido ;  y  en  tal  caso,  la  forma  legal  es  que  la  supensión 
se  pida  ante  el  juez  del  concurso  y  se  requiera  por  éste  al  que 
conoce  de  los  juicios  particulares.  —  T.  4,  p.  280. 

—  Declarado  su  clausura  por  insuficiencia  del  activo,  los  acree- 
dores que  hayan  obtenido  la  autorización  del  juez  del  concur- 
so, recobran  el  ejercicio  de  sus  acciones  individuales  contra 
los  bienes  y  personas  del  fallido,  devolviéndose  á  las  causas  el 
fuero  individual  que  les  compete  por  las  leyes  (art.  1641  y  1663, 
Cód.  Com.  ant.).  — T.  5,  p.  59. 
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Concurso.  —  Los  acreedores  que  los  fallidos  tienen  en  un  Esta- 
do, donde  se  encuentran  bienes  con  cuyo  valor  se  solicita  el 
pago,  pueden  válidamente  ejercer  su  acción  ante  el  juez  com- 
petente de  ese  Estado.  —  T.  6,  p.  252. 

—  La  declaración  de  falencia  pronunciadaen  país  extranjero,  no 
es  ejecutiva  en  el  Estado,  y  no  altera  las  obligaciones  contraí- 
das en  éste  por  los  fallidos  (art.  1531,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6» 
p.  252. 

—  Los  acreedores  del  fallido  en  el  lugar  de  la  quiebra,  no  se 
hallan  en  concurrencia  con  los  acreedores  que  residen  en  el 
Estado  sobre  los  bienes  existentes  deutro  de  su  territorio  (art. 
1531,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  252. 

—  Este  juicio  es  universal  y  atrae  á  sí  todas  las  causas  pendien- 
tes contra  el  concursado,  ya  sea  por  caso  de  quiebra,  ó  civil- 
mente por  cesión  de  bienes.  —  T.  9,  p.  434. 

—  Las  mercaderías  existentes  en  la  aduana  y  destinadas  á  cu- 
brir una  deuda  fiscal,  no  deben  entrar  á  la  masa  del  concurso 
de  acreedores,  aun  cuando  el  deudor  ó  dueño  de  ellas  esté  con- 
cursado (art.  183,  ürd.  ant.).  —  T.  17,  p.  105. 

—  Cualesquiera  que  sean  los  privilegios  de  un  acreedor,  su  cré- 
dito debe  ser  verificado  y  colocado  en  el  estado  de  graduación 
del  concurso,  pues  es  precisamente  para  el  caso  en  que  haya 
concurso  de  acreedores  que  la  ley  ha  establecido  los  privile- 
gios en  favor  de  ciertos  créditos.  —  T.  19,  p.  193. 

—  El  juicio  universal  de  concurso  atrae  todas  las  demandas  y 
ejecuciones  contra  el  fallido  y  sus  bienes,  aun  cuando  corres- 
pondan al  fuero  nacional.  —  T.  19^  p.  283. 

—  Formado  un  concurso,  deben  remitirse  al  juez  de  él  todas 
las  ejecuciones  existentes  contra  el  deudor  y  los  incidentes  de 
ellas  (art.  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  30,  p.  559. 

—  Pertenece  al  juez  de  éste,  las  cuestiones  que  surjan  acerca  de 
la  venta  y  posesión  de  un  inmueble,  perteneciente  al  concur- 
sado, vendido  durante  el  concurso,  por  el  Banco  Hipotecario 
Nacional,  en  virtud  de  la  ley  número  1804.  -r-  T.  56,  p.  110. 
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Conearso.  — Pertenecen  al  juez  de  éste,  las  gestiones  que  se  pro- 
muevan respecto  de  un  inmueble  que  forma  parte  de  los  bienes 
concursados  (art.  42,  ¡nc.  1,  Ley  Jurisd.).  —  T.  56,  p.  122. 

—  Pertenece  al  juez  de  éste,  el  interdicto  de  recobrar  que  se 
promueva,  respecto  de  un  inmueble  que  forma  parte  de  los 
bienes  concursados  (art.  12,  inc.  I**,  Ley  Jurisd.).  —  T.  56, 
p.  128. 

—  De  autos  en  qué  no  tienen  participación  los  fallidos^  no  pro- 
cede la  remisión  al  juez  del  concurso  (art.  1387,  Cód.  Com.). 
—  T.  56,  p.  229. 

—  Véase  :  Prelación. 

Condenación.  —  No  puede  condenarse  á  lo  que  no  se  ha  pedi- 
do, y  sobre  lo  que  la  parte  condenada  no  ha  sido  oída. —  T. 
11,  p.  159. 

—  Un  informe,  que  no  es  la  expresión  de  las  constancias 
de  loslibros  de  una  receptoría,  no  es  bastante  por  sí  sólo  para 
motivar  una  condenación  judicial.  —  T.  22,  p.  i<30. 

Condenación  á  ios  jueces.  —  La  que  sanciona  la  ley  24,  título 
22,  partida  3&,  no  es  un  recurso  contra  la  sentencia,  sino  un 
efecto  de  la  responsabilidad  de  aquellos,  siendo  esa  ley  una 
ley  penal.  —  T.  12,  p.  134. 

Condenación  alternativa.  —  Cuando  la  parte  que  ha  sido  con- 
denada alternativamente  en  una  sentencia,  no  puede  realizar 
el  primer  término  debe  ser  obligada  á  cumplir  el  segundo.  — 
T.  21,  p.  70. 

Condición. — La  impuesta  en  una  obligación  de  dar  una  suma  de 
dinero,  consistente  en  el  hecho  de  declararse  xálida  la  escritura 
de  cesión  de  unas  propiedades  y  dueño  por  consiguiente  de  aque- 
lias  desde  la  fecha  de  la  escritura  expresada^  se  entiende  cum- 
plida si  la  escritura  ha  sido  declarada  válida.  —  T.  25,  p.  50. 

—  El  acto  voluntario  del  obligado  que  impide  el  cumplimiento 
de  la  condición,  autoriza  á  considerar  ésta  como  cumplida  en 
su  contra  (art.  538,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  348. 

—  La  cláusula  precia  vista  con  que  se  hace  una  venta,  es  equi- 
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valente  á  la  de  venta  á  satisfacción,  prevista  por  el  articulo 
1365,  Código  Civili  y  se  reputa  como  condición  suspensiva 
de  la  venta  (art.  1377;.  —  T.  34,  p.  348. 

Condición.  —  Véase  :  Prueba. 

Condominio.  —  Comprada  una  cosa  en  su  nombre^  la  confesión 
posterior  del  comprador  de  haber  comprado  á  un  tercero  la 
sexta  parte  de  esa  misma  cosa  para  igualar  la  mitad,  demues- 
tra que  la  cosa  fué  comprada  en  el  interés  común  del  compra- 
dor y  del  tercero,  y  que  pertenece  á  ambos  por  mitad.  —  T. 
36,  p.213. 

—  La  sentencia  ejecutoriada  que  desconoce  el  condominio,  afec- 
ta solamente  al  condomino  que  fué  parte  en  el  juicio,  y  éste  no 
puede  pretender  que  el  condómino  que  no  intervino  en  dicho 
juicio  y  conservó  ó  se  hizo  reconocer  su  parte,  lo  admita  como 
condómino  de  ésta  (art.  2610,  2673  y  2679,  Cód.  Civ.).  —  T. 
49,  p.  31. 

—  Véase  :  División  de  condominio  ;  Justicia  Federal ;  Rettindi- 
cación. 

Condómino.  —  El  que  ha  hipotecado  válidamente  la  cosa  co- 
mún, no  puede  entregarla  en  pago  sin  el  consentimiento  del 
otro  condómino.  — T.  20,  p.  416. 

—  Si  la  cosa  común  hipotecada  se  vende  en.remate,  el  exceden- 
te que  resultase,  pagada  la  deuda  hipotecaria,  corresponde  á 
los  condóminos  por  mitad.  —  T.  20,  p.  416. 

—  El  que  no  intervino  en  la  constitución  de  la  hipoteca,  tiene  á 
salvo  sus  derechos  personales  que  puedan  corresponderé  con 
motivo  de  la  misma.  —  T.  20,  p.  416. 

—  La  no  intervención  de  uno  de  ellos  en  un  juicio,  no  perjudi- 
ca la  validez  del  mismo  en  relación  á  los  que  han  intervenido 
en  él  (ley  21 ,  tít.  22,  part.  3') .  —  T.  58,  p.  21 4. 

—  Véase  :  Cosa  común;  Justicia  federal;  Posesión. 

Confesión.  — Las  posiciones  deferidas  al  procesado  en  una  causa 
criminal,  son  contrarías  al  artículo  18  de  la  Constitución  Na- 
cional.—  T.  1,  p.  350. 
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<3onfe8Íón.  •—  La  de  una  deuda^  perjudica  á  su  autor  solamentey 
y  no  á  sus  acreedores.  —  T.  3,  p.  103. 

—  La  calificada,  no  debe  dividirse.  —  T.  3,  p.  160. 

—  En  materia  civil  y  comercial,  la  confesión  calificada  es  indi- 
visible, muy  especialmente  cuando  la  excepción  ó  calificación 
se  halla  apoyada  en  indicios  favorables  al  confesante.  — T.  3, 
p.  202. 

—  La  del  procesado  concurriendo  otros  indicios  y  circunstan- 
cias, puede  bastar  para  dar  por  comprobado  el  cuerpo  del 
delito  (leyes  2,  4  y  5,  tít.  13,  part.  3*).  — T.  3,  p.  383. 

—  Es  indivisible,  y  debe  tomarse  con  sus  descargos  y  atenuacio- 
nes.—T.  3,  p.  383. 

—  La  calificada  es  indivisible  cuando  comprende  hechos  simul- 
táneos é  íntimamente  ligados  entre  sí,  y  en  que  la  calificación 
es  un  accidente  ó  coudición  del  hecho  principal. — T.  4,  p.  19. 

—  No  es  indivisible  la  confesión  calificada,  cuando  los  hechos 
son  distintos  y  ha  mediado  entre*^ ellos  largo  intervalo. —  T.  4, 
p.  19. 

—  Cuando  en  las  causas  criminales  la  única  prueba  del  delito  es 
la  propia  confesión  y  ésta  no  es  simple,  debe  tomarse  en  el 
sentido  que  se  presta.  —  T.  5,  p.  88. 

—  Es  doctrina  aceptada  por  la  Suprema  Corte,  admitir  en  las 
causas  criminales  en  que  no  existe  otra  prueba  que  la  confe- 
sión calificada,  la  excepción  contenida  en  la  calificación,  siem- 
pre que  resulten  del  proceso  presunciones  favorables  á  ella.  — 
T.  5,  p.  311. 

—  Siendo  la  hecha  en  la  contestación,  subordinada  á  hechos 
que  pueden  influir  en  la  resolución  definitiva,  debe  abrirse  la 
causa  á  prueba  (art.  89,  Ley  Proc).  —  T.  5,  p.   393. 

—  Cuando  en  la  contestación  se  confiesa  simplemente  la  deuda, 
no  se  puede  dictar  sentencia  y  negar  en  seguida  la  apelación, 
sin  la  previa  ratificación  de  aquella  (art.  87,  Ley  Proc).  — T, 
5,  p.  393. 
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Coi^fesión.  —  La  prescripción  de]  artículo  i  93  del  antiguo  Código 
de  Comercio,  sobre  la  inadmisibilidad  de  la  prueba  de  testigos 
sin  un  principio  de  prueba  por  escrito  en  los  asuntos  de  mayor 
cuantía,  no  excluye  la  confesión  de  la  parte  obligada^  consigna- 
da en  los  autos.  —  T.  6,  p.  9. 

—  Es  un  documento  auténtico  é  irrecusable  para  la  parte  que 
lo  produce.  —  T.  6,  p.  9. 

—  La  del  delito  hecha  con  el  fin  evidente  de  salvará  sus  padres 
presos,  disminuye  la  fuerza  probatoria.  — T.  7,  p.  301. 

—  La  confesión  judicial  de  haber  ordenado  asesinatos,  confir- 
mada por  la  declaración  de  tres  testigos,  de  los  cuales  el  uno 
afirma  haber  visto  el  lugar  del  asesinato  y  oído  á  la  tropa,  que 
el  confesante  mandó  matar,  y  los  otros  dos  que  estuvieron  con 
el  confesante  cuando  dio  la  orden,  hace  plena  prueba  sobre  el 
delito  de  homicidio  (leyes  2,  4y  5,  tít.  13,  parí.  3»). — T.  7,  p.  356. 

—  En  materia  criminal,  cuando  la  confesión  calificada  no  se  en- 
cuentra contradicha  por  indicios  desfavorables  al  confesante, 
se  admiten  como  suficiente  prueba  de  la  calificación  los  indi- 
cios que  la  favorecen. — T.  7,  p.  451. 

—  Aunque  la  confesión  no  está  enumerada  entre  las  pruebas 
admisibles  en  contratos  de  comercio,  sin  embargo  ella  tiene 
tanto  valor  como  la  más  privilegiada.  —  T.  8,  p.  34. 

—  El  silencio  del  demandado  sobre  un  hecho  mencionado  en  la 
demanda,  puede  estimarse  como  confesión  de  su  verdad,  mu- 
cho más  si  otras  circunstancias  la  hacen  presumir  (art.  86^ 
LeyProc).  — T.  8,  p.  176. 

—  La  judicial  tiene  fuerza  plenamente  probatoria  y  es  por  con- 
siguiente irrevocable  (ley  8,  tít.  13,  part.  3»;  art.  87  y  88,  Ley 
Proc.).  — T.  8,  p.  372. 

—  La  confesión  es  individua  y  debe  admitirse  con  las  atenuacio- 
nes ó  descargos  que  contiene,  ó  desecharse  íntegramente;  ¿  no 
ser  así)  se  tomaría  por  base  de  un  juicio  una  confesión  que  no 
existe,  puesto  que  la  calificada  existe  tan  sólo  en  la  forma  con 
que  sus  calificaciones  la  presentan.  —  T.  9,  p.  290. 
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Confesión.  —  !Vo  puede  dividirse,  aceptándose  en  una  parte  y 
rechazándose  en  otra. — T.  40,  p.  164. 

—  Para  que  se  acepte  la  confesión  en  la  parte  favorable,  es  ne- 
cesario demostrar  la  falsedad  de  la  parte  que  no  lo  es.  —  T.  10, 
p.  164. 

—  La  calificada  es  indivisible,  sobre  todo  en  materia  civii^ 
cuando  concurren  algunas  presunciones  favorables  á  la  excep- 
ción contenida  en  aquella.  —  T.  11,  p.  204. 

—  No  e!LÍstiendo  más  prueba  que  la  confesión  del  reo»  respecto 
del  autor  del  delito,  debe  estarse  á  ella  con  relación  á  las  cir- 
canstancias.que  lo  acompañaron. — T.  1¿,  p.  315. 

—  La  de  una  deuda  hace  plena  prueba  de  ella  (ley  2,  tít.  1 3, 
part.  5*).— T.  13,  p.  66. 

—  £1  silencio  ó  las  respuestas  evasivas  del  demandado  sobre 
los  hechos  enunciados  en  la  demanda,  pueden  ser  tomadas 
como  una  confesión  (art.  86,  Ley  Proc).  —  T.  13,  p.  374. 

—  La  declaración  de  un  administrador  reconocido  como  tal  por 
la  parte  interesada,  tiene  el  valor  de  una  confesión  de  esta 
misma  parte.  — T.  15,  p.  350. 

—  £n  la  demanda  del  capitán  del  buque  por  pago  de  sus  suel- 
dos, la  negación  del  armador  de  adeudar  sueldos  á  la  tripula- 
ción, importa  una  confesión  implícita  de  deber  los  del  capitán 
(art.  86,  Ley  Proc).  —  T.  15,  p.  350. 

—  Se  entiende  confesado  el  hecho  opuesto  por  el  demandado 
y  no  negado  por  el  demandante.  —  T.  15,  p.  365. 

—  El  no  haber  objetado  los  títulos,  y  el  reconocimiento  de  ser 
dueño  el  causante  del  vendedor,  importa  una  confesión  de 
conformidad  con  ellos  (art.  86,  Ley  Proc).  —  T.  16,  p.  138. 

—  La  confesión  sin  juramento  y  fuera  de  juicio  no  hace  plena 
prueba  (ley  2,  tít.  13,  part.  3').  —  T.  16,  p.  252. 

—  La  hecha  por  un  ejecutado  insolvente  y  en  perjuicio  de  ter- 
ceros, no  puede  perjudicar  á  éstos.  —  T.  16,  p.  252. 

—  La  contestación  de  que  pocos  ó  ninguno  de  los  hechos  son  ciev" 
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tos^  constituye  una  respuesta  evasiva  é  importa  confesión  (art. 
86,  Ley  Proc).  —  T.  17,  p.  43. 

Confesión.  —  Es  indivisible  la  califícada,  y  no  corresponde  al 
demandado  la  prueba  de  las  excepciones,  cuando  no  se  ba  pro- 
bado la  demanda.  —  T.  17,  p.  340. 

—  En  la  calificada  no  puede  prescindirse  de  la  modificación 
que  introduzca  la  circunstancia  alegada  por  el  confesante.  — 
T.  19.  p.  13. 

—  Tratándose  de  una  ejecución  contra  el  marido,  la  confesión 
de  éste  de  haber  recibido  dote  de  su  mujer  y  empleádola  en 
los  bienes  ejecutados,  no  puede  perjudicar  al  ejecutante,  mu- 
cho menos  constando  en  la  escritura  de  adquisición  que  ellos 
fueron  comprados  por  el  marido  á  nombre  propio.  —  T.  20, 
p.  129. 

—  La  alegación  de  que  los  hechos  consignados  en  la  demanda 
no  están  comprobados,  sin  negarlos,  importa  una  evasiva  que 
debe  ser  tomada  como  confesión  implícita,  en  el  caso  de  que  el 
demandado  deba  tener  conocimiento  de  ellos  (art.  86,  Ley 
Proc).  —  T.  21,  p.  25. 

—  Los  hechos  de  la  demanda  no  negados  en  la  contestación, 
deben  considerarse  confesados,  tratándose  de  hechos  propios 
y  que  no  ha  podido  ignorar  el  demandado  (art.  86  y  115,  Ley 
Proc).  —  T.  21,  p.  170. 

—  Las  respuestas  evasivas  de  la  contestación  á  la  demanda  pue- 
den estimarse  como  confesión  de  los  hechos  á  que  se  refiere 
mucho  más  si  el  demandado  se  niega  con  motivos  fútiles  á  abl 
solver  posiciones  sobre  esos  hechos  (art.  86  y  115,  Ley  Proc).— 
T.  22,  p.309. 

—  La  respuesta  evasiva  á  las  posiciones  debe  considerarse  co 
mo  confesión,  máxime  si  la  verdad  del  hecho  es  corroborada 
por  la  prueba  testimonial  (art.  115,  Ley  Proc).— T.  24,  p.  368. 

—  Consistiendo  la  prueba  del  delito  sólo  en  la  confesión  del 
procesado,  ésta  debe  apreciarse  con  la  escusa  con  que  viene 
calificada.  —  T.  24,  p.  401. 
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Confesión.  — La  extrajudicial  no  tiene  fuerza  de  prueba  si  no  se 
ha  hecho  en  presencia  de  dos  testigos  y  de  la  contraparte,  con 
palabras  claras,  expresión  de  la  cantidad  y  cosa  debida,  y  razón 
ó  causa  porque  se  debe  (ley  7',  tít.  13,  part.  3«).  —  T.  26,  p.  13. 

—  La  del  procesado  sólo  puede  considerarse  indivisible  cuan- 
do ella  constituye  el  único  elemento  de  prueba  de  un  hecho 
que  sin  ella,  habría  quedado  desconocido.  — T.  S6,  p.  280. 

—  Guando  el  hecho  es  conocido  de  otro  modo  que  por  la  confe- 
sión, ésta  puede  dividirse;  y  la  excepción  alegada  por  el  autor 
de  él,  tiene  que  probarse.  —  T.  26^  p.  280. 

—  Cuando  el  hecho  criminoso  sólo  está  comprobado  por  la  con- 
fesión del  reo,  sin  que  existan  otras  pruebas  á  su  respecto^  ni 
presunciones  ó  indicios  graves  que  le  sean  contrarios,  es  doc- 
trina legal  que  aquella  debe  ser  aceptada  de  una  manera  indi- 
visible ;  y  se  tengan  por  averiguadas  sin  necesidad  de  otra 
prueba,  las  circunstancias  ó  hechos  en  que  se  apoya  el  acusado 
paraescusar  ó  justificar  el  acto  que  se  le  imputa  (art.  318,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  36,  p.  14. 

—  Cuando  sobre  la  responsabilidad  del  procesado  no  queda 
más  elemento  de  prueba  que  su  confesión,  ésta  no  puede  di- 
vidirse en  perjuicio  de  él  (art.  318,  Cód.  Proc.  Crim.).— T.  61, 
p.  195. 

—  No  es  admisible  la  indivisión  de  la  confesión  cuando  no  es  la 
única  prueba  de  los  delitos  acusados,  y  cuando  los  hechos  en 
ella  contenidos  para  disculpar  la  responsabilidad,  se  hallan 
contradichos  por  las  constancias  de  autos.  —  T.  62,  p.  112. 

—  Véase :  Demandado;  Posiciones;  Prueba;  Socios;  TesHgos^ 

Confesión  jadicial.  —  La  exposición  de  una  parte  sobre  la  que 
la  contraparte  funda  sus  pretensiones,  tiene  que  ser  conside- 
rada como  una  confesión  judicial  de  aquella.  —  T.  10,  p.  164. 

—  Véase  :  Ejecución. 

Confesión jarada.  —  No  le  debe  ser  tomada  al  acusado.— 
T.  48,  p.  234. 

Confirmación.  —  El  silencio  del  marido  guardado  hasta  su  muer- 
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te,  á  pesar  de  haber  estado  presenciando  la  ejecución  del  con- 
trato de  venta  hecho  por  su  mujer,  debe  reputarse  como  una 
confirmación  tácita  del  consentimiento  que  en  la  escritura  no 
firmada  por  él,  se  dice  que  prestó  á  la  venta.  —  T.  16,  p.  123. 

Confusión.  — Véase  :  Acreedor  hipotecario;  Marca  de  fábrica. 

Confusión  de  limites.  —  Véase:  Administración;  Reivindica- 
ción. 

Congreso.  —  Corresponde  á  él  la  facultad  de  establecer  tribuna- 
les inferiores  para  ejercer  la  jurisdicción  que  corresponde  á  la 
justicia  federal:  artículos  94  y  67, inciso  17,  de  la  Constitución. 
—  T.  1,  p.  32. 

—  Corresponde  á  él  la  facultad  de  hacer  las  leyes  y  reglamen- 
tos convenientes  para  poner  en  ejercicio  sus  propios  poderes, 
V  todos  los  otros  concedidos  al  Gobierno  de  la  Nación.  — T.  1, 
p.32. 

—  Cada  una  de  sus  cámaras  es  juez  único  de  las  elecciones, 
derechos  v  títulos  de  sus  miembros  en  cuanto  á  su  validez,  v 
la  Corte  Suprema  no  tiene  competencia  para  intervenir  en  esta 
materia  que  la  Constitución  atribuye  exclusivamente  á  cada  cá- 
mara (art.  56,  Const.  Nac).  —  T.  2,  p.  254. 

—  Este  no  puede  investir  á  las  autoridades  de  provincia,  de  una 
jurisdicción  que  la  Constitución  le  manda  distribuir  entre  la 
Corte  Suprema  y  los  tribunales  inferiores  de  la  nación  exclu- 
sivamente.—  T.  6,  p.  385. 

—  Corresponde  al  Congreso  arreglar  el  pago  de  la  deuda  inte- 
rior y  exterior  de  la  Nación.  £1  Congreso  hizo  uso  de  estafa- 
cuitad  dictando  las  leyes  de  1^  de  noviembre  de  1862  v  6  de  no- 
viembre  de  1863.  — T.  9,  p.  200. 

—  Corresponde  exclusivamente  al  Congreso  admitir  en  el  terri- 
torio de  la  nación  otras  órdenes  religiosas,  á  más  de  las  exis- 
tentes (art.  67,  inc.  20,  y  108,  Const.  Nac).  —  T.  10,  p.  380. 

—  Es  atribución  exclusiva  de  éste  la  facultad  de  fijar  el  valor 
relativo  de  las  monedas  extranjeras  que  hayan  de  tener  curso 
legal  en  la  República  (art.  67,  inc.  10,  Const.  Nac).  Estafa- 
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cuitad  únicamente  lo  es.  cuando  se  trata  de  admitir  en  la  cir- 
culación la  moneda  eiLtranjera  con  el  carácter  de  moneda  legal 
para  los  pagos,  y  no  cuando  se  trata  de  excluir  ó  limitar  en  la 
circulación  una*moneda  extranjera  que  sólo  reviste  el  carácter 
de  moneda  tolerada.  —  T.  40,  p.  427. 

Congreso.  —  Corresponde  á  las  cámaras  respectivas  resolver 
sobre  el  mérito  de  las  protestas  contra  las  elecciones^  en  lo 
relativo  á  su  validez  (art.  56,  Const.  Nac).  —  T.  42,  p.  40. 

—  La  Constitución  no  exige  que  el  Congreso  funde  un  Banco  ri- 
gurosamente de  Estado,  dirigido  por  los  Poderes  Públicos  de 
la  Nación.  Confiriendo  la  autorización  sin  determinación  de 
forma  ni  sistema,  la  Constitución  ha  dejado  la  elección  al  pru- 
dente arbitrio  del  Congreso.  Este,  eligiendo  el  sistema  de  una 
gran  compañía  por  acciones,  no  ha  hecho  más  que  seguir  los 
consejos  de  la  ciencia  y  los  ejemplos  más  caracterizados. — T. 
48,  p.  462,  268  y  329. 

—  Dictó  la  ley  de  monedas  de  29  de  septiembre  de  4875,  usando 
de  facultades  constitucionales  (art.  67,  inc.  40,  Const.  Nac).  — 
T.  22.  p.  450. 

—  Es  éste  y  no  el  poder  judicial,  el  que  puede  juzgar  la  eficacia 
ó  ineficacia  de  la  insaculación  de  las  mesas  inscriptoras.  de 
votos.  (La  insaculación  es  un  acto  de  carácter  político  que,  por 
su  naturaleza,  sólo  puede  ser  juzgado  por  el  Congreso.  Véase: 
Poder  judicial),— T.  47,  p.  494. 

—  La  facultad  reservada  al  Congreso  de  dictar  los  códigos  Civil, 
Comercial,  Penal  y  de  Minería,  no  tiene  otra  restricción  que  la 
de  no  alterar  las  jurisdicciones  locales  para  su  aplicación,  sin 
que  en  las  disposiciones  de  la  ley  fundamental  se  consigne 
excepción  alguna  en  favor  de  las  leyes  eclesiásticas  (art.  86, 
inc.  41,  Const.  Nac.).  — T.  53,  p.  488. 

—  En  la  facultad  del  Congreso  de  dictar  el  Código  Civil,  se  con- 
tiene la  de  legislar  sobre  el  matrimonio,  en  cuanto  á  sus  efec- 
tos civiles,  comoló  ha  efectuado,  sin  contradicción  alguna^  en 
el  Código  vigente  con  anterioridad  ala  ley  especial  de  matrimo- 
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nio,  y  como  se  desprende  tambiéa  del  articulo  20,  Constitución 
Nacional.— T.  53,  p,  188. 

Congreso. — Tiene  la  facultad  exclusiva  de  legislar  en  todo  el  terri- 
torio de  la  capital  de  la  Nación  (art.  67,  inc.  27^  Const.  Nac):  esa 
facultad  no  se  halla  en  manera  alguna  afectada  por  la  ley  de 
federalización  del  territorio  de  la  Capital.  —  T.  61,  p.  133. 

—  Véase:  Jurisdicción. 

Conmutación  de  pena.  -^  Sólo  tiene  lugar  la  de  que  habla  el 
artículo  980  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  cuatido  se  ad- 
vierte el  error  antes  de  haberlo  encontrado  la  aduana  y  antes 
de  que  haya  tenido  lugar  un  principio  de  verificación.  —  T. 
24,  p.  84. 

Conocimiento.  —  Una  carta  que  no  constituye  el  contrato  de 
tletamento,  y  que  es  anterior  al  conocimiento,  no  desvirtúa  lo 
que  resulta  de  éste.  —  T.  8,  p.  22. 

—  £1  Código  de  Comercio  antiguo  sólo  exige  que  un  ejemplar 
del  conocimiento  original  se  acompañe  con  la  demanda  entre 
capitán  y  cargadorpara  que  ella  se  admita  en  juicio^  no  siendo 
indispensable  que  el  ejemplar  contenga  los  requisitos  que  dan 
al  conocimiento  fuerza  plenamente  probatoria.  En  este  caso 
el  conocimiento  vale  como  principio  de  prueba  por  escrito, 
que  autoriza  la  admisión  de  la  testimonial.  —  T.  8,  p.  171 . 

—  Confesándose  en  juicio  la  verdad  de  un  conocimiento  dis- 
conforme con  las  prescripciones  legales,  él  hace  plena  prueba. 
—  T.  8,  p.  171. 

—  Todos  los  ejemplares  de  éste  deben  ser  de  un  tenor  y  cada 
parte  debe  muñirse  de  los  suyos.  —  T.  8,  p.  295. 

—  La  presentación  de  éste  es  necesaria  en  las  demandas  que 
versan  sobre  cláusulas  del  mismo,  y  cuando  se  trata  de  exigir 
al  fletador  el  cumplimiento  de  obligaciones  especiales  conte- 
nidas en  la  póliza,  en  cuyo  caso  el  conocimiento  debe  tener 
la  cláusula  según  la  póliza  de  fletamento  (art.  1210,  1211  y  1195, 
Cód.  Com.  ant.  ).  —  T.  10,  p.  279. 

—  No  es  necesario  acompañarlo  á  las  demandas  sobre  estadías 
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convenidas  en  la  póliza  de  fletamento,  en  cuyo  caso  basta 
acompañar  esta  última.  —  T.  10,  p.  279. 

Conocimiento.  —  Sin  acompañarse  alguno  de  los  ejemplares  del 
conocimiento,  no  es  admisible  en  juicio  acción  entre  el  capitán 
y  cargadores  (art.  <2I4,  Cód.  Com.  atit.).  —  T.  11,  p.  229. 

—  Para  determinar  en  los  contratos  de  fletamento  las  obliga- 
ciones del  fletante  y  fletador,  debe  estarse  ante  todo  á  las  cláu- 
sulas del  conocimiento  (art.  1192, 1193  y  1195,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  13,  p.  3.33. 

—  Los  requisitos  prescriptos  para  los  conocimientos  son  nece- 
sarios para  que  hagan  fe  entre  las  personas  designadas  por  el 
artículo  1199  y  para  los  efectos  del  artículo  1210  del  Código 
de  Comercio  antiguo;  pero  su  falta  no  impide  que  un  conoci- 
miento sirva  de  prueba  para  acreditar  quién  fué  el  que  cargó 
los  efectos  en  él  contenidos.  —  T.  14,  p.  185. 

—  £1  consignatario  de  un  buque  no  puede  oponerse  ala  validez 
de  un  conocimiento  que  no  tenga  la  firma  del  cargador,  cuan- 
do declara  que  es  igual  á  los  conocimientos  que  el  cargador 
mismo  le  ha  mandado,  y  de  los  que  él  ha  hecho  uso  para  ne- 
gociar las  mercaderías  consignadas.  —  T.  14,  p.  195. 

—  Comprendiendo  el  conocimiento  la  cláusula  de  ser  descono- 
cido el  peso,  la  cantidad  y  calidad  de  las  mercaderías,  el 
capitán  queda  sólo  obligado  á  la  entrega  de  los  efectos  que  se 
encuentren  en  el  buque,  de  pertenencia  del  cargador,  á  no  ser 
que  se  pruebe  haber  habido  dolo  por  parte  del  capitán  ó  de  la 
tripulación  (art.  1206,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  14,  p.  195. 

—  Conteniendo  el  conocimiento  la  cláusula  de  ignorar  el  capi- 
tán, el  peso  de  la  carga  y  no  responder  por  derrames,  no  puede 
el  cargador  exigir  disminución  de  flete  por  mermas(art.  1255, 
Cód.  Cod.  ant.).  — T.  14,  p.  470. 

—  La  copia  de  éste  no  es  necesaria  cuando  el  capitán  demanda 
el  pago  del  flete  y  estadías,  no  contra  los  cargadores,  sino 
contra  los  consignatarios  del  buque.  —  T.  17^  p.  153. 

—  No  habiendo  práctica  en  contrario,  los  conocimientos  firma- 
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dos  por  los  agentes  de  un  paquete  á  vapor,  tienen  el  mismo 
valor  que  si  estuviesen  firmados  por  el  capitán.  No  existiendo 
esa  práctica,  es  deber  del  capitán  firmar  los  conocimientos.  — 
T.  19,  p.  41. 

Conocimiento.  —  Ninguna  acción  de  los  cargadores  contra  el 
buque,  es  admisible,  si  no  se  acompaña  un  ejemplar  del  cono- 
cimiento original  (art.  12U,  Cód.  Com.  ant.).  --  T.  21,  p.  625. 

—  £1  conocimiento  para  entablar  la  acción  puede  ser  suplido 
por  otros  documentos,  cuando  hay  reconocimiento  de  la  otra 
parte  ó  justo  impedimento  para  presentarlo  (art.  1211,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  69. 

—  La  nota  impresa  en  los  conocimientos  de  ignorar  peso  y 
contenido,  no  tiene  valor  alguno  cuando  en  los  mismos  cono- 
cimientos se  halla  consignado  el  contenido  y  cantidad  de  la 
carga.  —  T.  31,  p.  412. 

—  Este  ó  la  carta  de  porte  forma  entre  el  expedidor  y  el  aca- 
rreador, un  contrato  cuya  ejecución  cada  uno  de  ellos  tiene 
acción  propia  para  demandar  en  juicio  (art.  166y1194j 
Cód.  Com.  ant.).  El  expedidor,  con  el  conocimiento  endosado 
en  blanco  por  el  destinatario,  puede  ejercer  la  acción  para  la 
entrega  de  la  cosa  expedida,  en  el  lugar  de  su  destino.  — 
T.  33,  p.  30. 

—  Lacláusula  en  el  conocimiento  de  no  respouderdel  contenido, 
ni  de  rotura,  derrames  y  averías,  aunque  sea  por  falta  de  estiva, 
no  exime  al  capitán  de  las  responsabilidades  por  las  averías 
causadas  por  dolo  ó  culpa  grave  (art.  507,  Cód.  Civ.),  — 
T.  33,  p.  49. 

—  El  tenedor  del  conocimiento  de  mercaderías,  endosado  en 
blanco  por  su  consignatario,  tiene  derecho  para  sacarlas  de  los 
depósitos  fiscales  de  la  aduana. — T.  51,  p.  25. 

—  Véase  :  Cláusula;  Personería. 

Consejo  de  guerra.  —  Corresponde  á  éste  el  juzgamiento  de  los 
delitos  de  defraudación  de  rentas  públicas,  cometidos  por  mil  i- 
tares  en  actual  servicio.  —  T.  7,  p.  1 40. 
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Consejo  de  higiene.  —  El  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  es 
un  tribunal  en  los  ramos  de  su  jurisdicción.  Es  el  mismo  tri- 
bunal creado  por  las  leyes  recopiladas,  aunque  con  distinta  or- 
ganización y  diferente  personal.  — T.  5,  p.  455. 

—  El  artículo  del  reglamento  del  consejo  de  higiene  que  exige 
exámenes  y  licencia  para  curar,  no  es  contrario  al  articulo  20 
de  la  Constitución  Nacional.  —  T.  5,  p.  155. 

Consentimiento.  —  El  del  que  presenta  el  manifiesto  no  es  bas- 
tante para  declararlo  culpable,  si  no  está  probado  el  cuerpo  del 
delito.  —  T.  11,  p.  184. 

—  El  consentimiento,  en  los  casos  en  que  no  se  requiere  una 
voluntad  expresa^  puede  manifestarse  por  hechos.  Son  hechos 
de  esta  naturaleza,  en  el  contratode  depósito,  el  permitir  dejar 
la  cosa  en  casa  del  depositario  y  trasladarla  después  á  su  habi- 
tación para  mayor  seguridad  (art.  918,  Cód.  Civ.). — T.  13, 
p.  175. 

—  El  consentimiento  en  los  contratos  debe  manifestarse  por 
oferta  y  aceptación  ;  y  éstas  pueden  hacerse  por  medio  de  agen- 
tes y  por  correspondencia  entre  personas  ausentes.  La  circuns- 
tancia de  no  conocer  el  vendedor  el  nombre  del  comprador 
hasta  el  momento  de  su  aceptación^  no  importa  que  la  oferta 
sea  hecha  á  persona  indeterminada  (art.  1144,  1147  y  1148, 
Cód.  Civ.).  —  T.  33,  p.  430. 

—  Véase  :  Violencia, 

Consignación.  —  El  derecho  de  dominio  sobre  artículos  remiti- 
dos á  la  consignación  de  un  comerciante,  autoriza  al  que  lo  ale- 
ga, para  demandar  al  consignatario  la  entrega  de  aquellos,  pero 
no  para  apoderarse  de  los  mismos  por  autoridad  propia.  —  T. 
3,  p.  33. 

—  La  prohibición  de  enajenar  los  artículos  consignados  por  es- 
tar afectos  á  responsabilidades  por  daños  y  perjuicios,  aunque 
emane  de  una  autoridad  legítima  y  se  haya  evitado  válidamen- 
te, no  autoriza  al  representante  de  dicha  autoridad  para  apo- 
derarse de  los  mismos  y  menos  para  venderlos;  y  sólo  le  da 
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derecho  para  pedir  un  embargo  judicial  y  evitar  la  enajenación 
que  se  prohibió.  —  T.  3,  p.  33. 

Consignación.  —  El  que  consigna  una  cantidad  ácuyo  pago  está 
obligado,  tiene  el  derecho  de  garantirse  contra  las  gestiones 
que  pudieran  promoverse  en  virtud  de  documentos  que  lo 
acreditan.  —  T.  9,  p.  328. 

—  Para  que  surta  los  efectos  de  pago,  es  necesario  que  sea  de 
la  misma  cosa  debida  (art.  758,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  251. 

—  Debiendo  hacerse  el  pago  de  una  cantidad  en  oro,  no  es  vá- 
lida la  consignación  de  billetes  metálicos  por  el  valor  nominal 
de  lamisma  cantidad  (art.  758,  Cód.  Civ.).  —  T.  19,  p.  43Í. 

—  Cuando  en  el  documento  de  la  obligación  se  ha  prometido  ha- 
cer el  pago  en  oro  ó  plata  al  tipo  fijado  por  la  ley,  debe  el  deu- 
dor sujetarse  á  la  de  29  de  septiembre  de  1875  y  al  decreto  del 
Poder  Ejecutivo  de  10  de  marzo  de  1877  (art.  758  y  760,  Cód. 
Civ.;  art.  949  y  952,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  369. 

—  Para  que  ésta  surta  los  efectos  de  pago  es  necesario  que  se 
haga  de  una  cantidad  igual  ó  equivalente  á  la  suma  debida. 
—  T.  21,p.  369. 

—  La  cuestión  sobre  una  consignación  de  arriendos,  cuya  vali- 
dez se  pone  en  duda  por  estarse  discutiendo  la  extensión  de  la 
cosa  arrendada,  no  tiene  razón  de  ser,  una  vez  que  se  ha  dic- 
tado sentencia  fijando  esta  última,  y  se  ha  ampliado  la  consig-  . 
nación  con  arreglo  á  lo  resuelto  por  dicha  sentencia.  —  T.  39, 
p.  366. 

—  Es  legal  la  consignación  de.  cupones  de  plazo  vencido,  de  cé- 
dulas emitidas  por  el  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Bue- 
nos Aires,  hecha  para  pagar  un  crédito  hipotecario  de  dicho 
banco  (art.  2.  9  y  26,  Ley  Org.  de  éste.).  —  T.  57,  p.  326. 

—  Véase  :  Averias;  Buque;  Costas. 

Consignatario.  —  Debe  pagar  el  importe  de  los  efectos  consig- 
nados, deducidos  los  gastos  y  la  comisión.  —  T.  12,  p.  290. 

—  El  del  buque  no  puede  cobrar  al  armador  ó  fletante  más  gas- 
tos ni  comisión  que  la  convenida.  El  mismo  debe  pagarle  todo 
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el  flete  estipulado,  aunque  no  haya  podido  cobrarlo  queadeu* 
dan  todos  los  cargadores,  si  éstos  han  subfletado  el  buque  á  los 
fletadores.  —  T.  18,  p.  217. 

Consignatario.  —  El  deterioro  y  pérdida  posterior  de  las  merca- 
derías, en  poder  de  los  consignatarios,  sin  haber  cumplido  las 
órdenes  de  los  comitentes,  sin  habérselo  avisado,  ni  haberlo 
prevenido,  les  es  imputable.  £1  valor  de  ellas  puede  fijarse  en 
el  que  los  comitentes  pagaron  por  las  mercaderías  (art.  353  y 
354,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  529. 

—  Remitida  una  mercancía  con  el  cargo  de  no  entregarla  á  su 
dueño  sin  previo  pago  de  la  suma  adeudada  por  ella,  y  recono- 
cida la  deuda  y  el  derecho  de  retención  por  el  mismo  dueño, 
el  consignatario  que  la  entrega  bajo  su  garantía,  debe  al  remi- 
tente la  suma  adeudada  con  los  intereses  desde  el  día  de  la  de- 
manda. —  T.  25,  p.  103. 

—  £1  del  buque  se  entiende  que  representa  al  capitán,  y  su  in- 
tervención en  el  reconocimiento  pericial  de  la  avería  y  su  im- 
porte, le  perjudica.  —  T,  33,  p.  49. 

Conspiración.  —  La  conspiración  para  cometer  un  delito  existe 
desde  que  se  resuelve,  con  un  interés  común,  obligándose  los 
conspiradores  á  su  ejecución.  —  T.  17,  p.  402. 

Constitución  Nacional.  —  £s  la  ley  suprema,  y  las  autoridades 
de  Provincia  están  obligadas  á  conformarse  á  ella,  no  obstante 
cualquiera  disposición  en  contrario,  que  contengan  las  leyes 
ó  constituciones  provinciales.  —  T.  3,  p.  131. 

—  Los  derechos  que  ella  enumera,  no  deben  entenderse  como 
negación  de  otros  no  enumerados,  pero  que  nacen  del  prin- 
cipio de  la  soberanía  del  pueblo  y  de  la  forma  republicana  de 
Gobierno.  —  T.  3,  p.  131. 

—  Sólo  rige  desde  su  aceptación  por  las  provincias.  —  T.  5, 
p.  326. 

—  No  se  regía  por  ella,  la  provincia  de  Buenos  Aires,  separada 
en  el  año  de  1858  de  la  Confederación  Argentina,  por  lo  que, 
no  puede  decirse  que  las  leyes  que  se  dio  en  esa  época,  vio- 
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laron  sus  preceptos,  aunque  se  desviaren  de  ellos.  —  T.  5, 
p.  326. 

Cónsfitución  Nacional.  —  Ninguna  disposición  de  eila  se  opone 
á  que  el  Congreso,  poder  soberano  de  la  Nación,  fije  un  tér- 
mino al  derecho  para  reclamar  de  una  resolución  administra- 
tiva que  se  repute  gravosa.  —  T.  6,  p.  264. 

—  Véase :  Retroactividad  de  la  ley, 

Constitucionalidad.  —  Véase :  Juicio  ejecutivo. 

Construcción.  —  La  inadecuada  y  defectuosa,  en  la  que  no  se 
han  llenado  las  condiciones  requeridas  por  las  reglas  del  arte, 
debe  mandarse  rehacer  (art.  625  y  1198,  Cód.  Civ.).  — T. 
34,  p.  365. 

Constructor.  —  Está  obligado  á  reparar  los  defectos  de  cons- 
trucción producidos  por  no  haber  seguido  las  reglas  del  arte 
(art.  1630,  Cód.  Civ.).  T.  43,  p.  250. 

—  Si  durante  la  construcción  de  un  edificio,  y  sin  conocimiento 
del  constructor,  el  propietario  que  la  contrató  vende  la  finca, 
el  constructor  que  ha  proseguido  y  concluido  el  edificio  tiene 
derecho  á  cobrar  al  nuevo  propietario  el  saldo  que  se  le  adeuda 
por  la  construcción  concluida  (art.  1627,  2588,  3939  y  3940, 
Cód.  Civ.).  —  T.  62,p.  254. 

—  Véase :  Presunción. 

Constructor  de  buque.  —  Un  constructor  que  reciba  una  suma 
para  la  construcción  de  un  buque,  el  cual  es  vendido  priva- 
damente por  el  mismo,  recibiendo  el  precio,  queda  obligado  á 
devolver  la  suma  recibida  con  sus  intereses.  Ya  sea  que  el 
buque  se  construya  por  cuenta  exclusiva  de  quien  entregó  el 
dinero  ó  en  j)artici pación  con  el  constructor,  éste  no  puede 
proceder  á  venderlo  á  causa  de  haber  faltado  aquél  á  sus  com- 
promisos, sin  constituirlo  previamente  en  mora  y  sin  llenar  las 
demás  formalidades  legales.  —  T.  21 ,  p.  54. 

Cónsul.  —  £1  de  una  potencia  extranjera,  no  puede  reclamar 
la  administración  de  los  bienes  intestados  de  sus  nacionales, 
para  que  se  ponga  á  cargo  de  la  persona  nombrada  por  el 
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consulado  al  objeto,  cuando  el  actual  administrador  lo  es  no 
sólo  en  virtud  del  titulo  de  albacea  conferido  por  el  juez  provin- 
cial de  la  causa,  sino  también  por  poder  amplio  del  heredero 
legítimo  declarado  tal  por  el  tribunal  competente.  —  T.  2, 
p.197. 

Cónsul.  —  La  doctrina  norte-americana  de  que  los  cónsules 
pueden  ejercer  la  personería  en  juicio,  de  sus  compatriotas 
ausentes,  es  contraria  á  la  seguida  sobre  este  punto  por  las 
demás  naciones/ No  tiene,  por  consiguiente,  la  importancia  de 
un  principio  internacional.  —  T.  8,  p.  \S\, 

—  La  intervenció)!  de  los  cónsules  extranjeros  en  las  sucesio- 
nes intestadas  de  sus  nacionales,  se  limita  á  poner  los  sellos  á 
los  bienes  muebles  y  papeles  del  finado  y  al  nombramiento  de 
albacea  dativo,  cuando  los  herederos  son  extranjeros  y  están 
ausentes.  Esta  jurisprudencia  excluye  toda  personería  judicial 
en  los  cónsules,  y  es  contraria  á  la  doctrina  norte-americana. 
T.  8,  p,  181. 

—  \unque  los  cónsules  extranjeros  puedan  solicitar  de  los  tri- 
bunales medidas  conservatorias  de  los  bienes  de  sus  conciuda- 
danos que  hubieren  quedado  sin  administración^  esta  facul- 
tad no  se  extiende  hasta  pedir  el  embargo  de  bienes  que  se 
haüan  en  poder  de  terceros  por  título  declarado  válido  por 
una  autoridad  extranjera.  —  T.  8,  p.  181. 

—  Tratándose  de  la  actual  restitución  de  la  propiedad  recla- 
mada, se  exige  á  los  cónsules  aun  por  la  doctrina  norte- 
americana, un  mandato  especial.  —  T.  8,  p.  181. 

—  El  principio  de  no  tener  los  cónsules  la  personería  de  sus 
compatriotas,  se  corrobora  por  el  artículo  31  del  reglamento 
para  los  cónsules  argentinos,  de  6  de  noviembre  de  1863.  — 
T.  8,  p.  181. 

—  Las  injurias  inferidas  á  un  cónsul  en  la  oficina  del  consu- 
lado, con  motivo  del  desempeño  de  sus  funciones  oficiales, 
afectan  Ja  libertad  y  seguridad,  sin  las  que  no  puede  desem- 
peñar bien  su  mandato.  Esas  injurias  comprometen  las  prero- 
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gativas  de  su  carácter  público,  y  determinan  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  que  compete  á  la  Suprema  Corte.  —  T.  40,  p.  324. 

Cónsul.  —  £1  conocimiento  de  las  causas  en  que  versan  los  pri* 
vilegios  y  exenciones  de  los  cónsules  y  vice  cónsules,  en  su 
carácter  público,  corresponde  originariamente  á  la  Suprema 
Corte  (Ley  de  jurisdicción,  art.  1«',  inc.  4).  —  T.  10,  p.  324. 

—  Los  cónsules  están  sometidos  á  la  jurisdicción  de  los  tribuna- 
lesdel  país  en  que  residen,  respecto  de  las  obligaciones  comer- 
ciales que  contraten  en  él.  No  habiendo  tratado  ni  ley  nacional 
al  respecto,  las  operaciones  comerciales  de  un  cónsul  en  el 
territorio  de  la  República  Argentina,  no  pueden  ser  conside- 
radas como  formando  parte  de  sus  funciones  oficiales.  —  T. 
42,  p.  487. 

—  Los  actos  verificados  por  un  cónsul  en  su  carácter  de  tal 
y  en  virtud  de  un  privilegio  que  se  atribuye  como  cónsul,  no 
son  justiciables  por  los  jueces  de  sección.  (El  cónsul  se  creía 
en  este  caso,  con  facultad  ó  privilegio  de  ejercer  jurisdicción 
sobre  las  naves  de  su  nación,  surtas  en  aguas  argentinas,  en 
materia  de  salarios.  El  demandante  acusó  á  dicho  cónsul  por 
usurpación  de  autoridad :  la  corte  declaró  que  no  se  trataba 
de  sus  negocios  particulares,  sino  de  actos  oficiales  que  se  ha 
creído  facultado  para  ejercer).  —  T.  39,  p.  66. 

—  La  resolución  negándola  facultad  de  prorogar  la  jurisdic- 
ción de  los  Tribunales  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  en  los 
juicios  de  testamentaría,  al  albacea  nombrado  por  un  cónsul 
extranjero,  no  afecta  las  prerogativas  y  derechos  de  éste.  — 
T.  42,  p.  69. 

Consulado  argentino.  —  Véase:  Certificado- 

Cónsules  extranjeros.  —  No  tienen  jurisdicción  alguna  sóbrelos 
habitantes  de  un  país  estraño,  aunque  sean  de  la  propia  nacio- 
nalidad, á  no  ser  que  exista  un  tratado  especial  que  modifique 
la  regla.  —  T.  3,p.  484. 

—  Véase:  Jurisdicción. 

Cónsules  j  Vicecónsules.  —  Véase  :  Justicia  federal. 
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Consulta.  —  La  práctica  de  los  tribunales  inferiores  de  provin- 
cia^ de  consultar  aquellas  sentencias  de  que  no  se  ha  interpues- 
to recurso,  aunque  lo  admitan,  fundada  en  una  sospecha  inju- 
riosa á  los  jueces  inferiores,  á  los  defensores  de  los  procesados, 
y  á  los  encargados  de  ejercer  la  acción  pública  ante  aquellos, 
es  contraria  al  principio  de  que  la  sentencia  consentida  queda 
ejecutoriada.  —  T.  1,  p.  85. 

—  Las  sentencias  no  apeladas  en  las  causas  criminales  seguidas 
ante  los  tribunales  de  la  nación,  adquieren  siempre  la  autori- 
dad de  cosa  juzgada,  por  no  haberse  establecido  la  consulta. 
—  T.  i,p.3M. 

—  En  las  causas  criminales  resueltas  por  los  tribunales  de  los 
territorios  nacionales,  la  consulta  se  prescribe  solamente  en 
los  casos  en  que  se  imponga  la  pena  capital,  de  presidio  ó  pe- 
nitenciaría (art.  690,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  41,  p.  359. 

Contador  interventor.  —  Véase :    Aduana:  Delito  de  falsedad. 

Contaduría  generaL  —  Corresponde  á  ella  el  examen,  liquida- 
ción y  juicio  de  la  distribución  ó  inversión  de  los  caudales  pú- 
blicos de  la  Nación,  requiriendo  al  efecto  de  quien  correspon- 
da la  presentación  de  las  cuentas,  y  pudiendo  pedir  todos  los 
datos,  informes  y  documentos  que  juzgue  necesarios  (art.  52 
y  53  déla  ley  núm.  428,  de  13  de  octubre  de  1870).  —  T.  11, 
p.  365. 

—  Si  en  el  examen  de  las  cuentas  encontrase  la  Contaduría  ge- 
neral que  se  ha  cometido  el  delito  de  falsedad  ó  algún  otro 
contra  el  tesoro  público,  debe  participarlo  al  Poder  Ejecutivo, 
á  efecto  de  que  incite  á  quien  corresponda  para  que  los  autores 
y  cómplices  sean  juzgados  por  la  autoridad  competente  (art. 
83,  ley  núm.  428,  de  13  de  octubre  de  1870).  —  T.  11,  p.  365. 

—  Si  á  más  del  delito  de  rebelión  se  imputase  al  procesado, 
como  empleado  nacional,  el  haber  servido  á  la  rebelión  con 
dineros  del  Tesoro,  este  cargo  debe  hacerlo  la  Contaduría  ge- 
neral. —  T.  16,  p.  273. 

Contencioso  administrativo. —  £1  desalojo  ordenado  por  la  mu- 
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nicipalidad  de  la  Capital,  por  razón  de  higiene,  pertenece  á  lo 
contencioso  administrativo,  y  los  tribunales  federales  son  in- 
competentes para  conocer  en  él  (art.  52,  ley  orgánica  munici- 
pal^ y  art.  71,  inc.  3,  ley  de  los  tribunales  de  la  Capital).  —  T. 
45,  p.  484. 

Contencioso  administrativo.  —  Véase:  Justicia  federal. 

Contestación. — Después  de  ejecutoriado  el  auto  que  ha  resuelto 
excepciones  dilatorias,  debe  evacuarse  el  traslado  de  la  de- 
manda en  el  término  de  seis  días  (art.  85,  Ley  Proc).  — 
T.  i2,  p.  434. 

—  La  presentada  después  de  declarado  rebelde  el  demandado, 
debe  ser  devuelta,  perdiendo  éste  toda  audiencia  y  todo  recur- 
so, salvo  el  de  rescisión  (art.  191,  Ley  Proc).  — T.  21,  p.  402. 

—  Es  impertinente  pedir  su  rectificación,  llamados  los  autos 
después  de  presentada  la  contestación  de  la  demanda. —  T.  21, 
p.  430. 

—  £1  término  para  contestar  la  demanda,  si  bien  no  es  declarado 
improrogable  por  la  ley,  no  puede  ser  prorogado  sin  razón  le- 
gítima. —  T.  36,  p.  311. 

—  Existiendo  el  auto  que  manda  contestar  la  demanda  dentro 
del  término  de  24  horas,  no  puede  reclamarse  del  decreto  que, 
de  conformidad  con  la  contraparte,  conceda  tres  dias  para 
hacerlo.  —  T.  52,  p.  357. 

Contienda  de  competencia.  —  Debe  substanciarse  con  arreglo  á 
la  ley,  antes  de  elevarla  ala  Suprema  Corte.  —  T.  15,  p.  438. 

—  No  existiendo  causa  pendiente  en  otro  tribunal,  no  puede  ha- 
ber conflicto  de  jurisdicción,  ni  contienda  de  competencia.  — 
T.  16,  p.176. 

—  Existe,  cuando  dos  jueces  sostienen  ser  competentes  para  co* 
noceren  una  misma  causa  excluyéndose  recíprocamente.  Cuan- 
do uno  de  los  jueces  procesa  á  una  persona  por  un  delito  y 
otro  pretende  procesarlo  por  un  delito  distinto,  la  cuestión  no 
es  de  contienda  de  competencia,  sino  de  preferencia  entre  los 
dos  procesos.  En  este  caso  debe  seguirse  antes  el  proceso  iní- 


—  489  --  CON 

ciado  por  el  juez  que  tiene  al  preso  bajo  su  jurisdicción.  Una 
vez  terminado  éste,  el  primer  juez  debe  poner  al  preso  ¿  dis- 
posición del  segundo,  para  que  lo  procese  á  su  vez.  — T.  21, 
p.  204. 

Contienda  de  competencia.  —  Propuesta  una  cuestión  de  com- 
petencia por  vía  de  contienda,  el  juez  requerido  debe  contestar 
si  se  inhibe  ó  insiste  en  el  conocimiento  de  la  causa,  y  en  el 
segundo  caso-remitir  los  autos  á  la  Corte  Suprema.  La  inobser- 
vancia de  estas  prescripciones  por  largo  tiempo,  y  no  obstante 
los  oficios  del  juez  requirente,  autoriza  á  mandarlas  cumplir 
dentro  de  un  término  perentorio.  —  T.  26,  p.  52. 

—  Al  juez  inferior  que  obstruye  el  curso  regular  de  la  adminis- 
tración de  justicia  nacional^  negándose  á  remitir  los  autos,  pa- 
ra que  la  Suprema  Corte  dirima  una  contienda  de  competen- 
cia, debe  obligársele  con  apremio  al  cumplimiento  de  ese  trá- 
mite, pasándose  además  los  autos  al  Procurador  General.  —  T. 
26,  p.  119. 

—  Suscitada  ésta  y  comunicada  por  el  juez  exhortado  su  reso- 
lución de  no  acceder  á  la  inhibición,  el  juez  exhortante  está  en 
el  deber  de  avisar  si  insiste  ó  no  en  la  contienda  promovida. 
El  juez  exhortado  que  no  reciba  este  aviso,  debe  oficiar  al  ex- 
hortante, le  dé  la  respuesta  dentro  de  un  término  prudencial,  en 
la  inteligencia  de  que  si  no  lo  hiciese,  seguirá  conociendo  en  la 
causa.  —  T.26,  p.  198. 

—  En  ella,  los  jueces  que  la  disputan  deben  remitir  los  autos 
á  la  Suprema  Corte,  y  obedecer  las  órdenes  de  ésta,  haciéndo- 
se acreedores  á  las  penas  disciplinarias  consiguientes,  en  caso 
de  omisión  ó  culpa  en  los  procedimientos  relativos.  — T.  27, 
p.  96. 

—  Reclamado  un  salario  de  salvamento  ante  dos  jueces,  y  con- 
venido por  las  partes  en  el  depósito  de  su  importe  para  ser  dis- 
tribuido por  el  juez  que  resulte  competente,  ninguno  de  aque- 
llos puede  resolver  sobre  su  distribución,  mientras  no  esté  de- 
finida la  contienda  de  competencia.  —  T.  29,  p.  281 » 
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Contienda  de  competencia.  —  No  puede  dar  lugar  á  ella,  la 
información  puramente  administrativa  levantada  por  un  comi- 
sionado del  Poder  Ejecutivo,  sin  invadir  atribuciones  judi- 
ciales. (El  P.  E.  nombró  un  comisionado  para  que  levantara 
una  información  sumaria  sobre  cuestiones  administrativas,  en 
el  territorio  del  Rio  Negro.  £1  juez  letrado  resolvió  que  aquel 
se  abstuviera  de  proseguir  la  información,  porque  ello  impor- 
taba un  avance  de  las  atribuciones  del  Poder  Judicial  y  del 
Legislativo  ;  no  habiendo  aquél  cumplido  esa  orden,  el  juez 
elevó  los  antecedentes  á  la  Corte,  dando  por  formada  la  con- 
tienda de  competencia).  —  T.  44,  p.  435. 

—  Promovida  ésta  por  declinatoria,  no  es  lícito  proseguirla  por 
inhibitoria  (art.  45,  Ley  Proc).  —  T.  A7,  p.  74. 

—  Concluido  el  juicio,  no  puede  sobre  él  suscitarse  contienda 
de  competencia.  —  T.  48,  p.  211. 

—  Por  el  Código  vigente  de  Procedimientos  en  lo  Criminal,  cuan- 
do se  trata  de  jurisdicciones  de  diversa  naturaleza,  las  cuestio- 
nes de  competencia  pueden  promoverse  en  cualquier  estada 
del  juicio,  esto  es,  mientras  no  se  haya  dictado  auto  firme  que 
lo  concluya  (art.  46,  47  y  48  de  dicho  código).  —  T.  54,  p.  334. 

—  Procede  la  contienda  promovida  por  el  juez  federal  contra 
el  consejo  de  guerra,  aunque  se  haya  dictado  sentencia^  antes 
de  que  ésta  sea  aprobada  por  el  Presidente  de  la  República.  — 
T.  54,  p.  334. 

—  Procede  por  inhibitoria,  promovida  por  el  extranjero  deman- 
dado ante  el  juez  local  por  una  sociedad  anónima,  antes  de  ser 
declarado  rebelde.  —  T.  56,  p.  321. 

—  La  negativa  del  tribunal  requerido  á  cumplir  un  exhorto  de 
extradición,  fundada  principalmente  en  que  el  conocimiento 
de  la  causa  que  lo  motiva  corresponde  al  juez  requerido,  y  no 
al  requirente,  importa  la  instauración  de  una  contienda  de 
competencia  que  la  Suprema  Corte  no  puede  resolver  con  sólo 
el  fallo  del  tribunal  requerido,  y  sin  que  el  juez  requirente  se 
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haya  pronunciado  respecto  de  dicho  fallo  (art.  43,  inc.  3^,  Cód. 
Proc.Crim.)-  —  T.  62,  p.  386. 
Gontienda  de  competencia.  —  Véase  :  Inhibitoria  ;  Juez  provin- 
cial ;  Suprema  Corte. 

Contrabando.  —  El  trasbordo  de  mercaderías  de  un  buque  á 
otro,  sin  permiso  de  la  aduana,  es  un  hecho  califícddo  de  contra- 
bando^ y  penado  por  los  reglamentos  aduaneros  de  Buenos  Ai- 
res, con  la  pérdida  de  los  efectos  ó  de  su  estimación.  —  T.  2, 
p.  373. 

—  El  denunciador  no  es  parte  por  la  ley  en  este  juicio.  —  T.  8, 
p.  393. 

—  El  conocimiento  y  resolución  deñnitiva  délos  juicios  admi- 
nistrativos en  los  casos  de  contrabando,  corresponde  á  la  admi- 
nistración de  aduana  (art.  4404  y  4120,  Ord.  ant.).  —  T.  8,  p. 
393. 

—  El  artículo  4429  de  las  Ordenanzas  antiguas,  establece  clara- 
meiife  que  cuando  esas  resoluciones  sean  absolutorias,  no 
hay  de  ellas  recurso  alguno.  —  T.  8,  p.  393. 

—  La  falsa  manifestación  de  mercancías,  el  hecho  de  haberlas 
conducido  á  los  almacenes  particulares,  habiéndose  pedido  su 
despacho  ó  reembarco,  y  haberlas  sustituido  con  otras  iguales 
á  las  falsamente  manifestadas,  importa  el  delito  de  contraban- 
do.—T.  41,  p.  249. 

—  El  error  de  los  conductores  de  las  mercaderías  procedente 
de  un  hecho  ajeno  y  no  imputable  á  ellos,  les  excusa  de  toda 
responsabilidad  en  el  contrabando.  —  T.  44,  p.  249. 

-^  Este  delito,  simulando  un  reembarco  de  mercaderías,  se  cas- 
tiga con  multa  igual  al  valor  de  las  mercaderías. — T.  48,  p.  350. 

—  El  delito  de  contrabando  no  se  prueba  sino  por  la  aprehen- 
sión en  los  puertos,  horas  y  caminos  no  habilitados ;  y  los  do- 
cumentos extraídos  de  las  aduanas  extranjeras  no  pueden  su- 
plir esa  prueba  (art.  4034,  Ord.).  —  T.  49,  p.  279. 

—  El  hecho  de  introducir  en  plaza  mercaderías  pedidas  á  reem- 
barco de  los  depósitos,  constituye  el  delito  de  contrabando ;  y 
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es  penado  con  una  multa  igual  al  valor  de  las  mercaderías  (art. 
974,  Ord.).  —  T.  20,  p.  82  y  90. 

Contrabando.  —  Las  ordenanzas  de  aduana  penan  el  contra- 
bando con  una  multa  igual  al  valor  de  las  mercancías  aprehen- 
didas y  no  pueden  aplicarse  penas  mayores  que  las  que  ellas 
determinan  (art.  1056,  Ord.).  —  T.  21,  p.  415. 

—  Las  ordenanzas  de  aduana  castigan  el  instrumento  que  ha 
servido  para  hacer  el  contrabando,  el  buque  ó  carros,  sin  con- 
sideración al  dueño  ó  á  que  dicho  instrumento  haya  sido  al- 
quilado ó  fletado  (art.  1024,  Ord.).  —  T.  21,   p.  421. 

—  Este  delito  se  pena  con  el  comiso  de  las  mercaderías  contra- 
bandeadas (art.  975,  Ord.).  —  T.  21,  p.  523. 

—  £1  lanchero  que  con  sus  lanchas  ayuda  al  contrabando^  tiene 
una  pena  igual  á  la  que  se  impone  al  dueño  de  las  mercaderías 
(art.  975,  Ord.).  —  T.  21,  p.  523. 

—  El  proceso  sobre  contrabando,  en  el  cual  se  hallen  compli- 
cados á  más  de  los  comerciantes,  los  empleados  de  aduana,  el 
capitán  y  dueños  de  los  buques  que  lo  llevaron,  debe  seguirse 
conjuntamente  contra  todos,  y  no  sólo  contra  los  primeros. 
En  este  último  caso,  el  proceso  es  nulo  y  debe  reponerse  al  es- 
tado en  que  estaba  antes  de  la  acusación  fiscaL  para  que  se 
instruya  y  resuelva  con  arreglo  á  derecho  (ley  12,  tít.  1^^  Iib.8, 
Rec.  Cast.).  —  T.  22,  p.  192  y  198. 

—  Los  denunciantes  y  aprehensores  no  son  parte  en  las  causas 
de  contrabando,  sino  cuando  llegue  el  caso  de  la  distribución 
(art.  1070,  Ord.).  —  T.  22,  p.  228. 

—  En  un  juicio  de  contrabando  la  resolución  del  Administrador 
de  Rentas  da  por  concluido  el  asunto  para  todos  sus  efectos, 
cuando  no  se  deduce  apelación  en  tiempo  (art.  1078,  Ord.). 
—  T.  22,  p.  231. 

—  La  introducción  clandestina  de  mercaderías  sin  acompañar 
los  manifiestos  ó  certificados,  y  por  caminos  excusados,  impor- 
ta el  delito  de  contrabando.  — T.  23^  p.  641. 

—  Las  penas  en  que  se  incurre  por  este  delito,  es  la  solidaria  de 


_  i93  —  CON 

comiso  para  los  autores  y  cómplices,  y  de  una  multa  igual  al 
valor  de  los  derechos  defraudados  para  los  primeros.  Tanto  el 
comiso  como  la  multa  deben  hacerse  efectivos  en  los  bienes 
propios  de  los  condenados,  si  las  mercaderías  objeto  del  con- 
trabando han  desaparecido  (art.  738,  1047.  i 01 8,  1026  y  1031, 
Ord.).  —  T.  23,  p.  641. 

Gontrabando.  —  No  pueden  desembarcarse  mercaderías  á  título 
de  equipaje;  y  su  introducción  en  baúles,  sin  manifestación 
previa,  constituye  el  delito  de  contrabando.  —  T.  33,  p.  399. 

—  La  introducción  á  puertos  argentinos,  sin  pagar  derechos  y 
con  guías  de  removido,  de  las  mismas  mercaderías  que  se  des- 
pacharon con  guías  de  tránsito  para  puertos  extranjeros^  cons- 
tituye el  delito  de  contrabando.  Es  reo  de  este  delito,  el  que 
solicitó  el  permiso  de  trasbordo  y  sacó  la  guía  de  tránsito  (art. 
1038,  Ord.).  —  T.  34,  p.  306. 

—  El  llevado  á  cabo  en  la  forma  de  un  trasbordo  simulado,  es 
castigado  con  la  pena  de  comiso  K^ví.  1026,  Ord.).  —  T.  36, 
p.  400. 

-r-  El  propietario  de  mercaderías  que  la  aduana  retier:e  para  ave- 
riguar si  se  trata  de  un  caso  de  contrabando^  no  tiene  derecho 
para  demandar  su  entrega  ante  el  juzgado  federal,  por  vía  de 
acción  contra  la  administración.  (La  aduana  tiene  jurisdicción 
para  conocer  y  resolver  administrativamente  en  los  casos  de 
contrabando  y  defraudación  de  la  renta  por  contravención  á  sus 
leyes  y  reglamentos,  y  está  expresamente  autorizada  para  rete- 
ner las  mercaderías  que  puedan  resultar  penadas.  Por  consi- 
guiente, la  legalidad  de  sus  procedimientos  sólo  puede  ser  bus- 
cada y  juzgada  por  medio  de  los  recursos  establecidos  en  las 
Ordenanzas).  —  T.  39,  p.  285. 

—  Comete  este  delito,  el  que  introduce  mercaderías  que  tienen 
un  destino  esencialmente  comercial  y  de  especulación,  sin 
permiso  de  la  aduana  y  sin  las  formalidades  requeridas,  en  un 
baúl  de  doble  fondo  conteniendo  artículos  de  equipaje,  sin 
que  baste  á  eximirle  de  responsabilidad  la  declaración  hecha 

la 
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en  e]  Resguardo  en  el  acto  de  la  veí'ificactón.  El  artículo  248 
délas  Ordenanzas  no  es  aplicable  al  caso  en  que  las  mercade- 
rías se  introduzcan  en  el  mismo  baúl  délas  ropas  del  introduc- 
tor. —  T.  44,  p.  420. 

Contrabando.  —  El  carrero  que  conduce  conscientemente  un 
contrabando,  incurre  en  una  multa  igual  al  valor  de  éste  (art. 
959  y  sig.,  Ord.).  —  T.  47,  p.  438. 

—  Si  se  ha  intentado  cometer  contrabando  por  medio  de  notas 
oficiales  falsificadas  y  adulteradas,  no  puede  atribuirse  aquel 
delito  al  comerciante,  que  se  reconoce  no  haber  tenido  parti- 
cipación en  la  falsificación  y  adulteración,  y  cuando  no  existe 
prueba  de  que  las  marcas  citadas  en  las  notas  referidas^  sean 
las  mismas  de  las  señaladas  para  sus  mercancías.  El  recibo  de 
algunas  de  éstas,  explicado  satisfactoriamente  por  los  antece- 
dentes del  caso,  no  trae  responsabilidades,  si  consta  que  en  el 
primer  momento  hábil,  fué  puesto  en  conocimiento  de  la  ad- 
ministración. —  T.  49,  p.  452. 

—  En  las  causas  de  contrabando,  debe  abonarse  al  fisco  el  im- 
porte de  los  gastos  causídicos,  del  producto  de  los  bienes 
caídos  en  comiso,  sin  perjuicio  del  derecho  de  los  interesados 
para  requerir  su  reintegración  contra  el  procesado  (art.  4029  y 
4030,  Ord.;  art.  444,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  49,  p.  294. 

—  La  elaboración  de  maderas  hecha  en  bosques  nacionales, 
sin  concesión  previa  del  Ministerio  del  Interior,  y  la  extracción 
de  ellas  mediante  falsa  manifestación  de  su  procedencia,  cons- 
tituyen delito  de  contrabando,  y  autorizan  la  imposición  de 
las  penas  relativas,  y  la  distribución  del  valor  del  comiso  en- 
tre los  denunciantes  y  aprehensores  (art.  4  á  43,  Ley  9  de  Oct. 
de  4880  ;  arL  4030,  Ord.).  —  T.  52,  p.  38. 

—  Este  delito  puede  ser  probado  por  presunciones  que  reúnan 
las  condiciones  requeridas  por  el  artículo  358,  Código  de  Pro- 
cedimientos Criminales.  —  T.  56,  p.  377. 

—  La  falsa  manifestación  del  sobrante  de  rancho  y  provisiones 
existentes  á  bordo,  no  salvada  dentro  de  48  horas,   constitu- 
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ye  el  delito  de  contrabando  y  autoriza  la  pena  de  comiso  (art. 
905,  4025  y  1054,  Ord.).  —  T.  58,  p.  96. 

Contrabando.  —  No  puede  decirse  que  existe  este  delito,  cuando 
no  hay  prueba  de  que  se  trate  de  operaciones  de  importación 
ó  exportación,  sino  simplemente  de  la  traslación  de  mercade- 
rías de  una  casa,  donde  existían  de  antemano,  á  otra  (art.  4036, 
Ord.).  —T.  59,  p.  82. 

—  No  puede  declararse  la  existencia  de  este  delito,  sin  la  prue- 
ba de  hechos  que  lo  constituyan .  —  T.  59,  p.  204 . 

—  La  intervención  del  empleado  denunciante^  concedida  por  la 
ley  de  aduana  de  2  de  enero  de  4895,  procede  sólo  en  los  jui- 
cios de  contrabando,  y  no  en  otros  que  no  sean  tales,  aunque 
se  trate  de  defraudación  de  rentas  fiscales  (art.  33  de  dicha 
ley).  —  T.  61,  p.  50. 

—  No  lo  hay,  y  no  caen  en  comiso  los  bultos  secuestrados  y 
descargados  por  los  empleados  de  aduana  antes  de  entrar  el 
buque  al  dique,  si  vienen  como  equipaje  y  el  interesado  pide 
su  despacho  antes  de  la  descarga  del  buque  (art.  846  y  847, 
Ord.).  —  T.  62,  p.  80. 

—  El  artículo  33  de  la  ley  de  aduana  de  4895,  que  autoriza  la 
intervención  del  empleado  denunciante  en  ios  juicios  de  con- 
trabando, es  aplicable  ú  los  juicios  que  tienen  este  carácter, 
pendientes  en  la  fecha  de  la  ley.  (Esa  disposición^  refiriéndose 
exclusivamente  á  la  forma  de  los  juicios,  es  aplicable  álos  pro- 
movidos con  anterioridad  á  su  sanción,  como  toda  ley  de  pro- 
cedimiento). —  T.  62,  p.  430. 

—  WéBLse  :  Denuncia;  Endoso;  Juez  Federal;  Per$oneria:  Prue- 
ba; Tentativa. 

Gontrademanda.  —  La  fundada  en  pagos  hechos  al  actor  por 
cuenta  de  una  sociedad  existente  entre  él,  el  demandado  v 
otro^  y  aún  no  liquidada,  no  debe  tomarse  en  consideración, 
dejando  á  salvo  las  acciones  relativas.  Igualmente  no  debe  to- 
marse en  consideración  la  contrademanda  fundada  en  entregas 
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cuya  restitución  el  demandado  gestiona  ante  otro  juez,  deján- 
dole á  salvo  la  acción  intentada.  —  T.  22,  p.  26. 

Contrademanda.  —  Véase  :  Nación. 

Contrato.  —  El  redargüido  de  falso,  debe  considerarse  como  au- 
téntico, si  á  la  verdad  de  su  firma  reconocida  por  peritos  y  por 
los  jueces,  se  agrega  la  de  su  contenido,  resultante  de  las  cons- 
tancias de  autos.  —  T,  4,  p.  498. 

—  Un  contrato  no  condenado  por  las  leyes,  debe  cumplirse.  — 
T.  7,  p.  4U. 

—  La  prescripción  del  articulo  i  \  93  del  Código  Civil,  se  refiere 
á  la  forma  de  los  contratos,  y  no  á  la  de  los  juicios.  —  T.  W, 
p.  i  20. 

—  No  puede  pedirse  á  la  vez  el  cumplimiento  de  un  contrato  y 
la  pena  (art.  287  y  288,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  446. 

—  Los  contratos  hechos  por  el  factor  de  un  establecimiento 
comercial  ó  fábrica  que  notoriamente  pertenezca  á  persona  ó 
sociedad  conocida^  se  entienden  celebrados  por , cuenta  del 
propietario  del  establecimiento,  aún  cuando  el  factor  no  lo  de- 
clare, siempre  que  tales  contratos  recaigan  sobre  objetos  com- 
prendidos en  el  giro  del  establecimiento  (art.  139,  Cód.  Cora, 
ant.).  —  T.  11,  p.  460. 

—  No  teniendo  objeto  un  contrato  de  venta  por  falta  de  cum- 
plimiento de  una  condición  suspensiva,  las  cosas  entregadas  al 
comprador  deben  ser  devueltas  al  propietario.  — T.  11,  p.  460. 

—  El  contrato  celebrado  es  la  ley  para  los  contratantes,  y  con 
sujeción  á  él  deben  decidirse  los  puntos  en  divergencia  (art. 
209,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  479. 

—  Los  contratos  hechos  por  el  factor  ó  encargado  de  un  esta- 
blecimiento comercial  ó  fabril,  obligan  al  propietario,  aun  cuan- 
do el  factor  no  lo  declarase  al  tiempo  de  celebrarlos,  siempre 
que  esos  contratos  recaigan  sobre  objetos  comprendidos  en  el 
tráfico  ó  giro  del  establecimiento  (art.  139,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  13,  p.  374. 

—  Cuando  los  pactos  de  un  contrato  no  son  contrarios  á  dere- 
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cho,  debe  estarse  al  prineipio  de  que  aquél  es  la  ley  de  los  con- 
tratantes. —  T.  U,  p.  318. 

Contrato.  —  Es  un  principio  general,  que  los  contratos  deben 
ejecutarse  siempre  de  buena  fe  y  obligan  no  sólo  á  lo  que  se 
expresa  en  ellos,  sino  á  todas  las  consecuencias  que  la  equidad, 
el  uso  ó  la  ley  atribuyen  á  la  obligación,  según  su  naturaleza 
(art.  409,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17,  p.  262. 

—  Debe  ser  observado,  lo  que  está  claramente  estipulado  en  él. 

—  T.  24,  p.  445. 

—  Una  de  las  partes  contratantes  no  puede  acogerse  á  las  dispo- 
siciones de  un  contrato  que  ella  misma  ha  declarado  nulo  al 
rescindirlo  molu propio.  —  T.  22,  p.  219. 

—  Las  convenciones  hechas  en  él,  forman  para  las  partes  una 
regla  á  la  cual  deben  someterse  como  á  la  ley  misma  (art.  1197, 
Cód.Civ.).  —  T.  23,  p.  370. 

—  £1  artículo  1201  del  Código  Civil,  que  establece  que  el  que 
no  ha  cumplido  un  contrato  ni  ofrece  cumplirlo,  no  puede  de- 
mandar su  cumplimiento  á  la  otra  parte,  se  refiere  á  los  con- 
tratos que  no  han  empezado á  tener  ejecución.  —  T.  23,  p.  450. 

—  Sobreviniendo  los  casos  fortuitos  previstos  en  el  contrato  y 
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de  naturaleza  tal,  que  superen  todos  los  esfuerzos  empleados 
para  dominarlos,  el  obligado  queda  exonerado  de  cumplirlo. 

—  T.  24,  p.  26. 

—  Sin  probar  la  existencia  del  acuerdo  entre  las  partes,  no  pue- 
de haber  contrato,  ni  obligación  procedente  de  él.  —  T.  24, 
p.  324. 

—  £1  dicho  de  una  de  las  partes  no  basta  para  establecer  la 
existencia  de  un  contrato  en  relación  á  terceros,  sobre  todo 
cuando  la  forma  escrita  está  expresamente  determinada  (art. 
1193,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p.  534. 

—  Los  contratos  no  obligan  á  terceros.  —  T.  26,  p.  154. 

—  Uno  sobre  invernada  y  cria  de  haciendas  en  un  establecí- 
miento  de  campo,  tiene  por  su  naturaleza  que  cumplirse  en  el 
lugar  donde  se  halla  el  campo.  —  T.  26,  p.  239. 
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Contrato.  —  No  probado  el  contrato  de  que  procede  la  acción 
deducida,  ésta  debe  ser  rechazada.  —  T.  28,  p.  438. 

—  No  puede  ordenarse  el  cumplimiento  de  un  contrato  cuyas 
bases  substanciales  se  ignoran  por  completo.  — T.  29,  p.  85. 

—  La  indeterminación  de  la  cosa  en  cuanto  á  la  cantidad,  siendo 
cierta  en  cuanto  á  la  especie,  no  invalida  los  contratos,  si 
aquella  es  determinable  y  puede  ser  determinada  (art.  4170  y 
1500,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  69. 

—  El  celebrado  con  el  Poder  Ejecutivo,  con  la  calidad  de  ser 
reducido  á  escritura  pública  después  de  aprobadas  sus  cláu- 
sulas por  la  legislatura,  no  produce  efecto  alguno,  mientras 
no  se  promulgúela  ley  de  su  aprobación.  —  T.  31,  p.  307. 

—  Si  bien  es  cierto  que,  por  principio  general,  los  contratos  no 
pueden  oponerse  á  terceros,  ni  invocai'se  por  ellos,  también 
lo  es  que  cuando  se  ha  contratado  en  el  interés  de  estos  ter- 
ceros^ y  éstos  lo  ratifican,  esta  ratificación  tiene  el  mismo 
efecto  que  la  autorización  previa,  y  les  da  derecho  para  exigir 
el  cumplimiento  del  contrato,  según  lo  dispuesto  por  el  arti- 
culo 1162,  Código  Civil.  —  T.  31,  p.  322,  340  y  S82. 

—  Reconocida  la  autenticidad  de  un  contrato  del  que  emanan 
obligaciones  reciprocas,  deben  éstas  ser  cumplidas.  —  T.  35, 
p.  31. 

—  No  probándose  la  convención  por  la  que  se  sostiene  haberse 
novado  un  contrato^  debe  mandarse  cumplir  éste  dentro  de 
un  término.  —  T.  37,  p.  119. 

—  En  el  caso  de  contratar  dos  personas  sobre  un  mismo  objeto^ 
una  con  el  mandatario  y  otra  con  el  mandante,  y  de  no  poder 
subsistir  los  dos  contratos,  debe  prevalecer  el  que  sea  de  fecha 
anterior  (art.  1943,  Cód.  Civ.).  —  T.  39,  p.  319. 

—  Aunque  baya  habido  mora,  el  contrato  bilateral  cuyo  cum- 
plimiento se  ofrece  y  que  no  contiene  cláusula  rescisoria,  ni 
fecha  fijada  como  causa  determinante  de  él,  debe  ser  cumplido. 
—  T.  44,  p.  418. 

—  Carece  de  fundamento  la  acción  deducida  por  cumplimiento 
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de  un  contrato,  que  resulta  haber  sido  dejado  sin  efecto  por 
voluntad  de  las  partes.  — -  T.  46,  p.  222. 

Contrato.  —  No  probándose  la  existencia  del  acuerdo  de  volun- 
tades sobre  los  extremos  esenciales  del  contrato  tenido  en  vista, 
no  existe  contrato,  ni  acción  para  pedir  su  cumplimiento.  — 
T.  47,  p.  257. 

—  Declarada  la  insubsistencia  de  un  contrato  bilateral^  debe 
devolverse  lo  pagado  por  razón  de  dicho  contrato.  (En  los 
contratos  bilaterales,  la  obligación  de  una  de  las  partes  es  la 
causa  de  la  obligación  de  la  otra.  El  pago  hecho  sin  causa  da 
iugar  á  la  repetición  de  lo  pagado  :  art.  792,  Cód.  Civ.).  — 
T.  53.  p.  327. 

—  La  regla  del  artículo  i\91,  Código  Civil,  de  que  los 
contratos  tienen  para  las  partes  la  fuerza  de  ley,  es  aplicable 
tanto  á  los  contratos  nominados  como  á  los  innominados.  — 
T.  55,  p.  478. 

—  Véase :  Nulidad. 

Contrato  á  la  gruesa.  —  No  es  necesario  que  los  documentos  de 
préstamo  á  la  gruesa  contengan  la  prueba  de  la  necesidad  que 
indujo  á  tomarlo^  de  la  falta  de  fondos  .en  poder  del  capitán 
y  del  acuerdo  de  los  oficiales  del  buque,  porque  el  articulo 
1282  del  antiguo  Código  de  Comercio^  que  determina  minucio- 
samente los  requisitos  que  dichos  documentos  deben  tener,  ni 
indica  siquiera  la  necesidad  de  que  contenga  lu  prueba  de 
aquellas  circunstancias.  —  T.  2,  p.  290. 

—  Para  que  el  préstamo  á  la  gruesa  contraído  por  el  capitán 
obligue  al  armador,  basta  que  se  enuncie  en  el  documento  la 
causa  de  la  obligación  (art.    1405  y  4407,   Cód  Com.  ant.). 

—  T.  2,  p.  290. 

—  No  hay  contradicción  entre  las  disposiciones  del  artículo4406 
y  las  de  los  artículos  4  405  y  4407  del  antiguo  Código  de  Co- 
mercio, porque  las  condiciones  de  falta  de  fondos,  ausencia 
del  armador,  mandatario,  consignatario,  interesados,  etc.,  acuer- 
do de  los  oficiales  y  justificación  de  ellos  ante  el   cónsul 
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ó  autoridad  competente^  son  requisitos  que  se  eligen  al  ca- 
pitán del  buque  para  salvar  su  responsabilidad  para  con  los 
armadores  y  dueños;  pero  no,  que  la  falta  de  aquellas  condi- 
ciones invalide  las  obligaciones  respecto  de  terceros,  pues  los 
artículos  4  f  05  y  4107  sólo  requieren  la  enunciación  de  la  causa 
de  la  deuda.  —  T.  2,  p.  290. 

Ck>ntrato  ála  gruesa.  —  Los  objetos  comprendidos  en  éste^  de- 
ben estar  expuestos  á  riesgos  marítimos.  Así  los  fletes  afectos  al 
contrato  á  la  gruesa  tomado  en  el  curso  del  viaje,  son  los  del 
viaje  respectivo  que  debe  percibir  el  subfletante,  y  no  los  que  ha 
percibido  el  dueño  del  buque,  que  no  estaban  expuestos  á  nin- 
gún riesgo  (art.  4280  y  4294,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  440. 

Contrato  bilateral.  —  En  él,  las  cláusulas  potestativas  no  se 
presumen;  y  para  que  puedan  alegarse,  es  necesario  que  se  ex- 
presen clara  y  netamente.  —  T.  6,  p.  279. 

—  Lo  es,  aquel  por  el  que  una  de  tas  partes  se  ha  obligado  á 
recuperar  á  su  costa  una  hacienda  robada,  y  la  otra  á  dar  la 
tercera  parte  de  la  recuperada,  en  especie  ó  en  dinero.  Ese 
contrato  no  se  resuelve  por  la  intervención  voluntaria  que 
tomó  el  dueño  de  la  hacienda  en  las  reclamaciones.  De  )a 
tercera  parte  que  éste  debe,  puede  deducir  el  importe  de  los 
gastos  legítimos  que  justifique  haber  hecho  en  dichas  recla- 
maciones (art.  4592,  Cód.  Civ.).  —  T.  25,  p.  Mi. 

—  En  él,  una  de  las  partes  no  puede  demandar  su  cumpli- 
miento, ni  en  su  defecto  daños  y  perjuicios,  si  no  prueba 
haberlo  ella  cumplido  ú  ofrezca  cumplirlo,  ó  que  su  obligación 
sea  á  plazo  (art.  4204,  Cód.  Civ.;  art.  494,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  24,  p.  418. 

—  En  los  contratos  bilaterales,  una  de  las  partes  ó  su  cesiona- 
rio, no  puede  demandar  su  cumplimiento,  si  no  lo  hubiese  ella 
cumplido  ú  ofreciese  cumplirlo  (art.  4469,  Cód.  Civ.). —  T. 
35,  p.  489. 

—  En  él,  el  que  no  ha  cumplido  el  contrato  no  puede  pedir 
contra  el  otro  contratante  la  indemnización  de  perjuicios  por 
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la  parte  de  contrato  que  ha  dejado  de  cumplirse,  y  sólo  tiene 
derecho  para  que  se  le  devuelva  lo  entregado  por  razón  de  di- 
cha parte.  —  T.  37,  p.  42. 

Contrato  bilateral.  —  Véase  :  Contrato;  Cumplimiento  de  con- 
trato ;  Mora ;  Pacto  comisorio . 

Contrato  comercial.  —  Todo  contrato  comercial,  aunque  se  ce- 
lebre entre  personas  no  comerciantes,  debe  ser  regido  por  el  Có- 
digo de  Comercio  (art.  6  y  7,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  47. 

—  La  compra  de  un  ganado  para  revenderlo,  es  un  contrato  co- 
mercial y  le  son  aplicables  las  disposiciones  mercantiles  aun- 
que los  contrayentes  no  sean  comerciantes  (art.  515,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  9,  p.  282. 

Contrato  conmutatiTo.  —  Para  la  existencia  y  validez  de  él, 
se  requiere  que  lo  que  uno  de  los  contratantes  da  sea  una  cosa 
seria  y  no  irrisoria  en  relación  de  lo  que  recibe,  y  que  la  pro- 
porción entre  lo  que  se  da  y  lo  que  se  recibe,  no  sea  tai  que 
no  pueda  establecerse  por  personas  de  sano  juicio  y  con  ánimo 
de  hacer  un  negocio.  —  T.  14,  p.  402. 

Contrato  de  mayor  cuantía .  —  Véase  :  Prueba. 

Contrato  de  obras.  —  La  parte  condenada  por  sentencias  eje- 
cutoriadas, á  no  turbar  á  los  propietarios  y  poseedores  de  un 
terreno,  no  puede  estipular  en  seguida  un  contrato  de  obras 
sobre  el  mismo  terreno.  Si  los  empresarios  de  las  obras  fue- 
ran impedidos  de  continuarlas  á  consecuencia  de  las  senten- 
cias mencionadas,  aquella  se  halla  en  obligación  de  responder 
de  todos  los  daños  causados  á  éstos  por  la  falta  de  cumpli- 
miento de  sus  obligaciones.  —  T.  il,  p.  358. 

—  Realizado  en  una  parte  y  rescindido  en  la  otra  por  voluntad 
de  uno  de  los  contratantes,  se  debe  el  valor  de  lo  concluido  v 
el  valor  de  los  gastos  hechos  y  utilidad  que  pudo  reportar  la 
obra,  si  el  contrato  se  hubiese  consumado  por  completo.  —  T. 
18,  p.  325. 

Contrato  de  sociedad.  —  No  es  necesaria  la  presentación  en  jui- 
cio de  un  contrato  de  sociedad,  cuando  la  acción  que  se  dedu- 
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ce  no  está  basada  en  su  existencia  sino  en  un  contrato  bilateral 
con  el  demandado.  —  T.  24,  p.  537. 

Contrato  de  transporte.  —  Véase :  Prueba ;  Transporte. 

Contrato  escrito.  —  Lo  constituye  un  presupuesto  de  obras  fir- 
mado por  el  presidente  de  la  Municipalidad,  el  secretario,  un 
ingeniero  déla  misma  y  el  contratista.  —  T.  48,  p.  325. 

Contrato  privado.  —  Véase  :  Escrituración  ;  Venta. 

Contrato  rescindido.  —  Véase  :  Ejecución. 

Contratos.  —  En  ellos,  una  de  las  partes  no  puede  fijar  nuevas 
condiciones  para  su  cumplimiento  y  eficacia^  sin  obtener  el 
consentimiento  expreso  de  la  otra.  —  T.  20,  p.  369. 

Contribución  directa.  — Véase:  Ejecución;  Prescripción, 

Convención.  —  Las  convenciones  hechas  en  los  contratos,  for- 
man para  las  partes  una  regla  á  la  cual  deben  someterse  (art. 
1197,  Cód.  Civ.).  —  T.  10,  p.  245. 

—  Sólo  pruduce  efecto  entre  los  contrayentes  (art.  226,  Cód. 
Com.  anl.).  —  T.  11,  p.  229. 

—  La  de  mandar  un  buque  para  recibir  la  carga  en  un  plazo 
determinado,  debe  entenderse,  para  que  tenga  eficacia,  que  el 
buque  se  mande  habilitado  para  ello.  — -  T.  1 1 ,  p.  389. 

—  Es  la  primera  ley  á  que  deben  someterse  los  contratantes.  — 
T.  13,  p.  26. 

—  Es  la  ley  suprema  entre  los  contratantes.  —  T.  15,  p.  23. 

—  Una  convención  modificando  la  tarifa  oficial  de  prácticos  le- 
manes, no  es  lícita.  —  T.  19,  p.  129. 

Convenio.  —  Comprometidas  las  partes  á  aceptar  las  disposición 
nes  y  resoluciones  de  un  perito,  sin  recurso  de  ningún  género, 
debe  mandarse  ejecutar  lo  resuelto  por  él.  —  T.  25,  p.  345. 

—  El  de  conducir  sin  lucro  unas  mercaderías,  no  importa  obli- 
garse también  al  pago  de  los  gastos  que  aquellas  demandan. — 
T.  13,  p.  26. 

Convento.  —  No  debe  permitirse  que  los  conventos  existentes 
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en  la  República,  dependan  de  superiores  situados  en  países  ex- 
tranjeros. —  T.  10,  p.  195. 

ConTento.  —  Todo  el  que  tenga  menos  de  ocho  frailes,  queda 
extinguido  ipso  jure.  —  T.  16,  p.  92. 

—  Una  vez  extinguido^  nadie  puede  tomar  su  representación 
para  reivindicar  sus  bienes.  —  T.  16,  p.  92. 

—  El  restablecimiento  de  un  convento  es  materia  reservada  al 
Congreso  (art.  67,  inc.  20,  Const.  Nac).  —  T.  16,  p.  92. 

—  Véase:  Pase. 

Cónyuges.  —  La  separación  de  hecho  de  los  cónyuges  no  quita 
al  marido  el  derecho  de  la  administración  legítima  de  los  bie- 
nes del  matrimonio,  aunque  sean  adquiridos  por  la  mujer  du- 
rante la  separación  (art.  186,  188,  189,  190  y  210,  Cód.  Civ.). 
—  T.  11,  p.  420. 

Coparticipación  de  buque.  —  Las  relaciones  entre  los  copartí- 
cipes de  un  buque  deben  regirse  por  las  reglas  de  las  socieda- 
des colectivas.  La  liquidación  de  la  coparticipación  debe  veri- 
ñcarse  por  arbítradores  ;  pero  esto  no  obsta  á  que  el  capital 
social  ó  la  parte  líquida,  sea  devuelta  por  el  socio  que  la  tiene, 
A  su  dueño,  si  no  se  alega  que  se  halla  comprometido  en  la  res- 
ponsabilidad social  (art.  211  y  1035,  Cód.  Com.  ant.).  — T.23, 
p.  65. 

Copias.  —  De  toda  petición  ó  escrito  de  que  haya  de  darse  tras- 
lado, así  como  de  los  documentos  con  que  se  instruya,  debe 
acompañarse  una  copia  en  papel  simple,  firmada  por  la  parte 
que  lo  haya  presentado,  la  cual  debe  ser  entregada  al  deman- 
dado, al  notificársele  el  traslado  de  la  demanda  (art.  8  y  59, 
Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  301. 

—  Las  actuaciones  sobre  las  que,  expidiéndose  el  procurador 
fiscal,  entabla  demanda,  no  son  de  los  documentos  deque  de- 
be entregarse  la  copia  ai  demandado.  —  T.  20,  p.  353. 

—  El  precepto  del  [artículo  10  de  la  ley  de  procedimientos,  se 
satisface  con  presentar  las  copias  de  los  documentos.  — T.  19, 
p.  145. 
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Gopias.  —  Las  que  debe  entregar  el  actor  son  de  los  documen- 
tos que  acompaña  á  la  demanda,  no  de  un  sumario  levantado 
administrativamente^  al  cual  la  demanda  hace  referencia.  — 
T.  25,  p.  467. 

—  £1  defensor  del  procesado  no  está  obligado  á  dar  copia  de 
su  expresión  de  agravios  al  acusador.  (No  hay  en  el  Cód.  Proc. 
Crim.,  disposición  alguna  que  lo  obligue  á  ello). —  T.  57, 
p.  315. 

Corporación.  — El  cambio  de  los  miembros  directores  de  und 
corporación,  no  extingue  las  obligaciones  de  ésta. — T.  7, 
p.  412. 

Gorporaeiones  anónimas.  —  Para  los  efectos  del  fuero  deben 
considerarse  como  ciudadanos  argentinos  á  las  corporaciones 
anónimas  que  hacen  sus  negocios  en  la  República  (art.  9,  Ley 
Jurisd.). -T.  U,  p.  284. 

Corporaeionea  nacionales.  —  No  puede  aplicarse  á  las  corpora- 
ciones que  dependen  del  Gobierno  Nacional^  la  doctrina  de 
no  poder  ser  demandado  como  aquél,  pues  ello  seria  contrario 
á  los  principios  en  que  está  basada  la  jurisprudencia  federal. 
—  T.  5.  p.  70. 

Corrección.  —  Véase :  Facultad. 

Correcciones  disciplinarias.  —  No  es  excesiva  la  pena  de  ocho 
días  de  prisión,  impuesta  como  corrección  á  un  litigante  que, 
con  sus  desafueros,  se  propone  despojar  al  juez  de  una  causa  de 
su  competencia.  —  T.  5,  p.  493. 

Corredores.  —  No  pueden  ser  parte  en  los  contratos  en  que  in- 
tervienen como  tales.  —  T.  4,  p.  275. 

—  Es  nula  la  garantía  que  ellos  ofrezcan  por  el  cumplimiento 
de  los  contratos  en  que  intervienen.  —  T.  4>  p.  275. 

—  La  carta  de  aviso  de  haber  fletado  un  buque  según  las  orde- 
nes del  capitán^  escrita  por  un  corredor,  no  es  un  contrato  de 
fletamento.  — T..  4,  p.  275. 

—  No  tiene  personería  para  interponer  demanda  en  virtud  de 
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contratos  celebrados  en  su  nombre  y  para  si  (art.  406,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  4,  p.  345. 

Corredores.  —  Es  obligatorio  para  los  marítimos,  expresar  en 
el  contrato  de  fletamento,  el  nombre  del  fletador  (art.  H86, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  5,  p.  433. 

—  Los  capitanes  extranjeros  no  se  hacen  culpables  de  ligereza, 
al  recibir  del  corredor  marítimo  la  póliza  sin  el  nombre  y  fir- 
ma del  fletador.  —  T.  5,  p.  133. 

—  Los  marítimos  son  revestidos  por  la  ley  de  la  fe  pública  y  su 
institución  tiene  por  uno  de  sus  principales  fines,  proporcionar 
á  los  capitanes  extranjeros  un  director  competente  para  que 
sus  contratos  tengan  valor  legal  (art.  4487,  Cód.  Com.  ant.). — 
T.  5,  p.  433. 

—  Un  capitán  extranjero  que  recibe  de  un  corredor  una  póliza 
irregular,  no  se  entiende  que  ha  querido  exponerse  á  sus  con- 
secuencias.—  T.  5,  p.  433. 

—  La  falta  de  explicaciones  por  parte  del  corredor  sobre  la 
ausencia  del  nombre  y  firma  del  fletador  en  la  póliza  de  fleta- 
mentó,  constituye  en  su  contra  una  presunción  de  dolo,  por  la 
ventaja  que  de  aquella  le  pueda  resultar.  —  T.  5,  p.  4  33. 

—  Debe  pagar  los  daños  y  perjuicios  que  resultan  de  la  nuli- 
dad de  la  póliza.  —  T.  5,  p.  433. 

—  El  que  causa  dolo,  queda  sujeto  á  la  acción  criminal,  y  de- 
ben pasarse  los  antecedentes  al  fiscal  para  que  la  deduzca. — 
T.  5,  p.  433. 

—  La  disposición  del  artículo  406,  Código  de  Comercio  antiguo, 
declarando  nulos  los  contratos  celebrados  por  los  corredores, 
se  refiere  únicamente  á  los  corredores  matriculados  que  han 
prestado  el  juramento  de  llenar  fielmente  los  deberes  de  su 
cargo,  pues  la  razón  de  estar  prohibida  á  los  corredoi*es  toda  es- 
pecie de  negociación  es  la  de  que  desempeñan  hasta  cierto  pun- 
to funciones  públicas,  puesto  que  las  notas  y  certificaciones 
expedidas  de  conformidad  á  ios  asientos  de  sus  libros,  hacen 
fe  entre  los  contratantes,  y  las  pólizas  de  fletamento  hechas 
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con  su  intervención  valen  como  escritura  pública  (art.  487  y 
492,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  320. 

Corredores.  —  El  corredor  conocido,  que  media  en  un  negocio 
sin  obrar  á  nombre  propio,  no  puede  ser  considerado  como 
comisionista,  ni  hallarle  sujeto  á  las  obligaciones  que  la  ley 
impone  á  éste  (art.  98,  4 08,  300  y  335,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  23,  p.  232. 

Corredores  de  Bolsa.  —  Pueden  omitir  el  nombre  del  tercero 
con  quien  y  por  quien  contratan.  En  ese  caso,  habiendo  com- 
prado cédulas  por  encargo  de  otro,  está  obligado  en  el  día  del 
plazo  á  entregar  el  importe  al  vendedor  y  las  cédulas  al  comi- 
tente (art.  308  y  336,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p.  403. 

—  Pueden  hacer  operaciones  por  otros  en  su  propio  nombre. — 
T.  25,  p.  324. 

—  Están  obligados  á  vigilar  los  intereses  de  sus  comitentes  y 
á  hacer  las  diligencias  que  tiendan  á  salvarlos^  absteniéndose 
de  las  contrarias.  —  T.  25,  p.  324. 

Correos.  —  Véase  :  Justicia  federal. 

Correspondencia.  —  Los  que  con  violencia  despojan  de  la  ba- 
lija  á  un  conductor  de  la  correspondencia  pública,  tienen  la 
pena  de  trabajos  forzados  de  dos  á  cuatro  años,  ó  una  multa 
de  mil  á  dos  mil  pesos  fuertes  ó  una  y  otra  juntamente  (art  49, 
Ley  Penal).  —  T.  44,p.  92. 

—  La  dirigida  á  un  tercero,  no  puede  ser  objeto  de  compulsa 
para  prueba  (art.  4036,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  44. 

Corretaje.  — Todo  derecho  de  corretaje  debe  ser  pagado  propor- 
cionalmente  por  ambos  contratantes,  no  mediando  estipulación 
en  contrario.  No  se  distingue  el  caso  en  que  las  partes  hayan 
solicitado  ó  no  la  intervención  (art.  442,  Cód.  Com.  ant.).— 
T.  40.  p.  225. 

Cosa  común.  —  Un  condómino  no  puede  hacer  la  enajenación 
ni  de  una  parte  materialmente  determinada,  ni  menos  del 
todo,  sin  el  consentimiento  de  los  copropietarios.  Hecha  lu 
enajenación,  éstos  pueden  ejercer  los  derechos  inherentes  á  su 
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propiedad  á  fin  de  obtener  la  restitución  del  inmueble  (art. 
2680.  2676,  2679  y  3450,  Cód.  Civ.).— T.  20,  p.  78. 

Cosa  jusgada.— Declarado  por  sentencia  ejecutoriada  que  el  en- 
doso de  un  pagaré  no  ha  transmitido  su  propiedad  al  endosa-^ 
tario,  la  cosa  juzgada  se  opone  á  que  dicho  endosatario  vuelva 
á  gestionar  la  propiedad  del  pagaré,  fundándose  en  el  endoso 
y  en  otros  documentos  no  admisibles  en  juicio. — T.  3,  p.  428. 

—  La  declaración  ejecutoriada  de  que  la  clausura  de  un  con- 
curso no  basta  para  ejercer  contra  el  [fallido  las  acciones  com* 
prometidas  en  él,  siendo  necesaria  la  autorización  del  juez  del 
mismo,  no  constituye  cosa  juzgada  si  efada  de  impedir  la  in- 
troduecíÓA  de  la  acetón  ai;ompañ¿ndose  dicha  autorización. — 
T.  5,  p.  59.  • 

—  Contra  ella  no  puede  admitirse  excepción  que  embargue  su 
cumplimiento,  y  una  pretensión  de  esta  naturaleza,  debe  recha- 
zarse in  limine  como  temeraria.  (Ley  3,  tit.  17,  lib.  4^^  Rec. 
Cast.).  —  T.  5,  p.  70. 

—  Esta  no  puede  sufrir  modificación  (ley  19,  tít.  22,  part.  3»). 

—  T.  8,  p.  325. 

—  No  se  debe  admitir  nueva  xlemanda,  contra  la  cosa  juzgada. 

—  T.9,  p.  105. 

—  Una  sentencia  no  apelada  en  tiempo,  hace  cosa  juzgada  para 
las  partes.  —  T.  13,  p.  415. 

—  Debe  cumplirse  según  sus  términos.  —  T.  18,  p.  285. 

—  Admitido  un  interdicto  de  recobrar  v  mandado  levantar  un 
cerco  que  impedía  el  ¡ejercicio  de  la  posesión,  la  orden  de  de- 
moler el  cerco  y  reponer  al  actor  en  su  posesión,  es  conforme 
á  la  cosa  juzgada.  —  T.  25,  p.  386. 

—  El  demandado  por  reivindicación  del  inmueble,  puede  opo- 
ner al  reivindicante  la  excepción  de  lo  juzgado  respecto  del 
mismo  inmueble  entre  sus  causantes  inmediatos.  —  T.  30,  p. 
431. 

—  Esta  debe  cumplirse,  requiriéndose,  en  caso  contrario,  el  au- 
xilio de  la  fuerza  pública.  —  T.  35,  p .  254. 
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Cosa  juzgada.  —  No  tiene  el  carácter  de  ella,  el  auto  de  prisión 
dictado  contra  el  procesado.  —  T.  45,  p.  Í41. 

—  La  sentencia  de  remate  no  hace  cosa  juzgada  para  el  juicio 
ordinario.  —  T.  55,  p.  208. 

—  La  sentencia  en  el  juicio  ejecutivo  no  produce  el  efecto  de 
cosa  juzgada  para  el  juicio  ordinario  pendiente  entre  las  mis- 
mas partes.  —  T.  55,  p.  219. 

—  Cuando  las  partes  la  invocan  para  apoyar  sus  pretensiones, 
es  cuestión  previa  examinar  si  la  cosa  juzgada  existe  ó  no.  — 
T.  57,  p.  57. 

—  No  hay  cosa  juzgada,  sin  identidad  de  derechos  y  de  cosas 
deducidas  en  juicio.  —  T.  57,  p.  57. 

—  No  es  excepción  admitida  como  dilatoria  por  la  ley  de  pro- 
cedimientos (art.  73  y  85).  —  T.  57,  p.  424, 

—  Véase :  Consulta  ;  Daños  y  perjuicios  ;  Extradición ;  Responsa- 
bilidad ;  Sentencia  de  remate. 

Cosa  litigiosa.  —  Puede  ser  objeto  de  los  contratos,  salvo  el  de- 
ber de  satisfacer  el  perjuicio  que  resultase  á  tercero  (art.  4174, 
Cód.  Civ.).  —  T.  12,  p.  518. 

—  Pendiente  un  pleito,  no  puede  cambiarse  de  estado,  ni  ena- 
jenarse la  cosa  objeto  del  pleito.  —  T.  35,  p.  254. 

—  La  orden  de  no  innovar  en  ella,  en  la  demanda  sobre  exen- 
ción de  impuestos  y  no  concesión  de  otras  usinas  de  gas,  enta- 
blada contra  la  Municipalidad,  no  comprende  la  aprobación  de 
planos  que  ésta  haga  de  otra  compañía.  —  T.  37,  p.  325. 

Costas.  —  La  condenación  en  costas,  pronunciada  por  la  sen- 
tencia del  juez  inferior,  no  puede  subsistir,  si  en  la  resolución 
de  la  Suprema  Corte  se  han  destruido  los  fundamentos  de  esa 
condenación,  al  confirmarla  parte  dispositiva  de  la  sentencia. 

—  T.  3,  p.  328. 

—  Lo  que  está  comprendido  bajo  la  denominación  de  costas, 
es  una  parte  complementaria  del  juicio  en  que  se  han  causado. 

—  T.  4,  p.  33. 
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Costas.  Toda  cuestión  sobre  honorarios  y  costas,  corresponde  al 
conocimiento  del  juez  que  ha  intervenido  en  los  autos  principa- 
les. —  T.  4,  p.  33. 

—  Debe  pagarlas,  el  que  dio  naotivo  al  proceso.  —  T.  4,  p.  73. 

—  Las  judiciales  son  de  cuenta  de  la  parte  que  las  causa,  si  en 
la  sentencia  definitiva  no  se  determina  quién  debe  pagarlas.  — 
T.  4.  p.  282. 

—  Si  en  la  sentencia  se  ha  salvado  auna  de  las  partes  el  derecho 
para  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  la  otra  no  está 
obligada  á  pagar  las  costas  causadas  por  aquella,  á  menos  que 
en  la  misma  sentencia  asi  se  haya  declarado,  y  haya  habido 
temeridad  de  parte  do  ésta.  —  T.  4,  p.  282. 

—  Las  judiciales  no  se  consideran  en  tesis  general,  como  da- 
ños y  perjuicios.  —  T.  4,  p.  282. 

r 

—  Los  que  causan  las  dé  un  juicio,  están  obligados  á  satisfacer- 
las en  proporción  de  los  derechos  que  gestionan^  mucho  más 
si  el  juicio  es  universal  ó  de  averías.  —  T.  4,  p.  289. 

—  Comprenden  sólo  los  gastos  hechos  en  el  pleito,  y  no  el  pre- 
cio de  lab  diligencias  personales  de  las  partes,  ni  los  honora- 
rios de  los  letrados  que  se  defienden  por  sí  mismos.  —  T.  4, 
p.  485. 

—  Es  temerario  litigante,  y  debe  ser  condenado  en  las  costas, 
el  demandado  que  propone  excepciones  al  contestar  la  deman- 
da, y  no  las  prueba  ni  trata  de  probarlas,  dejando  seguir  el 
juicio  en  rebeldía.  —  T.  4,  p.  490. 

—  Debe  ser  condenado  en  ellas,  un  litigante  que  interpone  recur- 
sos temerario^.  —  T.  5,  p.  493. 

—  La  condenación  en  las  costas  procesales,  comprende  los 
honorarios  de  los  abogados  y  las  que  pertenecen  á  las  diligen- 
cias indispensables  de  los  pleitos.  —  T.  5,  p.  203. 

—  Las  costas  personales  ó  costos,  se  refieren  á  los  gastos  que 
hacen  las  partes  en  viajes,  indemnización  á  los  testigos  y 
otros  extraordinarios.  —  T.  5,  p.  203. 
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Costas.  Debe  ser  condenado  en  ellas  el  litigante  temerario.  — 
T.  5,  p.  303. 

—  Sólo  debe  ser  condenado  en  ellas,  el  litigante  temerario  ó 
malicioso.  —  T.  6,  p.  186. 

—  El  demandado  que  resiste  una  demanda,  y  es  absuelto  de 
ella  en  su  mayor  parte,  no  puede  calificarse  de  temerario  liti- 
gante, y  no  debe  ser  condenado  en  costas.  — T.  6,  p.  Si72. 

—  Debe  ser  considerada  temeraria  la  resistencia  del  deman- 
dado, cuando  el  crédito  que  se  cobra  es  legitimo  y  no  le  ha 
sido  ni  debido  ser  desconocido.  En  ese  caso,  debe  ser  conde- 
nado en  las  costas  del  juicio  (ley  8,  tít.  22,  part.  3*).  — 
T.  7,  p.  130. 

—  Las  que  origina  la  producción  de  documentos  enjuicio, 
están  á  cargo  de  quien  los  presenta,  mientras  no  se  resuelva 
por  definitiva  quién  debe  pagar  las  de  toda  la  causa.  —  T. 
7,  p.  164. 

—  En  las  cuestiones  judiciales  en  que  los  consignatarios  de  un 
buque  litigan  con  el  capitán,  no  están  obligados  á  pagar  las 
costas  que  éste  origine,  si  no  han  sido  expresamente  condena- 
dos en  ellas.  —  T.  7,  p.  164. 

—  El  condenado  en  costas  debe  abonar  el  honorario  ajustado 
entre  la  contraparte  y  su  abogado,  no  existiendo  en  el  ajuste 
fraude,  falsedad  ú  otro  vicio  (  art.  2,  Ley  Arancel  ).  —  T. 
7,  p.  307. 

—  No  existiendo  en  segunda  instancia  la  condenación  en  costas 
que  ha  existido  en  la  primera,  cada  parte  paga  en  aquella  las 
que  hubiese  causado  (art.  8,  Ley  Arancel).  —  T.  7,  p.  307. 

—  Las  causadas  por  el  deudor  en  el  juicio  ejecutivo,  no  tienen 
prelación  en  ningún  caso  sobre  lo  que  corresponde  al  acreedor. 
Lo  mismo  debe  decirse  por  identidad  de  razón,  respecto  del 
juicio  ordinario  (art.  299,  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  394. 

—  Debe  ser  condenado  en  ellas,  el  litigante  temerario,  —  T. 
7,  p.  464. 

—  El  no  haber  presentado  pruebas  para  demostrar  la  culpabi- 
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lidad  del  demandado,  contra  el  cual  no  resulta  mérito  alguno 
del  sumario  y  se  pide  el  sobreseimiento  por  el  ministerio  pú- 
blico, coloca  al  querellante,  que  reclama  la  indemnización  de 
daños  y  perjuicios  causados  por  el  mismo  delito,  en  el  caso 
de  la  ley  8,  título  22,  partida  3*.  y  debe  ser  condenado  en  las 
costas.  -^  T.  8,  p.  <5. 

Costa».  La  condenación  en  ellas,  sólo  se  impone  á  quien  litiga  sin 
ningún  derecho.  —  T.  8,  p.  27. 

—  El  demandante  debe  ser  condenado  en  ellas,  cuando  el 
demandado  es  condenado  á  pagar  menor  cantidad  de  la  que 
ofrecía  antes  de  la  demanda.  -*T.  8,  p.  34. 

—  Habiéndose  demandado  mayor  cantidad  de  la  que  se  admite 
por  la  sentencia,  no  hay  temeridad  en  la  resistencia  del  deman- 
dado, y  éste  no  es  responsable  de  las  costas  del  juicio. — 
T.  8,  p.  405. 

—  No  resultando  del  expediente  que  el  que  perdió  la  cuestión 
fué  litigante  temerario,  no  debe  condenársele  en  costas.  — 
T.  8,  p.  421. 

—  Guando  en  la  instancia  de  apelación  se  pronuncia  la  conde- 
nación en  costas^  sin  expresarse  que  ésta  se  extiende  á  las  de 
primera  instancia,  se  entiende  aquella  con  relación  á  las  del 
recurso  únicamente.  —  T.  8,  p.  464 . 

—  El  recurso  de  nulidad  de  un  laudo,  fundado  en  la  ilegalidad 
de  sus  propios  actos^  ejecutados  con  la  intención  de  favorecer 
á  otro,  y  no  por  error,  debe  reputarse  temerario,  y  hace  res- 
ponsable álos  recurrentes  de  todas  las  costas  del  juicio  (ley  8, 
tít.  22,  part.  3*).  —  T.  8,  p.  202 . 

—  El  litigante  temerario,  debe  ser  condenado  en  todas  las  costas 
del  juicio  (ley  8,  tít.  22,  part.  3).  —  T.  8,  p.  227. 

—  Es  temeraria  la  demanda  con  que  se  pretende  que  el  gober- 
nador de  una  provincia  por  haber  ejercido  el  gobierno  doce 
días  en  virtud  del  nombramiento  de  la  legislatura,  con  ó  sin 
el  número  legal  de  sus  miembros,  responda  con  sus  bienes  por 
daños  inferidos  por  fuerzas  rebeldes,  después  de  su  separación 
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del  empleo.  En  tal  caso,  deben  ser  á  cargo  del  demandante  las 
costas  de  toda  la  causa,  como  también  los  daños  y  perjuicios 
que  pueda  haber  inferido  al  demandado  el  embargo  de  sus 
bienes,  solicitado  y  obtenido  bajo  la  responsabilidad  del  mis- 
mo demandante.  —  T.  8,  p.  354. 

Costas.  Cobrando  el  demandante  más  de  lo  que  se  le  debe,  pier- 
de el  derecho  á  ser  indemnizado  de  las  costas.  —  T.  8,  p.  414. 

—  No  habiendo  condenación  en  ellas,  se  entiende  que  cada 
parte  debe  satisfacer  las  que  le  corresponden.  —  T.  8,  p.  422. 

—  Las  causadas  por  autos  impertinentes  á  la  cuestión,  han  de 
ser  á  cargo  deljuezquelos  dictó.  — T.  8,  p.  463. 

—  No  habiendo  temeridad  en  el  «demandante,  no  puede  ser 
condenado  en  costas.  —  T.  8,  p.  48! . 

—  El  litigante  temerario  debe  ser  condenado  en  las  costas  del 
juicio.  —  T.  9,  p.  33. 

—  Las  causadas  en  un  juicio  ejecutivo,  cuya  continuación  se  ha 
declarado  improcedente  por  una  causa  superviniente.  deben 
ser  abonadas  con  los  bienes  embargados  hasta  que  dicha  causa 
se  notifique  á  las  partes.  (En  dicho  juicio,  el  ejecutado  fué 
condenado,  con  arreglo  al  art.  277,  Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  3H. 

—  Cuando  la  parte  actora  incurre  en  exceso  de  petición,  y  la  de- 
mandada en  el  de  negativa,  no  puede  decirse  que  sólo  el  plus 
peíitionis  es  la  causa  del  litigio.  En  ese  caso,  acordándose  por 
Ja  sentencia  á  los  demandantes,  en  gi*an  parte,  lo  que  han  pe- 
dido, éstos  han  tenido  causa  para  litigar  y  no  pueden  ser  con- 
denados en  costas,  como  temerarios  litigantes.  —  T.  10,  p.  225. 

—  Las  omisiones  y  procedimientos  irregulares  del  juez,  no 
deben  gravar  á  los  litigantes  con  costas  indebidas,  y  éstas  de- 
ben ser  á  cargo  de  aquél.  —  T.  10,  p.  328. 

—  La  parte  demandada  que  induce  á  la  actora  á  dirigir  su 
acción  contra  si,  desviándola  del  verdadero  obligado,  es  res- 
ponsable délas  costas  que  se  causan  por  la  equivocada  direc- 
ción de  la  demanda.  —  T.  10,  p.  483. 

—  Mandándose  pagar  una  indemnización  mayor  que  la  que  sos- 
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tienen  deberse  los  representantes  de)  fisco,  todas  las  costas 
de)  juicio  de  expropiación  deben  ser  á  cargo  de)  erario  nacio- 
na)  (art.  18,  )ey  de  7  de  septiembre  de  1866).  —  T.  11,  p.  335. 

Costas.  Es  contra  )a  equidad  imponer  e)  gravamen  de  ]as  costas  á 
uno  solo  de  los  litigantes,  en  vez  de  distribuido  según  el  grado 
de  justicia  que  respectivamente  hayan  tenido.  — T.  12,  p.  70. 

—  Cuando  la  oposición  se  deduce  y  justifica  sólo  por  una  parte 
del  crédito  reclamado,  la  sentencia  de  remate  no  hace  lugar  á 
la  ejecución  por  esa  parte,  y  manda  llevarla  adelante  por  la 
otra.  En  ese  caso  las  costas  de  la  oposición  deben  ser  á  cargo 
del  ejecutante,  y  las  demás  de  la  ejecución  á  cargo  del  ejecu- 
tado. — -T.  12^  p.  70. 

—  La  condenación  en  costas  que  se  prescribe  por  el  articulo 
277  de  la  ley  de  procedimientos,  supone  ó  que  e)  ejecutado  se 
baya  opuesto  á  toda  ejecución  y  haya  justificado  su  oposición, 
ó  que  el  ejecutante  haya  probado  de  todo  punto  su  acción.  — 
T.  12,  p.70. 

—  Las  de  un  juicio  de  contrabando  no  deben  detraerse  del  va- 
lor de  las  mercancías  caídas  en  comiso,  sino  pesar  sobre  el 
contrabandista  declarado  (ley  8,  tít.  22,  part.  3").  —  T. 
12,  p.  86. 

—  Las  causadas  por  un  depósito  judicial,  deben  pagarse  al  de- 
positario por  quien  corresponda  previamente  á  la  ejecución 
de  la  sentencia  y  aun  antes  de  pronunciarse  ésta,  sin  perjuicio 
de  loque  se  determine  por  el  juez  en  la  sentencia  definitiva, 
respecto  al  pago  de  dichas  costas  (art.  178,  Ley  Proc.  ;  art.  6 
y  8  de  la  ley  sobre  arancel  de  26  de  agosto  de  1863).  —  T. 
12,  p.  124. 

—  Las  del  incidente  por  no  haberse  pasado  a)  demandado  las 
copias  que  prescribe  al  artículo  8  de  la  ley  de  procedimientos, 
son  de  cargo  del  demandante.  —  T.  12,  p.  128. 

—  Habiendo  exceso  en  la  demanda,  el  demandado  no  debe  pa- 
gar las  costas  del  pleito.  —  T.  12,  p.  190. 

-~    El  actor  que  no  ha  tenido  derecho,  ni  justa  causa  para  de- 
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mandar,  debe   sufrir  el    pago    de   todas  las  costas  del  pleito 
(leyes  39,  tlt.  2,  y  8,  tít.  2«,  part.  3*).—  T.  Í2,  p.  240. 

Costas.  El  deudor  que  no  tiene  justa  razón  para  litigar,  debe  ser 
condenado  en  costas.  —  T.  42,  p.  397. 

—  No  pudiendo  estimarse  como  manifiestamente  temeraria  la 
resistencia  de  una  de  las  partes  litigantes,  no  tiene  derecho  la 
otra  de  pedir  que  se  condene  á  ésta  en  los  daños  y  perjuicios, 
y  en  las  costas.  —  T.  42,  p.  446. 

—  En  el  juicio  ejecutivo,  sólo  cuando  la  sentencia  es  confirma- 
toria debe  contener  condenación  en  costas  (art.  307,  Ley 
Proc).  —  T.  43,  p.  306. 

—  No  determinándose  en  la  sentencia  que  la  condenación  sea 
solidaria,  es  entendido  que  los  condenados  en  ellas  deben  pa- 
garlas á  prorata.  —  T.  43,  p.  350. 

—  El  actor  no  puede  ser  condenado  al  pago  de  las  costas,  cuan- 
do éstas  no  han  sido  causadas  por  el  exceso  en  la  demanda, 
sino  por  excepciones  deducidas  y  no  justificadas  por  el  deman* 
dado.  —  T.  43,  p.  385. 

—  El  litigante  que  no  ha  tenido  razón  para  litigar,  debe  ser 
condenado  en  las  costas.  — T.  44,  p.  5. 

—  Al  ejecutado  debe  exonerarse  del  pago  de  las  costas,  en  caso 
de  justificarse  en  parte  su  resistencia  por  la  plus  petitio  del 
ejecutante.  —  T.  44,  p.  85. 

—  El  procurador  y  el  abogado  pueden  á  su  propio  nombre, 
por  la  via  de  apremio,  cobrar  las  costas  en  que  hubiese  sido 
condenada  la  parte  contraria  á  su  defendido.  — T.  44,  p.  304. 

—  Por  el  hecho  de  aceptarse  un  poder  en  un  juicio  pendiente, 
se  contrae  la  obligación  de  pagar  las  costas  anteriores,  si  el 
poderdante  fuese  condenado  en  ellas.  —  T.  44,  p.  338. 

—  El  demandante  temerario  debe  ser  condenado  en  costas.  — 
T.  45,  p.  423. 

—  No  resultando  que  haya  temeridad  por  parte  del  demandante 
ó  del  demandado,  no  puede  exigirse  condenación  en  costas. 
—  T.  45,  p.  226. 
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Costas.  La  demanda  entablada  con  violación  de  la  cosa  juzgada, 
hace  responsable  al  actor  de  las  costas  del  nuevo  proceso  y  de  los 
gastos  que  éste  haya  causado  al  demandado.  --T.  45^  p.  374. 

—  Quien  pide  un  embargo  ante  juez  incompetente  sin  alegar 
razón  legal,  ni  funda  después  demanda  en  forma,  y  que,  ade- 
más, demandado  por  causa  de  ese  embargo,  no  contesta  la 
demanda  é  incurre  en  rebeldía,  debe  ser  condenado  en  costas 
y  daños  y  perjuicios.  —  T.  46,  p.  449. 

—  No  resultando  temerario  el  proceder  del  demandante,  no 
puede  ser  condenado  en  costas.  —  T.  46,  p.  275. 

—  No  procede  la  condenación  en  costas,  cuando  ha  habido 
justa  causa  para  oponerse  á  la  demanda.  La  justa  causa  de 
opisición  existe,  desde  que  la  suma  acordada  por  la  sentencia, 
al  actor,  es  menor  que  la  demandada.  —  T.  46,  p.  334. 

—  El  demandado  que  no  prueba  sus  excepciones,  debe  ser  con- 
denado en  costas.  —  T.  47,  p.  43. 

—  Dada  por  compurgada  con  la  prisión  sufrida  la  responsabi- 
lidad del  delincuente  por  delitos  comunes  cometidos  con  oca- 
sión de  la  rebelión,  deben  ser  de  su  cargo  las  costas  del  pro- 
ceso. —  T.  47,  p.  89. 

—  No  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  aunque  haya  sido 
deducida  ante  juez  incompetente,  no  procede  la  condenación 
en  costas  contra  el  actor. —  T.  47,  p.  492. 

—  Cuando  las  pretensiones  de  las  partes  no  han  sido  otorga- 
das todas,  ni  todas  desestimadas,  cada  una  de  ellas  debe  pagar 
sus  costas.  —  T.  47,  p.  244. 

—  Probadas  por  parte  del  demandado  las  excepciones  y  resul- 
tando además  de  la  demanda  una  plus  petitio^  debe  ésta  ser 
rechazada  con  el  cargo  de  costas  al  actor.  —  T.  47,  p.255. 

—  No  puede  ser  condenado  en  costas  el  demandado^  cuando  los 
términos  de  la  demanda  son  equívocos  y  no  puede  por  tanto 
atribuirse  á  mala  fe  la  oposición  de  aquel.  —  T.  47,  p.  479. 

—  No  considerando  el  tribunal  temeraria  una  demanda,  no  pue- 
de condenaren  costas  á  quien  la  deduce.  —  T.  48,  p.  7. 
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Costas.  No  pagándose  por  una  de  las  partes  las  costas  que  le  co- 
rresponden antes  de  dictarse  la  sentencia  definitiva,  lo  que  co- 
rresponde es  pedir  el  mandamiento  de  pago,  y  no  la  esLone- 
ración  de  la  demanda.  —  T  18,  p.  307. 

—  No  probándose  los  hechos  en  que  se  funda  una  acción,  el 
acusado  debe  ser  absuelto  con  cosías  al  acusador.  —  T.  18, 
p.  375. 

—  Manifestando  el  deudor  de  una  letra  de  cambio  en  el  acto 
del  protesto,  que  está  dispuesto  á  pagar  en  una  clase  determi- 
nada de  moneda,  y  hecha  consignación  al  notificársele  el  au- 
to de  solvendo  en  esa  misma  especie,  que  acepta  después  el 
acreedor,  las  costas  judiciales  son  á  cargo  de  éste.  —  T.  18, 
p.  476. 

—  El  que  litiga  con  temeridad  debe  se  condenado  en  costas.  — 
T.  19,  p.  141. 

—  No  habiendo  temeridad  por  parte  del  demandante  al  dedu- 
cir una  acción  ante  juez  incompetente^  no  puede  ser  condena- 
do en  costas.  — T.  19,  p.  340. 

—  No  habiendo  temeridad  en  el  demandante  al  deducir  su  ac- 
ción, no  puede  ser  condenado  en   costas.  —  T.  20,  p.  66. 

—  Las  costas  á  cargo  exclusivo  del  expropiante,  son  sólo  las  de 
actuación  y  honorarios  de  peritos.  —  T.  20,  p.  139. 

—  Probando  el  ejecutado  la  excepción  de  compensación  en  par- 
te, de  la  deuda  porque  se  le  ejecuta,  no  puede  ser  condenado 
en  las  costas  posteriores  á  la  citación  de  remate.  —  T.  20,  p. 
147. 

—  El  deudor  que  arregla  su  deuda  con  el  acreedor  antes  de  eje- 
cutarse el  mandamiento  de  embargo,  no  es  responsable  de  las 
costas  judiciales,  si  en  el  arreglo  no  se  ha  hecho  salvedad  á 
su  respecto,  aunque  la  deuda  proceda  de  letras  de  cambio, 
pues  si  bien  el  espíritu  de  la  legislación  comercial^  á  estar  á 
los  términos  del  articulo  91 2,  Código  de  Comercio  antiguo,  es  que 
el  tenedor  de  la  letra  de  cambio  reciba  íntegro  el  valor  de  ella 
sin  gastos  legales,  esa  disposición  no  puede  prevalecer  sobre 
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las  especiales  del  juicio  ejecutivo,  que  sólo  miran  al  instrumen- 
to que  lleva  aparejada  ejecución,  sin  hacer  diferencia  entre  la 
letra  de  cambio  protestada  y  los  demás  que  enumera  el  artí- 
culo 249  de  la  ley  de  procedimientos  (art.  252,  255  y  257,  Ley 
Proc).  —  T.  20,  p.  n7. 
Costas.  No  resultando  que  la  demanda  es  temeraria,  el  actor  no 
debe  ser  condenado  en  costas.  — T.  20,  p.  209. 

—  La  excepción  de  pago  admitida  sólo  en  parte  y  rechazada  en 
otra,  no  justifica  la  condenación  en  costas  contra  el  ejecutan- 
te.—T.  20,  p.  265. 

—  Las  de  actuaciones  nulas  hechas  por  error  de  una  de  las 
partes,  no  pueden  será  cargo  de  la  otra.  —  T.  20,  p.  300. 

—  No  deben  imponerse  al  que  ha  tenido  justa  causa  para  litigar. 
—  T.  20,  p.. 325. 

—  No  debe  condenarse  en  ellas  al  ejecutante,  por  haberse  pro- 
bado por  el  ejecutado  el  pago  de  una  parte  de  la  suma  deman- 
dada. —  T.  20,  p.  351. 

—  El  demandado  vencido  no  debe  ser  condenado  en  costas, 
cuando  los  términos  de  la  demanda  y  las  aserciones  subsiguien- 
tes del  actor  dan  lugar  á  dudas  fundadas.  —  T.  21,  p.  54. 

—  El  rebelde  debe  pagar  las  costas  del  juicio  seguido  en  re- 
beldía^ aunque  obtenga  la  rescisión  del  mismo  ;  pues  si  bien  la 
ley,  por  motivos  de  equidad,  acepta  en  audiencia  al  rebelde 
que  se  presenta  en  tiempo,  no  por  eso  lo  exime  del  pago  de  las 
costas  ocasionadas  por  su  rebeldía,  siendo  por  el  contrario 
equitativo  que  el  actor  no  cargue  con  los  gastos  de  un  proceso 
que  queda  inútil  por  la  rescisión,  y  que  ha  sido  motivado  por 
la  rebeldía  del  demandado.  —  T.  21,  p.  184. 

—  Para  que  el  demandante  pueda  ser  condenado  en  costas,  es 
necesario  que  la  demanda  sea  temeraria.  —  T.  21,  p.  194. 

—  No  habiendo  'habido  malicia  en  el  actor  al  ocurrir  ante  la 
justicia  nacional,  quede  las  pruebas  producidas  resulta  incom- 
petente, no  debe  imponérsele  el  cargo  de  las  costas.  —  T.  21, 
p.  199. 
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Costas.  El  litigante  que  procede  con  evidente  mala  fe,  debe  ser 
condenado  en  todas  las  costas  del  juicio.  —  T.  21,  p.  262. 

—  No  procede  la  condenación  en  las  de  1*  instancia  contra  el 
físco,  cuando  ha  habido  mérito  para  deducir  la  acusación.  — 
T.  21,p.  267. 

—  No  siendo  maliciosa  ni  temeraria  una  tercería,  quien  la  de- 
duce no  puede  ser  condenado  en  costas.  —  T.  21,  p.  294. 

—  No  existe  ley  alguna  que  prohiba  la  condenación  en  costas  en 
las  causas  de  menor  cuantía.  —  T.  21,  p.  364. 

—  Cuando  el  recurso  de  apelación  no  es  manifiestamente  infun- 
dado, la  sentencia  confirmatoria  no  impone  la  condenación  en 
costas.  — -T.  21,  p.  550. 

-—  Cuando  no  hay  temeridad  en  la  prosecución  de  un  proceso, 
no  se  puede  condenar  en  costas,  daños  y  perjuicios  á  una  de 
las  partes.  —  T.  21,  p.  574. 

—  No  pueden  imputarse  las  costas  á  una  sola  de  las  partes,  sino 
cuando  una  resolución  judicial  expresamente  lo  mande.  —  T. 
22,  p.  11. 

—  No  considerándose  maliciosa  la  defensa  del  demandado,  no 
debe  ser  condenado  en  costas. —  T.  22,  p.  26. 

—  Siendo  excusable  la  excepción  opuesta,  no  procede  la  con- 
denación en  costas  al  rechazarla.  —  T.  22,  p.  134. 

—  La  condenación  en  ellas,  no  procede  cuando  ha  habido  razón 
para  litigar.  —  T.  22,  p.  158. 

—  Cuando  las  dos  partes  apelan  de  una  sentencia  y  en  la  segun- 
da instancia  no  triunfan  las  pretensiones  de  alguna  de  ellas,  las 
costas  deben  pagarse  en  el  orden  causado.  —  T.  22^*p.  164. 

—  No  ha  lugar  á  la  condenación  en  ellas^  cuando  no  ha  habido 
temeridad.  —  T.  22,  p.  210. 

—  Las  causadas  por  la  oposición  admitida,  son  á  cargo  del  eje- 
cutante (art.  277,  Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  352. 

—  El  desistimiento  hecho  en  acatamiento  de  un  fallo  de  la  Cor- 
te, en  caso  análogo,  dictado  después  de  interpuesta  la  deman- 
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da,  no  impone  al  desistente  el  cargo  de  las  costas.  —  T.  22, 
p.  364. 

Costas.  No  procede  la  condenación  en  ellas,  en  cuestiones  du- 
dosas. —  T.  22,  p.  403. 

—  Modificada  la  demanda  con  arreglo  á  la  excepción  opuesta, 
no  puede  al  ordenarse  su  contestación,  condenarse  en  costas 
al  demandado.  —  T.  23,  p.  23. 

—  Sólo  debe  ser  condenado  en  ellas,  el  litigante  temerario.  — 
T.  23,  p.  113. 

—  No  considerándose  temeraria  la  defensa,  no  debe  condenar- 
se en.  costas  al  demandado.  —  T.  23,  p.  252. 

—  No  procede  la  condenación  en  ellas,  cuando  no  hay  temeri- 
dad en  la  defensa.  —  T.  23,  p.  271 . 

—  Cuando  en  la  sentencia  de  remate  se  manda  llevar  adelante 
la  ejecución,  las  costas  deben  ser  á  cargo  del  ejecutado  (art. 
277,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  368. 

—  No  siendo  temeraria  la  acción  deducida  en  la  demanda,  el 
demandado  no  debe  ser  condenado  en  costas.  —  T.  23,  p.  377. 

—  Chancelada  la  deuda  en  un  juicio  ejecutivo,  las  costas  poste- 
riores hechas  por  pretensiones  del  ejecutante  que  se  declaran 
ilegales,  deben  ser  abonadas  por  éste.  —  T.  23,  p.  424. 

—  No  considerándose  maliciosa  y  temeraria  la  demanda^  no  de- 
be condenarse  en  costas  al  actor.  —  T.  23,  p.  468. 

—  No  hay  mérito  para  condenar  en  costas  al  actor,  por  no  ha- 
ber acompañado  las  copias  de  la  demanda,  cuando  el  deman- 
dado las  requiere  después  de  opuesta  y  rechazada  una  excepción 
dilatoria  y  de  haber  transcurrido  nueve  días  desde  el  traslado 
de  la  demanda.  —  T.  23,  p.  571 . 

—  Entablada  la  demanda  por  mayor  cantidad  de  la  que  se  adeu- 
daba, el  demandado  no  debe  ser  condenado  en  costas.  —  T. 
23,  p.  625. 

—  Convenido  que  las  costas  se  paguen  en  el  orden  causado, 
salvo  aquellas  que  hubieran   sido  objeto  de  una  condenación 
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especial,  las  que  se  causen  en  la  fijación  de  estas  últimas,  debe 
abonarlas  la  parte  condenada.  — T.  24,  p.  41. 

Costas.  Si  el  ejecutado  no  prueba  la  excepción  de  pago  opuesta 
por  él,  debe  ser  condenado  en  las  costas  del  juicio.  —  T.  24, 
p.  23.  ^ 

—  No  existiendo  temeridad  en  la  defensa,  el  demandado  no  de- 
be ser  condenado  en  costas.  —  T.  24,  p.  40. 

—  No  procede  la  condenación  en  las  de  un  recurso,  cuando  se 
modiñca  el  auto  recurrido.  —  T.  24,  p.  49. 

—  No  considerándose  temerarios  los  recursos  interpuestos,  no 
debe  haber  condenación  en  costas.  —  T.  24,  p.  470. 

—  No  procede  la  condenación  del  demandante  en  las  costas 
del  juicio,  cuando  no  ha  habido  temeridad  en  la  demanda.  — 
T.  24,  p.  302. 

—  Guando  el  máximun  indicado  por  el  actor  para  el  juramento, 
está  en  grave  desproporción  con  el  que,  por  las  circunstancias 
del  caso,  se  fija  por  el  juez,  no  debe  imponerse  al  demandado 
el  cargo  de  las  costas.  —  T.  24,  p.  337. 

—  Existiendo  presunciones  de  haberse  puesto  en  venta  los  ar- 
tículos, con  conocimiento  de  ser  falsificados,  el  actor  no  debe 
ser  condenado  en  las  costas  del  juicio.  —  T.  24,  p.  526. 

—  El  actor  que  por  sus  peticiones  excesivas  ha  colocado  al  de- 
mandado en  la  necesidad  de  litigar,  debe  pagar  las  costas  del 
juicio,  aunque  obtenga  parte  de  las  sumas  demandadas.  —  T. 
24,  p.  534. 

—  No  procede  la  condenación  en  costas  en  la  sentencia  revo- 
catoria de  la  de  primera  instancia  (ley  27,  tit.  23^  part.  3»;  ley 
19,  tít.  41,  N.  R.).  —  T.  24,  p.  546. 

—  No  considerándose  temeraria  la  demanda^  no  debe  conde- 
narse en  costas  al  actor.  —  T.  25,  p.  30  y  57. 

—  No  debe  ser  condenado  en  ellas,  quien  no  puede  ser  consi- 
derado como  litigante  temerario.  —  T.  25^  p.  267. 

—  Son  de  cargo  del  que  no  ha  cumplido  lo  dispuesto  por  el  ar- 
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tfculo  4°,  Ley  de  Procedimientos,   las  causadas  para  exigir  su 
cumplimiento.  —  T.  25,  p.  294. 

Costas.  No  corresponde  la  condenación  en  ellas,  cuando  no  existe 
proceder  malicioso.  —  T.  26,  p.  4H. 

—  El  demandado  que  se  ha  opuesto  injustamente  á  la  demanda, 
debe  pagar  las  costas  del  juicio  de  1^  instancia.  —  T.  26,  p. 
456. 

—  £1  apelante  que  no  justiñca  los  principales  capítulos  de  su 
apelación,  debe  pagar  las  costas  de  2"  instancia.  —  T.  26^  p. 
456. 

—  Debe  pagarlas  del  juicio,  el  actor  que  desiste  de  la  demanda. 

—  T.  27,  p.  458. 

—  En  el  juicio  de  expropiación  en  que  se  procede  á  las  diligen- 
cias relativas  de  conformidad  de  partes,  las  costas  que  debe  pa- 
gar el  expropiante  se  limitan  á  las  de  actuación  y  á  los  honora- 
rios de  peritos.  — T.  27,  p.  168. 

—  Las  de  un  juicio  no  son  una  consecuencia  del  hecho  que  lo 
motiva,  sino  de  la  temeridad  con  que  el  litigante  sostiene  sus 
pretensiones ;  y  son  un  accesorio  de  la  sentencia  que  lo  termina. 

—  T.27,  p.  208. 

—  Existiendo  gran  diferencia  entre  la  suma  pedida  por  in- 
demnización, y  la  estimada  por  el  juez,  no  debe  imponerse  al 
demandado  el  cargo  de  las  costas  del  juicio.  —  T.  27,  p.  282. 

—  Declarado  sin  objeto  el  recurso  de  sentencia  sobre  expropia- 
.  cíón,  la  Corte  no  puede  declarar  á  cargo  de  quién  deban  ser 

las  costas  del  juicio.  —  T.  27,  p.  438. 

—  El  que  entabla  acción  petitoria  durante  el  juicio  posesorio, 
en  que  es  demandado,  debe  ser  condenado  en  las  costas  que  se 
causen,  por  ser  la  demanda  contra  expresa  disposición  de  la 
ley.— T.  28,  p.  24. 

—  La  ocultación  de  un  documento  substancial  por  parte  del  ac- 
tor, prueba  su  temeridad  y  le  somete  al  cargo  délas  costas  pro- 
cesales.—T.  28,  p.  443. 

—  El  que  entabla  interdicto  por  una  turbación  que  se  refiere  á 
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un  terreno  distinto  del  que  pretende  ser  de  su  propiedad,  es 
litigante  temerario  y  responsable  de  las  costas  y  daños  y  per- 
juicios.—T.  28.  p.  236. 

Costas.  No  habiendo  el  demandadodeclinado  de  jurisdicción,  no 
debe  condenarse  en  costas  al  demandante,  cuando  la  incompe- 
tencia se  declara  de  oficio.  —  T.  28,  p.  239. 

—  Guando  el  juzgado  fija  á  favor  del  expropiado  mayor  suma 
que  la  ofrecida  por  el  representante  del  fisco,  son  de  cargo  de 
la  Nación  las  costas  de  actuación  y  los  honorarios  de  los  pe- 
ritos.—T.  28,  p.  342. 

—  Las  causadas  con  motivo  de  una  excepción  de  incompeten- 
cia justificada  por  los  autos  y  reconocida  por  el  demandante, 
deben  ser  á  cargo  de  éste.  —  T.  28,  p.  422. 

—  No  habiendo  temeridad  en  la  demanda,  no  debe  imponerse 
al  actor  el  cargo  de  las  costas.  —  T.  29,  p.  237. 

—  Debe  ser  condenado  en  todas  las  del  juicio,  el  demandante 
que  no  prueba  ninguno  de  los  hechos  en  que  funda  la  demanda 
(leyes  39,  tít.  2;  y  8,  tít.  22,  part.  3*).  —  t.  30,  p.  76. 

—  Reconociéndose  por  el  demandado  la  insuficiencia  de  la  con- 
signación, son  de  su  cargo  las  costas  del  juicio.  — T.  30, 
p.  137. 

—  No  procede  la  condenación  en  las  de  4^  instancia  cuando 
por  parte  del  actor  ha  habido  pliis  petitio,  y  por  la  del  deman- 
dado negación  absoluta  de  todo  lo  que  se  ha  demandado.  — 
T.  30,  p.  486. 

—  No  procede  la  condenación  en  las  de  2*  instancia  cuando  am- 
bas partes  apelan,  y  se  confirma  la  sentencia  apelada.  —  T.  30, 
p.  186. 

—  El  pago  de  las  de  1"  instancia,  no  debe  imponerse  al  vencido 
que  ha  litigado  sin  temeridad.  — T.  30,  p.  414. 

—  No  puede  imponerse  las  de  2^  instancia  al  apelante,  por 
haberse  confirmado  la  sentencia  de  4«  instancia,  si  ésta  ha  sido 
apelada  también  por  la  otra  parte.  —  T.  30,  p.  414. 

—  £1  demandado  que  se  ha  negado  indebidamente  á  abonar 
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cantidad  alguna  por  razón  de  obras  que  estaba  obligado  á  ha- 
cer, y  que  resulta  condenado  á  pagar,  es  responsable  de  las 
costas  procesales.  — T.  31,  p.  395. 

Costas.  —  En  las  costas  procesales  se  comprenden  los  gastos 
hechos  por  el  depósito  judicial  y  conservación  de  la  cosa  em- 
bargada. —  T.  32,  p.  445. 

—  El  demandante  que  no  ha  tenido  razón  para  litigar,  debe 
pagar  las  costas  del  juicio  (ley  8,  tít.  3^  part.  3'). — T.  33, 
p.  102. 

—  El  demandado  que  desiste  de  su  oposición  y  reconoce  el  de- 
recho del  demandante^  debe  pagar  las  costas  del  juicio.  —  T. 
33,  p.  144. 

—  No  procede  la  condenación  del  demandado  en  las  costas  del 
juicio,  cuando  el  actor  no  consigue  todo  lo  que  pide  en  la  de- 
manda. —  T.  35,  p.  119. 

—  Son  á  cargo  del  despojante,  en  el  interdicto  de  despojo  (art. 
2494.  Cód.  Civ.).  —  T.  36,  p.  203. 

—  Las  del  juicio  de  tercería  son  de  cargo  del  ejecutante  cuando 
no  aparece  razón  probable  para  la  petición  de  embargo  que  la 
motivó.  —T.  36.  p.  222. 

—  No  procede  la  condenación  en  ellas,  cuando  no  se  ha  pedido 
por  la  parte  actora.  (No  puede  resolverse  un  punto  no  someti- 
do á  la  decisión  del  tribunal,  y  respecto  del  cual  no  tiene  facul- 
tad para  hacerlo,  sino  en  virtud  de  demanda  de  la  pai*te  ("ley  3», 
tít.  22,  lib.  4-,  Rec.  Cast.).  —  T.  36,  p.  262. 

—  Cuando  el  demandante  no  ha  tenido  razón  para  litigar,  debe 
pagar  las  costas  del  juicio.  —  T.  36,  p.  295. 

—  Las  de  2^  instancia  son  á  cargo  del  apelante,  si  desiste  del 
recurso.  —  T.  37,  p.  137. 

—  El  que  demanda  á  otro  ante  juez  incompetente,  es  responsa- 
ble de  las  costas  causadas  al  demandado.  —  T.  37,  p.  142. 

—  Elque  no  ha  tenido  razón  para  oponer  la  excepción  de  falta 
de  personería  en  el  carácter  de  dilatoria,  es  responsable  de  las 
costas  relativas.  — T.  37,  p.  145. 
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Costas.  —  No  conteniendo  condenación  en  costas  la  sentencia 
que  fija  el  monto  de  los  perjuicios^  no  corresponde  imponer  al 
demandado  el  pago  délos  gastos  judiciales.  —  T.  37,  p.  320. 

—  El  demandado  que  ha  sido  vencido  en  todas  sus]excepcioues 
debe  pagar  las  costas  del  juicio.  — T.  37,  p.  388. 

—  No  hay  derecho  de  cobrar  al  vencido  las  costas  de  2»  instan- 
cia, cuando  la  sentencia  es  revocatoria  de  la  de  \^  instancia,  y 
no  especifica  que  dichas  costas  sean  de  cargo  de  aquél. — 
T.  38.  p.  254. 

—  £1  desistimiento  del  actor  en  juicio,  le  impone  el  cargo  de 
las  costas  causadas  en  él. —  T.  38^  p.  72. 

—  El  que  dirige  la  acción  de  reivindicación  contra  el  ocupante 
de  la  cosa,  que  manifiesta  ser  tenedor  y  no  poseedor,  y  que  por 
tal  razón  es  exonerado  de  la  demanda,  no  debe  ser  condena- 
do en  las  costas  causadas.  —  T.  38,  p.  318. 

—  El  litigante  que  ocurrió  ante  juez  conocidamente  incompe- 
tente, debe  pagar  las  costas  del  juicio.  — T.  38,  p.  415. 

—  Las  del  artículo  de  incompetencia,  cuyo  fundamento  es  in- 
subsistente, deben  ser  á  cargo  de  quien  lo  promovió.  —  T.  38, 
p.  475. 

—  No  siendo  excusable  el  error  por  el  cual  se  ha  ocurrido  á 
tribunal  incompetente,  las  costas  del  incidente  de  declinatoria 
de  jurisdicción,  deben  ser  de  cargo  del  demandante.  —  T.  39, 
p.  146. 

—  No  procede  la  condenación  en  costas  contra  el  demandante 
que  no  aparece  haber  obrado  con  malicia  y  temeridad. —  T.  41, 
p.  394  y  399. 

—  No  procede  con  temeridad  el  domiciliado  en  una  provincia, 
que  demandado  ante  los  jueces  de  la  Capital,  por  cumplimiento 
de  contrato  celebrado  en  ésta,  opone  excepción  de  incompe- 
tencia.—T.  42,  p.  35. 

—  El  desistimiento  de  la  demanda  impone  al  actor  el  pago  de 
las  costas  del  juicio. — T.  42,  p.  144. 

—  La  regulación  de  éstas  debe  hacerse  con  citación  de  la  per- 
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sona  que  aparece  haberlas  tomado  á  su  cargo. — T.  42,  p.  144. 

Costas.  —  No  procede  la  condenación  en  ellas,  cuando  ha  habido 
razón  fundada  para  litigar.  —  T.  42,  p.  242. 

—  Entre  las  debidas  por  el  expropiante  en  los  juicios  de  expro- 
piación, no  se  comprenden  los  honorarios  de  los  abogados  del 
expropiado.  (El  art.  4 8,  Ley  Exprop.,  se  refiere  puramente  á  los 
gastos  necesarios  del  juicio,  entre  los  cuales  no  se  hallan  los 
honorarios  de  abogado).  —  T.  42,  p.  286. 

— •  Opuesta  la  excepción  de  falta  de  personería  contra  la  mujer 
casada,  su  desistimiento  luego  de  haber  manifestado  aquélla 
que  habfa  quedado  viuda,  exonera  al  demandado  de  las  costas 
del  incidente,  si  no  resulta  que  éste  procedió  con  conocimiento 
de  su  estado  de  viudez.  —  T.  42,  p.  384. 

—  El  actor  que  haya  promovido  ante  la  justicia  federal  una 
causa  de  jurisdicción  concurrente  cuyo  valor  no  exceda  de  500 
pesos  fuertes,  y  que  corresponda  al  conocimiento  de  los  jueces 
de  paz^  es  pasible  de  las  costas  causadas.  —  T.  43,  p.  52. 

—  No  procede  contra  derecho,  y  por  lo  tanto  no  debe  ser  con- 
denado en  costas,  el  demandado  que  opone  la  excepción  de 
defecto  legal  en  la  demanda,  por  no  habérsele  pasado  la  copia 
de  los  documentos  acompañados  á  la  misma.  —  T.  43,  p.  56. 

—  El  actor  que  desiste  de  un  interdicto,  no  está  obligado  á  pa- 
gar las  costas  procedentes  de  diligencias  hechas  eñ  forma  es- 
crita sin  acuerdo  de  partes,  y  después  del  desistimiento.  —  T. 
43,  p.  168. 

—  El  demandado  que  niega  en  la  contestación  la  procedencia 
del  reclamo,  cuya  legitimidad  reconoce  después,  debe  ser  de- 
clarado responsable  délas  costas  causadas.  —  T.  43,  p.  211. 

—  No  debe  imponerse  el  pago  de  ellas  á  los  ejecutados  que  tie« 
nen  otorgados  á  los  ejecutantes,  pagarés  por  mayor  suma  que 
la  adeudada,  enunciándose  que  lo  han  sido  en  depósito  y  en 
pago,  y  resultando  haber  sido  cobrados  antes  de  la  sentencia 
de  remate.  —  T.  43,  p.  332. 

—  Rechazado  el  interdicto  de  adquirir  que  el  comprador  inter- 
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puso  contra  el  vendedor  en  lugar  de  la  acción  sobre  cumpli- 
miento del  contrato  de  venta,  no  procede  la  condenación  en 
costas.  —  T.  44,  p.  420. 

Costas. — Demandada  la  escrituración  de  una  venta,  y  hecha  ésta 
durante  el  juicio,  la  manifestación  del  actor  de  quedar  por  tal 
razón  sin  objeto  la  demanda,  no  importa  desistimiento,  ni  le 
hace  pasible  de  las  costas.  —  T.  44,  p.  423. 

—  El  actor  que  ha  procedido  con  manifiesta  falta  de  razón  en 
su  demanda,  debe  ser  condenado  en  todas  las  costas  del  juicio. 
—  T.  44,  p.  173. 

—  Las  del  reconocimiento  pericial  de  las  averías,  son  de  car- 
go del  responsable  de  éstas.  —  T.  44,  p.  282. 

—  No  puede  haber  condenación  en  ellas,  cuando  los  dos  liti- 
gantes han  obtenido  el  reconocimiento  de  parte  de  sus  preten- 
siones. —  T.  44,  p.  282. 

—  El  actor  que  desiste  de  la  demanda  es  responsable  de  las 
costas  causadas.  —  T.  45,  p.  407. 

—  El  expropiante  que,  antes  de  promover  el  juicio  de  expropia- 
ción, se  apodera  del  terreno  á  expropiarse  y  hace  trabajos  en  él, 
es  por  derecho  responsable  de  las  costas  causadas  en  el  inter- 
dicto de  retener  y  obra  nueva  que  por  esos  hechos,  haya  enta- 
blado el  expropiado.  —  T.  45,  p.  440. 

—  Son  de  cargo  del  responsable  de  las  averias,  las  costas  cau- 
sadas en  el  juicio  pericial  sobre  la  existencia  é  importe  del 
daño.  —  T.  45,  p.  472. 

—  Son  de  cargo  del  demandante,  las  costas  de  la  demanda  traí- 
da ante  juez  inhibido  de  conocer  por  autos  ejecutoriados  en 
juicios  pendientes  entre  las  mismas  partes.  —  T.  45,  p.  294 . 

—  El  expropiante  que  desiste  del  juicio  de  expropiación,  debe 
pagar  las  costas  causadas  en  él.  —  T.  45,  p.  342. 

T-  Las  del  juicio  son  de  cargo  del  responsable  de  los  daños.  — 
T.  46,  p.  79. 

—  No  hay  fundamento  para  condenar  en  costas  al  demandado, 
cuando  la  demanda  ha  quedado  sin  efecto.  —  T.  48,  p.  189. 
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Costes. —  Son  á  cargo  del  ejecutado,  los  costas  de  la  ejecución  y 
las  que  se  causen  hasta  el  efectivo  pago  al  acreedor  (art.  293  y 
298,  Ley  Proc).  —  T.  48,  p.  588. 

—  No  procede  la  condenación  en  costas  al  actor  vencido,  cuan- 
do resulta  que  no  ha  procedido  con  temeridad.  — T.  49,  p. 
180. 

—  Hecha  una  consignación  judicial,  el  acreedor  que  se  opuso  á 
ella  y  desiste  después,  de  la  oposición,  es  responsable  de  las 
costas  relativas  (art.  760,  Cód.  Civ.).  —  T.  51 ,  p.  67  y  74. 

— '  En  el  juicio  de  expropiación  desistido  por  el  expropiante 
antes  de  tasarse  la  propiedad,  son  de  cargo  de  él,  solamente 
las  costas  de  papel  sellado.  —  T.  51 ,  p.  400. 

—  Siendo  rechazada  en  parte  la  demanda,  no  procede  la  con- 
denación en  costas.  —  T.  51 ,  p.  417. 

—  En  el  rechazo  de  un  articulo  no  procede  la  condenación  en 
costas,  cuando  no  ha  sido  solicitada,  y  ha  habido  además  por 
parte  del  actor,  asentimiento  á  lo  pedido  por  el  demandado.  — 
T.  52,  p.  112. 

—  En  los  procesos  criminales,  el  vencido  debe  soportarlas  cos- 
tas de  todo  el  juicio  (art.  144,  Cód.  Proc.  Crim.).  — T.  53,  p. 
155. 

—  Cuando  de  dos  excepciones  opuestas  como  previas  en  juicio 
criminal,  una  es  aceptada,  y  otra  rechazada,  no  procede  la  con- 
denación en  costas  del  artículo.  —  T.  53,  p.  288  y  300. 

—  No  hay  mérito  para  condenar  en  costas  en  el  incidente  sobre 
justificación  del  fuero  federal,  por  no  estimarse  suficiente  las 
declaraciones  testimoniales  respecto  del  carácter  de  sociedad 
anónima  de  la  parte actora.  —  T.  53,  p.  387. 

—  Debe  revocarse  la  condenación  en  costas  dictada  en  el  auto 
no  haciendo  lugar  á  la  acumulación  de  un  incidente  sobre 
obras,  pedida  para  resolver  una  causa  de  expropiación^  si  di- 
cho auto  se  funda  en  la  interpretación  equivocada  del  escrito 
en  que  se  solicitó  dicha  acumulación.  — !•  53,  p.  409. 
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Costas.  —  No  procede  condenación  en  costas,  donde  no  hay  cos- 
tas de  vengadas  por  la  parte  que  la  pide.  —  T.  53,  p.  390. 

—  Es  procedente  la  condenación  en  costas  al  demandante,  cu- 
yas pretensiones  son  opuestas  á  un  documento  admitido  y  pro- 
ducido por  el  mismo.  —  T.  54,  p.  39. 

—  Deben  ser  de  cargo  del  secretario,  las  costas  del  incidente 
provocado  por  razón  de  una  omisión  cometida  por  él.  — T. 

54,  p.  134. 

—  £1  actor  que  abandona  la  acción  que  intentó^  antes  de  ha- 
berse trabado  el  juicio,  no  tiene  derecho  para  pedir  que  se  de- 
claren las  costas  á  cargo  del  demandado.  —  T.  54,  p.  375. 

*—  No  procede  la  condenación  en  costas,  cuando  no  hay  mérito 
para  imponerla.  —  T.  54,  p.  391. 

—  Las  personas  que  desempeñan  el  ministerio  fiscal,  no  son  pa- 
sibles de  condenación  en  costas,  sino  en  caso  de  notorio  des- 
conocimiento de  las  leyes  (art.  145,  Cód.  Proc.  Crim.).  — T. 

55,  p.  82. 

—  En  las  ejecuciones  del  Banco  Nacional,  antes  de  la  vigencia 
de  la  ley  de  liquidación,  son  de  cargo  del  ejecutado  las  costas 
causadas  con  anterioridad  á  dicha  ley,  y  las  posteriores  deben 
pagarse  en  el  orden  causado.  — T.  55,  p.  159. 

—  El  demandado  que  no  ha  tenido  fundamento  bastante  para 
litigar,  debe  cargar  con  las  costas  del  juicio.  —  T.  55,  p.  178. 

—  La  reivindicación  de  inmueble  comprado  en  remate  público 
seguido  de  posesión,  deducida  por  un  tercero  á  quien  el  anti- 
guo propietario  le  vendió  posteriormente  al  remate,  dándose 
por  desposeído  del  inmueble,  contra  el  primer  comprador^  ca- 
rece de  razón  probable  para  litigar.  —  T.  55,  p.  272. 

—  El  desistimiento  de  la  instancia,  trae  aparejada  la  condena- 
ción en  costas.  —  T.  55,  p.  427. 

—  La  plus  petitio  del  actor,  exonera  al  demandado  de  las  costas. 
—  T.  56,  p.  58. 

—  En  la  ejecución  por  la  totalidad  de  la  deuda,  que  después  de 
la  oposición  del  ejecutado,  ha  sido  limitada  á  la  parte  manda- 
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da  pagar,  no  procede  la  condenación  en  costas.  —  T.  57,  p.  137. 

Costas.  —  No  procede  la  condenación  en  ellas,  no  habiendo  mé- 
rito.—T.  57,  p.  U1. 

—  Las  del  recurso,  confirmada  la  sentencia  en  la  parte  que  no 
las  impone  al  vencido,  son  de  cargo  del  apelante.  —  T.  57,  p. 
U1. 

—  No  procede  la  condenación  en  ellas,  si  se  reconoce  á  favor 
del  actor  una  suma  menor  de  la  pedida  por  él  en  la  demanda. 

—  T.  57,p.  233. 

—  Si  la  sentencia  confirmatoria  no  ha  modificado  la  apelada  en 
la  parte  que  condenaba  en  costas  al  vencido,  éste  debe  abonar 
las  causadas  en  primera  instancia.  —  T.  57,  p.  269. 

—  No  hay  mérito  para  condenaren  costas  en  la  declaratoria  de 
incompetencia  aceptada  por  el  actor,  en  virtud  de  hechos  ig- 
norados cuando  dedujo  la  demanda.  —  T.  57,  p.  419. 

—  Es  justa  la  sentencia  de  1'  instancia  en  cuanto  no  condena 
en  costas  al  demandado,  si  sólo  acepta  parcialmente  los  per- 
juicios del  demandante.  —  T.  58,  p.  147. 

—  Debe  cargar  con  las  costas  del  incidente  de  incompetencia, 
el  actor  que  ocurrió  sin  derecho  á  ios  tribunales  federales.  — 
T.  58,  p.  411. 

—  Debe  cargar  con  las  costas  del  juicio,  el  demandante  que  no 
ha  tenido  razón  para  litigar.  —  T.  58,  p.  414. 

—  El  cobro  de  derechos  procuratorios,  contenidos  en  la  conde- 
nación en  costas,  corresponde  al  poderdante  que  ha  vencido, 
y  no  al  apoderado.  (Este  carece,  por  razón  de  la  representación 
que  ejerce  en  la  causa,  de  todo  vínculo  de  derecho  con  la  parte 
contraria,  desde  que  no  ha  actuado  en  su  propio  nombre,  sino 
en  el  de  su  representado).  —  T.  59,  p.  20. 

—  No  apareciendo  que  al  tercerista  se  hayan  causado  perjuicios 
que  el  ejecutado  deba  pagar,  ni  que  éste  haya  procedido  con 
temeridad,   debe  revocarse  el  auto  que  le  condena  en  costas. 

—  T.  59,  p.  173. 

—  No  procede  la  condenación  en   costas  en  la  incompetencia 
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declaradarde  oficio,   cuando  ambas  partes  habían  aceptado  la 
declaración  de  competencia  del  juzgado.  — T.  59,  p.  215. 

Costas.  —  No  procede  la  condenación  en  costas  contra  el  ejecu- 
tante que  ha  pedido  el  embargo  de  bienes  de  tercero,  si  éstos 
se  encontraban  en  poder  del  ejecutado,  y  si  él  ejecutante  ha 
desistido  de  él  tan  pronto  como  se  le  hicieron  saber  los 
derechos  del  tercerista.  —  T.  59,  p.  318. 

—  Procede  la  imposición  de  ellas,  al  que  se  opone  á  la  conce- 
sión del  recurso  de  apelación  que  la  contraparte  interpone 
contra  el  auto  que  la  declara  confesa.  —  T.  60,  p.  27. 

—  Es  justa  la  declaración  de  costas  á  rargo  del  demandante  que 
desiste  de  la  acción,  si  no  ha  expresado  oportunamente  que  de- 
sistía en  virtud  de  convenio  con  el  demandado.  —  T.  60^  p.  173. 

—  Debe  ser  condenado  en  las  costas  del  juicio,  el  demandante 
que  lo  inició  para  ser  pagado  del  precio  de  expropiación,  con 
conocimiento  de  que  el  demandado  se  hallaba  en  posesión  del 
terreno  con  títulos  de  propiedad.  —  T.  62,  p.  99. 

—  En  la  condenación  en  costas,  se  comprenden  no  sólo  los  ho- 
norarios del  abogado  y  apoderado,  sino  los  demás  gastos  de  la 
parte.  —  T.  62.  p.  126. 

—  No  puede  tomarse  en  cuenta  el  pedido  del  apelado  sobre  la 
condenación  en  costas  de  1*  instancia,  formulado  en  el  informe 
in  voce,  si  no  interpuso  recurso  en  forma,  á  este  respecto.  —  T. 
62,  p.  227. 

—  El  que  resulta  vencido  enjuicio  criminal,  debe  pagar  todas 
las  costas  (art.  U4,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  62,  p.  246. 

—  Cuando  por  la  naturaleza  de  la  causa,  no  hay  mérito  para  con- 
denar en  costas  á  la  parte  demandante,  debe  confirmarse  la  sen- 
tencia que  no  se  las  impuso.  —  T.  62,  p.  425. 

—  La  diversidad  de  criterio  de  las  partes  para  apreciar  el  quan- 
tum de  la  indemnización^  que  es  el  juez  quien  tiene  que  fijarla 
en  definitiva,  no  es  razón  bastante  para  exonerar  al  que  ha  cau- 
sado los  daños,  del  pago  de  las  costas,  sea  cual  fuere  la  canti- 
dad que  aquel  determine,  por  cuanto  deben  contarse  entre  los 
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perjuiciosjustificados,losque  se  ocasionan  al  actor  por  las  cos- 
tas de  la  causa  que  ha  tenido  que  seguir  para  hacer  efectivo  el 
cobro  de  ios  que  le  corresponden,  por  la  negativa  absoluta  del 
demandado  á  satisfacerlos.  —  T.  62,  p.  465. 

Costas.  —  Véase  :  Acto  ilícito;  Contrabando;  Daríos  y  perjuicios  ; 
Demanda  temeraria;  Despojo;  Expropiación:  Habeos  corpxis  ; 
Juicio  ejecutioo;  Justicia  federal;  Marca  de  fábrica. 

Costumbre.  —  No  pueden  alegarse  prácticas  mercantiles  contra- 
rias á  la  ley.  —  T.  8,  p.  295. 

—  Véase  :  Interpretación. 

Cotejo  de  firmas.  —  De  la  legislación  antigua,  la  ley  aplicable 
al  documento  privado  que  no  es  reconocido  en  juicio  por  su 
otorgante,  y  cuya  autenticidad  se  trate  de  justificar  por  medio 
del  cotejo  de  firmas,  es  la  ley  149,  titulo  13,  partida  3*.  —  T. 
53,  p.  5. 

Crédito.  —  Pagando  el  poderdante  una  parte  de  la  deuda  con- 
traída por  el  apoderado,  Fin  facultad  de  tomar  á  mutuo  ni  hi- 
potecar, el  crédito  vale  como  título  escriturado  y  no  como  hi- 
potecario. —  T.  9,  p.  562. 

—  Revocado  el  acto  consistente  en  una  dación  in  solutum,  re- 
vive el  crédito  con  sus  accesorios.  —  T.  24,  p.  177. 

—  No  es  legítimo,  cuando  entraña  un  vicio  que  lo  ha  hecho  anu-^ 
lar.  —  T.  24,  p.  501. 

—  Reconocido  un  crédito,  debe  mandarse  pagar  sin  que  obste 
la  alegación  de  ser  el  acreedor  responsable  por  razón  de  per- 
juicios  de  una  suma  que  no  es  liquida,  ni  se  ha  pedido  por 
vía  de  reconvención.  —  T.  30,  p.  428. 

—  No  contestándose  la  verdad  del  crédito  reclamado,  el  juez 
puede  darlo  por  reconocido. — T.  59,  p.  138. 

—  No  procede  la  venta  en  remate  de  un  crédito  embargado, 
cuando  dicho  crédito  es  contra  un  concurso,  y  su  pago  depen- 
de de  la  colocación  que  se  le  dé  en  el  juicio  correspondiente, 
sobre  una  suma  de  dinero  depositada  á  la  orden  del  juzgado. — 
T.  60,  p.  151. 
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Crédito.  — Véase :  Contrato  de  sociedad. 

Crédito  por  alquileres.  —  Véase :  Pricilegio. 

Crimen.  — Son  autores  de  él,  todos  los  que  toman  una  partici- 
pación directa é  inmediata  en  su  perpetración. — T.  4,  p.  386. 

—  Los  que  hacen  concierto  para  matar  á  otro,  y  le  hieren  so- 
bre asechanzas,  son  tenidos  por  homicidas.  —  T.  1,  p.  386. 

—  La  criminalidad  de  un  reo  debe  apreciarse  por  lo  que  resul- 
ta de  los  autos,  prescindiendo  del  modo  cómo  han  sido  juzga- 
dos sus  compañeros,  si  la  sentencia  relativa  á  éstos  ha  sido 
ejecutoriada. — T.  1,  p.  386. 

—  £1  haber  concebido  y  propuesto  la  idea  de  matar  á  otro, 
concertar  el  modo  de  ejecutarla  y  llevarla  á  cabo,  sin  ninguna 
circunstancia  atenuante,  con  la  más  completa  alevosía  y  sin  otro 
motivo  que  el  robo,  constituye  un  delito  que  debe  castigarse 
con  la  pena  de  muerte.  — T.  1 ,  p.  386. 

—  Véase :  Justicia  provincial;  Presidente  de  la  República. 

Cruzamieiito.  —  Véase:  Expropiación. 

Cuantia.  —  Para  apreciar  el  valor  del  pleito,  debe  atenderse  á 
lo  que  se  pide  al  instaurar  la  demanda;  pues  ésta  es  la  que  fija 
la  calificación  legal  que  corresponde  al  juicio.  — T.  4,  p.  357. 

—  El  valor  de  la  acción  debe  ser  estimado  por  el  juez,  y  no  li- 
brado á  la  voluntad  de  las  partes.  —  T.  4,  p.  357. 

Cuasi  posesión.  —  Véase  :  Acción  posesoria;  Sertidumbre. 

Cuenta.  —  Para  que  una  cuenta  de  comercio  pueda  fundar 
una  demanda^  es  necesario  que  esté  fundada  en  los  libros 
de  quien  la  presenta,  y  acompañada  de  los  comprobantes  res- 
pectivos (art.  81 ,  Cód .  Com.  ant .).  —  T.  1 1 ,  p.  27. 

—  Se  presume  reconocida  y  aceptada,  si  no  se  observa  pasado 
un  mes  desde  que  se  recibe  (art.  86,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11, 
p.  479. 

—  No  habiéndose  hecho  en  la  contestación,  objeción  alguna 
respecto  de  las  partidas  de  una  cuenta,  que  funda  la  demanda, 
debe  ésta  reputarse  exacta  (art.  86,  Ley  Proc).  —  T.  13,  p.  145. 
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Cuenta.  —  No  haciéndose  observación  respecto  á  los  precios  de 
una  cuenta,  deben  considerarse  aceptados  (art.  86,  Ley  Proc). — 
T.  U,  p.  10. 

—  Aceptada  una  cuenta  con  la  reserva  de  no  oponerse  á  otra 
que  debe  presentarse,  no  presentándose  ésta,  la  primera  tiene 
que  ser  exacta.  —  T.  16,  p.  247. 

—  Presumiéndose  exacta  la  cuenta  que  funda  la  demanda,  de- 
be mandarse  pagar  su  importe,  si  no  se  ha  probado  la  verdad 
déla  contra  cuenta  en  que  se  ha  fundado  la  reconvención.  No 
son  admisibles  como  descargo  las  sumas  que  el  demandado 
hubiere  afianzado  por  el  actor,  sin  haber  verificado  su  pago. — 
T.  17,  p.  136. 

—  Es  de  abono,  la  formada  contra  un  socio,  con  arreglo  á  los 
estatutos.  —  T.  17,  p.  211. 

—  No  siendo  observada  la  presentada  en  juicio^  tácitamente  se 
manifiesta  su  aceptación  (art.  86,  Ley  Proc).  —  T,  23,  p.  98. 

—  Las  observaciones  que  se  hagan  á  ella,  deben  ser  especificadas 
y  determinadas^  sin  que  puedan  ser  tomadas  como  tales,  las 
generales  é  infundadas.  —  T.  23,  p,  531. 

—  La  de  negociaciones,  no  observada  dentro  del  término  legal, 
y  concordante  con  los  libros  del  actor  y  con  ciertas  afirmacio- 
nes del  demandado,  debe  considerarse  exacta  (art.  86,  Ley 
Proc).  —  T.  24,  p.  391. 

—  Deben  ser  aprobadas,  las  cuentas  justificadas  y  no  observa- 
das. —  T.  29,  p.  350. 

—  Sin  más  pruebas  que  las  cuentas  de  debe  y  haber,  presenta- 
das por  las  partes^  debe  resolverse  aceptándose  las  partidas 
que  cada  parte  reconoce  respectivamente  á  su  cargo.  —  T.  34, 
p.  245. 

—  La  no  negada,  se  considera  reconocida.  —  T.  43,  p.  308. 

—  Véase:  Ejecución. 

Cuenta  corriente. — Las  sumas  recibidas  en  cuenta  corriente  y  no 
acreditadas  en  ella  ni  pagadas  de  otra  manera,  deben  ser  devuel- 
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tas  á  quien  las  entregó,  con  los  intereses  correspondientes 
desde  el  día  de  la  entrega.  —  T.  45,  p.  389. 

Cuenta  corriente.  —  La  cuenta  corriente  mercantil  es  un  acto 
periódico  del  cual  no  resulta  acreedor  ni  deudor  mientras  no 
haya  sido  cerrada.  —  T.  24,  p.  280. 

—  La  estipulación  de  una  cuenta  corriente  por  una  suma  deter- 
minada y  con  la  cláusula  de  que  se  cobraría  cada  semestre 
vencido,  el  resultado  en  contra,  si  así  le  determinare  el  acree- 
dor, no  importa  que  corrido  aquel,  la  cuenta  quedaría  cerra- 
da. Esa  cláusula  pone  en  la  opción  del  acreedor,  el  derecho  de 
cerrarla  cuenta  al  vencimiento  de  los  semestres.  —  T.  24, 
p.  280. 

—  Las  reglas  sobre  imputación  legal  de  pagos,  no  son  aplicables 
á  las  cuentas  corrientes  (art.  947,  Cód.  Com.  anl.).  —  T.  24, 
p.  280. 

—  Las  cantidades  entregadas  en  cuenta  corriente,  no  pueden 
ser  cobradas  por  separado,  una  vez  que  se  cobra  y  admite  la 
cobranza  de  su  saldo.  —  T.  30,  p.  486. 

—  Depositada  una  suma  en  cuenta  corriente  bancaria,  el  Ban- 
co es  responsable  de  ella  mientras  no  se  justifique  su  devolu- 
ción.—!. 54,  p.  33. 

—  Véase:  Prescripción;  Prueba. 

Cuenta  particionaria.  —  Siendo  correctos  los  procedimientos 
observados,  deben  ser  aprobados,  asi  como  el  auto  consultado 
sobre  aprobación  de  la  cuenta  particionaria.  —  T.  54,  p.  426. 

Cuestión  de  competencia.  —  Un  juicio  no  promovido^  substan- 
ciado y  resuelto  en  la  forma  proscripta  por  el  título  6»  de  la 
Ley  de  Procedimientos,  no  puede  ser  reputado  como  una  cues- 
tión de  competencia  con  los  tribunales  de  provincia.  —  T.  10, 
p.  474. 

—  La  suscitada  entre  dos  autoridades,  cesa  por  cesar  el  hecho 
que  la  motivó.  —  T.  44,  p.  463. 

—  Puede  proponerse  como  excepción  dilatoria  ó  por  medio 
de  contienda  (art.  45,  Ley  Proc).  —  T.  49,  p.  383. 
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Cuestión  de  competencia.  —  Puede  promoverse  ó  por  inhibito- 
ria ó  por  declinatoria  de  jurisdicción.  £1  que  hubiese  optado 
por  uno  de  esos  medios,  no  puede  abandonarlo  y  recurrir  al 
otro.  El  empleo  indebido  de  los  dos  medios  al  mismo  tiempo, 
justificaría  una  condenación  en  ambos,  en  el  incidente  sobre 
declinatoria  si  se  hubiese  ocultado  al  juez  que  también  se  em- 
pleaba el  de  la  inhibitoria,  sin  perjuicio  de  la  resolución  sobre 
el  fondo  (art.  45,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  412. 

Cuestión  de  derecho.  —  Lo  dispuesto  en  el  articulo  601  del 
Código  de  Comercio  antiguo,  no  es  aplicable  á  las  cuestiones 
que  son  puramente  de  derecho.  —  T.  12,  p.  107. 

—  Lo  es,  aquella  en  que  se  trata  de  juzgar  de  los  efectos  legales 
sobre  la  base  de  un  hecho  determinado.  —  T.  54,  p.  219. 

Cuestiones  entre  socios.  —  Todas  las  que  se  susciten  entre  so- 
cios durante  la  existencia  de  la  sociedad,  su  liquidación  ó  par- 
tición, deben  ser  decididas  por  jueces  arbitradores  nombrados 
por  las  partes  (art.  511  y  1035,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  45. 

—  Todas  las  que  se  susciten  entre  los  socios  con  motivo  de  la 
liquidación^  deben  ser  dirimidas  por  jueces  arbitradores  (art. 
497  y  511,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  21,  p.  36. 

—  Todas  las  cuestiones  entre  socios  sobre  liquidación  y  par- 
tición de  la  sociedad,  deben  ser  resuellas  por  jueces  arbitros, 
quienes  pueden  declarar  cuál  de  los  socios  ha  faltado  al  contra- 
to social,  y  la  fecha  en  que  la  sociedad  dejó  de  existir  (art.  511» 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p.  117. 

—  En  las  cuestiones  de  socios  entre  sí  ó  con  la  sociedad,  por 
hechos  que  conciernen  á  ésta,  el  único  juez  competente  es  el 
del  lugar  donde  tiene  asiento  la  sociedad. (Los  asociados,  en  ta- 
les casos,  no  tienen  sino  un  solo  y  único  fuero,  que  se  deter- 
mina por  el  lugar  del  establecimiento  de  la  sociedad,  en  el  cual 
se  presume  legalmente  que  aquellos  han  elegido  domicilio  es- 
pecial para  el  conocimiento  de  sus  derechos  y  cumplimiento 
de  sus  obligaciones  como  socios,  de  lo  cual  se  deriva  que 
en    tales  casos  no  puede  surgir  el  fuero  federal   por  razón 


CUECUM  —  236  — 

de  personas  (artículos  40  y  43,  Cód.  Com.  ant.). — T.  30, 
p.  542. 

Cuestión  entre  socios.  —  La  acción  deducida  contra  el  presi- 
dente de  una  sociedad  anónima  por  accionistas  de  la  misma, 
fundándola  en  operaciones  llevadas  á  cabo  por  aquél  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  de  tal,  importa  una  contestación 
entre  asociados,  por  razón  de  actos  que  derivan  del  contrato 
social  y  que  afecta  sus  relaciones  é  intereses  de  socios.  —  T. 
44,  p.  343. 

Culpa.  —  Aun  cuando,  por  regla  general,  no  es  imputable  al  obli- 
gado la  inejecución  de  los  hechos  que  constituyen  la  obliga- 
ción, cuando  dicha  inejecución  proviene  de  fuerza  mayor,  le  es 
imputable  cuando  la  fuerza  mayor  es  precedida  de  culpa  ó  mo- 
ra  por  parte  del  deudor.  En  ese  caso,  la  obligación  se  convierte 
en  indemnización  de  daños  y  perjuicios  (Leyes  3  y  5,  tft.  32; 
24,  tít.  8;  13  y  35,  tít.  41,  part.  5»;  Código  Civil,  art.  549  á  522; 
art.  248,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  274. 

—  Véase:  Homicidio ;  Transporte. 

Culpabilidad.  —  No  probada  la  del  procesado,  éste  debe  ser  ab- 
suelto.  —  T.  47,  p.  496. 

Cumplimiento  de  contrato.  —  En  los  contratos  bilaterales,  una 
de  las  partes  no  puede  demandar  á  la  otra  el  cumplimimiento, 
si  noprueba  haberlo  ella  cumplido ;  por  consiguiente,  no  puede 
exigirse  la  multa  por  trabajos  no  acabados,  si  el  que  debía  eje- 
cutarlos, habría  podido  hacerlos  en  el  tiempo  establecido  á pesar 
de  haberlos  empezado  más  tarde  de  lo  convenido,  y  sólo  no  pu- 
do concluirlos  por  haberle  fallado  los  medios  que  la  otra  parte 
estaba  obligada  á  suministrarle  (art.  4204,  Cód.  Civ.).  — T.  44, 
p.  60. 

—  En  la  convención  de  venta  de  bienes  inmuebles,  el  lugar  vir- 
tualmente  designado  para  su  cumplimiento,  es  el  de  la  situa- 
ción de  dichos  bienes,  que  es  el  en  que  solamente^  según  los 
principios  de  la  legislación  actual,  puede  verificarse  la  tradi- 
ción. —  T.  42,  p.  39. 
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Cuota  litis. —  Véase:  Donación. 

Capones.  — -  Véase  :  Compensación;  Ejecución, 

Curador.  —  El  nombramiento  de  curador  en  las  sucesiones  intes- 
tadas de  los  subditos  ingleses  que  fallecen  en  la  República  Ar- 
gentina, previsto  por  el  tratado  del  año  483Í5,  entre  ésta  y  la 
Gran  Bretaña,  debe  verificarse  sólo  en  el  caso  de  no  existir  he- 
rederos legítimos  que  sean  ciudadanos  argentinos  y  residan  en 
laRepáblica.  — T.  3,  p.  43. 

—  El  curador  nombrado,  no  tiene  derecho'por  el  tratado  á  que 
alude  el  sumario  anterior,  de  retener  la  administración,  desde 
que  conste  la  existencia  de  herederos  legítimos  argentinos 
residentes  en  la  República,  pero  puede  continuar  en  su  cargo 
con  consentimiento  de  los  jueces  de  la  testamentaria;  en  cuyo 
caso  pueden  éstos  obligarlo  á  afianzar,  sin  que  por  ello  se  afec- 
ten las  estipulaciones  del  tratado.  —  T.  3,  p.  43. 

Curato.  —  Un  edificio  destinado  para  servicio  público  como  ofi- 
cinas del  curato,  no  puede  tener  otro  destino,  ni  ser  enajena- 
do para  atender  los  gastos  de  la  obra  del  templo  adherente.  — 
T.  7,  p.  327. 
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Damnificado.  —  Todo  damnificado  por  un  delito,  tiiene  derecho 
á  intervenir  en  la  causa  seguida  por  el  mismo  delito.  —  T. 
20.  p.  27. 

D«fto8  y  perjuicios.  —  Para  que  tenga  lugar  la  acción  de  daños 
y  perjuicios,  es  necesario:  4<>  la  inejecución  de  un  contrato*  ó 
una  acción  culpable  de  que  provenga  el  daño;  2°  que  los  per- 
juicios sean  la  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  falta.  — 
T.  2,  p.  434. 

—  Un  mandamiento  de  prisión,  por  injusto  que  sea,  pero  que 
no  se  convierte  en  hecho  consumado  por  rebeldía  del  que  ha 
sido  objeto  de  él,  no  es  un  hecho  á  que  pueda  darse  el  nom- 
bre de  violencia  para  deducir  de  ella  la  acción  de  daños.  — 
T.  2,  p.  434. 

—  Los  perjuicios  que  el  rebelde  sufre  por  el  abandono  de  su 
familia  é  intereses,  no  son  una  consecuencia  directa  é  inme- 
diata del  mandamiento  de  prisión,  sino  de  un  acto  voluntario 
suyo,  cuando  en  lugar  de  presentarse  á  la  autoridad  á  respon- 
der de  los  cargos  que  se  le  hiciesen,  se  ausenta  del  país.  — 
T.  2,  p.  434. 

—  Esta  acción  debe  resolverse  por  las  leyes  que  rigen  los  actos 
de  comercio  interno  de  cada  provincia,  cuando  no  emana  di- 
rectamente de  algún  contrato  que  sujete  las  cuestiones  que 
surjan  de  ^1,  á  los  tribunales  nacionales.  —  T.  3,  p.  175. 

'—    Entablada  demanda  por  los  procedentes  de  la  inejecución 
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de  UQ  contrato  considerado  como  auténtico,  debe  resolverse 
la  causa  de  conformidad  con  aquella,  si  no  se  han  probado  las 
excepciones  opuestas.  —  T.  4,  p.  198. 

D«ño8  y  peijaicios.  —  La  condenación  á  restituir  ganado  ajeno 
y  á  pagar  daños  y  perjuicios  é  intereses  impuestos  á  un  de- 
tentador injusto,  con  la  cláusula  de  descargarse  en  su  fator  la 
mayor  estimación  de  la  mejora  del  ganado,  en  la  época  de  la  en- 
trega, supone  el  caso  de  que  la  mejora  no  exceda  el  valor  de 
los  daños  y  perjuicios  é  intereses.  —  T.  4,.  p.  442. 

—  Por  la  ley  penal  nacional,  se  entiende  siempre  ordenada  la 
reparación  de  ellos,  en  los  casos  en  que  puede  tener  lugar. 
—  T.  5,  p.  285. 

—  La  acción  por  los  procedentes  de  un  delito,  hace  parte  del 
juicio  criminal,  y  no  puede  deducirse  como  independiente  por 
causa  separada.  — T.  5,  p.  390. 

—  La  condenación  general  en  ellos,  por  violación  de  un  con- 
trato, comprende  los  desembolsos  por  costas  judiciales  hechos 
por  el  damnificado  en  el  juicio  relativo.  —  T.  5,  p.  420. 

—  Rescindido  un  contrato  por  falta  de  cumplimiento  de  una  de 
las  partes,  sólo  quedan  pendientes  los  daños  y  perjuicios  que 
justifique    el  demandante.  —  T.  6,  p.  433. 

—  En  un  juicio  sobre  ellos,  sólo  deben  mandarse  pagar  los  que 
sean  justificados.  —  T.  6,  p.  436. 

—  El  que  ha  sido  justamente  absuelto  de  toda  culpa  y  cargo,  no 
puede  ser  responsable  de  los  perjuicios  que  sólo  son  conse- 
cuencia del  delito  de  que  se  le  absuelve.  —  T.  8,  p.  45. 

—  No  resultando  mérito  alguno  del  sumario  contra  el  deman- 
dante, y  pidiéndose  en  consecuencia^  el  sobreseimiento  por  el 
ministerio  fiscal,  no  se  puede  demandar  la  indemnización  de 
perjuicios  causados  por  el  mismo  delito,  sin  tener  mayores 
pruebas  para  demostrar  la  culpabilidad  del  demandado.  —  T. 
8,  p.  45. 

—  Los  provenientes  de  un  embargo,  son  á  cargo  de  quien  lo 
pidió  y  obtuvo  bajo  su  responsabilidad.  —  T.  8,  p.  94. 
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Daftos  y  perjuicios.  —  Los  causados  sin  derecho,  deben  indem- 
nizarse. El  responsable  es,  quien  por  sus  actos  da  lugar  al  he- 
cho que  los  ocasiona.  —  T.  8,  p.  2U. 

—  Los  buques  y  sus  dueños,  son  responsables  de  los  daños  cau- 
sados por  culpa  del  capitán  ó  de  la  tripulación.  —  T.  8,  p.  SU. 

—  Un  daño  ocasionado  á  consecuencia  de  la  volcadura  de  un 
carro,  causado  por  culpa  del  patrón  de  una  chata^  debe  ser 
indemnizado  por  el  dueño  de  ésta.  —  T.  8,  p.  2U. 

—  Siendo  el  demandado  condenado  A  la  indemnización  de  da- 
ños y  perjuicios^  deben  contarse  entre  los  justificados,  los  que 
se  ocasionen  al  demandante  en  costas  judiciales  para  hacer 
declarar  sus  derechos.  —  T.  9,  p.  5. 

—  No  se  deben,  cuando  el  deudor  no  ha  podido  dar  ó  hacer  la 
cosa  á  que  estaba  obligado,  cediendo  á  fuerza  mayor  ó  por 
caso  fortuito  (art,  220,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  339. 

—  Un  acreedor  que  recibe  título  hipotecario,  de  apoderado  que 
no  tiene  facultad  de  otorgarlo,  debe  cargar  con  el  daño  que 
resulte  por  su  culpa  (ley  22,  til.  34,  part.  7»).  —  T.  9,  p.  562. 

—  Los  que  debe  indemnizar  el  deudor,  son  los  que  sean  conse- 
cuencia directa  é  inmediata  de  la  falta  de  cumplimiento  del 
contrato.  —  T.  40,  p.  <44. 

—  El  medio  más  adecuado  para  averiguar  el  importe  de  los 
daños,  es  la  estimación  por  peritos  judiciales,  nombrados  con 
citación  de  los  interesados  (art.  4246,  Cód.  Com.  ant.).  —  T. 
42,  p.  490. 

-*  Los  que  deben  indemnizarse  en  caso  de  ejecución  de  la 
obligación,  proveniente  de  fuerza  mayor  precedida  por  culpa 
ó  mora  del  deudor,  son  los  que  se  previeron  ó  pudieron  pre- 
verse al  tiempo  de  contratar,  y  que  sean  una  consecuencia 
inmediata  y  directa  de  la  inejecución  ó  de  la  mala  ó  tardía 
ejecución  del  contrato  (art.  222  y  223,  Cód.  Com.  ant.;  art.  549, 
520  y  524,  Cód.  Civ.).  —  T.  42,  p.  274. 

—  La  acción  de  daños  y  perjuicios  comprende  la  pérdida  su- 


—  241  —  DAN 

frida  y  el  lucro  de  que  se  ha  privado  (art.  222,  Cód.  Com.  aiit.)* 
—  T.  42,  p.  397. 

D«&o8  y  peijuicios.  — El  dueño  de  una  cosa,  tiene  derecho  para 
ser  indemnizado  de  los  daños  y  perjuicios  que  le  irrogue  la 
retención  por  otro.  —  T.  43,  p.  76. 

—  Es  una  estimación  moderada  de  ellos,  el  interés  del  valor  de 
la  cosa.  En  este  caso,  el  precio  puede  ser  determinado  por  el 
juramento  del  dueño  de  la  cosa  demandada  (ley  2»  tít.  3,  part. 
3«).  —  T.  13,  p.  76. 

—  Los  causados  durante  la  mora,  son  á  cargo  del  que  incurrió 
en  ella,  aun  los  que  provengan  de  caso  fortuito  (art.  219,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  U,  p.  399. 

—  Corresponde  ai  prudente  arbitrio  del  juez,  estimar  y  mode- 
rar la  avaluación  de  ellos,  cuando  no  pueden  exactamente  cal- 
cularse y  son  exagerados  por  las  partes  (Leyes  10  y  21,  tít.  13, 
part.  5»;  y  43,  tít.  14,  part.  5').  —  T.  15,p.29. 

—  Seguido  un  juicio  sobre  falta  de  cumplimiento  de  un  con- 
trato é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  no  puede  dejarse 
para  otro  juicio  la  apreciación  de  éstos.  —  T.  16,  p.  165. 

—  En  las  causas  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  debe 
primeramente  inquirírsela  existencia  real  de  éstos,  y  en  segui- 
da apreciarse  la  naturaleza  de  los  hechos  que  los  causaron,  y 
la  responsabilidad  legal  de  sus  autores.  —  T.  16,  p.  339. 

—  Las  expoliaciones  practicadas  por  rebeldes,  entran  en  la  ca- 
tegoría de  daños  causados  por  la  guerra  civil,  á  que  están  su- 
jetos nacionales  y  extranjeros,  y  ninguna  autoridad  nacional 
ni  provincial  es  responsable,  por  ley  expresa  y  jurisprudencia 
universal  mente  consentida.  —  T.  17,  p.  163. 

—  La  obligación  de  reparar  los  daños  causados  por  delito,  pesa 
solidariamente  sobre  todos  los  que  han  participado  en  él,  y  pa- 
sa á  los  herederos  de  éstos,  que  hayan  aceptado  la  herencia 
(leyes  15,  tít.  15 ;  y  20,  tít.  14,  part.  7- ;  art.  1081  y  1098,  Cód. 
Civ.).  —  T.  17,  p.  241. 

—  La  avaluación  de  los  daños  y  perjuicios  ordenada  por  senten- 
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cia  dictada  en  rebeldía  del  demandado,  constituye  un  juicio 
nuevo,  y  no  puede  hacerse  sin  previa  citación  y  audiencia  de 
éste.  —T.  17,  p.  251. 

D«ño8  Y  perjuicios.  —  £1  articulo  224  del  Código  de  Comercio 
antiguo,  hace  responsable  de  todos  los  daños  y  perjuicios  al 
autor  de  todo  hecho  ó  de  toda  omisión  que  cause  perjuicio  á 
otro,  aunque  no  haya  mala  fe  de  su  parte.  —  T.  47,  p.  262. 

—  El  resarcimiento  de  los  daiíos  é  intereses,  comprende  el  valor 
de  las  pérdidas  sufridas,  y  el  de  las  utilidades  que  se  han  deja- 
do de  percibir,  como  consecuencia  inmediata  y  necesaria  de  la 
falta  de  cumplimiento  de  la  obligación  contraída  (art.  519  y  520, 
Cód.  Civ.).  —  T.  17,  p.358. 

—  Los  que  son  á  cargo  del  deudor^  no  deben  comprender  sino 
los  que  han  sido  consecuencia  inmediata  y  directa  de  la  falta 
de  cumplimiento  de  la  obligación,  aun  en  caso  de  dolo  (art.  223, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17,  p.  384. 

—  Cuando  un  daño  se  ha  ocasionado  sin  intención  dolosa  ni 
ánimo  deliberado  de  dañar,  no  se  condena  al  autor  a\  pago  de 
lucro  cesante  ni  en  las  costas.  —  T.  18,  p.  132. 

—  £1  que  ejercita  un  derecho,  no  es  responsable  de  los  daños  y 
perjuicios  que  cause  (art.  1071,  Cód.  Civ.).  — T.  19,  p.  13. 

—  Todo  aquel  que  por  sus  hechos  ó  sin  derecho,  causa  daño  á 
otro,  aun  cuando  no  haya  procedido  con  temeridad  ó  malicia, 
está  obligado  á  repararlo.  —  T.  20,  p.  114. 

—  El  causado  por  un  embargo  llevado  á  cabo  fuera  de  los  lími- 
tes en  que  pudo  pedirse,  debe  ser  resarcido  por  quien  lo  pidió. 
No  justificando  el  demandante  el  cuánto  de  dicho  daño,  el  juez 
debe  fijar  las  bases  para  su  liquidación  (art.  15^  Ley  Proc).  — 
T.  20,  p.  114. 

—  Los  causados  por  la  mordedura  de  un  perro,  deben  ser  pa- 
gados por  el  dueño  de  éste,  quien  debe  probar,  si  alega,  que 
hubo  culpa  imputable  á  la  víctima  (art.  1128,  Cód.  Civ.).  -^  T. 
20,  p.  126. 

—  No  debe  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  el  Comisario 
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de  una  oficioa  de  Patentes  de  Invención  que  concede  una  que 
después  es  anulada  por  sentencia  judicial,  si  al  otorgarla  no 
hubo  culpa  ó  negligencia  de  su  parte,  ni  faltó  de  una  manera 
irregular,  á  las  obligaciones  legales  del  cargo  que  desempeñaba 
(arl.  1109  y  lili,  Cód.  Civ.).  — T.  21,  p.  411. 

Dafios  y  perjaicios.  — No  hay  derecho  á  reclamo  por  daños  en 
las  mercaderías,  si  el  dueño  de  éstas  no  ha  observado  la  pres- 
cripción de  los  artículos  1246  y  1247  del  Código  de  Comercio 
antiguo.  —  T.  21,  p.  629. 

—  £1  importe  de  los  procedentes  de  retención  indebida  de  los 
efectos  porteados,  una  vez  probada  su  existencia,  puede  equi- 
tativamente ser  avaluado  por  el  tribunal.  —  T.  22,  p.  207. 

—  Cuando  el  vendedor  no  entrega  los  efectos  vendidos  en  el 
plazo  estipulado,  queda  obligado  ala  indemnización  de  los  da- 
ños y  perjuicios  por  la  demora  (art.  534,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  23,  p.  113. 

—  Hecha  por  una  de  las  partes  una  concesión  graciosa,  no  se 
puede  con  ella  gravar  con  un  daño  innecesario  al  otorgante.  — 
T.  23,  p.  212. 

—  El  contratante  que  por  si  mismo  deja  sin  efecto  el  contrato, 
debe  ser  condenado  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios,  y  éstos 
deben  ser  apreciados  por  el  juez  de  la  causa,  según  el  articulo 
15,  Ley  de  Procedimientos.  — T.23,  p.  450. 

—  No  está  obligado  al  pago  de  daños  y  perjuicios  por  violación 
de  un  contrato,  el  que  no  ha  podido  cumplirlo  por  falta  de  la 
otra  parte.  —  T.  23,  p.  519. 

—  Los  procedentes  de  la  no  entrega  de  una  suma  de  dinero, 
consisten  en  el  interés  corriente,  que  es  el  que  cobra  el  Banco 
de  la  Provincia  á  sus  deudores  (art.  622,  Cód.  Civ.).  —  T.  24, 
p.  254. 

—  Reconocrda  por  el  arrendatario  la  existencia  de  ellos,  por  de- 
terioro de  la  cosa  arrendadd,  debe  ser  condenado  al  pago  déla 
suma  en  que  se  han  avaluado.  —  T.  24,  p.  258. 

—  £1  contrato  de  compra-venta  que  no  ha  sido  cumplido  por 


DAN  —  244  _ 

ninguno  de  los  contratantes,  no  da  derecho  á  ninguno  de  ellos 
para  pedir  el  resarcimiento  de  daños  y  perjuicios,  y  siendo  in- 
tención délas  partes  la  de  darlo  por  rescindido,  debe  restituir- 
se lo  entregado  por  su  causa,  con  los  intereses.  —  T.  ^5»  p. 
393. 

D«ño8  y  perjuicios*  —  Los  gastos  de  esquila  son  á  cargo  de  la 
misma  esquila,  y  no  deben  hacer  parte  de  los  daños  causados 
por  un  embargo  ilegal  de  hacienda  lanar.  —  T.  25,  p.  44 1 . 

—  Averiguado  el  daño  en  las  mercancías  porteadas,  éste  debe 
ser  estimado  por  peritos.  — T.  26,  p.  45. 

—  Negada  y  no  probada  la  existencia  del  contrato  de  fletamento, 
es  inadmisible  la  demanda  por  daños  y  perjuicios,  cuya  in- 
demnización se  pide  por  falta  de  cumplimiento  del  contrato.  — 
T.  26,  p.  472. 

—  £1  que  ha  solicitado  y  obtenido  bajo  su  responsabilidad,  un 
embargo  de  bienes  que  no  pertenecen  á  su  deudor,  es  respon-> 
sable  de  los  daños  causados  al  dueño  de  aquellos. — T.  27, 
p.  222. 

—  No  procede  esta  acción,  por  los  derivados  de  la  insolvencia 
de  su  deudor,  contra  el  tercero  que  no  resulta  responsable  de 
esa  insolvencia  (art.  4067  y  1068,  Cód.  Civ.).  —  T.  28,  p.  52. 

—  La  acción  de  daños  y  perjuicios  causados  por  el  embargo  de 
billetes  de  lotería^  como  consecuencia  de  la  prohibición  esta- 
blecida en  diciembre  de  4882,  por  la  municipalidad,  no  pro- 
cede contra  ésta  (art.  43,  Cód,  Civ.).  —  T.  29,  p.  249. 

—  No  procede  la  acción  por  ellos,  cuando  no  aparece  haberse 
causado  por  hecho  del  demandado.  —  T.  30,  p.  274. 

—  No  es  admisible  la  demanda  por  daños  y  perjuicios  cuya 
existencia  no  se  justifica  (art.  904,903, 4067,  4068  y  4069,  Cód. 
Civ.).  —  T.  30,  p.  647. 

—  No  habiéndose  probado  su  existencia,  no  procede  la  acción 
por  indemnización  de  los  mismos.  —  T.  34,  p.  395. 

—  En  las  cuestiones  sobre  ellos,  debe  antes  de  todo,  inquirir- 
se su  existencia  real.  —  T.  32,  p.  1 15. 
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Daños  jpeijaieios.  —  La  negativa  de  entrega  sin  justa  causa^ 
por  parte  délos  agentes  del  buque^delas  mercaderías  conduci- 
das, les  hace  responsables  de  los  daños  y  perjuicios  á  favor  del 
cargador.  No  es  justa  causa^  la  exigencia  de  un  sobre-flete  por 
los  gastos  de  cuarentena  prdinaria  (art.  4109,  Cód.  Cív. ;.  art 
219.221  y  4115,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  33,  p.  348. 

—  El  depositario  que  no  aceptó  los  giros  del  depositante,  sobre 
fondos  depositados  en  1874,  en  pesos  fuertes  oro,  por  ser 
aquellos  hechos  á  fuertes  oro,  es  responsable  de  los  daños 
perjuicios,  que  se  resuelven  en  intereses  (art.  225  y  797,  inc 
2«,  Cód.  Com.  ant.;.  —  T.  34,  p.  49. 

—  La  suspensión  de  un  embargo  ordenado,  no  por  el  deman- 
dado, sino  por  el  juez  que  entiende  en  la  causa,  cuyos  proce- 
dimientos, además,  fueron  declarados  nulos,  no  puede  dar  lu- 
gar á  una  acción  de  daños  y  perjuicios  en  contra  de  aquél.  — 
T.  34,  p.  335. 

—  Los  resultantes  de  la  falta  deabono  de  pagarés  á  la  orden,  se 
resuelven  en  el  pago  de  intereses  (art.  225,  Cód.  Com.  ant.), — 
T.  35,  p.  31 . 

—  No  probándose  el  cuánto  de  los  recibidos  como  consecuen- 
cia inmediata  y  directa  de  un  embargo  preventivo,  no  puede 
admitirse  la  demanda  sobre  ellos.  —  T.  35,  p.  31. 

—  La  acción  de  daños  y  perjuicios  fundada  en  un  hecho  que  no 
los  ha  causado,  no  es  procedente.  —  T.  36,  p.  39. 

—  No  puede  hacerse  cargo  por  daños  y  perjuicios,  al  empleado 
que  procede  con  sujeción  á  la  ley,  y  en  cumplimiento  de  sus 
disposiciones.  — T.  36,  p.  169. 

—  Comprobada  su  existencia  y  la  imputabilidad  del  que  los  ha 
causado,  deLen  ser  indemnizados.  Declarando  el  damnificado 
que  el  lucro  cesante  ha  durado  de  15  á  20  días,  éste  debe  ava- 
luarse solamente  sobre  la  base  de  15  días.  —  T.  36,  p.  366. 

—  Los  procedentes  del  despojo,  deben  ser  demandados  por 
cuerda  separada.  — T.  43,  p.  283. 
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Daños  y  perjuicios.  —  Los  resultantes  de  la  rescisión  de  un 
contrato,  son  de  cargo  del  responsable  de  ésta.  —  T.  44,  p.  60. 

—  Resuelto  un  interdicto  posesorio^  los  perjuicios  á  cuyo  pago 
es  condenado  el  perturbador,  son  solamente  los  que  proceden 
directa  é  inmediatamente  del  hecho  de  éste.  No  son  tales^  los 
gastos  de  viaje  que  el  turbado  haya  hecho  al  lugar  del  juicio, 
ni  los  de  permanencia  en  él.  —  T.  44,  p.  97. 

—  Aceptando  el  propietario  que  por  el  uso  hecho  de  una  cosa 
suya  se  le  deben  alquileres,  no  puede  pretender  que  se  le  in- 
demnicen perjuicios  por  el  deterioro  de  la  misma,  resultante 
de  dicho  uso  y  de  la  acción  del  tiempo.  —  T.  44,  p.  U3. 

—  El  embargo  de  fondos  en  poder  del  deudor  del  ejecutado, 
que  aquel  no  aceptó,  manifestando  no  deber  nada  en  esa  fecha, 
no  le  trae  responsabilidad  si  después  paga  al  ejecutado  lo  que 
haya  debido  con  posterioridad.  —  T.  44,  p.  269. 

—  Los  empresarios  de  la  construcción  de  un  puente  á  hacerse 
sobre  un  camino  público,  autorizado  por  el  gobierno  bajo  la 
base  de  la  expropiación  de  los  terrenos  necesarios,  no  tienen 
derecho,  no  habiéndose  cumplido  el  requisito  de  la  expropia- 
ción, de  reclamar  contra  el  propietario  que  se  ha  opuesto  á  di- 
cha construcción  en  su  terreno.  —  T.  46,  p.  269. 

—  Los  causados  por  incendio  debido  á  culpa  de  los  agentes  de 
los  demandados^  son  de  cargo  de  éstos  solidariamente  (art. 
H13,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.  14. 

—  El  encargado  de  remover  y  deshacer  un  buque  encallado  y 
depositar  sus  restos,  que  no  ha  cumplido  con  esta  última  obli- 
gación, debe  resarcir  al  dueño  los  daños  y  perjuicios.  El  im- 
porte de  éstos,  si  no  se  halla  determinado  suficientemente,  de- 
be ser  fijado  por  el  juramento  á  prestarse  por  el  dueño,  dentro 
de  la  suma  que  señale  el  juez,  y  de  la  suma  jurada  debe  des- 
contarse el  valor  de  los  materiales  existentes  (art.  4093,  4094, 
4095  Y  H09,  Cód.  Civ.;  ley  5%  tít.  12,  part.  3»).  —  T.  47,  p. 
171. 

—  El  no  haberse  reconocido  por  el  comprador  la  escritura  au- 
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tarizada  por  escribano  que  no  tiene  facultad  para  intervenir  en 
los  contratos  públicos,  no  es  prueba  bastante  de  haberse  irro- 
gado daños  y  perjuicios,  si  el  vendedor  manifiesta  que  se  ha 
desprendido  de  la  propiedad  vendida,  y  que  ésta  reconoce  otro 
dueño.  —  T.  50,  p.  30. 

Daños  j  perjuicios.  —  Establecida  y  reconocida  la  obligación 
^  de  pagar  daños  y  perjuicios,  el  tribunal  puede  apreciar  pruden- 

cialmente  el  quantum  de  los  mismos,  existiendo  en  los  autos 

términos  hábiles  para  ello.  —  T.  50,  p.  50. 

—  Constando  el  hecho  generador  de  daños  y  perjuicios,  y  no 
habiéndose  probado  el  quantum  de  éstos,  ni  existiendo  en  au- 
tos elementos  bastantes  para  estimarlos,  procede  apreciarlos 
por  el  juramento  del  actor  dentro  de  la  suma  fijada  por  el  tri- 
bunal (ley  5,  tít.  W,  part.  3»).  —  T.  50,  p.  Í54. 

-^  No  puede  ser  disminuido  el  importe  de  los  daños  fijados  por 
la  sentencia  de  4>  instancia,  según  el  mérito  de  fa  prueba.  — 
T.  51,  p.  417. 

—  No  probada  la  falta  de  cumplimiento  del  contrato,  por  el  de- 
mandado,  debe  rechazarse  la  demanda  por  daños  y  perjuicios 
fundada  en  dicha  falta.  —  T.  53,  p.  320. 

—  Probada  la  existencia  del  daño  causado  á  consecuencia  de 
un  hecho  ilícito,  á  falta  de  pruebas  concretas  sobre  su  importe, 
el  juez  puede  apreciar  éste  según  su  recto  criterio  (art.  1083, 
Cód.  Civ.).— T.  57,  p.  388. 

—  No  puede  desecharse  la  demanda  por  daños  y  perjuicios,  cu- 
ya existencia  no  ha  sido  negada  <»n  el  juicio  de  expropiación, 
del  cual  proceden.  No  existiendo  en  los  autos  de  dicho  juicio, 
elementos  bastantes  para  avaluarlos,  corresponde  substanciar  la 
demanda  por  la  vía  ordinaria.  —  T.  59,  p.  263. 

—  El  buque  declarado  responsable  de  un  choque,  por  laudo 
dictado  en  juicio  de  arbitraje  forzoso,  tiene  que  responder  de 
todos  los  daños  producidos  á  consecuencia  del  choque.  El  lau- 
do arbitral  hace  cosa  juzgada  á  ese  respecto,  sin  que  deba  cons- 
tituirse nuevo  arbitraje  en  cada  caso  (art.  1 083, 1 084, 1 1 09, 1 1 1 3 
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y  4422,  Cód.  Civ.;  art.  4262  y  1269,  Cód.  Cora.).  —  T.  64,  p.  64. 

Daftos  y  perjuicios.  —  Tratándose  de  los  perjuicios  por  des- 
trucción de  casillas  de  madera,  el  importe  de  éstas  debe  limi- 
tarse á  las  casillas  realmente  destruidas  y  renta  que  pudieron 
ganar,  y  no  extenderse  á  las  casillas  que  el  demandante  alega 
que  iba  á  construir  y  no  construyó  á  consecuencia  del  inter- 
dicto de  obra  nueva,  sin  haber  probado  tampoco  que  tuviese 
celebrado  contrato  para  dicha  obra.  —  T.  62,  p.  234. 

—  Existiendo  cosa  juzgada  respecto  de  la  indemnización  de  cos- 
tas y  perjuicios,  la  sentencia  que  fija  el  quantum  de  unos  y 
otros,  sólo  es  apelable  respecto  del  quantum  fijado.  —  T.  62, 
p.  234. 

—  Es  de  derecho  que  sólo  se  abonen  al  damnificado  los  que 
justifique  haber  efectivamente  recibido.  — T.  62,  p.  234. 

—  La  disposición  del  articulo  4084,  del  Código  Civil,  no  com- 
prende  á  la  madre  y  hermanos  del  muerto :  éstos  sólo  pueden 
ejercer  la  acción  civil,  probando  que  del  homicidio  les  resultó 
algún  daño  ó  perjuicio  ó  que  fueron  alimentarios  del  difunto. 
—  T.  62,  p.  425. 

—  En  las  causas  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  debe 
ante  todo  inquirirse  la  existencia  real  de  éstos,  incumbiendo  la 
prueba  al  que  pretende  haberlos  sufrido.  —  T.  62,  p.  425. 

—  No  existiendo  en  los  autos  la  prueba  de  los  perjuicios  y  de  su 
importe,  deben  dejarse  á  salvo  los  derechos  del  interesado  pa- 
ra que  pueda  producirla  en  juicio  separado.  —  T.  62,  p.  457. 

—  Cuando  en  la  demanda  por  indemnización  de  daños,  se  ha 
pedido  también  la  condenación  á  una  suma  determinada  como 
importe  de  ellos,  no  corresponde  remitir  á  otro  juicio  su  esti- 
mación, sino  que  el  juez  debe  hacerla  en  el  mismo  juicio^  li- 
mitándola á  los  daños  denunciados  en  la  demanda,  y  sin  to- 
mar en  cuenta  los  que  hubieren  sobrevenido  con  posteriori- 
dad, los  que  no  han  sido  materia  de  dicha  demanda  (art.  43, 
Ley  Proc .  La  parte  final  del  art.  4  5,  de  dicha  ley,  no  tiene  apli- 
cación al  caso).  —  T.  62,  p.  465. 
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D«fios  y  peijuieios  —  El  propietario  de  la  casa  que  ha  sufrido 
daños  á  causa  de  obras  hechas  en  la  casa  del  vecino,  sin  las 
precauciones  necesarias  para  no  causarlos,  tiene  derecho  á  que 
éste  los  indemnice.  —  T.  62,  p.  465. 

—  Véase  :  A^ua;  Arraigo;  Capitán ;  Comisionista ;  Contrato  de 
obras;  Embargo;  Justicia  federal;  Locación;  Marca  de  fábrica ; 
Negligencia;  Presidente. 

Declaración.  —  La  declaración  sobre  el  contenido  de  un  bulto 
reclamado  y  su  valor,  hecha  por  el  cargador  y  no  contradicha 
por  el  capitán,  se  considera  verdadera.  —  T.  46,  p.  200. 

Declaraciones  singulares.  —  No  hacen  fe  en  juicio.  —  T.  19, 
p.  247. 

Declaratoria  de  herederos.  —  Hace  parte  del  juicio  universal 
de  sucesión.  —  T.  42,  p.  488. 

—  Para  surtir  los  efectos  legales,  debe  ser  dictada  por  juez  com- 
petente, y  éste  es  el  del  lugar  donde  se  abrió  la  sucesión  del 
causante.  —  T.  47\  p.  338. 

Declaratoria  de  pobreza.  —  No  procede^  no  justificándose  la 
pobreza  y  la  imp()sibilidad  de  obtener  recursos.  —  T.  33,  p. 
298. 

—  No  procede  la  autorización  para  litigar  como  pobre,  si  no  se 
prueban  los  extremos  que  la  ley  local  establece  para  conce- 
derla (ley  de  24  de  septiembre  de  4878).  —  T.  59,  p.  476. 

Declinatoria.  —  El  declinar  la  jurisdicción  de  un  juez  de  paz 
por  razón  de  la  cantidad  que  se  litiga,  no  importa  una  decli- 
natoria absoluta  por  razón  de  las  personas.  —  T.  44 ,  p.  474. 

—  La  de  jurisdicción,  no  puede  deducirse  antes  de  entablarse 
la  demanda.  —  T.  48,  p.  409. 

—  Cuando  un  extranjero  demanda  á  un  argentino  ante  la  justi- 
cia provincial,  éste  no  puede  declinar  de  jurisdicción  (art.  42, 
Ley  Jurísd.).  —  T.  49,  p.  328. 

—  Véase  :  Impuestos  provinciales ;  Municipalidad. 
Decretos.  —  Véase  :  Actos  legislativos. 
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Defecto.  —  El  de  un  titulo  que  es  común  al  derecho  del  deman- 
dante y  del  demandado,  no  puede  hacerse  valer  por  éste  con- 
tra aqnél.  —  T.  39,  p.  349. 

Defecto  leg«l.  —  Es  defectuosa  la  demanda  que  expresa  que  la 
cosa  ó  cantidad  demandada,  puede  ser  determinada  por  peritos, 
y  reconoce  haberse  recibido  cantidades  á  cuenta  sin  determi- 
nar su  monto ;  y  el  demandado  no  está  obligado  á  contestarla. 
—  T.  43,  p.252. 

—  La  falta  de  cumplimiento  á  la  obligación  que  tiene  el  actor 
de  acompañar  á  la  demanda  los  documentos  que  la  justifiquen, 
no  basta  para  fundar  por  parte  del  demandado  la  excepción  di- 
latoria de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. — 
T.  14,  p.  424. 

—  No  lo  es  que  impida  la  prosecución  del  juicio,  el  no  acom- 
pañarconla  demándalos  documentos  justificativos.  Este  defec- 
to, que  puede  subsanarse  presentando  los  documentos  antes 
de  la  contestación  de  la  demanda,  sólo  produce  los  efectos  pre- 
vistos en  el  articulo  40  de  la  Ley  dé  Procedimientos.  —  T.  45, 
p.  384. 

—  La  omisión  de  la  suma  demandada,  no  constituye  un  defecto 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  cuando  se  fijan  en  ésta 
las  bases  de  la  liquidación  de  aquélla.  —  T.  47,  p.  453. 

—  No  es  defectuosa  la  demanda  fundada  en  una  cuenta  general 
de  lanchajes,  que  consigna  la  suma  de  los  lanchajes  de  cada 
mes,  cuando  el  demandado  no  niega  haber  recibido  las  cuen- 
tas parciales  de  los  meses.  —  T.  20,  p.  239. 

—  La  excepción  de  que  los  perjuicios  por  abordaje,  deben  ser 
sometidos  al  juicio  arbitral,  no  constituye  la  dilatoria  de  defec- 
to de  forma  en  la  demanda.  —  T.  20,  p.  342. 

—  No  lo  hay,  cuando  están  claramente  relacionados  los  hechos 
en  que  se  funda  la  demanda.  —  T.  24,  p.  482. 

—  No  es  defectuosa^  la  demanda  que  contiene  la  enunciación 
de  los  hechos  y  la  petición  precisa.  —  T.  24^  p.  208. 

—  La  demanda  por  cobro  de  un  saldo,  que  se  dice  resultar  de 
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la  cuenta  detallada  que  está  en  poder  del  demandado,  una  vez 
probado  que  efectivamente  éste  tiene  la  cuenta  detallada,  no 
es  defectuosa.  —  T.  22,  p.  174. 

Defecto  legal  —  Esta  excepción  dilatoria  se  refiere  solamente 
á  la  torroa,  y  consiste  en  la  omisión  de  alguno  de  los  requisitos 
exigidos  por  el  artículo  57  de  la  ley  de  procedimiento.  — T. 
23,  p.  404. 

—  No  lo  constituye,  la  falta  de  presentación  de  documentos  en 
que  se  apoya  la  demanda.  —  T.  25,  p.  169. 

—  No  lo  constituye  en  la  demanda,  la  falta  de  documento  que 
acredite  el  carácter  que  invoca  el  actor.  —  T.  26,  p.  447. 

—  Siendo  expresamente  declarada  la  persona  del  demandado, 
no  puede  haber,  por  esta  parte,  defecto  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda.  —  T.  26^  p.  217. 

—  La  falta  de  presentación  de  los  documentos  que  deben  ins- 
truir la  demanda,  no  constituye  el  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponerla,  que  autoriza  á  oponer  la  relativa  excepción  dilato- 
ria. —  T.  26,  p.  :í86. 

—  La  no  presentación  de  los  documentos  que  intruyen  la  de- 
manda, no  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla. 

—  T.  26,  p.  396  y  409. 

—  No  lo  tiene,  la  demanda  en  que  se  determina  la  petición, 
se  enumeran  los  hechos  y  se  formula  una  acción'precisa.  —  T. 
28,  p.  93. 

—  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  debe 
resultar  de  la  demanda  misma,  y  no  de  pruebas  extrañas  á  ella. 

—  T.  28,  p.  173. 

—  La  no  presentación  de  títulos,  no  constituye  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda.  —  T.  28,  p.  184. 

—  El  defecto  legal  en  la  demanda,  resulta  sólo  de  la  omisión 
de  alguno  de  los  requisitos  indicados  por  el  articulo  57  de  la 
ley  de  procedimientos.  —  T.  28,  p.  321. 

—  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  puede 
oponerse  en  el  solo  caso  en  que  se  haya  faltado  á  las  prescrip- 
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cíones  del  artículo  57  de  la  ley  de  procedimientos. —  T.  28, 
p.  390. 

Defecto  legal.  —  La  excepción  dilatoria  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponer  la  demanda,  debe  fundarse  en  la  omisión 
de  los  requisitos  esenciales  exigidos  para  la  admisión  de  la 
demanda  y  que  afectan  su  forma.  No  es  necesario  especificar 
la  cosa  ó  cosas  que  se  piden  en  las  acciones  generales  de  ren- 
dición de  cuentas,  petición  de  herencia  y  otras  semejantes  (leyes 
26  y  31,  tít.  2,  part.  3').  —  T.  29,  p.  127. 

—  No  procede  la  excepción  de  defecto  legal  en  la  demanda, 
cuando  ésta  contiene  todos  los  requisitos  que  la  ley  determina. 

—  T.  29,  p.  464. 

—  No  constituye  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda, 
el  hecho  de  no  haber  citado  la  \ey  aplicable  al  caso,  y  de  no 
haberse  traducido  al  idioma  nacional  algunos  documentos 
acompañados  á  la  demanda.  ^  T.  30,  p.  33. 

—  No  importa  un  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda, el  hecho  de  haber  dejado  Je  acompañar  los  documentos 
con  que  debe  ser  instruida.  —  T.  30,  p.  268. 

—  La  falta  de  documentos  justificativos  de  la  demanda,  no  cons- 
tituye defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla.  —  T.  30,  p.  414 . 

—  Es  defectuosa  la  demanda  por  resarcimiento  de  daños  pro* 
cedentes  de  falta  de  cumplimiento  de  contrato,  en  la  que  no  se 
determina  la  suma  que  se  reclama  ni  se  indican  las  bases  pa- 
ra liquidarla  (art.  15  y  57,  Ley  Proc.)-  —  T.  30,  p.  487. 

—  La  no  presentación  de  documentos,  no  autoriza  la  excepción 
dilatoria  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 

—  T.  31,  p.  208. 

—  No  procede  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  forma  en  la 
demanda,  fundada  en  el  artículo  36  de  la  ley  de  marcas.  —  T. 
34,  p.  55. 

—  No  es  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  el  enta- 
blarla contra  dos  compañías  de  seguros  por  cobro  de  seguro 
contra  incendio,  constituido  por  las  dos  á  prorata^  porque  la 
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acumulación  de  acciones  idénticas  es  permitida,  aunque  las 
personas  sean  diferentes,  en  obsequio  á  la  continencia  de  la 
causa.  — T.  34,  p.  394. 

Defecto  legal.  —  La  petición  de  construir  una  pared  divisoria, 
mitad  en  terreno  propio  y  mitad  en  el  del  vecino,  sin  expresar 
la  medida  de  esta  mitad  y  sin  citar  el  articulo  de  la  ley  aplicable, 
pero  fundada  en  el  derecho  de  dominio  del  actor,  no  es  defec- 
tuosa. —  T.  34,  p.  418. 

—  La  falta  de  traducción,  ó  la  traducción  defectuosa  de  un  do- 
cumento acompañado  á  la  demanda,  no  autoriza  la  excepción 
dilatoria  por  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla.  —  T.  35, 
p.  265. 

—  La  demanda  que  se  halla  concebida  en  términos  claros,  y 
contiene  la  indicación  de  la  persona  del  demandante  y  deman- 
dado y  el  derecho  ó  titulo  que  la  funda,  rio  puede  considerar- 
se defectuosa.  —  T.  38,  p.  478. 

—  Estando  determinado  el  terreno  sobre  que  versa  la  demanda 
de  expropiación,  no  es  admisible  la  excepción  de  defecto  en  la 
demanda,  fundada  en  ignorar  el  demandado  lo  que  va  á  ser 
expropiado.  —  T.  40,  p.  5. 

—  No  procede  esta  excepción,  siendo  claros  los  hechos  y  el  de- 
recho en  qiie  se  funda  el  actor.  —  T.  40,  p.  19. 

—  Estando  llenados  los  requisitos  del  articulo  57  de  la  ley  de 
procedimientos,  no  es  admisible  la  excepción  de  defecto  legal 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda.  —  T.  42,  p.  291 . 

—  Ño  procede  esta  excepción,  en  la  demanda  que  contiene  los 
requisitos  del  articulo  57  de  la  ley  de  procedimientos. —  T.  42, 
p.  329,  338  y  387. 

—  Resultando  de  los  antecedentes  de  autos^  que  la  demanda 
interpuesta  es  por  reivindicación,  desaparece  el  defecto  sobre 
obscuridad  respecto  de  la  acción  intentada,  y  el  conocimiento 
de  la  causa  corresponde  al  juez  del  lugar  de  la  cosa  que  se  rei- 
vindica.—T.  44,  p.  87. 
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legal.  —  La  no  presentación  de  documentos,  no  cons- 
tituye defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda.  — 
T.  44,  p.  200. 

—  La  falta  de  presentación  de  documentos  en  que  se  funda  la 
demanda,  no  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de  propo- 
nerla.—T.  44,  p.  324. 

—  La  excepción  de  defecto  legal  en  la  demanda,  se  refiere  úni- 
camente á  la  omisión  de  los  requisitos  establecidos  en  el  artí- 
culo 57  de  la  ley  de  procedimientos,  y  no  á  la  falta  de  presen- 
tación de  documentos  pertinentes  á  la  acción.  —  T.  45,  p.  60. 

—  La  falta  de  presentación  de  documentos,  no  importa  defecto 
legal  en  el  modo  de  proponerla  demanda.  — T.  45,  p.  72. 

—  El  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  consis- 
te únicamente  en  la  omisión  de  los  requisitos  establecidos  en 
el  articulo  57,  de  la  ley  de  procedimientos. — T.  45,  p.  458. 

—  La  omisión  de  partidas  en  la  cuenta  acompañada  á  la  deman- 
da, no  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla.  — 
T.  45.  p.  308. 

—  Estando  la  demanda  claramente  expresada  en  su  objeto,  no 
puede  admitirse  la  excepción  de  defecto  legal,  por  razón  de 
no  designársela  cosa  demandada.  —  T.  46,  p.  295. 

—  No  puede  admitirse  esta  excepción,  fundada  en  no  haberle 
acompañado  los  documentos  que  instruyen  la  demanda.  — 
T.  46.  p.  295. 

—  Subsanado  con  la  indicación  de  la  persona  demandada  el 
defecto  relativo  observado  en  la  demanda,  debe  ésta  ser  con- 
testada directamente.  —  T.  48,  p.  96. 

—  Está  en  forma  la  demanda  en  la  que  han  sido  llenados  los  re- 
quisitos del  articulo  57  de  la  ley  de  procedimientos.  — T.  48, 
p.  274. 

—  No  puede  alegarse  en  la  demanda,  so  pretesto  de  no  ser  la  ac- 
ción  deducida  la  que  fluye  de  la  historia  délos  hechos  conte- 
nidos en  ella.  —  T.  51,  p.  39. 

—  La  falta  de  traducción  de  un  documento  acompañado   para 


—  255  —  DEF 

justificar  la  calidad  de  extranjero  en  el  actor,  no  importa  defec- 
to legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda.  —  T.  52,  p.  484. 

Defecto  legal,  —  No  lo  hay,  en  la  demanda  en  que  se  explica  la 
acción  que  se  deduce  y  la  cosa  que  se  pide,  llenándose  los 
demás  requisitos  de  ley.  — T.  53,  p.  140. 

—  La  redacción  de  la  demanda  en  términos  ambiguos  y  aún 
contradictorios  en  la  relación  de  los  hechos  fundamentales  de 
la  misma,  autoriza  la  excepción  de  defecto  legal  establecida  en 
el  articulo 73,  inciso  4'',  déla  ley  de  procedimientos.  ^T.  54, 
p.  417. 

—  Sierdo  cumplidos  los  requisitos  del  articulo  57  déla  ley  de 
procedimientos,  la  omisión  de  ciertas  circunstancias  útiles,  no 
importa  defecto  legal  en  la  demanda.  —  T.  55,  p.  71 . 

—  El  pedido  de  reconocimiento  para  preparar  la  vía  ejecutiva, 
no  es  una  demanda  formal  que  pueda  servir  de  antecedente  al 
juicio  ordinario.  —  T.  56,  p.  345. 

—  No  lo  tiene,  la  demanda  que  reúne  los  requisitos  del  articulo 
57  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  57,  p.  75. 

—  Habiéndose  designado  el  nombre  de  la  sociedad  demandada 
y  el  de  los  socios,  no  constituye  defecto  legal,  que  la  demanda 
sea  dirigida  contra  uno  de  éstos,  creyéndolo  representante  de 
los  demás.  —  T.  57,  p.  249. 

—  No  habiéndose  pronunciado  el  inferior  sobre  esta  excepción, 
opuesta  por  el  demandado  y  contestada  por  el  actor,  debe  or- 
denarse que  lo  haga  sin  más  trámite,  devolviéndole  los  autos. 
—  T.58,  p.323. 

—  No  puede  ser  objetada  como  defectuosa^  la  demanda  que  se 
halla  concebida  con  sujeción  á  los  términos  del  artículo  57 
de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  58,  p.  372. 

—  Cuando  la  demanda  contiene  todos  los  requisitos  exigidos 
por  el  articulo  57  de  la  ley  de  procedimientos,  no  puede  oponerse 
la  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla.  —  T. 
62,  p.  78. 

—  La  omisión. de  las  copias  de  los  documentos  acompañados  á 
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la  demanda,  no  autoriza  la  excepción  dilatoria  en  el  modo  de 
proponerla.  —  T.  62,  p.  liO. 

Defecto  legal.  —  Debe  rechazarse  la  excepción  dilatoria  de  de- 
fecto en  la  de  manda,  cuando  resulta  que  en  ésta  se  hallan 
reunidos  los  requisitos  del  articulo  57  de  la  ley  de  procedi- 
mientos.—T.  62,  p.  206. 

—  Véase:  Poder. 

Defensa.  —  Los  medios  de  defensa,  no  deben  ser  limitados  sino 
en  los  casos  en  que  las  leyes  mismas  los  limitan  ó  en  que  au- 
torizan de  una  manera  expresa  á  los  jueces  para  que  puedan 
prudentemente  restringirlos.  —  T.  12,  p.  64. 

—  Cuanto  más  graves  sean  los  delitos  que  se  imputan  á  un  pro- 
cesado, tanto  más  atendible  debe  ser  el  inviolable  derecho  de 
defensa.  —  T.  19,  p.  118. 

Defensa  enjuicio.  —  Es  justa  causa  para  impedir  á  un  litigante 
que  se  defienda  por  sí  mismo  y  sin  dirección  de  abogado  'en 
los  tribunales  federales,  el  presentar  escritos  ajenos  á  la  tra- 
mitación del  pleito  é  injuriar  al  juez  (art.  5*"  de  la  ley  de  26 
de  agosto  de  1863,  organizando  el  personal  de  los  juzgados  de 
sección),  -r-  T.  4,  p.  410. 

—  La  restricción  del  derecho  de  defenderse  por  sí  mismo,  está 
librada  al  juicio  prudencial  del  juez  déla  causa.. —  T.  4,  p.  437. 

Defensa  legitima.  —  Aunque  es  verdad  que  la  necesidad  de  la 
defensa  no  puede  apreciarse  de  una  manera  general  y  abstrac- 
ta, y  esta  apreciación  pertenece  principalmente  al  que  se  cree 
en  peligro  inminente,  sin  embargo  él  es  juez  de  esta  necesi- 
dad, bajo  su  responsabilidad,  y  será  culpable  si  en  la  posición 
en  que  se  ha  hallado,  no  ha  hecho  de  sus  facultades  intelectua- 
les el  uso  que  debía,  y  á  pretesto  de  defensa  ha  cometido  un 
verdadero  delito.  —  T.  21,  p.  503. 

—  El  estado  de  legítima  defensa  no  se  presume  por  derecho,  y 
es  obligación  del  acusado  establecer  con  pruebas  bastantes,  la 
certidumbre  ó  probabilidad  que  la  justifican.  —  T.  21,  p.  503. 

—  El  derecho  de  defensa  supone  la  agresión  actual  viniendo  el 
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agresor  contra  el  agredido  (trayendo  en  la  mano  cuchillo  saca- 
do, ó  espada,  ó  piedra,  ó  palo  ú  otra  arma  cualquiera  con  que 
lo  pudiese  matar) ;  circunstancias  requeridas  para  que  el  que 
obra  en  defensa  de  su  persona,  esté  ejiento  de  responsabilidad. 
—  T.  21,  p.  503. 

Defensor.  —  En  las  causas  criminales,  en  que  por  enfermedad 
del  defensor,  se  procede  al  nombramiento  de  otro  en  su  reem- 
plazo, deben  concederse  á  éste  los  términos  legales,  á  contarse 
desde  la  aceptación  del  cargo.  —  T.  28,  p.  425. 

—  El  nombramiento  de  defensor,  excluye  el  concepto  del  pro- 
cedimiento en  rebeldía,  y  queda  sin  efecto  por  el  hecho  de 
presentarse  en  juicio  el  demandado.  —  T.  51,  p.  252. 

Defensor  de  menores.  —  Debe  intervenir  en  todo  juicio  en  que 
se  trata  de  los  intereses  de  menores^  y  su  falta  de  intervención 
causa  la  nulidad  del  juicio  (art.  459  y  494,  Cód.  Civ.). — T. 
30,p.  64. 

—  A  los  délas  Provincias,  no  puede  desconocérseles  personería 
para  intervenir  ante  la  justicia  federal,  no  habiendo  defensores 
nombrados  por  la  Nación.  —  T.  30,  p.  64. 

—  El  de  los  territorios  nacionales,  puede  pedir  informes  al  juez 
letrado  de  los  mismos,  á  los  efectos  de  su  ministerio  (art.  131, 
ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital,  aplicable  en  los 
territorios  nacionales  en  virtud  del  articulo  2  del  decreto  de  16 
de  febrero  de  1895).  —  T.  62,  p.  106. 

Defensor  de  pobres.  —  No  existiendo  este  empleo  ante  la  justi- 
cia nacional,  es  deber  de  los  abogados  de  la  República  prestar 
ese  servicio  gratuitamente  (ley  16,  tít.  16,  libro  2®,  Rec).  — 
T.  20,  p.  373. 

Déficit.  —  El  déñcit  en  las  cuentas  del  empleado  obligado  á  dar- 
las, no  constituye  por  sí  solo  el  delito  previsto  por  el  artículo 
80  de  la  ley  nacional  penal.  —  T.  30,  p.  569. 

Defraudación.  —  De  este  delito,  cometido  mediante  el  cobro  de 
una  letra  con  endT)so  falso,  son  autores  principales  tanto  el 
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que  puso  el  endoso  falso,  como  el  que  la  cobró  á  sabiendas 
(art.  21,  inc.  4%  Cód.  Penal).  —  T.  57,  p.  24. 

Defraudación. — No  puede  haber  la  de  derechos  de  aduana,  cuan- 
do se  ha  verificado  su  pago  después  de  haberse  observado  en  la 
operación  acusada,  las  prescripciones  legales. — T.  59,  p.  22. 

—  No  constituyen  delito  de  defraudación  con  abuso  de  confian- 
za, las  operaciones  por  las  cuales  un  agente  del  Banco  Nacio- 
nal en  liquidación,  ha  admitido  que  los  deudores  de  unas  letras 
quedaran  sustituidos  por  otros^  dando  estos  últimos  garantía 
hipotecaría  sobre  propiedades  que  aquellos  les  traspasaron  al 
efecto.  —T.  60,  p.  277. 

—  El  perjuicio,  característico  del  delito  de  defraudación,  debe 
ser  real,  confirmándose  la  intención,  si  existiese,  con  el  hecho. 
—  T.  60,  p.  277. 

—  El  empleado  nacional  que  defrauda  los  caudales  públicos 
puestos  en  su  poder  por  razón  de  su  cargo,  incurre  en  la  pena 
establecida  por  el  articulo  80  de  la  ley  nacional  penal  de  14  de 
septiembre  de  1863.  —  T.  60,  p.  386. 

—  Véase  :  Jiisticia  federal. 

Delegado  apostólico.  —  El  carácter  de  tal,  conferido  por  la  San- 
ta Sede,  no  ofrece  por  sí  solo  reparo  alguno ;  y  el  nombrado 
puede  ejercer  en  la  República  las  facultades  exclusivamente 
pontificias  que  le  han  sido  delegadas.  Pero  todas  las  cédulas 
ó  decretos  que  expidiese,  con  la  sola  excepción  de  los  que  se 
refieran  á  indulgencias  ó  dispensas  matrimoniales,  deben  ser 
presentadas  al  gobierno  para  obtener  su  pase,  porque  sus  actos 
deben  considerarse  emanados  del  Sumo  Pontífice.  — T.  1,  p. 
180. 

—  No  puede  ejercer  funciones  meramente  episcopales,  pues  no 
pueden  practicarse  sin  detrimento  de  la  autoridad  de  los  Obis- 
pos Diocesanos.  —  T.  1,  p.  180. 

Delineación.  —  Véase  :  Edificación. 

Delito.  —  Es  extemporánea  su  clasificación,  cuando  no  se  han 
probado  los  hechos  que  lo  constituyen.  —  T.  3,  p.  282. 


—  259  —  DEL 

Delito.  —  Su  poca  importancia^  habilita  al  juez  para  imponer  el 
mínimun  de  la  pena  que  la  ley  señala.  —  T.  3,  p.  458. 

—  Por  leve  que  sea,  los  tribunales  no  pueden  aplicar  menor 
pena  que  el  mínimun  señalado  por  la  ley.  —  T.  3,  p.  490. 

—  La  provocación  al  duelo  y  las  amenazas  á  los  magistrados  con 
ocasión  de  sus  funciones,  son  crímenes  previstos  y  penados  por 
la  ley  penal  nacional  de  1863.  —  T.  8,  p.  195. 

—  El  hecho  de  detener  un  paquete  de  correspondencia  pública, 
conducido  por  un  correfsta,  y  entregado  posteriormente  sin 
violación,  es  un  delito  que  se  castiga   con  una  multa  mínima 

'  de 50  pesos  fuertes  (art.  48,  Ley  Penal).  —  T.  8,  p.  284. 

—  La  carencia  de  voluntad  en  cometer  el  delito  y  la  imposi- 
ción de  la  fuerza  para  ello»  exonera  de  toda  imputabilidad  cri- 
minal y  sus  consecuencias  civiles.  —  T.  8,  p.  330. 

—  La  imputación  de  que  los  fondos  destinados  por  la  ley  de 
presupuesto  al  sostenimiento  del  culto,  han  sido  defraudados, 
constituye  la  imputación  de  un  delito  previsto  por  la  ley  de  14 
de  septiembre  de  1863,  y  sometido  para  su  juzgamiento  al  juez 
de  sección,  á  quien  corresponde  oportunamente  declararla  cul* 
pabilidad  ó  inocencia  del  imputado,  conforme  á  los  artículos 
2  y  3  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribuna- 
les nacionales.  —  T.  10,  p.  282. 

—  La  alteración  del  cuño  de  monedas  legítimas  de  plata,  y  su 
coloramiento  para  hacerlas  circular  como  monedas  de  oro  por 
un  valor  mucho  mavor,  es  delito  de  fabricación  de  falsa  mone- 
da  (art.  60,  Ley  Penal).  —  T.  10,  p.  440. 

—  El  de  cercenamiento  de  moneda,  se  comete  disminuyendo  su 
peso,  sin  alterar  la  calidad  de  su  metal,  ni  el  cuño  (art.  61, 
Ley  Penal).  —  T.  10,  p.  440. 

—  £1  de  fabricación  de  falsa  moneda,  se  comete  imitando  la 
moneda  de  ley,  ya  por  una  acuñación  hecha  con  metal  de  ca. 
lidad  inferior,  ya  por  el  coloramiento  de  monedas  legítimas 
para  hacerlas  circular  por  mayor  precio  del  que  realmente  tie- 
nen {art.  60,  Ley  Penal).  —  T.  10,  p.  440. 
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Delito.  —  Los  sujetos  á  la  juristiicción  nacional  que  no  se  bailen 
previstos  en  la  misma  ley,  deben  ser  castigados  con  arreglo  á 
las  leyes  comunes  (art.  93,  Ley  Penal).  — T.  H,  p.  290. 

—  £1  de  injuria  puede  ser  castigado  con  pena  pecuniaria  (ley 
21,  tít.  9,  part.  7»).  —  T.  M,  p.  290. 

—  La  usurpación  de  atribuciones  del  Congreso,  no  constituye 
un  delito  definido  y  penado  por  la  constitución  y  por  las  leyes 
nacionales.  Por  esto,  no  es  materia  de  acusación  criminal.  — 
T.  H.p.  423. 

—  £1  de  sustracción  de  efectos  en  los  depósitos  de  aduana,  pue- 
de ser  penado  con  tres  años  de  trabajos  forzados  (art.  81,  inc» 
29,  Ley  Penal).  —  T.  12,  p.  481. 

—  £1  de  introducción  de  moneda  falsa  de  especie  que  tenga  cur- 
so legal  en  la  República,  puede  ser  penado  con  cuatro  años 
de  trabajos  forzados  y  500  pesos  fuertes  de  multa  (art.  60,  Ley 
Penal).  —  T.  12,  p.  508. 

—  El  de  sustracción  de  documentos,  definido  por  el  artículo 
54  de  la  ley  nacional  penal,  es  el  que  se  refiere  á  los  actos  de 
los  archivos,  oficinas  ó  depósitos  públicos,  y  no  á  los  que  se 
entregan  por  estas  mismas  oficinas  á  ios  particulares. — T. 
13, p.  275. 

—  Los  actos  de  fabricar,  introducir  ó  expender  moneda  falsa, 
constituyen  el  delito  de  falsificación  de  moneda  (art.  60,  Ley 
Penal).  —  T.  14,  p.  32. 

—  Una  sublevación  verificada  con  el  objeto  de  impedir  la  reu- 
nión de  milicias,  ordenada  por  el  poder  ejecutivo  nacional,  en 
cumplimiento  de  una  ley  del  Congreso,  constituye  un  delito  de 
jurisdicción  federal  (art.  20,  Ley  Penal).  —  T.  15,  p.  92. 

—  Probado  y  confesado  el  delito,  debe  aplicarse  la  pena  pres- 
cripta  por  la  ley.  —  T.  15,  p.  106. 

—  £1  mero  hecho  de  la  sustracción  de  efectos  de  los  almacenes 
de  aduana  verificada  por  el  propietario  de  ellos,  sin  el  despa- 
cho previo  por  la  misma  aduana,  constituye  el  delito  definido 
y  penado  por  el  inciso  3<>del  artículo  81  de  la  ley  penal  de  1863, 
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ya  sea  que  el  mismo  propietario  fuera  ó  no  deudor  de  los  dere- 
chos, ya  sea  que  la  sustracción  se  haya  ó  no  practicado  en 
connivencia  de  los  empleados  de  aduana.  —  T.  15,  p.  178. 

Delito. — Todo  delito  hace  nacer  la  obligación  de  reparar  el  per- 
juicio que  de  él  resulta  á  otro ;  y  tal  es  la  imposición  de  una 
contribución  forzosa,  impuesta  á  consecuencia  del  delito  de 
rebelión  (leyes  13,  tít.  14,  part.  5«;  y  3,  tít.  15,  part.  6»;  art. 
1077  y  1109,  Cód.  Civ.).  —  T.  17,  p.  241. 

—  Todo  delito,  sea  de  derecho  civil  ó  criminal,  constituye  á 
sus  autores  y  cómplices  en  la  obligación  de  indemnizar  solida- 
riamente el  daño  que  por  él  se  hubiese  causado,  aun  cuando 
no  sea  en  provecho  propio  (art.  1073  y  1079,  Cód.  Civ.).  —  T. 
18,  p.  136. 

—  Cuando  se  trata  de  castigar  el  delito,  la  provocación  y  los  in- 
cidentes que  pudieran  prepararlo,  son  accesorios  que  deben 
seguir  la  causa  principal.  —  T.  24,  p.  450. 

—  El  espendio  de  objetos  patentados,  en  perjuicio  del  conce- 
sionario de  la  patente,  no  constituye  delito,  si  no  se  prueba  que 
se  ha  verificado  á  sabiendas  (art.  54,  ley  patentes  de  invención). 

—  T.28,  p.  417. 

—  De  todo  delito  se  deriva  la  obligación  de  reparar  el  perjuicio 
que  por  él  se  hubiese  causado  á  otra  persona,  acordándose  al 
efecto  acción  civil  al  damnificado^  independiente  de  la  acción 
criminal,  para  obtener  las  indemnizaciones  correspondientes, 
cuya  estimación  tanto  la  ley  civil  como  la  penal^  defieren  al 
prudente  arbitrio  del  juez  (art.  1077,    1096  y  1083,  Cód.  Civ.). 

—  T.  29,  p.  148. 

—  La  coloración  y  plateado  de  monedas  de  cobre  de  curso  le- 
gal y  la  alteración  en  su  tipo  con  el  propósito  de  hacerlas  apa- 
recer como  monedas  de  plata,  constituye  el  delito  de  falsifica- 
ción de  monedas  de  plata^(art.  60,  Ley  Penal  de  1863).  —  T.  29, 
p.  330. 

^—  Resultando  elementos  bastantes  acerca  de  la  comisión  del 
delito  y  de  las  personas  responsables,   debe  procederse  á  la 
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detención  de  éstas,  y  en  su  caso  á  la  prisión,  y  garantía  de  las 
responsabilidades  pecuniarias.  —  T.  42,  p.  460. 

Delito. — No  probado  éste,  debe  declararse  libre  de  toda  culpa  al 
procesado.  —  T.  47,  p.  467. 

—  El  alkanamiento  de  una  oficina  de  correos  y  telégrafos,  come- 
tido por  un  juez  de  paz,  sin  intención  criminal  y  sólo  por  ha- 
ber interpretado  erróneamente  las  órdenes  de  su  superior,  no 
es  un  delito  sujeto  á  pena.  —  T.  54,  p.  23. 

—  No  puede  considerarse  delito,  la  desaparición  de  dinero  con- 
fiado á  un  empleado,  cuando ^o  exista  la  prueba  de  que  lo  haya 
aplicado  á  uso  propio,  y  de  que  sólo  él  haya  podido  sustraerlo 
del  sitio  donde  lo  tenía  guardado.  —  T.  54,  p.  165. 

—  El  hecho  de  pretender  cobrar  ante  la  administración  nacio- 
nal, unas  cuentas  de  pertenencia  ajena,  el  que  las  tramitó  en  su 
propio  nombre  con  asentimiento  del  propietario,  no  importa 
un  delito  penado  por  la  ley.  —  T.  55,  p.  88. 

—  No  probado  éste,  debe  absolverse  al  acusado.  —  T.  58,  p. 
304. 

—  La  transgresión  del  mandato,  no  es  un  delito  del  derecho  pe- 
nal :  es  necesario  probar  el  propósito  criminal  del  mandata- 
rio y  el  perjuicio  efectivo  causado  al  mandante.  —  T.  60,  p. 
277. 

—  Véase:  Levantamiento  de  tropas;  Propiedad  literaria. 

Delito  común.  —  Los  cometidos  con  motivo  de  la  rebelión,  son 
castigados  con  la  mayor  pena  que  les  corresponda  por  las  leyes 
respectivas  (art.  24,  Ley  Penal).  —  T.  7,  p.  356. 

—  La  mayor  pena  que  por  los  artículos  18  y  24  de  la  ley  penal 
se  impone  álos  autores  de  delitos  comunes,  se  refiere  sólo  ¿ 
los  cometidos  durante  la  sedición  ó  rebelión^  ó  con  ocasión  de 
éstas.  —  T.  8,  p.  310. 

—  No  siendo  perpetrado  en  campamento,  en  cuartel  ó  en  acto 
de  servicio  militar,  es  de  carácter  ordinario,  cualquiera  que  sea 
la  calidad  personal  del  ofensor  ó  del  paciente.  — T.  9,  p.  474. 

—  Los  que  no  son  otra  cosa  que  elementos  del  delito  de  rebelión 
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ó  circunstancias  agravantes  del  mismo,  como  contribuciones  de 
dinero,  exacciones  de  hacienda,  reclutamientos,  etc.,  etc.,  de- 
ben considerarse  perdonados  con  el  delito  principal,  salvas  las 
acciones  civiles  que  competan  á  los  damnificados.  —  T.  17, 
p.  22. 

Delito  común.  —  El  conocimiento  de  los  cometidas  en  territorio 
nacional,  dentro  de  una  repartición  nacional,  corresponde  al 
juez  letrado  del  territorio  en  1*  instancia,  y  ala  Suprema  Corte 
en  grado  de  apelación.  —  T.  37,  p.  26. 

—  Véase  :  Justicia  federal. 

Delito  conexo.  —  £1  juez  de  se,cción  puede  mandar  sobreseer  en 
la  acción  sobre  el  delito  común  con  la  intervención  solamente 
del  procurador  fiscal ;  pero  no  puede  resolver  sobre  la  acción 
de  defraudación  de  rentas,  sin  citar  y  oir  al  interesado.  Esta 
omisión,  induce  nulidad  en  todo  lo  obrado  en  el  juicio  plena- 
rio.  — T.  17,  p.  174. 

—  Cuando  del  sumario  sobre  defraudación  de  la  renta,  resulte 
un  delito  conexo  con  aquella,  el  administrador  de  aduana  debe 
pasar  el  expediente  sin  resolución  al  juez  nacional,  y  éste  de- 
be resolver  en  un  solo  y  mismo  juicio  las  dos  acciones  (art. 
1126,  Ord.  ant.).  -  T.  17,  p.  174. 

—  El  que  con  arreglo  al  artículo  1060  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana,  somete  varias  acciones  al  conocimiento  del  juez  fede- 
ral, comprende  el  caso  en  que  de  un  mismo  delito  ó  de  deli- 
tos diversos,  pero  ligados  entre  sí,  como  resultado  de  una  re- 
solución única,  procedan  acciones  diferentes  de  las  que  una  sea 
por  delito  común  sujeto  á  la  jurisdicción  ordinaria,  y  otra  por 
defraudación  de  la  renta.  —  T.  45,  p.  248. 

—  Véase  :  Justicia  federal. 

Delito  contra  la  nación.  —  Lo  es,  el  rebelarse  contra  el  gobier- 
no general.  —  T.  7,  p.  205. 

Delito  de  abuso  de  confianza.  —  Véase  :  Extradición, 

Delito  de  heridas.  —  Cuando  la  muerte  del  herido  no  es  inme- 
diata, ni   existe  prueba  de  haber  sido  mortales  las  heridas,  el 
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hecho  debe  ser  juzgado  como  delito  de  heridas  y  qo  de  homi- 
cidio. La  pena  de  ese  delito  está  librada  al  arbitrio  de  los 
jueces,  cuando  no  ha  habido  asechanzas  ó  no  se  ha  procedido 
sobre  consejo  ó  habla  hecha.  Las  circunstancias  de  haber  sido 
muchas  las  heridas,  de  haber  sido  inferidas  con  intención  de 
matar  y  sin  preceder  riña,  y  de  haber  muerto  el  herido,  justi- 
lican  la  imposición  de  la  pena  de  seis  años  de  presidio  con  tra- 
bajos forzados.  —  T.  17,  p.  121 . 

Delito  de  heridas.  —  No  existiendo  la  prueba  evidente  de  que  las 
heridas  fueron  la  causa  de  la  muerte,  el  delito  de  heridas  no 
puede  considerarse  como  el  de  homicidio  voluntario,  cometido 
con  premeditación.  La  pena  aplicable,  es  la  correspondiente 
al  delito  de  heridas  graves.  —  T.  17,  p.  392. 

Delito  de  imprenta.  —  La  razón  de  la  doctrina  norteamericana, 
de  que  los  tribunales  federales  no  conocen  en  las  causas  de 
libelos  contra  la  Nación,  no  es  la  prohibición  constitucional  de 
legislar  sobre  la  prensa,  sino  la  de  no  existir  en  Norte-América 
una  ley  nacional  queconfíeraálos  tribunales  federales  jurisdic- 
ción para  castigar  esos  delitos;  siendo  un  principio  de  juris- 
prudencia de  aquellos  tribunales,  que  no  pueden  suplir  la  falta 
de  jurisdicción.  — T.  1,p.  340. 

—  En  el  caso  del  articulo  30  de  la  ley  penal  nacional,  se  com- 
prende tanto  el  libelo  manuscrito  como  el  impreso,  pues  las 
calumnias  é  insultos  ó  amenazas  contra  un  diputado  ó  senador 
por  sus  opiniones  en  el  recinto»  no  son  meros  abusos  de  la  li- 
bertad de  la  prensa,  sino  atentados  contra  la  inmunidad  de  los 
congresales.  —  T.  1 ,  p.  340. 

—  Lo  es,  el  abuso  que  se  comete  del  derecho  de  emitir  las  ideas 
por  la  prensa.  —  T.  3,  p.  371. 

—  Los  tribunales  federales  no  son  competentes  para  conocer 
de  él  (art.  32,  Const.  Nac).  —  T.  10,  p.  361. 

—  El  juzgamiento  de  los  abusos  de  la  palabra  por  la  prensa,  es 
exclusivo  de  la  jurisdicción  provincial.  (Por  el  art.  32  de  la 
Constitución,  se  prohibe  al  Congreso  dictar  leyes  que  restrin- 
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jan  la  libertad  de  la  prensa  ó  establezcan  sobre  ella  la  jurisdicción 
federal,  declarándose  así  clara  y  terminantemente  privativo  de 
la  soberanía  provincial  el  juzgamiento  de  los  abusos  de  la  pa- 
labra escrita).  —  T.  17,  p.  1 10. 

Delito  de  imprenta.  —  Son  las  leyes  locales  las  que  deben  defi- 
nirlo y  determinar  los  caracteres  que  lo  constituyen  ;  pues  la 
Constitución  Nacional  al  establecer  por  el  artículo  32  que  el 
Congreso  no  dictará  leyes  que  restrinjan  la  libertad  de  imprenta 
ó  establezcan  sobre  ella  la  jurisdicción  federal,  no  lo  define  ni 
hace  de  él  delito  e.<(pecial  con  relación  á  la  justicia  federal.  — 
T.30,p.  H2. 

—  Véase  :  Inmunidades  parlamentarias:  Justicia  federal. 

Delito  frustrado.  —  En  el  caso  de  haber  quedado  frustrado  un 
delito  de  falsificación,  la  práctica  uniforme  de  los  tribunales, 
es  imponer  una  pena  menor  de  la  establecida  por  la  ley.  — T. 
15,  p.  140. 

Delito  militar.  —  Lo  es,  el  que  comete  el  comandante  de  una 
guardia  de  línea,  en  el  lugar  donde  ésta  se  da,  en  presencia  de 
la  tropa,  y  en  desempeño  y  con  motivo  de  una  comisión  militar 
(art.  1  y  4,  tít.  6,  tratado  8,  de  las  Ord.  del  Ejército;  art.  4» 
de  la  ley  de  la  Prov.  de  Buenos  Aires,  de  7  de  julio  de  1823, 
aceptada  por  la  jurisprudencia  como  disposición  nacional).  — 
T.  25,  p.  479. 

—  El  acto  ejecutado  por  un  militar  en  servicio  de  la  Nación, 
por  el  cual,  sublevando  unos  buques  de  la  escuadra,  los  lleva 
á  incorporarse  á  otros  que  supone  sublevados  contra  la  auto- 
ridad del  Presidente  de  la  República,  es  un  delito  militar,  cuyo 
juzgamiento  corresponde  á  los  tribunales  militares^  aunque  se 
halle  conexo  con  el  delito  político  de  rebelión.  —  T.  54,  p.  577. 

Delito  político.  —  El  delito  de  soborno  y  violación  de  corres- 
pondencia telegráfica,  cometido  con  motivo  de  la  contienda 
electoral  de  1886,  reviste  car«^cler  político,  y  se  halla  compren- 
dido en  la  ley  de  amnistía  de  l^  de  septiembre  de  1888.  —  T. 
34,  p.  283. 
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Delito  político.  —  En  el  caso  de  actos  de  hostilidad  ó  guerra 
civil  cometidos  por  insurgentes  de  un  Estado  extranjero  en 
aguas  territoriales  de  un  Estado  neutro,  es  regla  de  derecho 
internacional  entregar  al  Gobierno  de  ese  estado,  sólo  las  na- 
ves ó  cosas  tomadas  á  aquellos,  ñolas  personas. — T.  43,  p.  319. 

—  Traídos  á  tierra,  los  tripulantes  de  un  buque  de  guerra  ex- 
tranjero surto  en  aguas  territoriales  de  la  República,  subleva- 
dos con  lines  políticos,  y  entregados  en  calidad  de  presos  á  las 
autoridades  del  país  por  incapacidad  propia  para  mantenerlos 
á  bordo,  su  devolución  al  representante  de  su  gobierno,  me- 
diando recursos  de  habeas  corpus  por  parte  de  aquellos,  no  pue- 
de ser  acordada  sin  infringir  la  ley  positiva  que  hace  invio- 
lables los  comprometidos  en  delitos  políticos,  y  los  principios 
de  derecho  internacional  público  que  no  consienten  la  entrega 
de  prisioneros  de  guerra,  sea  pública  ó  insurreccional,  que  ha- 
yan pisado  de  cualquier  modo  el  suelo  de  un  estado  neutro. 
(La  ley  positiva  á  que  se  refiere  este  fallo,  es  la  de  25  de  agosto 
de  1885,  art.  3°,  inc.  2**.  Si  bien  en  virtud  del  principio  de  ex- 
traterritorialidad de  que  por  consenso  universal  gozan  los  bu- 
ques armados  de  las  naciones  extranjeras,  pueden  dichos  pri- 
sioneros ser  mantenidos  como  tales  ilimitadamente  á  bordo  en 
aguas  territoriales  de  un  estado  neutro,  recobran  enteramente 
su  libertad  tan  luego  de  pisar  el  suelo  de  éste,  aun  cuando  ha- 
yan sido  desembarcados  en  calidad  dfe  presos,  por  no  ser  per- 
mitido atacar  al  enemigo  en  país  neutral  ni  continuar  en  él 
ningún  género  de  hostilidades,  y  reputarse  que  conducir  prisio- 
neros lo  mismo  que  llevar  el  botín  á  paraje  seguro,  son  actos 
de  guerra  y  procedimientos  de  hostilidad  que  ningún  belige- 
rante puede  legítimamente  pretender,  ni  el  estado  neutro  acor- 
dar, sin  salir  de  los  límites  de  la  neutralidad  v  favorecer  ¿  un 
partido  contra  el  otro).  —  T.  43,  p.  321. 

—  La  sublevación  llevada  á  cabo  con  fines  políticos  por  tripu- 
lantes de  un  buque  de  guerra  extranjero  surto  en  aguas  terri- 
toriales de  la  República,  debe  considerarse  como  delito  políti- 
co, y  no  pierde  este  carácter  por  las  infracciones  de  otro  orden 
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conexas  con  él,  cometidas  como  elementos  para  alcanzar  esos 
fines.  —  T.  43,  p.  321. 

Delito  público.  —  Véase ;  Ley  electoral. 

Demanda.  —  La  falta  de  las  copias  prescríptas  por  el  artículo  H*" 
de  la  ley  de  procedimientos,  no  constituye  un  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda.  —  T.  3»  p.  271. 

—  La  petición  de  arraigo  del  demandado,  en  el  supuesto  de  ser 
ilegal,  no  constituye  un  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda.  —  T.  3,  p.  271. 

—  A  falta  de  prueba,  debe  absolverse  de  ella  al  demandado» 
(ley  1»,  tít.  U,  part.  3»).  —  T.  3,  p.  361 . 

—  Para  que  pueda  ser  desechada  por  obscura,  es  necesario  que 
no  formule  acción  alguna,  ni  tenga  petición  determinada.  — 
T.  5,  p.  181. 

—  No  se  puede  dar  curso  á  la  demanda,  si  gestionándose  un  de- 
recho que  no  sea  propio,  no  se  acompañan  los  documentos  que 
acrediten  la  personería  del  demandante.  —  T.  7,  p.  62. 

—  No  probándose  el  hecho  sobre  el  cual  se  funda  la  demanda 
no  debe  hacerse  lugar  áella.  —  T.  7,  p.  414. 

—  Antes  de  entablarse  ésta,  no  puede  ordenarse  que  una  per- 
sona declare  sobre  hechos  de  un  tercero.  — T.  7,  p.  476. 

—  Importando  la  petición  del  demandante  una  seguridad  que 
la  favorece,  y  no  oponiéndose  por  el  demandado  objeciones 
que  revelen  un  derecho  desconocido,  ó  un  perjuicio  cualquie- 
ra, debe  hacerse  lugar á  la  demanda.  —  T.  8,  p.  60. 

—  Es  inadmisible,  la  deducida  contra  sentencias  pasadas  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada.  —  T.  8,  p.  86. 

—  No  probando  el  actor  su  demanda,  el  reo  debe  ser  absuelto 
(ley  1,  tít.  14,  part.  3»).  — T.  8,  p.  410. 

—  Debe  rechazarse  cuando  el  actor  no  pruebe  los  hechos  en 
que  la  funda,  y  sí  el  demandado,  en  cuanto  á  sus  excepciones. 
— T.  9,  p.  77. 
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Demanda.  —  Debe  entenderse  sólo  con  la  persona  contra  quien 
se  ha  deducido.  — T.  9,  p.  397. 

—  Resultando  probada  la  demanda,  aun  cuando  sea  por  otro 
motivo  ó  acción  de  la  que  exprese  el  actor  al  proponerla,  de- 
be fallarse  el  pleito  por  lo  que  resulte  de  la  prueba,  sin  atender 
minuciosamente  á  los  trámites  y  solemnidades  de  los  juicios. 

—  T.  i1,  p.  460. 

—  Si  bien  el  artículo  10  de  la  ley  de  procedimientos  impone  al 
actor  la  obligación  de  producir  con  su  demanda  las  escrituras 
y  documentos  que  justifíquen  su  derecho,  dicha  obligación  no 
es  tal  que  su  omisión  autorice  al  demandado  para  rehusarse  á 
contestar  la  demanda,  formando  artículo  de  previo  pronun- 
ciamiento (art.  73,  Ley  Proc).  —  T.  13,  p.  219. 

—  Debe  contener  la  cosa  ó  cantidad  demandada  (art.  57,  Ley 
Proc).  No  se  llena  este  requisito  diciendo  que  ella  puede  ser 
determinada  por  peritos,  y  menos  cuando  se  reconoce  haberse 
recibido  cantidades  á  cuenta,  sin  determinar  su  monto. —  T.  1 3, 
p.  252. 

—  No  pueden  considerarse  comprendidos  en  ella,  los  reclamos 
que  se  han  reservado  para  entablarse  después.  — T.  14,  p.  60. 

—  La  solicitud  presentada  ante  el  poder  ejecutivo  de  una  pro- 
vincia en  la  gestión  de  un  asunto,  declarando  que  se  presenta 
antes  de  ocurrir  al  tribunal  competente,  no  importa  una  de- 
manda en  justicia^  capaz  de  radicar  el  juicio;  y  equivale  simple- 
mente á  los  preliminares  conciliatorios  que  tienen  lugar  gene- 
ralmente entre  particulares  antes  de  entablarse  una  demanda. 

—  T.  14,  p.  425. 

—  No  puede  entablarse  contra  una  repartición  nacional,  para 
la  ejecución  de  un  contrato  celebrado  en  representación  del 
gobierno  nacional.  Es  éste  y  no  aquélla  la  obligada.  —  T.  15, 
p.  6. 

—  En  toda  demanda  para  la  cual  la  ley  no  establece  un  pro- 
cedimiento especial,  debeseguirse  el  fíjado  para  los  juicios  or-* 
dinarios.  — T.  15,  p.  137. 
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Demanda.  —  Para  que  sea  reputada  en  buena  forma,  basta  que 
con  claridad  se  exprese  en  ella  quién  pide,  contra  quién,  en  qué 
derecho  ó  título  se  funda,  qué  cosa  se  pide  y  ante  quién.  — 
T.  45,  p.  263. 

—  Siendo  falsos  los  hechos  en  que  se  funda,  debe  ser  rechaza- 
da con  costas.  —  T.  16,  p.  83. 

—  iNo  probando  el  actor  su  acción  y  sí  el  reo  sus  excepciones, 
la  demanda  debe  ser  rechazada. — T.  17,  p.  182. 

—  No  habiéndose  probado  los  hechos  en  que  se  apoya  la  de- 
manda, ésta  no  puede  ser  admitida.  —  T.  17,  p.  340. 

—  Debe  ser  rechazada,  nojustificándose  los  fundamentos  de  ella. 

—  T^19,  p.  441. 

—  No  puede  ser  alterada  después  de  contestada  (art.  58,  Ley 
Proc).  —T.  20,  p.  22. 

—  En  la  demanda  en  que  se  ha  deducido  una  acción  principal 
contra  una  persona,  y  otra  accesoria  contra  otra,  no  puede  re- 
solverse ésta  sin  resolver  aquélla  al  mismo  tiempo.  —  T.  20, 
p.  45. 

—  En  descargo  de  ésta,  deben  aceptarse  los  recibos  fírmados 
por  el  demandante,  que  presente  el  demandado.  —  T.  21 ,  p. 
396. 

—  La  ampliación  de  ésta,  admitida  después  de  la  contestación, 
da  al  demandado  el  derecho  de  volver  á  contestar  v  deducir 
reconvención.  —  T.  21,  p.  399. 

—  Opuesta  á  una  demándala  excepción  de  pago,  y  no  probada 
ésta,  aquélla  debe  ser  admitida.  —  T.  22,  p.  26. 

—  Puede  ser  modificada  antes  de  presentarse  la  contestación. 

—  T.  22,  p.  146. 

—  Las  cuentas  presentadas  con  la  demanda  y  no  observadas  en 
la  contestación,  deben  darse  como  exactas  y  aceptadas  (art.  86, 
Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  319. 

—  Deducida  una  demanda,  no  puede  modificarse  una  vez  que  ha 
sido  contestada,  y  mucho  menos,  cuando  en  la  modificación  se 
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deduce  una  acción  contradictoria  y  contra  personas  distintas 
(art.  58,  Ley^Proc).  —  T.  22,  p.  330. 

Demanda.  —  Teniendo  una  demanda  los  requisitos  legales,  el 
juez  debe  suplir  las  omisiones  ó  imperfecciones  que  contenga 
(leyes  10  y  22,  tít.  13,  part.  3-).  —  T.  23,  p.  50. 

—  Las  peticiones  no  explicadas  en  ella  con  claridad,  y  no  pro- 
badas durante  el  término,  deben  ser  rechazadas.  —  T.  23,  p. 
316. 

—  Lo  pedido  ó  lo  que  ha  debido  pedirse  en  el  fondo  de  una 
demanda,  debe  hacer  parte  de  la  discusión  principal  y  consi- 
derarse y  apreciarse  en  la  definitiva.  —  T.  23,  p.  404. 

—  No  puede  ser  obscura,  aquella  en  que  se  han  llenado  los  re- 
quisitos del  artículo  57  de  la  ley  de  procedimientos.  ~  T.  23, 
p.  526. 

—  Repuesta  una  causa  el  estado  de  demanda  por  nulidad  del 
procedimiento,  deben  dejarse  sin  efecto  todas  las  resoluciones 
posteriores  á  la  demanda.  —  T.  23,  p.  537. 

—  Fenecida  una  demanda  ante  los  tribunales  provinciales,  no 
puede  entablarse  de  nuevo  ante  la  justicia  federal.  —  T.  24^ 
p.  13. 

—  Está  en  forma,  laque  contiene  los  requisitos  del  artículo  57, 
ley  de  procedimientos,  menos  la  numeración  de  los  párrafos,  que 
no  puede  considerarse  substancial.  —  T.  25,  p.  115. 

—  La  deducida  por  la  nación  contra  un  particular,  no  da  dere- 
cho á  éste  para  contrademandar  á  la  nación.  — T.  25,   p.  203. 

—  La  ordinaria  para  provocar  la  liquidación  de  una  sentencia, 
es  distinta  de  la  que  motivó  la  sentencia,  y  de  la  ejecutiva  que 
se  dedujo  para  su  cumplimiento.  Siendo  aquella  fundada  en 
acción  personal,  su  conocimiento  corresponde  al  juez  del  do- 
micilio del  demandado.  (El  caso  fué  el  siguiente:  La  viuda  de 
Mendoza  interpuso  contra  don  José  M.  de  la  Torre,  vecino  de 
San  Luis,  demanda  ejecutiva  ante  el  juez  federal  de  dicha 
provincia,  sobre  cumplimiento  de  una  sentencia  dictada  por  el 
de  la  de  Córdoba;  aquel  juez  no  hizo  lugar  á  la  demanda  por 
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no  contener  la  sentencia,  á  su  juicio,  cantidad  líquida  que  man- 
dar pagar,  lo  que  consintió  la  actora.  Ésta,  transcurridos  va- 
ríos  años,  inició  ante  el  juez  de  Córdoba,  demanda  ordinaria 
para  provocar  la  liquidación  de  la  sentencia  por  él  pronuncia- 
da, y  la  Corte  resolviólo  que  queda  indicado).  —  T.  25,  p.  282. 

Demanda.  —  Siendo  claro  el  objeto  de  la  demanda,  debe  resol- 
verse sobre  él,  prescindiendo  de  las  palabras  que  se  han  em- 
pleado en  la  redacción  del  escrito.  —  T.  26,  p.  105. 

—  Debe  ser  substanciada  y  resuelta,  con  arreglo  á  la  acción  de- 
ducida. —  T.  26,  p.  203. 

—  Antes  de  entablada,  no  puede  pedirse  un  informe  previo.  — 
T.  26,  p.  263. 

—  La  acción  que  se  deduce,  es  la  que  resulta  de  lo  que  se  pide 
en  la  demanda,  y  no  de  la  calificación  que  le  dan  las  partes.  — 
T.  26,  p.  340. 

—  Siendo  incierta  la  causa  que  motiva  la  demanda  de  rescisión 
de  un  contrato,  debe  ésta  ser  rechazada.  —  T.  28,  p.  226. 

—  No  es  esencial  en  ella,  la  numeración  de  los  párrafos,  ni  la 
denominación  de  la  acción  que  se  deduce,  por  su  nombre  jurí- 
dico. —  T.  29,  p.  427. 

—  Comprobada  la  justicia  de  la  demanda,  debe  mandarse  pagar 
lo  que  por  ella  se  pide.  —  T.  29,  p.  460. 

—  La  demanda  para  fijar  término  á  una  obligación  de  pago,  de- 
be ser  resuelta  con  citación  y  audiencia  del  demandado.  —  T. 
30,  p.  330. 

—  No  ofreciendo  obscuridad  la  petición  contenida  en  ella,  debe 
ordenarse  que  se  la  conteste  derechamente.  —  T.  34,  p.  37. 

—  Dirigida  la  acción  contra  una  persona,  y  negándose  á  que  otra 
persona  tome  participación  en  la  causa,  no  puede  obligarse  á 
ésta  á  hacer  manifestación  alguna.  —  T.  32,  p.  244. 

—  La  deducida  contra  no  parte,  debe  ser  rechazada.  —  T.  37, 
p.  466. 

—  La  demanda  en  que  se  expresa  que  se  cobra  una  suma  de  di- 
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ñero  procedente  de  pastoreo  ó  invernada  de  haciendas,  deter- 
mina claramente  la  cosa  que  se  pide  y  el  derecho  ó  titulo  en  que 
se  funda.  —  T.^  40,  p.  356. 

Demanda.  —  Cuando  se  deduce  contra  varias  personas,  no  puede 
obligárseles  á  defenderse  por  una  sola  cuerda,  si  tienen  que 
valerse  de  excepciones  diversas  ó  contradictorias. — T.  42,  p.  13. 

—  No  puede  declararse  decaído  el  derecho  de  contestar  ésta, 
si  antes  de  dicha  declaración  el  demandado  ha  deducido  excep- 
ciones (art.  8o,  Ley  Proc).  —  T.  42,  p.  329. 

—  Cuando  son  varios  los  demandantes  y  su  derecho  no  emana 
de  un  solo  y  mismo  titulo,  cada  uno  de  ellos  debe  seguir  la  de- 
manda por  separado.  —  T.  43,  p.  46. 

—  Si  contestada  ésta,  se  abre  la  causa  á  prueba,  sin  reclama- 
ción de  partes,  y  como  previa  sobre  una  de  las  excepciones 
opuestas,  la  resolución  que  sólo  decida  sobre  dicha  excepción 
es  válida.  (Se  trataba  de  una  excepción  de  falta  de  personería 
que  aunque  interpuesta  como  perentoria,  fué  admitida  y  abier- 
ta á  prueba  como  previa).  — T.  43,  p.  72. 

—  Negado  y  no  probado  el  hecho  en  que  se  funda  la  demanda 
por  cobro  de  pesos,  debe  ésta  ser  rechazada.  —  T.  49,  p.  193. 

—  Llamados  autos  para  sentencia,  no  es  admisible  la  rectifica- 
ción de  la  demanda,  alegando  que  no  es  del  demandado  toda 
el  área  expropiada.  Dicha  rectificación,  siendo  procedente,  pue- 
de hacerse  al  ejecutarse  la  sentencia.  —  T.  54,  p.  541. 

—  Debe  ser  admitida,  aquella  cuyos  hechos  fundamentales  han 
sido  probados  y  no  negados.  —  T.  56,  p.  159. 

—  No  probados  dentro  del  término  de  prueba  los  hechos  en  que 
se  funda  la  demanda,  ésta  debe  ser  rechazada.  —  T.  56,  p.  162. 

—  El  nombre  de  tercería  dado  á  la  acción  con  la.. cual  se  recla- 
ma el  dominio  y  desembargo  de  un  inmueble  embargado  en  el 
concurso,  no  es  razón  para  no  tramitar  la  demanda  con  arre- 
glo á derecho.  —  T.  58,  p,  114. 

—  Pedida  por  el  actjr  la  rescisión  del  contrato,  por  no  haberlo 
cumplido  el  demandado,  pero  declarando  que  él  está  dispues- 
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to  á  cumplirlo,  el  juez  no  resuelve  un  punto  extraño  á  la  de- 
manda, si,  no  procediendo  la  rescisión,  resuelve  que  se  cum- 
pla el  contrato  (ley  10,  tit,  47,  lib.  4,  Rec»  Cast.). — T.  58, 
p.  160. 

Demanda.  —  No  puede  ampliarse  la  contestación  á  ésta,  después 
de  trabado  el  pleito  por  demanda  y  por  respuesta^  y  de  llama- 
dos los  autos.  —  T.  60,  p.  24. 

—    Véase:  Defecto  legal;    Término. 

Demanda  contra  cónsules.  —  Véase:  Justicia  federal;  Suprema 
Corle . 

Demanda  contra  empleados  nacionales.  —  Véase  :  Justicia  fe- 
deral. 

Demanda  contra  fallido.  —  Véase  :  Concurso. 

Demanda  contra  la  nación.  —  £1  Congreso,  al  suprimir  en  el  in- 
ciso 60  del  artículo  2°  del  proyecto  de  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  los  tribunales  federales,  de  44  de  septiembre 
de  1863,  la  parte  ñnal  de  él  que  limitaba  expresamente  la  com- 
petencia de  los  jueces  de  sección  á  las  causas  en  que  la  nación 
ó  los  recaudadores  de  sus  rentas  fuesen  parte  actora^  lo  hizo 
adoptando  la  moción  de  uno  de  sus  miembros  que  para  poner 
término  á  una  discusión  demasiado  prolongada,  propuso  que 
se  uniformase  el   texto  de  esta  disposición  de  la  ley,  al  de  la 
cláusula  relativa  de  la  constitución,  y  se  reservase  á  la  Supre- 
ma Corte  fijar  en  sus  desiciones,  el  sentido  legal  de  la  última. 
(Artículo  S""  déla  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia,  de  4  4  de 
septiembre  de  1863).  —  T.  2,  p.  36. 

—  La  Suprema  Corte,  al  conocer  y  decidir  por  apelación,  la  cau- 
sa de  Bates  Stokes  y  C",  contra  el  poder  ejecutivo  (inserta  en 
el  tomo  1,  p.  259),  por  indemnización  de  averías,  no  recono- 
ció que  la  disposición  constitucional  le  daba  jurisdicción  pa- 
ra conocer  en  los  asuntos  en  que  la  nación  fuese  parte  demun^ 
dada\  sino  que  circunstancias  particulares  de  la  causa  le  daban, 
á  su  juicio,  un  carácter  especial  que  la  pone  fuera  del  alcance  del 
artículo  100  déla  Constitución.  — T.  2,  p.  36. 
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Demanda  contra  la  Nación.  —  La  interpretación  de  la  Constitu- 
ción, en  el  sentido  de  que  la  justicia  federal  sólo  puede  cono- 
cer en  la  causa  en  que  la  nación  sea  parte  demandante,  no 
significa  que  los  acreedores  de  la  nación  no  tengan  medios  de 
hacer  cumplir  sus  derechos,  porque  pueden  ocurrir  al  Congre- 
so, el  cual  está  facultado,  por  el  inciso  6<*  del  articulo  67  de  la 
Constitución,  para  arreglar  el  pago  de  la  deuda  pública  y  en 
cuya  imparcialidad,  ilustración  y  justicia,  hallarán  sus  legíti- 
mos intereses,  la  misma  protección  y  garantía  que  en  los  tribu 
nales  de  la  nación  (art.  67,  Const.  Nac).  — T.  2,  p.  36. 

—  No  hay  diferencia  alguna  entre  el  sentido  de  la  cláusula  de 
la  constitución  norte-americana,  referente  á  los  casos  en  que 
la  nación  es  parte,  y  la  correspondiente  de  nuestra  constitu- 
ción^ aunque  en  la  primera  se  diga  una  parte;  pues  esto  no  es 
sino  un  efecto  de  las  reglas  del  idioma  en  que  está  escrito. — 
T.  2,  p.  36. 

—  El  ejecutado  por  el  físco  nacional,  por  cobro  de  derechos  fis- 
cales, puede^  después  de  hecho  el  pago,  ventilar  su  excepción 
por  demanda  ordinaria  ante  el  juez  del  juicio  ejecutivo,  sin 
necesidad  de  autorización  especial  del  Congreso.   (El  fallo  que 
establece  estadoctrina, dice:  que  el  ejecutado, después  de  cum- 
plir la  sentencia  del  juicio  ejecutivo,  no  hace  sino  usar  del  de- 
recho que  el  art.  278  de  la  ley  de  procedimientos  le  acuerda  ex- 
presamente, demandando  enjuicio  ordinario  la  devolución  de  lo 
que  pretende  haber  pagado  indebidamente,  sin  necesidad  de 
autorización  especial  del  Congreso,  desde  que  ya  la  otorgó  por 
una  ley  anterior,  sin  exceptuar  el  caso  de  que  la  nación   fuese 
ejecutante.  Agrega  que  este  principio  está  reconocido  en  la  ley 
de  contabilidad  de  43  de  octubre  de  4870).  —T.  25,  p.  437. 

—  Véase:  Justicia  Federal;  Poder  Ejecutivo. 

Demanda  ordinaria.  —  Puede  deducirse,  para  cobrar  lo  indebi- 
damente pagado,  en  virtud  de  sentencia  recaída  en  el  juicio  de 
apremio  (art.  320,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  276. 

Demanda  reivindicatoría.  — Véase  :  Bienes  del  fallido. 
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Demanda  temeraria.  —  No  puede  considerarse  tal,  la  demanda 
por  cumplimiento  de  contrato  que  ha  sido  rechazada,  por  ha- 
berse debido  previamente  pedir  la  escrituración  de  él.  —  T.  28, 
p.  446. 

—  Lo  es,  la  que  se  promueve  sin  contar  con  prueba  alguna  pa- 
ra sostenerla.  —  T.  49,  p.  516. 

Demandado.  —  No  deja  de  ser  una  misma  la  persona  del  de- 
mandado, por  haberse  indicado  una  vez  el  empleo  ejercido 
por  él,  y  otra  vez  no.  —  T.  6,  p.  479. 

—  Debe  probar  su  excepción.  Si  no  lo  hace,  y  se  prueba  además 
por  el  actor  su  insubsistencia,  debe  ser  rechazada,  admitién- 
dose la  acción.  —  T.  6,  p.  199. 

—  El  demandado,  que  sin  ser  poseedor  de  la  cosa  demandada, 
responde  en  juicio  que  la  tiene,  debe  pechar  al  demandante 
que  pruebe  que  la  cosa  es  suya,  el  valor  de  la  misma.  Por 
analogía  de  razón,  los  demandados  que  aceptan  el  juicio  de- 
clarando ser  dueños  de  un  vapor  resposable  del  pago  de  ave- 
rías, debeij  responder  del  resultado  del  juicio.  Mucho  más,  si 
habiendo  antes  negado  y  después  aceptado  su  personería,  se- 
pararon con  su  intervención  al  capitán  del  vapor,  co-dueño  á 
la  vez  del  mismo,  tratando  de  presentarle  en  seguida  como  tes- 
tigo de  la  causa  (ley  2,  tít.  3,  part.  3-).  —  T.  8,  p.  202. 

—  Debe  ser  emplazado  nuevamente  (art.  1 87,  Ley  Proc. ),  cuando 
ha  sido  nula  la  cédula  de  emplazamiento.  Mucho  más,  si  el 
juez  emplazante  advierte  la  omisión  por  haberla  hecho  valer, 
aunque  en  forma  irregular,  el  emplazado.  —  T.  10,  p.  301. 

—  No  pierde  su  carácter  de  tal,  por  el  hecho  de  deducir  recon- 
vención. —  T.  41,  p.  356. 

—  El  demandado  está  obligado  á  contestar  claramente  los  he- 
chos enunciados  en  la  demanda  (art.  86,  Ley  Proc).  — T. 
13,  p.  374. 

—  El  demandado  que  debe  tener  un  ejemplar  del  contrato  de 
íletamento,  no  puede  exigir  que  el  actor  lo  acompañe  ala  de- 
manda. —  T.  16,  p.  173. 
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Demandado.  —  Debe  estimarse  confeso,  al  que  en  la  contestación 
no  contradice  los  hechos  afirmados  en  la  demanda  (art.  86,  Ley 
Proc).  —  T.  46,  p.  206. 

—  El  demandado  está  obligado  á  confesar  los  hechos  estable- 
cidos en  la  demanda.  Alegar  que  ignora  el  precio  y  cantidad 
de  lo  que  confiesa  haber  recibido,  importa  confesar  lo  que  el 
actor  establece  en  la  demanda.  Guando  esta  confesión  implí- 
cita, se  halla  corroborada  en  cuanto  á  la  cantidad,  por  el  dicho 
singular  de  los  testigos,  y  en  cuanto  al  precio,  por  no  haber  sido 
tachado  de  excesivo  y  haberse  asignado  por  el  demandado  uno 
mayor,  debe  decirse  comprobado  uno  y  otro  (art.  86,  Ley  Proc). 
—  T.  16,  p.  447. 

—  Debe  ser  absuelto,  no  probando  el  actor  los  hechos  en  que 
funda  la  demanda. —T.  19,  p.  95. 

—  El  que  notificado  en  forma  con  la  copia  de  la  demanda,  no 
comparece  en  juicio,  reconoce  implícitamente  las  conclusiones 
de  ésta.  —  T.  19,  p.  288. 

—  Debe  ser  absuelto,  no  probando  el  actor  los  hechos  alega- 
dos en  la  demanda.  —  T.  19,  p.  473. 

—  Debe  ser  absuelto,  cuando  el  actor  no  pruébalos  hechos  ale- 
gados en  la  demanda  y  señalados  en  el  auto  de  prueba.  —  T. 
20,  p.  459. 

—  Reconocida  la  acción,  el  demandado  debe  ser  condenado  al 
pago,  si  no  prueba  la  excepción  que  opone  (ley  1,  tít.  14,  part. 
3-).—T.  22,  p.  17. 

—  La  declaración  de  no  parte,  dictada  á  favor  del  demandado, 
importa  su  absolución  de  la  demanda.  —  T.  22,  p.  136. 

—  Es  deber  de  éste,  oponer  en  la  contestación,  todas  las  excep- 
ciones que  le  favorezcan,  so  pena  de  no  serle  admitidas  des- 
pués (art.  85,  Ley  Proc).  -~T.  22,  p.  276. 

—  En  caso  de  duda,  es  mejoría  condición  de  éste  por  la  ley. — 
T.  23,  p.  212. 

—  Debe  contestar  la  demanda  en  el  término  legal,  desapare- 
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ciendo  el  fundamento  de  una  excepción  dilatoria.  —  T.  23, 
p.  373. 

Demandado.  —  No  puede  cambiar  en  2^  instancia,  la  acción  de- 
ducida en  la  primera.  — T.  24,  p.  26. 

—  El  silencio  de  éste,  respecto  á  deferirse  al  juramento  estima- 
torio  del  demandante  el  importe  délos  perjuicios  sufridos,  de- 
be considerarse  como  asentimiento  (art.  86,  Ley  Proc).  —  T. 
24,  p.  337. 

—  Debe  ser  absueito,  no  siendo  probados  los  hechos  que  fun- 
dan la  acción.  —  T.  30,  p.  363. 

—  Resultando  que  la  cosa  demandada  ha  sido  ofrecida  antes  y 
después  de  la  demanda,  corresponde  absolver  de  ésta  al  de- 
mandado. —  T.  31 ,  p.  246. 

—  No  probados  los  hechos  de  la  demanda,  debe  estarse  á  lo 
que  reconoce  el  demandado.  —  T,  47,  p.  115. 

—  El  demandado  personalmente  por  cobro  de  trabajos,  que  re- 
conoce haber  mandado  hacer,  sin  haber  probado  que. los  man- 
dó hacer  en  nombre  de  otro,  debe  ser  condenado  al  pago  del 
valor  de  las  partidas  que  no  han  sido  contestadas,  y  cuyo  pre- 
cio se  ha  probado  no  ser  exagerado  (art.  1197,  Cód.  Civ.).  — 
T.  54,  p.  532. 

—  Mientras  no  se  verifique  la  citación  de  evicción,  el  deman- 
dado no  está  obligado  á  contestar  la  demanda.  (Véase  :  Evic- 
ción). —  T.  57,   p.  396. 

—  Éste  no  puede  exonerarse  de  sus  obligaciones,  por  haber 
transferido  á  otros  el  contrato,  si  no  consta  que  la  transferencia 
haya  sido  aceptada  por  el  demandante  (art.  814,  Cód.  Civ.).  — 
T.  58,  p.  160. 

—  £1  demandado  en  juicio,  no  puede  exigir  que  la  demanda 
se  entienda  también  con  otras  personas,  so  pretexto  de  que  tie- 
nen interés  en  su  resultado  final.  —  T.  61,  p.  419. 

—  Véase  :  Emplazamiento;  Rebeldía. 

Demandante.  —  Puede  pedir  la  entrega  de  los  justificativos  de  su 
demanda,   para  ocurrir  con  ellos  á  la  jurisdicción  provincial. 
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si  no  se  ha  acreditado  que  el  conocimiento  y  decisión  de  la  mis- 
ma corresponde  á  la  justicia  nacional.  —  T.  11,  p.  227. 

Demandante. — Puede  acumularen  la  demanda  diversas  acciones, 
no  siendo  contrarias  entre  sí  (art.  58,  Ley  Proc). — T.  34,  p.  422. 

—  Véase  :  Justicia  federal. 

Demencia.  —  No  es  prueba  de  la  demencia  de  un  contratante  en 
el  tiempo  del  contrato,  el  testimonio  de  personas  que  la  decla- 
ran, fundando  su  juicio  sobre  hechos  transitorios,  y  que  pue- 
den tener  otra  explicación  que  la  demencia,  y  sin  aseverar  que 
ésta  era  habitual  ó  existíaen  el  tiempo  del  contrato. — T .  7,  p.  221 . 

—  La  expresión  de  loco,  empleada  después  del  contrato,  por  uno 
de  los  contratantes  para  calificar  al  otro,  y  que  se  ha  explicado 
en  el  sentido  de  calificarle  como  extravagante,  no  es  prueba 
deque  éste  estuviera  loco  en  el  tiempo  del  contrato.  — T.  7,  p. 
221. 

—  Si  contra  esas  presunciones,  existe  el  testimonio  de  diez 
testigos  sobre  la  cordura  del  presunto  loco,  el  valor  da- 
do á  las  opiniones  del  mismo  por  los  que  sostienen  la  demen- 
cia, las  obligaciones  contraidas  por  aquél  y  tenidas  por  válidas, 
el  no  haberse  pedido  nombramiento  de  curador,  el  haber  sido 
el  escribano  otorgante  de  una  de  sus  obligaciones,  uno  de  los 
interesados  en  sostener  la  locura,  el  haberse  presentado  aquél 
en  juicio  sin  curador,  y  aceptado  por  el  juez  y  sus  acreedores  la 
cesión  de  sus  bienes,  la  positiva  declaración  de  la  esposa  so- 
bre su  cordura  en  el  tiempo  del  contrato,  y  el  silencio  de  otro 
de  los  interesados  que,  siendo  acreedor  aceptó  la  cesióp,  debe 
decidirse  que  no  existia  la  demencia  en  el  tiempo  del  contrato. 
—  T.  7,  p.221. 

Demolición.  —  Véase  :  Edificación. 

Demora.  —  La  de  la  salida  de  un  buque,  no  es  consecuencia  di- 
recta é  inmediata  de  la  demora  en  el  pago  de  los  fletes,  mucho 
más,  si  ésta  pudo  evitarse,  dándose  antes  la  fianza  que  el  capi- 
tán diera  con  posterioridad.  —  T.  10,  p.  114. 

— :    La  demora  no  justificada  de  la  definición  de  un  proceso  cri- 
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minal,  da  lugar  á  que  pueda  descontarse  de  la  pena  infligida, 
el  tiempo  de  prisión  sufrido  por  el  condenado  durante  dicha 
demora.  —  T.  10,  p.  334. 

Denuncia.  —  No  debe  ser  general  y  vaga,  sino  contraída  á  he-: 
chos  determinados  y  especiales^  con  expresión  de  las  circuns- 
tancias que  puedan  guiar  al  juez  en  su  investigación,  y  con  la 
designación  de  los  autores  del  delito.  —  T.  1,  p.  40. 

—  Hecha  una  denuncia  de  fraude  en  la  aduana,  debe  estarse  á 
ella,  si  su  esclarecimiento  se  hace  imposible  por  culpa  del  de- 
nunciado. —  T.  23,  p.  338. 

—  Los  empleados  de  aduana,  no  pueden  presentar  denuncia  de 
contrabando  á  los  tribunales :  deben  hacerla  al  jefe  de  la  adua- 
na, por  conducto  de  su  superior  inmediato  (art.  1039,  Ord.). 
—  T.  60,  p.  224. 

—  Véase  :  Mina. 

Denunciante.  —  Habiendo  cesado  la  razón  por  laque  el  denun- 
ciante pedía  su  intervención  en  el  sumario,  no  debe  hacerse 
lugar  á  ella,  sin  perjuicio  de  que,  terminado  el  sumario,  pueda 
constituirse  en  parte  acusadora.  —  T.  25,  p.  298. 

—  £1  de  contrabando  de  guano,  no  tiene  derecho  de  intervenir 
en  el  juicio  correspondiente.  (El  art.  33  de  la  ley  de  aduana 
de  1895,  se  refiere  solamente  á  los  empleados  de  la  misma).  — 
T.  60,  p.  U. 

—  Véase :  Personería. 

Dependiente.  —  El  dependiente  interesado  en  parte  de  las  uti- 
lidades de  un  negocio,  no  es  socio  ni  solidario  en  los  créditos 
y  deudas  de  la  casa  (art.  151,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  17,  p.  457. 

—  El  empleado  contratado  por  año^  ""destituido  antes  del  año, 
por  hechos  cometidos  en  el  ejercicio  de  su  empleo,  que  han 
motivado  un  juicio  criminal  contra  él  por  parte  del  principal, 
no  puede  pedir  que  éste  le  pague  los  gastos  hechos  en  el  de- 
sempeño de  sus  funciones  y  el  sueldo  anual,  mientras  no  esté 
resuelto  el  juicio  criminal  intentado  (art.  1101,  Cód.  Civ.).  — 
T.  45,  p.  237. 
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Depositante.  —  La  reunión  de  haciendas  etní>argadas  para  ser 
entregadas  á  los  compradores,  debe  hacerse  á  costa  del  depo- 
sitante (art.  22<8  y  2224,  Cód.  Civ.).  —  T.  54,  p.  374. 

Depositario.  —  Debe  poner  en  el  cuidado  de  las  cosas  deposi* 
tadas,  el  misrno  cuidado  que  en  las  suyas  propias  (art.  2202  y 
2203,  Cód.  Civ.).  —  T.  13,  p.  475. 

—  £1  de  caballos  ajenos  sacados  de  su  custodia,  no  puede  co- 
brar el  valor  de  aquellos,  como  suyo,  ni  sin  poder  bastante  de 
los  dueños.  —  T.  46,  p.  339. 

—  Está  obligado,  cuando  el  depósito  es  irregular,  á  restituir  otro 
tanto  del  dinero  depositado,  con  tal  que  sea  de  la  misma  espe- 
cie (art.  2220,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  255. 

—  El  depositario  de  bienes  embargados  en  causa  criminal,  en  la 
que  se  ha  sobreseído  en  virtud  de  ley  posterior  de  amnistía, 
tiene  derecho  á  que  se  le  abonen  sus  honorarios  y  gastos  con- 
servatorios hechos,  contra  el  dueño  de  los  bienes.  El  mismo 
depositario  es  responsable  solamente  del  cuidado  de  la  cosa 
depositada,  y  no  de  lo  que  ésta  pueda  producir  con  un  trabajo 
especial.  Él  está  autorizado  además^  á  vender  lo  indispensable 
para  sufragar  los  gastos  necesarios  de  conservación,  siempre 
que  la  venta  sea  hecha  á  los  precios  corrientes  ó  mejores.  — 
T.  48,  p.  457. 

—  El  de  un  buque,  tiene  derecho  á  recibir  los  salarios  corres- 
pondientes. —  T.  24,p.  449. 

—  Al  depositario  judicial,  se  le  deben  los  gastos  necesarios  he- 
chos para  la  guarda  y  conservación  de  la  cosa  depositada.  — 
T.  24,  p.  534. 

—  No  procede  ulterior  modificación  en  la  regulación  hecha  al 
depositario  judicial  por  razón  de  gastos^  cuando  por  tal  razón 
se  aumentó  la  fijada  por  sólo  sus  honorarios.  —  T.  48,  p.  328. 

—  Trabado  embargo  sobre  haciendas,  el  depositario  nombrado, 
á quien  no  le  han  sido  entregadas  individualizadas,  no  puede 
ser  obligado  á  su  devolución.  —  T.  54,  p.  374. 

—  Véase:  Prueba, 


—  281  —  DEP 

Depósito.  —  La  excepción  de  depósito/ hecha  por  un  tercero^  no 
es  procedente  ante  una  carta  reconocida  en  juicio,  en  que  se 
declara  estar  á  disposición  del  demandante  la  suma  reclamada. 
—  T.  7,  p.  279. 

—  Consentido  un  auto  ordenando  que  se  saque  de  poder  de  uno 
un  depósito  de  dinero^  debe  llevarse  á  efecto,  mucho  más  si 
hay  razón  para  temer  diñcultades  continuando  el  depósito  así. 
No  es  razón  para  dejar  sin  efecto  dicho  auto,  la  de  no  poderse 
depositar  el  dinero  con  seguridad  don(fe  el  juez  ordenó,  exis- 
tiendo otras  casas  donde  hacerlo.  —  T.  8,  p.  152. 

—  En  el  contrato  de  compra-venta  mercantil,  si  el  comprador 
se  negase  á  recibir  la  especie  comprada,  debe  ésta  ponerse  á 
disposición  de  la  autoridad  judicial,  para  que  ordene  su  depó- 
sito ó  venta  pública  por  cuenta  del  comprador  (art.  521  y  535, 
Cód.  Com.  ant.).  •—  T.  9,  p.  5. 

—  Aun  cuando  éste  no  puede  probarse  por  testigos,  cuando  ex- 
cede de  doscientos  pesos  fuertes^  sin  embargo  la  prueba  será 
completa  si  concurre  la  confesión  del  depositario  (art.  2201, 
Cód.  Civ.;.  —  T.  13,  p.  175. 

—  No  está  este  contrato  subordinado  á  forma  alguna  particular 
y  se  considera  consumado,  por  el  hecho  de  estar  en  poder  del 
depositario  la  cosa  del  deponente  (art.  2200,  Cód.  Civ.).  —  T. 
13,  p.  175. 

—  £1  que  demanda  arca  cerrada  ó  sellada,  no  está  obligado  á 
probar  la  cantidad  ó  cosa  que  contenía,  en  caso  de  haber  sido 
abierta  por  el  depositario  ó  por  su  culpa,  debiendo  estarse  en- 
tonces á  la  manifestación  jurada  que  haga  el  deponente  (ley 
15,  tít.  2,  part.  3*;  art.  2205,  Cód.  Civ.).  —  T.  13,  p.  175. 

—  Un  depósito  hecho  en  1874,  en  pesos  fuertes  oro,  debió  ser 
restituido  en  la  misma  moneda,  ó  en  la  de  curso  legal  al  cam- 
bio del  día  del  pago.  El  hecho  de  haber  sido  entregada  al  de- 
positante la  suma  de  dos  mil  pesos  fuertes  en  moneda  de  cur- 
so legal,  no  importa  la  renuncia  de  su  derecho  por  parte  de 
aquél  (art.  619  y  918,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  49. 
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Depósito.  —  El  depósito  por  vía  de  embargo  álos  efectos  del  jui- 
cio ejecutivo,  difiere  substancialmente  del  depósito  á  los  obje- 
tos de  la  consignación  en  pago,  respondiendo  el  uno  al  cum- 
plimiento de  las  formalidades  del  procedimiento,  ó  sea,  las  exi- 
gencias de  la  ley  de  forma  (art.  265  y  correlativos,  Ley  Proc), 
y  el  otro  á  la  satisfacción  de  la  deuda,  ó  sea,  á  las  prescripciones 
de  la  ley  de  fondo  (art.  756  y  sig.,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  588, 

—  Véase :  Consentimiento, 

Depósitos  bancaríos.  —  Los  depósitos  hechos  en  los  bancos,  es- 
tán sujetos  i  las  disposiciones  de  las  leyes,  estatutos  y  regla- 
mentos de  la  institución  {art.  740,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  24, 
p.  485. 

Depósitos  de  aduana. —  Los  propietarios  de  éstos,  tienen  el  de- 
recho y  los  privilegios  del  locador  por  el  almacenaje  que  seles 
deba.  En  concurrencia  con  el  fisco  por  los  derechos  de  aduana, 
son  preferidos  por  las  dos  últimas  anualidades  vencidas  (art. 
3883  y  3904,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  480. 

Depósitos  de  mercaderias.  —  £1  comerciante  que  no  ejerce  el 
negocio  de  barraca  y  tiene  depósitos  paralas  mercaderías  de  su 
propiedad,  es  el  dueño  de  las  que  resultan  allí  depositadas  co- 
mo de  su  pertenencia.  No  es  admisible  el  reclamo  del  tercero  que 
alegó  dominio  sobre  ellas,  cuando  no  resulta  haber  sido  depo- 
sitadas porsu  cuenta  y  haber  tenido  por  un  momento  su  pose- 
sión. —  T.  30,  p.  588. 

Depósitos  fiscales.  —  En  caso  de  pérdida  ó  extravío  de  merca- 
derías en  los  almacenes  habilitados  para  depósitos  fiscales  de 
aduana,  los  dueños  y  encargados  de  éstos,  no  probándose  dolo, 
deben  ser  juzgados  por  las  disposiciones  especiales  de  las  or- 
denanzas de  aduana  que  lo  rigen  (art.  289,  Ord.).  —  T.  46, 
p.  50. 

—  Véase  :  Mercaderias. 

Derecho.  —  Nadie  tiene  el  de  hacerse  justicia  por  sí  mismo.  — 
T.  23,  p.  450. 

Derecho  adquirido.  —  Nadie  puede  tener  un  derecho  adquirido 
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de  comprometer  la.salud  pública  con  el  uso  que  haga  de  su  pro- 
piedad, y  especialmente  con  el  ejercicio  de  una  profesión  ó 
industria.  —  T.  31,  p.  273. 

Derecho  común.  —  En  caso  de  aplicarse  por  la  justicia  nacio- 
nal las  leyes  criminales  del  derecho  común,  deben  serlo  con 
la  moderación  que  ha  introducido  la  práctica  de  los  tribuna- 
les de  las  provincias  {art.  93,  Ley  Penal).  —  T.  6,  p.  459. 

—  El  Código  Criminal  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  forma 
actualmente  el  derecho  común  á  que  se  refiere  el  articulo  93 
de  la  ley  penal  de  1863.  —  T.  25,  p.  419. 

Derecho  en  espectativa'.  —  Véase :  Retención, 

Derecho  originario.  —  El  que  deduce  interdicto  fundado  sobre 
su  propia  posesión  y  el  despojo  verificado  por  el  demandado^ 
ejerce  un  derecho  originario  y  no  cedido  de  aquel  de  quien  hu- 
bo la  posesión.  —  T.  27,  p.  220. 

Derechos  de  aduana.  —  Pueden  abonarse  en  oro  ó  su  equiva- 
lente en  plaza,  en  boliviano  (art.  12  de  la  ley  de  1876^.  —  T. 
18,  p.  147. 

—  Los  efectos  que  se  trasborden  sinjintervención  del  Resguar- 
do, si  constan  en  el  manifiesto  del  buque,  pagan  derechos  co- 
mo introducidos  á  plaza  (art.  99,  987  y  990,  Ord.  ant.).  —  T. 
18,  p.  319. 

—  Las  mercaderías  que,  constando  en  el  manifiesto  del  buque, 
permanezcan  á  bordo  á  la  salida  de  éste,  pagarán  derechos  co- 
mo si  se  introdujeran  aplaza. —  T.  24,  p. 80. 

—  Pasados  diez  años  desde  la  entrada  ó  salida  del  buque,  según 
se  trate  de  derechos  de  importación  ó  exportación,  no  puede  for- 
mularse reclamo  alguno  por  cobro  de  derechos  de  aduana 
(art.  433,  Ord.).  —  T.  25,  p.  135. 

—  Comprobada  la  efectividad  de  un  trasbordo,  las  irregulari- 
dades cometidas  en  la  ejecución  de  la  operación,  someten  al 
dueño  de  las  mercaderías  trasbordadas  á  la  pena  del  pa^o  de 
derechos.  Esas  mismas  irregularidades,  respecto  délos  emplea- 
dos que  las  toleraron  y  consintieron,  deben  darse  por  compur- 
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gadas  con  la  destitución  del  enipleo,  y  con  la  prisión  de  un 
año  y  once  meses  (art.  94.  96,  651  y  927,  Ord.).  —  T.  34, 
p.  201. 

Derechos  de  aduana.  —  Véase :  Prescripción, 

Derechos  de  exportación. —  Las  pieles  lanares,  los  pagan  con 
arreglo  al  peso  y  no  al  número  (tarifa  de  avalúos  de  1880).  — 
T.  22,  p.  216. 

Derechos  hereditarios.  —  Véase :  Juicio  radicado. 

Derechos  posesorios.  —  Véase  :  Comprador. 

Derechos  procuratorios.  —  Véase  :  Costas, 

Derechos  reales.  —  Los  del  acreedor  prendario,  sólo  se  adquie- 
ren con  la  posesión  real  de  las  cosas  dadas  en  prenda  (art. 
3204  y  3205,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  462. 

—  La  obligación  de  todos  los  bienes  del  deudor,  hecha  en  e  1 
contrato  de  préstamo,  no  importa  la  constitución  de  un  dere* 
cho  real  sobre  ellos.  —  T.  45,  p.  243. 

Desacato.  —  Los  desacatos  á  los  tribunales,  no  se  escusan  ale- 
gando acaloramientos  producidos  por  el  desconocimiento  de  lo 
que  las  partes  creen  su  derecho.  —  T.  7,  p.  76. 

—  La  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los   tribunales 
nacionales,   concede  á  éstos  la  facultad  de  corregir  por  sí  mis- 
mos los  desacatos  que  se  cometan  en  los  alegatos  y  audiencias 
(art.  19.  Ley  Jurisd.).  —  T.  8,  p.  195. 

—  El  oficial  de  justicia,  desempeñando  una  comisión  del  juzga- 
do, aunque  no  asociado  por  el  escribano,  inviste  autoridad 
pública,  y  quien  le  falte  al  respeto,  comete  el  delito  de  desa- 
cato definido  por  el  inciso  3^,  articulo  30  de  la  ley  penal.  —  T. 
15,  p.  204. 

—  El  desacato  contra  la  autoridad  que  consiste  en  insulto,  es 
penado  con  prisión  de  dos  á  doce  meses,  ó  una  multa  de  40  á 
400  pesos  fuertes,  ó  una  y  otra  juntamente  (art.  30  y  32,  ley  pe- 
nal de  1863).  —  T.  16,  p.  57. 

—  Una  presentación  ante  la  .Suprema  Corte  pidiendo  sobresei- 
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miento,  hecha  por  un  procesado  como  traidor  á  la  patria,  y 
bajo  un  auto  de  prisión  que  no  ha  podido  ejecutarse,  no  obs- 
tante los  edictos  y  exhortos  expedidos  para  su  captura,  impor- 
ta un  desacato  á  la  justicia  y  una  falta  de  respeto  al  Supremo 
Tribunal.  £1  peticionante  en  estas  condiciones,  debe  ser  preso 
y  puesto  á  disposición  del  juez  de  la  causa.  —  T,  23,  p.  388. 

Desacato.  —  Véase  :  Habeas  corpus. 

Desalojo.  —  £1  de  la  cosa  locada,  debe  hacerse  dentro  del  térmi- 
no legal,  después  de  repuestos  los  deterioros  hechos  en  ella 
(art.  4509,  Cód.  Civ.).  —  T.  22,  p.  123. 

—  Notificado  el  inquilino  según  convenio  previo,  que  á  los  seis 
meses  debe  desocupar  la  casa,  y  aceptada  la  notificación,  pasa- 
do ese  término  debe  ordenarse  el  desalojo.  —  T.  25,  p.  113. 

—  Convenidas  las  partes  en  que  se  ordene  el  desalojo  si  no  son 
ciertos  los  hechos  alegados  por  el  ocupante,  y  resultando  ser 
estos  falsos,  debe  ordenarse  el  desalojo.  —  T.  25,  p.  240. 

—  Procede  esta  acción,  contra  el  locatario  que  no  paga  los  al- 
quileres (art.  1579,  Cód.  Civ.).  —  T.  29,  p.  30. 

—  No  habit3ndose  justiñcado  que  el  condenado  á  desalojar  haya 
dejado  de  poseer,  la  sentencia  de  desalojo  debe  cumplirse  con- 
tra él.  —  T.  31,  p.  13. 

—  £1  comprador  de  una  finca  puede  deducir  .contra  el  que  la 
ocupa  como  inquilino  del  antiguo  propietario,  el  juicio  de  de- 
sahucio, mas  no  el  interdicto  de  adquirir  la  posesión.  Dedu- 
cido éste  y  no  el  juicio  de  desalojo,  la  demanda  debe  ser  recha- 
zada (art.  2496  y  2497,  Cód.  Civ.).  —  T.  3í,  p.  63. 

—  £1  término  para  desalojar  el  inquilino  de  una  finca  urbana, 
arrendada  sin  fijación  de  tiempo,  es  de  40  dias,  aunque  en  ella 
se  tenga  negocio  de  tienda  (art.  i509,  Cód.  Civ.).  —  T.  32,  p. 
227. 

—  Para  que  se  admita  la  demanda  de  desalojo  fundada  en  el 
dominio,  es  necesario  probarla  adquisición  de  éste.  —  T.  32, 
p.  301. 

—  No  comprobada  la  adquisición  de  la  posesión,  y  comprobada 
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por  el  contrario^  la  posesión  treintenaria  del  demandado,  debe 
rechazarse  la  acción  de  desalojo.  —  T.  32,  p.  301. 

Desalojo.  — Consentida  la  sentencia,  en  cuanto  declara  res- 
cindido el  contrato  de  locación,  y  apelada  en  cuanto  al  térmi- 
no de  quince  días  fijado  para  el  desalojo,  debe  ser  confir- 
mada en  esta  parte,  una  vez  que  resulta  haber  transcurrido 
más  de  un  año  desde  la  fecha  de  la  sentencia.  —  T.  35,  p.  429. 

—  El  juicio  de  desalojo  ante  los  tribunales  federales,  no  es  su- 
mario, y  no  exime  al  juez  de  pronunciarse  sobre  el  pago  de 
mejoras  reclamado  por  reconvención.  — T.  40,  p.  56. 

—  La  demanda  por  desalojo  de  una  finca  ocupada  en  virtud  de 
un  contrato^  por  devolución  de  enseres  y  pago  de  daños  y  per- 
juicios, es  ordinaria;  y  la  omisión  de  las  formalidades  pres- 
criptas  para  la  tramitación  del  juicio  ordinario,  constituye  vi- 
cio de  nulidad.  —  T.  42,  p.  465. 

—  Vencido  el  término  fijado  al  contrato  de  locación,  procede 
el  desalojo  inmediato  de  la  finca,  aunque  el  inquilino  haya 
continuado  ocupándola  en  las  mismas  condiciones  estableci- 
das en  el  contrato.  —  T.  53,  p.  271. 

—  La  locación  de  una  casa  en  la  que  el  inquilino  ha  puesto  un 
negocio  de  armería,  no  puede  ser  considerada,  á  los  efectos  del 
término  para  el  desalojo,  como  la  locación  de  un  estableci- 
miento comercial  é  industrial  (art  1509  y  1610,  Cód.  Civ.).  — 
T.58,  p.  302. 

—  Véase:  /mlicia  federal;  Locación, 

Descarga.  —  Los  días  en  que  se  interrumpe  la  descarga  por  cul- 
pa ó  conveniencia  del  capitán,  y  en  que  el  trabajo  en  el  puerto 
no  es  permitido,  no  deben  considerarse  como  útiles  para  la 
descarga.  —  T.  6,  p.  342. 

—  £1  día  lunes  de  pascua,  se  cuenta  como  útil  para  la  descarga. 
— T.  6,  p.  342. 

—  No  se  considera  efectuada,  mientras  no  lleguen  las  mercade- 
rías atierra;  mucho  más  si,  según  los  conocimientos,  debe 
ella  hacerse  por  los  consignatarios  del  buque.  —  T.  10,  p.  12. 
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Descarga.  —  La  descarga  de  mercaderías,  no  puede  considerarse 
sino  como  un  solo  acto,  que  concluye  al  terminar  totalmente 
aquella.  —  T.  10,  p.  39. 

—  La  cláusula  estipulada  en  el  contrato  de  fletamento,  de  que 
la  descarga  debe  hacerse  por  el  consignatario  del  buque  por 
cuenta  y  riesgo  del  de  la  carga,  no  constituye  un  verdadero 
mandato  de  éste  á  aquél,  para  hacer  la  descarga :  no  es  sino  una 
de  las  condiciones  del  contrato  de  fletamento  (art.  1 186,  inc. 
40  y  9°,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  11,  p.  209. 

—  No  mediando  estipulación  alguna  en  el  contrato  de  fleta- 
mentó,  para  la  descarga  de  un  buque,  ella  debe  verificarse  se- 
gún el  uso  de  la  plaza,  que  es  á  razón  de  30  toneladas  por  cada 
día  hábil. —  T.  11,  p.  446. 

r-  Cuando  los  gastos  de  desembarque,  no  han  sido  determina- 
dos de  antemano,  deben  abonarse  con  arreglo  alo  que  se  acos- 
tumbra pagar  en  el  puerto  de  la  descarga  (art.  1214  y  regla  X 
del  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  318. 

—  Aceptando  un  consignatario  de  mercaderías  existentes  á  bor- 
do, que  un  lanchero  haga  la  descarga,  contrae  por  el  hecho,  la 
obligación  de  pagarle  tanto  el  lanchaje  como  las  estadías.  A 
falta  de  contrato,  ó  cláusula  expresa  sobre  estadías,  debe  es- 
tarse al  uso  del  puerto  (art.  1214,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  20, 
p.  451. 

—  El  término  para  la  de  un  buque,  debe  contarse  desde  el  día 
siguiente  al  en  que  la  aduana  expide  el  alije.  —  T.  21,  p.  591. 

—  El  tiempo  en  que  debe  evacuarse  la  descarga  de  un  buque, 
se  determina  por  la  póliza  de  fletamento,  y  en  su  defecto^  por 
el  uso  del  puerto  de  la  descarga  (art.  1214,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  21,  p.  629. 

—  Puestas  en  lanchas  las  mercancías  manifestadas  y  parte  de 
ellas  en  tierra,  debe  considerarse  como  concluida  la  descarga. 
—  T.  24,  p.  557. 

—  En  la  locución  domingos  exceptuados,  empleada  en  el  contrato 
de  fletamento,  en  la  cláusula  relativa  á  los  días  señalados  para 
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la  carga  y  descarga,  se  comprenden,  en  los  puertos  de  la  Re- 
pública, los  días  declarados  ofícíalmente  de  fiesta  y  los  inhá- 
biles por  razón  del  tiempo.  —  T.  25,  p.  293. 

Descarga.  — £n  el  término  estipulado  para  ella,  deben  con- 
tarse no  sólo  los  días  hábiles  enteros,  sino  también  las  frac- 
ciones de  ellos,  según  la  estadística  que  llévala  prefectura  ma- 
rítima. —  T.  25,  p.  :364. 

—  De  los  días  de  demora,  deben  descontarse  los  empleados  por 
el  capitán  en  lastrar  el  buque,  en  que  no  se  ha  podido  seguir 
la  descarga,  aunque  éstos  hayan  sido  después  de  empezada  la 
demora.  —  T.  25,  p.  364. 

—  Puesta  la  carga  en  tierra  ó  en  lanchas,  se  considera  hecha  la 
descarga  del  vapor,  y  aunque  éste  tenga  patente  de  paquete,  no 
está  en  tiempo  para  rectificar  el  manifiesto  (art.  846  y  847,  Ord.). 

—  T.  34,  p.30. 

—  No  habiendo  el  actor  afirmado  ni  probado  que  se  haya  dado 
aviso  de  estar  el  buque  l¡st<»  para  la  descarga,  y  no  habiendo 
probado  que  lo  estuviese  antes  del  día  señalado  por  los  deman- 
dados en  su  contestación,  debe  estarse  á  esta  última  fecha,  si 
la  descarga  se  ha  verificado  dentro  del  término  estipulado.  — 

—  T.  56,  p.  153. 

—  Los  días  concedidos  para  la  descarga,  se  cuentan  desde  que 
el  buque  está  en  el  paraje  designado,  y  listo  para  entregar  la 
carga.  —  T.  38,  p.  116. 

—  Cuando  es  de  uso,  ó  se  ha  convenido  hacer  la  descarga  en 
muelle,  los  días  se  cuentan  desde  el  siguiente  al  en  que  el  buque 
haya  atracado  al  muelle,  con  aviso  á  los  consignatarios.  —  T. 
58,  p.  116. 

—  Véase :  Lanchero. 

Desembargo.  —  Acreditado  por  un  tercero  el  dominio  sobre  una 
tropa  de  carretas,  embargada  para  asegurar  el  pago  de  la  deu- 
da de  otro,  debe  ordenarse  el  desembargo.  —  T.  10,  p.  350. 

—  No  puede  hacerse  lugar  al  desembargo  de  unos  arriendos,  so- 
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bre  los  cuales  existe  ya  una  cosa  juzgada  que  lo  rechazó.  — 
T.  21 ,  p.  547. 

Desembargo.  —  Puede  ordenarse,  después  de  hecho  el  pago  en 
la  misma  moneda  en  que  se  hizo  y  consintió  la  liquidación.  — 
T.  22,  p.  223. 

—  Ordenado  el  levantamiento  de  un  embargo,  y  mandado  hacer 
para  el  efecto  y  á  pedido  de  la  parte,  un  reconocimiento  peri- 
cial sobre  el  estado  de  las  cosas  embargadas,  no  procede  que 
el  juez  encargado  de  ejecutar  el  desembargo,  dicte  providencia 
declarando  que  éstas  han  sido  alteradas  por  razón  del  embar- 
go. —  T.  58,  p.  206. 

Deserción  de  recurso.  —  No  mejorándose  la  apelación  en  el 
término  del  emplazamiento,  se  declara  desierto  el  recurso  á  la 
primera  rebeldía  que  acusa  el  apelado  (art.  214,  Ley  Proc-).  — 
T.  7,  p.  17,18  y  300;  t.  12,  p.  83,  85,  89.  93,  223  y  405;  t. 
13,  p.  23,  93. 105,353,  4i9  y  427;  t.  14.  p.  101.  141  y  264  ;  t. . 
15,  p.  63.  129  y  324;  t.  16,  p.  27,  34,  59,  91,  134.  813,  320, 
367,  409,  451,  469  y  484;  t.  17,  p.  63  y  227  ;  t.  18.  p.  135, 
230  y  234 ;  t.  19,  p.  209  y  400  ;  t.  20,  p.  69  y  70  ;  t.  21 .  p.  62, 
271,  432,  497  y  542;  t,  22,  p.  153  y  189;  t.  23,  p.  179,  487. 
530  y  536 ;  t.  24,  p.  157  ;  t.  43,  p.  359;  t.  45.  p.  345  y  367  ; 
t.  46,  p.  45.  125  y  406;  t.  47,  p.  353,  494,  506  y  511  ;  t.  48,  p. 
16  y  63;  t.  54.  p.  124. 

—  No  expresando  agravios  el  apelante  dentro  del  término  déla 
ley,  se  declara  desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que 
acuse  el  apelado  (art.  217,  Ley  Proc).  —  T.  16,  p.  402. 

—  Es  jurisprudencia  adoptada  por  la  Suprema  Corte,  no  decla- 
rar desierto  el  recurso,  cuando  el  escrito  de  rebeldía  se  pre- 
senta á  su  acuerdo  en  la  misma  audiencia  que  el  de  expresión 
de  agravios.  (La  presentación  del  escrito  de  rebeldía,  por  estar 
vencido  el  término,  no  produce  ipso  fació,  el  efecto  de  quedar 
desierto  el  recurso,  porque  es  necesaria  providencia  judicial 
que  así  lo  declare).  —  T.  28,  p.  449. 

—  La  renuncia  del  apoderado  apelante,  no  suspende  el  termi- 

ta 
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no  establecido  por  la  ley  para  mejorar  el  recurso  de  apelación; 
y  acusada  la  rebeldía  por  el  apelado,  debe  aquél  declararse  de- 
sierto (art.  1978,  Cód.  Civ.;  ley  24,  tít.  5»part.  3*).— T.  31  ,p.  285. 

Deserción  de  reeurso.  —  No  corresponde  al  juez  de  sección, 
conocer  en  el  incidente  sobre  deserción  de  la  apelación  inter- 
puesta contra  sus  sentencias.  —  T.  32,  p.  339. 

—  Vencido  el  término  del  emplazamiento,  la  mejora  del  recurso 
no  impide  que  sea  declarada  la  deserción,  si  se  presenta  des- 
pués de  la  rebeldía  acusada^  aunque  ésta  lo  haya  sido  antes  de 
la  remisión  de  los  autos  (art.  214,  Ley  Proc.).  —  T.  44,  p. 
125. 

—  La  del  recurso  de  apelación  por  no  haberse  expresado  agra- 
vios en  tiempo,  es  fundada  en  la  ley  (art.  217,  Ley  Proc.)  y  en 
la  jurisprudencia  invariable  de  la  Suprema  Corte.  — T.  46, 
p.  259. 

—  La  mejora  hecha  después  de  vencido  el  término  legal  y  de 
acusada  la  rebeldía  por  el  apelado,  no  impide  la  declaración 
de  deserción  del  mismo  (art.  214,  Ley  Proc).  — T.  47,  p.  354. 

—  La  presentación  en  tiempo  del  escrito  de  mejora,  que  fué  re- 
chazado por  la  secretaría,  por  no  acompañarse  los  sellos  de  re- 
posición del  poder,  autoriza  á  no  declarar  la  deserción  del  re- 
curso. —  T.  54,  p.  401. 

—  La  rebeldía  por  la  no  mejora  del  recurso,  puede  acusarse 
aunque  los  autos  no  se  hallen  todavía  ante  la  Suprema  Corte, 
y  se  despacha  con  el  certificado  de  secretaría,  una  vez  remiti- 
dos aquellos.  —  T.  54,  p.  99  y  107. 

—  Acusada  la  rebeldía  que  no  pudo  proveerse  por  no  hallarse 
aún  los  autos  ante  la  Suprema  Corte,  se  declara  desierto  el  re- 
curso una  vez  remitidos  estos.  —  T.  54,  p.  290. 

—  Acusada  la  rebeldía  en  tiempo,  antes  de  remitirse  los  autos  á 
la  Suprema  Corte,  debe  declararse  la  deserción  del  recurso  una 
vez  llegados  éstos  (ari.  214,  Ley  Proc).  --  T.  57,  p.  151. 

—  Véase :  Expresión  de  agravios  ;  Incidente. 

Desglose.  —  Una  vez  reconocida  la  autenticidad  de  un   docu- 
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mentó,  no  puede  el  que  lo  reconoció  pedir  su  desglose,  funda- 
do en  su  presentación  tardía  en  autos,  sin  perjuicio  de  que  por 
la  senteneia  se  aprecie  el  alcance  de  tai  acto,  en  los  términos 
en  que  se  ha  verificado.  —  T.  40,  p.  475. 

Desglose.  —  No  procede,  el  de  actuaciones  que  forman  parte 
integrante  y  elementos  necesarios  del  proceso.  —  T.  45, 
p.  322. 

Desistimiento.  —  El  del  juicio  arbitral,  cuando  el  arbitraje  es 
forzoso,  importa  el  de  las  acciones  y  excepciones ,  deducidas 
por  las  partes  en  el  juicio.  —  T.  5,  p.  126. 

—  Pedir  que  se  deje  sin  efecto  el  juicio  arbitral,  por  no  querer 
continuar  el  asunto,  importa  un  verdadero  desistimiento.  —  T. 
5,  p.  126. 

—  No  puede  hacerse  lugar  en  una  acción  de  condominio,  pro- 
movida por  los  condóminos  ante  la  justicia  nacional,  al  desis- 
timiento de  uno  de  ellos  que  por  no  tener  el  derecho  de  de- 
mandar ante  los  tribunales  nacionales,  se  reserva  el  de  ocurrir 
ala  justicia  provincial ;  porque  no  puede  admitirse  que  un  con- 
dómino reivindique  una  parte  del  condominio  ante  los  tribu- 
nales nacionales^  y  otro,  otra  parte  ante  los  de  la  provincia. 
—  T.  13,  p.  407. 

—  El  admitido  con  la  cláusula  de  «previa ratificación»  y  acep- 
tado asi  por  las  partes^  no  impide  la  prosecución  de  la  causa, 
si  el  desistente  no  se  ratifica  en  él.  —  T.  21^  p.  132. 

—  La  manifestación  del  Procurador  General  de  no  adherirse  al 
recurso  deducido  por  el  Procurador  Fiscal,  importa  un  desis- 
timiento por  parte  del  fisco.  —  T.  28,  p.  170. 

—  Consentido  por  el  demandante  el  auto  por  el  cual  el  juez  se 
declara  incompetente,  y  aceptado^  por  su  desistimiento  del  re- 
curso, por  el  apelante,  procede  la  devolución  de  los  autos.  (El 
Procurador  General  interpuso  el  desistimiento).  —  T.  35, 
p.  250. 

—  El  de  la  apelación  en  las  causas  criminales,  autoriza  la  de- 
volución de  los  autos   al  juzgado  de  su  procedencia.  (El  Pro- 
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curador  General  desistió  de  la  apelación  deducida  por  el  Pro- 
curador Fiscal,  de  la  sentencia  del  juez  de  sección  que  no 
hacía  lugar  á  la  acusación  interpuesta  contra  el  ex-vicario  fo- 
ráneo de  Jujuy,  por  rebelión  y  sedición).  —  T.  40,  p.  164. 

Desistimiento.  —  Demandada  la  escrituración  de  una  venta  y 
hecha  ésta  durante  el  juicio,  la  manifestación  del  actor  de 
quedar  por  tal  razón  sin  objeto  la  demanda,  no  importa  desis- 
timiento. —  T.  44^  p.  123. 

—  El  escrito  de  desistimiento  retirado  antes  de  ser  proveído, 
no  da  derecho  alguno  á  la  contraparte,  y  el  auto  que  así  lo 
declare  no  infiere  agravio.  — T.  54,  p.  46. 

—  Atentas  las  circunstancias  de  la  causa,  procede  la  admisión 
del  desistimiento  de  la  apelación  interpuesta  por  el  ministerio 
fiscal.  — T.  54,  p.  21. 

—  £1  demandado  que  ha  consentido  el  auto  admitiendo  el  de- 
sistimiento de  la  querella,  no  puede  pedir  revocatoria  del  mis- 
mo y  solicitar  se  pronuncie  á  su  respecto  sobreseimiento  defi- 
nitivo. —  T.  62,  p.  180. 

—  Véase:  Acto  declarativo;  Costas;  Ministerio  fiscal;  Procura- 
dor fiscal. 

Desistimiento  Toluntario.  —  No  puede  suponerse  éste,  cuando, 
encontrándose  los  delincuentes  en  el  lugar  mismo  en  que 
debía  ser  perpetrado  el  delito,  después  de  haber  realizado  una 
larga  serie  de  actos  que  demuestran  una  intención  perseve- 
rante y  una  decisión  formal  de  realizarlo,  sólo  deja  de  tener 
efecto  por  la  presencia  de  la  fuerza  pública.  —  T.  1 1 ,  p,  47. 

Deslinde.  —  Aun  cuando  el  vendedor  quede  obligado  á  integrar 
la  cosa  vendida  ó  á  sanearla  en  caso  de  evicción,  sólo  un  des- 
linde hecho  con  arreglo  á  los  límites  fijados  en  la  escritura  de 
venta  y  con  formalidades  legales  puede  dar  á  conocer,  en  caso 
de  cuestión,  si  falta  alguna  parte  de  la  superficie  vendida.  — 
T.  15,  p.  473. 

—  El  juicio  para  fijación  de  límites  y  cesación  de  condominio, 
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es  un  juicio  de  deslinde  (art.  2746,  Cód,  Civ.).  —  T.  28,  p.  244. 

Deslinde.  —  Importa  un  acto  posesorio  incontestable  (art.  2384, 
Cód.Civ.).  —  T.  51,  p.  282. 

—  Véase :  Interdicto. 

Despacho.  —  Debe  tenerse  legalmente  por  verificado  el  despacho 
de  las  mercaderías  comisadas,  sólo  á  la  fecha  de  la  declara- 
ción del  comiso  y  liquidación  de  los  derechos  adeudados,  y  no 
á  la  de  su  extracción  ó  sustracción  fraudulenta  de  los  depósi- 
tos de  aduana,  por  no  poder  atribuirse  á  este  acto,  los  efectos 
de  un  despacho  regular.  —  T.  47,  p.  4H. 

Despojo.  —  Entibiada  una  demanda  de  jactancia,  si  en  el  juicio 
se  trata  de  la  restitución  de  un  despojo  y  se  reconoce  por  el 
demandado  que  la  acción  deducida  es  por  despojo,  aquella  de- 
manda se  transforma  en  un  verdadero  juicio  de  despojo.  — T. 
3,  p.  435. 

—  Como  acto  ilícito  que  es,  compromete  siempre  la  responsa- 
bilidad del  ejecutor,  aunque  éste  pretenda  haber  obrado  en 
nombre  de  otro.  —  T.  3,  p.  435. 

—  La  acción  de  despojo  se  considera  ampliamente  discutida,  si 
las  partes  han  tenido  ocasión  de  exponer  sus  respectivas  razo- 
nes^ y  puede  resolverse  desde  que  las  constancias  de  autos  ha- 
gan conocer  la  verdad  del  hecho  que  es  materia  del  juicio.  — 
T.  3,  p.  435. 

—  El  poseedor  de  una  cosa  no  puede  ser  desposeído  de  ella, 
sino  por  orden  de  autoridad  competente.  —  T.  3,  p.  435. 

—  El  condenado  por  acción  de  despojo  á  restituir  una  cosa,  ó 
á  pagar  su  importe,  debe  en  caso  de  haberla  vendido,  pagar  el 
valor  que  tiene  la  cosa  cuando  se  hace  exigible  la  restitución. — 
T.  4,  p.  247. 

—  No  habiendo  habido  empleo  de  violencia,  no  puede  decirse 
que  haya  habido  despojo  ni  pedirse  indemnización  por  ello.  — 
T.  9,  p.  258. 

—  £1  autor  de  un  despojo  está  obligado  á  restituir  la  cosa  des- 
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pojada  y  pagar  daños  y  perjuicios.  Cuando  no  es  posible  com- 
probar la  identidad  déla  cosa,  debe  restituir  el  valor  que  tenia. 

—  T.  13.  p.  450. 

Despojo.— La  acción  de  despojo  sancionada  por  el  articulo  2490 
del  Código  Civil,  tiene  por  objeto  restituir  la  posesión  de  bienes 
raices  perdida  violentamente  y  por  vias  de  hecho.  No  es  una 
acción  posesoria  propiamente  dicha,  sino  una  disposición  de 
orden  público  con  objeto  de  prevenir  la  violencia  y  el  atentado 
de  hacerse  justicia  por  sí  mismo.  Ella  no  prejuzga  en  nada  las 
acciones  posesorias  que  coiTespondan,  las  que  pueden  inten- 
tarse, luego  de  restablecidas  las  cosas  al  estado  que  tenían  an- 
tes de  la  violencia.  —  T.  15,  p.  274.  > 

—  La  acción  de  despojo  compete  al  poseedor  despojado^  aun- 
que su  posesión  sea  viciosa,  sin  obligación  de  producir  título 
alguno  contra  el  despojante  y  aunque  éste  sea  el  propietario 
del  inmueble  (art.  2469,  2490  y  2494.  Cód.  Civ.).  — T.  23, 
p.  347. 

—  No  procede  esta  acción^  cuando  el  que  se  dice  despojante  ha 
entrado  en  posesión  del  inmueble  pacíficamente,  á  título  de 
compra,  y  ha  poseído  por  más  de  un  año  (art.  2456  y  2492,  Cód. 
Civ.). —  T.  24,  p.  103. 

—  Es  inadmisible  la  calificación  de  despojo  atribuida  á  la  en- 
trega de  mercaderías,  hecha  con  consentimiento  de  su  dueño. 

—  T.  26,  p.  369. 

—  Los  poseedores  del  derecho  de  pastar  en  un  campo  comu- 
nal, pueden  deducir  la  acción  posesoria  de  despojo^  contra  el 
que  los  turbe  ó  despoje  en  el  ejercicio  de  ese  derecho.  (La ac- 
ción de  despojo  ó  reintegración,  procede  por  derecho,  lo  mismo 
en  el  caso  de  una  pérdida  completa  del  inmueble,  que  en  el  de 
desposes'ón  de  sólo  de  una  parte  de  él,  bastando  que  ésta  exis- 
ta en  cualquier  porción,  siendo  esto  lo  que  la  distingue  de  la 
acción  de  manutención  prevista  por  los  art.  2495  y  2496,  Cód. 
Civ.,  que  supone  simples  actos  perturbadores  de  la  posesión, 
sin  expulsión,¡^s¡n  embargo,  del  poseedor,  ni  de  parte  ni  del 
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todo  del  inmueble  (art.  2469,  2477.  2490,  2896  y  2^50,  Cód. 
Civ.).  —  T.  32,  p.  256. 

Despojo.  —  Es  y  debe  considerarse  como  acción  de  despojo,  la 
que  se  funda  en  el  hecho  de  haber  el  demandado  apoderádose 

.  de  un  establecimiento  de  campo  y  sus  haciendas^  por  autoridad 
propia,  usando  y  abusando  de  la  fuerza  pública^  y  que  se  dirige 
á  pedirla  restitución  de  la  cosa  tomada  violentamente,  y  la  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios.  No  probados  los  hechos 
que  constituyen  el  despojo,  debe  absolverse  al  demandado.  — 
T.  33,  p.  253. 

—  Sin  la  prueba  de  la  posesión  anterior,  no  es  posible  admitir 
la  acción  de  despojo  (art.  328,  LeyProc;  art.  2487,  Cód.  Civ.). 

—  T.  33,  p.  358. 

—  El  juicio  de  interdicto  por  despojo,  es  distinto  del  de  reivin-  ^ 
dicación  seguido  por  el  despojante  contra  el  despojado.  (Don 
Luis  López,  exponiendo  que  don  Pascual  Lobo  había  iniciado 
contra  él  demanda  reivindicatoría  de  una  parte  de  una  finca, 
y  que  á  pesar  de  esta  demanda  le  había  despojado  de  la  pose- 
sión, entabló  contra  el  citado  Lobo,  interdicto  de  despojo).  — 
T.  34.  p.  153. 

—  En  los  casos  de  violencia  y  vías  de  hecho,  la  acción  de  des- 
pojo procede,  aun  contra  el  propietario  del  inmueble,  sin  que 
sea  necesario  justificar  otro  extremo  que  la  detención  material 
del  inmueble  á  la  fecha  del  despojo  (art.  2469^  2490  y  2494, 
Cód.  Civ.).  —  T.  35.  p.  284. 

—  Entablado  éste,  y  opuesta  solamente  la  excepción  de  pose- 
sión de  un  año,  debe  ser  admitido,  si  ésta  no  ha  sido  probada. 

—  T.  36,  p.  129. 

—  Probada  la  posesión  animo  domini  y  la  ocupación  de  un  ter- 
cero de  parte  de  ella,  procede  el  interdicto  de  despojo,  y  debe 
hacerse  lugar  á  él,  aunque  el  demandante  lo  haya  calificado  de 
interdicto  de  amparo.  (Las  acciones  deben  juzgarse  por  los 
hechos  que  las  caracterizan,  y  no  por  la  denominación  que  les 
den  las  partes  equivocadamente).  —  T.  36,  p.  203. 
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Despojo.. —  Acreditada  la  posesión  del  demandante  y  los  actos 
de  perturbación  del  demandado,  procede  el  interdicto  de  des- 
pojo. —  T.  38,  p.  472. 

— -  Debe  abonar  el  despojante  las  costas  del  juicio  é  indemnizar 
los  perjuicios  que  hubiere  causado  al  poseedor  (art.  2494,  Cód. 
Civ.  La  sentencia  de  2*  instancia  hizo  lugar  á  la  demanda,  re- 
vocando la  de  4»  instancia,  y  condenó  al  demandado  en  las 
costas  y  daños  y  perjuicios).  —  T.  40,  p.  66. 

—  La  acción  de  despojo  regida  por  los  artículos  2490  y  siguien- 
tes del  Código  Civil,  es  de  orden  meramente  policial^  tendente 
á  evitar  las  vías  de  hecho  ;  y  procede,  siempre  que  resulte  ha- 
berse aquellas  llevado  á  cabo  para  excluir  arbitrariamente  al 
ocupante  de  la  tenencia  en  que  se  hallaba.  —  T.  41,  p.  384. 

—  Da  lugar  á  esta  acción,  la  obra  nueva  en  posesión  ajena  (art. 
2498,  Cód.  Civ.).  —  T.  42,  p.  18. 

—  La  destrucción  de  un  muro  levantado  por  el  demandante  á 
los  fondos  de  su  edificio^  ejecutada  por  orden  y  de  propia  au- 
toridad del  demandado,  con  intervalo  de  algunos  meses  des- 
pués de  construido,  caracteriza  suficientemente  la  acción  de 
despojo  regida  por  el  artículo  2490  del  Código  Civil.  —  T.  42, 
p.  61. 

—  Procede  esta  acción,  acreditados  los  extremos  déla  posesión 
anterior  del  demandante,  y  del  despojo  cometido  por  el  de- 
mandado. —  T.  43,  o.  383. 

—  Admitido  el  interdicto  de  despojo^  la  declaración  de  ser  de 
cargo  del  demandado  las  costas  del  juicio,  comprende  las  de  1* 
y  2*  instancia.  (El  juez  de  sección  falló  un  interdicto,  no  ha- 
ciendo lugar,  con  costas,  á  la  acción  posesoria  deducida.  La  Cor- 
te revocó  ese  fallo,  haciendo  lugar  á  la  demanda  y  declarando 
de  cargo  del  demandado  las  costas  del  juicio.  Esta  declaración 
en  términos  generales,  y  no  á  las  costas  de  una  ú  otra  instancia 
determinada,  guarda  conformidad  con  la  disposición  del  art. 
2494,  Cód.  Civ.).  —  T.  43,  p.  313. 

—  No  procede,  sin  la  prueba  de  la  posesión.  —  T.  49,  p.  303. 
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Despojo.  —  Comete  despojo  la  municipalidad,  abriendo  calles, 
por  su  propia  autoridad,  en  terrenos  poseídos  por  particulares 
(art.  246ír  y  2470,  Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  374. 

—  La  apertura  de  calles  sin  consentimiento,  ni  previa  indemni- 
zación al  poseedor  del  terreno  en  que  se  ha  verificado,  importa 
un  despojo,  y  obliga  al  despojante  á  restituir  la  posesión  y  á 
satisfacer  las  pérdidas  é  intereses  (art.  2468  y  2469^  Cód.  Civ.). 

—  T.  56,  p.  70. 

—  No  procede  esta  acción,  contra  los  empleados  subalternos  de 
la  municipalidad,  que  han  obrado  cumpliendo  órdenes  de  ésta. 

—  T.  57,  p.  95. 

—  Comprobada  la  posesión  del  actor,  y  la  ocupación  ilegal  del 
demandado,  procede  el  interdicto  de  despojo  y  la  restitución 
de  las  cosas  al  estado  anterior,  con  la  indemnización  de  pérdi- 
das é  intereses  y  gastos  del  juicio  (art.  2494  y  2498,{Cód.  Civ.). 

—  T.  58,  p.  66. 

—  Véase:  Competencia;  Embargo;  Interdicto. 

Despueble.  —  Véase  :  Mina. 

Destierro.  —  Cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  esta  pena,  la 
prisión  del  acusado  no  es  necesaria  para  asegurar  su  aplica- 
ción, después  de  la  sentenp.ia.  (Preámbulo  del  tít.  29,  part.  7»). 

—  T.  54,  p.  264  y  292. 

Detención.  —  Arrojando  las  actuaciones  practicadas  por  la  ad- 
ministración de  correos,  en  caso  de  sustracción  de  valores  y 
extravio  de  correspondencia,  mérito  bastante,  debe  proceder- 
se,  por  el  juez  á  quien  se  remiten  aquellas,  á  la  detención  de 
los  inculpados.  —  T.  48,  p.  470. 

Detención  arbitraria.  —  Véase  :  Indemnización, 

Deterioros.  —  Por  regla  general,  todos  los  deterioros  del  simple 
uso  de  la  cosa^  están  á  cargo  del  propietario.  — T.  42,  p.  240. 

Deuda.  —  Una  deuda  confesada  judicialmente,  queda  fuera  de  to- 
da discusión  y  debe  ser  mandada  pagar.  —  T.  43,  p.  355. 

Deuda  pública.  —  En  el  articulo  2ode  la  ley  de  6  de  noviembre 
de  4863,  se  exceptúan  de  la  liquidación,  los  créditos  provenien- 
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tes  de  contratos  en  que  hubo  dolo,  causa  torpe,  lesión  enorme 
ú  otro  vicio  que  dé  lugar  á  excepción,  en  la  parte  á  que  el  vicio 
alcance.  En  esa  ley  no  se  ha  querido  hacer  alteración  alguna 
délos  principios  del  derecho  común.  —  T.  9,  p.  200. 

Deuda  pública.  —  Véase :  Congreso. 

Deudor.  —  No  es  deudor  reconocido,  quien  no  confiesa  deber, 
ni  ha  sido  condenado  á  pagar  por  una  sentencia  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada.  — T.  7,  p.  397. 

—  El  que  no  cumple  su  obligación,  no  incurre  en  la  pena  con- 
venida, cuando  no  puede  verificar  su  cumplimiento  por  causas 
provocadas  ú  ocasionadas  por  el  acreedor  (art.  654,  Cód.  Civ.). 
—  T.  U.  p.  102. 

—  No  es  facultativo  en  el  deudor,  imputar  una  entrega  á  una  deu- 
da ilíquida  de  fecha  posterior,  cuando  había  otra  anterior  (art. 
774,  Cód.  Civ.).  —  T.  18,  p.  413. 

—  Véase  :  Pena ;  Suspensión  de  apremio. 

Deudor  cedido.  Véase :  Cesión  de  crédito ;  Mora, 

Deudor  moroBo.  —  Debe  resarcir  los  daños  y  perjuicios  proce- 
dentes de  la  mora.  —  T.  16,  p.  282. 

Deudor  solidario.  —  Puede  ser  demandado  con  preferencia  á 
los  otros  codeudores  (art.  268^  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p. 
424. 

Devolución.  —  Lo  exigido  y  pagado  de  más^  sobre  la  suma  indi- 
cada por  el  vale,  debe  ser  devuelto  con  intereses  desde  el  día 
del  pago.  —  T.  28,  p.  381. 

Devolución  de  bienes  embargadoa.  —  Véase  :  Apelable. 

Diaa  útilea.  —  En  la  clasificación  de  días  útiles,  se  comprenden 
sólo  los  días  íntegros,  y  no  los  que  son  de  trabajo  desde  las  do* 
ce  del  día,  como  el  sábado  santo.  —  T.  6,  p.  342. 

—  Véase :  Descarga. 

Dictamen  fiscal.  —  £1  que  pide  la  instrucción  de  un  sumario,  no 
hace  parte  de  éste,  y  su  comunicación  no  importa  la  violación 
del  secreto  del  mismo.  —  T.  13,  p.  281. 
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DiftrMioia.  —  Cuando  lo  manifestado  y  realmente  existente,  no 
son  un  mismo  articulo  ú  objetos  iguales^  que  sólo  difieren  en- 
tre si  en  cuanto  á  la  materia  ó  clase  más  ó  menos  fina,  la  dife- 
rencia es  de  especie  y  no  de  calidad.  —  T.  57,  p.  S75. 

—  La  diferencia  en  la  manifestación  de  artículos,  hace  incurrir 
en  la  pena  del  articulo  930  de  las  Ordenanzas.  —  T.  61,  p.  418. 

Diferencia  de  calidad.  —  Las  que  excedan  de  la  tolerancia  pre- 
vista por  el  articulo  128  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  son  con- 
denadas al  pago  de  dobles  derechos  (art.  930  y  1025,  Ord.).  — 
T.  22.  p.  203. 

Dilación.  —  Véase :  Ley  electoral. 

Diligencia  de  oficio.  —  El  juez  no  puede  ordenar  de  oficio,  una 
diligencia  no  pedida  por  la  parte  antes  de  entablar  demanda. 
—  T.  13,  p.  200. 

Diligencias  judicialea.  —  Las  encargadas  por  los  jueces  nacio- 
nales, deben  ser  cumplidas  por  las  autoridades  á  quienes  se  co- 
meten (art.  13,  Ley  Jurisd.).  —  T.  47,  p.  203. 

DiligenciaB  preparatorias.  —  Las  diligencias  preparatorias  de 
una  demanda,  sólo  pueden  ser  ordenadas  por  el  juez  que  sea 
competente  para  conocer  de  ésta.  —  T.  7,  p.  476, 

—  £1  que  las  pide,  debe  expresar  claramente  cuáles  son  las  ac- 
ciones que  se  propone  deducir,  para  que  el  juez  pueda  estimar 
si  el  caso  cae  ó  no  bajo  su  jurisdicción.  La  observancia  de  es- 
te requisito,  es  todavía  más  indispensable  cuando  la  solicitud 
se  dirige  á  un  juez  nacional,  cuya  jurisdicción  es  limitada  á 
negocios  especiales  y  es  improrogable,  aun  por  voluntad  de  las 
partes  (art.  lo.  Ley  Proc).  —  T.  7,  p.  476. 

Dinero  robado.  —  Véase :  Entrega, 

Diploma  de  abogado.  —  Véase :  Abogado, 

Diputado  electo.  —  No  puede  considerarse  como  diputado  elec- 
to al  Congreso  Nacional,  sino  al  que  presenta  los  certificados 
que  antes  del  escrutinio  general,  expiden  las  mesas  receptoras 
de  votos,  ó  el  diplomaque  otórgala  junta  electoral  (ley  de  elec- 
ciones de  16  de  octubre  de  1877).  —  T.  30,  p.  400. 
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Dirección  de  Rentas.  —  La  resolución  de  las  diferencias  que 
se  susciten  entre  un  comerciante  y  un  vista  sobre  aforo  de  mer- 
caderías, corresponde  á  la  Dirección  General  de  Rentas,  y  en  su 
defecto,  al  poder  ejecutivo.  —  T.  48,  p.  129. 

—  Corresponde  á  ella,  la  decisión  de  todas  las  dudas  que  se 
susciten  sobre  la  clase,  calidad  ó  estado  de  algún  género,  ó  el 
articulo  aplicable  de  la  tarifa.  —  T.  26,  p.  267. 

—  Sólo  interviene  para  resolver  las  dudas  sobre  la  clase  de  pa- 
pel sellado  que  corresponda,  cuando  ellas  se  suscitan  extraju- 
dicialmente,  al  tiempo  de  otorgarse  el  documento  que  las  mo- 
tiva (art.  43,  ley  de  1885).  —  T.  29,  p.  182. 

—  La  decisión  de  ésta,  es  inapelable,  en  cuanto  se  refiere  á  la 
clase  y  calidad  de  un  articulo  en  su  relación  con  la  tarifa.  — 
—  T.  35,  p.  13. 

—  Sus  resoluciones  sobre  clasificación  de  artículos,  son  inape- 
lables (art.  135  y  137,  Ord.).  —  T.  36,  p.  380. 

—  Las  clasificaciones  de  los  artículos  sujetos  á  derechos  de 
aduana,  hechas  por  la  dirección  general  de  rentas,  son  inape- 
lables (art.  135  y  137,  Ord.).  —  T.  37.  p.  172  y  314. 

—  De  la  clasificación  de  la  dirección  general  de  rentas,  sobre 
la  calidad  de  artículos  sujetos  á  derechos  de  aduana,  no  hay 
apelación  (art.  135  y  138,  Ord.).  —  T.  40,  p.  272. 

—  Son  de  su  exclusiva  competencia,  las  cuestiones  sobre  clasi- 
ficación de  artículos  sujetos  á  derechos  de  aduana  (art.  135  y 
siguientes,  Ord.  Los  tribunales  de  justicia  no  pueden  sus- 
pender ni  desconocer  el  efecto  de  sus  decisiones  ni  susti- 
tuir su  apreciación  á  la  de  otros  peritos  sobre  puntos  que  hayan 
sido  materia  de  juicio  y  resolución  por  parte  de  aquella.  En 
dichas  disposiciones,  se  hallan  comprendidas  las  diferencias  ó 
dudas  que  se  susciten,  lo  mismo  sobre  la  especie  que  sóbrela 
calidad  de  los  artículos  manifestados,  pues  en  la  nomenclatu- 
ra de  las  Ordenanzas,  la  palabra  clase,  que  en  aquellas  se  em- 
plea, es  sinónima  deespeciCy  usándose  una  y  otra  indistintamen- 
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te  en  toáoslos  artículos  de  aquellas  en  contraposición  á  calidad), 

—  T.  45,  p.  327. 

Disminución  de  precio.  —  Procede  esta  acción,  habiendo  sido 
la  venta  por  un  precio  único,  si  las  partes  han  dado  por  exis- 
tente alguna  calle,  no  abierta  aún,  enunciándola  como  linde- 
ra del  terreno  indicado,  y  si  dentro  de  esa  calle  existe  una  área 
mayor  del  vigésimo  del  área  total  designada  en  el  contrato  (art. 
4346,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  51. 

Disolución*  —  La  de  una  sociedad  comercial  sólo  produce  efecto 
respecto  de  terceros,  cuando  no  es  por  la  expiración  del  térmi- 
no, sino  por  mutuo  convenio,  desde  que  es  anotada  en  el 
registro  y  se  publica  en  su  domicilio  (art.  492,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  48,  p.  56. 

—  Cuando  una  sociedad  se  disuelve  por  la  expiración  del  tér- 
mino por  el  cual  se  contrajo,  surte  efecto  en  perjuicio  de  ter- 
cero, aunque  no  se  haya  anotado  en  el  registro  de  comercio  ni 
se  hubiese  publicado  en  el  lugar  donde  tenía  la  sociedad  su  do- 
micilio fijo  (art.  492,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  19,  p.  163. 

^    Véase  :   Escritura;  Fallecimiento. 
Distracción.  —  Véase  :  Caudales  públicos. 

División  de  condominio.  —  La  acción  de  división  de  condomi- 
nio, impugnada  por  el  demandado  que  sostiene  ser  dueño  úni- 
co, es  una  acción  reivindicatoria,  y  no  de  deslinde.  (El  que 
pide  la  división  del  condominio,  deduce  una  reivindicación  en 
el  caso  en  que  no  se  halla  en  posesión  de  la  cosa  juntamente 
con  su  condómino.  Es  indudable  que  el  condómino  tiene  el 
derecho  de  reivindicar  su  parte  indivisa,  y  que  lo  ejercita  en  el 
hecho  de  pedir  la  división,  pues  por  tal  acto,  busca  entraren  el 
pleno,  goce  de  sus  derechos  de  propietario  en  la  parte  que  se- 
gún la  división  le  corresponde  :  art.  2513  y  2673,  Cód.  Civ.).  — 
T.  42,  p.  148. 

Divorcio.  —  La  demanda  de  él,  no  interrumpe  la  integridad  del 
matrimonio,  máxime  si  se  ha  dejado  de  substanciar  el  juicio, 
esperándose  una  reconciliación.  —  T.  4^  p.  468. 
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'  Doblen  derechos.  —  Las  diferencias  de  calidad  en  artículos  im- 
portados que  excedan  de  ]a  tolerada  por  la  ley,  se  penan  con 
dobles  derechos  (art.  993,  Ord.  ant.).  —  T.  17,  p.  219. 

•—  Aun  cuando  la  diferencia  en  el  número,  no  pase  de  la  tole- 
rancifi,  si  la  excede  en  el  peso  y  el  valor,  el  exportador  debe  ser 
penado  con  dobles  derechos  (art.  469  y  989,  Ord.).  — T.  22, 
p.  216. 

—  Los  efectos  traídos  del  exterior,  fuera  de  guía,  son  sujetos  á 
la  pena  que  prescriben  los  artículos  485  y  486  de  las  Ordenan- 
zas de  aduana  (art.  989  de  las  mismas).  —  T.  24,  p.  260. 

—  La  no  presentación  de  la  guía,  dentro  del  plazo  señalado  en 
la  fianza,  autoriza  la  pena  de  dobles  derechos  sobre  la  carga. 
La  pena  debe  ser  pagada  por  el  consignatario  de  la  carga,  aun- 
que la  fianza  haya  sido  prestada  por  el  consignatario  del  buque 
(art.  484,  485  y  486,  Ord.).  —  T.  27,  p.  198. 

—  £1  caso  de  un  bulto  venido  fuera  de  manifiesto  y  desembar- 
cado en  los  depósitos  de  la  aduana,  sin  su  permiso,  se  halla 
previsto  y  penado  por  el  artículo  915  de  las  Ordenanzas.  —  T. 
34,  p.  43. 

—  La  diferencia  de  calidad  en  la  mercadería  manifestada,  que 
excede  de  la  tolerancia,  puede  ser  penada  con  dobles  derechos 
(art.  930,  Ord.).  —  T.  35,  p.  13. 

—  El  error  en  el  manifiesto,  aun  salvado  antes  de  iniciarse  la 
verificación,  no  exime  de  pena,  sino  que  sólo  la  atenúa,  impo- 
niéndose en  ese  caso  la  de  dobles  derechos  (art.  934,  Ord.). — 
T.  36,  p.  200. 

—  Probado  el  exceso  de  mercaderías  sobre  las  manifestadas  y 
no  justificado  que  el  hecho  procede  de  un  mero  error,  corres- 
ponde la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  915  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana. — T.  40,  p.  188. 

—  Procede  la  imposición  de  dobles  derechos,  en  la  falsa  mani- 
festación aunque  se  sostenga  que  fué  un  error  evidente,  siem- 
pre que  éste  haya  podido  pasar  desapercibido  (art.  930  y  1054, 
Ord.).— T.  47,  p.  377. 
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'Dobles  dereehos.  —  La  mejor  calidad  y  mayor  peso  del  mani- 
festado en  la  guia,  da  lugar  á  la  pena  de  dobles  derechos  sobre 
la  diferencia  (art.  4041,  Ord.).  —  T.  48.  p.  433. 

—  La  falsa  manifestación  de  calidad  en  los  artículos  importa- 
dos^ da  lugar  á  la  pena  de  dobles  derechos  (art.  930  y  4  054,  Ord. ). 
—  T.49,  p.  216. 

—  Es  justa  esta  pena,  por  la  diferencia  en  más^  sobre  el  valor 
de  los  artículos  manifestados  (art.  930  y  1026,  Ord.).  —  T.  51, 
p.  278. 

—  La  clasífícación  de  las  mercaderías  que  se  despachan  en  la 
Aduana,  corresponde  ala  Administración,  y  la  manifestación  de 
una  calidad  inferior  á  la  clasiHcada,  autoriza  la  pena  de  dobles 
derechos  sobre  la  diferencia  (art.  930,  Ord.).  —  T.  52,  p.  325, 

—  La  declaración  de  mayor  cantidad  de  efectos  en  el  pedido  de 
guías  de  removido,  hace  incurrir  en  la  multa  de  dobles  dere- 
chos sobre  los  efectos  declarados  de  menos,  la  que,  tratándose 
de  mercaderías  de  fabricación  nacional,  debe  liquidarse  con 
arreglo  á  los  derechos  sobre  los  efectos  similares  extranjeros 
(art.  1011  y  1015,  Ord.).  — T.  54,  p.  227. 

—  La  diferencia  de  calidad,  debidamente  acreditada  con  la  re- 
solución de  la  Dirección  de  Rentas,  puede  ser  penada  con  la 
imposición  de  dobles  derechos  aunque  lo  haya  sido  estando 
la  mercadería  en  depósito  (art.  311.  312  y  930,  Ord.).  —  T.  59, 
p.  284. 

—  Procede  la  imposición  de  dobles  derechos,  resultando  haber- 
se expresado  en  la  guía  de  removido,  artículos  de  superior  ca- 
lidad  ó  especie  de  los  embarcados  (art.  668,  inc.  4^,  1011  y 
1054,  Ord.).  —  T.  59.  p.  385. 

—  Procede  la  imposición  del  pago  de  dobles  derechos,  por  el 
error  en  la  manifestación  de  fardos  bolsas  de  arpillera  en  lugar 
de  fardos  arpillera,  al  solicitar  una  guía  de  removido  (art.  668. 
inc.  4%  y  1011,  Ord.).  —  T.  61,  p.  367. 

Documentos.  —  De  los  que  acreditan  el  derecho  del  demandan- 
te, sólo  son  admisibles  en  juicio  los  que  se  acompañan  á  la  de- 
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manda,  ó  se  especifican  en  ella,  y  ios  que  se  presentan  después 
siendo  de  fecha  posterior,  ó  jurándose  que  antes  no  se  habla 
tenido  noticia  de  ellos.  —  T.  3,  p.  428. 

DocumentoB.  —  La  traducción  de  un  documento  aceptado  por 
ambas  partes,  adquiere  un  carácter  probatorio  irrevocable.  — 
T.  6,  p.  342. 

—  El  no  acompañado  á  la  demanda  no  puede  admitirse  des- 
pués si  pudo  acompañarse  á  aquélla  (art.  249^  Ley  Proc). — 
T.  8,  p.421. 

—  Los  que  corren  en  los  autos  de  una  causa  definitivamente 
concluida,  y  han  surtido  todo  el  efecto  porque  fueron  agrega- 
dos al  relativo  expediente,  pueden  ser  devueltos  á  su  propieta- 
rio. —  T.  9,  p.  400. 

—  Aquellos  en  que  se  funda  una  contrademanda  deben  presen- 
tarse con  ella;  y  si  se  presentan  después  sin  que  conste  que 
se  hayan  descubierto  posteriormente,  ó  que  se  hayan  podido 
haber  recién,  ó  que  no  sean  reconocidos  por  la  contraparte, 
no  hacen  fe  en  juicio  (art.  11,  Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  243. 

—  Los  que  por  sí  no  constituyen  una  obligación  de  pagar  las 
sumas  que  en  ellos  se  expresan,  no  bastan  para  admitirla  ac- 
ción al  cobro  de  ellas :  mucho  más,  si  esos  documentos  no  han 
sido  considerados  bastantes  para  ello  en  juicio  ejecutivo^  pro- 
movido anteriormente  por  el  mismo  demandante  contra  el  mis- 
mo demandado,  en  cuyo  caso  existe  cosa  juzgada  respecto  de 
la  insuficiencia  de  ellos.  — T.  11,  p.  214. 

—  El  de  fecha  posterior  á  una  cuenta  objeto  de  la  demanda  y 
sin  ninguna  conexión  con  ella,  no  puede  alterar  ni  modificar 
su  carácter.  —  T.  14,  p.  11. 

—  El  en  que  se  funda  una  acción,  debe  considerarse  como  re- 
conocido por  el  actor  en  todas  sus  partes.  —  T.  14,  p.  318. 

—  £1  expedido  en  país  extranjero  para  que  sea  considerado  au- 
téntico en  la  República,  es  necesario  que  esté  legalizado  por 
un  Cónsul  argentino  en  dicho  país.  —  T.  17,  p.  7. 

—  El  de  cargo  contra  la  Aduana,  para  comprobar  la  pérdida  de 
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mercaderías  introducidas  á  depósito,  es  la  manifestación  hecha 
en  la  copia  de  factura  con  los  requisitos  y  formalidades  pres- 
criptos  por  la  Ordenanzas  de  Aduana  (art.  ^93  á  304  de  las  mis- 
mas). —  T.  17,  p.  196. 

Documentos.  —  El  presentado  en  segunda  instancia  con  infrac- 
ción del  articulo  249  de  la  ley  de  procedimientos,  que  además^ 
no  es  satisfactorio,  no  debe  tomarse  en  cuenta,  —  T.  20^  p.  78. 

—  Los  que  no  han  podido  haberse  antes  y  que  se  acompañen 
con  el  juramento  de  ley,  asi  como  las  posiciones,  pueden  ser 
presentados  en  cualquier  estado  de  la  causa.  —  T.  20,  p.  100. 

—  El  presentado  por  un  testigo  con  el  objeto  de  ampliar  su  de- 
claración, forma  parte  de  ésta  y  no  debe  desglosarse  de  los  au- 
tos. —  T.  20,  p.  340. 

—  Los  que  se  presentan  como  prueba  de  los  hechos  alegados  y 
contradichos,  y  no  como  fundamento  de  la  demanda  ó  contes- 
tación, deben  ser  admitidos,  estando  dentro  del  término.  —  T. 
27,  p.  425. 

—  Los  presentados  fuera  de  la  oportunidad  y  sin  las  formalida- 
des de  ley,  no  deben  tomarse  en  consideración.  — T.  44,  p. 
342  V  347. 

—  En  los  juicios  criminales,  los  interesados  pueden  presentar 
bajo  juramento,  antes  de  notificarse  la  providencia  de  autos  pa- 
ra definitiva,  los  documentos  que  no  hubiesen  podido  propor- 
cionarse en  tiempo  oportuno  (art.  528,  Cód.  Proc.  Crira.).  — 
T.  52,  p.  139. 

—  Los  firmados  A  ruego,  no  son  de  los  que  deban  ser  reconoci- 
dos al  objeto  de  preparar  la  vía  ejecutiva  (art.  250  y  251,  Ley 
Proc).  —  T.  53,  p.  229. 

—  Los  que  deben  acompañarse  á  la  demanda,  son  los  que  fun- 
dan el  derecho  del  actor  y  no  los  que  sirven  á  comprobarlo : 
éstos  pueden  ser  producidos  durante  el  término  probatorio.  — 
T.  53,  p.  265, 

—  Los  de  fecha  posterior  á  la  contestación  de  la  demanda,  pue- 
den producirse  enjuicio  después  déla  misma.  —  T.  54,  p.  193. 
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Documentos.  —  Estando  la  causa  en  estado  de  sentencia,  no 
puede  admitirse  en  4*  instancia,  documentos  recién  encontra- 
dos. —  T.  55,  p.  452. 

—  No  puede  obligarse  á  la  presentación  del  documento  origi- 
nal, que  la  parte  declara  no  tener  en  su  poder. —  T.  55,  p.  405. 

—  En  las  cuestiones  de  competencia  promovidas  por  inhibito- 
ria ante  los  respectivos  jueces,  y  hallándose  conclusa  la  causa 
para  la  vista,  no  procede  la  presentación  de  documentos  por 
las  partes.  —  T.  58,  p.  99. 

—  Véase  :  Defecto  legal;  Demanda;  Gobierno  nacional ;  Interpre- 
tación; Segunda  instancia. 

Documentos  falsificados.  —  No  deben  devolverse  al  interesado 
los  documentos  falsificados,  por  haberse  sobreseído  en  el  pro- 
ceso de  falsificación,  por  razón  de  no  resultar  el  autor  de  ella. 

—  T.  28,  p.  58. 

Documentos  privados.  — El  presentado  después  de  recibida  la 
causa  á  prueba  y  cuando  está  para  vencer  el  término,  no  hace 
fe  en  juicio  si  no  es  reconocido  pura  y  simplemente  por  la  par- 
te á  quien  se  le  imputa.  —  T.  42,  p.  335. 

—  Sólo  pueden  tener  fe  en  juicio,  cuando  son  reconocidos  por 
el  firmante  ó  declarados  auténticos  por  el  juez.  —  T.  42,  p.  335. 

—  Son  prueba  contra  quien  los  presenta  y  no  contra  el  contra- 
rio que  los  contradice.  —  T.  48,  p.  444. 

—  Aquellos  sobre  pago  de  partidas  contenidas  en  una  cuenta, 
no  pueden  tomarse  en  consideración,  si  son  de  fecha  anterior 
á  la  del  conforme  que  tiene  dicha  cuenta.  —  T.  54,  p.  443. 

Documentos  públicos.  —  La  validez  de  los  otorgados  en  país 
extranjero,  no  puede  ser  impugnada  por  falta  de  las  formas  ó 
solemnidades  exigidas  por  nuestras  leyes  (art.  42,  Cód.  Giv.). 

—  T.23,p.  526. 

Documentos  substraídos.  —  El  tenedor  de  un  documento  subs- 
traído, se  reputa  substractor  mientras  no  justifique  su  proce- 
dencia inocente,  máxime  cuando  el  contenido  del  documento 
le  favorece.  —  T.  25,  p.  457. 
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Dolo.  —  Se  prueba  generalmente  por  medio  de  indicios.  —  T. 
5,  p.  435. 

—  Es  un  indicio  vehemente  de  dolo,  la  violación  de  la  fe  pú- 
blica por  el  depositario  de  ella,  cuando  no  aparece  otra  razón 
inductiva  del  delito,  que  la  ventaja  que  proporciona  á  su  au- 
tor. —  T.  5,  p.  133. 

—  El  dolo  debe  probarse,  y  nunca  se  presume.  -^  T.  12,  p.  20. 

—  El  dolo  ó  negligencia  en  el  cumplimiento  del  encargo  no  se 
presumen,  y  deben  ser  probadas  por  quien  las  opone.  —  T. 
17,  p.  258. 

—  £1  haber  sido  dejado  el  documento  en  poder  del  propietario 
para  que  lo  firmase  ó  hiciese  firmar,  y  la  firma  puesta  fuera  de 
la  presencia  del  locatario,  excluye  toda  idea  de  dolo  por  parte 
de  éste.  (Véase:  Prueba).  —  T.  34,  p.  114. 

—  Otorgadas  dos  boletas  de  venta,  la  aseveración  del  segundo 
contratante  de  ser  nula  la  primera  boleta,  no  justifica  la  excep- 
ción de  dolo  que  el  otorgante  opone  á  éste,  aunque  sea  falsa 
dicha  aseveración.  (Si  hubiese  habido  dolo  ó  fraude  á  los  de- 
rechos de  alguna  persona  en  el  acto  de  la  segunda  venta,  no 
seria  seguramente  sino  con  relación  á  los  del  primer  compra- 
dor, no  pudiendopor  lo  mismo,  el  vendedor,  prevalerse  deesa 
circunstancia,  para  pedir  la  nulidad  de  tal  acto,  siendo  como 
es,  requisito  esencial  para  ello,  no  ser  participante  del  dolo  ó 
fraude  cometido  en  el  acto  quese  trata  de  anular:  art.  932,  Cód. 
Civ.).  —  T.  40,  p.  260. 

—  Véase  :  Herederos;  Presunción;  Prueba ;  Rescisión. 

Domicilio.  —  La  notoriedad  que  no  conste  de  autos,  y  el  hecho 
de  haber  sido  notificado  de  una  demanda  en  el  territorio  de 
una  provincia,  no  es  prueba  cumplida  de  que  el  notificado  ten- 
ga domicilio  en  ésta,  con  arreglo  al  artículo  11  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, mucho  más  cuando  su  presencia  en  dicha  provin- 
cia puede  tener  otra  explicación  que  la  de  haber  fijado  en  ella 
su  domicilio.  —  T.  1,p.  364. 

—  La  mención  del  domicilio  hecha  por  el  mismo  interesado, 
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basta  por  derecho  para  determinarla  competencia  de  los  jueces 
de  aquel  lugar.  —  T.  5,  p.  242. 

Domicilio.  —  El  domicilio  legal  de  un  empresario  de  lotería, 
para  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  cumplimiento  de  sus  obliga- 
ciones como  tal,  debe  reputarse  en  el  punto  donde  tiene  su  es- 
tablecimiento principal.  — T.  5,  p.  242. 

—  El  hecho  de  arrendar  bienes  raíces  en  otra  provincia,  con  el 
objeto  de  hacer  el  negocio  de  ganados  con  la  República  de  Chi- 
le, no  constituye  domicilio  para  los  efectos  del  fuero  nacional, 
el  que  no  puede  ser  sino  en  un  solo  lugar.  —  T.  8,  p.  297. 

—  El  de  la  sociedad,  es  el  de  los  socios  á  los  efectos  del  fuero 
nacional.  —  T.  9,  p.  80. 

—  El  rasgo  más  característico  para  determinar  el  domicilio  de 
las  personas  jurídicas  ó  individuales,  se  encuentra  en  el  lugar 
donde  se  halla  el  centro  principal  délos  negocios. — T.  9,p.  365. 

—  La  intención  declarada  por  parte  de  una  sociedad,  de  esta- 
blecer su  domicilio  en  un  lugar,  seguida  de  actos  de  residencia 
efectiva,  radica  formalmente  el  domicilio  en  el  lugar  declara- 
do. No  se  opone  á  esta  decisión,  el  artículo  9"^  de  la  ley  de 
jurisdicción,  cuyo  objeto  substancial  no  es  otro  que  establecer 
la  regla  de  que  la  vecindad  de  las  corporaciones  anónimas  es 
independiente  de  la  que  personalmente  tengan  los  miembros 
que  la  componen,  sin  variar  respecto  de  ellas  los  rasgos  gene- 
rales que  sirven  para  determinar  el  domicilio  délas  personas, 
jurídicas  ó  individuales.  —  T.  9,  p.  365, 

—  La  mención  de  distinto  domicilio  hecha  por  los  contrayentes 
al  tiempo  de  celebrar  un  contrato,  es  prueba  bastante  para  de- 
terminar la  competencia  de  los  tribunales  federales.  —  T.  10, 
p.  108. 

—  El  litigante  que  no  se  presenta  personalmente  sino  por  apo- 
derado, no  necesita  constituir  domicilio  para  el  juicio.  —  T. 
12,  p.  325. 

—  El  dueño  de  una  escribanía,  para  todo  lo  concerniente  á  ella, 
se  reputa  domiciliado  y  residente  en  el  lugar  donde  desempe- 
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ña  su  servicio;  sin  que  el  propietario,  por  el  hecho  permitido  ó 
tolerado  de  ausentarse,  dejando  un  tercero  que  haga  sus  veces, 
pierda  este  domicilio,  ni,  aunque  lo  intente,  pueda  trasladarse 
á  otra  parte  ;  porque  él  es  una  condición  inherente  al  dominio 
que  procede  de  la  concesión  fiscal,  y  porque  el  representado 
para  los  efectos  de  derecho,  se  considera  siempre  presente  en 
el  lugar  donde  se  ejerce  su  representación.  —  T.  48,  p.  23. 

Domicilio.  —  La  residencia  de  una  persona  con  su  familia  por 
más  de  un  año,  adquirir  casa  propia  y  establecer  negocios  que 
importen  ánimo  de  permanencia,  constituyen  domicilio  legal 
y  vecindad  para  los  efectos  del  fuero.  —  T.  20,  p.  102. 

—  Los  capitanes  de  buques  de  cabotaje,  tienen  domicilio  en  el 
país  á  los  etectos  del  articulo  74  de  la  ley  de  procedimientos. 
—  T.  22.  p.  487. 

—  Para  que  la  habitación  cause  domicilio,  es  necesario  que  la 
residencia  sea  habitual  y  no  accidental,  aunque  no  se  tenga 
intención  de  fijarse  allí  para  siempre  (art.  92,  Cód.  Civ.).  — T. 
23,  p.  491 . 

—  La  manifestación  de  la  parle,  hecha  en  instrumento  público, 
sobre  el  lugar  de  su  domicilio^  debe  ser  preferida  á  la  declara- 
ción de  testigos.  — T.  29,  p.  343. 

—  El  de  una  persona  que  tiene  establecida  su  familia  en  un 
punto  y  sus  negocios  en  otro,  es  el  del  primer  punto  (art.  94, 
Cód.  Civ.).  -«T.  31,  p.  360. 

—  El  de  una  persona  que  tiene  su  familia  en  un  lugar  y  sus  ne- 
gocios en  otro,  es,  para  los  efectos  del  fuero,  donde  tiene  la  fa- 
milia (art.  94,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  384. 

—  Para  el  cambio  de  domicilio,  no  basta,  con  arreglo  á  derecho, 
el  cambio  material  de  residencia,  si  no  va  acompañado  del  áni- 
mo de  permanecer.  Este  no  existe ,  no  obstante  el  cambio  de 
residencia,  cuando  se  conserva  casa  habitación  en  lugar  dis- 
tinto de  aquella,  se  continúa  como  socio  de  la  Bolsa,  abonán- 
dose las  cuotas  de  tal,  y  en  el  giro  y  ejercicio  de  sus  negocios, 
y  cuando  se  demuestra  que  esa  residencia  fué  accidental,  sien- 
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do  debida  la  traslación  de  la  esposa  del  demandado,  á  motivos 
de  salud  personal  de  ésta.  —  T.  47,  p.  24. 

Domicilio.  —  El  asiento  principal  de  los  negocios  y  la  residen- 
cia habitual  en  un  lugar,  determinan  el  domicilio  r6al(art.  89, 
Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  333. 

—  El  fallecimiento  en  otro  lugar,  no  implica  la  residencia  ha- 
bitual en  éste,  que  pueda  justificar  el  cambio  de  domicilio.  — 
T.  52,  p.  333. 

—  En  caso  de  residencia  habitual  alternativa^  la  competencia  se 
decide  por  el  lugar  del  asiento  principal  de  los  negocios  (art. 
93,  C()d.  Civ.).  —  T.  52,  p.  333. 

—  Probado  el  domicilio  del  padre  en  la  fecha  de  su  muerte,  y 
el  del  tutor  que  lo  tuvo  y  conservó  hasta  la  muerte  de  su  pu- 
pila, éste  es  el  lugar  que  debe  considerarse  como  último  do- 
micilio de  ésta,  y  donde  debe  seguir  el  juicio  de  su  testamen- 
taria. Esta  situación  jurídica  de  las  cosas^  no  puede  ser  modifi- 
cada por  haberse  discernido  la  tutela  en  el  otro  lugar  (art.  87 
y  90.  inc.  6o  y  7^  y  94,  Cód.  Civ.).  —  T.  52,  p.  404 . 

—  Entre  dos  informaciones  sobre  el  domicilio  atribuido  á  una 
persona  en  dos  lugares  distintos,  debe  prevalecer  la  que  se  ha- 
lla corroborada  por  el  hecho  de  haber,  en  uno  de  dichos  luga- 
res^ nacido  y  fallecido  todos  sus  hijos  legítimos,  en  casa  de  su 
propiedad,  y  haber  sido  domiciliado  el  tutor  de  estos  últimos 
y  vivido  allí  con  su  familia  y  con  sus  pupilos.  El  poseer  pro- 
piedades y  haber  celebrado  contratos  en  el  otro  lugar,  y  la  ase* 
veración  en  éstos,  de  estar  avecindado  allí,  no  puede  oponerse 
á  aquella  comprobación.  —  T.  52,  p.  401. 

—  En  el  caso  de  residencia  habitual  en  dos  lugares  distintos, 
debe  considerarse  como  último  domicilio  del  difunto^  aquel  en 
que  tenía  el  principal  establecimiento  (art.  89  y 93,  Cód.  Civ.). 
—  T.  59,  p.  98. 

—  Ninguna  persona  puede  tener  en  el  país,  dos  domicilios  ge- 
nerales. —  T.  60,  p.  98. 

—    Entre  dos  lugares  contradictoriamente  pretendidos  como  do- 
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micilío,  de  los  cuales  en  uno  resulta  haber  el  causante  ejerci- 
do su  profesión,  construido  casa  para  su  habitación  habitual, 
hecho  testamento^  tener  sus  domicilios  los  albaceas  nombra- 
dos,  haber  estado  radicada  la  administración  de  su  finca  de 
campo,  y  ser  su  domicilio  de  origen,  y  en  el  otro  haber  tenido 
residencia  temporaria  ó  periódica  y  ejercido  funciones,  debe 
estarse  por  el  primero^  máxime  cuando  en  documento  público 
otorgado  pocos  meses  antes  de  su  muerte,  en  lugar  distinto  de 
los  dos  disputados,  el  causante  declaró  ser  aquél  su  domicilio 
(art.  89,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  98. 

Domicilio.  —  £1  domicilio,  una  vez  adquirido,  se  conserva  mien- 
tras no  se  manifieste  la  voluntad  de  cambiarlo  ;  y  tal  voluntad 
no  puede  presumirse,  del  hecho  de  haber  el  finado  residido  en 
los  últimos  meses  de  su  vida  en  el  segundo  lugar,  haberse  allí 
casado  in  extremis,  y  fallecido,  cuando  consta  que  se  trasladó  á 
ese  punto  por  motivos  de  salud,  y  conservó  en  el  otro  su  casa 
habitación  en  esa  calidad,  con  sus  muebles,  papeles,  etc. 
(art.  99,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  98. 

—  La  declaración  en  el  acto  del  matrimonio  in  extremis  de  ser 
domiciliado  en  el  lugar  de  su  celebración,  no  puede  referirse  al 
domicilio  real,  sino  á  la  residencia,  cuando  en  esa  misma  épo- 
ca el  causante,  en  una  disposición  codicilar,  menciona  su  casa 
y  papeles  conservados  en  ella^  y  está  averiguado  que  hasta  el 
instante  de  dicha  celebración,  su  domicilio  era  en  el  otro  lu- 
gar. —  T.  60,  p.  98. 

—  Véase  :  Competencia;  Justicia  federal;  Sociedades  anónimas; 
Sucesión. 

Domicilio  especial.  —  Lo  causa,  el  lugar  elegido  para  la  ejecu- 
ción de  un  acto  de  comercio,  para  todo  lo  relativo  á  ese  .  acto 
y  á  las  obligaciones  que  causare  (art.  43,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  9.  p.  80. 

—  El  hecho  de  aparecer  firmado  el  contrato  de  sociedad  eu  una 
ciudad  en  donde  residen  los  socios  capitalistas,  únicos  que  lle- 
van la  firma  social,  y  quienes  facilitan  su  escritorio  para  llevar 
la  contabilidad,  constituye  domicilio  especial.  —  T.  9,  p.  80. 
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Domicilio  especial.  —  El  lugar  elegido  para  la  ejecución  de  un 
acto  de  comercio,  causa  domicilio  especial  para  todo  lo  rela- 
tivo á  ese  acto,  y  las  obligaciones  que  causare.  —  T.  9,  p.  280. 

—  La  designación  de  lugar  que  se  hace  en  un  contrato  para  su 
ejecución,  importa  la  elección  hecha  por  los  contrayentes  de 
un  domicilio  especial  al  efecto,  é  implica  la  extensión  de  la  ju- 
risdicción que  pertenecía  á  los  jueces  del  domicilio  real  de  las 
personas,  á  los  jueces  competentes  del  domicilio  elegido  (ley 
32.  tít.  2,  part.  3»;  art.  102,  Cód.  Civ.).  —  T.  U,  p.  465. 

—  Un  contrato  en  que  se  conviene  especialmente  cuál  es  el 
juez  que  ha  de  conocer  en  las  diferencias  que  se  susciten,  y  en 
que  se  establece  el  lugar  de  la  rendición  de  cuentas,  importa 
fijar  el  domicilio  especial  radicando  una  jurisdicción.  —  T. 
19,  p.  203. 

—  £1  lugar  elegido  para  la  ejecución  de  un  acto^  causa  domicilio 
especial  para  todo  lo  relativo  áesteacto  y  las  obligaciones  que  cau- 
sara (art.  43,  Cód.  Com.  ant.;  art.  400.  Cód.  Civ.).— T.  19,p.  203. 

—  La  indicación  de  la  calle  y  número  de  la  casa,  hecha  al  pie  de 
la  firma  puesta  á  un  contrato^  importa,  por  parte  del  firmante, 
que  sea  vecino  de  otro  lugar,  constitución  de  domicilio  espe- 
cial. —  T.  43,  p.  46. 

—  Véase  :  Competencia. 

Domicilio  legal.  —  El  domicilio  personal  adquirido  después  de 
la  celebración  del  contrato,  en  nada  puede  desnaturalizar  ni 
desvirtuar  el  domicilio  legal  que  es  el  preferente  (art.  90,  Cód. 
Civ.).  —  T.  19,  p.  203. 

Domicilio  personal.  —  Véase :  Domicilio  legal. 

Dominio.  —  La  perfección  de  un  contrato,  hace  nacer  las  accio- 
nes á  que  da  lugar  entre  los  contratantes;  pero  no  las  que  se 
fundan  en  el  dominio  ó  señorío  de  la  cosa.  Así.  en  el  caso  de 
haberse  convenido  en  una  compra-venta  sobre  la  cosa  y  el  precio 
y  de  haberse  hecho  la  tradición  de  la  cosa  á  un  mandatario  del 
comprador  á  título  de  depósito,  hasta  el  pago  del  precio,  aun- 
que el  contrato  pueda  considerarse  perfecto,  no  puede  decirse. 
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sin  embargo,  que  haya  tenido  lugar  la  traslación  del  dominio. 
El  mandatario  del  comprador  no  tiene  en  ese  caso,  título  hábil 
para  enajenarla  cosa  que  le  fué  entregada,  y  su  dominio  per- 
manece en  el  vendedor  á  quien  corresponde  por  consiguien- 
te la  acción  reivindicatoría.  —  T.  9,  p.  282. 

Dominio.  —  Sobre  las  cosas  muebles,  no  puede  adquirirse  sin 
la  tradición  de  ellas  (art.  U20,  Cód.  Civ.).  —  T.  17,  p.  322. 

—  Para  adquirir  el  de  los  bienes  muebles,  no  basta  el  titulo  de 
compra,  si  ésta  no  es  seguida  de  la  tradición.  — T.  18,  p.  245. 

—  El  que  vende  con  pacto  de  retroventa  y  reservándose  el  de- 
recho de  poder  vender  á  otro  durante  el  término,  conserva  el 
dominio  y  la  posesión  de  la  cosa  vendida.  El  segundo  compra- 
dor, á  quien  el  vendedor  vende  en  virtud  del  derecho  reserva- 
do de  poder  vender,  y  se  le  pone  en  posesión  de  la  cosa,  ad- 
quiere el  dominio  de  ella.  (El  rasgo  característico  del  contrato 
de  compra-venta  con  pacto  de  retroventa,  es  que  el  vendedor 
se  desprende  por  él,  del  dominio  y  posesión  de  la  cosa  vendi- 
da, quedándole  sólo  el  derecho  de  redimirla  si  devuelve  el  pre- 
cio que  por  ella  recibió,  mientras  que  la  reserva  del  derecho 
de  vender  á  otro  la  misma  cosa  durante  el  término  de  la  retro- 
venta,  importa  la  retención  en  el  vendedor  del  dominio  y  po- 
sesión déla  cosa  para  poderlos  transferir  al  nuevo  comprador). 

—  T.  19,  p.  457. 

—  No  probándose  cumplidamente  el  dominio  que  se  pretende 
por  el  actor,  y  en  la  duda  sobre  si  es  el  demandante  ó  el  de- 
mandado el  propietario  del  terreno  que  se  disputa,  debe  resol- 
verse en  favor  del  que  tiene  la  posesión  (art.  2972,  Cód.  Civ.). 

—  T.20,  p.  327. 

—  La  compra  de  bienes  muebles,  sin  la  tradición  de  los  mis- 
mos, no  es  título  bastante  para  transferir  su  dominio  al  com- 
prador (art.  577,  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  414. 

—  Se  conserva,  aunque  un  tercero,  y  el  mismo  fisco,  vendan  á 
otro  la  COSÍ,  sin  derecho  para  ello  (art.  2510,  Cód.  Civ.).  — T. 
23,  p.  582. 
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Dominio.  —  La  venta  no  es  bastante  por  si  sola,  para  justificar 
en  el  comprador,  el  dominio  de  la  cosa  vendida  (art.  577,  (lód. 
Civ.;.  —  T.  24,  p.  462. 

—  Dictada  una  ley  de  expropiación  y  entregado  por  el  propie- 
tario el  terreno,  conviniendo  en  el  precio  y  su  pago  posterior, 
el  dominio  de  dicho  terreno  pasa  al  expropiante,  y  no  puede 
ser  transferido  ya  por  el  propietario  aun  tercer  comprador  (art. 
2514  y  2640,  Cód.  Civ.).  —  T.25,  p.  273. 

—  El  de  las  embarcaciones  menores  de  seis  toneladas,  se  ad- 
quiere con  la  sola  posesión,  sin  necesidad  de  escritura.  — T. 
27,  p.  457. 

—  El  de  un  inmueble,  no  se  adquiere  con  el  solo  título.  Es  ne- 
cesario que  éste  sea  seguido  de  posesión  adquirida  por  la  tra- 
dición (art.  2601,  2602,  2609,  2379  y  3275,  Cód.  Civ.).  —  T. 
32,  p,  301 . 

—  La  compra  y  posesión  de  un  café,  los  pagos  de  los  depen- 
dientes y  las  compras  hechas  en  nombre  de  la  compradora,  pa- 
ra explotarlo,  así  como  la  patente  sacada  á  su  nombre,  prueban 
el  dominio  sobre  dicho  negocio.  Esas  pruebas  no  pueden  ser 
desvirtuadas  por  el  hecho  de  la  comunidad  de  vida  que  se  su- 
pone entre  la  tercerista  y  el  ejecutado  (art.  2412,  Cód.  Civ.).  — 
T.  35,  p.  236. 

—  La  compra  seguida  de  posesión,  contra  la  que  no  se  justifica 
vicio  de  nulidad  ó  fraude,  prueba  el  dominio  de  la  cosa  com- 
prada. —  T.  39,  p.  218. 

—  Para  basar  el  dominio  en  un  título  hereditario,  es  necesario 
probar  que  ese  dominio  estaba  dentro  de  los  bienes  de  la  suce- 
sión, pues  que  la  propiedad  del  heredero  deriva  del  derecho  de 
propiedad  del  autor  cuya  persona  continúa  (art.  3417  y  concor- 
dantes, Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  274. 

—  Se  entiende  ser  del  deudor,  las  mercancías  que  estén  en  la 
aduana  ásu  nombre,  por  consignación  ó  transferencia  (art.  171  , 
Ord.).  —  T.  55,  p.  27. 

—  La  compra  en  remate  público,  constituye  un  contrato  perfec- 
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to,  y  siendo  seguida  de  posesión  transfiere  el  dominio  al  com- 
prador (art.  1484,  2604  y  2602,  Cód.  Civ.).  —  T.  5p,  p.  272. 

Dominio.  —  La  venta  que,  posteriormente  al  remate  público  y  á 
la  toma  de  posesión  de  un  terreno,  haga  á  un  tercero  el  anti- 
guo propietario  del  inmueble,  dándose  por  desposeído  de  él, 
no  puede  conferir  á  éste  ningún  derecho  de  dominio  (art.  577, 
2378  y  2640,  Cód.  Civ.).  —  T.  55,  p.  272. 

—  Véase:  Adiufwión ;  Límites  inlerprovimml^ ;  Reitnndicación; 
Titulo. 

Donación.  —  Por  la  legislación  anterior,  la  donación  entre  vivos 
ó  cesión  gratuita  con  la  subsiguiente  tradición,  era  título  hábil 
para  trasferir  el  dominio,  y  para  prescribir  sin  necesidad  de 
escritura  pública.  —  T.  46,  p.  228. 

—  No  puede  haber  donación  de  clase  alguna,  sin  tradición  de 
parte  del  donante,  y  sin  la  posesión  actual  de  la  cosa  donada, 
por  parte  del  donatario  (art.  4789  y  4800,  Cód  Civ.;  y  notaá  los 
art.  1794  y  4800).  —  T.  48,  p.  85. 

—  El  ofrecimiento  que  un  cliente  hace  á  su  abogado,  de  darle, 
á  más  de  los  honorarios,  la  mitad  de  lo  que  pueda  sacarse  por 
uno  de  los  capítulos  deducidos  en  juicio,  es  una  promesa  de 
donar,  y  no  una  donación.  £1  objeto  de  ese  acto  jurídico  es 
prohibido  por  las  leyes,  por  ser  un  pacto  de  cuota  litis;  y  por 
consiguiente  dicha  promesa  de  donar  es  nula  (leyes  44,  tít.  46, 
part.  3»,  y  8,  tít.  16,  lib.  2,  Recop.).  —  T.  48,  p.  85. 

—  La  donación  hecha  en  una  de  las  formas  establecidas  ppr  la 
ley,  es  válida  y  puede  el  donante  ser  obligado  á  otorgar  escri- 
tura pública  (art.  4840,  Cód.  Civ.  Se  trataba  de  un  documen- 
to otorgado  ante  un  juez  de  paz  y  dos  testigos). — T.  21,  p.  158. 

—  Donada  por  ley,  una  área  de  terreno  fiscal  en  el  lugar  que  al 
donatario  conviniese,  la  ubicación  del  terreno  donado  es  la  que 
determinó  el  donatario  con  aprobación  del  Poder  Ejecutivo* 
sin  que  pueda  haberla  variado  la  mensura  por  el  hecho  de  ha- 
berse medido  mayor  extensión  del  terreno  donado.  —  T.  26,  p, 
247. 
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Donación.  —  Contra  la  acción  del  dueño  de  un  terreno  ocupado 
por  un  ferrocarril,  exigiendo  que  se  le  expropie  y  pague  el 
precio  é  indemnización  correspondientes,  no  es  admisible  la  re- 
convención por  escrituración  fundada  en  la  donación  del  cita- 
do terreno,  sin  la  prueba  en  forma  de  haberse  prometido  ó  ve- 
rificadodicha  donación (arl.  4810,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  U8. 

Duda.  —  Cuando  el  conjunto  de  las  circunstancias  no  permite 
afirmar  que  la  situación  del  mandante  haya  empeorado,  y  cuan- 
do sólo  resultan  presunciones  que  aunque  graves,  no  son  pre- 
cisas y  pueden  conducir  á  diversas  conclusiones,  fundándose 
algunas  en  otras  presunciones  ó  indicios,  surge  la  duda,  favo- 
rable al  procesado  (art.  13,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  60,  p.  277. 

—     Véase  :  Posiciones. 


E 


Ebriedad.  —  No  exime  de  la  responsabilidad  criminal,  y  sólo  es 
una  circunstancia  atenuante  para  la  pena.  —  T.  3,  p.   458, 

—  Debe  ser  completa  para  constituir  una  circustancia  atenuan- 
te. —  T.  3,  p.  458. 

—  No  se  presume  en  quien  comete  el  delito  de  hurto.  —  T.  3, 
p.  458. 

Edificación.  —  £1  propietario  que  infringiendo  las  ordenanzas 
municipales,  editíca  sin  haber  pedido  antes  la  delineación,  y 
que,  intimado  de  suspender  la  obra  por  esta  falta,  por  no  es- 
tar en  línea  el  edificio,  no  tiene  derecho  de  quejarse  de  la  de- 
molición de  lo  edificado  y  de  la  imposición  de  multas  ordena- 
das en  su  consecuencia.  —  T.  23,  p.  346. 

—  Véase:  Mala  fe. 

Efecto  retroactivo.  —  No  lo  tienen  las  convenciones,  cuando  no 
se  les  ha  dado  expresamente.  —  T.  8,  p.  458. 

—  La  regla  que  niega  fueza  retroactiva  alas  leyes,  no  estando 
escrita  en  la  Constitución  sino  en  los  Códigos  comunes,  es  una 
advertencia  hecha  á  los  jueces  para  la  interpretación  y  aplica- 
ción de  las  leyes,  y  no  una  limitación  al  poder  de  las  legisla- 
turas, ni  una  causa  de  nulidad  para  sus  disposiciones.  —  T. 
10,  p.  427. 

—  Véase  :  RetroacHvidad, 

Ejecución.  —  La  ejecución  de  lo  líquido,  no  se  perjudica  por  lo 
ilíquido  de  una  deuda.  —  T.  6,  p.  424. 
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Ejecución.  —  La  declaración  de  que  la  liquidación  de  daños  y 
perjuicios  se  haga  porvia  ordinaria,  se  refiere  á  los  que  no  es- 
tán liquidados,  y  no  impide  la  ejecución  de  los  que  lo  estén. 

—  T.  6,  p.  424. 

—  Los  contratos  de  fletamento,  conteniendo  obligaciones  recí- 
procas, no  producen  acción  ejecutiva,  si  antes  no  se  ha  demos- 
trado el  cumplimiento  de  las  del  demandante;  porque  el  dere- 
cho para  exigir  el  cumplimiento  dela^  obligaciones  del  contra- 
rio, nace  del  cumplimiento  que  el  demandante  haya  dado  á  las 
que  le  incumben.  —  T.  7,  p.  99. 

—  No  justificándose  la  entrega  de  toda  la  carga,  no  hay  contra 
el  fletador  una  obligación  e&igible  y  líquida  que  traiga  apareja- 
da ejecución  (Véase  :  Fletamento;  Fletante).  —  T.  7,  p.  167. 

—  Para  que  un  documento  traiga  aparejada  ejecución,  la  obli- 
gación debe  contenerse  en  él  de  tal  manera,  que  resulte  plena- 
mente probado  por  su  simple  inspección  (art.  252,  Ley  Proc). 

—  T.  7,  p.  472. 

—  El  conocimiento  de  mercaderías  embarcadas  en  un  buque,  no 
trae  aparejada  ejecución  contra  el  cargador,  si  el  capitán  no 
justifica  haber  entregado  toda  la  carga  ásu  consignatario.  —  T. 
7,  p.  480. 

—  El  reconocimiento  de  una  póliza  que  no  importa  el  de  una 
deuda  contra  el  absolvente,  no  produce  acción  ejecutiva.  — 
T.  7,  p.   489. 

—  Un  contrato  de  arrendamiento,  no  es  ejecutivo  para  pedir  la 
tenencia  de  la  cosa  arrendada.  Para  que  la  acción  revista  el 
carácter  de  ejecutiva,  es  necesario  que  se  trate  del  cobro  de 
una  cantidad  de  moneda.  —  T.  7,  p.  349. 

—  Establecidos  por  la  cosa  juzgada  cargos  por  sumas  determina- 
das, que  deban  formarlas  bases  de  una  liquidación  futura,  aque- 
llas sumas  pueden  cobrarse  ejecutivamente  sin  aguardar  la  li- 
quidación. La  excepción  de  inhabilidad  del  título  fundada  en 
la  falta  de  liquidación,  no  es  admisible  en  el  caso.  —  T.  8,  p. 
444. 
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Ejeeución  —  Para  que  una  póliza  de  tletamento  de  un  buque  por 
mes,  pueda  servir  de  fundamento  á  una  demanda  ejecutiva,  es 
necesario  que  se  compruebe  que  aún  subsiste  la  obligación  del 
cargador.  —  T.  8,  p.  237. 

—  El  reconocimiento  de  la  obligación  del  fiador,  da  á  la  acción 
deducida  contra  el  co-obligado  in  solidum^  el  carácter  de  eje- 
cutiva. La  circunstancia  de  ser  un  tercero  el  deudor  originario, 
no  desvirtúa  su  fuerza,  desde  que  el^co-fiador  haya  tomado  so- 
bre sí  toda  la  responsabilidad  y  colocádose  en  su  lugar,  hacién- 
dose solidario  de  la  obligación.  —  T.  8,  p.  424. 

—  Un  documento  privado  que  no  es  legalmente  reconocido,  no 
trae  aparejada  ejecución.  —  T.  8,  p.  486. 

—  Las  escrituras  públicas  traen  aparejada  ejecución,  presentán- 
dose testimonio  en  forma  (art.  248  y  249,  Ley  Proc).  —  T.  9, 
p.  43. 

—  Presentándose  un  titulo  que  trae  aparejada  ejecución,  el  juez 
debe  dictar  auto  de  solvendo  contra  el  deudor  (art.  252,  Ley 
Proc).  —  T.  9,  p.  43. 

—  £1  contrato  de  sub-arrendamiento  de  un  buque,  reconocido 
por  el  deudor,  es  título  hábil  de  ejecución.  Un  contrato  de  so- 
ciedad contraído  antes  ó  después  por  el  sub-arrendatario,  deu- 
dor del  flete,  con  el  dueño  del  buque,  no  desvirtúa  la  fuerza 
ejecutiva  del  contrato  de  sub-arriendo.  En  este  caso,  el  sub- 
arrendatario, deudor  del  flete,  no  puede  compensar  su  deuda 
con  los  créditos  que  tuviera  el  dueño  del  buque  hacia  el  sub- 
arrendador, no  reuniéndose  en  su  persona  la  calidad  de  deu- 
dor y  acreedor  (art.  958,  4486  y  1187,  Cód.  Com.  ant. :  art.  249, 
Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  442. 

—  Al  determinar  los  artículos  249  y  250,  ley  de  procedimientos, 
que  puede  pedirse  el  reconocimiento  de  los  documentos  que 
por  si  solos  no  traen  aparejada  ejecución,  se  refieren  á  aquellos 
que  provienen  del  demandado,  ó  á  cuentas  que  lleven  su  firma. 
—  T.  9,  p.  244. 

—  Un  documento  que  contiene  una  obligación  condicional,  no 
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trae  aparejada  ejecución,  sí  no  se  prueba  que  la  condición  se 
ha  cumplido.  —  T.  9,  p.  354. 

Ejecución.  —  En  presencia  de  dos  documentos  contradictorios, 
ambos  reconocidos  por  las  partes,  no  puede  procederse  eje- 
cutivamente^ sin  que  antes  se  compruebe  cuál  es  el  que  contiene 
el  contrato  celebrado.  —  T.  9,  p.  354. 

—  En  el  contrato  de  fletamento^  no  puede  el  fletante  cobrar  eje- 
cutivamente el  flete,  sin  acreditar  que  ha  entregado  la  carga  en 
el  estado  en  que  la  recibió.  (Se  trata  de  un  contrato  bilateral,  en 
que  ninguna  de  las  partes  puede  exigir  de  la  otra  ejecutivamen- 
te, el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  sin  haber  justificado 
previamente  el  de  las  que  le  corresponde).  —  T.  9,  p.  501. 

—  Una  cuenta  por  suministros  de  carbón  á  un  vapor,  reconoci- 
da por  quien  se  dice  agente  y  autorizado  á  tomar  carbón,  pero 
no  reconocida  por  el  armador,  quien  niega,  además,  la  autori- 
zación del  agente^  no  da  lugar  á  acción  ejecutiva  para  el  cobro 
de  su  importe  (art.  248  á  291,  Ley  Proc).  —  T.  40,  p.  358. 

—  Una  cuenta  reconocida  por  el  capitán  por  efectos  suministra- 
dos al  buque,  tiene  fuerza  ejecutiva  contra  el  armador.  El  cam- 
bio de  propietario  del  buque,  no  afecta  en  nada  la  fuerza  eje- 
cutiva de  la  demanda  dirigida  contra  el  propietario  anterior, 
que  autorizó  entregar  los  efectos  al  capitán.  El  hecho  de  haber 
dejado  de  ser  capitán  el  que  reconoce  la  cuenta  el  día  del  re- 
conocimientOj  tampoco  invalida  su  fuerza  cuando  se  prueba 
que  los  efectos  se  entregaron  para  el  buque  en  la  época  en  que 
aquél  lo  era.  La  acción,  en  este  caso,  no  tiene  su  origen  en  el 
conforme  puesto  á  la  cuenta,  sino  en  el  hecho  de  haberse  reci- 
bido los  efectos  para  la  habilitación  del  buque.  — T.  14,  p. 
275. 

—  Siendo  exacto  el  contenido  de  un  documento,  eficaz  y  válida 
la  obligación  contenida  en  él,  y  no  alterada  por  hechos  poste- 
riores, la  ejecución  no  puede  ser  desvirtuada  por  la  excepción 
de  falsedad  ó  inhabilidad  del  título.  —T.  11,  p.  298. 

—  No  puede  llevarse  adelante  contra  la  persona,  sino  contra  los 
bienes  del  deudor.  —  T.  12,  p.  333. 
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Ejecución.  —  Para  procederse  ejecutivamente,  es  necesario  que 
sedemande  con  un  instrumento  que  traiga  aparejada  ejiscución, 
una  cantidad  liquida  ó  cuya  base  de  liquidación  exista  en  el 
título  de  obligación  (art.  248,  Ley  Proc).  —  T.  43,  p.  2«9. 

—  Un  contrato  rescindido,  no  es  título  hábil  para  ejecutar  ni 
puede  dar  lugar  á  otras  acciones  que  para  reclamar  todos  los 
gastos  y  trabajos,  y  lo  que  hubiese  podido  ganarse  en  la  obra 
(art.  596,  Cód.  Cora,  ant.).—  T.  43,  p.  259. 

—  La  deuda  resultante  de  la  nota  de  un  administrador  de  ren- 
tas nacionales,  conteniendo  un  extracto  de  los  libros  de  la 
aduana  y  firmada  por  él,  es  ejecutiva,  máxime  si  no  ha  sido 
negado  por  el  deudor  el  hecho  de  su  origen.  —  T.  43,  p.  403. 

—  Debe  ser  rechazada,  probadas  por  el  deudor  las  excepciones 
de  quita  y  espera.  —  T.  43,  p.  445. 

—  No  es  título  ejecutivo  un  documento  en  que  consta  quedar 
en  poder  del  deudor,  una  suma  de  dinero  para  garantir  la 
buena  construcción  de  una  obra.  —  T.  44,  p.  355. 

—  No  puede  iniciarse  sino  con  documento  que  contenga  una 
cantidad  líquida  de  dinero  ó  cuya  base  de  liquidación  exista 
en  el  titulo  de  obligación  (art.  248,  Ley  Proc).  —  T.  4  4, 
p. 423. 

—  La  no  existencia  déla  cosa  vendida^  impide  la  ejecución  de 
un  vale  firmado  por  el  importe  de  dicha  venta  á  favor  de  un 
cesionario  del  vendedor.  Esta  subrogación  no  importa  una 
novación,  y  el  comprador  puede  deducir  contra  el  tenedor  del 
vale,  las  excepciones  que  le  correspondan  contra  el  vendedor. 
—  T.  45,  p.  209. 

—  No  procede,  sin  documentos  que  prueben  la  obligación  del 
demandado  por  una  cantidad  líquida  ó  cuya  base  exista  en  el 
título.  —  T.  4  5,  p.  272. 

—  Los  instrumentos  privados  debidamente  reconocidos,  tienen 
para  los  que  los  han  suscrito,  el  mismo  valor  que  un  instru- 
mento público  y  llevan  aparejada  ejecución  (art.  854,  Cód.  Com. 
ant.;  art.  4026,  Cód.  Civ.>.  — T.  45,  p.  443. 
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ejecución.  -^  La  disposición  de  €  llevar  adelante  la  ejecución  por 
el  importe  total  de  los  derechos  reclamados»,  dictad»  en  una 
demanda  ejecutiva,  debe  referirse  al  importe  comprendido  en 
el  auto  de  solvendo,  y  no  al  comprendido  en  el  escrito  de  de- 
manda. —  T.  16,  p.  224. 

—  Un  cargo  formado  por  la  contaduría  nacional  contra  un  co- 
merciante, por  error  en  el  aforo  y  liquidación  de  derechos,  tie- 
ne fuerza  ejecutiva  y  debe  cobrarse  por  la  vía  de  apremio  (art. 
74  y  75,  Ley  Contabilidad  de  13  de  octubre  de  1870).—  T.  16, 
p.  362. 

—  La  obligación  que  puede  resultar  de  un  endoso  que  se  tacha 
de  ilegal,  no  tiene  fuerza  ejecutiva.  — T.  16,  p.  410. 

—  El  convenio  entre  dos  contrayentes^  de  pagar  una  multa  si  se 
falta  al  contrato,  es  una  obligación  condicional  que  no  trae 
aparejada  ejecución.  —  T.  16,  p.  445. 

—  Un  documento  no  comprendido  en  ninguno  de  los  incisos 
del  artículo  249  de  la  ley  de  procedimientos,  no  trae  aparejada 
ejecución.  —  T.  17,  p.  437. 

—  Sólo  al  juez  corresponde  verificar  si  el  documento  que  se  le 
presenta  trae  fuerza  ejecutiva. —  T.  18,  p,  190. 

—  Los  documentos  auténticos  extraídos  dé  las  oficinas  fiscales, 
traen  aparejada  ejecución.  — T.  18,  p.  199. 

—  La  acción  del  fisco  para  demandar  judicialmente  el  pago  del 
importe  de  los  derechos  de  aduana,  á  cualquiera  de  sus  deudo- 
res, es  ejecutiva  (art.  180  á  189,  200  y201,  Ord.  ant.).  — T.  19, 
p.  90. 

—  Los  billetes  emitidos  por  el  Banco  de  Mendoza,  después  de 
la  ley  de  esta  provincia^  de  21  de  septiembre  de  1876,  no  son  ins- 
trumentos que  traen  aparejada  ejecución  por  sí.  —  T.  19^  p. 
422. 

—  Debe  llevarse  adelante,  con  costas  al  ejecutado,  no  probán- 
dose las  excepciones  opuestas.  —  T.  20,  p.  271. 

—  Los  documentos  privados  judicialmente   reconocidos,    de 
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plazo  vencido  y  que  contienen  cantidad  líquida,  traen  aparejada 
ejecución  (art.  248  y  249,  Ley  Proc).  —  T.  24,  p.  85. 

Ejecución.  —  El  titulo  ejecutivo  procedente  de  precio  de  uim 
cosa  vendida  y  entregada,  no  pierde  su  habilidad  de  tal  por 
haber  el  comprador  iniciado  pleito  contra  el  vendedor,  sobre 
integración  de  aquella.  —  T.21,  p.  466. 

—  Cuando  en  un  juicio  ejecutivo  se  han  embargado  diversos  bie- 
nes, de  los  cuales  alguno  es  materia  de  un  juicio  de  tercería,  la 
ejecución  hasta  la  venta,  debe  seguirse  sobre  los  otros  (art.  303 
y  304,  Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  165. 

—  Hecho  un  contrato  de  venta  con  el  pacto  de  pagar  el  precio 
en  día  fijo,  una  vez  que  los  compradores  confiesan  estar  en 
posesión  de  la  cosa  vendida,  y  que  han  pagado  ya  una  parte 
del  precio,  están  obligados  ejecutivamente  apagar  el  resto  des- 
pués de  vencido  el  plazo,  sin  que  puedan  oponer  la  inhabili- 
dad del  título  por  no  haberse  otorgado  todavía  las  escrituras. 
-^T.  22,  p.  298. 

—  Corresponde  al  juez  de  la  ejecución,  rechazada  la  tercería 
de  dominio,  resolver  sobre  el  cambio  del  depositario  y  la  ven- 
ta de  los  bienes  embargados.  —  T.  23,  p.  410. 

—  La  seguida  ante  juez  competente,  debe  continuar  adelante 
por  todos  sus  trámites,  no  osbtante  una  segunda  ejecución  ini- 
ciada ante  juez  igualmente  competente,  reembargando  los  mis- 
mos bienes.  —  T.  23,  p.  455. 

—  No  probándose  concluyentcmente  las  excepciones  opuestas 
en  juicio  ejecutivo,  debe  llevarse  adelante  la  ejecución,  reser- 
vándose al  ejecutado  el  derecho  de  ventilarlas  en  juicio  ordi- 
nario. —  T.  23,  p.  462. 

—  £1  instrumento  de  poder,  otorgado  con  la  mención  de  la  re- 
tribución mensual  concedida  al  mandatario,  no  ti^ae  aparejada 
ejecución  para  su  cobro.  —  T.  23,  p.  464. 

—  Si  el  ejecutado  no  opone  excepción  dentro  del  término  legal, 
debe  el  juez  llevar  adelante  la  ejecución.  Esta  sentencia  esape- 
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lable  por  el  ejecutado^  aun  cuando  no  haya  opuesto  excepcio- 
nes ante  el  inferior.  —  T.  23,  p.  523. 

Ejecución.  —  Tienen  fuerza  ejecutiva  las  cuentas  sacadas  de  los 
libros  de  la  aduana.  (Ellas  son  documentos  que  tienen  el  valor 
de  instrumentos  públicos,  según  el  artículo  979,  Código  Civil). 

—  T.  24,  p.  346. 

—  El  contrato  de  arrendamiento  no  negado  por  el  arrendatario, 
es  titulo  ejecutivo  para  demandar  contra  él,  el  pago  de  los  arríen- 
dos  (art.  4o78,  Cód.Civ.).  —  T.  24,  p.  359. 

—  Debe  llevarse  adelante,  no  probada  la  excepción  opuesta.  — 
T.25,p.  335. 

—  Los  billetes  del  Banco  Provincial  de  Santa  Fe,  declarados 
inconvertibles  por  leyes  provinciales,  en  estado  de  validez,  no 
pueden  constituir  titulo  para  demandar  el  pago  de  su  importe 
por  la  vía  ejecutiva.  —  T.  25,  p.  347. 

—  La  intimación  de  aumento  de  alquiler,  no  constituye  titulo 
ejecutivo  para  el  cobro  de  la  suma  aumentada.  —  T.  25,  p- 
495. 

—  Debe  llevarse  adelante,  no  probándose  la  excepción  opuesta. 

—  T.  27,  p.  427. 

—  El  documento  de  una  suma  entregada  en  garantía  de  alqui- 
leres, á  devolverse  desocupándose  la  propiedad  arrendada,  es 
título  hábil  para  ejecutar  su  devolución  una  vez  desocupada  la 
finca.  —  T.  30,  p.  44. 

—  Debe  llevarse  adelante  la  ejecución,  contra  la  que  no  se  opo- 
ne excepción.  —  T.  30,  p.  486  y  489. 

—  El  certificado  expedido  por  un  escribano  extranjero  á  la 
parte  actora,  no  es  titulo  hábil  para  fundar  una  ejecución.  (Se 
trataba  del  saldo  de  un  crédito  hipotecario,  según  certificado 
de  un  secretario  de  juzgado  de  Montevideo.  Tal  título,  dice  el 
fallo,  no  reviste  los  caracteres  de  una  escritura  pública,  ni 
íiparece  expedido  por  funcionario  competentemente  autorizado 
para  hacerlo).  —  T.  33,  p.  219. 

—  Reconocido  el  conforme  de  una  cuenta,   y  no  probada  la  ex- 
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cepción  opuesta,  corresponde  la  prosecución  de  la  ejecución. 

—  T.  34,  p.  432. 

Ejecución.  —  La  obligación  lirmada  por  el  presidente  de  una  so- 
ciedad anónima  en  su  nombre  individual,  es  título  hábil  para  se- 
guir ejecución  contra  la  persona  del  fírmante.  —  T.  34,  p.  263. 

—  Manifestándose  por  el  representante  del  fisc:),  que  en  los  li- 
bros de  la  aduana  aparece  anotado  como  chancelado  el  crédito 
que  se  cobra,  la  liquidación  hecha  por  la  misma  aduana,  no 
puede  constituir  título  ejecutivo  suficiente  para  el  cobro  de  di- 
cho crédito.  —  T.  37,  p.  103. 

—  Los  asientos  contradictorios  de  los  libros  que  forman  parte 
de  la  contabilidad  de  la  aduana,  quita  á  las  liquidaciones  he- 
chas por  ésta^  la  fuerza  ejecutiva  para  el  cobro  de  sus  saldos. 

—  T.  37,  p.  110. 

—  No  procede,  si  no  resulta  que  el  demandado  se  halle  personal- 
mente obligado  al  pago  de  todo  ó  de  parte  determinada  de  la 
deuda  (art.  248,  Ley  Proc).  —  T.37,  p.  219. 

—  La  anotación  de  pago  de  los  derechos  que  se  cobran,  hecha 
en  algunos  libros  de  la  aduana,  desvirtúa  la  acción  ejecutiva 
de  su  cobranza.  La  desvirtúa  también,  la  falta  de  personería  con 
que  la  gestiona  el  actor.  —  T.  39,  p.  270. 

—  La  anotación  de  pago  de  los  derechos  que  se  cobran,  hecha 
en  algunos  libros  de  la  aduana,  desvirtúa  la  acción  ejecutiva 
de  su  cobranza.  —  T.  39,  p.  354. 

—  Opuesta  al  juicio  ejecutivo  la  excepción  de  pago,  y  demos- 
trado que  las  sumas  entregadas  por  el  demandado,  bastan  á  cu* 
brir  el  valor  del  importe  ejecutado,  debe  admitirse  la  excepción 
y  no  hacerse  lugar  á  la  ejecución.  —  T.  40,  p.  197. 

—  La  obligación  de  una  mujer  casada,  sin  constaren  ella  la  ve- 
nia del  marido,  no  puede  fundar  un  juicio  ejecutivo,  ni  dar  lu- 
gar á  embargo  preventivo.  —  T.  40,  p.  221 . 

—  Un  pagaré  por  suma  determinada  y  de  plazo  vencido,  es  tí- 
tulo hábil  para  la  ejecución,  aunque  resulte  dado  como  precio 
de  un  crédito  cedido,  no  cobrado  aún.  (La  obligación  impuesta 
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eij  el  pagaré,  es  pura  y  simple,  sin  depender  para  su  cumpli- 
miento de  condición  alguna).  —  T.  iO,  p.  3i5. 

Ejecución.  —  Una  cuenta  por  impuestos,  liquida  y  exigible,  ex- 
traída de  los  libros  de  la  aduana,  autorizada  por  el  empleado 
encargado  de  la  verificación  y  balance  de  dichos  libros,  y  co- 
rroborada por  actuaciones  y  resoluciones  de  la  Dirección  General 
de  Rentas,  es  titulo  hábil  para  la  ejecución.  (Dicha  cuenta  debe 
ser  reputada  como  un  instrumento  público,  con  arreglo  al  art. 
979,  inc.  50,  Cód.  Civ.,  y  con  fuerza  ejecutiva  por  referirse  á  un 
crédito  líquido  y  exigible,  según  los  art.  ^48  y  249,  Ley  Proc). 

—  T.  42,  p.  254. 

—  La  cuenta  por  importe  de  contribución  directa,  es  título  hábil 
para  ejecutar  al  que  fué  y  es  propietario  de  los  inmuebles  gra- 
vados, cuando  es  sacada  de  los  libros  de  la  Dirección  General 
de  Rentas,  y  no  se  prueba  la  falsedad  de  sus  partidas.  (Dicha 
cuenta,  por  su  naturaleza,  reviste  los  caracteres  de  un  instru- 
mento público,  art.  979,  inc.  5^,  Cód.  Civ.,  y  trae  aparejada  eje- 
cución con  arreglo  al  art.  249,  Ley  Proc).  —  T.  42,  p.  266. 

—  La  cláusula  penal  estipulada  en  garantía  del  cumplimiento 
de  obligaciones,  no  puede  hacerse  efectiva  por  la  vía  ejecutiva, 
sino  se  justifica  previamente  la  falta  de  cumplimiento  de  dichas 
obligaciones.  —  T.  43,  p.  65. 

—  No  deduciéndose  excepciones,  debe  aquella  llevarse  adelante. 

—  T.  43,  p.  297. 

—  Una  carta  manifestando  conformidad  con  un  saldo  de  cuen- 
tas, es  título  hábil  para  la  ejecución  de  su  importe.  La  salve- 
dad agregada  en  la  misma  carta,  de  quedar  pendiente  el  arreglo 
de  letras  giradas  entre  demandante  y  demandado,  que  resulta 
ser  por  giros  hechos  por  el  primero  para  cubrirse  de  valores 
adeudados  por  el  segundo,  no  desvirtúa  la  fuerza  ejecutiva  de 
dicho  saldo.  —  T.  44,  p.  79. 

—  Es  deber  del  juez,  pronunciarse  sobre  todas  las  excepciones 
opuestas  contra  ella.  —  T.  44,  p.  79. 

—  El  girante  de  una  letra,  no  tiene  la  acción  ejecutiva  para  re- 
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petír  contra  el  girado,  lo  que  hubiere  pagado  [al  portador  (art. 
620  y  669,  Cód.  Com.).  —  T.  44,  p.  126. 

Ejecución.  —  £1  titular  de  un  pagaré  á  la  orden,  puede  cobrarlo 
ejecutivamente  al  deudor  que  ha  reconocido  su  firma,  sin  que 
á  ello  obste  la  existencia  de  un  endoso  en  blanco  que  aparece 
testado,  y  el  protesto  por  falta  de  pago,  hecho  por  otra  persona. 
(Siendo  un  pagaré  á  la  orden,  no  es  necesario  el  protesto  para 
la  conservación  y  ejercicio  de  las  acciones  que  de  él  derivan, 
una  vez  reconocido  por  el  deudor.  El  endoso  en  blanco,  testado 
por  el  propio  titular  del  crédito,  en  el  caso,  no  se  opone  al 
ejercicio  de  dichas  acciones,  aunque  se  suponga  subsistente, 
pues  cualquier  portador,  en  virtud  de  dicho  endoso,  podría 
hacerlas  valer  con  arreglo  á  la  ley).  —  T.  44,  p.  361 . 

—  La  de  una  sentencia  arbitral  corresponde  al  juez  competente 
para  conocer  en  lo  principal,  según  la  naturaleza  de  la  causa. 
—  T.  45,  p.  400. 

—  No  alegándose,  ni  resultando  motivo  de  nulidad,  y  no  habién- 
dose probado  las  excepciones  opuestas,  debe  mandarse  llevar 
adelante  la  ejecución.  —  T.  45,  p.  409. 

—  No  traen  aparejada  ejecución  contra  el  gobierno  de  la  pro- 
vmcia  de  Buenos  Aires,  las  letras  que  no  se  hallen  suscritas  por 
el  gobernador  de  la  misma,  ni  conste  que  las  personas  que  las 
firman,  se  hallen  autorizadas  para  hacerlo  con  arreglo  á  las  le- 
yes de  la  provincia.  —  T.  47,  p.  12  y  178. 

—  No  corresponde  la  acción  ejecutiva  por  el  saldo  de  una  cuen- 
ta corriente  que  no  ha  sido  cerrada  (art,  248,  Ley  Proc).  — 
T.  47,  p.  261. 

—  Debe  seguir  adelante,  no  probándose  que  el  pago  haya  sido 
hecho  al  acreedor-  —  T.  48,  p.  178. 

—  No  es  excepción  legítima  contra  ella,  la  de  no  haberse  hecho 
saber  al  encargado  del  registro  de  hipotecas,  el  embargo  tra- 
bado sobre  los  bienes  hipotecados.  (No  está  comprendida  en  el 
art.  270  de  la  ley  de  procedimientos,  y  tal  omisión  no  inhabi- 
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lita  el  título  en  virtud  del  cual  se  despachó  la  ejecución).  — 
T.  48,  p.  430. 

Ejecución.  —  La  escritura  pública  de  venta,  que  establece  la 
suma  y  plazos  en  que  debe  pagarse  el  precio,  vencidos  éstos, 
constituye  título  hábil  para  la  ejecución  (art.  248  y  249,  Ley 
Proc).  —  T.  49,  p.  109. 

—  El  auto  aceptando  la  fianza  para  llevar  adelántela  ejecución, 
no  obstante  la  apelación  de  la  sentencia,  es  inapelable  (art.  300, 
Ley  Proc).  —  T.  49,  p.  382. 

—  El  comprador  de  la  cosa  embargada  con  anterioridad  á  la  com- 
pra, no  puede  impedir  que  se  lleve  adelante  la  ejecución  para 
hacer  pago  al  ejecutante.  (Aunque  por  la  ley  civil  pueden  ven- 
derse las  cosas  embargadas,  la  venta  no  puede  perjudicar  los 
derechos  de  los  embargantes,  por  cuanto  ella  no  puede  hacer- 
se sino  con  los  gravámenes  que  ya  reconocía  anteriormente, 
según  el  art.  1174,  Cód.  Civ.).  --  T.  49,  p.  506. 

—  Cualquiera  que  sea  el  mérito  de  un  documento  presentado 
fuera  de  la  oportunidad  legal,  la  ejecución,  á  la  que  no  han  si- 
do opuestas  excepciones,  tiene  que  seguir  adelante.  —  T.  50, 
p.  5. 

—  La  cuenta  con  conforme,  es  título  hábil  para  ejecutar  su  ira- 
porte  contra  el  firmante  (art.  249,  inc.  7°,  art.  250  y  251,  Ley 
Proc.).  — T.  51,  p.  113. 

—  No  procede  por  letras  protestadas,  cuando  el  protesto  no 
está  en  debida  forma  v  la  letra  no  ha  sido  reconocida  enjuicio. 
—  T.  51,  p.  238. 

—  La  inhabilidad  de  título  y  la  litis  pendencia,  fundadas  en  la 
nulidad  de  la  venta  demandada  en  juicio  ordinario,  no  puede 
obstar  á  la  ejecución  que  se  sigue  por  el  precio  de  plazo  ven- 
cido, cuya  deuda  resulta  de  escritura  pública.  —  T.  51 ,  p.  300. 

—  La  liquidación  mandada  practicar  para  establecer  el  saldo  en 
moneda  legal  entre  dos  cuentas  reconocidas,  una  á  oro  y  otra 
á  moneda  legal,  autoriza  á  proceder  ejecutivamente  por  el  co- 
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bro  del  saldo  deudor  (art.  787,  Cód.  Com.;  art.  249,  Ley  Proc). 
—  T.  52,  p.  359. 

Ejecución.  —  La  confesión  judicial  hace  exigíble  la  cantidad  que 
se  reconoce  deber,  y  la  ejecución  pedida  y  ordenada  por  dicha 
cantidad,  no  puede  ser  desvirtuada  por  excepciones  que  se  re- 
fieren á  la  cantidad  no  comprendida  en  ella  (art.  249,  inc.  6o, 
Ley  Proc).  —  T.  53,  p.  40. 

—  No  es  instrumento  ejecutivo,  una  resolución  de  aduana  no 
ejecutoriada.  —  T.  53,  p.  93. 

—  Contratada  la  construcción  de  un  edificio,  y  por  separado  la  de 
las  paredes  laterales,  la  avaluación  judicial  de  esta  última,  es 
título  hábil  para  ejecutar  su  importe,  sin  que  obste  el  no  ha- 
berse concluido  todavía  la  construcción  del  edificio. — T.  53, 
p.  473. 

—  En  las  obligaciones  comprendidas  por  la  ley  número  2841 
(de  liquidación  del  Banco  Nacional),  no  queda  modificada  la 
estipulación  relativa  á  la  división  en  cuotas  de  cada  uno  de  los 
vencimientos;  por  lo  que,  respecto  de  dichas  cuotas  procede, 
al  vencimiento,  la  acción  ejecutiva  de  los  respectivos  intereses 
y  amortizaciones  (Véase  :  Banco  Nacional),  —  T.   53,  p.  392. 

—  Los  cupones  vencidos  del  empréstito  macadam,  adeudados 
porlá  Municipalidad  del  Rosario,  son  títulos  que  traen  apare- 
jada ejecución  (art.  979,  Cód.  Civ.;  art.  249,  Ley  Proc).  —  T. 
53,  p.  395. 

—  Constando  la  entrega  de  la  cosa  vendida,  sin  que  nadie  apa- 
rezca disputándola,  el  instrumento  de  venta,  en  el  cual  se  han 
estipulado  los  plazos  para  el  pago  del  precio,  es  titulo  hábil 
para  ejecutar  el  cobro  de  las  cuotas  vencidas.  — T.  54,  p.  146. 

—  La  oposición  á  ella,  después  de  vencido  el  término  déla  ley, 
debe  serdesechada.  (El  término  fijado  por  el  art.  268  de  la  ley 
de  procedimientos,  es  perentorio  y  su  lapso  produce  ipsojure 
los  efectos  legales).  —  T.  54,  p.  480. 

—  No  es  suficiente  para  basar  el  procedimiento  ejecutivo,  un 
instrumento  privado,  cuyo  firmante  no  ha  sido  citado  en  perso- 
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na  sino  por  edictos  y  no  ha  comparecido  á  reconocerlo  (art. 
S4S,  251  y  312  de  la  ley  de  procedimientos.  La  citación  por 
edictos  en  los  casos  y  para  los  fines  que  ella  procede,  sólo  au- 
toriza, sucediendo  la  incomparecencia,  para  el  nombramiento 
de  defensor,  y  no  para  la  declaración  de  rebeldía  del  citado, 
como  en  el  juicio  ejecutivo  lo  prescribe  el  art.  253  de  la  ley  de 
procedimientos.  La  confesión  tácita,  resultante  del  silencio 
opuesto  aun  acto  ó  interrogación,  supone  que  quien  está  en  el 
deber  de  contestar,  tiene  conocimiento  del  acto  ó  interrogación, 
art.  919,  Código  Civil,  lo  que  no  puede  darse  por  averiguado 
cuando  ha  mediado  sólo  la  citación  por  edictos). — T.  55, 
p.  204. 

Ejecución.  —  El  juicio  ordinario  promovido  sobre  rescisión  de 
contrato,  causa  de  los  pagarés  ejecutados^  no  puede  enervar  la 
acción  ejecutiva  de  éstos.  —  T.  55,  p.  219. 

—  En  las  obligaciones  de  titulo  ejecutivo,  la  sola  excepción  á 
la  personería,  que  el  ejecutante  justifica  con  posterioridad  ala 
oposición,  no  autoriza  á  rechazar  la  ejecución^  pero  sí  á  exone- 
rar al  ejecutado  de  las  costas  del  juicio.  — T.  56,  p.  291. 

—  Es  título  hábil  para  fundar  la  ejecución,  la  cuenta  con  con- 
forme del  saldo  deudor,  reconocida  enjuicio  (art.  249,  inc.  7«>, 
Ley  Proc).  —  T.  56,  p.  352. 

—  No  es  título  hábil  para  fundar  la  ejecución,  el  recibo  simple 
de  una  suma  de  dinero.  —  T.  56,  p.  352. 

—  Es  ejecutivo,  el  crédito  por  cantidad  cuya  base  de  liquidación 
exista  en  el  título  de  la  obligación,  comprobada  por  instru- 
mento de  aparejada  ejecución,  y  cuyo  plazo  ha  vencido  (art. 
248,  249,  inc.  5°,  y  256.  Ley  Proc).  —  T.  57,  p.  137. 

—  Una  letra  de  cambio  de  plazo  vencido  y  por  suma  determi- 
nada, cuya  firma  ha  sido  dada  por  reconocida  en  juicio,  es  há- 
bil para  fundar  el  procedimiento  ejecutivo  ;  y  no  oponiéndose 
excepción  de  las  prescriptas  por  el  artículo  676  del  Código  de 
Comercio,  debe  llevarse  adelante  la  ejecución.  — T.  57,  p, 
173. 
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Ejecución.  —  Los  documentos  comprendidos  entre  los  instru- 
mentos públicos,  traen  aparejada  ejecución  y  procede  el  auto 
de  sólvendo.  (Se  trataba  de  títulos,  con  cupones  vencidos,  emi- 
tidos por  una  provincia).  —  T.  57,  p.  264. 

—  Debe  llevarse  adelante,  demostrada  la  improcedencia  de  las 
excepciones.  —  T.  57,  p.  279. 

—  Dictado  auto  de  sólvendo  en  mérito  de  documentos  que  traen 
aparejada,  ejecución^  y  no  verificado  el  pago,  debe  despacharse 
mandamiento  en  forma.  —  T.  57,  p.  285. 

—  No  habiendo  sido  debidamente  comprobadas  las  excepciones 
opuestas,  debe  llevarse  adelante  la  ejecución.  —  T.  58,  p.  60. 

—  iVo  habiéndose  deducido  excepciones,  debe  llevarse  adelan- 
te la  ejecución  (art.  268,  Ley  Proc).  —  T.  59,  p.  104. 

—  El  auto  de  sólvendo  no  es  apelable ;  y  las  excepciones  contra 
el  título  ejecutivo,  deben  oponerse  después  de  la  citación  do 
remate  (art.  252,  254  y  300,  Ley  Proc).  —  T.  61,  p.  5. 

—  El  perito  tasador  no  puede  cobrar  sus  honorarios  al  ejecu- 
tante, antes  de  venderse  los  bienes  embargados  y  depositado  su 
precio:  es  sobre  éste  que  debe  ser  pagado  con  la  debida  pre- 
ferencia que  corresponde  á  las  costas  de  la  ejecución,  salvo  la 
existencia  de  motivos  especiales  que  funden  la  responsabilidad 
del  ejecutante.  (El  honorario  pericial  forma  parte  de  las  costas 
de  la  ejecución,  y  le  son  aplicables  los  art.  293,  294  y  298,  Ley 
Proc).  —  T.  61,  p.  53  y  72. 

—  Véase  :  Documentos;  Fletante;  Instrumento  público  ;  Juicio  eje- 
cutiw  ;  Laudo  ;  Provincia  ;  Sueldos, 

Ejecución  de  contrato.  —  Es  fuero  preferente  y  preferido  al  del 
domicilio  del  demandado,  el  del  lugar  de  la  ejecución  del  con- 
trato (art.  747  y  1212,  Cód.Civ.).  —  T.  28,  p.  11. 

—  El  lugar  donde  debe  ejecutarse  el  contrato,  es  el  que  resulta 
de  la  voluntad  expresa  ó  presunta  de  las  partes  (art.  1212,  Cód. 
Civ.). —  T.  28,  p.  11. 

—  El  contrato  por  el  cual  se  da  comisión  de  comprar  una  cosa 
en  un  punto,  para  ser  entregada  y  vendida  con  ventaja  en  otro. 
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se  cumple  entregando  la  cosa  en  este  último  punto.  —  T.  28, 
p.  11. 

Ejecución  de  contrato.  —  Véase  :  Competencia;  Contrato ;  Con- 
trato bilateral;  Cumplimiento  de  contrato. 

Ejecución  de  sentencia.  —  Véase  :  Sentencia, 

Ejecutante.  —  Puerie  hacerse  adjudicar  el  bien  embargado,  por 
las  dos  terceras  partes  de  la  tasación  que  sirvió  de  base  para 
la  venta  en  remate  público,  cuando  éste  no  ha  tenido  lugar  por 
falta  de  postores  (art.  290,  Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  94. 

Ejecutor.  —  El  de  una  disposición  superior,  es  acusable  si  ultra- 
pasa ó  cumple  mal  su  mandato ;  pero  no  es  recusable.  —  T. 
16,  p.  258. 

Ejecutoria.  —  El  auto  apelado  fuera  de  tiempo,  queda  ejecuto- 
riado. —  T.  52,  p.  32. 

Ejidos.  —  Véase:  Municipalidad. 

Elección.  —  Véase:  Comprador;  Facultad;  Ley  electoral;  Pena, 

Embargo.  —  La  legalidad  de  un  embargo  de  artículos  que  son 
objeto  de  un  contrato  de  fletamento,  ordenado  por  el  juez  de 
provincia  competente  en  la  cuestión  principal  que  lo  ha  moti- 
vado, no  puede  ser  discutido  ante  la  justicia  federal,  sino  por 
el  recurso  de  apelación  de  que  trata  el  artículo  14  de  la  ley  de 
14  de  septiembre  de  1863;  ó  por  acción  ante  el  juez  federal, 
contra  quien  los  retenga  en  su  poder.  —  T.  3,  p.  75. 

—  Un  decreto  de  embargo  no  apelado  en  tiempo,  se  entiende 
consentido  y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada.  —  T.  5,p. 
401. 

—  El  decretado  por  el  juzgado  nacional  sobre  una  cosa,  objeto 
del  pleito  sometido  á  la  jurisdicción  del  juez  de  provincia,  y 
que  éstehapuesto  á  su  orden,  para  responder  del  resultado  del 
juicio,  no  tiene  valor  legal ;  y  los  derechos  preferentes  que  se 
invoquen  sobre  aquella,  deben  ser  ventilados  ante  el  juez  de 
provincia.  —  T.  7,  p.  38. 

—  Debe  alzarse  éste,  resultando  intempestiva  una  ejecución.  — 
T.  8,  p.  84. 
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Embargo.  —  El  embargo  á  que  se  refiere  el  artículo  180  de  las 
Ordenanzas  de  aduana  (antiguas)  debe  hacerse  después  de  ven- 
cidos los  tres  dias  de  gracia,  según  lo  dispuesto  en  el  articulo 
179  délas  mismas.  —  T.  10,  p.  203. 

—  El  embargo  decretado  de  arrendamientos  de  un  Luque,  con 
el  objeto  de  garantir  las  resultas  del  juicio  promovido  por  los 
acreedores  del  buque,  y  cuyo  importe  debe  ser  aplicado,  con- 
cluido que  sea  el  juicio,  á  los  que  prueben  mayor  derecho,  no 
infiere  perjuicio  al  que  cree  tenerlo.  —  T.  10,  p.  317. 

—  En  el  solicitado  y  obtenido  bajo  la  responsabilidad  de  quien 
lo  pidió,  éste  se  hace  responsable  de  los  daños  y]perjuicios  que 
de  dicho  embargo  se  le  hayan  seguido  al  dueño  de  los  bienes. 
—  T.  10,  p.  350. 

—  El  de  efectos,  practicado  por  un  empleado  de  aduana  en  cum- 
plimiento de  su  deber,  no  puede  llamarse  despojo.  El  perjui- 
cio que  de  ese  embargo  resulta  al  dueño  de  los  efectos,  que  pu- 
do evitarlo  si  hubiese  tenido  sus  papeles  en  regla,  es  imputa- 
ble á  él  solo.  —  T.  11,  p.  159. 

—  El  embargo  de  un  buque  hecho  por  los  acreedores  especi- 
ficados en  los  artículos  1021  y  1023,  Código  de  Comercio  antiguo, 
es  legal  (art.  1028),  y  no  puede  traer  responsabilidad  al  que  lo 
pidió  ;  mucho  más  si  el  nuevo  propietario  del  buque  pudo  evi- 
tarlo dando  fianza  de  juzgado  y  sentenciado,  en  el  juicio  ejecu- 
tivo seguido  por  el  acreedor,  para  garantir  el  pago  del  capital, 
intereses  y  costas  (art.  1029,  Cód.  citado).  —  T.  11^  p.  222. 

—  El  capitán  tiene  derecho  de  exigir  el  embargo  de  la  carga,  ó 
una  fianza  para  garantía  de  la  acción  entablada  sobre  pago  de 
estadías.  —  T.  1 1 ,  p.  356. 

—  En  el  caso  de  dos  embargos  sucesivos,  debe  respetarse  el  pri- 
mero á  preferencia  del  segundo,  cuando  el  acreedora  cuya  so- 
licitud se  ha  trabado  el  segundo,  no  tiene  un  privilegio  especial 
sobre  los  fondos  embargados.  —  T.  13,  p.  205. 

—  Por  deudas  privilegiadas,  puede  ser  embargado  un  buque,  des- 
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pues  de  intentada  la  acción  competente  (art.    4028,  Gód.  Com. 
ant.).  —  T.  43,  p.  306. 

Embargo.  —  Entablándose  juicio  ordinario  á  consecuencia  de 
una  ejecución  rechazada  en  segunda  instancia,  puede  el  juez 
de  sección,  á  solicitud  de  parte,  mantener  el  embargo,  sin  que 
esto  importe  violar  la  cosa  juzgada.  —  T.  43,  p.  306. 

—  Un  embargo  en  juicio  ejecutivo,  pedido  y  obtenido  según  la 
ley  de  procedimientos,  y  no  bajo  la  responsabilidad  del  ejecu- 
tante, no  hace  responsable  á  éste  de  daños  y  perjuicios,  aun 
cuando  después  se  rechazase  la  ejecución.  —  T.  45,  p.  294. 

—  No  puede  procederseal  embargo  de  un  buque  por  el  crédito 
de  salarios  de  la  tripulaiúón,  sino  en  los  casos  previstos  por 
el  título  25  déla  ley  de  procedimientos.  —  T.  47,  p.  353. 

—  £1  privilegio  ó  hipoteca  que  el  ejecutante  pueda  tener  sobre 
las  cosas  embargadas,  no  obsta  al  levantamiento  del  embargo  : 
él  puede  darle  derecho  para  demandar  al  propietario  (art.  4020, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  48,  p.  288. 

—  Debe  levantarse,  probado  el  dominio  del  tercero  sobre  las 
cosas  embargadas.  —  T.  48,  p.  288. 

—  En  la  ejecución  de  un  fundo,  por  cobro  de  mejoras,  no  pue- 
de el  que  lo  ha  comprado,  después  de  hechas  las  mejoras,  opo- 
nerse á  un  embargo,  máxime  si  la  compra-venta  del  fundo,  no 
se  halla  en  forma  y  la  escritura  es  posterior  al  embargo.  —  T. 

48,  p.  333. 

~  Es  válido  el  embargo  de  uno  délos  bienes  del  deudor,  hecho 
por  el  acreedor,  aunque  éste  tenga  privilegio  sobre  otro.  —  T. 

49,  p.  23. 

—  En  juicio  ejecutivo  seguido  contra  el  gerente  de  una  sociedad 
anónima,  en  este  carácter^  no  pueden  embargarse  los  bienes 
particulares  de  aquél  ó  de  su  esposa  (art.  408  y  409,  Oód.  Com. 
ant.).  —  T.  49,  p.  83. 

—  Por  una  deuda  personal  del  socio,  no  pueden  ser  embargados 
los  bienes  de  la  sociedad,  salvo  el  derecho  acordado  por  el 
artículo  479,  Código  de  Comercio  antiguo.  —  T.  24,  p.  478, 
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Embargo.  —  Negados  por  el  demandado  los  hechos  en  que  el 
demandante  funda  su  petición  de  embargo,  éste  no  puede  ser 
decretado.  —  T.  22.  p.  362. 

—  El  trabado  por  juez  incompetente,  es  insubsistente  desde  que 
queda  ejecutoriada  la  sentencia  de  incompetencia.  —  T.  23,  p. 
552. 

—  El  embargo,  como  arraigo,  no  puede  decretarse  ante  la  jus- 
ticia nacional,  sino  en  vista  de  escritura  pública  ú  otra  prueba 
fehaciente  que  se  acompañe  con  la  demanda.  —  T.  23,  p.  552. 

—  La  oposición  á  la  entrega  de  un  dinero  ordenada  por  auto 
ejecutoriado,  importa  un  embargo,  y  hace  responsable  al  que 
lo  hizo,  de  los  daños  y  perjuicios  causados.  — T.  24,  p.  254. 

—  El  juez  de  sección  debe  conocer  de  los  reclamos  contra  un 
embargo  trabado  por  la  aduana  sobre  unas  lanchas,  que  no  se 
hallaban  en  poder  de  ésta  (art.  175  y  1065,  Ord.).  — >  T.  24, 
p.  377. 

—  El  trabado  por  consentimiento  de  partes^  sobre  la  cosa  liti- 
giosa, nopuede  dejarse  sin  efecto  sino  por  mutua  voluntad  de 
las  mismas  partes.—  T.  27,  p.  321. 

—  Enjuicio  ejecutivo,  debe  trabarse  en  bienes  de  que  se  halle 
en  posesión  el  deudor  ejecutado;  y  reclamándose  la  posesión 
que  un  tercero  alega  tener  de  los  bienes  embargados,  debe  ad- 
mitirse la  prueba  de  su  alegación  (art.  257,  Ley  Proc). — T.  30, 
p.  184. 

—  Sin  la  conformidad  de  aquel  á  cuyo  pedido  se  ha  hecho  un 
embargo,  no  puede  ordenarse  la  entrega  de  la  cosa  embargada. 
—  T.  32,  p.  160, 

—*  La  omisión  del  embargo  no  es  un  defecto  que  anule  el  pro- 
cedimiento en  el  juicio  ejecutivo.  — T-  31,  p.  57. 

—  El  sitio  y  casa  del  juzgado  federal,  correo  y  aduana  nacional, 
no  son  embargables.  —  T.  33,  p.  116. 

—  No  habiéndose  deducido  ni  ofrecidose  deducir  acción  contra 
los  dueños  de  los  efectos  embargados^  ni  afirmádose  que  les 
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quepa  responsabilidad  en  la  falsificación  de  marca  que  se  acu- 
sa, procede  el  levantamiento  del  embargo.  —  T.  36,  p.  98. 

Embargo.  —  Declarada  la  incompetencia  del  juez,  queda  sin 
efecto  el  embargo  trabado  por  su  orden.  — -T.  38,  p.  415. 

—  El  efecto  de  los  embargos  no  caduca  por  el  transcurso  de 
diez  años,  sino  por  su  cancelación  ó  por  la  inscripción  de  la 
transferencia  del  dominio  ó  derecho  real  inscripto  á  otra  per- 
sona (art.  255,  ley  Org.  de  los  Trib.  de  la  Capital  de  1886_,  y 
art.  24odela  misma,  de  1881).  — T.  40,  p.  581. 

—  El  procesado  puede  siempre  sustituir  los  bienes  embarga- 
dos por  designación  del  juez,  por  otros  bienes  que  él  señale  ó 
por  una  caución  personal  ó  real  (art.  411  y  413,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  41,  p.  368. 

—  La  cantidad  por  la  que  ha  sido  trabado^  puede  ampliarse  ó 
reducirse  según  el  resultado  ulterior  déla  causa.  — T.  41, 
p.  368. 

—  Las  actuaciones  relativas  al  provisorio,  deben  correr  por  in  - 
cidente  separado.  —  T.  41 ,  p.  368. 

—  Ordenado  el  embargo  por  el  importe  de  un  pagaré  á  oro  se- 
llado, protestado  á  su  vencimiento,  dicho  embargo  debe  trabar- 
se  por  la  suma  del  capital  é  intereses  en  oro  ó  en  papel  mone- 
da nacional  al  cambio  del  dia  del  pago  y  por  la  de  los  gastos 
de  protesto  (art.  507  y  508,  Cód.  Civ.;  art.  218,  890,  902  y  917, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  49. 

—  No  puede  embargarse  la  cosa  que  está  en   poder  de  tercero, 
ni,  sin  previa  citación  y  audiencia  de  éste,  procederse  aprobar 
que  la  cosa  pertenece  al  deudor.  —  T.  45,  p.  343. 

—  Ordenado  por  sentenciaejecutoriada,  poruña  parte,  la  entre- 
ga de  alhajas  recibidas  en  prenda  y,  por  otra,  la  del  dinero  pres- 
tado sobre  ellas,  no  puede  exigirse  que  éste  quede  embargado 
á  las  resultas  del  juicio  promovido  ó  que  va  á  promoverse  por 
el  dueño  de  las  alhajas,  sobre  daños  y  perjuicios.  (No  es  lícito 
pedir  el  arraigo  antes  de  entablarse  la  demanda).  — T.  45, 
p.  392. 
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Embargo.  —El  embargo  de  la  suma  demandada,  no  exime  al  ej(v 
cutado  del  deber  de  depositarla  á  la  orden  del  juez  de  la 
ejecución.  —  T.  45,  p.  400. 

—  El  trabado  sobre  un  bien  inmueble  ofrecido  por  el  ejecutado, 
puede  ser  sustituido  sobre  una  suma  de  dinero  denunciada  por 
el  ejecutante.  (Éste  solicitó  la  sustitución,  habiéndose  trabado 
aquel  embargo  á  petición  del  deudor  para  levantar  la  inhibi- 
ción que  pesaba  sobre  él).  —  T.  46,  p.  146. 

—  El  trabado  para  garantir  el  resultado  del  juicio  criminal  ini- 
ciado por  diversos  cargos,  de  los  cuales  algunos  han  sido  eli- 
minados del  proceso,  debe  reducirse  en  su  quantum  á  los  car- 
gos no  eliminados.  —  T.  46,  p.  210. 

—  No  procede  el  embargo  que  no  es  eficaz  á  los  propósitos  le- 
gales del  acreedor,  como  el  de  una  estación  de  ferrocarril  que 
no  puede  ser  vendida  con  separación  de  la  línea  férrea.  —  T. 
46,  p.  246. 

—  No  son  embargables  los  bienes   de  las  municipalidades, 
que  se  hallan  consagrados  al  servicio  comunal.  (La  dispo- 
sición del  art.  42  del  Cód.  Civ.,   por  el  cual  se  establece  que 
las    personas  jurídicas  pueden    ser  demandadas    en    virtud 
de  acciones  civiles  y  son  pasibles  de  ejecución  en  sus  bienes, 
sólo  puede  entenderse,  en  lo  que  á  las  personas  jurídicas  pú- 
blicas atañe,  de  cuyo  número  son  las  municipalidades,  de  los 
bienes  privados  de  dichas  corporaciones,  y  no  de  los  propia- 
mente comunales,  ó  del  dominio  público,   tales  como  calles, 
plazas,  caminos  y  demás  qu§  se  hallen  consagrados  á  un  ser- 
vicio general  y  comunal,  como  los  hospicios,  cementerios,  es- 
cuelas, mercados,   etc.,  los  que,  por  la  consagración  especial 
que  los  afecta,  y  mientras  ella  dure,  se  hallan  fuera  del  comer- 
cio, y  no  son  enajenables  ni  prescriptibles,  ni  pueden  ser  em- 
bargados ó  ejecutados,   según  así  resulta  de  los  art.  2336  y 
siguientes  del  Cód.  Civ.  Los  jueces,  por  lo  mismo,  carecen  de 
autoridad  y  jurisdicción  para  cambiar  su  destino,  y  no  pueden, 
por  consiguiente^  ordenar  su  embargo  ni  proceder  á  su  ejecu- 

22 
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ción.   En  el  caso  se  trataba  del  embargo  de  un  mercado  muni- 
cipal). —  T.  48,  pH95. 

Embargo.  —  Decretada  la  prisión  preventiva,  procede  el  embar- 
go de  bienes  bastantes  á  responder  de  la  pena  pecuniaria  y 
de  las  responsabilidades  civiles  (art.  ^^,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  50,  p.  192. 

—  Cuando  son  varios  los  procesados,  la  solidaridad  establecida 
por  la  ley  implica  solamente  que  debe  embargarse  á  uno  ó  á  to- 
dos la  cantidad  suficiente,  en  cuanto  se  refiera  á  sus  actos  res- 
pectivos. —  T.  50,  p.  192. 

—  Habiendo  bienes  hipotecados  que  responden  ya  de  ia  pena 
pecuniaria  y  de  las  responsabilidades  civiles  délos  procesados, 
el  juez  debe  tenerlos  en  cuenta  para  establecer  la  cantidad  que 
baya  de  embargarse  en  cada  caso,  y  á  él  le  corresponde  apre- 
ciar su  valor.  —  T.  50,  p.  192. 

—  La  demanda  sobre  cumplimiento  de  un  contrato  de  venta  de 
un  centro  agrícola,  no  autoriza  el  embargo  del  campo  ni  de 
sus  existencias  (art.  55,  Ley  Proc).  — T.  52,  p.  385. 

—  Para  obtener  una  sustitución  de  embargo,  el  procesado  debe 
manifestar  los  bienes  que  ofrece,  y  en  caso  de  disconformidad 
por  parte  del  acusador,  debe  procederse  á  su  avaluación  por 
peritos,  de  acuerdo  con  el  artículo  336  del  Código  de  Proce- 
dimientos Criminales.  —  T.  53,  p.  243. 

—  Si  bien  por  el  artículo  414  del  Código  de  Procedimientos 
Criminales,  se  faculta  al  alguacil  ó  funcionario  encargado  del 
embargo,  para  apreciar  los  bienes  que  sean  suficientes  para  la 
ejecución  de  és^e,  no  se  desprende  de  su  texto,  que  tal  apre- 
ciación no  pueda  modificarse,  en  caso  de  disconformidad  de 
alguna  de  las  partes.  —  T.  53,  p.  243. 

—  Vendido  un  buque  para  ejecutar  la  sentencia  sobre  pago  de 
averías,  es  legítimo  el  embargo  que  se  traba  sobre  parte  de  su 
precio  para  garantir  las  costas  de  salvataje  del  mismo  buque 
(art.  1377,  Cód.  Com.).  —  T.  53,  p.  291. 

—  El  procesado  puede  pedir  se  sustituya  el  embargo  general  de 
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sus  bienes  con  el  particular  de  los  que  ofrece,  siendo  bastantes, 
y  presentando  títulos  que  á  juicio  del  juzgado  demuestren  que 
son  de  su  propiedad.  —  T.  53,  p.  362. 

Embargo.  —  No  procede  el  embargo  del  buque  en  las  acciones 
que  son  personales  sobre  cumplimiento  de  contrato  de  íleta- 
mento,  y  no  se  dirigen  contra  el  buque  por  obligaciones  que 
la  ley  declara  á  cargo  de  éste.  —  T.  54,  p.  307. 

—  No  procede  el  de  sub-arriendos,  no  existiendo  contrademan- 
da que  pueda  motivarlo.  —  T.  57,  p.  145. 

—  Las  sumas  embargadas  á  los  procesados,  deben  imputarse  á 
la  pena  de  la  multa  impuesta.  —  T.  57,  p.  177. 

—  £1  simple  embargo  de  una  cosa  no  ofrece  las  garantías  que 
una  fianza  ó  hipoteca,  en  cuanto  aquel  no  se  halla  comprendido 
entre  los  actos  ó  causas  de  la  preferencia  de  créditos,  reglada 
por  los  códigos  de  fondo  para  los  casos  en  que,  según  ellos, 
procedan  las  cuestiones  de  graduación.  — T.  59,  p.  271. 

—  Véase:  Apelable;  Apelación ;  Bienes  sociales :  Ejecución ;  Ena- 
jenación; Fianza ;  Fuerza  pública ;  Incidente;  Minas;  Nulidad; 
Patente  de  invención  ;  Primlegio, 

Embargo  de  minas.  —  Por  las  Ordenanzas  de  Méjico,  puestas 
en  vigencia  por  la  ley  nacional  de  17  de  diciembre  de  1853,  no 
es  permitido  el  embargo  y. remate  de  minas.  La  ley  de  proce- 
dimientos de  San  Juan,  posterior  á  la  citada  ley,  no  tiene  valor 
ni  efecto  en  cuanto  compréndelas  minas  entre  los  bienes em- 
bargables  del  deudor  (art.  31 ,  Const.  Nac).  —  T.  27,  p.  16. 

Embargo  preventÍTO.  —  El  que  solicita  sin  derecho  un  embargo 
preventivo,  bajo  su  responsabilidad,  de  animales  que  van  de 
tránsito,  debiendo  en  seguida  iniciar  el  correspondiente  juicio 
de  propiedad,  sin  hacerlo  y  sin  probar  una  vez  demandado,  su 
mejor  derecho,  debe  abonar  el  valor  de  dichos  anímales  al 
precio  corriente  en  el  lugar  de  su  destino,  con  los  daños  é  in- 
tereses, consecuencia  directa  é  inmediata  del  embargo.  Esta 
responsabilidad  no  cesa  aun  cuando  el  que  pidió  el  embargo, 
alegue  que  procedió  como  mandatario  de  otro.  — T.  19,  p.  318. 


EMB  —  340  — 

Embargo  preventivo.  —  El  alegarse  por  el  vendedor  que  la  es* 
critura  de  venta  que  íirmó  fué  simulada,  no  es  causa  bastante 
para  fundar  un  embargo  preventivo  del  inmueble  á  que  se  re- 
fiere esa  escritura  (art.  55,  inc.  3°,  Ley  Proc).  —  T.  33,  p.  466. 

—  Procede,  cuando  la  deuda  consta  de  escritura  pública  (art. 
55,  inc.  3%  Ley  Proc).  —  T.  25,  p.  456. 

—  Ejecutoriada  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  la  cantidad 
demandada,  no  tiene  objeto  el  embargo  preventivo  y  su  mejora. 

—  T.  26,  p.400. 

—  Por  la  ley  de  procedimientos  ante  la  justicia  federal,  no  pro- 
cede el  arraigo  del  juicio  ó  el  embargo  preventivo,  sin  prueba 
fehaciente  de  la  deuda,  y  ésta  no  pueden  constituirla  los  libros 
de  comercio  del  actor,  presentados  al  principio  del  juicio  sin 
audiencia  del  demandado  (art.  55,  inc.  3%  Ley  Proc).  —  T. 
30,  p.  181. 

—  Sin  escritura  pública  ú  otra  prueba  fehaciente,  no  procede 
el  embargo  preventivo  de  un  inmueble,  ni  la  suspensión  del 
juicio  de  desalojo.  —  T.  31,  p.  389. 

—  No  procede,  cuando  no  se  hace  mérito  de  circunstancia  alguna 
que  lo  autorice.  —  T.  33,  p.  23. 

—  No  lo  autoriza,  la  reivindicación  por  nulidad  de  una  venta. 

—  T.  33,  p.  322. 

—  En  la  acción  de  mandato  dirigida  á  obtenerel  dominio  de  pro- 
piedades, cuya  adquisición  fué  encomendada  al  mandatario,  y 
que  fueron  adquiridas  por  éste  en  su  nombre,  procede  el  em- 
bargo preventivo  de  dichas  propiedades.  —  T.  34,  p.  88. 

—  No  existiendo  los  extremos  requeridos  por  el  artículo  55,  in- 
ciso 3*»,  ley  de  procedimientos,  no  procede  el  embargo  preven- 
tivo. —  T.  35,  p.  399. 

—  El  sancionado  por  el  articulo  443,  inciso  2*»,  Código  de  Pío- 
cedimientos  de  la  Capital,  no  está  autorizado  por  la  ley  nacio- 
nal de  procedimientos.  —  T.  35,  p.  420. 

—  Reconociendo  el  demandado  ser  deudor  por  una  cantidad  de 
dinero^  por  trabajos  hechos  en  un  buque  de  su  propiedad,  puede 
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decretarse  el  embargo  preventivo  de  éste,   mientras   se  averi- 
güe el  monto  de  la  deuda.  — T.  37,  p.  371. 

Embargo  preventivo. — El  pedido  sin  haberse  deducido  deman- 
da, no  radica  el  juicio  ante  el  juez  que  lo  ordenó.— T.  43,  p.  Í86. 

—  Autoriza  éste,  bajo  la  responsabilidad  del  solicitante,  el  re- 
conocimiento de  los  hechos  en  que  se  funde  el  crédito  deman- 
dado (art.  55,  inc.  3%  Ley  Proc).  —  T.  45.  p.  288. 

—  No  puede  autorizarlo,  la  escritura  de  obligación  contraída 
por  persona  incapaz.  —  T.  46,  p.  72. 

—  La  sentencia  condenatoria  de  1*  instancia  hace  procedente 
el  embargo  preventivo  bajo  la  responsabilidad  del  solicitante, 
por  la  suma  que  arbitralmente  se  fije,  cuando  no  son  líquidas 
las  cantidades  mandadas  pagar.  — T.  46,  p.  387. 

—  No  procede  sin  prueba  fehaciente  de  la  deuda  (art.  55,  inc. 
3%  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  397. 

—  Procede  éste  y  el  arraigo,  cuando  consta  por  escritura  públi- 
ca que  el  demandado  es  extranjero,  no  domiciliado  ni  avecin- 
dado en  el  país.  El  embargo,  en  tal  caso,  sólo  puede  dictarse 
sobre  bienes  y  respecto  de  personas  existentes  en  el  territorio  de 
ia  República,  que  tengan  relación  con  la  persona  y  objetos  que 
se  reclaman,  y  bajo  caución  por  las  costas,  daños  y  perjuicios 
que  pudiera  ocasionar  si  resultase  haber  sido  pedido  sin  dere- 
cho (art.  55,  inc.  3**,  Ley  Proc.  La  segunda  parte  de  este  fallo  se 
explica,  porque  los  tribunales  del  país  carecen  de  toda  jurisdic- 
ción é  imperio  sobre  bienes  existentes  fuera  de  su  territorio  y 
personas  no  domiciliadas  ó  residentes  en  él):  —  T.  46,  p.  416. 

—  No  lo  autoriza,  una  sentencia  apelada  en  juicio  ordinario 
(art.  55,  inc.  3%  Ley  Proc).  —  T.  48,  p.  502. 

—  Las  sumas  depositadas  á  embargo  no  pueden  considerarse  co- 
mo consignadas  en  pago.  (Véase:  Depósito;  Liquidación). — 
T.  48,  p.  588. 

—  No  procede  por  el  aumento  en  el  precio  de  locación  que  el 
locador,  durante  el  juicio  de  desalojo,  ha  impuesto  al  locatario 
y  que  éste  resiste  por  no  haberlo  asentido.  —  T.  49,  p.  H8. 
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Embargo  prevectivo.  —  No  procede  en  demanda  sobre  resci- 
sión de  venta  y  devolución  de  precio  (art.  55,  Ley  Proc).  — 
T.  49,  p.  122. 

—  Una  sentencia  apelada  en  juicio  ordinario  por  cobro  de  pe- 
sos, no  da  derecho  para  pedir  el  embargo  preventivo  (art.  55^ 
inc.  3o,  Ley  Proc).  —  T.  50,  p.  99. 

—  Es  legal  el  decretado  por  deudas  de  alquiler  (art.  4592,4596 
y  4601,  inc.  2%  y  3883,  Cód.  Civ.J.  —  T.  52,  p.  343. 

—  La  sentencia  apelada  en  juicio  ordinario  sobre  rescisión  de 
contrato,  no  autoriza  el  embargo  preventivo  del  articulo  55, 
inciso  3**,  Ley  de  Procedimientos.  —  T.  55,  p.  494. 

—  La  sentencia  apelada  no  constituye  titulo  para  fundar  el  em- 
bargo preventivo  (art.  55,  inc.  3*',  Ley  Proc).  ~T.  57^  p.  144. 

—  Con  documentos  fehacientes  puede  pedirse  embargo  preven- 
tivo, bajóla  responsabilidad  del  solicitante  (art.  55,  inc  3», 
Ley  Proc).  —  T.  58,  p.  78. 

—  Justificada  la  existencia  de  los  servicios  que  se  cobran,  por 
instrumento  público,  procede  el  embargo  preventivo  para  ase- 
gurar el  pago  del  importe  que  se  liquide  (art.  55,  inc.  3**,  Ley 
Proc).  —  T.  59,  p.  47. 

—  Debe  levantarse  si  no  concurren  los  requisitos  del  artículo 
55,  inciso  3<*,  Ley  de  Procedimientos. —  T.  59,  p.  246. 

—  Según  la  ley  de  procedimientos  (arl.  55)  ante  la  justicia  na- 
cional, el  embargo  preventivo  no  puede  fundarse  en  las  resul- 
tancias de  los  libros  de  comercio.  —  T.  59,  p.  257. 

—  Siendo  apelado  el  auto  que  da  por  reconocida  la  firma,  no 
procede  embargo  preventivo  por  la  deuda  que  se  demanda. — 
T.  59,  p.  324 . 

—  No  autoriza  éste  la  sentencia  apelada  en  juicio  ordinario  so- 
.   bre  escrituración  :  tal  sentencia  no  puede  considerarse  la  escri- 
tura pública  ú  otra  prueba  fehaciente,  que  requiere  el  articulo 
55,  inciso  3°,  Ley  de  Procedimientos.  — T.  62,  p.  429. 

—  En  los  juicios  ante  los  jueces  de  los  territorios  nacionales, 
no  procede  el  embargo  preventivo,  si  el  crédito  que  se  cobra  no 
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se  halia  justificado  por  alguno  de  los  medios  que  prescribe  el 
artículo  443  del  Código  de  Procedimientos  de  la  Capital.  —  T. 
62,  p.  m. 

Embargo  preventivo.  —  Véase :  Nulidad^ 

Emisión  de  Bancos.  —  Las  leyes  que  reglan  ésta  y  la  circula- 
ción monetaria,  sonde  orden  público.  —  T.  10,  p.  4£7. 

Empalme.  — Véase:  Expropiación;  Ferrocarril. 

Emplazamiento.  —  Es  requisito  esencial  para  su  validez,  la 
entrega  de  las  copias  á  que  se  refiere  el  articulo  8  de  la  ley 
de  procedimientos.  —  T.  ÍO,  p.  30Í. 

—  La  notificación  de  éste,  sin  entregar  la  copia  de  la  demanda 
y  documentos  con  que  se  instruye,  contraviene  lo  prescripto 
en  el  articulo  59  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  40,  p.  30Í. 

—  Encontrándose  el  demandado  en  ajena  jurisdicción,  el  em- 
plazamiento debe  ser  el  de  la  ley,  más  un  día  por  cada  siete 
leguas  (arl.  92,  241  y  231,  Ley  Proc).  —  T.  12,  p.  380. 

—  Cumplidos  sus  efectos  por  la  presentación  del  demandado, 
oponiendo  por  inhibitoria  la  Competencia  del  juez  emplazante, 
no  puede,  después  de  resuelta  negativamente  la  inhibitoria, 
comenzar  á  correr  el  término  para  contestar  la  demanda^  sin 
citar  nuevamente  al  demandado;  lo  obrado  sin  esa  citación, 
declarando  á  éste  rebelde  y  resolviendo  la  demanda,  es  nulo 
(art.  85,  Ley  Proc).  —  T.  41,  p.  278. 

—  No  objetada  la  validez  de  ia  diligencia  de  emplazamiento, 
debe  ésta  entenderse  aceptada.  —  T.  43,  p.  60. 

—  El  apelante  que  ha  interpuesto  el  recurso  pidiendo  se  eleven 
los  autos  en  la  forma  de  estilo,  y  lo  ha  obtenido  en  estos  mis- 
mos términos,  queda  virtualmehte  citado  á  comparecer  ante  el 
superior  dentro  del  plazo  de  ley.  (No  es  dado  á  la  parte  excu- 
sar su  falta  de  comparecencia  con  la  omisión  de  una  citación 
explícita,  que  su  propia  solicitud  hacía  innecesaria).  —  T.  45, 
p.  209. 

—  Concedida  la  apelación  ordenándose,  sin  observación  por 
parte  del  recurrente,   la  elevación  de  los  autos   á  la  Suprema 
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Corte  en  la  forma  de  estilo,  se  entiende  vírtualmente  emplazado 
aquel,  á  mejorar  el  recurso  dentro  del  término  que  la  ley  seña- 
la comomáximun.  — T.  45,  p.  219. 

Emplazamiento.  — £1  término  del  emplazamiento  para  mejorar 
el  recurso^  corre  independientemente  de  la  remisión  de  los 
autos.  —  T.  57,  p.  439. 

—  Véase  ;  Deserción  de  recurso  ;  Mejora  de  recurso. 

Empleado.  —  No  pueden  aprobarse  las  medidas  de  los  jueces  de 
sección,  sobre  nombramiento  de  empleados  no  autorizados 
por  la  ley.  —  T.  55,  p.  223. 

Empleado  de  aduana.  —  Véase :  Denuncia, 

Empleado  denunciante.  —  Véase :  Contrabando. 

Empleado  de  provincia.  —  Véase :  Justicia  federal. 

Empleado  público.  —  £1  peón  encargado  interinamente  déla 
vigilancia  de  una  estación^  no  debe  considerarse  como  el  em- 
pleado público^  de  que  habla  el  artículo  80  de  la  ley  nacional 
penaL  — T.  23,  p.  719. 

—  No  siendo  empleados  públicos  los  del  Banco  Nacional,  no 
les  son  aplicables  las  disposiciones  penales  de  la  ley  nacional, 
que  conciernen  á  aquellos.  —  T.  62,  p.  303. 

Empresario.  —  La  ley  9,  título  ih,  libro  4<',  Recopilación  Cas- 
tellana, en  las  palabras  y  otros  oficiales  mecánicos,  no  se  refiere 
á  los  constructores  que  toman  una  obra  por  un  tanto ;  los  que 
se  asemejan  más  á  los  empresarios,  que  á  los  simples  albañiles. 

—  T.  7,  p.  74. 

Empresario  de  obra.  —  El  empresario  de  una  obra  suspendida, 
no  puede  pedir  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  la 
suspensión,  si  de  ésta  él  ha  sido  el  causante.  Él  no  tiene  más 
derecho  que  el  de  cobrar  el  valor  de  lo  edificado,  á  justa  tasa- 
ción. —  T.  20,  p.  74. 

Empréstito  de  consumo.  —  En  estos  contratos  se  devuelve  sólo 
la  misma  especie  y  calidad,  y  no  se  deben  intereses,  no  habien- 
do mora  (art.  2240,   2248  y  2250,   Cód.  Civ.).  —  T.  36,  p.  355. 
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Enajenación.  —  La  hecha  por  quien  comete  un  delito,  para 
evitar  las  responsabilidades  consiguientes,  es  revocable  á  in$> 
táncia  del  acreedor.  En  el  mismo  caso  se  hallan  las  hipotecas, 
y  el  acreedor  hipotecario  no  tiene  derecho  preferente  sobre 
el  mencionado  acreedor  (art.  963,  Cód.  Civ.).  —  T.  17,  p.  184. 

—  El  embargo  hecho  con  carácter  provisorio,  no  vicia  la  ena- 
jenación de  la  cosa  embargada  hecha  por  el  deudor  después  de 
haber  convenido  con  el  acreedor  embargante  sobre  el  modo  de 
pagar  la  deuda,  y  haberla  pagado  en  su  mayor  parte.  El  mismo 
acreedor  no  puede  pedir  el  embargo  de  la  cosa  enajenada,  so 
pretesto  de  haberlo  sido  en  fraude  de  sus  derechos,  después  de 
pasado  el  tiempo  de  prescripción  para  la  acción  paulíana.  — 
T.  ¿3,  p.  225. 

Encargados  de  negocios.  —  Los  encargados  de  negocios,  extran- 
jeros, están  exentos  de  la  jurisdicción  del  país  en  que.  residen. 
—  T.  22,  p.  190. 

—  Véase  :  Ministro  Diplomático ;  Suprema  Corte. 

Encomienda.  —  La  encomienda  en  lo  antiguo,  era  una  institu- 
ción de  régimen  administrativo  y  de  orden  público,  establecida 
con  el  fin  de  proveer  de  una  manera  especial  é  inmediata  al 
cuidado,  defensa  y  enseñanza  de  los  indios  que  iban  pacificán- 
dose y  reduciéndose  á  poblaciones.  Como  institución,  las  en- 
comiendas no  han  podido  ser  adquiridas  en  propiedad  por  los 
particulares,  porque  ningún  particular  puede  adquirir  derechos 
contra  las  leyes  que  tienen  por  principal  objeto  el  interés  déla 
sociedad  y  el  orden  común.  En  el  lenguaje  de  las  leyes  de  In- 
dias, se  llamaba  dar  en  pleno  dominio  y  propiedad  una  enco- 
mienda, cuando  se  daba  con  título  directo  y  perpetuo,  derogan- 
do las  leyes  que  limitaban  el  número  de  vidas  que  debía  durar 
la  encomienda,  y  las  demás  condiciones  y  cláusulas  con  que 
debía  concederse.  No  siendo  las  encomiendas,  por  su  carácter 
(le  institución,  susceptibles  de  ser  adquiridas  en  propiedad 
por  los  particulares,  tampoco  pueden  serlo  de  prescripción, 
cualquiera  que  sea  el  tiempo  por  el  que  se  hayan  poseído.  Por 
las  leyes  de  encomiendas,  la  posesión  de  la  tierra  en  que  ellas 
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estaban  situadas^  pertenecía  á  los  indios  encomendados,  y  el 
doíninio  directo  á  la  Corona,  siendo  del  encomendero  única- 
mente la  administración  y  benefício.  En  una  encomienda  dada 
á  perpetuidad,  era  subentendido  que  dicha  concesión  debía 
durar  lo  que  durase  el  sistema  de  encomiendas,  el  cual,  como 
toda  institución  de  derecho  público^  está  sujeto  á  las  necesida- 
des de  los  tiempos  y  las  nuevas'  exigencias  de  la  sociedad  (ley 
1«,  tít.  9,  lib.  6,  Rec.  de  Indias).  —  T.  49,  p.  29. 

Encomienda  postal.  —  £1  extravío  de  una  encomienda  postal, 
sin  indicio  de  intención  criminal,  importa  una  falta  pasible  de 
la  pena  establecida  por  el  artículo  f47  de  la  ley  de  correos.  — 

T.  58,  p.  ne. 

Endosatarío.  —  £1  endosatario  imperfecto  de  una  letra  de  cam- 
bio, es  simple  mandatario  para  cobrarla,  permaneciendo  la  pro- 
piedad en  el  endosante  (art.  805,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p. 
405. 

—  No  tiene  más  derechos,  que  los  que  el  endosante  ha  podido 
transferirle  por  medio  del  endoso.  —  T.  23,  p.  352. 

—  *E1  endosatario  de  una  letra  á  la  orden,  tiene  su  fuero  propio 
y  no  el  del  endosante.  (No  es  aplicable  en  ese  caso  el  art.  8, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  53,  p.  99. 

—  Transferida  la  propiedad  del  crédito  mediante  la  cesión  y 
hecha  la  debida  notificación,  el  endosatario  puede  hacer  valer 
los  derechos  cedidos  dentro  de  las  obligaciones  legales  deldeu- 
dor  (art.  U57  y  1459,  Cód.  Civ.;  y  563,  564  y  565,  Cód.  Com.). 
—  T.55,  p.  30. 

—  Véase :  Letra  de  aduana. 

Endoso.  —  El  de  un  pagaré  estendido  á  favor  de  una  persona 
determinada,  sin  la  cláusula  «á  su  orden»,  ú  otra  semejante,  es 
ineficaz  para  trasmitir  su  propiedad  á  los  endosados  (art.  916, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  2,  p.  400. 

—  Los  endosatarios  en  el  caso  del  sumario  precedente,  no  pue- 
den hacer  derivar  su  propiedad  sobre  el  pagaré,  de  los  artículos 
563  y  564  del  antiguo  Código  de  Comercio,  cuando  no  prueban 
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que,  notiñcado  oportunamente  el  deudor,  haya  consentido  en 
reconocerlos  como  únicos  acreedores ;  ni  puede  tomarse  como 
una  aceptación  implícita  de  la  cesión,  eficaz  para  hacerla  vale- 
dera respecto  de  terceros,  el  hecho  de  haber  el  deudor  dado 
cumplimiento  á  la  orden  del  juzgado  seccional,  que  le  mandaba 
depositar  á  su  disposición  el  importe  del  pagaré^  cuyo  deudor 
retenía  en  su  poder  por  orden  análoga  del  juez  provincial  de 
comercio  á  disposición  de  éste,  para  responder  á  la  demanda 
de  su  acreedor  contra  el  primitivo  propietario  del  referido  pa- 
garé. —  T.  2,p.  400. 

Endoso.  —  El  de  un  pagaré  bajo  la  cláusula  de  valor  en  cuenta, 
no  hace  sino  conferir  comisión  al  endosado  para  cobrar  su  va- 
lor (art.  802,  en  combinación  con  los  art.  779  y  780,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  2,  p.  444. 

—  El  mandato  para  endosar  una  letra,  puede  válidamente  otor- 
garse por  cartas  (art.  301,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  7,  p.  H6. 

—  Un  pagaré  con  endoso  en  blanco,  inadmisible  ante  los  tribu- 
nales de  Chile,  es  completamente  eficaz  ante  los  tribunales  de 
esta  República  (art.  9U,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  12,  p.  305. 

—  El  portador  de  una  letra  imperfectamente  endosada  en  país 
extranjero,  puede  exigir  judicialmente  el  pago  en  la  República 
(art.  804  y  805,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  12,  p.  305. 

—  El  de  un  conocimiento  que  no  contiene  la  enunciación  de  va- 
lor recibido,  no  transfiere  la  propiedad  de  los  efectos.  —  T.  16, 
p.  315. 

—  El  endoso  en  blanco  de  un  conocimiento,  hecho  al  sólo  ob- 
jeto de  que  el  endosatario  despache  mercaderías  depositadas  en 
la  aduana,  no  transfiere  propiedad  ni  hace  cesar  las  obligado- 

,nes  del  endosante  con  el  fisco.  Si  el  endosatario  hace  un  con- 
trabando con  ese  conocimiento,  el  responsable  es  el  dueño  de 
las  mercaderías  (art.  974,  Ord.).  —  T.  20,  p.  448  y  456. 

—  El  de  un  pagaré  hecho  después  de  la  quiebra  del  firmante, 
debe  ser  reputado  como  una  cesión  civil  (art.  812,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  39,  p.  38. 
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Endoso.  —  El  endoso  en  blanco  se  presume  hecho  por  valor 
recibido,  y  corresponde  al  endosante  la  prueba  para  destruir 
los  efectos  de  dicha  presunción  (art.  804,  Cód.  Com.  ant.). — 
T.  49,  p.  493. 

—  Véase  :   Letra  de  cambio. 

Enemistad.  —  Véase  :  Recusación. 

Enmendaturas.  —  Las  en  parte  substancial  de  un  documento,  no 
salvadas  al  final,  dan  derecho  á  la  parte  contra  quien  se  pre- 
senta, para  argüir  su  nulidad.  —  T.  7,  p.  17. 

Enrolamiento.  —  La  ley  de  5  de  junio  de  1865  no  exceptúa  del 
enrolamiento  en  la  guardia  nacional,  á  los  procuradores  fiscales 
de  sección.  Estos,  como  jefes  de  oficinas,  están  dispensados 
del  servicio  activo  fuera  de  su  distrito.  —  T.  9,  p.  15. 

—  Es  un  deber  impuesto  individualmente  á  cada  ciudadano  por 
sólo  su  calidad  de  tal.  —  T.  23,  p.  306. 

—  La  pena  por  falta  de  él,  es  dedos  años  deservicio  militar  en 
el  cuerpo  que  el  poder  ejecutivo  designe  (art.  í  6  de  la  ley  de 
28  de  septiembre  de  1872).  —  T.  23,  p.  306. 

—  La  autorización  conferida  al  poder  ejecutivo  por  la  ley  de  28 
de  septiembre  de  1872,  sobre  enrolamiento  de  la  guardia  na- 
cional, es  sin  limitación  en  cuanto  á  las  épocas  en  que  éste  debe 
ser  efectuado  ;  y  en  consecuencia,  los  decretos  ordenando  su- 
cesiva y  reiteradamente  diversos  enrolamientos  y  dejando  im- 
plícitamente sin  electo  los  anteriores,  por  no  haberse  obtenido 
de  ellos  debido  y  satisfactorio  resultado,  como  dictados  en  eje- 
cución y  prosecución  de  aquella  ley  y  en  uso  además  de  facul- 
tades  administrativas  propias  de  dicho  poder,  deben  y  tienen 
que  ser  reputados  con  fuerza  de  ley.  —  T.  23,  p.  306. 

—  El  decreto  de  22  de  febrero  de  1893,  reabriendo  el  enrola- 
miento de  la  guardia  nacional,  cubre  la  falta  de  enrolamiento 
anterior.  —  T.  52,  p.  34. 

—  Puede  darse  por  compurgada  la  infracción  de  la  ley  de  en- 
rolamiento, con  el  tiempo  de  prisión  preventiva  sufrida  por  el 
procesado.  —  T.  58,  p.  340. 
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Entrega.  —  La  de  una  cosa  ordenada  por  sentencia  judicial  y 
practicada  en  la  forma  prescripta  por  el  juez  de  la  causa,  es  vá- 
lida :  el  justiprecio  de  la  misma  no  es  necesario,  y  su  falta  no 
invalida  la  entrega,  — T.  40,  p.  168. 

—  La  circunstancia  de  lindar  un  terreno  con  una  calle,  aunque 
puede  ser  importante  en  sí  misma,  no  es  tal,  que  entregándose 
sin  ella  un  terreno  vendido,  pueda  decirse  que  no  se  hace  la 
entrega  de  lo  expresado  en  el  contrato.  — T.  42,  p.  446. 

—  No  puede  resolverse  sobre  la  entrega  de  unacosa,  cuya  con- 
ñscación  pide  el  fisco  nacional  en  autos  criminales,  mientras 
no  se  dicte  en  éstos  resolución  definitiva.  —  T.  23,  p.  495. 

—  La  de  la  cosa  vendida  es  siempre  posible,  desde  que  el  ven- 
dedor conserva  su  dominio.  —  T.  23,  p.  582. 

—  Mientras  no  se  halle  suficientemente  comprobada  la  propie- 
dad de  la  suma  que  se  denuncia  como  robada,  no  puede  acceder- 
se  á  su  entrega  al  que  se  dice  damnificado.  —  T.  48,  p.  458. 

—  No  puede  obligarse  á  entregar  un  bulto  de  equipaje,  que  no 
consta  haya  sido  recibido  por  el  demandado.  —  T.  53,  p.  484. 

Entrega  de  carga. —  Véase:  Averias;  Capitán;  Carga;  Compe- 
tencia: Excepción;  Reconocimiento. 

Entrega  de  cosa  vendida.  —  Véase :  Competencia ;  Cumplí- 
miento  de  contrato ;  Venta, 

Equipaje.  —  Forman  parte  de  éste,  las  alhajas  y  dinero  que  el 
pasajero  lleva  en  su  equipaje.  —  T.  20,  p.  473. 

—  Las  mercaderías  que  tienen  un  destino  esencialmente  comer- 
cial y  de  especulación,  no  pueden  introducirse  entre  los  obje- 
tos de  equipaje,  ni  desembarcarse  sin  permiso  de  la  aduana  y 
mediante  declaración  por  escrito  liecha  ante  ella,  máxime  cuan- 
do no  se  hallan  mencionadas  en  el  manifiesto  consular.  —  T. 
44,  p.  420. 

Equivalente.  —  Por  equivalente,  debe  comprenderse  el  corriente 
en  el  mercado  en  el  común  de  las  operaciones  comerciales. 
—  T.  18,  p.  147. 

Equivocación. —  La  equivocación  no  en  la  substancia,  sino  en  un 
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accidente  del  hecho  en  que  se  funda  una  sentencia,  no  desvir- 
túa la  verdad  del  mismo.  El  hecho  debe  considerarse  cierto, 
como  deben  considerarse  ciertos  los  datos  procedentes  de  las 
oficinas  públicas,  aunque  faiteen  ellos  claridad  y  precisión. — 
T.  42,  p.  434. 

Error.  —  Un  error  en  una  cuenta  no  liberta  de  obligaciones  le- 
gítimas. —  T.  7,  p.  198. 

—  El  comerciante  que  ignora  ó  no  quiere  exponerse  á  eriar  en 
la  manifestación,  debe  presentar  su  manifiesto  con  la  cláusula 
de  ignorar  el  peso  (art.  413,  Ord.  anl.).  — T.  12,  p.  357. 

—  Cuando  el  acreedor,  por  error,  libra  de  la  obligación  al  deudor, 
que  también  por  error  acepta,  éste  queda  obligado  (art.  797, 
Cód.  Civ.).  —  T.  16.  p.  362. 

—  El  artículo  846  de  las  Ordenanzas  de  aduana,  se  refiere  á  los 
errores  en  los  manifiestos  de  descarga,  no  en  los  de  mercaderías 
de  tránsito.  —  T.  22,  p.  51. 

—  En  materia  de  aduana,  el  error  no  excusa  de  responsabili- 
dad, sino  cuando  es  evidente  é  imposible  de  pasar  desaperci- 
bido (art.  1057.  Ord.).  —  T.  22,  p.  359. 

—  Se  verifica  el  error  y  falsa  causa,  cuando  el  firmante  ha  otor- 
gado el  pagaré  en   sustitución  de  otros,  en  la  falsa  creencia  de 
que  era  su  legítimo   tenedor  el  que  se  los  presentaba.  — T 
24.  p.  218. 

—  La  entrega  de  una  cosa  hecha  sin  causa  legal  y  por  error,  da 
el  derecho  á  pedir  su  devolución,  y  en  su  defecto  el  valor  de 
ella.  —  T.  25,  p.  203. 

—  El  causado  por  la  creencia  general  de  un  hecho,  exime  de 
i'esponsabilidad  al  actor  y  á  los  testigos  que  lo  han  declarado. 
—  T.  25,  p.  310. 

—  El  empresario  que  ha  recibido  el  precio  de  sus  trabajos  cla- 
sificados, no  puede  invocar  el  error  en  la  clasificación  para  exi- 
gir mayor  precio.  —  T.  26,  p.  56. 

—  Las  rectificaciones  de  un  error,  que  no  es  de  los  determina- 
dos por  el  articulo  1058  de  las  Ordenanzas  de  aduana,  hechas 
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después  de  ordenada  la  verificación,  no  exime  de  la  pena  esta- 
blecida por  el  artículo  930  de  las  mismas.  —  T.  31 ,  p.  420. 

Error.  —  Existiendo  en  la  aduana  la  copia  exacta  del  depósito 
de  una  mercadería,  con  especificación  de  su  calidad,  el  error 
cometido  sobre  ésta,  al  pedir  su  trasbordo,  debe  considerarse 
como  un  error  evidente  é  imposible  de  pasar  desapercibido. 

—  T.  38,  p.  222. 

—  En  las  mercaderías  despachadas  en  confianza,  no  es  admisi- 
ble la  excepción  de  error  que  no  puede  pasar  desapercibido. 
£1  exceso  sobre  las  mercaderías  manifestadas,  cae  en  comiso. 

—  T.  38,  p.  363. 

—  La  invocación  del  error  que  no  resulta  ser  manifiesto  é  impo- 
sible de  pasar  desapercibido,  no  exime  de  la  pena  del  comiso 
(art.  4057,  Ord.).  —  T.  39,  p.  43. 

—  En  materia  de  derechos  de  aduana,  sólo  el  error  evidente, 
que  surge  de  la  redacción  del  documento  mismo  en  que  se  hace 
la  manifestación,  exime  de  pena  (art.  4057  y  4058,  Ord.). — 
T.  54,  p.  537. 

—  No  es  de  los  errores  imposibles  de  pasar  desapercibidos,  el 
de  manifestar  el  tercio  de  las  mercaderías  contenidas  en  los 
bultos  presentados  á  despacho  (art.  4057,  Ord.).  —  T.  55,  p. 
454. 

—  £1  error  de  manifestación  no  rectificado  antes  de  haber  prin- 
cipio de  verificación,  no  exime  de  pena  (art.  934,  Ord.).  — 
T.  57,  p.  243. 

—  Véase  :  Comiso;  Contrabando  ;  Dobles  derechos;  Sentencia. 

Error  de  apreciación.  —  Véase  :  Violación  de  la  ley , 

Error  de  clasificación.  —  Existe  éste  y  no  el  de  cálculo,  en  el 
aforo  hecho  para  maderas  en  chapas,  en  lugar  de  maderas  en 
tablones.  —  T.  55,  p.  484. 

Error  de  hecho.  —  La  manifestación  del  marido  de  haber  reci- 
bido estimados  los|bienes  de  su  mujer,  induce  al  comprador  de 
ellos,  en  un  error  de  hecho  y  no  de  derecho.  —  T.  24 ,  p.  550. 


ERR-ESC  —  352  — 

Error  evidente.  —  Véase  :  Aduana;  Comiso;  Contrabando  ;  Dobles 
derechos;  Venta, 

Escala.  —  Véase :  Excepcum. 

Escribanías  públicas.  —  La  enajenación  de  ellas^  debe  hacerse 
en  favor  de  personas  hábiles  para  el  oficio  y  que  se  propongan 
servirlas  por  sí  mismas.  — T.  3,  p.  279. 

—  La  propiedad  de  una  escribanía,  supone  la  residencia  del  pro- 
pietario en  el  lugar  donde  se  desempeña  su  servicio,  aunque 
éste  se  ausente  dejando  á  un  tercero  que  haga  sus  veces.  —  T. 
3,  p.  279. 

—  La  residencia  del  escribano  es  una  condición  inherente  al 
dominio  de  la  escribanía  que  procede  de  la  concesión  fiscal. 
—  T.  3,  p.  279. 

Escribano.  —  Éste  interviene  en  los  juicios  para  hacer  saber  á 
los  litigantes,  los  autos  pronunciados  por  los  jueces,  dando  fe 
de  que  éstos  son  los  que  los  han  pronunciado.  —  T.  8,  p.  94. 

—  El  que  hiciese  notificaciones  en  contravención  á  lo  que  pres- 
cribe la  ley  de  procedimientos,  debe  ser  penado,  la  primera  vez 
con  25  pesos  fuertes  de  multa  (art.  71,  Ley  Proc).  —  T.  2Í,  p. 
402. 

—  El  que  por  segunda  vez  practica  notificaciones  en  violación 
de  la  ley  de  procedimientos,  incurre  en  la  multa  de  50  pesos 
fuertes  (art.  7Í,  Ley  Proc).  —  T.  23,  p.  19Í. 

—  La  denegación  á  inscribir  en  los  Registros  de  la  Cámara  de 
Apelaciones  en  lo  Civil  de  la  Capital,  un  título  de  escribano 
público  otorgado  en  la  provincia  de  Buenos  Aires,  mientras  no 
se  llenen  las  condiciones  de  examen  y  demás  formalidades  pres- 
criptas  por  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  de  la  Capital,  no 
es  contraria  á  la  Constitución  ni  á  ninguna  ley  nacional.  (El 
art.  7,  Const.  Nac,  no  puede  ser  interpretado  de  manera  á 
acordar  á  las  leyes  ó  actos  públicos  de  cada  provincia,  efecto 
alguno  extraterritorial  capaz  de  alterar  las  condiciones  ó  for- 
malidades que  las  demás  tengan  prescríptas  para  el  ejercicio  de 
determinadas  profesiones  ú  oficios  dentro  de  su  territorio,  sin 
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distinción  entre  sus  propios  vecinos  y  los  vecinos  de  otra,  ó  entre 
residentes  y  no  residentes,  pues  es  un  principio  consignado  en 
lamísma  Constitución,  que  cada  provincia  se  da  sus  propias  ins- 
tituciones locales  y  se  rige  por  ellas,  con  entera  independencia 
de  las  demás,  principio  aplicable  al  territorio  de]1a  Capital  go- 
bernado por  una  legislación  exclusiva  y  suprema).—!.  3Í ,  p.  62. 

Escribano.  —  El  adquirente  de  la  cosa  expropiada,  puede  ele- 
gir al  escribano  que  debe  autorizar  la  escrituración  de  la  venta. 
(No  es  exclusiva  la  facultad  que  la  ley  de  26  de  agosto  de  1863, 
atribuye  á  los  secretarios  de  los  juzgados  de  sección,  para  el 
otorgamiento  de  escrituras  de  venta  que  emanen  de  actos 
judiciales.  —  T.  31,  p.  186  y  422. 

—  El  que  autoriza  una  escritura,  sin  tener  facultad  para  inter- 
venir en  los  contratos  públicos,  está  obligado  á  devolver  los 
emolumentos  percibidos  y  los  gastos  de  la  escrituración  (art. 
1052,  Cód.  Civ.).  —  T.  50,  p.  30. 

—  Denunciado  el  hecho  de  irregularidades  y  defraudación  de 
rentas  fiscales  cometidas  por  un  escribano  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  corresponde  al  reemplazante  subsanar  las  primeras, 
y  al  ministerio  público  deducir  las  acciones  civiles  y  criminales 
que  correspondan.  —  T.  62,  p.  368. 

—  Véase  :  Latido ;  Notificación, 

Escribanos  de  marina.  —  Estos  no  pueden  usar  los  cuadernos 
.  para  sus  registros,  sin  estar  previamente  sellados  por  la  secre- 
taría de  la  Suprema  Corte.  La  infracción  de  esta  disposición, 
les  hace  pasibles  de  una  multa  de  300  á  1000  pesos  (art.  190  y 
191,  ley  de  organización  de  los  tribunales  déla  capital,  de  1886). 
—  T.  55,  p.  203. 

—  En  el  caso  de  escribanías  distantes  de  la  Capital,  para  que  no 
quede  interrumpido  el  servicio  del  registro,  pueden  los  escriba- 
nos mandar  con  el  cuaderno  I""  para  examinar,  el  cuaderno  3^ 
para  sellar,  y  sucesivamente  con  el  2°  el  4%  etc.  —  T.  56,  p.  89. 

Escrito.  —  Apareciendo  en  un  escrito  de  los  autos,  palabras  que 
es  de  presumirse  se  han  agregado  después  de  proveído,  deben 
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aquellos  ser  pasados  al  procurador  fiscal  para  los  fines  con- 
siguientes. —  T.  49,  p.  401. 

Escrito.  —  Los  redactados  en  términos  inconvenientes,  deben  ser 
devueltos  á  la  parte,  recomendándose  al  letrado  que  los  auto- 
riza, la  moderación.  —  T.  35,  p.  4  55. 

Escrito  de  apelación.  —  Véase :  Actuarios;  Carga. 

Escritura.  —  Una  de  obligación^  cuyo  monto  ha  sido  compensa- 
do, debe  ser  cancelada.  —  T.  7,  p.  297. 

—  La  de  disolución  de  sociedad  no  registrada  y  publicada,  no 
produce  efecto  contra  los  terceros  acreedores  de  la  sociedad  ó 
de  alguno  de  ios  socios  (art.  493,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  47, 
p.  84. 

—  Por  el  derecho  antiguo  no  se  requería  como  una  solemnidad 
substancial  y  exclusiva  de  la  validez  del  contrato  de  compra- ven  - 
ta,  la  escrituración  del  acto  y  menos  la  intervención  en  él  de 
escribano  público,  pues  como  contrato  esencialmente  consen- 
sual,  quedaba  perfecto  por  el  simple  consentimiento  sobre  la 
cosa  y  el  precio,  y  consumado  ó  concluido  de  una  manera  de- 
finitiva por  las  prestaciones  de  las  partes  (ley  6,  tít.  5,  part.  5*). 
—  T.  20,  p.  78. 

—  La  autorización  dada  por  el  propietario  para  ocupar  á  título 
de  arriendo,  la  parte  de  sus  terrenos  de  colonia  que  desee  el 
arrendatario^  basta  para  obligar  al  primero  á  escriturar  al  se- 
gundo las  concesiones  que  ha  ocupado,  por  el  tiempo  y  precio 
que  convengan,  ó  en  su  defecto,  por  el  tiempo  necesario  á  la 
cosecha  y  por  el  precio  de  costumbre,  á  designarse  por  peritos 
con  las  demás  cláusulas  usuales  en  los  arriendos  análogos 
(art.  4354,  1494  y  4506,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  69. 

~  Antes  de  la  vigencia  del  código  civil,  la  escrituración  no  era 
una  condición  esencial  á  la  validez  de  la  compra  de  bienes  rai- 
ces (leyes  6  y  23,  tít.  5,  part.  5«).  —  T.  34,  p.  237. 

—  Sin  demanda  definida  y  concreta,  no  puede  pedirse  y  menos 
ante  la  Suprema  Corte,  una  resolución  que  pudiera  afectar  la 
validez  de  escrituras  de  protesta.  — ^T.  62,^  p.  295. 
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Escritura  publica.  —  Un  parte  pasado  por  un  jefe  de  la  escua- 
dra brasilera,  aun  siendo  cerlificado,  no  puede  calificarse  de 
instrumento  auténtico,  ni  de  escritura  pública,  porque  los  je* 
fes  brasileros  no  tienen  autoridad  pública  en  nuestro  territo- 
rio. Dicho  parte  no  tiene  otro  valor  que  el  de  un  testimonio 
escrito,  sujeto  á  la  apreciación  del  juez  respecto  de  la  impar- 
cialidad ó  no  del  que  lo  suscribe.  — T.  8,  p.  244. 

—  Una  escritura  pública  de  obligación,  firmada  por  quien  pudo 
obligarse  y  no  argüida  de  falsa,  hace  fe  en  juicio.  —  T.  16, 
p.  252. 

—  Las  copias  legalizadas  sacadas  de  las  oficinas  públicas  de  la 
nación,  tienen  la  fuerza  de  escrituras  públicas  (art.  979,  inc.  4o 
y  5%  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  362. 

—  Para  su  validez  se  requiere  que  esté  firmada  por  todos  los 
interesados,  que  aparecen  como  partes  en  ella  (art.  988,  Cód. 
Civ.). —  T.  47,  p.  325. 

—  Los  contratos  cuyo  obJQto  es  la  transmisión  de  la  propiedad 
de  bienes  inmuebles,  no  quedan  concluidos  como  contratos 
traslativos  de  dominio,  si  no  están  hechos  por  escritura  públi- 
ca (art.  4183  y  4484.  Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  459. 

—  Versando  una  cesión  sobre  derechos  procedentes  de  actos 
consignados  en  escritura  pública^  debe  ella  hacerse  en  la  mis- 
ma forma,  bajo  pena  de  nulidad  (art.  4184,  inc.  9"*,  Cód.  Civ.]. 

—  T.  24,  p.  262. 

—  La  afirmación  hecha  en  ella,  debe  prevalecer  sobre  la  del 
martiliero  en  los  anuncios  de  venta  de  los  bienes  escriturados. 

—  T.  27,  p.  46. 

—  Los  poderes  para  presentarse  en  juicio,  deben  ser  hechos  en 
escritura  pública  (art.  488t,  inc.  7*,  Cód.  Civ.).  —  T.  55,  p.  64. 

—  Véase  :  Escritura  ;  Protocolización  ;  Venta. 

Eacrituración.  —  Tomada  por  el  comprador  la  posesión  de  la 
cosa  vendida  y  pagada  una  cuota  del  precio  conforme  á  lo  esti- 
pulado, la  escrituración  queda  en  ci  caso  de  una  obligación  de 
hacer  por  parte  del  vendedor.  —  T.  46,  p.  28. 
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Escrituración.  — No  puede  pedirse  á  uno  sólo  de  los  condominos^ 
la  escrituración  de  la  venta  de  la  cosa  común.  —  T.  44,  p.  445. 

—  Es  legitima  la  autorización  para  escriturar,  acordada  en  cum- 
plimiento de  un  convenio.  —  T.  53,  p.  385. 

—  Habiéndose  dispuesto  de  conformidad  de  partes  que  se  pro- 
ceda á  la  escrituración  de  la  venta  y  pago  del  precio,  es  justa 
la  sentencia  que  confirmando  dicha  disposición,  somete  la 
percepción  del  precio  á  la  fianza  de  restitución^  una  vez  que  re- 
sulta que  existe  pleito  sobre  la  propiedad  de  la  cosa  vendida 
(art.  U25,  Cód.  Civ.).  —  T.  56,  p.  332. 

—  El  remate  de  una  íinca,  efectuado  con  la  cláusula  de  ser  apro- 
bado por  quien  lo  ordenó,  no  da  derecho  al  adjudicatario  de 
pedir  la  escrituración,  mientras  no  exista  la  aprobación.  (Me- 
diante esa  cláusula,  el  remate  quedaba  reducido  á  un  acto  ad 
referendum).  —  T.  56,  p.  338. 

—  Atenta  la  ley  orgánica  (art.  30)  del  Banco  Hipotecario  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires,  no  puede  ordenársele  que  suspenda 
la  escrituración  de  una  venta,  por  haberse  deducido  contra  és- 
ta demanda  de  nulidad.  —  T.  59,  p.  15. 

—  Reconocida  y  ratificada  por  el  demandado  la  obligación  de 
hacer  escritura  pública,  procede  se  ordene  su  otorgamiento  sin 
necesidad  de  abrir  la  causa  á  prueba.  —  T.  59,  p.  141. 

—  El  acreedor  de  un  pagaré  por  el  cual  el  deudor  se  obliga  á 
'    abonar  su  importe  al  firmar  la  escritura  de  venta  de  un  terreno 

de  su  propiedad,  no  tiene  acción  para  que  se  condene  á  la  es- 
crituración de  dicha  venta,  en  la  cual  no  resulta  que  haya  ha- 
bido previo  acuerdo,  ni  se  expresan  las  condiciones  y  la  per- 
sona del  comprador.  —  T.  60,  p.  69. 

—  Ningún  comprador  de  inmueble  puede  ser  competido  á  es- 
criturar  sin  la  previa  exhibición  de  los  instrumentos  que  acre- 
diten el  derecho  de  propiedad  del  vendedor.  Aunque  nada  se 
haya  dicho  en  el  boleto,  la  exhibición,  previa  ala  escrituración, 
de  dichos  instrumentos  debe  considerarse  comprendida  en  la 
estipulación,  desde  que  la  entrega  á  que  está  obligado  el  ven- 
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(ledor,  es  traslativa  de  dominio.  (Mientras  al  comprador  le  in- 
teresa ciertamente  conocer  los  títulos  del  vendedor,  éste  no  tie- 
ne interés  legítimo  en  sustraerlos  al  examen  de  aquél :  art.  i  198, 
1323,  1329  y  2601,  Cód.  Civ.).  —  T.  61.  p.  85. 

Escrituración.  —  Véase  :  Escritura ;  Escritura  pública. 

Especie.  —  La  declaración  de  géneros  de  algodón  común,  en  lu- 
gar de  felpa  de  seda,  se  refiere  á  la  especie  de  la  mercadería  y 
no  á  su  calidad.  —  T.  41,  p.  314. 

Espediente.  —  El  que  ha  recibido  un  espediente,  es  responsa- 
ble de  su  devolución  á  la  oficina  de  donde  lo  hubo.  —  T.  15, 
p.  329. 

Espera.  —  Este  pacto  contra  la  ejecución  de  una  letra  de  cam- 
bio, sólo  puede  ser  probado  por  documento  escrito  ó  por  con- 
fesión de  parte  (art.  852  y  899,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  18,  p.  214. 

—  En  lo  comercial,  las  esperas  son  una  de  las  formas  del  con- 
cordato (art.  1614,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  18,  p.  281. 

—  Esta  excepción  debe  ser  probada  con  documento  público  ó 
privado  (art.  852,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p.  395. 

—  No  es  admisible  contra  un  pagaré  á  la  orden,  la  excepción  de 
espera  fundada  en  una  anotación  sin  firma,  indicando  que  el 
pago  se  haría  por  trimestre  (art.  976,  Cód.  Com.;  art.  1012,  Cód. 
Civ.).  —  T.  51,  p.  366. 

—  Es  procedente  esta  excepción  y  debe  rechazarse  la  ejecución, 
si  al  iniciar  ésta  no  había  expirado  el  plazo  acordado,  aunque 
hubiese  vencido  durante  el  curso  del  juicio.  (La  ejecución  ha 
debido  iniciarse  con  un  título  revestido  de  los  requisitos  lega- 
les ;  no  estando  vencido  el  documento  á  la  fecha  de  su  presen- 
tación, no  era  título  hábil.  El  hecho  de  haber  vencido  el  pla- 
zo, antes  de  oponerse  la  excepción,  no  desvirtúa  á  ésta;  pues 
dada  la  naturaleza  del  juicio,  el  demandado  no  ha  podido  ser 
oido  antes  de  la  citación  de  remate.  Además,  los  efectos  de  la 
sentencia  deben  retrotraerse  al  día  de  la  interpelación  judicial; 
de  manera  que  es  en  tal  momento  que  el  título  debe  ser  exigi- 
ble,  para  que  proceda  la  ejecución).  —  T.  52,  p.  108. 
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Espera.  —  No  es  admisible,  ni  es  necesario  abrir  á  prueba  la 
excepción  de  espera,  cuyo  término  se  halla  vencido  al  dictarse 
sentencia  de  remate.  —  T.  54,  p.  84 . 

—  Esta  excepción,  subordinada  al  cumplimiento  de  las  cláusu- 
las de  la  obligación  contraída,  no  puede  admitirse  una  vez  que 
consta  no  haberse  cumplido  dichas  cláusulas.  —  T.  57,  p.  349. 

—  Véase  ;  Banco  Nacional ;  Novación. 

Estación.  —  Véase :  Embargo. 

Estadías.  —  Las  causadas  por  falta  de  cumplimiento  del  carga- 
dor, son  debidas  por  éste  al  capitán.  —  T.  5,  p.  273. 

—  El  aviso  que  por  el  artículo  42U  del  antiguo  Código  de  Co- 
mercio, debe  dar  el  capitán  al  cargador^  de  estar  pronto  el  bu- 
que para  recibir  la  carga,  no  es  necesario  que  sea  por  escrito. 
T.  6,  p.  9. 

—  La  resistencia  inmotivada  del  capitán  á  entregar  la  carga, 
no  es  imputable  á  los  dueños  de  ésta  para  el  efecto  de  las  es- 
tadías. —  T.  6,  p.  428. 

—  Resultando  probado  que  la  descarga  se  ha  concluido  dentro 
del  término  estipulado,  no  puede  haber  acción  á  cobrar  esta- 
días. —  T.  6,  p.  428. 

—  No  está  en  la  voluntad  del  capitán  causar  estadías  para  de- 
mandar su  importe.  —  T.  6,  p.  428. 

—  Estipulada  la  indemnización  por  las  estadías  sin  limitar  el 
tiempo  que  éstas  deben  durar,  no  se  puede  cobrar  mayor  suma 
por  razón  de  sobreestadías.  —  T.  8,  p.  27. 

—  La  exclusión  de  los  domingos,  del  plazo  señalado  para  la  car- 
ga^ no  debe  tomarse  por  regla  para  el  cómputo  de  las  estadías. 
Este  comprende  los  perjuicios  que  los  armadores  sufren  por 
culpa  de  los  cargadores.  En  ellas  deben  computarse  los  días 
de  fiesta  hábiles  para  navegar,  y  que  el  buque  ha  perdido  en 
el  puerto  por  no  haber  recibido  la  carga  en  el  tiempo  señala- 
do. —  T.  8,  p.  27. 

—  Pasados  tres  días  de  estar  una  lancha  al  costado  de  un  buque, 
empiezan  á  correr  las  estadías.  Para  eso  no  es  indispensable 
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protestarlas.  No  puede  presumirse  de  la  falta  de  protesta,  el 
que  el  damnificado  haya  renunciado  el  derecho  á  ser  indemni- 
zado de  las  estadías.  —  T.  8,  p.  476. 

Estadías.  —  No  puede  responsabilizarse  al  comprador  de  una 
parte  del  cargamento  á  bordo,  por  estadías  causadas  por  de- 
mora en  recibir  la  carga,  si  no  se  prueba  que  él  es  el  único 
causante  de  la  demora.  —  T.  8,  p.  268. 

—  No  se  deben,  cuando  los  días  de  demora  por  los  que  se  piden, 
han  sido  causados  por  la  omisión  del  capitán  del  buque,  no  en- 
tregando la  carga  á  las  lanchas  mandadas  para  la  descarga.  — 
T.  8,  p.  463. 

—  La  cláusula  de  estadías  en  caso  de  efectos  comprados  á  bor* 
do,  debe  considerarse  como  un  incidente  de  la  compra-venta, 
y  ésta  no  constituye  un  contrato  marítimo.  —  T.  9,  p.  450. 

—  Son  la  indemnización  de  los  gastos  diarios  que  sufre  el  bu- 
que, en  beneficio  de  los  dueños  de  la  carga.  —  T.  14,  p.  493. 

—  El  cobro  de  las  estadías  importa  la  exigencia  de  que  se  cum- 
pla el  contrato  de  fletamento^  y  excluye  por  sí  mismo  el  cobro 
de  la  pena  impuesta  en  caso  de  inejecución  del  contrato  ^art. 
287  y  288,  Cód.  Com.  ant.).  — •  T.  44,  p.  493. 

—  Las  estadías  ó  sobreestadías  son  la  indemnización  de  los  gas- 
tos diarios  de  un  buque,  y  cuando  su  importe  no  se  fija  por  con- 
trato, se  pagan  según  el  uso  de  la  plaza,  que  es  á  razón  de  diez 
céntimos  de  fuerte  por  cada  tonelada  de  registro  por  cada  día 
corrido.  —  T.  44,  p.  446. 

—  El  consignatario  de  la  carga,  no  puede  ser  condenado  á  pagar 
estadías  na  justificadas  debidamente  por  el  capitán  (art.  4447  y 
4200,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  43,  p.  333. 

—  Es  inadmisible  una  acción  por  estadías  y  falsos  fletes  de  las 
lanchas  para  la  descarga,  cuando  no  se  prueba  que  durante 
el  plazo  estipulado  para  verificarla,  el  capitán  del  buque  la  ha 
dificultado  ó  retardado.  —  T.  24 ,  p .  594 . . 

—  El  uso  del  puerto  de  Buenos  Aires,  es  que  las  estadías  em- 
piezan á  correr  después  de  tres  días  de  avisado  el  consignata- 
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rio,  de  que  el  buque  se  halla  pronto  para  la  descarga.  —  T.  SI , 
p.  629. 

Estadias.  —  Vendido  un  cargamento  é  impuestas  al  comprador 
las  obligaciones  del  contrato  de  fletamento,  el  importe  de  esta- 
días que  el  vendedor  fué  obligado  á  pagar  por  falta  de  cumpli- 
miento de  dichas  obligaciones,  debe  serle  reembolsado  por  el 
comprador.  —  T.  27,  p.  11 . 

^  Habiéndose  estipulado  el  número  de  40  toneladas  á  descargar- 
se cada  día,  el  término  de  las  estadías  no  puede  ser  otro  que  el 
necesario  para  descargar  el  número  total  de  toneladas,  á  razón 
de  un  día  por  cada  40  de  ellas.  —  T.  27,  p.  226. 

—  El  término  de  ellas  debe  contarse,  no  desde  el  día  en  que  el 
buque  da  entrada  al  puerto,  sino  desde  el  en  que  queda  expe- 
dito para  principiar  las  operaciones  de  descarga,  á  menos  que 
se  pruebe  por  el  capitán  que  la  demora  en  quedar  expedito,  es 
imputable  ¿  los  consignatarios  de  la  carga.  En  el  cómputo  de 
los  días  hábiles  deben  entrar  las  fracciones  de  días,  según  re- 
sulta de  la  estadística  que  forma  la  prefectura  marítima,  sin 
otra  reducción.  De  los  días  hábiles  deben  descontarse  los  em- 
pleados para  lastrar  el  buque,  durante  los  cuales  se  suspenda 
la  descarga  en  el  interés  del  mismo.  —  T.  28,  p.  163. 

—  Las  obligaciones  inherentes  á  la  carga  por  estadías,  pesan 
sobre  el  que  ha  celebrado  el  contrato  de  fletamento,  ó  el  que 
ha  recibido  la  carga  interviniendo  en  su  despacho  en  nombre 
propio,  y  no  como  mandatario  del  cargador. —  T.  30,  p.  11. 

—  Aunque  el  capitán  avise  en  la  aduana  que  ha  dado  entrada  y 
está  pronto  para  la  descarga,  no  se  producen  estadías  si  en  el 
contrato  se  ha  designado  un  lugar  para  ello,  mientras  el  buque 
no  llegue  á  dicho  lugar.  —  T.  30,  p.  311. 

—  £1  recibo  de  todo  el  flete  otorgado  por  el  capitán,  sin  reserva 
respecto  de  las  estadías,  prueba  que  éstas  no  se  han  causado  ó 
que  fueron  incluidas  en  el  pago.  —  T.  30,  p.  311. 

—  £1  consignatario  de  la  carga,  que  ha  contratado  el  transporte 
de  ella  hasta  el  buque  y  paraje  que  designase  para  su  conduc- 
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ctón  á  ultramar,  no  es  responsable  del  flete  y  demoras  de  las 
lanchas  empleadas  en  dicho  transporte.  Los  responsables  son  el 
capitán  ó  agentes  del  buque  que  contenía  la  carga,  con  quienes 
el  consignatario  estipuló  el  contrato.  —  T.  32,  p.  229. 

Estadías.  —  No  es  responsable  por  ellas^  el  que  no  se  ha  obli- 
gado por  contrato,  ni  aparece  haberlas  causado  por  omisión  ó 
hecho  propio.  —  T.  36,  p.  295. 

—  Los  cargadores  no  pueden  ser  obligados  á  pagar  estadías  que 
no  les  son  imputables.  —  T.  49,  p.  230. 

—  La  demora  en  la  salida  sufrida  por  el  buque,  en  razón  de  no 
haberse  llevado  á  los  de'pósitos  fiscales  parte  de  la  carga  con- 
ducida, es  imputable  á  los  responsables  de  los  fletadores.  — 
T.  55^  p.  162. 

—  A  falta  de  base  especial  alegada  por  las  partes,  puede  servir 
para  la  apreciación  de  los  perjuicios,  lo  convenido  para  las  es- 
tadías, con  más  los  intereses  legales  del  importe.  —  T.  55,  p. 
162. 

—  Aunque  no  exista  convenio  sobre  estadías,  ellas  deben  ser 
indemnizadas  por  el  consignatario  de  las  mercaderías,  si  la  de- 
mora es  debida  á  su  culpa.  —  T.  59,  p.  299. 

—  Deducida  la  demanda  por  estadías,  á  contar  desde  un  día  de- 
terminado, no  es  permitido  al  juez  concederlas  por  los  dias 
anteriores  (ley  16,  tít.  22,  part.  3»).  —  T.  59,  p.  299. 

—  Véase:  Buque j  Capitán ;  Descarga;  Lanchaje, 

Estado.  —  Cada  estado  tiene  poder  exclusivo  de  legislación  so- 
bre los  bienes  raíces  situa(j[os  en  su  territorio,  y  éstos  no  pue- 
den ser  poseídos^  adquiridos  ni  vendidos  sino  conforme  á  las 
leyes  ó  estatuto  real  de  la  tierra  donde  estén  ubicados  (art.  10 
y  1211,  Cód.  Civ.).  —  T.  14,  p.  18. 

Estado  civil.  — Todo  lo  que  concierne  á  la  formación  délos  re- 
gistros públicos  del  estado  civil  de  las  personas,  modo  de  lle- 
varlos y  conservarlos,  se  halla  sometido  á  las  leyes  y  estatutos 
locales;  por  consiguiente,  los  párrocos,  verdaderos  oficiales 
del  estado  civil,  como  encargados  de  la  formación  y  conserva- 
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ción  de  aquellos  registros,  no  pueden  ser  considerados  como 
empleados  nacionales,  ni  sus  oficinas  reputarse  como  reparti- 
ciones oficiales  de  la  nación  y  comprendidos,  á  los  efectos  del 
caso,  en  las  disposiciones  del  titulo  9  de  la  ley  penal  de  4863. 
—  T.  25,  p.  44. 

Estado  de  sitio.  —  Durante  él,  el  poder  ejecutivo  tiene  la  facul- 
tad de  prender  y  desterrar  á  los  individuos  sospechosos.  — 
T.  3,  p.  405. 

—  El  artículo  sobre  no  innovación  de  una  prisión  ordenada  por 
el  poder  ejecutivo,  durante  el  estado  de  sitio,  siendo  la  cues- 
tión principal  la  ilegalidad  de  aquella,  por  ser  inconstitucional 
el  estado  de  sitió,  envuelve  la  resolución  de  fondo.  —  T.  3, 
p.  405. 

—  La  ley  de  sospechosos  dictada  en  29  de  abril  de  1870,  por  la 
Legislatura  de  San  Juan,  limitada  á  dar  facultad  al  poder  eje- 
cutivo por  un  tiempo  determinado  para  el  arresto  y  traslación 

.  de  personas  sospechosas,  importa  la  concesión  de  facultades 
que  corresponden  al  estado  de  HtiOy  y  no  la  de  las  extraordina- 
rias prohibidas  por  el  articulo  29  de  la  Constitución  Nacional. 
—  T.  41.  p.423. 

—  En  estado  de  sitio,  los  ciudadanos  y  extranjeros  pueden  ser 
removidos  discrecionalmente,  sin  que  por  ello  se  deban  daños 
y  perjuicios,  por  la  autoridad  nacional  ó  provincial.  —  T.  46, 
p.  434 . 

—  Durante  él,  el  poder  ejecutivo  está  investido  de  la  facultad 
de  arrestar  ó  trasladar  á  las  personas  de  un  punto  á  otro  de  la 
República,  si  no  prefiriesen  salir  de  su  territorio.  En  caso  de 
haber  sido  conducidos  fuera  del  territorio,  bajo  el  concepto 
equivocado  de  haber  optado  por  esto,  pueden  volver  presentán- 
dose arrestados  á  la  orden  del  poder  ejecutivo  (art.  23,  Const. 
Nac).  —  T.  48,  p.  47  y  27. 

—  Entre  las  facultades  del  poder  ejecutivo  durante  el  estado  de 
sitio,  no  entra  la  de  arrestar  á  los  miembros  del  Congreso  (art. 
64  y  62,  Const.  Nac.  Ejercida  discrecionalmente  y  sin  control 
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la  facultad  que  el  art.  23  de  la  Const.  acuerda  al  presidente, 
ella  puede  venir  á  modiñcar  substancialmente  las  condiciones 
de  las  cámaras  del  congreso:  ejerciéndose  esa  facultad  sobre 
sus  miembros  y  alterándose  el  resultado  de  las  decisiones  par- 
lamentarias, por  la  calculada  modificación  de  las  mayorías^  ó 
impidiendo  en  absoluto  el  funcionamiento  del  poder  legislati- 
vo, arrestándose  ó  trasladándose  por  la  sola  voluntad  del  pre- 
sidente, los  senadores  ó  diputados  en  el  número  necesario  pa- 
ra producir  esos  resultados...  En  tanto  no  se  trate  del  arresto 
autorizado,  por  excepción,  por  el  art.  61 ,  los  miembros  del 
congreso  nacional  no  pueden  ser  arrestados:  Las  facultades  del 
estado  de  sitio  no  alcanzan  hasta  ellos^  sobre  quienes  sólo  tie- 
ne jurisdicción  en  esos  casos,  la  propia  cámara  á  que  pertene- 
cen. Véase:  Arresto ;  Inmunidad},  —  T.  54,  p.  432. 

Estado  de  sitio.  —  El  estado  de  sitio  que  autoriza  el  artículo  23 
de  la  Constitución,  es  una  arma  de  defensa  extraordinaria  que 
ésta  ha  puesto  en  manos  de  los  poderes  políticos  de  la  nación, 
para  que,  en  épocas  también  extraordinarias,  puedan  defenderse 
de  los  peligros  que  amenacen  tanto  á  la  Constitución  como  á  las 
autoridades  que  ella  crea.  El  estado  de  sitio,  lejos  de  suspender 
el  imperio  de  la  Constitución,  se  declara  para  defenderla,  y  lejos 
de  suprimir  las  funciones  de  los  poderes  públicos  por  ella  ins- 
tituidos, les  sirve  de  escudo  contra  los  peligros  de  las  conmo- 
ciones interiores  ó  de  los  ataques  exteriores.  Toda  medida  que, 
directa  ó  indirectamente,  afecte  la  existencia  de  esos  poderes 
públicos,  adoptada  en  virtud  de  las  facultades  que  el  estado 
de  sitio  confiere,  sería  contraria  á  la  esencia  misma  de  aquella 
institución,  y  violaría  los  propósitos  con  que  la  ha  creado  el 
artículo  23  déla  Constitución.  —  T.  54,  p.  432. 

—  Este  importa  la  autorización  de  arrestar  sin  causa  legal  or- 
dinaria ó  autorización  de  juez  competente,  paracuyo  efecto  la 
Constitución  ha  suspendido  aquellas  garantías  de  que,  sin  el 
estado  de  sitio,  gozan  las  personas  y  las  cosas.  Para  que  pro- 
ceda la  acción  del  presidente,  nada  importa  que  la  libertad  de 
ana  persona  sea  amplia  ó  limitada.  Basta  que  las  condiciones 
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de soltura  en  que  el  habitante  del  pais  se  encuentre,  le  pongan 
en  condiciones  de  poder  proceder  de  una  manera  peligrosa  al 
bien  común  y  al  orden  público,  para  que  el  presidente  de  la 
nación  tenga  el  derecho  de  ejercer  sus  facultades  políticas  que 
le  acuerdad  estado  de  sitio.  —  T.  54,  p.  484. 

Estado  de  sitio.  —  Cumplido  el  auto  de  excarcelación  bajo  fian- 
za dictado  en  el  proceso,  no  pertenece  á  éste  el  nuevo  arresto 
de  los  procesados,  ordenado  por  el  poder  ejecutivo  durante  el 
estado  de  sitio;  y  el  juez  de  sección,  si  bien  es  competente  para 
conocer  en  el  reclamo  que  contra  él  se  interponga,  no  tiene 
facultad  para  mandarlo  cesar.  —  T.  54,  p.  484. 

—  Véase  :  Excarcelación. 

Estatutos.  — Los  de  una  sociedad,  son  una  ley  páralos  socios  y 
deben  interpretarse  sus  cláusulas  en  el  sentido  del  cual  resul- 
te la  eficacia  délos  mismos  (art.  209  y  296,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  13,  p.  236. 

—  Son  la  primera  ley  por  la  cual  deben  resolverse  las  cuestio- 
nes entre  una  sociedad  y  alguno  de  los  socios.  —  T.  13,  p. 
379. 

—  Son  la  ley  para  los  asociados.  —  T.  M,  p.  211. 

—  En  las  sociedades  anónimas^  la  suprema  ley  son  sus  estatutos. 
Estableciéndose  en  éstos  que  corresponde  al  consejo  directivo 
la  aprobación  de  las  cuentas  de  los  socios  cesantes,  éstos  deben 
pagar  el  importe  de  las  aprobadas  por  el  consejo. —  T.  18,  p. 
236. 

E¥Ícción.  —  No  procede  la  acción  de  evicción  y  saneamiento,  en 
los  casos  en  que  el  vencido  aceptó  la  cosa  á  sabiendas  de  su 
vicio,  ó  cuando  la  hubo  por  contrato  gratuito.  — T.  11,  p.  257. 

•—  La  citación  de  evicción  y  saneamiento,  no  puede  tener  lugar 
en  segunda  instancia.  —  T.  11,  p.  257. 

—  El  deber  que  tiene  el  enajenante  de  salir  á  la  defensa  del  ad- 
quirente,  no  importa  precisamente  la  obligación  de  litigar  ó  de 
hacerse  parte  en  el  pleito  en  que  ha  sido  citado  de  evicción,  si- 
no la  de  responder  al  comprador  en  caso  que  fuese  vencido  en 
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juicio^  no  sólo  del  precio  sino  también  de  todos  los  danos  y  me- 
noscabos que  le  vinieran  por  esta  razón  (art  2408,  Cód.  Cív.). 
—  T.  46,  p.  403. 

E¥Íoción.  —  Es  voluntario  en  el  vendedor,  citado  de  evicción, 
tomar  ó  no  á  su  cargo  el  pleito  (Leyes  32  y  33,  tít.  5%  part.  5 ; 
•art.  2108.  Cód.  Civ.).  —  T.  16,  p.  403. 

—  Todo  vendedor  debe  salir  á  la  evicción  y  saneamiento  de  la  co- 
sa vendida.  Su  obligación  existe,  aun  cuando  en  la  escritura  pú- 
blica nada  se  convenga  al  respecto.  Puede  sin  embafgo,  el  com- 
pr<idor^  renunciar  á  ese  derecho  y  la  renuncia  es  válida  (art. 
2089,  2097.  2098  y  2101,  Cód.  Civ.).—  T.  17,  p.  332. 

—  La  garantía  de  evicción  y  saneamiento  en  el  contrato  de  ce- 
sión, no  corresponde  sino  al  cesionario  contra  el  cedente.  — 
T.  20,  p.  123. 

—  La  demanda  de  evicción  y  resarcimiento  de  los  perjuicios 
irrogados,  no  puede  deducirse  sino  después  de  terminado  por 
sentencia  ejecutoriada,  el  pleito  en  que  se  practica  la  citación 
de  evicción ;  y  el  vendedor  no  está  obligado  á  la  prestación  de 
ésta  sin  que  primero  se  haya  dado  y  aun  ejecutoriado  la  sen- 
tencia que  condene  al  comprador,  á  la  restitución  de  la  cosa; 
pues  mientras  éste  la  conserve,  no  tiene  derecho  al  saneamiento 
con  arreglo  á  la  doctrina  que  establece  el  Código  Civil,  titulo  de  ' 
la  evicción,  fundada  en  las  leyes  de  partidas  y  en  el  derecho 
romano.  Cuando  el  adquirente  vence  ó  no  es  vencido  en  la  de- 
manda, de  que  pudiera  resultar  una  evicción,  no  tiene  ningún 
derecho  contra  el  enajenante,  ni  aun  para  cobrar  los  gastos  que 
hubiese  hecho  (art.  2117,  Cód.  Civ.).  —  T.  21,  p.  563. 

—  La  citación  de  evicción  no  exonera  al  vendedor,  cuando  nada 
podía  oponerse  á  la  evicción,  y  el  mismo  vendedor  reconoció 
el  vicio  de  los  vales  vendidos  (G.López,  á  la  ley  32^  tít.  6,  part. 
5-).  —  T.  24,  p.  501. 

—  Desde  que  el  demandado  sostiene  que  l(f  que  se  le  reivin- 
dica, lo  tiene  por  causa  de  dominio,  puede  hacer  citar  de  evic- 
ción á  su  causante.  — T.  32,  p.  275. 
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1.  —  En  los  casos  de  evicción,  el  valor  de  la  cosa  reivin- 
dicada debe  estimarse  según  el  que  tenga  en  la  fecha  de  la  des* 
posesión. —  T.  38,  p.  458. 

-  La  citación  de  evicción  procede  lo  mismo  tratándose  de  ac- 
ciones reales  que  de  acciones  personales,  cuando  éstas  recono- 
cen por  causa  un  hecho  anterior  ¿  la  adquisición  y  se  objeta 
la  justicia  y  validez  del  titulo  de  la  misma  (art.  2809,  Cód.Civ.). 
—  T.  42,p.  18r 

•  La  citación  de  evicción  es  un  incidente  del  juicio,  suspensivo 
del  procedimiento  en  lo  principal,  y  debe  resolverse  como  pre- 
via,  si  se  pide  antes  de  contestar  la  demanda.  (Aunque  aquella 
no  se  halla  incluida  entre  les  excepciones  dilatorias  determiiia- 
das  por  el  art.  73^  Ley  Proc,  por  su  naturaleza  debe  reputarse 
como  queda  expresado).  —  T.  43,  p.  194. 

-  La  intervención  enjuicio  del  citado  de  evicción,  no  priva  al 
citante  de  hacer  valer  en  él  tos  recursos  legales.  (El  juicio  se 
siguió  por  el  citado  de  evicción,  y  como  esteno  apeló  del  fallo, 
el  citante  dedujo  recurso  de  apelación,  que  le  fué  concedido. 
La  parte  contraria  recurrió  de  este  auto,  fundada  en  que  el  ci- 
tante no  era  parte  en  el  juicio.  La  Corte  declaró  lo  que  queda 
expresado  y  conoció  de  la  apelación  concedida).  —  T.  43,  p . 
299. 

-  Lo  dispuesto  por  el  articulo  2094,  Código  Civil,  que  supone 
la  privación  de  propiedad,  no  es  aplicable  á  la  restricción  es- 
tablecida por  el  artículo  2639  de  dicho  Código,  que  no  importa 
tal  privación,  sino  sólo  una  carga,  conocida  por  todos,  por  ser 
impuesta  por  la  ley ;  y  por  lo  mismo  tomadas  en  cuenta  por  el 
comprador  á  la  fecha  de  su  compra,  en  cuyo  caso  no  procede 
indemnización  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  articulo  2404 
y  sus  correlativos  del  citado  Código. —  T.  43,  p.  403. 

El  demandado  por  reivindicación  no  puede  exigir  que  se  cite 
de  evicción  al  causante  de  su  causante,  si  no  prueba  que  éste 
le  veudió  el  campo  reivindicado.  —  T.  53,  p.  5. 

•  No  cesa  la  obligación  de  evicción  por  no  haber  sido  deman- 


—  367  —  EVI-EXC 

dado  el  adquírente,  y  no  haberse  citado  judicialmente  al  enaje- 
nante, si  resulta  que  el  priitiero  avisó  en  tiempo  al  segundo  el 
peligro  de  la  evicción,  y  éste  se  presentó  personalmente  á  de- 
fender la  cosa  eviccionada,  siendo  vencido  en  el  juicio  en  que 
la  reivindicaba  (ley  32,  tít.  \ ,  part.  5»).  —  T.  54,  p.  496. 

Evioción.  —  La  citación  de  evicción  es  un  incidente  del  juicio, 
suspensivo  del  procedimiento  en  lo  principal,  -r-  T.  57,  p.  396. 

—  Véase:  Apelable;   Heredero. 

Examen  de  cuentas.  —  Véase  :  Agente  del  poder  ejecutivo  ;  Con- 
taduría general. 

Excarcelación.  — No  puede  pedirse  en  el  sumario  de  una  causa 
criminal,  por  delitos  á  que  la  ley  impone  pena  corporal. — T.  S, 
p.  47^ . 

—  No  se  concede  cuando  hay  mérito  para  imponer  pena  corpo- 
ral.—T.  4,  p.  285. 

—  No  se  concede  cuando  la  pena  fijada  por  la  ley  sea  corporal 
ó  pecuniaria,  á  elección  del  juez.  — T.  4,p.  285. 

—  Puede  concederse  en  las  causas  criminales,  en  que  la  penaá 
imponerse  es  el  destierro.  —  T.  5,  p.  384. 

—  Concluido  el  sumario,  puede  conocerse  de  la  solicitud  de  ella. 
—  T.  5,  p.  386. 

—  Puede  ser  decretada,  cuando  la  pena  á  imponerse  es  la  de 
destierro  y  multa.  — T.  5,  p.  386. 

—  El  procesado  que  tiene  pena  de  destierro  y  multa,  puede  ser 
excarcelado  bajo  fianza.  —  T.  6,  p.  24. 

—  Es  práctica  excarcelar  bajo  fianza  á  los  acusados  contra  quie- 
nes no  se  debe  imponer  pena  corporal.  —  T.  6,  p.  32i . 

—  Es  práctica  extender  la  multa  á  que  queda  obligado  el  fiador 
si  el  reo  no  comparece  cuando  es  requerido,  hasta  pagar  lo  juz- 
gado y  sentenciado.  —  T.  6,  p.  324 . 

—  Aunque  en  las  escrituras  de  fianza  carcelera  aparezcan  uni- 
das las  obligaciones  de  presentar  al  reo  y  de  pagar  lo  juzgado 
y  sentenciado,  en  virtud  de  la  práctica  citada  en  el  sumario 
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que  precede,  no  hay  sino  una  sola  fíanza ;  y  presentando  el  afian- 
zado á  la  cárcel,  el  fiador  cumple  la  obligación  contraida  y  tie- 
ne derecho  á  exigir  la  cancelación  de  la  fíanza  por  completo. 
Si  no  fuera  así,  la  fianza  sería  nula,  porque  importaría  una  res- 
tricción arbitraria  de  la  libertad,  agravando  las  condiciones  que 
exige  la  ley  para  la  soltura  de  los  presos.  —  T.  6,  p.  321. 

Excarcelación,  f—  En  las  causas  en  que  puede  imponerse  pena 
corporal,  no  se  permite  la  excarcelación  provisoria  bajo  fianza. 
—  T.  6,  p.  4n. 

—  La  suspensión  accidental  del  despacho,  por  la  ausencia  tem- 
poraria del  juez,  no  es  causal  legítima  de  excarcelación.  — 
T.  6,  p.  417. 

—  Los  reos  de  delitos  que  no  son  castigados  con  pena  corpo- 
ral, tienen  derecho  á  ser  puestos  en  libertad  bajo  fianza  (art. 
18,  Const.  Nac.  De  otro  modo  se  aumentaría  su  sufrimiento 
más  allá  de  lo  necesario  para  la  seguridad  de  que  se  cumpla  la 
pena  establecida  por  la  ley).  —  T.  7,  p.  368. 

—  Debe  concederse  bajo  fíanza  en  caso  de  delito  que  tenga  pe- 
na de  prisión,  cuando  la  aue  haya  de  imponerse  no  pueda  ser 
tan  larga  que,  por  evitarla,  se  ausente  de]  país  para  siempre  un 
ciudadano.  —  T.  8,  p.  á91. 

—  Tratándose  de  un  delito  que  tiene  pena  corporal  impuesta 
por  la  ley,  no  puede,  mientras  no  se  pronuncie  sentencia  defi- 
nitiva en  el  juicio  correspondiente,  decretarse  excarcelación, 
ni  aun  bajo  fianza  carcelera  (ley  16,  tlt.  1,  part.  7').  —  T.  9, 
p.  382. 

—  En  el  caso  de  un  inculpado  de  violación  de  correspondencia 
pública^  en  el  que  la  pena  á  imponerse  es  la  de  dos  á  seis  me- 
ses de  trabajos  públicos  ó  una  multa  de  1 00  á  300  pesos  tuer- 
tes, ó  una  y  otra  juntamente,  puede  acordársele  la  excarcela- 
ción provisoria  bajo  fíanza  carcelera,  cuando  consten  del  su- 
mario circunstancias  atenuantes  y  el  acusado  haya  sufrido  ya 
varios  meses  de  prisión.  —  T.  14,  p,  407. 

—  Cuando  por  la  naturaleza  de  la  causa  sólo  haya  de  imponerse 
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una  pena  pecuniaria,  el  acusado  puede  ser  excarcelado  bajo  fian- 
za de  juzgado  y  sentencia.  —  T.  45,  p.  92. 

Excarcelación.  —  Los  delitos  penados  por  la  ley  con  destierro 
y  multa,  dan  lugar  á  excarcelación  bajo  fianza.  En  estos  casos, 
la  excarcelación  puede  decretarse  aun  cuando  la  causa  esté  en 
sumario.  La  excarcelación  debe  decretarse  con  audiencia  del 
procurador  fiscal.  —  T.  46,  p.  42. 

—  Los  reos  de  delitos  que  no  se  castigan  con  pena  corporal, 
pueden  ser  excarcelados  bajo  fianza  (art.  18,  Const.  Nac).  — 
T.  46,  p.  88, 402,  424,  446,  474  y  495. 

—  La  jurisprudencia  y  las  leyes  excluyen  la  excarcelación  bajo 
fianza,  en  los  casos  de  aplicación  de  verdaderas  penas  corpo- 
rales. —  T.  47,  p.  402. 

—  Cuando  del  sumario  aparecen  contra  el  procesado  cargos  que 
sean  castigados  con  pena  corporal,  no  procede  la  excarcelación 
bajo  fianza.  —  T.  24,  p.  424. 

—  Del  artículo  48  déla  Constitución  Nacional,  en  su  última 
parte,  no  se  desprende  ni  puede  derivarse  facultades  discre- 
cionales para  los  tribunales  argentinos  en  materia  de  excarce- 
lación, siendo  su  único  objeto  proscribir  toda  medida  de  cruel- 
dad ó  excesivo  rigor  que  pudiera  emplearse  contra  los  presos 
mientras  permanezcan  en  las  cárceles.  —  T.  24,  p.  424. 

—  Debe  concederse  bajo  fianza  en  los  delitos. para  los  que  el 
máximun  de  la  pena,  es  la  de  dos  años  de  prisión,  hallándose 
la  causa  en  plenario  y  habiendo  sufrido  el  procesado  una  larga 
prisión  preventiva.  — T.  27,  p.  438. 

—  No  procede  en  los  delitos  cuya  pena  es  de  dos  á  cuatro  años 
de  trabajos  forzados,  y  cien  á  mil  pesos  de  multa.  -^  T.  30,  p. 
472. 

—  No  resultando  un  hecho  suficientemente  caracterizado  que 
dé  lugar  á  la  aplicación  de  pena  corporal,  procede  la  excarcela- 
ción provisoria  bajo  fianza.  —  T.  32,  p.  428. 

—  Procede  la  provisoria,. cuando  el  hecho  acusado  no  resulta 
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suficieníemente  caracterizado  para  la  aplicación  de  pena  cor- 
poral. —  T.  33,  p.  17. 

Excarcelación.  —  Mientras  subsistan  indicios  suficientes  para 
presumir  la  responsabilidad  de  los  procesados  por  los  delitos 
comunes  de  defraudación  de  renta  fiscal,  cohecho  de  emplea- 
dos  y  falsedad,  no  debe  hacerse  lugar  á  la  excarcelación  bajo 
fianza  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  41,  p.  290. 

—  No  adelantando  los  indicios  en  virtud  de  los  cuales  se  pro- 
cedió á  la  prisión  preventiva  de  los  procesados,  y  estando  con- 
forme el  ministerio  público,  en  vista  de  diligencias  ulteriores, 
con  la  excarcelación  bajo  caución,  puede  ésta  ser  concedida. 

—  T.  41,  p.  375. 

—  La  provisoria,  en  los  procesos  sobre  crímenes  de  competencia 
federal,  depende  de  la  penalidad  especial  establecida  por  las 
leyes  relativas.  —  T.  43,  p.  102. 

—  El  soborno  de  un  empleado  dé  aduana  para  extraer  efectos  de 
ella  y  la  extracción  intentada,  constituyen  un  delito  cuya  pena- 
lidad no  excede  prima  facie  de  la  que  admite  la  excarcelación 
provisoria  bajo  caución  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  45, 
p.  65. 

—  El  auto  concediendo  la  provisoria,  que  haya  sido  apelado, 
no  debe  llevarse  á  ejecución  pendiente  el  recurso  interpuesto. 

—  T.  45,  p.  65. 

—  Para  obtener  la  excarcelación  provisoria  durante  el  proceso 
de  1*  instancia,  lo  único  que  debe  tenerse  en  cuenta  es  s.i  el 
hecho  acusado  tiene  por  la  ley  pena  corporal,  cuyo  máximun 
no  exceda  de  dos  años  de  prisión,  y  no  las  circunstancias  que 
pueden  dar  lugar  i  menor  pena  ó  á  la  absolución  del  procesa- 
do al  dictarse  sentencia  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  49, 
p.  135. 

—  El  acusado  por  delito  de  falsedad  cometido  en  mensura  y 
otros  documentos  presentados  ál  gobierno  nacional^  no  puede 
pedir  excarcelación  bajo  fianza  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.  Este 
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artículo  no  permite  la  excarcelación,  ya  se  aplique  el  Código 
Penal  ó  la  ley  penal  de  1863).  —  T.  50,  p.  14o. 

Excarcelación.  —  La  excarcelación  bajo  lianza  depende  de  la  na- 
turaleza del  delito  encausado,  y  no  de  los  motivos  que  puedan 
en  definitiva  fundar  la  inocencia  del  procesado  (art.  376,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  51,  p.  208. 

—  En  los  delitos  cuya  pena  es  mayor  dedos  años  de  prisión,  no 
procede  la  excarcelación  bajo  fíanza(art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  02,  p.  350. 

—  No  procede  la  excarcelación  provisoria,  cuando  el  delito  acu- 
sado puede  ser  castigado  con  pena  mayor  de  dos  años  de  pri- 
sión (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  53,  p.  379. 

—  La  circulación  de  billetes  falsos  de  banco,  de  valor  de  200 
pesos,  tiene  por  la  ley  un  máximun  de  pena  que  no  autoriza  la 
excarcelación  provisoria  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  54, 
p.  183. 

—  Atenta  la  prescripción  del  artículo  18,  Constitución  Nacional, 
los  reos  de  delitos  que  no  son  castigados  con  pena  corporal, 
tienen  derecho  á  que  se  les  ponga  en  libertad  bajo  fianza,  porque 
de  otro  modo  se  aumentaría  su  sufrimiento  más  alia  de  lo  ne- 
cesario para  la  seguridad  de  que  se  cumpla  la  pena  estableci- 
da por  la  ley.  —  T.  54.  p.  264  y  292. 

—  La  procedencia  de  la  excarcelación  bajo  fianza  sólo  debe  apre- 
ciarse teniendo  en  vístala  imputación  del  delito  y  la  pena  in- 
puesta á  ésto,  cuando  no  hubiese  reiteración  ó  reincidencia,  y 
no  las  defensas  contra  la  imputación,  ni  la  gravedad  del  delito 
(art.  376  y  377,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  54,  p.  264  y  292. 

—  Procede  la  excarcelación  bajo  de  fianza,  aun  durante  el  su- 
mario, cuando  la  seducción  de  tropas  es  imputada,  no  como  de- 
lito aislado,  sino  para  cometer  el  de  rebelión  (Véase:  Destierros- 
Seducción  de  tropas).  —  T.  54,  p.  264  y  292. 

-^  La  seducción  de  tropas  con  motivo  de  la  rebelión  que  llega 
á  tener  efecto,  hace  pasibles  á  los  autores  de  la  pena  de  extra- 
ñamiento Y  multa  infligida  á  los  promovedores  de  ésta,  y  per- 
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mite  la  encarcelación  bajo  fianza  (art.  15,  24  y  28,  ley  penal). 
—  T.  54,  p.  ¿92. 

Exearoelaeión.  —  La  excarcelación  bajo  fianza  no  paraliza  la 
secuela  del  juicio^  por  cuanto  la  condición  de  los  procesados 
excarcelados,  distinta  á  la  de  los  presuntos  reos  prófugos,  per- 
mite la  prosecución  de  la  causa  hasta  su  fallo  definitÍTO^  hacién- 
dose efectiva  la  sentencia  en  el  fiador,  si  éste  no  presentase  al 
condenado.  —  T.  54,  p.  264  y  292. 

—  Procede  bajo  fianza  en  toda  causa  en  que  la  pena  impuesta 
al  delito  es  de  destierro  y  multa.  —  T.  54^  p.  432. 

—  Acatado  y  cumplido  el  auto  de  excarcelación,  el  juez  de  sec- 
ción no  puede  hacer  cesar  la  nueva  detención  del  procesado 
ordenada  por  el  poder  ejecutivo  en  virtud  de  sus  facultades 
constitucionales  durante  el  estado  de  sitio.  --  T.  54,  p.  432. 

-»  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de  moneda  legal, 
tiene  pena  mayor  de  dos  años  de  prisión  y  está  excluido  del  be- 
neficio de  la  excarcelación  bajo  fianza  (art.  376,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  54,  p.  509. 

--  No  procede,  cuando  el  delito  acusado  tiene  pena  mayor  de 
dos  años  de  prisión  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  55,  p. 
259. 

—  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  de  curso  legal,  lle- 
va una  pena  mayor  de  la  que  autoriza  la  excarcelación  bajo 
fianza  (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  -^  T.  56,  p.  419. 

—  El  delito  de  circulación  de  billetes  falsos  á  sabiendas  de  ser- 
lo, es  pasible  de  pena  mayor  que  la  que  autoriza  la  excarcela- 
ción bajo  fianza  (art.  376,  Cód.  Proc.   Crim.).  —  T.  57,   p.  256. 

—  En  los  juicios  de  extradición,  la  excarcelación  provisoria  no 
procede,  si  el  delito  imputado  merece,  por  las  leyes  de  la  Re- 
pública, una  pena  mayor  de  dos  años  de  prisión  (art.  376  y  674, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  59,  p.  66. 

—  Las  penas  que  la  ley  nacional  criminal  impone  por  el  delito 
de  sedición,  admiten  la  concesión  de  excarcelación  provisoria, 
sin  que  obste  haberse  producido  con  motivo  de  él  una  muerte 
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y  una  herida,  mientras  no  aparezca  que  deban  clastficarse  co- 
mo delitos  comunes.  —  T.  59,  p.  393. 

Excarcelación.  —  Las  diligencias  sobre  libertad  provisoria  bajo 
caución,  deben  susbtanciarse  por  cuerda  separada,  y  su  remi- 
sión,  con  motivo  de  apelación  concedida,  no  puede  obstar  para 
que  el  juez  de  la  causa  lleve  adelante  la  instrucción  del  proceso 
(art.  398,  Cód.  Proc.  Crim,).—  T.  59,  p.  419. 

—  No  puede  concederse  la  excarcelación  provisoria,  cuando  la 
pena  por  el  delito  acusado,  es  superior  á  la  de  dos  años  de  pri- 
sión (art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  59,  p.  425  y  427. 

—  No  trayéndose  hecho  alguno  nuevo,  que  pueda  servir  para  la 
reforma  del  auto  que  concede  la  excarcelación  provisoria,  de- 
be éste  ser  mantenido.  —  T.  60,  p.  250. 

—  En  la  tentativa  de  falsificación  de  billetes  de  curso  legal,  no 
procede  la  excarcelación  bajo  fianza,  por  ser  el  máximun  de  la 
pena,  impuesta  por  la  ley,  de  tres  años  de  trabajos  forzados 
(art.  376,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  62,  p.  192. 

—  No  procede  la  excarcelación  bajo  caución  juratoria  en  las 
causas  por  infracción  á  la  ley  de  enrolamiento.  (Esta  infraeción 
da  mérito  á  una  penalidad  superior  de  la  que  establecen  los 
términos  restrictivos  del  art.  386,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  62, 
p.  350. 

—  Véase:  Apelable;  Caución;  Nulidad. 

Excepción»  —  La  de  temor  ó  fuerza  para  justificarse  de  un  delito, 
cuya  existencia  legal  resulta  acreditada,  debe  probarse  plena- 
mente. —  T.  11,  p.  315. 

—  Es  extemporánea  la  de  falta  de  personalidad  del  demandante, 
deducida  después  de  dictada  la  sentencia  (art;  72,  Ley  Proc). 
—  T.  12,  p.  554, 

—  La  opuesta  á  una  demanda,  debe  ser  probada  por  el  deman- 
dado. —  T.  13,  p.  150. 

—  Es  temeraria*  la  q.ue  se  opone  contra  lo  juzgado  á  instancia 
del  mismo  opositor.  —  T.  17,  p.  457. 

—  El  hecho  en  que  el  ejecutado  se  funda  para  demandar  al 
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ejecutante  en  juicio  separado,  no  puede  servirle  para  oponer 
una  excepción  legal  en  el  juicio  ejecutivo.  —  T.  49,  p.  56. 

Excepción.  —  La  que  tiende  á  destruir  la  acción  y  no  á  dilatar 
su  entrada  al  juicio,  no  puede  oponerse  por  vía  de  artículo 
previo.  •—  T.  24,  p.  280  y  286. 

—  La  basada  sobre  un  contrato  de  exención,  limitada  á  ciertos 
artículos,  no  es  admisible  contra  las  cuentas  que  se  refieren  á 
artículos  que  no  ha  probado  hallarse  comprendidos  dentro  de 
los  límites  de  dicha  exención.  —  T.  24,  p.  346. 

—  La  de  no  contestar,  fundada  en  el  hecho  de  no  haber  el  de- 
mandante acompañado  á  la  demanda  los  documentos  que  la 
instruyen,  no  se  considera  como  temeraria.  —  T.  27,  p.  342. 

—  El  que  el  gobierno  demandado  haya  procedido  administra- 
tivamente al  ejercer  un  acto  de  turbación,  no  es  excepción  le- 
gítima; porque  una  demanda  procede  contra  quien  directa  é 
inmediatamente  viola  el  derecho  ajeno,  y  porque  al  hacer  la 
Constitución  nacional  justiciables  á  las  provincias  ante  la 
Corte,  por  demandas  de  vecinos  de  otra  ó  de  ciudadanos  ó 
subditos  extranjeros,  ha  sido  precisamente  por  sus  actos  de 
gobierno  y  administración,  en  violación  de  derechos  particula- 
res. —  T.  27,  |.  323. 

—  Véase  :  Arraigo;  Evicción;  Fuerza  maijor. 

Excepción  dilatoria.  — No  puede  oponerse  después  de  los  nue- 
ve días  de  la  notificación  de  la  demanda  (art.  72,    Ley  Proc.) 
—  T.  9,  p.  267.^  v^ 

—  El  Código  de  Comercio  (antiguo)  no  legisla  sobre  proce- 
dimientos, ni  la  disposición  del  artículo  4241  puede  fundar 
una  excepción  dilatoria.  — T.  43,  p.  249. 

—  Deben  las  excepciones  dilatorias,  oponerse  conjuntamente 
(art.  75,  Ley  Proc).  —  T.  44,  p.  482. 

—  No  puede  alegarse  como  tal,  por  el  mandatario,  la  excepción 
de  falta  de  instrucciones  del  mandante.  —  T.  46,  p.  46. 

—  No  pueden  oponerse  fuera  del  término  del  artículo  72  de  la 
ley  de  procedimientos.  —  T.  46,p.  84. 
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Excepción  dilatoria.  —  No  da  lugar  á  ella,  el  no  acompañar á  la 
demanda  los  documentos  que  la  instruyen.  —  T.  46^  p.  16S. 

—  Lo  es^  la  de  falta  de  personalidad  y  la  de  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponerla  demanda  (art.  74,  Ley  Proc.).  — T.  16, 
p.  473. 

—  Las  defensas  referentes  al  fondo  de  la  causa,  no  se  pueden 
alegar  como  excepciones  dilatorias.  —  T.  16,  p.  380. 

—  En  un  mismo  tiempo  y  en  un  mismo  escrito,  el  demandado 
debe  proponer  todas  las  excepciones  dilatorias  que  tenga, 
formando  articulo  previo.  No  haciéndolo  así,  sólo  podrá  usar 
de  las  excepciones  que  no  alegase,  contestando  la  demanda 
y  ellas  sólo  podrán  substanciarse  y  fallarse  conjuntamente 
con  el  asunto  principal.  Esta  disposición  tiene  por  objeto  evitar 
dilaciones  y  perjuicios  á  las  partes  (art.  12  y  7o,  Ley  Proc). 
—  T.  18,  p.  13. 

—  No  son  admisibles  en  el  juicio  ordinario,  sino  las  designa- 
das en  el  articulo  73  de  la  ley  de  procedimientos.  Entre  ellas 
no  se  incluye  la  compensación.  —  T.  18,  p.  107. 

—  La  discusión  sobre  si  bastan  al  objeto  del  demandante  cier- 
tos documentos,  sin  acompañar  la  póliza  de  fletamento,  perte- 
nece al  fondo  de  la  cuestión  y  no  puede  dar  lugar  á  una  ex- 
cepción dilatoria.  —  T.  18,  p.  391. 

—  Sólo  son  admisibles  antes  de  la  contestación  á  la  demanda, 
las  excepciones  dilatorias  enumeradas  en  el  artículo  73  de  la 
ley  de  procedimientos.  — T.  19,  p.  7. 

—  No  son  admisibles  como  excepciones  dilatorias,  sino  las  espe- 
cificadas en  los  artículos  73  y  74  de  la  ley  de  procedimientos  : 
entre  ellas  no  se  encuentra  la  de  no  parte,  —  T.  19,  p.  142. 

—  La  falta  de  conocimientos,  no  puede  oponerse  á  la  demanda 
por  estadías,  como  excepción  dilatoria.  (Aunque  por  el  art.  1211 
del  Cód.  de  Gom.  ant.,  dice  el  fallo,  se  hace  necesaria  la  pre- 
sentación de  los  conocimientos,  ésto  se  refiere  á  las  obligacio- 
nes que  acreditan  los  mismos  conocimientos).  —  T.  21,  p.  384. 

—  En  la  justicia  nacional  no  son  admisibles  sino  Lis  excepcío- 
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nes  dilatorias  expresamente  señaladas  en  la  ley.  La  falta  de  per- 
sonalidad en  el  demandado,  no  está  ennumerada.-^T.  SI ,  p^59. 

Excepción  dilatoria.  —  El  no  acompañar  á  la  demanda  los  do- 
cumentos que  deben  instruirla,  no  da  lugar  á  excepción  dila- 
toria. — T.  22,  p.  343. 

—  Sólo  son  admisibles  como  excepciones  dilatorias  y  pueden 
ser  objeto  de  un  artículo  previo  á  la  contestación^  las  que  ex- 
presan los  artículos  73  y  74  de  la  ley  de  procedimientos.  — T. 
23,  p.  404. 

—  Los  demandados  no  pueden  oponerla,  por  no  dirigirse  la  de- 
manda contra  todos  los  que  creen  interesados  en  el  asunto  que 
la  motiva.  — T.  24.  p.  146. 

—  No  lo  es,  aquella  por  la  que  se  niega  al  actor  el  derecho  que 
gestiona.  —  T.  24,  p.  366. 

—  La  de  no  ser  el  demandado  el  responsable  de  lo  que  se  de- 
manda, y  de  no  tener  derecho  de  pedir  el  demandante,  son 
contra  el  fondo  de  la  demanda,  y  no  dilatorias  por  falta  de  per- 
sonería. —  T.  26,  p.  340. 

—  No  constituyen  ésta,  la  excepción  de  no  ser  obligado,  y  la 
omisión  de  los  documentos  que  instruyen  la  demanda.  —  T.  27, 

.485. 

—  Lo  es  la  de  arraigo  del  juicio,  en  el  caso  del  articulo  74  de  la 
ley  de  procedimientos.  — T.  27,  p.  485. 

—  Las  excepciones  dilatorias  no  opuestas  dentro  del  término 
lijado  por  el  artículo  72  de  la  ley  de  procedimientos,  sólo  pue- 
den proponerse  contestando  la  demanda  (art.  75;  de  dicha  ley). 
—  T.  29,  p.  446. 

—  Después  de  opuesta  y  resuelta  una,  el  demandado  no  puede 
oponer  otra  de  esa  clase  por  vía  de  artículo  previo  (art.  75,  Ley 
Proc.).  — T.  32,  p.  426. 

—  El  no  haberse  dado  intervención  al  ministerio  de  menores, 
en  una  excepción  dilatoria,  no  anula  el  procedimiento.  (Tal 
defecto  puede  subsanarse  dándose  oportunamente  en  4*  ins- 
tancia, la  debida  intervención).  —  T.  34,  p.  270. 


-.  377  —  EXC 

oep^eión  dilatoria.  — *  La  omisión  de  copias  de  los  documen- 
tos que  instruyen  la  demanda,  no  constituye  una  excepción 
dilatoria  de  las  admitidas  por  la  ley,  máxime  si  se  ha  consen- 
tido el  decreto  por  el  cual  se  exoneró  al  actor  de  la  obligación 
de  presentarlas.  —  T.  38,  p.  Í58. 

-  No  tiene  este  carácter,  la  excepción  que  se  funda  en  la  falta 
de  justificación  del  derecho  del  demandante.  —  T.  39,  p.  S46. 

-  La  falta  de  presentación  de  los  documentos  en  los  que  se 
funda  la  demanda,  no  constituye  excepción  dilatoria. — T.  39, 
p.  361. 

-  No  son  admisibles  como  dilatorias,  las  excepciones  que  no 
afectan  la  capacidad  legal  del  actor  para  estar  en  juicio^  ni  la 
forma  de  la  demanda.  —  T.  43,  p.  50. 

-  No  pueden  tomarse  en  consideración  las  opuestas  después  de 
vencido  el  término  que  la  ley  fija  para  oponerlas  (art.  45  y  46, 
Cód.  Proc.  de  los  Trib.  de  la  Capital,  vigente  en  los  temtorios 
nacionales).  — T.  43,  p.  60. 

•  Opuesta  y  resuelta  una,  en  forma  de  articulo  previo,  las  de- 
más excepciones  de  esta  clase  no  pueden  oponerse  sino  con  la 
contestación  á  la  demanda  (art.  75,  Ley  Proc).  —  T.  43,  p.  472 

-  El  término  para  contestar  ú  oponer  excepciones  dilatorias, 
sólo  corre  desde  la  fecha  en  que  se  entregan  las  copias  de  la 
demanda  y  sus  recaudos.—  T.  44,  p.  87. 

Deben  tramitarse  y  resolverse  conjuntamente  y  no  sucesiva- 
mente.—  T-  44,  p.  401. 

>  Acreditado  el  carácter  de  viuda  de  la  demandante,  é  indica- 
da la  oficina  donde  se  hallan  los  antecedentes  de  la  demanda, 
no  debe  hacerse  lugar  á  la  excepción  dilatoria  fundada  en  la 
falta  de  esos  requisitos.  —  T.  45,  p.  397. 

No  pueden  oponerse  excepciones  dilatorias  con  carácter  de 
artículo  previo,  después  de  vencidos  los  nueve  días  fijados  para 
contestar  la  demanda  (art.  75  y  85,  Ley  Proc).  —  T.  54,  p.  314. 

Véase:  Ecicción. 

Keepoión  perentoria.  —  El  pago  del  saldo  hecho  por  el  comi- 
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SLonado,  constituye  una  excepción  perentoria  conti*a  la  acción 
del  comitente  por  rendición  de  cuentas  y  cobro  de  pesos.  —  T. 
46,  p.  389. 

Excepción  perentoria.  —  Una  excepción  sobre  condición  de 
tiennpo  para  el  pago  de  una  deuda,  es  de  carácter  perentorio  y 
debe  resolverse  en  el  fondo,  con  audiencia  de  los  que  sean 
parteen  el  juicio.  —  T.  19,  p. 7. 

—  Lo  es,  la  que  diera  por  resultado  la  conclusión  del  asunto. — 
T.  23,  p.  313. 

—  Loes,  la  excepción  que  se  opone  con  el  fin  de  mostrar  que  la 
acción  entablada  no  procede  contra  el  demandado. — T.  31 ,  p.  99. 

EzcepcioneB.  —  Siendo  las  de  los  preceptos  generales  de  la  ley, 
obra  exclusiva  del  legislador,  no  pueden  crearse  por  induccio- 
nes ó  extenderse  por  interpretación  f^  casos  no  expresados  en  la 
disposición  excepcional.  —  T.  2,  p.  26. 

—  No  pueden  oponerse,  no  existiendo  demanda.  — T.  4,  p.  305. 

—  El  artículo  76  de  la  ley  de  procedimientos,  que  regla  el  de 
las  excepciones  dilatorias^  se  refiere  alas  no  juzgadas  aán,  y  no 
á  las  que  de  autos  resultan  dirigidas  á  romper  el  sello  de  la  co- 
sa juzgada.  —  T.  5,  p.  70. 

—  Deben  oponerse  con  la  contestación  á  la  demanda  (art.  85, 
Ley  Proc).  —  T.  5,  p.  339. 

—  La  de  falta  de  intención,  no  se  presume  sino  en  los  casos  de 
aquellos  que  por  la  ley  son  incapaces  de  delinquir. — ^T.  5,  p.  349. 

—  Cuando  se  propone  conjuntamente  dos  ó  más  excepciones 
dilatorias,  el  juez  debe  resolver  previamente  la  de  declinatoria 
y  la  de  litis  pendencia.  Encaso  de  declararse  competente,  debe 
fallar  también  las  otras  (art.  83,  Ley  Proc).  —  T.  9,  p.  172. 

—  Contra  la  acción  ejecutiva  de  las  letras  de  cambio,  no  se  ad- 
miten más  excepciones  que  las  determinadas  por  el  articulo 
852  del  Código  de  Comercio  (antiguo).  —  T.  44,  p.  37. 

'  —    Las  referentes  á  la  culpabilidad  del  acusado,  que  fueron 
desechadas  en  el  juicio  criminal,  no  pueden  oponerse  en  el 
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civil  por  indemnización  de  daños  y  perjuicios  (art.  H02,  Cód. 
Civ,).  —  T.  41,  p.  13. 

cepcioneB.  —  Deben  probarse  por  escritura  pública  ó  docu- 
mento privado  judicialmente  reconocido,  las  excepciones  á 
que  se  refiere  el  artículo  852  del  Código  de  Comercio  (ant.)-  — 
T.  M,  p.  37. 

Las  que  no  son  dilatorias,  deben  alegarse  al  contestar  la  de- 
manda (art.  75,  Ley  Proc).  —  T.  18,  p.  107. 

Las  que  afectan  al  fondo  de  la  demanda,  no  pueden  fundar 
un  artículo  de  no  contestar.  —  T.  18,  p.  247. 

No  oponiéndose  excepciones  en  la  citación  de  remate  del  jui- 
cio ejecutivo,  debe  éste  llevarse  adelante.  —  T.  18,  p.  365. 

Deben  oponerse  dentro  de  tres  dfas  fatales  desde  la  citación 
de  remate.  —  T.  20,  p.  97. 

'    Las  que  se  oponen  á  la  demanda  para  ser  aceptadas,  deben 
probarse  en  juicio.  —  T.  21 ,  p.  36. 

El  término  de  tres  dfas  para  oponerlas  en  el  juicio  ejecutivo, 
no  se  cuenta  por  horas  sino  por  días,  excluyendo  el  délas  noti- 
ficaciones. —  T.  23,  p.  557. 

Contra  un  documento  á  la  orden,  endosado,  no  son  admisi- 
bles más  excepciones  que  las  que,  con  arreglo  al  artículo  852 
(Cód.  Com.  ant.),  pueden  oponerse  ala  persona  del  endosatorio, 
no  las  que  puedan  oponerse  al  endosante  (art.  197,  779,  803 
y  912  (Cód,  Com.,  ant.).  —  T.  25,  p.  45. 

Las  de  recusación  é  incompetencia  son  de  previa  resolución, 
y  el  auto  que  prescinda  de  tomarlas  en  consideración,  trae  gra- 
vamen irreparable.  —  T.  30,  p.  324. 

No  puede  deducirse  excepciones  en  el  juicio  ejecutivo,  al  ser 
notificado  el  deudor  del  auto  de  sol  vendo.  — T.  57,  p.  264  y  285 

El  auto  ordenando  se  conteste  la  demanda,  después  de  resuel- 
to un  incidente  propuesto  con  la  calidad  de  quedaren  suspen- 
so el  término,  no  priva  al  demandado  del  derecho  de  hacer 
valer  excepciones  con  arreglo  al  artículo  85,  ley  de  procedi- 
mientos. —  T.  57,  p.  432. 
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EzcepeioneB.  —  Véase  :  Apremio;  Demandado;  Ejeeiición;  Eme- 
ción;  Expropiación;  Juicio  ^ecutito:  Letra  de  cambio;  Pagaré. 

Escobo.  —  La  rectificación  del  exceso  de  peso,  ao  exime  de 
pena,  aun  cuando  haya  habido  omisión  por  parte  de  la  Aduana, 
si  se  ha  hecho  después  de  existir  un  principio  de  verificación 
del  despacho  (art.  930  y  984,  Ord.).  —  T.  53/ p.  478. 

—  Cuando  en  el  despacho  de  mercederias  de  depósito,  se  mani- 
fiesta el  peso  de  cada  bulto  separadamente  y  el  total  de  todos 
los  bultos,  la  tolerancia  de  exceso  no  debe  apreciarse  con  arreglo 
á  la  totalidad,  sino  con  arreglo  al  peso  de  cada  bulto  (art.  354 
y  932,  Ord.).  —  T.  60,  p.  448. 

EzeuBa  legitima.  —  No  lo  es,  la  de  haber  tenido  poder  de  la  casa 
que  remitió  los  efectos  para  tomarlos,  porque  aun  probándose 
la  existencia  del  poder,  y  que  los  efectos  pertenecían  á  la  ci- 
tada casa,  el  apoderado  no  podía  tomarlos  sin  consentimiento 
de  los  antiguos  consignatarios,  ó  sin  mandato  de  juez  compe- 
tente.— T.  40,  p.  396. 

ExouBación.  —  Excusado  el  Juez  de  conocer  en  una  causa  por 
el  interés  que  su  padre  político  tenga  en  ella,  por  sus  honora- 
rios como  encargado  de  formar  una  cuenta  de  averia,  debe 
aquél  reasumir  su  jurisdicción  y  conocer  del  asunto,  siempre 
que  éste  haya  renunciado  sus  honorarios.  —  T.  %  p.  247. 

—  Es  motivo  bastante  para  ella,  el  resentimiento  grave  entre  el 
juez  y  una  de  las  partes.  —  T.  4,  p.  30. 

—  El  defensor  de  una  de  las  partes,  se  halla  respecto  á  la  excu- 
sación del  juez,  en  el  mismo  caso  del  defendido.  —  T.  4,p.  30. 

—  El  juez  que  se  excusa  por  amistad  íntima  con  una  de  las  par- 
tes, debe  seguir  conociendo  en  la  causa,  si  la  otra  á  quien  per- 
judica la  causal,  se  conforma  manifestando  su  confianza  en  el 
juez.  —  T.  9,  p.  432. 

—  Los  jueces  no  pueden  inhibirse,  no  exitiendo  recusación  en 
forma  por  alguna  de  las  causales  establecidas  por  el  artículo 
43  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  9,  p.  450. 

—  Un  juez  de  sección  no  puede  declararse  impedido  para  dictar 
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una  providencia  en  asunto  entre  partes,  con  una  de  las  cuales 
haya  tenido  desagrados,  cuando  la  providencia  pedida  no  pue- 
de acarrear  perjuicio  á  ninguno  de  los  litigantes.  —  T.  9, 
p.  153. 

Excusación.  —  No  es  facultativo  de  los  jueces,  excusarse  del 
conocimiento  de  un  asunto,  cuando  no  hay  causa  legal  de 
recusación.  —  T.  21,  p.  543. 

—  La  circunstancia  de  tener  conocimiento  de  los  hechos  del 
proceso,  y  de  poder  llegará  verse  complicado  en  él  un  parien- 
te del  juez,  no  es  causa  bastante  para  que  éste  se  excuse  de 
conocer.  —  T.  30,  p.  382. 

—  Es  causa  legal  de  excusación  el  haber  el  juez  intervenido  en 
el  proceso  como  fiscal  (art  75,  inc.  4°,  y  77,  Cód.  Proc.  Crim.). 
T.  51,  p.  159  y  315. 

—  Es  justa  causa  de  excusación  en  el  juez,  el  haber  interveni- 
do en  el  proceso  como  fiscal  (art.  75  y  77,  Cód,  Proc.  Crim.).  — 
T.  52,  p.  57,  62,  64  y  122. 

—  La  amistad  íntima  con  una  de  las  partes  es  causa  de  excusa- 
ción (art,  43,  inc.  4»,  Ley  Proc. ;  art.  75,  inc.  12,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  53,  p.  135. 

—  Debe  admitírsela  excusación  del  juez  fundada  en  causa  legi- 
tima, aunque  las  partes  manifiesten  conformidad  con  su  inter- 
vención en  el  juicio.  (La  voluntad  de  una  de  las  partes  no  pue- 
de levantar  impedimento  legitimo,  designado ^or  leyes  de  orden 
público). —  T.  53,  p.  137. 

—  No  existiendo  causa  legal  de  recusación,  el  juez  federal  no 
puede  excusarse  de  conocer  en  el  juicio.  —  T.  53,  p.  368. 

—  No  es  admisible,  la  fundada  únicamente  en  razones  de  delica- 
deza. —  T.  55,  p.  46  y  49. 

—  Las  causales  que  justificarían  la  excusación  del  juez  en  el 
proceso  que,  al  concluir  la  causa,  pudiera  formarse  sobre  cul- 
pa ó  negligencia  de  las  autoridades,  no  lo  autorizan  á  excusar- 
se para  entender  en  el  proceso  principal.  —  T.  59,  p.  359. 

—  No  procede  la  excusación  respecto  de  la  cual  no  se  cita  por 
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el  juez,  ni  aparece  existir  en  autos,  hecho  alguno  determinado 
que  la  justifique  con  arreglo  á  la  ley.  —  T.  61,  p.  1 4. 

Exhibición.  —  En  la  cuestión  de  rescisión  de  locación  por  haber 
el  inquilíno  hecho  un  sub-arriendo  prohibido  por  el  contrato, 
es  procedente  la  exhibición  del  documento  de  sub-arriendo, 
pedida  dentro  del  término  probatorio.  — T.  35,  p.  105. 

—  No  puede  ordenarse  la  de  un  documento  que  el  interesado 
afirma  no  tener  en  su  poder..  Esto  no  perjudícalos  derechos 
que  de  tal  hecho  pueden  surgir  á  favor  de  la  contraparte,  ni  la 
apreciación  que  del  mismo  debe  hacerse  por  la  sentencia,  se- 
gún los  antecedentes  que  consten  en  autos.  —  T.  41,  p.  85. 

—  Véase :  Libros  de  comercio. 

Exhibición  de  tituloB.  —  El  artículo  55  de  la  ley  de  procedi- 
mientos no  autoriza  á  pedir  la  exhibición  de  títulos  de  propie- 
dad, para  fundar  en  ellos  una  demanda.  —  T.  13,  p.  200. 

—  Entablada  demanda  para  que  se  fije  término  al  cumplimiento 
de  un  boleto  de  venta,  no  puede  el  demandado  exigir  que  el 
actor  exhiba  previamenteJos  títulos,  ni  que  se  entienda  con 
otra  persona  que,  según  él,  es  el  verdadero  comprador.  —  T. 
30,  p.  404. 

Exhorto.  —  Siempre  que  un  juez  nacional  dirija  un  despacho 
precatorio  á  un  juez  provincial,  sea  para  hacer  citaciones  ó  no- 
tificaciones, ó  para  recibir  testimonios  ó  para  practicar  otros 
actos  jurísdiccipnales,  debe  ser  cumplido  el  encargo  (art.  13, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  9,  p.  405. 

—  Los  exhortos  dentro  de  la  República  deben  enviarse  directa- 
mente por  el  juez  exhortante  al  exhortado  (art.  1 3,  Ley  Jurisd.). 
—  T.  10,  p.  464. 

—  Para  la  legalización  de  los  despachos  que  los  jueces  federales 
dirigen  á  autoridades  nacionales  ó  provinciales,  de  fuera  de  su 
jurisdicción,  basta  la  firma  del  juez,  y  el  sello  de  tinta  del  juz- 
gado puesto  á  la  derecha  (art.  7  y  11  del  Reglamento  de  los 
Juzgados  Federales).  —  T.  25,  p.  21. 

•^    Las  disposiciones  de  la  ley  de  26  de  agosto  de  1863,  no  son 
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aplicables  á  las  comunicaciones  directas  de  las  autoridades  ju- 
diciales de  una  provincia  con  otra.  — T.  45,  p.  2H. 

Exhorto.  — Los  exhortóse  comunicaciones  directas  de  las  auto- 
ridades judiciales  de  una  provincia  con  otra,  no  necesitan  para 
ser  evacuados,  la  autenticación  de  que  trata  la  ley  de  26  de 
agostode  4863.  (Las  disposiciones  de  esta  ley,  no  son  aplicables 
á  aquellos).  —  !.  52,  p.  488. 

—  El  juez  que  libró  el  exhorto  que  resulta  oo  haber  sido  remi- 
tido, á  pesar  de  haber  sido  cumplido  y  devuelto  por  el  juez 
exhortado,  es  quien  debe  pedir  á  éste  lo  requiera  de  la  perso- 
na que  recibió  las  diligencias,  y  lo  remita.  —  T.  54,  p.  %\% 

—  Véase:  Aulenticación ;  Juez  Federal ; Juez  Protincial ;  Supre- 
ma Corte, 

Explotación  de  boBqueB.  —  Véase :  Contrabando, 

Exportación» — Es  un  principio  de  la  aduana  de  Buenos  Aires, 
consignado  en  el  artículo  48  del  reglamento  de  20  de  diciembre 
de  1816,  que  los  derechos  de  exportación  corren  y  se  deben 
desde  el  momento  en  que  los  frutos  están  á  bordo  del  buque 
de  cabotaje,  aunque  éste  naufrague.  —  T.  3,  p.  15. 

— .  El  exportador  está  obligado  á  pagar  el  derecho  ordinario  de 
exportación  por  los  frutos  que  resulten  de  menos  entre  la  guía 
oficial  y  los  cumplidos  del  Resguardo,  en  el  permiso  de  desem- 
barco, siempre  que  la  falta  pase  del  8  %.  -—  T.  3,  p.  15. 

—  Véase:  Aduana. 

Expresión  de  agravios.  —  El  artículo  217  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, impone  el  deber  de  dar  por  desierto  el  recurso^  desde 
que,  pasado  el  término  legal  para  expresar  agravios,  se  acusa 
rebeldía  por  el  apelado.  — T.  10,  p.  193. 

—  El  recurso  decae  por  el  hecho  mismo  de  acusarse  la  rebeldía, 
aunque  se  presente  la  expresión  de  agravios  antes  de  que  sea 
proveída  aquella.  —  T.  10,  p.  193. 

—  No  expresándose  agravios  en  el  término  de  la  ley,  se  declara 
desierta  la  apelación  á  la  primera  rebeldía  que  acuse  el  apelado 
(art.  217,  Ley  Proc.).— T.  7,p.  34;  t.  11,  p.  248;  t.  12,  p.  123; 
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t.  13;  p.  343  y  538;  t.  46,  p.  220;t.  47,p.  20;  t.  48,  p.  405  y  407; 
t.24,  p.  424;  t.  23,  p.  299;  t.  46,  p.  340;  1.  47,  p.  240. 

Expresión  de  iigravioB.  —  El  término  para  presentarla,  no  se 
suspende  por  los  pedidos  y  decretos  que  se  dicten  durante  su 
curso,  si  éstos  no  modifican  expresamente  el  auto  que  ]os 
mandó  expresar.  —  T.  26,  p.  264. 

Expropiación.  —  Por  las  leyes  de  27  de  junio  de  4855  y  2  de 
mayo  de  4863,  el  .Gobierno  Nacional  quedó  plenamente  facul- 
tado para  expropiar  una  legua  de  campo  á  cada  lado  del  Ferro- 
carril Central  Argentino.  — T.  4,  p.  344. 

—  Las  leyes  citadas  en  el  sumario  precedente,  no  son  incons- 
titucionales, porque  el  inciso  2^  del  articulo  47  de  la  Consti- 
tución^ libra  á  la  discreción  exclusixa  del  Congreso,  calificar  la 
utilidad  pública  en  los  casos  ocurrentes.  —  T.  4,  p.  344. 

—  La  indemnización  debe  comprender  todos. los  gravámenes 
que  sean  consecuencia  forzosa  de  la  expropiación  (art  46,  ley 
de  43  de  septiembre  de  4866).  —  T.  4,  p.  464. 

—  Las  leyes  nacionales  relativas  á  ella,  no  pueden  ser  objeta- 
das, ni  discutida  su  constitucionalidad  ante  los  tribunales,  por 
razón  de  error  en  la  calificación  de  utilidad  pública.  —  T.  6, 
p.  67. 

—  El  inciso  2''  del  artículo  47  de  la  Constitución,  libra  á  la  dis- 
creción exclusiva  del  Congreso,  el  juicio  sobre  la  utilidad  pú- 
blica en  los  casos  ocurrentes.  —  T.  6,  p.  67. 

—  Concluido  este  juicio,  el  fisco  deja  de  ser  parte  en  las  cues- 
tiones que  se  susciten  sobre  mejor  derecho  al  precio  del  bien 
expropiado.  Este  último  juicio  no  puede  seguirse  ante  los  tri- 
bunales nacionales,  si  no  se  justifica  previamente  alguna  de 
las  causales  que  surten  fuero  nacional.  —  T.  7,  p.  9. 

—  En  las  autorizadas  por  la  ley  de  43  de  septiembre  de  4866, 
debe  abonarse,  á  más  del  valor  del  campo,  el  de  las  casas  de 
material  que  tenga,  ajusta  tasación.  —  T.  7,  p.  54. 

—  En  los  juicios  de  expropiación,  el  juez  competente  es  el  del 
lugar  en  que  está  el  fundo  que  debe  expropiarse,  aunque  el 
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propietario  tenga  su  domicilio  en  otra  jurisdicción  (art.  6,  Ley 
Exprop.).  —  T.  7,  p.  105, 

Expropiaeión.  —  En  estos  juicios^  el  procedimiento  que  marca 
la  ley  es  sumario  (art.  40)-  —  T.  7,  p.  105. 

—  La  tramitación  establecida  para  las  causas  de  expropiación 
es  sumaria  y  verbal,  y  no  es  necesaria  en  ella  la  intervención 
de  abogados,  siéndolo  la  de  peritos  (art.  6,  Ley  Exprop.).  — 
T.  7,  p.  187  y  193. 

—  Las  costas  que  se  declaran  á  cargo  de  la  nación  en  el  caso 
del  artículo  18  de  la  ley  de  la  materia,  son  las  relativas  á  los 
trámites  necesarios,  esto  es,  á  las  costas  de  actuación  y  bono* 
rarios  de  peritos.  —  T.  7,  p.  187  y  193. 

—  Las  cuestiones  sobre  expropiación  ordenada  por  ley  provin- 
cial, por  causa  de  utilidad  pública,  no  corresponden  á  los  tri- 
bunales nacionales.  (La  demanda,  según  el  fallo,  'era  por  abu- 
sos de  autoridad  de  empleados  déla  proyincia).  —  T.  9,  p.  442. 

—  Toda  expropiación,  á  la  vez  que  necesaria  para  el  bien 
público,  es  odiosa.  Tanto  en  materia  de  avalúos  como  de  per- 
juicios en  las  cosas  expropiadas,  en  caso  de  duda  debe  siem- 
pre estarse  en  favor  del  expropiado.  —  T.  15,  p.  254. 

—  El  valor  de  las  fincas  que  se  expropian  debe  regularse,  según 
la  ley,  por  el  que  hubieren  tenido  antes  de  la  ejecución  y  aún 
de  la  autorización  de  las  obras.  Debe  comprender  también  los 
perjuicios  que  sean  consecuencia  forzosa  de  la  expropiación^ 
y  no  las  ganancias  hipotéticas.  Las  partes  pueden  renunciar 
á  esas  disposiciones  y  fijar  otras  bases  para  la  avaluación,  en 
cuyo  caso  debe  estarse  á  éstas  (art.  15  y  16,  Ley  Exprop.).  — 
T.  20,  p.  168. 

—  En  la  avaluación  de  los  terrenos  expropiados  para  el  Ferro- 
carril Central  Argentino,  cuando  no  hay  conformidad  entre  los 
interesados,  es  al  juez  y  no  á  los  peritos,  á  quien  compete  fijar 
su  importe,  atendiendo  á  todos  los  antecedentes  que  conduz- 
can á  ello.  —  T.  20,  p.  375. 

—  -    El  valor  de  los  bienes  expropiados  debe  regularse  por  el  que 
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hubiesen  tenido,  si  la  obra  no  hubiese  sido  autorizada  (art.  15, 
Ley  Exprop.).  —  T.  26,  p.  41 4. 

^Expropiación.  —  Ofreciéndose  por  el  representante  del  fisco, 
mayor  precio  del  que  correspondería  segiin  el  valor  anterior 
del  teiTeno,  debe  estarse  al  precio  ofrecido.  —  T.  26,  p.  444. 

—  Este  juicio  es  verbal  y  sumario,  y  no  pueden  concederse  sino 
en  relación  los  recursos  que  se  interpongan  (art.  6,  Ley  Exprop.). 
—  T.  26,  p.  421. 

—  La  indemnización  de  una  propiedad  expropiada,  no  puede 
ser  menor  de  lo  que  costó  á  sus  propietarios,  varios  años  antes 
de  la  expropiación.  —  T.  26,  p.  421 . 

—  Las  costas  á  cargo  del  expropiante^  comprenden  sólo  las  d» 
actuación  y  los  honorarios  de  peritos.  —  T.  26,  p.  421 . 

—  Estando  las  partes  conformes  en  el  precio  déla  expropiación, 
debe  ordenarse  su  abono.  —  T.  27,  p.  179. 

—  En  los  juicios  de  expropiación,  las  costas  de  actuación  y  ho- 
norarios de  peritos  son  á  cargo  del  expropiante.  —  T.  27,  p. 
273  y  278. 

—  El  expropiante  debe  también  los  intereses  de  la  suma  en  que 
se  ha  avaluado  la  indemnización,  enlaparte  no  depositada  pa- 
ra pago,  desde  el  dfa  de  {a  ocupación  de  lo  expropiado.  Los 
intereses  deben  computarse  segán  los  que  cobpQ  el  Banco  Na- 
cional.—T.  27,  p.  273  y  278. 

—  Sacado  el  juicio  de  expropiación  del  conocimiento  de  los  tri- 
bunales, por  acuerdo  de  los  interesados,  para  fijar  el  valor  de 
la  indemnización  por  medio  de  peritos  en  vía  administrativa, 
no  procede  el  reclamo  sobre  aumento  de  dicho  valor,  una  vez 
fijado  por  la  mayoría  de  los  peritos.  —  T.  28,  p.  45. 

r^  En  los  juicios  de  expropiación,  debe  procederse  sumaria- 
mente y  resolvérselas  articulaciones  en  el  mismo  juicio  verbal 
en  que  se  originen.  —  T.  28,  p.  173. 

—  Antes  de  recibir  el  precio  de  ella,  el  expropiado  debe  acre- 
ditar su  propiedad  con  el  título  correspondiente.  —  T.  28,  p. 
188. 
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Expropiación.  —  En  las  expropiaciones  por  causa  de  utilidad 
pi'iblica,  el  valor  de  los  bienes  debe  regularse  por  el  que  hu- 
bieran tenido  si  la  obra  no  hubiese  sido  ejecutada^  ni  autori- 
zada. —  T.  28,  p.  205. 

—  Las  costas  del  juicio,  consistentes  en  las  de  actuación  y  en 
el  honorario  de  los  peritos,  son  de  cargo  del  expropiante.  — 
T.  28,  p.  205. 

—  En  la  de  terrenos  de  alfalfa  debe  tenerse  presente  para  la  ava- 
luación, la  ubicación,  regabilidad,  fertilidad  y  montuosidad 
del  terreno^  y  los  costos  del  cultivo.  Respecto  de  los  perjuicios, 
debe  tenerse  presente  el  fraccionamiento  del  terreno,  la  difi- 
cultad del  riego  y  de  la  comunicación  entre  las  dos  fracciones, 
y  el  cercado  que  se  destruye.  —  T.  28,  p.  270. 

—  Cuando  el  tribunal  fija  en  mayor  suma  de  la  ofrecida  por  el 
fisco,  el  valor  de  1.)  expropiación,  las  costas  de  actuación  y  los 
honorarios  de  los  peritos  son  de  cargo  de  la  nación.  ^  T.  28, 
p.  270. 

—  Guando  ia  avaluación  de  los  peritos  excede  de  la  suma  exi- 
gida por  el  expropiado,  debe  tomarse  como  justo  precio  el  pe- 
dido por  éste.  —  T.  28,  p.  282. 

—  En  el  avalúo  de  terrenos  sujetos  á  expropiación,  debe  tenerse 
en  cuenta  su  calidad  y  el  valor  que  hubiesen  tenido  si  no  se  hu- 
biese autorizado  la  obra  que  causa  la  expropiación.  En  el  de 
los  daños  y  perjuicios,  debe  considerarse  su  fraccionamiento, 
la  desviación  de  los  canales  de  irrigación,  la  dificultad  de  los 
transportes,  y  el  valor  de  los  cercados  destruidos  (art.  15,  Ley 
Exprop.).  —  T.  28,  p.  332. 

—  El  propietario  que  no  acepta  la  reconstrucción  de  una  pared 
comprendida  en  la  parte  expropiada,  tiene  derecho  á  pedir 
que  se  le  pague  su  valor.  —  T.  28,  p.  394. 

—  El  nombramiento  de  peritos,  cuando  los  primeros  no  han  cla- 
sificado bien  el  valor  de  la  cosa  expropiada  y  los  perjuicios,  es 
facultativo  del  juez  (art.  452,  Ley  Proc).  —  T.  28,  p.  435. 

—  En  la  indemnización  por  expropiación,  debe  incluirse  á  más 
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del  precio  del  terreno,  el  valor  de  los  muros  que  se  inutilicen, 
el  délos  perjuicios  que  se  causen  por  el  fraccionamiento,  y  los 
intereses  de  la  mayor  suma  que  se  mande  abonar  sobre  la  con- 
signada, desde  el  día  de  la  ocupación.  —  T.  t¿8,  p.  4S6. 

Expropiación.  —  No  debe  incluirse  partida  alguna,  como  indem- 
nización de  los  gravámenes  que  la  ley  de  ferrocarriles  impone 
á  las  propiedades  contiguas.  —  T.  28,  p.  456. 

—  En  los  juicios  de  expropiación,  no  procede  el  nombramiento 
de  un  tercer  perito  en  discordia^  porque  el  juez  de  sección  ó  la 
Corte  Suprema,  en  su  caso,  son  los  que  deben  decidir  la  dife- 
rencia que  se  suscite  entre  los  interesados  en  dichos  juicios, 
con  el  mérito  délos  informes  de  peritos  que  las  partes  nombren 
para  apoyar  su  pretensión  (art.  6,  Ley  Exprop.).  —  T.  29,  p. 
286. 

—  Puede  expropiai*se  el  subsuelo,  para  construir  un  túnel  en 
prolongación  de  una  vía  férrea  concedida  por  ley  del  con- 
greso, sin  ser  necesaria  la  expropiación  de  todo  el  terreno  hasta 
la  superficie.  (No  se  opone  á  ello  el  art.  2617^  Cód.  Civ.,  aplica- 
ble sólo  á  los  edificios,  y  que  debe  interpretarse  restrictiva- 
mente por  ser  una  limitación  al  ejercicio  de  un  derecho.  Ade- 
más el  art.  2521  del  mismo  Código,  demuestra  que  no  hay  in- 
compatibilidad alguna  en  que  el  subsuelo  y  la  parte  superior, 
puedan  utilizarse  separadamente  por  diversos  propietarios).  — 
T.  29,  p.  323. 

—  El  precio  de  la  de  un  terreno,  debe  avaluarse  según  el  que  te- 
nía al  decretarse  la  expropiación.  —  T.  30,  p.  47. 

—  En  la  indemnización  por  expropiación,  deben  comprenderse 
los  muros  y  sementeras  contenidas  en  el  terreno  expropiado, 
la  parte  de  terreno  que  queda  inutilizada,  los  perjuicios  por  la 
apertura  y  falta  de  regadío  desde  la  ocupación,  y  las  nuevas 
obras  de  regadío  y  desagües  para  la  parte  no  expropiada,  las  que 
pueden  hacerse  por  el  expropiante.  —  T.  30,  p.  47. 

—  No  debe  comprenderse  en  la  indemnización  por  expropiación^ 
el  fraccionamiento  que  sufre  el  terreno  no  expropiado,  atento 
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el  mayor  valor  que  adquiere  por  las  obras  á  ejecutarse.  —  T. 
30,  p.  47. 

Expropiación.  — Adjudicándose  al  expropiado  mayor  suma  que 
la  ofrecida  y  consignada,  se  le  deben  los  intereses  de  la  suma 
que  exceda  á  la  consignada^  desde  la  fecha  de  la  ocupación,  y  el 
reembolso  de  los  gastos  de  actuación  y  pericia.  — T.  30,  p.  47. 

—  Para  estimar  el  valor  del  terreno  á  expropiarse,  debe  tenerse 
en  cuenta  el  precio  de  terrenos  iguales,  la  opinión  de  peritos  y 
la  renta  que  produce^  capitalizada  al  7  o/o  anual.  —  T.  30,  p. 
154  y  163. 

—  Cuando  el  valor  de  la  indemnización  es  mayor  del  ofrecido 
por  el  fisco,  deben  ser  á  su  cargo  las  costas  del  juicio.  —  T.  30, 
p.  163. 

—  La  opinión  conforme  de  los  peritos  es  fundamento  bastante 
para  establecer  el  importe  de  la  indemnización  por  expropia- 
ción. —  T.  38,  p.  167. 

—  Para  la  estimación  del  valor  de  los  terrenos  á  expropiarse,  á 
falla  de  ventas  iguales  ó  análogas,  debe  tenerse  en  cuenta  la 
opinión  de  personas  competentes,  y  la  renta  que  aquellos  pro- 
ducen al  propietario.  —  T.  30_,  p.  474. 

—  El  dinero  depositado  por  el  expropiante  para  obtener  la  pose- 
sión, no  debe  entregarse  al  expropiado,  una  vez  que  éste  ha  re- 
cibido el  precio  que  con  posterioridad  ha  sido  fijado  á  la  cosa 
expropiada.  —  T.  3i,  p.  125. 

—  El  valor  del  terreno  á  expropiarse  debe  regularse  según  el 
que  tendría  si  la  obra  por  la  cual  se  hace  la  expropiación,  no 
hubiera  sido  efectuada,  ni  autorizada.  Para  establecer  ese  va- 
lor, debe  estarse  más  bien  á  lo  que  estimen  peritos  nombrados 
ad  hoc,  que  á  las  avaluaciones  hechas  para  el  pago  de  la  contri- 
bución directa,  ó  al  precio  de  la  compra.  —  T.  31,  p.  407. 

—  Debe  abonarse  al  expropiado  á  más  del  valor  del  terreno  que 
se  le  expropia,  el  de  los  edificios  que  se  encuentran  en  él^  y 
los  perjuicios  que  se  le  causan  por  el  fraccionamiento  ;  mas  no 
el  importe  de  ganancias  hipotéticas,  que  podría  tener  durante 
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un  número  de  años,  si  no  se  le  privase  del  usufructo  del  terre- 
no expropiado.  — T.  34,  p.  407. 

Expropiación.  —  En  el  juicio  de  expropiación,  en  que  el  pre- 
cio ofrecido  ha  sido  inferior  al  mandado  pagar,  y  no  ha  me- 
diado condenación  en  costas,  el  expropiante  debe  pagar  los 
honorarios  de  los  peritos  arbitros,  nombrados  para  resolver 
sobre  el  valor  de  la  expropiación  y  los  derechos  del  escribano 
actuario  (art.  -18,  Ley  Exprop.)-  — T.  32,  p.  13. 

—  Siendo  equitativa  la  avaluación  hecha  por  el  juez,  de  la  cosa 
expropiada  y  de  los  perjuicios  resultantes  de  la  expropiación, 
debe  ser  confirmada.  — T.  32,  p.  66. 

—  El  valor  déla  expropiación  debe  fijarse  según  lo  que  resulte 
de  los  informes  periciales  y  demás  constancias  de  autos.  —  T. 
32,  p.  236. 

—  En  los  casos  de  expropiación,  el  valor  que  se  fija  á  la  cosa, 
debe  responder  á  su  precio  y  servir  también  de  compensación 
equitativa  al  sacrificio  que  se  impone  al  propietario  en  favor  del 
público.— T.  32,  p.  358. 

—  Aceptado  por  las  partes  el  valor  fijado  al  subsuelo  á  expropiar- 
se, debe  considerarse  equitativo  el  fijado  á  los  perjuicios  de 
esa  expropiación,  una  vez  que  éste  lo  ha  sido  en  una  suma  ma- 
yor de  la  de  aquel,  y  no  se  ha  comprobado  cuál  es  su  verdade- 
ro importe.  —  T.  32,  p.  366. 

—  El  valor  de  la  expropiación  debe  ser  el  que  tenía  la  cosa  an- 
tes de  decretarse  las  obras  que  la  han  hecho  necesaria,  y  de 
los  perjuicios  y  gravámenes  que  son  su  consecuencia,  estima- 
dos ampliamente.  — T.  33,  p.  25. 

—  Es  legítima  la  intervención  del  procurador  fiscal  en  los  juicios 
de  expropiación.  —  T.  33,  p.  76. 

—  La  ocupación  por  la  vía  férrea,  de  una  calle  que  no  es  la 
propiedad  del  reclamante,  y  en  la  que  no  tiene  servidumbre 
de  tránsito  legalmente  constituida,  no  le  da  derecho  para  exigir 
indemnizaciones.  —  T.  33,  p.  76. 

—  En  las  expropiaciones,  la  indemnización  se  fija  según  resulta 
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de  las  constancias  de  autos  y  de  los  informes  periciales.  —  T. 
33,  p.  122  y  131, 

Expropiación.  —  La  teoría  fundamental  del  derecho  de  expro- 
piación por  utilidad  pública,  tal  como  ha  sido  incorporada  en 
la  Constitución  y  tal  como  la  admite  la  legislación  en  general  de 
los  países  libres,  no  se  extiende  á  nada  más  que  á  autorizar  la 
ocupación  de  aquella  parte  de  la  propiedad  privada^  que  sea  in- 
dispensable á  la  ejecución  de  la  obra  ó  propósito  público  de  que 
se  trate,  nopudiendo  ir  nunca  más  allá,  ni  cumplirse,  en  con- 
secuencia, respecto  de  bienes  que  no  sean  necesarios  á  aquellos 
Unes.  Tampoco  puede  verificarse  con  propósitos  meramente  de 
especulación  ó  á  objeto  sólo  de  aumentar  las  rentas  públicas^  ó 
sea  en  razón,  no  de  una  utilidad  pública  general  ó  comunal,  sino 
de  una  utilidad  pecuniaria  y  puramente  privada  del  Estado  ó 
de  sus  corporaciones,  ni  llevarse  á  cabo  aun  cuando  la  obra 
sea  útil  y  conveniente  á  los  intereses  sociales,  si  puede  eje- 
cutarse aquella,  ó  es  dado  atender  á  éstos,  sin  recurrirá  la  ex- 
propiación ó  por  otros  medios  que  ésta.  Estas  limitaciones,  si 
no  esplícitas  en  la  Constitución^  surgen  á  la  par  que  de  los  prin- 
cipios fundamentales  que  ella  consagra,  de  la  naturaleza  mis- 
ma del  derecho  de  expropiación,  el  cual  no  tiene  otra  base  ni 
fundamento,  que  las  necesidades  ó  conveniencias  sociales,  y 
no  puede,  por  tanto,  extenderse  más  allá  que  lo  que  estos  fines 
supremos  puedan  reclamar,  ni  aplicarse  de  consiguiente^  á 
bienes  que  el  uso,  el  propósito  ó  la  obra  pública  tenida  en  vis- 
ta, no  requieran  como  indispensable.  Esta  es  la  noción  acepta- 
da en  la  ley  de  expropiación  de  4866,  artículo  19.  Si  asi  no  fue- 
se, para  ejecutar  obras  de  utilidad  pública  en  un  extremo  de 
la  República,  sería  permitido  expropiar  bienes  en  el  otro,  y  ata- 
car arbitraria  é  indistintamente  en  todos  los  puntos  del  país  el 
sagrado  derecho  de  propiedad,  pues  que  haciendo  basar  el  de- 
recho de  expropiación  en  la  mayor  ó  menor  conveniencia  pe- 
cuniaria ó  en  la  designación  discrecional  y  arbitraria  del  po- 
der legislativo^  no  habría  razón  para  distinguir  entre  las  propie- 
dades adyacentes  ó  más  ó  menos  próximas  á  las  obras  y  las 
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situadas  en  los  puntos  más  remotos  de  las  mismas.  Tal  doctri- 
na importaría  además,  no  sólo  desnaturalizar  el  derecho  de 
expropiación^  haciendo  de  él,  en  oposición  á  los  fines  con  que 
la  Constitución  lo  consagra,  una  fuente  ordinaria  de  recursos  y 
un  medio  financiero  inusitado  y  anormal,  sino  también  cam- 
biar las  reglas  asignadas  por  la  Constitución  y  las  leyes  parala 
fermación  del  tesoro  páblico,  confundiendo  todas  las  nociones 
legales  y  sustituyendo  el  ejercicio  de  tal  depecho  al  poder  or- 
dinario de  impuesto  y  contribución :  ello  constituiría,  en  reali- 
dad, un  verdadero  socialismo  de  Estado,  en  que  este,  último  se- 
ria todo  y  el  ciudadano  nada.  —  T.  93,  p.  462. 


—  El  dernandado  por  expropiación  no  puede 
obligar  al  actor  á  ampliar  la  demanda  á  mayor  extensión  de 
terreno,  que  éste  no  reconoce  ser  de  propiedad  de  aquél.  — T. 
33,  p.  408. 

—  legada  en  el  actor  la  calidad  de  propietario,  no  procede  el 
juicio  sumario  de  expropiación  para  fijar  la  indemnización. 
Es  necesario  que  entable  juicio  ordinario,  y  no  puede,  antes 
del  estado  de  prueba,  pedir  una  diligencia  de  mensura  para  fi- 
jar la  extensión  del  área  que  alega  ser  de  su  propiedad.  (El  jui- 
cio de  expropiación  sólo  procede  en  el  caso  de  reconocer  el 
expropiante  la  propiedad  en  el  expropiado).  —  T.  34,  p.  5. 

—  En  este  juicio,  la  paralización  no  imputable  al  demandado, 
autoriza  la  verificación  de  una  nueva  tasación,  si  ésta  constituye 
un  elemento  necesario  á  la  decisión  de  la  causa.  — T.  34,  p.  376. 

—  En  este  juicio,  el  juez  puede  aceptar  la  tasación  que  le  pa- 
rezca fundada  y  razonable.  —  T.  34,  p.  381 . 

—  La  ley  de  expropiación  no  se  opone  á  que  por  resolución 
previa,  se  establezcan  las  bases  con  arreglo  á  las  cuales  debe 
hacerse  la  apreciación  pericial  de  la  finca  que  debe  expropiar- 
se. —  T.  35,  p.  424. 

—  Según  la  ley  de  expropiación,  no  puede  tomarse  en  cuenta 
para  la  indemnización,  el  aumento  de  valor  que  los  bienes  ad- 
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quieren  por  razón  de  la  obra  pública  que  motiva  su  expropia- 
ción (art.  15  de  dicha  ley).  —  T.  37,  p.  187. 

iropiaoión.  —  Decidida  deñnitivamente  la  causa  sobre  el 
valor  de  la  expropiación,  no  es  necesario  resolver  el  incidente 
sobre  posesión  pedida  por  el  expropiante,  por  haber  consignado 
el  valor  ofrecido.  —  T.  37,  p.  193 . 

—  El  precio  déla  expropiación  debe  ser  arreglado  al  valor  que 
tendría  la  cosa  si  no  se  hubiese  decretado  la  obra  pública  que  la 
motiva,  y  en  ningún  caso  puede  exceder  á  lo  pedido  por  el  in- 
teresado (art.  17,  Ley  Exprop.)*  —  T.  37,  p.  iStL 

—  Corresponde  al  tribunal  fijar,  según  el  mérito  de  las  constan- 
cias  de  autos,  el  valor  de  la  cosa  á  expropiarse.  —  T.  37,  p. 
420. 

—  Las  costBLS  del  juicio  son  á  cargo  del  expropiante,  siempre 
que  la  indemnización  ordenada  sea  superior  á  la  ofrecida  por 
aquél.  —  T.  37,  p.  420. 

—  En  la  expropiación  de  un  terreno  ocupado  por  el  expropian- 
te, y  cuyo  valor  se  ha  tasado  en  el  promedio  entre  su  precio  á 
la  fecha  de  la  ocupación  y  el  correspondiente  al  de  la  fecha  de 
la  tasación,  se  deben  los  intereses  legales.  (Conforme  al  art.  17, 
Consfe.  Nac,  la  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública,  de- 
be ser  previamente  indemnizada,  y  habiéndose  hecho  la  ocu- 
pación, sin  que  la  indemnización  sea  pagada,  es  justo  el  cargo 
de  intereses,  como  compensación  del  perjuicio  ocasionado  por 
el  retardo  en  el  pago).  —  T.  38,  p.  5. 

—  El  procedimiento  verbal  y  sumario  prescripto  por  la  ley  para 
los  juicios  de  expropiación,  no  se  opone  á  la  apertura  de  la  cau- 
sa aprueba  por  un  término  prudencial,  cuando  el  juez  lo  esti- 
me conveniente.  —  T.  38,  p.  203. 

—  El  precio  de  la  cosa  á  expropiarse,  debe  ser  fijado  por  el 
juez  según  lo  estime  equitativo,  con  arreglo  al  valor  en  la  fe- 
cha de  la  expropiación.  —  T.  38,  p.  304. 

—  Por  la  ocupación  anterior  tenida  por  el  expropiante,  se  debe 
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una  indemnización,  pero  no  los  intereses  del  precio  fijado  des- 
de la  fecha  de  la  posesión  tomada.  — T.  38,  p.  304. 

Expropiación.  —  La  indemnización,  en  el  caso  de  expropiación 
para  vías  férreas,  debe  comprender  el  precio  del  terreno  ex- 
propiado y  el  valor  que  se  estime  equitativo  de  los  perjuicios 
que  causa  aquella  al  propietario;  pero  uo  el  de  los  gravámenes 
que  la  ley  reglamentaria  de  ferrocarriles  impone  á  las  propie- 
dades por  las  que  pasa  el  ferrocarril.  —  T.  38,  p.  350. 

—  En  la  indemnización  por  expropiación  no  debe  incluirse  el 
importe  de  arriendos  posteriores  á  la  desposesión,  que  el  ex- 
propiado tenía  derecho  á  cobrar,  según  contrato,  si  no  hubiese 
tenido  lugar  la  expropiación .  (Tales  arriendos  constituyen  una 
renta  á  devengarse,  que  el  expropiado  no  tiene  derecho  á  per- 
cibir). —  T.  39,  p.  92. 

—  La  indemnización  por  expropiación  debe  ser  equitativa.  — 
T.  39.  p.  103  y  230. 

—  En  la  de  una  finca,  para  estimar  el  valor  del  terreno,  debe 
atenderse  al  fijado  á  propiedades  situadas  en  condiciones  aná- 
logas, expropiadas  anteriormente.  —  T.  39,  p.  478. 

—  Los  daños  que  no  son  el  resultado  de  la  expropiación,  ó  se 
eliminan  por  medio  de  obras  que  toma  á  su  cargo  el  expro- 
piante, no  hacen  parte  de  la  indemnización.  —  T.  39,  p.  190. 

—  Debe  confirmarse  la  sentencia  aceptada  por  el  expropiado, 
en  la  que  se  fija  al  terreno  expropiado  é  indemnizaciones  co- 
rrespondientes, un  valor  inferior  al  que  resulta  de  las  informa- 
ciones periciales.  —  T.  40,  p.  -UO. 

—  El  error  en  la  persona  demandada,  que  ha  sido  oportunamen- 
te rectificado,  y  el  exceso  en  el  terreno  pedido  por  el  expro- 
piante, no  son  causa  de  nulidad.  —  T.  40,  p.  429. 

—  En  el  juicio  de  expropiación  todas  las  excepciones  deben 
oponerse  en  la  contestación  de  la  demanda.  —  T.  40,  p.  429. 

—  El  expropiante  que  desiste  del  juicio  de  expropiación,  debe 
pagar  los  gastos  procedentes  de  la  intervención  de  peritos  y 
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empico  de  papel  sellado^  causado  á  la  otra  parte. — T.  41 ,  p.  54 . 

Expropiación.  —  En  los  juicios  de  expropiación,  los  jueces 
federales  no  están  obligados  á  estar  al  precio  y  avaluación  de 
perjuicios  que  se  íijen  por  ios  peritos  (art.  6,  Ley  Exprop.). 
—  T.  41,  p.  72. 

—  El  haber  procedido  el  perito  tercero  á  decidir  sin  dar  nueva 
audiencia  á  los  interesados,  y  sin  formar  tribunal  con  los  dos 
primeros  peritos,  no  es  motivo  de  nulidad,  una  vez  que  la  ley 
de  la  materia  no  dispone  nada  en  contrarío,  y  más  bien  auto- 
riza dicho  procedimiento.  (Se  refiere  este  fallo  á  la  ley  sobre 
expropiación,  de  21  de  octubre  de  1 881  ^  de  la  provincia  de 
Buenos  Aires).  —  T.  42,  p.  100. 

—  Los  peritos  nombrados  para  estimar  los  terrenos,  cuya  área 
fué  fijada  por  la  ley  especial  que  sancionó  su  expropiación,  no 
pueden  extender  su  estimación  á  una  área  mayor,  sin  vicio  de 
nulidad.  Esta  nulidad  no  afecta  ei  veredicto,  respecto  del  área 
mandada  expropiar.  (Ordenando  la  expropiación  y  pago  de  una 
mayor  extensión  de  terreno  que  la  determinada  por  la  ley,  sin 
otra  razón  que  la  del  desmérito  de  que  esta  mayor  extensión 
pudiera  ser  susceptible,  los  peritos  proceden  sin  jurisdicción, 
excediendo  manifiestamente  los  límites  de  su  mandato.  Para 
hacerlo,  no  pueden  apoyarse  en  la  disposición  del  artículo  53, 
ley  de  ferrocarriles  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  de  17  de 
agosto  de  1880,  por  estar  derogada  por  la  ley  de  expropiación 
de  21  de  octubre  de  1881  y  por  la  de  24  de  febrero  de  1890, 
sobre  ferrocarriles).  —  T.  42,  p.  100. 

—  Entre  los  daños  y  perjuicios  procedentes  de  ella,  deben  com- 
prenderse los  causados  al  expropiado  por  la  falta  de  explota- 
ción de  sus  alfalfares,  por  razón  de  la  imposibilidad  de  regarlos 
motivada  por  las  obras  del  expropiante,  —r  T.  42,  p.  183. 

—  Las  costas  del  juicio  sobre  avaluación  de  perjuicios,  son  de 
cargo  del  expropiante  (art.  18,  Ley  Exprop.).  —  T.  42,  p.  183. 

—  Este  juicio  no  puede  proseguirse  sin  resolver  las  excepcio- 
nes previas  deducidas  por  el  demandado.  —  T.  43,  p.  175. 
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Expropiación.  —  Hecha  la  oblación  requerida  por  la  ley  (art.  4), 
procede  la  misión  en  posesión  del  terreno  objeto  de  la  expro- 
piación. —  T.  43^  p.  175. 

—  Está  en  las  facultades  del  juez^  nombrar  un  tercer  perito  en 
las  causas  de  expropiación  (art.  6,  Ley  Exprop.;  art.  «IOS,  Ley 
Proc).  —  T.  43,  p.  343. 

—  La  avaluación  equitativa  hecha  por  el  juez  de  sección,  en  el 
juicio  de  expropiación,  debe  ser  confirmada.  De  su  importe 
se  deben  los  intereses  desde  el  día  de  la  ocupación.  —  T.  43, 
p.  347. 

—  El  precio  de  ella,  debe  fijarse  atendiendo  al  mérito  de  los  in- 
formes periciales  y  demás  antecedentes  de  autos,  y  á  la  fecha 
de  la  ocupación.  —  T.  43,  p.  376  y  379. 

—  Para  la  estimación  del  precio,  debe  tomarse  como  base  el 
destino  actual  del  terreno  á  expropiarse.  —  T.  43,  p.  385. 

—  El  valor  ofrecido  por  precio  del  terreno  expropiado,  debe 
ser  aumentado  con  el  de  los  perjuicios  procedentes  de  la  expro- 
piación. —  T.  43,  p.  410. 

—  El  valor  de  la  expropiación  no  puede  entregarse,  cuando  se 
disputa  por  varios  la  propiedad  del  terreno  expropiado,  sin 
previa  fianza  de  mejor  derecho.  — T.  43,  p.  410. 

—  El  precio  de  ella  debe  pagarse  atendiendo  al  mérito  de  los 
informes  periciales  y  demás  antecedentes  de  autos.  —  T.  44, 
p.  20. 

—  El  precio  de  ella,  debe  fijarse  atendiendo  al  mérito  de  los 
antecedentes  de  autos,  y  á  la  fecha  que  se  llevó  á  cabo  ia  ex- 
propiación. —  T.  44,  p.  47. 

—  El  precio  de  ella,  debe  comprender  el  valor  del  terreno  ex- 
propiado, el  de  los  perjuicios  causados  por  la  expropiación,  y 
los  intereses,  desde  la  fecha  de  la  ocupación,  sobre  la  dife- 
rencia entre  la  suma  depositada  y  la  mayor  fijada  por  el  juez. 
—  T.  44^  p.  53. 

—  Debe  confirmarse  la  apreciación  hecha  por  la  sentencia  de 
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4»  instancia  que,  por  los  datos  que  corren  en  autos,  aparece 
equitativa.  —  T.  44,  p.  459. 

Expropiación.  — El  precio  de  ella,  debe  fijarse  atendiendo  á  la 
fecha  de  la  ocupación,  al  mérito  de  los  informes  periciales  y 
al  de  los  demás  antecedentes  de  autos.  —  T.  44,  p.  469. 

—  El  valor  de  la  expropiación  de  un  terreno  debe  fijarse  aten- 
diendo á  su  ubicación,  el  mérito  de  expropiaciones  anteriores 
de  terrenos  en  condiciones  análogas,  y  demás  antecedentes  de 
autos.  —  T.  44,  p.  204,  244  y  220. 

—  Siendo  equitativo  el  precio  asignado  al  terrreno  expropiado, 
debe  confirmarse  la  sentencia  que  lo  fija.  —  T.  45,   p.  36. 

—  No  procede  la  acción  de  indemnización  por  expropiación, 
cuando  el  ocupante  niega  la  propiedad  del  actor,  mientras  ésta 
no  se  acredite.  (El  demandado  se  hallaba  en  posesión  del  te- 
rreno á  que  la  demanda  se  referia).  —  T.  45,  p.  39. 

—  El  expropiante  no  tiene  derecho  de  pedir  la  suspensión  tem- 
poraria del  juicio  de  expropiación,  para  continuarlo  cuando 
lo  crea  conveniente  ó  lo  permita  su  estado  financiero.  (En 
principio,  es  posible  el  desistimiento  del  actor  en  toda  clase 
de  juicios  y  en  cualquier  estado  de  ellos,  á  pesar  de  la  opo- 
sición del  demandado,  cuando  se  presenta  antes  del  fallo  de 
la  causa  y  se  hace  pura  y  simplemente,  y  por  persona  auto- 
rizada por  la  ley  para  verificarlo  :  no  sucede  lo  mismo  cuando 
se  lo  sujeta  á  reservas  ó  condiciones  implícitas,  ó  á  ser  revo- 
cado á  voluntad  del  demandante,  dando  á  éste  la  facultad  de 
reproducir  la  instancia  de  nuevo  y  prolongar  indefinidamente 
el  procedimiento.  En  estos  términos,  el  desistimiento,  si  algún 
efecto  puede  producir  en  derecho,  no  puede  ser  otro  que  el  de 
una  mera  proposición  que  no  obliga  al  demandado,  sino  en 
tanto  que  éste  lo  acepte.  Por  consiguiente,  demandada  y  con- 
sentida en  este  caso  la  expropiación,  designando  parcialmente 
el  valor  de  la  propiedad  á  expropiarse,  producido  un  fallo  ju- 
dicial sobre  tal  punto,  y  pendiente  éste  de  la  decisión  final  de 
la  Suprema  Corte,  el  expropiante,  sin  expresar  motivo  alguno 
y  sin  otro  aparente  que  el  de  la  falta  momentánea  de  fondos 
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para  hacer  frente  á  las  obras,  no  puedt  por  su  sola  voluntad 
paralizar  la  prosecusión  de  su  gestión,  con  perjuicio  de  los 
derechos  del  demandado,  mucho  más  teniéndose  en  cuenta  lo 
dispuesto  por  el  artículo  6  de  la  ley  de  4  de  noviembre  de  1884. 
Además,  la  expropiación  en  si  misma,  no  ha  sido  objetada; 
sobre  lo  cual  debe  reputarse  que  existe  cosa  juzgada  y  un  vin- 
culo obligatorio  para  ambas  partes).  —  T.  45,  p.  143. 

Expropiación.-^  Siendo  equitativa,  debe  aprobarse  la  avaluación 
hecha  por  el  juez  en  el  juicio  de  expropiación. —  T.  45,  p.  304. 

—  Siendo  equitativa  la  avaluación  hecha  por  el  juez  federal  en 
juicio  de  expropiación,  debe  ser  confirmada.  —  T.  45,  p.  352. 

—  Guando  una  empresa  de  ferrocarril  necesita  para  el  cruza- 
miento ó  empalme  de  su  viadel  terreno  expropiado  y  compra- 
do por  otro  ferrocarril,  no  procede  el  juicio  de  expropiación. 
£n  ese  caso  las  partes  deben  someterse  al  procedimiento  pres- 
cripto  eu  el  capitulo  8  de  la  ley  nacional  de  ferrocarriles,  de 
1872,  en  cuanto  fuese  necesario  (art.  56  de  dicha  ley). — 
T.  46,  p.  26. 

—  En  la  indemnización  por  expropiación  debe  atenderse  al  va- 
lor intrínseco  del  terreno  expropiado,  y  á  sus  condiciones  es- 
peciales de  ubicación^  y  no  tenerse  en  cuenta,  como  motivo 
de  valorización,  concesiones  posteriores  á  la  ley  que  autorizó 
la  expropiación.  —  T.  47,  p.  86 

—  No  deben  tenerse  en  cuenta,  á  los  efectos  de  la  indemniza- 
ción, las  enajenaciones  de  terrenos  que  no  son  análogos,  ni 
las  ofertas  que  se  dicen  hechas  por  el  expropiante  poc  la  to- 
talidad de  los  terrenos  de  que  los  expropiados  hacen  parte^ 
sino  de  las  ventas  de  terrenos  inmediatos  hechas  en  época 
aproximada  á  la  ocupación.  — T.  47,  p.  86. 

—  £1  mucho  tiempo  transcurrido  desde  que  se  tasó  la  finca  á  ex- 
propiarse, autoriza  una  nueva  tasación.  — T.  47,  p.  129  y  301. 

—  Para  fijar  el  precio  en  las  expropiaciones^  hay  que  atender  al 
mérito  de  las  informaciones  periciales  y  al  precio  asignado  á 
terrenos  en  condiciones  análogas.  —  T.  47,  p.  137  y  502. 
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Expropiación.  -—  Para  fijar  el  precie  en  la  expropiación  de  te- 
rrenos, debe  atenderse  á  sus  condiciones  y  al  valor  asignado  á 
terrenos  en  condiciones  análogas.  —  T.  47,  p.  2^8. 

—  No  procede  la  indemnización  de  perjuicios,  cuando  no  re- 
sulta que  la  expropiación  los  irrogue. —  T.  47,  p.  218. 

—  Siendo  equitativo  el  precio  asignado  por  la  sentencia  de 
primera  instancia^  debe  confirmarse  en  esta  parte,  y  elevar- 
se la  suma  fijada  como  indemnización  de  perjuicios  por  los 
que  no  han  sido  debidamente  apreciados.  —  T.  47,  p.  328. 

—  Siendo  equitativo  el  precio  asignado  al  terreno  á  expropiarse, 
debe  ser  confirmado.  —  T.  47,  p.  388. 

—  Cuando  no  aparere  debida  otra  indemnización,  sólo  debe  pa- 
garse el  precio  del  terreno  expropiado,  con  más  los  intereses, 
desde  el  día  de  la  ocupación  sobre  la  diferencia  entre  la  suma 
regulada  y  la  consignada  por  el  expropiante.  —  T.  47^  p.  424. 

—  £1  precio  de  ella  debe  ser  equitativo,  debiendo  indemnizar- 
se los  perjuicios,  é  impedir  los  que  no  se  indemnicen  con  la 
construcción  de  las  obras  necesarias.  —  T.  47,  p.  427. 

—  El  precio  de  ella,  y  los  perjuicios  procedentes  de  la  misma, 
deben  fijarse  en  la  suma  que  se  estime  ser  suficiente  indemni- 
zación. —  T.  47,  p.  432. 

—  Deben  confirmarse  las  avaluaciones  equitativas.  — T.  47, 
p.  498. 

—  El  precio  y  la  indemnización  en  las  expropiaciones,  debe  ser 
equitativo.  —  T.  48,  p.  251  y  256. 

-^  Debe  confirmarse  la  avaluación  hecha  por  el  juez,  con  el 
mérito  de  los  informes  periciales  expedidos.  —  T.  48^  p.  262. 

—  La  indemnización  en  las  expropiaciones,  debe  fijarse  según 
el  mérito  de  los  antecedentes  de  autos.  —  T.  48,  p.  364,  368, 
383  y  390. 

—  Resultando  que  el  expropiante  ha  tenido  oportunidad  de  con- 
testar la  excepción  de  incompetencia,  con  arreglo  á  la  natura- 
leza verbal  y  sumaria  del  juicio,  por  haber  sido  citado  y  haber 
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asistido  al  comparendo  relativo,  debe  ser  confirmado  el  auto 
que  recibe  á  prueba  ese  incidente.  —  T.  48,  p.  444. 

Expropiación.  —  El  precio  y  la  indemnización  en  las  expro- 
piaciones, deben  fijarse  con  arreglo  al  mérito  de  los  antece- 
dentes de  autos.  —  T.  49,  p.  9,  53,  58, 402  y  244. 

—  El  precio  y  la  indemnización  en  las  expropiaciones ,  deben  ser 
equitativos.  —  T.  49,  p.  476. 

—  Debe  confirmarse  la  indemnización  fijada  por  el  juez  de  sec- 
ción, que  se  considere  equitativa.  — T.  49,  p.  306. 

—  Siendo  equitativo  el  precio  fijado  por  la  sentencia  apelada 
en  causa  de  expropiación,  debe  aquella  ser  confirmada.  —  T. 
50,  p.  73. 

—  Las  costas  que  la  ley  de  la  materia  declara  de  cargo  del  ex- 
propiante, no  pueden  ser  otras  que  las  de  actuación  y  honora- 
rios de  perito. —  T.  50,  p.  105. 

—  En  las  expropiaciones,  la  indemnización  debe  ser  equitativa. 
—  T.  54,  p.  44,54,58,87,90,96,  100,  106.  409,  468,474,475, 
178,  482,  263,  296  y  304. 

—  La  mejor  situación  de  los  terrenos  á  expropiar,  autoriza  una 
indemnización  mayor  que  la  fijada  para  terrenos  análogos.  — 
T.  54,p.  93. 

—  La  situación  y  condiciones  idénticas  de  terrenos  que  puede 
dar  lugar  á  fijar  un  precio  igual  por  su  valor,  no  autoriza  á  es- 
tablecer una  misma  indemnización  por  los  perjuicios  que  sean 
substancíalmente  distintos.  —  T.  54,  p.  446,  449  y  454. 

—  Para  fijar  el  precio  en  las  expropiaciones,  debe  tenerse  pre- 
sente el  asignado  á  terrenos  análogos.  —  T.  54,  p.  486,  228, 
269,  290,  332  y  345. 

—  La  indemnización  en  las  expropiaciones  debe  fijarse  según 
el  mérito  de  autos.  —  T.  54,  p.  490,  204  y  247. 

—  El  precio  que  debe  asignarse  á  la  tierra  expropiada,  no  es  el 
que  ésta  haya  tenido  en  el  momento  de  decretarse  la  construc- 
ción de  la  obra,  sino  en  el  de  tomarse  posesión  de  la  misma 
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por  el  expropiante^  con  tal  que  en  dicho  precio  no  figure  un 
aumento  cualquiera  por  razón  de  la  obra.  —  T.  54,  p.  444 . 

Expropiación.  —  Para  fijar  la  indemnización  en  las  expropiacio- 
nes, debe  tenerse  en  cuenta  el  mérito  de  los  autos  y  lo  estable- 
cido en  casos  análogos.  ~T.  52,  p.  5,  104,  148,256,  259  y  264. 

—  Debe  aceptarse  en  las  expropiaciones,  la  indemnización  que, 
según  el  mérito  de  los  autos,  resulta  equitativa.  —  T.  52,  p.  8, 
42  y  45. 

—  El  precio  de  la  cosa  expropiada  debe  ser  el  real  que  tenga  en 
la  fecha  de  la  desposesión,  ó  en  la  del  convenio  entre  el  expro- 
piante y  expropiado  sobre  su  entrega.  —  T.  52,  p.  77. 

—  No  se  deben  perjuicios  cuando  no  existen  causados  directa- 
mente por  la  privación  de  la  propiedad^  y  por  el  contrario  re- 
sulta un  beneficio  al  expropiado  por  el  resto  del  terreno  que 
queda  en  su  poder.  —  T.  52,  p.  77. 

—  Con  arreglo  al  contexto  general  dé  la  ley  de  la  materia  y  á  la 
disposición  en  términos  breves  y  concretos  del  articulo  254  4 
del  Código  Civil,  la  indemnización  debida  al  propietario  pri- 
vado de  su  propiedad  por  causa  de  utilidad  pública,  ha  de 
consistir  en  el  pago  del  valor  real  de  la  cosa  y  del  perjuicio 
directo  que  le  venga  de  la  privación  de  la  propiedad.  —  T.  52, 
p.  77. 

—  Siendo  equitativo  el  precio  y  la  indemnización  mar.dada  pa- 
gar por  la  sentencia  apelada,  debe  ésta  ser  confirmada.  —  T. 
52,  p.  444 . 

—  El  dueño  de  un  terreno  ocupado  por  un  ferrocarril,  puede 
exigir  que  se  le  expropie  y  pague  el  precio  é  indemnización  co- 
rrespondiente. —  T.  53,  p.  448. 

—  En  las  expropiaciones  debe  confirmarse  la  fijación  de  precio 
é  indemnización  que  según  el  mérito  délos  autos,  se  considera 
equitativa.  —  T.  53,  p.  404,  413  y  475. 

—  En  las  causas  de  expropiación  traídas  al  conocimiento  de 
los  tribunales  nacionales  por  razón  de  las  personas,  debe  ob- 
servarse el  procedimiento  establecido  en  materia  federal.   (Si 
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se  aplica  la  ley  provincial  de  Buenos  Aires^  dice  el  fallo,  el  tri- 
bunal arbitral  creado  por  ella  decide  en  única  instancia  el  va- 
lor del  terreno,  lo  que  importaría  quitará  la  justicia  federal  el 
fallo  tiel  asunto  para  someterlo  á  una  autoridad  local,  ajena  al 
procedimiento  federal.  En  éste  no  existen  peritos  con  carácter 
de  jueces,  salvo  aquellos  casos  expresamente  determinados  por 
la  ley,  ó  aquellos  en  que  las  partes  se  someten).  (Véase  :  Pro- 
vincia). —  T.  54,  p.  255. 

Expropiación.  —  Debe  confirmarse  la  indemnización  fijada,  que 
se  considere  equitativa.  —  T.  54,  p.  313  y  316. 

—  En  las  expropiaciones,  el  precio  del  terreno  expropiado  y  la 
indemnización  debe  fijarse  según  el  mérito  de  los  autos.  —  T. 
55,  p.  97  y  104. 

—  En  las  expropiaciones  debe  resolverse  sobre  el  precio  de  la 
cosa  á  expropiarse  y  sobre  la  indemnización  en  un  sólo  juicio, 
y  no  en  dos  juicios  separados.  — T.  55,  p.  100. 

— *  Para  fijar  el  valor  é  indemnización  de  la  cosa  expropiada, 
debe  tenerse  en  cuenta  el  precio  pagado  por  ella  por  el  expro- 
piado, si  no  es  de  mucho  tiempo  anterior  á  la  demanda  de  expro- 
piación. —  T.  55,  p.  111. 

—  En  la  indemnización  por  expropiación  deben  comprenderse 
como  perjuicios,  el  valor  del  edificio  y  las  explotaciones  que  en 
él  se  hicieren.  Para  la  estimación  de  dichos  perjuicios,  no  es 
necesario  que  los  expropiados  prueben  la  cifra  cuantitativa ; 
basta  probar  de  una  manera  general  su  calidad,  naturaleza  y 
extensión.  Los  tribunales  fijan  e\  quantum,  según  las  reglas  de 
la  equidad  y  la  justicia.  —  T..  56^  p.  27. 

—  La  declaración  de  urgencia  hecha  por  la  ley  especial  de  ex- 
propiación^ para  la  Avenida  de  Mayo  déla  Capital  Federal,  im- 
porta un  hecho  real,  que  no  puede  motivar  cuestión  de  cons- 
titucionalidad.  —  T.  56,  p.  195. 

—  La  oferta  de  precio  hecha  con  arreglo  á  la  ley  general  de  ex- 
propiación, es  laque  debe  considerarse  subsistente  álos  efec- 
tos de  la  posesión  provisoria,  y  no  la  propuesta  de  la  comisión 
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de  la  Avenida  de  Mayo,  hecha  bajo  otras  consideraciones  que 
quedaron  modificadas  por  la  ley  especial.  —  T.  56,  p.  495. 

Expropiación.  —  Es  apelable  el  auto  que  concede  la  posesión 
provisoria  de  la  cosa  á  expropiarse.  — ^  T.  56,  p.  495. 

—  Las  cuestiones  sobre  los  hechos  de  fondo,  y  sobre  la  consti- 
tucionalidad  de  la  ley  especial  de  expropiación  para  la  Avenida 
de  Mayo,  con  respecto  á  los  derechos  y  deberes  de  la  munici- 
palidad en  relación  á  los  terrenos  que  faltaban  expropiarse 
cuando  se  dictó,  pertenecen  á  las  resultas  del  juicio  de  expro- 
piación. —  T.  56,  p.  495. 

—  Debe  confirmarse  la  indemnización  que  se  estima  equitativa. 

—  T.  56,  p.  318. 

—  La  suma  de  300  pesos  por  hectárea,  asignada  al  terreno  que 
linda  con  el  ejido  de  un  pueblo,  dentro  del  cual  se  ha  pagado 
800  pesos  por  igual  superficie,  no  debe  considerarse  excesiva. 

—  T.  57.  p.  89. 

—  Las  ventajas  ó  ganancias  hipotéticas,  no  deben  tomarse  en 
cuenta  á  los  objetos  de  la  indemnización  debida  al  expropiado 
(art.  46,  Ley  Exprop.).  —  T.  57,  p.  247. 

—  No  es  susceptible  de  recurso  el  auto  por  el  cual  el  juez  man- 
da proseguir  dentro  de  un  plazo,  el  juicio  sumario  de  expro- 
piación. —  T,  57,  p.  286. 

—  Hay  equidad  en  asignar  precios  iguales  á  terrenos  de  igual 
naturaleza  y  situación,  y  análogas  condiciones.  —  T.  57,  p.  362. 

—  La  incidencia  promovida  por  el  expropiado  de  no  ser  coni- 
prendido  en  la  zona  á  expropi£irse  el  terreno  demandado,  debe 
ser  resuelta  dentro  del  juicio  de  expropiación  en  la  forma  ac- 
tuada y  sumaría  propia  de  este  juicio.  (No  obsta  para  ello  la 
sumaridad  del  juicio,  dentro  de  cuyos  trámites  breves  deben 
ventilarse  las  diferentes  cuestiones  que  hacen  la  materia  de  la 
causa  y  sus  incidencias.  Dada  la  naturaleza  del  juicio  y  los 
objetos  de  la  expropiación,  no  puede  substanciarse  en  forma  or- 
dinaria ninguna  de  sus  incidencias,  por  cuanto  le  quitaría  la 
brevedad  indispensable  en  su  tramitación,  ¡convirtiéndolo  en 
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un  proceso  de  lato  examen,  de  lento  y  dispendioso  curso.  Esto 
es  conforme,  además,  con  los  principios  generales  que  reglan 
la  forma  de  los  juicios,  y  sería  contrario  á  esos  principios  y  á 
la  ley  de  expropiación,  la  división  de  la  continencia  de  la  cau- 
sa). —  T.  58,  p.  70. 

Expropiación.  —  No  puede  pedirse  indemnización  por  terrenos 
que  no  han  sido  expropiados,  ni  hay  voluntad  de  expropiar. — 
T.  58,  p.  333. 

—  Siendo  equitativa  la  indemnización  y  precio  asignados  al  te- 
rreno expropiado,  debe  aprobarse.  —  T.  59,  p.  238  y  244. 

—  En  las  causas  de  expropiación  traídas  al  conocimiento  de  los 
tribunales  nacionales  por  razón  de  las  personas,  debe  obser- 
varse el  procedimiento  establecido  en  materia  federal,  y  noel 
fijado  por  las  leyes  provinciales.  —  T.  59,  p.  4H- 

—  Debe  conlirmarse  el  precio  é  indemnización  fijado  por  la  sen- 
tencia de  4*  instancia,  que  se  considere  equitativo.  —  T.  60, 
p.  186. 

—  Si  Ijs  partes  han  constituido  un  tribunal  pericial  para  la  es- 
timación material  déla  expropiación,  las  diligencias  necesarias 
para  formar  juicio  y  dictar  el  fallo,  son  del  resorte  de  dicho 
tribunal,  y  el  juez  procede  correctamente  negándose  á interve- 
nir en  incidentes  sobre  esamateria.  — T.  60,  p.  274. 

—  En  las  causas  de  expropiación  traídas  á  la  justicia  federal 
por  razón  de  las  personas,  debe  observarse  el  procedimiento 
establecido  por  las  leyes  nacionales  y  no  el  fijado  por  las  leyes 
provinciales.  — T.  64,  p.  46. 

—  Debe  asignarse  el  mismo  precio  á  terrenos  que  se  hallan  in- 
mediatos y  en  análogas  condiciones,  sin  diferencia  notable  en- 
tre ellos.  —  T.  64,  p.  422. 

—  En  losjuicios  de  expropiación  debe  resolverse  no  solamente 
sobre  el  precio  de  la  cosa  expropiada,  sino  también  sobre  los 
perjuicios  procedentes  de  la  expropiación.  — T.  64, p.  438. 

—  Siendo  equitativa  la  fijación  del  precio  y  de  la  indemnización 
hecha  por  el  juez,  debe  confirmarse.  —  T.  64,  p.  438. 
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Expropiación.  —  Comprendiéndose  en  ella  todo  el  inmueble,  no 
corresponde  el  abono  de  perjuicios^  sino  solamente  del  precio 
en  que  aquel  se  estima.  —  T.  62,  p.  285. 

—  En  las  expropiaciones  debe  fijarse  el  monto  de  la  indemniza- 
ción, según  el  mérito  de  los  antecedentes  que  constan  en  los 
autos.  — T.  62,  p.  346. 

—  Véase:  Apelable;  Apelación;  Ausentes;  Costas;  Indemniza- 
ción ;  Intereses  ;  Liquidación. 

Extradición.  —  Un  cónsul  extranjero,  debidamente  autorizado 
por  el  ministro  plenipotenciario  de  la  nación  á  que  sirve,  pue* 
de  lef(ítímamente  pedirla  extradición  de  un  criminal.  —  T.  2, 
p.  52. 

—  El'delito  de  falsificación  de  documentos  y  expedientes,  no 
está  comprendido  entre  los  crímenes  determinados  en  el  artícu- 
lo 31  del  tratado  de  paz,  amistad^  comercio  y  navegación  (de 

,30  de  agosto  de  1855)  entre  la  Confederación  Argentina  y  la  Re- 
pública de  Chile.  —  T.  2,  p.  52. 

—  El  delito  de  substracción  de  valores,  para  autorizar  el  reclamo 
de  extradición,  debe  ser  cometido  por  empleados  ó  deposita- 
rios públicos.  —  T,  2,  p.  52. 

—  El  delito  de  abuso  de  confianza,  cobrando  y  dapdo  recibos 
por  importe  de  pan  expendido,  no  está  comprendido  entre  los 
especificados  por  el  artículo  1^  del  tratado  de  extradición 
celebrado  en  14  de  junio  de  1865,  entre  la  República**  Argen- 
tina y  la  Oriental  del  Uruguay.  La  substracción  de  valores, 
á  que  ese  artículo  se  refiere,  es  la  que  se  comete  por  empleados 
ó  depositarios  públicos,  ó  por  cajeros  de  establecimientos  pú- 
blicos ó  de  casas  de  comercio.  —  T.  21,  p.  587. 

—  El  delito  de  estafa  está  comprendido  en  el  tratado  de  extra- 
dición con  el  gobierno  del  Paraguay ;  y  solicitada  en  la  forma 
establecida  por  el  tratado,  debe  hacerse  lugar  á  ella.  — T.  26, 
p.  188. 

—  Según  el  tratado  de  extradición  entre  la  República  Argentina 
y  el  imperio  del  Brasil  (de  16  de  noviembre  de  1869)  es  proce- 
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dente  la  extradición  solicitada  en  forma  v  con  los  documentos 
exigidos  por  el  artículo  1^  del  tratado^  por  el  delito  de  robo  y 
salteamiento.  —  T.  26,  p.  462. 

Extradición.  —  No  corresponde  ordenarla,  respecto  del  que  no 
está  incluido  en  la  nómina  de  los  individuos  cuva  extradición 
se  solicita;  ni  respecto  del  que  estando  incluida  en  ella,  resulta 
ser  argentino,  no  procediendo  su  enjuiciamiento  en  la  Repú- 
blica mientras  no  se  pida  con  los  documentos  y  en  la  forma 
prescripta  por  el  artículo  3®  del  tratado  con  el  Brasil,  de  46  de 
noviembre  de  1869.  —  T.  26,  p.  462. 

—  No  existiendo  tratado  internacional,  ó  ley  especial  del  Con- 
greso^ el  gobierno  argentino  no  puede  entregar  á  ninguna  per- 
sona que  se  encuentre  en  el  territorio  de  la  Nación^  por  acusa- 
ción de  haber  cometido  un  crimen  ó  delito  en  país  extranjero, 
y  haber  fugado  de  su  patria  para  evitar  la  prisión  ó  la  pena  de 
iey.  —  T.  28.  p.  31. 

—  Los  delitos  de  robo  y  falsifícación  de  moneda,  están  compren- 
didos en  el  tratado  de  extradición  de  la  República  con  el  Im- 
perio del  Brasil.  Procede  la  extradición,  siempre  que  se  acom- 
pañe copia  auténtica  de  las  disposiciones  penales  relativas, 
del  auto  de  prisión  y  sentencias  condenatorias,  en  su  caso,  y 
la  filiación  de  los  procesados.  —  T.  31,  p.  172. 

—  La  ley  general,  de  agosto  de  1885,  no  modifica  los  tratados 
regidos  por  ley  especial.  — T.  32,  p.  331. 

—  Observadas  las  disposiciones  del  tratado  aplicable,  y  hallán- 
dose comprendido  en  él,  el  hecho  que  motiva  la  requisición, 
sin  haberse  probado  caso  alguno  de  excepción,  debe  declararse 
procedente  la  extradición.  —  T.  32,  p.  33i . 

—  Debe  concederse  ésta,  probada  la  identidad  de  la  persona  y 
cumplidos  los  demás  requisitos  del  artículo  12  de  la  ley  de  25 
de  agosto  de  1885.  —  T.  34,  p.  313. 

—  Probada  la  identidad  déla  persona,  y  existiendo  el  hecho  cul- 
pable ó  criminal  comprendido  en  el  tratado,  y  antecedentes  has- 
timtes  para  establecer  la  culpabilidad,  procede  la  extradición 
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requerida  en  virtud  de  dicho  tratado.  £1  término  que  éste  se- 
ñala parala  duración  de  la  prisión,  es  para  que  la  prisión  pro- 
visoria pedida  sin  prueba  alguna,  no  se  prolongue  fuera  dedicho 
término,  mas  no  para  que  dentro  de  éste  se  concluya  el  proceso 
de  extradición,  una  vez  iniciado  debidamente.  —  T.  35,  p.  207. 

xtradioión.  — Ejecutoriada  la  sentencia  por  la  que,  mantenién- 
dose la  detención  del  requerido,  se  manda  subsanar  dentro  del 
término  de  un  mes  el  defecto  de  autenticación  de  los  documentos 
acompañados  al  pedido  de  extradición^  tiene  aquella  que  cum- 
plirse, debiendo  empezar  el  término  señalado  desde  que  se 
comunique  la  resolución  de  dicha  sentencia  al  representante 
del  gobierno  requirente.  —  T.  35,  p.  244. 

El  delito  de  asesinato,  está  incluido  en  la  ley  de  extradición. 
—  T.  39,  p.  124. 

-  La  nota  de  requisición  del  procesado,  expedida  por  el  juez  de 
la  causa,  equivale  al  mandato  de  prisión  (art.  12,  ley  25  de 
agosto  de  1885;  art.  651,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  39,  p.  124. 

No  presentando  el  sumario  vicios  externos  de  forma,  siendo 
probada  la  identidad  del  requerido  y  la  competencia  del  juez 
requirente,  procede  en  ese  caso  la  concesión  de  la  extradición. 

—  T.  39,  p.  124. 

Siendo  un  principio  y  también  un  precepto  de  ley  (art.  648, 
Cód.  Proc.  Crim.),  en  materia  de  extradición,  que  la  demanda 
como  los  procedimientos  que  le  conciernen,  en  defecto  de  tra- 
tados, son  regidos  y  deben  substanciarse  en  conformidad  á  la 
legislación  interna  del  estado  que  conoce  de  ella,  los  jueces  del 
país  deben  someterse  á  sus  preceptos,  sin  que  les  sea  dado 
prescindir  de  uno  más  que  del  otro,  ni  de  ninguno  de  ellos.  — 
T.  40,  p.  92. 

Á  falta  de  tratados,  la  extradición  sólo  puede  pedirse  y  otor- 
garse por  la  via  diplomática,  con  arreglo  al  procedimiento  y 
condiciones  establecidas  en  el  Código  de  Procedimientos  Cri- 
minales, y  faltando  alguna  de  ellas,  no  debe  ser  concedida.  — 
T.  40,  p.  98. 
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Extradiotón.  •—  El  refugiado,  requerido  de  extradiciÓD,  puede 
oponer  contra  el  pedido  de  entrega  los  defectos  de  forma  en  la 
parte  extrínseca  de  los  documentos  que  funden  dicho  pedido, 
y  virtual  y  necesariamente,  por  consiguiente,  la  inexistencia  ó 
falta  de  presentación  de  los  documentos  requeridos  por  la  ley 
(art.  655,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  40,  p.  92. 

— '  Estando  llenadas  las  condiciones  requeridas  por  el  artículo 
651  del  Código  de  Procedimientos  Criminales,  ha  lugar  á  la 
extradición,  con  declaración  de  que  la  pena  á  imponerse  á  los 
detenidos,  no  será  mayor  que  la  establecida  por  las  leyes  argén  • 
tinas  á  los  delitos  por  los  que  se  les  procesa.  —  T.  40,  p.  243. 

—  El  procedimiento  judicial,  en  los  casos  de  extradición,  no 
constituye  un  juicio,  propiamente  hablando,  contra  el' reo,  cuya 
decisión  cause  estado  é  impida  la  apertura  de  una  nueva  ins- 
tancia con  nuevos  documentos  y  nuevas  pruebas,  en  los  casos 
de  haberse  denegado  el  pedido  por  defecto  ó  insuficiencia  de 
las  piezas  presentadas,  pues  él  no  envuelve  en  el  sistema  de  la 
legislación  nacional  sobre  la  materia,  el  conocimiento  del  pro- 
ceso en  el  fondo,  ni  implica  decisión  alguna  sobre  la  culpabi- 
lidad ó  inculpabilidad  del  individuo  reclamado,  en  los  hechos 
que  dan  lugar  al  reclamo.  Puede,  pues,  reabrirse  la  instancia 
con  nuevos  documentos  y  nuevas  pruebas,  cuando  la  denega- 
ción se  ha  fundado  en  el  defecto  de  insuficiencia  de  las  piezas 
presentadas  anteriormente.  Concuerda  con  esta  doctrina  la  ley 
de  25  de  agosto  de  4885,  articulo  22,  y  no  se  opone  á  ella  el 
Código  de  Procedimientos  Criminales,  en  su  título  5,  libro  4.  — 
T.  42,  p.  409. 

—  La  opinión  emitida  por  el  juez  sobre  la  insuficiencia  de  nue- 
vos documentos,  le  inhibe  para  conocer  en  la  reapertura  de  la 
instancia.  —  T.  42,  p.  409. 

—  El  delito  de  quiebra  fraudulenta,  es  de  los  que  autorizan  el  pe- 
dido de  extradición  (art.  646,  Cód.  Proc.  Crim.). — T.  45^  p.  318. 

— >  No  es  necesario,  para  admitir  el  pedido  de  extradición,  el 
despacho  rogatorio  de  los  tribunales  requirentes  :  basta  el  tes- 
timonio autorizado  de  la  resolución,  ordenando  la  extradición, 
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emanada  del  tribunal  respectivo  (art.  649,  Cód.Proc.  Critn.). — 
T.  45,  p.  3<8. 

Eztradioión.  —  Llenados  los  requisitos  exigidos  por  el  artículo 
654  del  Código  dé  Procedimientos  Criminales,  procede  la  extra- 
dición del  procesado  por  quiebra  fraudulenta  y  uso  fraudu- 
lento de  firmas,  aunque  no  exista  tratado  con  la  nación  re- 
quirente  (art.  646,  Cód.  Proc.  Crim.  Los  tribunales  del  país 
requirente  no  están  obligados  á  ajustar  la  forma  de  sus  proce- 
dimientos y  resoluciones,  álos  que  rigen  en  la  aación,  y  deben 
considerarse  llenadas  las  exigencias  del  art.  651  citado»  con  el 
testimonio  presentado,  desde  que  la  resolución  del  tribunal  re- 
quirente substancialmente  contiene  loque  dicho  artículo  exige, 
esto  es,  que  haya  un  mandato  judicial,  ordenando  el  pedido 
de  extradición;.  —  T.  46,  p.  228. 

—  Procede  por  el  delito  de  homicidio  premeditado  (art.  4,  Ley 
de  25  de  agosto  de  4885).  —  T.  48,  p.  65. 

—  Al  concederse  ésta,  debe  hacerse  con  la  reserva  de  que  si  la 
pena  impuesta  al  delito  por  las  leyes  de  la  República,  es  me- 
nor de  la  aplicada  por  los  tribunales  del  país  requirente,  se 
hará  sufrir  al  reclamado  la  pena  menor  (art.  667,  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  48,  p.  65. 

—  De  las  sentencias  sobre  extradición,  procede  solamente  el 
recurso  en  relación  (art.    659,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48^  p.  • 
460  y  464. 

—  En  las  causas  de  extradición,  el  procedimiento  ante  la  Su- 
prema Corte  es  sumario  (art.  659,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  48, 
p.  573. 

—  Existiendo  tratado  con  la  potencia  requirente,  la  extradición 
debe  ser  pedida  y  otorgada  en  la  forma  y  con  los  requisitos 
establecidos  en  él  (art.  648,  Cód.  Proc.  Crim.).  ~T.  49,  p.  45. 

—  El  artículo  651  del  Código  dé  Procedimientos  Criminales,  que 
exige  que  se  acompañe  á  la  solicitud  de  extradición,  testimonio 
literal  del  auto  que  decreta  esta  diUgencia,  sólo  rige  cuando 
no  haya  tratado  con  la  potencia  requirente.  —  T.  49,  p.  45. 
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Extradición. — Procede  ésta,  hallándose  cumplidos  los  requisitos 
establecidos  por  el  Código  de  Procedimientos  Criminales.  — 
T.  49,  p.  22. 

—  La  excepción  de  haber  estado  el  procesado  en  la  República, 
cuando  se  cometió  el  delito  que  se  le  atribuye^  es  contra  el 
fondo  de  la  causa  y  no  puede  ser  discutida  ante  los  tribunales 
del  estado  requerido  (art.  655,  Cód.  Proc.  Crim.).  — T.  49, 
p.  22. 

—  En  la  discusión  de  un  pedido  de»  extradición,  no  puede  po- 
nerse en  cuestión  la  validez  intrínseca  de  los  documentos  pro- 
ducidos por  el  gobierno  requirente  (art.  655,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  53,  p.  84. 

—  La  pena  de  trabajos  perpetuos  impuesta  por  asesinato,  no 
supera  laque  como  máximun  establece,  por  ese  delito,  el  Códi- 
go Penal  argentino.  •—  T.  53,  p.  84. 

—  Debe  hacerse  lugar  á  la  extradición  pedida  con  arreglo  á  los 
tratados  yá  la  ley  de  la  materia.  — T.  53,  p.  258. 

—  En  ausencia  de  tratados,  puede  conocerse  en  los  pedidos  de 
extradición  con  la  autorización  del  Poder  Ejecutivo  Nacional 
(art.  652,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  55,  p.  332. 

—  Los  términos  del  artículo  672  del  Código  de  Procedimientos 
Criminales,  no  son  perentorios  é  improrogables.  —  T.  55,  p. 
332. 

—  Concurriendo  los  requisitos  de  la  ley  para  la  admisión  de  la 
extradición  y  constando  la  identidad  del  dinero  robado  y  la 
persona  del  propietario,  puede  ordenarse  la  entrega^  según  lo 
solicitado  por  las  autoridades  requirentes.  No  así  el  embargo 
de  los  bienes  del  prófugo,  que  han  §ido  secuestrados  por  otro 
delito  cometido  por  éste  en  la  república.  —  T.  55,  p.  332. 

—  Una  cosa  son  los  recaudos  exigidos  para  la  detención  provi- 
soria y  la  extradición,  y  otra  los  elementos  indispensables  pa- 
ra seguir  el  proceso  en  contra  del  requerido.  —  T.  57,  p.  246. 

—  Si  ha  sido  negada  la  extradición  para  procesar  al  requerido 
ante  los  tribunales  argentinos  en  razón  de  ser  ciudadano  natu- 
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ralizado,  y  los  recaudos  remitidos  no  constituyen  elementos 
bastantes  para  proseguir  el  proceso,  debe  pedirse  la  remisión 
de  éste  al  juez  requirente,  y  no  sobreseer  provisoriamente 
en  la  causa,  ni  decretarse  la  libertad  del  prevenido.  El  pedido 
de  remisión  del  proceso,  no  debe  hacerse  con  conminación  de 
que  si  no  se  verifica  dentro  de  un  término  fijo,  se  procederá  á 
sobreseer  definitivamente  en  la  causa.  —  T.  57,  p.  246. 

Extradición.  —  En  las  causas  sobre  extradición,  no  es  admisi- 
ble el  pedido  para  informar  en  derecho  (art.  659.  Cód.  Proc. 
Crim.).  —  T.  57,  p.  309. 

•^  Existiendo  los  requisitos  que,  segán  las  leyes  argentinas, 
autorizan  la  extradición  bajo  promesa  de  reciprocidad  á  falta  de 
tratado,  no  es  motivo  para  negarla,  el  que  el  país  requirente  no 
haya  ofrecido  la  reciprocidad  cuando  la  pidió  por  primera  vez, 
y  haya  vuelto  á  pedirla  después,  con  arreglo  al  tratado  estipu- 
lado posteriormente.  (Derivando  la  entrega  de  los  delincuentes 
entre  las  naciones^  de  la  convención  y  déla  reciprocidad,  y  ce- 
lebrado un  ajuste  internacional  sobre  esta  base  natural  de  jus- 
ticia^ los  casos  exceptuados  de  la  regla  son  fijados  siempre  de 
un  modo  explícito.  La  falta  de  un  tratado  no  era  motivo  para 
rechazar  la  solicitud  de  extradición,  porque  el  asentimiento  á 
ella  no  dependía  de  esta  circunstancia:  su  celebración,  por 
consiguiente,  no  puede  servir  para  fundar  una  negativa,  que  ni 
del  tratado  ni  de  las  leyes  se  deriva.  Las  leyes  argentinas,  como 
también  las  inglesas,  permiten  la  extradición  con  efectos  re- 
troactivos, mediando  la  reciprocidad;  una  estipulación  diplo- 
mática entre  estas  dos  naciones  que  viniese  á  constituir  una 
restricción  ó  excepción  de  ambas  legislaciones,  sólo  podría 
comprenderse  cuando  fuere  ajustada  en  términos  muy  expre- 
sos). —  T.  58,  p.  H. 

—  Las  leyes  especiales  de  4885  y  4889,  fijan  de  una  manera 
precisa  el  principio  de  la  responsabilidad  personal  de  los  ex- 
tranjeros que  llegan  á  las  playas  argentinas,  por  crímenes  ó 
delitos  cometidos  en  los  países  de  su  procedencia;  establecien- 
do virtualmente  que  ninguna  ley  les  ampara  y  que  pueden  ser 
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entregados  para  su  juzgamiento,  á  requisición  de  los  respecti- 
vos gobiernos,  que  podrán  obtencí*  la  extradición  sin  otro  re- 
quisito, á  falta  de  tratados^  que  la  promesa  de  reciprocidad. 
Los  tratados  que  se  celebrasen  con  posterioridad  á  esas  leyes, 
no  necesitaban  estipular  los  efectos  referentes  á  delitos  ante- 
riores, salvo  el  caso  en  que  fuese  expresa  voluntad  de  las  par- 
tes negar  á>  las  nuevas  convenciones  toda  aplicación  á  ellos  ; 
puesto  que  la  entrega  de  los  refugiados,  sin  otra  condición  que 
la  promesa  de  reciprocidad,  no  podía  referirse  á  delitos  futu- 
ros, teniendo  la  requisitoria  por  causa,  delitos  ya  cometidos. 
Autorizada,  pues,  la  entrega  délos  delincuentes  bajo  tales  con- 
diciones, no  puede  suscitarse  cuestión  fundada  en  la  retroac- 
tividad  de  la  estipulación  que  la  determina :  las  leyes  lo  tienen 
resuelto  anticipadamente,  y  de  perfecta  conformidad  con  los 
verdaderos  principios  de  moral  y  de  justicia.  El  refugiado  no 
puede  quejarse  de  que  se  le  aplique  una  ley  posterior  á  su  de- 
lito, que.no  tiene  por  objeto  calificarlo  ó  castigarlo,  porque 
nada  de  ésto  se  hace ;  puesto  que  su  extradición  no  puede 
producir  otro  efecto  que  someterlo  al  juicio  iniciado,  para  que 
pruebe  en  él  su  inocencia,  ó  responda  de  su  culpa^  con  sujeción 
á  las  leyes  que  anticipadamente  tenían  pena^  establecidas  con- 
tra sus  infractores.  —  T.  58,  p.  H. 

Ejctradioíón.  —  Los  términos  que  el  Código  de  Procedimientos 
Criminales  prescribe  para  la  presentación  de  los  recaudos  (art. 
671  y  672)  se  relacionan  con  el  arresto  provisorio  ordenado  por 
los  tribunales  de  la  República  en  la  forma  y  tiempo  debido.  — 
T.  59,  p.  53. 

—  La  detención  mal  decretada,  autoriza  la  solicitud  de  liber- 
tad, pero  no  una  excepción.  —  T.  59,  p.  53. 

—  Concedida  por  sentencia  firme  la  extradición  con  arreglo  á 
un  tratado,  la  ampliación  de  dicha  sentencia  pedida  fuera  del 
término,  y  fundada  en  las  disposiciones  que  reglamentan  la  ex- 
tradición en  los  casos  en  que  no  hay  tratado,  es  estemporánea 
é  improcedente.  —  T.  59,  p.  146. 

—  Las  causas  de  extradición  son  de  jurisdicción  federal,  y  pue- 
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de  entender  en  ellas  el  juez  federal  á  quien  se  le  deferió  primero 
su  conocímento  (art.  36,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  59,  p.  368. 

Extradición.  —  Pasado  con  exceso  el  término  dentro  del  cual  se 
pidió  la  remisión  de  los  antecedentes  de  la  quiebra  denuncia- 
da, sin  haberse  hecho,  procede  el  sobreseimiento  definitivo  del 
proceso.  —  T.  59,  p.  374. 

—  Procede  la  pedida  en  virtud  de  tratado,  una  vez  que  consta 
haberse  llenado  las  formalidades  requeridas  por  éste. — T. 
59,  p.  38< . 

—  Todas  las  causas  de  extradición  son  de  competencia  federal 
(art.  2  y  12,  Ley  Jurisd.).  —  T.  61 ,  p.  35. 

—  No  procede  ésta  mientras  no  se  acompañen  los  documentos 
previstos  por  el  tratado  correspondiente.—  T.  61,  p.  35. 

—  Los  recaudos  necesarios  para  que  proceda  la  extradición  son  : 
el  mandato  de  prisión  expedido  por  juez  competente,  la  desig- 
nación  y  fecha  del  delito,  los  datos  precisos  para  establecer 
la  identidad  del  requerido,  y  la  copia  de  las  disposiciones  apli- 
cables según  las  leyes  del  país  requirente  (art.  12,  ley  25  de 
agosto  de  1885). —T.  61,  p.  129. 

—  Una  vez  presentados  los  recaudos,  y  no  resultando  que  el 
delito  es  de  los  expresados  por  la  ley  de  la  materia,  no  puede 
expedírsela  extradición  poniendo  en  cuestión  el  delito  mismo, 
su  extensión  y  las  probabilidades  ó  justificación  de  su  existen- 
cia (art.  655,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  61,  p.  129. 

—  Véase:  Excarcelación. 

Extranjeros.  —  No  puede  reconocerse  al  extranjero,  la  facultad 
de  declinar  de  la  jurisdicción  nacional,  sin  reconocerle  un  pri- 
vilegio que  la  ley  no  le  concede,  y  que  podría  servirle  de  pre- 
texto para  eludir  ó  retardar  los  juicios.  —  T.  12,p.  7;  t.  13, 
p.  392. 

—  Estos,  como  los  demás  habitantes  de  la  República,  están 
obligados  á  conocer  las  prácticas  y  leyes  del  país  para  confor- 
mar sus  acciones  á  ellas.  —  T.  15,  p.  204. 

—  Puede  demandar  á  una  provincia  ante  la  Corte  Suprema, 
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aunque  sea  vecino  de  ella  (art.  1°,  Ley  Jurisd.).  — T.  17,  p.  343. 

Extranjeros.  — «  Los  que  no  son  transeúntes,  no  están  obligados 
á  arraigar  el  juicio  que  entablan.  No  son  tale»  los  que  ejercen 
en  el  país  una  profesión,  arte  ú  oficio.  —  T.  18,  p.  403. 

—  El  demandado  por  un  argentino  ante  los  tribunales  federa- 
les, no  tiene  derecho  para  declinar  la  jurisdicción  de  éstos.  — 
T.  28,  p.  28. 

—  Demandado  el  extranjero  por  un  argentino  ante  la  justicia 
federal,  no  puede  declinar  la  jurisdicción  de  ésta,  so  pretexto 
que  el  fuero  federal  ha  sido  establecido  á  su  favor  y  puede  re- 
nunciar á  él.  —  T.  32,  p.  249. 

—  Demandado  por  un  argentino  ante  la  justicia  federal,  no  puede 
declinar  su  jurisdicción.  —  T.  34,  p.  153. 

—  El  demandado  por  un  argentino  ante  la  justicia  federal,  no 
puede  declinar  la  jurisdicción  de  ésta,  —  T.  43,  p.  186. 

—  Demandado  por  el  argentino  no  puede  invocar  su  renuncia 
de  fuero  federal  para  declinar  la  jurisdicción  nacional.  —  T. 
43,  p.  258. 

—  El  demandado  por  un  argentino  ante  la  justicia  federal,  no 
puede  declinar  la  jurisdicción  de  ésta,  alegando  que  renuncia 
al  fuero  nacional.  —  T.  45,  p.  285. 

—  Véase :  Arraigo. 
Extraterritorialidad.  —  Véase  :  Delito  político. 
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Fabricación  de  moneda.  —  Véase  :  Delito, 

Factor.  —  Los  contratos  hechos  por  el  factor  de  un  estableci- 
miento comercial  ó  fábrica  que  notoriamente  pertenezca  á 
•persona  ó  sociedad  conocida,  se  entienden  celebrados  por 
cuenta  del  propietario  del  establecimiento,  aun  cuando  el  fac- 
tor no  lo  declare,  siempre  que  tales  contratos  recaigan  sobre 
objetos  comprendidos  en  el  giro  del  establecimiento  (art.  139, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  H,  p.  460. 

—  Véase  :  Contrato, 

Facultad.  —  La  de  corregir  con  las  multas  ó  prisión  prescriptas 
por  el  articulo  19  de  la  ley  de  jurisdicción,  las  faltas  de  res- 
peto que  se  cometen  en  los  alegatos,  es  privativa  del  juez  de 
la  causa.  —  T.  15,  p.  207. 

—  La  de  administrar,  importa  la  de  velar  por  la  buena  conser- 
vación y  reparación  de  los  bienes  administrados,  y  la  de  de- 
mandar en  juicio  el  pago  de  las  deudas  concernientes  á  los 
negocios  administrados  (art.  1880  y  1881 ,  Cód.  Civ.).  —  T.  24, 
p.  440. 

—  Véase:  Apelable. 

Facultad  de  imponer.  —  Véase  :  Protincia. 

Facultades  del  mandatario.  —  Véase :  Mandatario. 

Falsa  causa.  —  Véase  :  Error. 

Falsa  manifestación.  —  En  todos  los  casos  de  falsa  manifesta- 
ción, hay  infracción  de  las  ordenanzas  de  aduana,  ya  sea  que 
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la  manifestación  proceda  de  error  ó  de  mala  fe  (art.  H23, 
Ord.  ant.).  —  T.  13,  p.  50. 
Falsa  manifestación.  —  Siendo  distinta  la  clasiflcación  y  aforo 
de  los  géneros  de  seda  y  algodón  y  de  algodón  y  «eda,  la  varia- 
ción de  estas  palabras  en  perjuicio  de  los  derechos  fiscales, 
importa  una  falsa  manifestación  sujeta  á  pena.  —  T.  27,  p.  39. 

—  Véase:  Advana. 

Falsedad.  —  Comete  este  delito  el  contador  interventor  de  adua- 
na si  pasa  estados  que  no  sean  la  expresión  de  la  conformi- 
dad del  respectivo  balance  con  los  saldos  ó  existencias  de 
caja.  No  constando  que  aquel  haya  substraído  por  sí  ni  apro- 
vechado de  los  dineros  robados,  existiendo  por  el  contrarío 
informes  fidedignos  acerca  de  su  buena  conducta  y  honradez 
particular,  estas  circunstancias  atenuantes  deben  influir  en  la 
imposición  de  la  pena  así  como  la  práctica  de  los  tribunales, 
en  castigar  con  pena  menor  al  cómplice  que  al  autor  principal 
de  un  delito.  —  T.  22,  p.  281. 

—  El  empleado  público  que  abusando  de  su  oficio  comete  fal- 
sedad, es  sujeto  á  la  pena  de  dos  años  de  trabajos  foraados, 
y  multa  de  doscientos  pesos  (art.  64,  ley  penal). — T.  36,  p.  400. 

—  Véase  :  Excarcelación;  Inhabilidad  de  titulo. 

Falsedad  de  titulo.  —  Esta  excepción  uo  procede,  cuando  no 
se  desconoce  la  verdad  del  título  de  la  ejecución,  sino  sólo  la 
personería  del  ejecutante.  —  T.  25,  p.  495. 

Falsificación.  —  La  de  firmas  de  los  jefe¿  del  ejército  nacional, 
en  recibos  de  abasto  para  el  mismo  ejército,  presentados  al 
gobierno  general  para  su  cobro,  es  un  delito  previsto  por  el 
artículo  65  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1863^  y  castigado 
con  pena  corporal.  —  T.  2,  p.  171. 

—  £1  tenedor  de  un  documento  falsificado,  se  reputa  ser  el  fal- 
sificador, mientras  no  justifique  su  procedencia  inocente.  — 
T.  5,p.  433. 

—  No  puede  decirse  que  han  sido  falsificados  documentos 
que  no  se  prueba  que  expresen  lo  contrario  ó  una  cosa  dife. 
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rente  de  la  que  expresaban  cuando  fueron  otorgados.  Aun  su- 
poniendo probada  esta  circunstancia,  para  que  ella  constituya 
falsedad,  es  necesario  que  se  acredite  que  el  mudamiento  de 
la  verdad  se  ejecutó  con  dolo  (Ley  1,  tít.  7,  part.  7«).  —  T.  12, 
p.  20. 

Falsificación.  —  No  constituye  este  delito»  la  antidata  puesta 
á  una  guía  sin  intención  de  fraude  y  sin  perjuicio  al  fisco.  — 
T.  34,  p.  201 . 

Falsificación  de  billetes.  —  El  delito  de  falsificación  de  billetes 
de  bancos  autorizados,  que  no  ha  Ijegado  á  ser  ejecutado  por 
medio  de  la  circulación,  puede  ser  castigado  con  la  pena  de 
cuatro  años  de  trabajos  foi*zados  y  dos  mil  pesos  de  multa  (art. 
30,  ley  de  3  de  noviembre  de  1887;  art.  63,  Ley  Penal).  —  T. 
55,  p.  366. 

—  La  falsificación  de  billetes  de  bancos  garantidos  por  la  na- 
ción, es  un  delito  sujeto  á  la  penalidad  establecida  por  la  ley 
nacional  penal  de  1 4  de  septiembre  de  1863  (art.  30,  ley  de  ban- 
cos garantidos).  —  T.  56,  p.  295. 

—  Por  el  delito  de  falsificación  de  billetes  de  curso  legal^  es 
justa  la  pena  de  seis  años  y  medio  de  trabajos  forzados  y  4500 
pesos  de  multa,  impuesta  al  autor  principal,  la  de  cinco  años 
y  medio  de  la  misma  pena  y  2500  pesos  de  multa  impuesta  á  los 
cómplices,  la  de  cuatro  años  y  40  días  de  igual  pena  y  1800  pe- 
sos de  multa  al  que  ha  tentado  expender  los  billetes  falsos  en 
connivencia  con  el  autor  principal  y  cómplices.  —  T.  57,  p.  177. 

—  Es  justa  la  pena  de  cinco  años  y  medio  de  trabajos  forzados  y 
dos  mil  pesos  de  multa,  impuesta  al  reo  de  falsificación  de  bi- 
lletes de  banco  de  curso  legal  (art.  62,  Ley  Penal).— T.  61 ,  p.  432. 

—  Véase  :  Delito  ;  Excarcelación. 

Falsificación  de  invento. — Véase  :  Patente  de  invención;  Prueba, 

Falsificación  de  marca.  —  Véase  :  Marca  de  fábrica ;  Prueba. 

Falsificación  de  moneda.  —  Véase  :  DelitQ;  Justicia  federal ;  Tri- 
bunales protyinciales. 

Falsificación  de  votos.  —  Véase:  Justicia  federal. 

S7 
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Falta  de  acción.  —  Es  una  esicepción  perentoria.  —  T.  26,  p. 
U7. 

—  Esta  excepción  dilatoria  no  puede  oponerse  al  ministerio  fís- 
cal,  sino  en  las  causas  criminales  en  que  la  ley  deja  expresa- 
mente á  los  particulares  interesados,  la  iniciativa  de  la  acusa- 
ción  (art.  443,  inc.  3°,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  46.  p.  36. 

Falta  de  personería.  —  La  excepción  de  falta  de  personería  en 
el  demandado,  no  está  enumerada  como  dilatoria  en  la  ley  na- 
cional de  procedimientos  (art.  73  y  85).  —  T.  8,  p.  43  ;  t.  21,  p. 
559 ;  t.  57,  p.  424. 

—  Guando  la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  el  deman- 
dante, no  es  en  rigor  una  negación  de  su  personería  sino 
del  derecho  que  reclama  como  materia  principal  del  pleito,  no 
puede  oponerse  en  forma  de  artículo  de  previo  y  especial 
pronunciamiento.  —  T.  9,  p.  568. 

—  La  del  demandado,  no  es  una  excepción  que  puede  oponerse 
en  el  procedimiento  de  apremio  (art.  315,  Ley  Proc).  —  T.  10, 
p.  161. 

—  Es  extemporánea  la  excepción  de  falta  de  personalidad  del 
demandante,  deducida  después  de  dictada  la  sentencia  (art. 
72,  Ley  Proc).  —  T.  12,  p.  354. 

—  No  está  entre  las  excepciones  dilatorias  que  reconoce  el  artí- 
culo 73  déla  ley  de  procedimientos,  la  de  falta  de  personería  en 
el  demandado.  Ella  constituye  una  verdadera  defensa  que^  á 
justificarse,  concluiría  con  la  acción.  —  T.  18,  p.  190. 

—  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  demandado  no  es 
dilatoria,  sino  perentoria  de  la  acción  y  pertenece  al  fondo  de 
la  cuestión.  —  T.  19,  p.  185. 

—  La  excepción  de  defecto  de  personería  fundada  sóbrela  falta 
del  derecho  que  gestiona  el  actor,  no  es  dilatoria  y  pertenece 
al  fondo  de  la  cuestión.  —  T.  19,  p.  342. 

—  En  el  demandado,  no  da  derecho  a  oponer  excepción  dila- 
toria, por  no  estar  determinada  en  el  artículo  73  de  la  ley  de 
procedimientos.  —  T.  20,  p.  342. 
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Falta  de  personería.  —  Esta  e^ccepción  opuesta  por  el  deman- 
dado  después  de  corrido  traslado  de  la  demanda,  debe  subs- 
tanciarse con  audiencia  del  demandante  (art.  76,  Ley  Proc.)- 

—  T.  21,  p.  254. 

—  Estando  el  título  en  que  se  fund^  una  acción  ejecutiva  á 
nombre  del  demandante^  no  puede  oponérsele  dicha  excep- 
ción. —  T.  23,  p.  21. 

—  Esta  excepción  dilatoria  se  refiere  al  título  que  invoca  la  per- 
sona para  gestionar,  y  no  al  derecho  que  funda  la  acción  de  la 
demanda.  —  T.  23,  p.  313. 

—  No  negándose  por  el  demandado  que  los  demandantes  sean 
las  mismas  personas  que  constituyen  la  razón  social  con  la 
cual  contrató,  la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personería  por 
no  acompañarse  la  escritura  de  sociedad,  debe  ser  rechazada. 

—  T.  24,  p.53. 

—  Esta  excepción  debe  substanciarse  y  resolverse  conforme  pres- 
cribe la  ley  de  procedimientos  en  el  título  10.  —  T.  24,  p.  130. 

—  No  puede  fundar  esta  excepción  dilatoria,  la  omisión  de  do- 
cumentos relativos  al  derecho  que  se  litiga.  —  T.  26,  p.  32. 

—  No  puede  fundar  esta  excepción  dilatoria,  la  falta  de  acción, 
que  lo  es  perentoria.  —  T.  26,  p.  147. 

—  No  autoriza  esta  excepción  dilatoria,  la  íalta  de  derecho  en 
el  demandante.  —  T.  28,  p.  93  y  320. 

—  Presentándose  en  autos  los  poderes  cuya  falta  fué  observada, 
cesa  la  excepción  de  falta  de  personería  por  esa  causa.  —  T.  28, 
p.  184. 

—  No  puede  fundarse  esta  excepción  en  la  falta  de  derecho  del 
actor,  ni  en  el  hecho  de  no  haberse  acompañado  á  la  demanda 
los  documentos  que  la  instruyen.  —  T.  28,  p.  390  y  402. 

—  No  es  procedente  esta  excepción,  cuando  la  demanda  se  in- 
terpone á  nombre  propio.  — -  T.  29,  p.  120. 

—  No  puede  fundar  esta  excepción  dilatoria,  la  falta  de  acción. 
—  T.  30,  p.  33. 
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Falta  de  personería.  ~  La  falta  de  comprobantes  de  la  calidad 
de  herederos  que  invocan  los  actores,  no  constituye  una  excep- 
ción dilatoria  de  falta  de  personería,  sino  perentoria  de  la  ac- 
ción. (Dicha  excepción  no  puede  en  manera  alguna,  consi- 
derarse comprendida  en  la  disposición  del  art.  73,  inc.  S"", 
Ley  Proc.  relativa  al  demandante  que  carece  de  capacidad 
civil  para  estar  en  juicio,  ó  al  apoderado  que  gestione  sin  poder 
bastante  para  verificarlo.  Leyes  9  y  10,  tít.  3;  part.  3»).  —  T. 
30,  p.  268. 

• 

—  No  puede  oponerse  falta  de  personería  y  arraigo  á  un  agente 
de  compañía  de  vapores,  que  tiene  poder  de  ésta  y  reside  en  el 
lugar  del  juicio.  — T.  31,  p.  362. 

—  El  defecto  en  la  demanda  y  falta  de  personería  por  no  haber- 
se acompañado  el  contrato  social  de  los  demandantes,  desapa- 
rece ante  el  instrumento  de  poder  de  su  representante  en  que 
el  escribano  autorizante  hace  referencia  á  dicho  contrato.  — 
T.  32,p.U5. 

—  La  excepción  que  en  el  fondo  importa  falta  de  derecho  en  el 
actor  y  de  obligación  en  el  demandado,  no  constituye  la  dih- 
toria  de  falta  de  personería.  —  T.  32,  p.  212. 

—  No  puede  oponerse,  para  perseguir  la  falsificación  de  una 
marca  de  fábrica,  al  que  acredita  ser  propietario  de  ésta.  — 
T.  34,  p.  55. 

—  No  puede  constituir  esta  excepción  dilatoria,  la  falta  de  de- 
recho. —  T.  34,  p.  418. 

—  El  apoderado  en  el  juicio  principal,  no  puede  alegar  falta  de 
personería  en  los  autos  sobre  ejecución  de  la  sentencia,  mien- 
tras no  tenga  lugar  la  revocación  ó  no  se  le  acepte  la  renuncia 
del  poder. —  T.  35,  p.  416. 

—  Esta  excepción,  opuesta  en  el  concepto  de  no  ser  obligado  el 
demandado,  afecta  al  fondo  del  derecho,  y  no  es  dilatoria  del 
juicio.  —  T.  37,  p.  429. 

—  Esta  excepción  dilatoria  debe  referirse  al  título  que  invoca 
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la  persona  para  gestionar,  y  no  al  derecho  que  funda  la  deman- 
da. —  T.  39,  p.  399. 

Falta  de  personería.  —  Desaparecida  la  causa  de  la  excepción 
de  falta  de  personería  fundada  en  la  incapacidad  del  apodera- 
do, por  haberse  sustituido  con  adquiescencia  de  la  contraparte 
el  poder  en  otra  persona,  es  innecesario  resolver  sobre  ella.  — 
T.  49,  p.  322. 

—  No  procede  esta  excepción,  contra  quien  gestiona  invocando 
un  derecho  propio.  —  T.  4o,  p  72. 

—  No  autoriza  esta  excepción  dilatoria,  la  falta  de  derecho 
opuesta  á  la  acción  del  demandante.  —  T.  45,  p.  158. 

—  Es  admisible  esta  excepción  opuesta  por  el  representante  del 
demandado^  fundada  en  el  hecho  de  tener  éste  un  apoderado 
especial  para  los  asuntos  judiciales.  —  T.  46,  p.  33. 

—  La  excepción  fundada  en  la  falta  de  comprobación  del  título 
hereditario  de  los  causantes^  cuyo  derecho  se  gestiona,  no  au- 
toriza la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personería.  (El  art.  73, 
inc.  2,  Ley  Proc,  se  refiere  sólo  al  caso  de  defecto  ó  insuficien- 
cia de  poder  en  el  procurador,  ó  de  la  incapacidad  del  deman- 
dante para  estar  en  juicio).  —  T.  46,  p.  217. 

—  La  falta  de  declaratoria  que  acredita  en  los  actores  la  calidad 
de  herederos  que  invocan  en  la  demanda,  no  justifícala  excep- 
ción dilatoria  de  falta  de  personería.  —  T.  46,  p.  303. 

—  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  representante  del 
demandado^  no  se  refiere  á  la  personalidad  de  éste,  sino  á  de- 
fecto en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  y  es  de  pronuncia- 
miento previo.  (En  una  demanda  contra  el  Banco  Hipotecario 
Nacional,  se  corrió  traslado  de  ella  al  Agente :  éste  manifestó 
que  no  tenía  facultad  para  representar  á  aquél,  por  lo  que  opu- 
so la  excepción  de  falta  de  personería).  —  T.  52,  p.  367. 

—  No  puede  admitirse  la  excepción  de  falta  de  personería,  cuan- 
do ésta  resulta  de  comprobantes  auténticos  á  que  se  ha  hecho 
referencia,  y  del  respectivo  instrumento  que  en  seguida  se  ha 
producido.  —  T,  53,  p.  344. 
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Falta  de  personería.  —  No  puede  oponerse  esta  excepción  á 
quien  se  presenta  en  juicio  haciendo  valer  derechos  propios. 
—  T.  55,  p.  71 . 

—  No  constituye  esta  excepción  dilatoria,  el  desconocimiento 
del  carácter  de  herederos  que  invocan  los  demandantes.  —  T. 
56,  p.  407. 

—  La  persona  capaz  que  se  presenta  en  juicio  por  derecho  pro- 
pio, no  puede  ser  tachada  de  falta  de  personería. —  T.  57,  p. 
249. 

—  No  puede  oponerse  esta  excepción  á  la  persona  que  obra  á 
nombre  propio.  — T.  57,  p.  424. 

—  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  actor,  se  refiere  á 
su  falta  de  capacidad  para  estar  en  juicio,  y  no  á  la  falta  de  ti- 
tulo en  que  funda  la  demanda.  —  T.  58,  p.  372. 

—  La  excepción  de  falta  de  personería  en  el  demandado,  no  es 
procedente  en  calidad  de  dilatoria  (art.  73,  Ley  Proc). —  T. 
59,  p.  288. 

—  Debe  rechazarse  esta  excepción,  opuesta  contra  el  actor  fue- 
ra déla  oportunidad  legal.  — T.  59,  p.  324. 

—  Véase :  Poder, 

Falta  de  personería  en  el  demandado.  —  Véase  :  Falta  de  per- 
sonería. 

Falta  de  respeto. —  El  hecho  de  romper  la  parte,  la  cédula  en 
que  el  ugier  va  á  notificarle  una  providencia,  importa  una  falta 
de  respeto  á  la  dignidad  del  tribunal,  que  puede  ser  penada 
con  50  pesos  fuertes  de  multa  ó  prisión  de  ocho  días  (art.  49, 
Ley  Jurisd.).  —  T.  7,  p.  58. 

—  Las  palabras  inconvenientes  consignadas  en  un  escrito,  im- 
portan falta  de  respeto,  pero  no  delito  de  desacato.  —  T.  46, 
p.  448. 

—  La  falta  de  respeto  al  juzgado,  puede  ser  castigada  mandando 
testar  las  palabras  irrespetuosas,  y  apercibiendo  á  los  que  las 
suscriben.  —  T.  25,  p.  242. 
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Falta  de  respeto.  —  Es  privativo  del  juez  corregir  las  faltas  de 
respeto  contra  su  dignidad.  —  T.  26,  p.  210. 

—  Es  deber  de  los  jueces  corregir  las  faltas  de  respeto  contra 
su  dignidad,  y  hacer  guardar  en  los  juicios  la  moderación  y 
el  decoro  debidos.  —  T.  28,  p.  24Í. 

—  Véase  :  Apelable;  Apelación. 

Fallas  j  averias. —  Véase  :  Averias;  Reconocimiento;  Transporte. 

Fallecimiento.  —  El  de  uno  de  los  socios,  es  causa  de  disolución 
del  contrato  de  sociedad  (art.  1758,  Cód.  Civ.).  —  T.  13,  p. 
126. 

—  El  del  interesado  en  el  pleito,  dejando  hijos  menores,  hace 
cesar  la  personería  del  procurador.  —  T.  59,  p.  400. 

—  Véase  :  Mandato;  Personeria. 

Fallido.  —  El  objeto  con  que  el  articulo  1663,  del  Código  de  Co- 
mercio antiguo,  limita  el  derecho  de  los  acreedores  en  la  per- 
secución del  fallido,  es  tan  sólo  para  poner  á  éste  á  cubierto  de 
la  miseria ;  por  consiguiente  el  fallido  que  recibe  de  otro  lado 
todo  lo  necesario  para  su  subsistencia,  no  puede  ser  amparado 
por  esta  limitación,  é  impedir  que  los  acreedores  denuncien 
y  embarguen  sus  bienes.  —  T.  9,  p.  430. 

—  Un  buque  incluido  en  la  nómina  de  los  bienes  del  fallido  y 
poseído  por  éste,  se  considera  de  su  propiedad  mientras  no  sea 
vencido  en  demanda  de  reivindicación.  Esta  demanda  debe 
deducirse  ante  el  juez  del  concurso  (art.  1563,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  19,  p.  193. 

—  Véase  :  Concurso;  Justicia  federal;  Nulidad. 

Fama  pública.  —  La  voz  general  en  algunos  departamentos,  de 
be  considerarse  como  rumor,  y  no  como  fama  pública.  —  T. 
3,  p.  282. 

—  Existe,  cuando  la  voz  es  general  en  el  reino  ó  provincia.  — 
T.  3,  p.  282. 

—  No  es  prueba  admisible  en  los  delitos  de  rebelión,  por  ser 
fácil  la  prueba  de  éstos.  —  T.  3,  p.  282. 
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Fecha.  —  El  reconocimiento  de  la  firma  de  un  documento  pri- 
vado, no  prueba  la  verdad  de  su  fecha  respecto  á  terceros,  aun 
en  materia  comercial^  cuando  no  haya  el  medio  particular  de 
asegurar  la  prueba  con  la  mención  que  se  haga  del  documento 
en  los  libros  debidamente  tenidos  (art.  4034  y  1035,  Cód.  Civ.). 

—  T.  13,  p.  205. 

—  Los  documentos  privados  tienen  fecha  cierta  después  de 
presentados  en  juicio.  —  T.  23,  p.  18. 

—  Los  documentos  privados  sólo  tienen  fecha  cierta  con  rela- 
ción á  terceros,  desde  su  presentación  en  juicio.  — T.  23, 
p.  95. 

—  Los  documentos  privados  no  tienen  fecha  cierta  con  relación 
á  tercero,  sino  después  de  su  exhibición  en  juicio  (art.  1035, 
Cód.  Civ.).  —  T.  23,  p.  407. 

—  Los  documentos  privados  no  tienen  fecha  cierta  para  los  ter- 
ceros, antes  de  su  exhibición  en  juicio  (art.  1035,  Cód.  Civ.). 

—  T.  23,  p.  431. 

—  Un  documento  privado,  aun  reconocido  por  su  otorgante,  no 
tiene  valor  alguno  para  acreditar  contra  un  tercero,  completa- 
mente extraño  al  acto,  la  fecha  de  su  otorgamiento,  desde  que 
ésta  es  la  de  su  presentación  en  juicio^  con  arreglo  al  articulo 
1035  del  Código  Civil.  —  T.  53,  p.  5. 

—  Véase  :  Documentos. 

Federalización.  —  La  ley  de  federalización  del  territorio  de  la 
Capital,  en  su  artículo  3^,  importa  que  la  provincia  de  Buenos 
Aires  en  su  capacidad  política,  tendrá  las  facultades  que  le  acuer- 
da la  Constitución ;  no  ha  creado  á  su  favor  un  derecho  especial 
referente  á  la  legislación  y  gobierno  de  su  banco.  — T.  61,  p. 
133. 

Ferrocarrü.  —  Una  empresa  de  ferrocarril  es  responsable  del 
incendio  producido  por  las  chispas  desprendidas  de  una  de  sus 
máquinas,  cuando  la  empresa  no  ha  cumplido  con  las  prescrip- 
ciones relativas  del  reglamento  del  ferrocarril,  y  el  damnificado 
no  tuvo  culpa  en  el  hecho  é  hizo  lo  posible  por  evitar  sus  con- 
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secuencias.  Eljuez  debe  estimar  los  daños  y  perjuicios  cuando 
no  sea  posible  fijarlos  exactamente  (art.  í074,  ('od.  Civ.).  — 
T.  £3,  p.  50. 

Ferrocarril.  —  Las  administraciones  de  ferrocarriles  de  propie- 
dad de  la  Nación,  son  demandables  ante  la  justicia  federal  sin 
necesidad  de  la  venia  previa  del  Congreso.  (Se  trata,  dice  el 
fallo,  de  la  aplicación  de  lo  dispuesto  por  los  art.  52  y  53  de  la 
ley  de  ferrocarriles  de  1872).  —  T.  28,  p.  162. 

—  La  c\Áns\i\si  <í sin  responsabilidad  y»  autorizada  por  los  regla- 
mentos aprobados  por  el  poder  ejecutivo  nacional,  en  los  co- 
nocimientos de  carga,  no  exonera  á  las  empresas  de  ferrocarri- 
les déla  responsabilidad  por  los  daños  ó  averias  provenientes 
de  hecho  ó  culpa  propia,  ó  de  sus  factores,  dependientes  ó  em- 
pleados. (A  nadie  es  permitido,  con  arreglo  á  la  ley  y  á  los  prin- 
cipios elementales  de  justicia,  pactar  en  caso  alguno  contraía 
responsabilidad  de  sus  faltas  ó  delitos  futuros.  Art.  1148, 1119  y 
2232,  Cód.  Civ.;  art.  172,  177, 184  y  204,  Cód.  Com.).  —  T.  44, 
p.  25. 

—  Las  empresas  ferroviarias  responden  por  los  perjuicios  cau- 
sados por  incendio  de  las  mercaderías  transportadas,  debida  á 
la  falta  de  medidas  adoptadas  para  evitarlo.— T.  46,  p.  75  y  79. 

—  La  empresa  de  ferrocarril  cuya  línea  no  es  de  empalme  ó  pro- 
longación con  la  de  otra  empresa,  no  puede  obligar  á  ésta  á 
concedérselo,  no  probando  la  existencia  de  convenio  expreso 
entre  ellas  sobre  su  concesión.  —  T.  46,  p.  237. 

—  Cuando  diferentes  empresas  de  ferrocarriles  proceden  en 
combinación,  y  se  expide  un  solo  comprobante  por  el  transpor- 
te de  la  carga  por  el  trayecto  de  sus  líneas,  el  viaje  se  cousi- 
dera  continuo,  y  las  diversas  empresas  se  consideran  como  una 
sola  á  los  efectos  de  la  responsabilidad  para  con  el  dueño  de  la 
carga.  —  T.  47,  p.  179. 

—  La  disposición  del  artículo  55  de  la  ley  de  ferrocarriles  de 
1872,  debe  entenderse  derogada  por  las  de  la  ley  de  24  de  no- 
viembre de  1891.  —  T.  47,  p.  462. 
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Ferrocarril.  —  Son  responsables  de  los  perjuicios  causados  por 
culpa  ó  negligencia  de  sus  empleados  (art.  53,  ley  de  ferrocarri- 
les de  1872;  art.  902  y  1143,  Cód.  Civ.).  —  T.  56,  p.  428  y  441- 

—  Véase:  Justi^  federal :  Transporte, 

Ferrocarril  Central  Argentino.  —  Véase :  Arbitraje. 

Fiador.  —  El  simple  fiador,  en  materia  comercial,  puede  ser  de- 
mandado con  preferencia  al  deudor  principal;  y  sólo  puede 
exigir  la  justificación  de  haber  sido  éste  interpelado  judicial- 
mente (art.  268,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.424. 

—  La  facultad  que  éste  tiene  de  presentar  al  embargo  los  bie- 
nes del  deudor,  hace  innecesaria  la  excusión.  — T.  8,  p.   424. 

—  En  materia  comercial,  el  fiador  es  solidariamente  responsa- 
ble con  el  deudor  principal:  y  no  puede  negar  la  obligación, 
toda  vez  que  se  compruebe  la  negativa  de  éste  y  que  se  ha  he- 
cho todo  lo  posible  para  compelerlo  (art.  611,  Cód.  Com.  ant.). 
—  T.  9,  p.  191. 

—  No  tiene  título  hábil  para  repetir  contra  el  deudor  lo  que 
no  ha  efectivamente  pagado  por  él  al  acreedor.  —  T.  9,  p.  330. 

—  No  puede  ser  declarado  responsable  como  fiador,  quien  ha- 
biéndose presentado  en  ese  carácter,  no  ha  sido  aceptado  por 
el  acreedor.  --  T.  15,  p.  19. 

—  Un  fiador  que  acepta  de  mancomún  el  in  solidum  la  obliga- 
ción contraída  por  su  fiado,  no  puede  excusar  el  pago  al  ser 
requerido.  —  T.  19,  p.  90. 

—  Una  de  las  calidades  que  debe  reunir  el  fiador  que  presente 
el  deudor  obligado  á  afianzar,  es  que  tenga  bienes  suficientes 
para  responder  de  la  obligación  (art.  608,  Cód.  Com.  ant.). — T. 
19,  p.  260. 

—  El  fiador  á  la  aduana  para  la  entrega  de  objetos  embargados 
en  un  juicio  de  contrabando,  es  responsable  por  el  valor  asig- 
nado á  esos  objetos  en  el  momento  del  embargo  y  no  del  que 
tuviesen  en  el  momento  de  ejecutarse  la  sentencia  condenato- 
ria (art.  1046  y  1048,  Ord.).  —  T.  21,  p.  415. 

—  Hecho  un  convenio  por  el  cual  uno  ha  tomado  sobre  sí  las 
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responsabilidades  de  un  pleito  y  ha  prometido  depositar  cier- 
tos valores  en  garantía  del  litigante,  las  sumas  que  el  primero 
ha  depositado  en  poder  del  ñadorde  resultas,  diciendo:  1°  que 
hacía  el  depósito  para  garantir  los  resultados  de  la  fianza  con 
arreglo  al  convenio;  y  2o  que  el  fiador  se  ratificaba  en  el  cargo 
de  depositario  de  los  fondos  destinados  á  garantir  las  respon* 
sabilidades  contraidas,  deben  considerarse  como  afectadas 
tanto  á  la  garantía  del  fiador  de  resultas,  como  del  fiado.  Por 
consiguiente,  si  el  litigante  ó  fiador  han  tenido  que  pagar  en 
virtud  del  pleito  más  que  lo  que  importan  los  valores  deposi- 
tados, el  depositante  no  tiene  acción  para  pedir  su  restitución 
contra  el  fiador  depositario.  Y  menos  la  tiene  habiéndose  pro- 
bado que  con  el  importe  depositado  se  ha  comprado  un  crédito 
de  mayor  suma  que  el  mismo  depositante  ha  hecho  valer  y 
compensar  contra  el  adversario  en  el  pleito  comprado.  No  im- 
porta que  los  pagos  hechos  por  el  litigante  ó  fiador  se  tachen 
de  indebidos,  desde  que  estén  hechos,  y  lo  hayan  sido  bajo  la 
dirección  del  depositante.  — T.  22,  p.  40. 

'iador.  — Puede  ser  ejecutado  justificando  el  acreedor  haber 
interpelado  judicialmente  al  deudor  principal  (art.  641,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  473. 

-  El  fiador  de  deudas  á  pagarse,  que  con  otros  acreedores  y  el 
deudor  firma  el  convenio  de  liquidar  el  negocio  de  éste,  trans- 
ferir á  los  acreedores  el  activo  y  pasivo,  y  repartirse  el  producto 
líquido,  debe,  por  las  deudas  afianzadas  que  pague,  recibir  el 
prorateo  como  los  demás  acreedores  firmantes. —T.  23,  p.  290. 

-  Pendiente  el  juicio  ejecutivo  contra  el  fiador  solidario,  y 
mientras  éste  no  resulte  insolvente,  no  puede  exigirse  el  pago  de 
la  misma  deuda  contra  los  deudores  principales  (art.  705^  Cód. 
Civ.).  —  T.  27,  p.  26. 

-  El  fiador  que  asume  sobre  si  el  cargo  de  la  deuda,  queda 
deudor  directo  del  acreedor  y  acreedor  de  su  afianzado,  y  pue- 
de respecto  de  los  intereses,  hacer  convenios  con  el  acreedor, 
independientemente  de  los  que  haga  con  su  deudor.  —  T.  37, 
p.  388. 
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Fiador.  —  El  fiador  de  cárcel  segura  y  de  pagar  lo  juzgado  y  sen- 
tenciado, está  obligado  á  pagar  lo  que  resulte  juzgado  y  sen- 
tenciado, aunque  el  reo  haya  sido  absuelto  de  pena  corporal. 
—  T.  49,  p.  89. 

Fianza.  —  El  convenio  por  el  cual  dos  ó  más  cofiadores  solida- 
rios, se  obligan  á  pagar  por  partes  iguales  la  deuda  que  han 
garantido,  tiene  el  mismo  efecto  que  la  cesión  de  acciones 
hecha  por  el  acreedor  al  cofiador  que  verificó  el  pago  ;  sin  que 
dicho  convenio  importe  una  novación  de  obligaciones  de  los 
cofiadores  entre  sí,  haciendo  sólo  innecesaria  la^cesión  de  ac- 
ciones. —  T.  1,  p.  37o. 

—  El  hecho  de  que  uno  de  los  fiadores  mancomunados,  que 
abonó  la  deuda,  no  haya  dado  aviso  á  sus  cofiadores,  antes 
de  la  demanda  ejecutiva  contra  éstos,  de  haber  pagado  la  deu- 
da afianzada,  no  autoriza  á  deducirse  que  haya  recibido  fon- 
dos del  deudor  principal,  ni  ninguna  otra  excepción  que  per- 
judique sus  acciones  contra  sus  cofiadores,  porque  el  simple 
vencimiento  de  los  términos  es  suficiente  advertencia  para 
que  éstos  empleen  la  diligencia  necesaria,  á  averiguar  lo  que 
convenga  á  sus  intereses.  —  T.  2,  p.  330. 

—  La  existencia  en  poder  de  los  fiadores,. de  un  documento 
que  debe  devolverse  al  deudor  principal^  un  vez  que  éste  haya 
pagado  la  deuda,  hace  presumir  que  no  la  ha  abonado  y  que 
permanece  siendo  deudor  de  la  suma  garantida.  —  T.  2,  p.  330. 

—  Son  distintas  las  acciones  que,  por  el  pago  de  cada  una 
de  varias  letras  garantidas,  adquiere  un  fiador  contra  sus  co- 
obligados, y  puede  disponer  de  ellas  á  su  arbitrio,  remitiendo, 
innovando  ó  cediendo  las  unas  y  dejando  libre  el  ejercicio  de 
las  otras. —T.  2,  p.  330. 

—  La  excusión  que  puede  pretender  el  fiador  de  resultas,  se 
limita  á  los  bienes  que  el  deudor  tenga  en  el  lugar  del  juicio 
para  cuyos  resultados  prestó  la  fianza.  —  T.  3,  p.250. 

—  Los  afianzados  no  tienen  intervención  en  las  causas  en  que  se 
trata  del  interés  de  sus  fiadores.  —  T.  6,  p.  321 . 
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Fiania.  —  La  de  juzgado  y  sentenciado  sólo  puede  exigirse  en 
rarísimos  casos,  cuando  el  delito  imputado  es  de  alguna  gra- 
vedad. -^T.  6,  p.  S%\. 

—  No  es  razón  para  sostener  la  subsistencia  de  la  fianza  en 
cuanto  á  lo  juzgado  y  sentenciado,  la  de  prevenir  los  fraudes 
que  el  procesado,  puesto  en  libertad,  puede  ejecutar,  para  de- 
jar ilusorio  el  resultado  del  juicio.  —  T.  6,p.  321 . 

—  Vencido  el  término  de  la  obligación  del  fíador  de  cárcel 
segura,  no  puede  aquella  hacerse  extensiva  á  lo  juzgado  y  sen- 
tenciado. —  T.  6,  p.  410. 

—  No  existiendo  justa  causa,  no  se  puede  ordenar  la  mejora  de 
una  garantía  aceptada  por  las  partes.  —  T.  8,  p.  84. 

—  La  dada  para  responder  ante  los  tribunales  del  país,  por  el 
obligado  ausente  en  el  extranjero,  y  de  mancomum  et  in  soli- 
dum  con  éste,  no  puede  tener  otro  objeto  que  facilitar  al  acree- 
dor en  el  país,  el  cobro  de  su  crédito,  siendo  éste  probado,  en 
la  persona  y  bienes  del  fiador.  —  T.  8,  p.  424. 

—  El  que  ha  salvado  un  buque  y  está  en  posesión  de  él,  no 
puede  exigir  la  fianza  prevenida  por  el  artículo  1444  del  Códi- 
go de  Comercio  antiguo;  pero  tiene  el  derecho  de  seguir  en  su 
posesión,  mientras  no  se  otorgue  dicha  finza.  — T.  11,  p.  331. 

—  No  es  bastante  que  el  fiador  renuncie  la  fianza  para  que 
quede  exonerado  de  ella^  si  no  consta  el  consentimiento  del 
fiado,  y  aquel  en  cuya  garantía  se  ha  constituido  la  fianza, 
consiente  en  la  renuncia  con  la  calidad  de  sustituirse  por  otra 
fianza.  —  T.  12,  p.  434. 

—  Presentando  el  vendedor  los  títulos  legítimos  y  suficientes 
de  la  cosa  vendida,  no  puede  obligársele  á  prestarla  fianza  es- 
tablecida en  el  artículo  1425,  Código  Civil.  —  T.  12,  p.  446. 

—  Las  fianzas  que  es  necesario  dar  en  los  manifiestos  de  la 
aduana,  por  todas  las  introducciones  á  plazo,  deben  ser  de 
mancomum  et  in  solidum,  á  fm  de  poder  gozar  del  plazo  para 
el  pago  de  los  derechos  (art.  118  y  119,  Ord.  ant.).  —  T.  13, 
p.  288. 
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Fianxa.  —  En  las  obligaciones  á  plazo,  el  acreedor,  aunque  no 
haya  exigido  fianza  del  deudor  al  celebrarse  el  contrato,  puede 
exigírsela  si,  después  de  celebrado,  se  disminuyera  por  algún 
accidente  su  responsabilidad  (art.  2003,  Cód.  Giv.).  -~  T.  H, 
p.  248. 

—  Cuando  por  la  sentencia  en  el  juicio  de  apremio,  éste  se 
mande  llevar  adelante,  el  acreedor^  antes  de  hacérsele  el  pago, 
está  obligado,  si  el  deudor  lo  exigiere,  á  asegurar  con  fianza 
idónea,  las  resultas  del  juicio  que  éste  pueda  intentar  contra 
el  título  de  acreedor  (art.  321,  Ley  Proc).  —  T.  45,  p.  457. 

—  Es  admisible  la  de  juzgado  y  sentenciado,  para  dejar  sin 
efecto  la  prohibición  impuesta  al  procesado  de  salir  de  la 
ciudad.  —  T.  46,  p.  H8. 

—  Las  palabras  liso  y  llano  pagador,  empleadas  en  un  docu- 
mento de  fianza,  constituyen  al  fiador  en  pagador  principal, 
y  le  priva  del  beneficio  de  excusión  (art.  2005,  Cód.  Civ.). 
—  T.  17,  p.  439. 

—  Una  carta  de  fianza  sobre  alquilei*es  de  una  casa,  se  entien- 
de extendida  á  favor  del  propietario  y  no  de  quien  firma  por  él 
exigiéndola.  —  T.  18,  p.  483. 

—  Cuando  las  fianzas  que  presente  el  asegurado  no  sean  sufi- 
cientes, ajuicio  del  tribunal,  para  responder  del  valor  del  se- 
guro, no  debe  éste  serle  entregado.  —  T.  19,  p.  260. 

-—  Es  justa  la  mandada  otorgar  para  responder  á  los  daños  y 
perjuicios,  que  pudieran  originarse  con  la  inhibición  decreta- 
da bajo  la  responsabilidad  del  solicitante.  —  T.  24,  p.  144. 

—  La  prestada  con  motivo  de  un  embargo,  no  puede  chance- 
larse  mientras  dure  el  juicio  de  tercena  de  dominio  deducida 
sobre  los  bienes  embargados.  —  T.  27,  p.  222. 

—  La  de  resultas  de  un  juicio  ejecutivo,  debe  quedar  subsis- 
tente hasta  que  se  concluya  por  su  liquidación  final  (art.  279, 
Ley  Proc).  —  T.  30,  p.  152. 

—  Afianzada  la  obligación  principal,  se  entienden  afianzados 
también   los  intereses  (art.  1997,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  677. 
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Fianza.  —  La  fianza  por  derechos  de  aduana,  prestada  en  do- 
cumento presentado  al  administrador  de  rentas  y  que  ha  sido 
aceptada  por  decreto  recaído  al  pie  de  dicho  documento,  no 
necesita  de  otra  escrituración,  para  poderla  hacer  efectiva 
(art.  4H,112yH3,  Ord.;  art.  1987  y2006,  Cód.  CivJ.  —  T.  39, 
p.  412. 

—  La  fianza  por  la  obligación  contraída  por  una  mujer  casada, 
sin  la  venia  marital,  es  válida;  y  el  fiador  es  responsable  por 
los  perjuicios  procedentes  de  su  falta  de  cumplimiento.  (El 
art.  518  del  Cód.  Cív.  establece  que  las  obligaciones  naturales 
que  no  confieren  acción  civil,  son  susceptibles  de  afianzarse, 
siendo  válidas  las  fianzas,  hipotecas,  prendas  y  cláusulas  pe- 
nales constituidas  para  seguridad  de  las  obligaciones  naturales. 
Es  de  este  género,  la  contraída  por  la  mujer  casada  en  los  ca- 
sos que  necesita  autorización  del  marido,  segán  el  inc.  I'',  art. 
515,  Cód.  Civ.).  —  T.  42,  p.  228. 

—  La  garantía  del  pago  del  flete,  representada  por  el  precio  de 
las  mercaderías  vendidas,  puede  ser  substituida  por  fianza  bas- 
tante. —  T.  43,  p.  361. 

—  Todo  embargo  puede  ser  sustituido  por  fianza  suficiente  (art. 
1115  y  1250,  Cód.  Com.  aut.;  y  958  y  1083  del  nuevo).  —  T. 
43,  p.  367. 

—  Consentido  el  auto  que,  para  garantir  los  gastos  de  la  con- 
traparte en  las  diligencias  probatorias  extraordinarias,  manda 
hacer  un  depósito  de  dinero^  no  puede  pedirse  que  éste  sea 
sustituido  por  una  fianza  (art.  95,  inc.  2°,  Ley  Proc).  —  T.  45, 
p.  348. 

—  La  fianza  exigida  por  el  artículo  870  del  Código  de  Comer- 
cio, puede  ser  substituida  por  otra  garantía  suficiente  ajui- 
cio del  juez  (art.  2000,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  321 . 

—  Debe  ser  considerada  suficiente^  á  efecto  de  substituir  la  fian- 
za exigida  por  el  artículo  870  del  Código  de  Comercio,  la 
garantía  constituida  por  el  embargo  del  titulo  de  propiedad 
del  buque,  y  de  la  póliza  de  seguro  por  su  viaje  de  ida  y  vuelta, 
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por  una  suma  superior  á  la  de  los  créditos  reclamados.  —  T. 
48,  p.32r 

Fianza.  —  Ofrecida  espontáneamente  por  el  demandado  la  fianza 
de  resultas,  debe  ésta  ser  otorgada  por  un  fiador  á  satisfac- 
ción del  juzgado,  cuando  no  se  conoce  la  responsabilidad  de 
aquél.  —  T.  54,  p.  307. 

—  Consentido  el  embargo  preventivo  decretado  bajo  la  respon- 
sabilidad del  actor,  no  puede  exigirse  que  éste  afianze  dicba 
responsabilidad,  si  no  se  prueba  que  ha  cambiado  de  estado, 
de  fortunaóde  domicilio  (art.2002.  Cód.  Civ.).  — T.55,  p.352. 

—  La  prevista  por  los  artículos  111  y  1 1 2  de  las  Ordenanzas  de 
aduana,  que  no  ha  sido  aceptada  ni  escriturada^  no  es  título 
hábil  para  ejecutar  al  fiador,  y  mucho  menos  por  las  respon- 
sabilidades que  surgen  de  un  contrabando  cometido  por  el  fia- 
do (art.  1004,  Cód.  Civ.  La  aceptación  tácita  que  se  presupone 
por  la  aduana,  no  puede  suplir,  en  el  caso,  la  falta  de  escritura 
exigida  por  la  ley,  para  el  perfeccionamiento  del  contrato,  con 
sujeción  á  los  art.  976,  977  y  1183,  Cód.  Civ.).  —  T.  55,  p.  397. 

—  Entre  la  ley  antigua  de  aduana  que  permitía  la  entrega  de  las 
mercaderías  retenidas  bajo  fianza  personal,  y  la  nueva  que  exi- 
ge el  depósito  de  su  valor,  es  aplicable  esta  última,  si  la  fianza 
personal  acordada  anteriormente,  no  llegó  á  hacerse  efectiva. 
—  T.57,  p.  79. 

—  El  embargo  trabado  á  requisición  de  tercero  sobre  la  cosa 
vendida,  con  posterioridad  al  contrato  de  venta,  obliga  al  ven- 
dedora dar  fianza,  si  exige  su  cumplimiento  al  comprador  (art. 
1179  y  1425,  Cód.  Civ.),  —  T.  58,  p.  160. 

—  Con  arreglo  á  la  ley  especial  de  la  materia,  la  Dirección  ge- 
neral de  ferrocarriles  no  está  obligada  á  afianzar  las  resultas 
del  juicio  ordinario  para  percibir  el  importe  de  multas,  cobrado 
por  la  vía  de  apremio.  —  T.  61 ,  p.  222. 

—  Véase  :  Apelable:  Ejecución;  Escrituración;  Fletamento ; Letra 
de  cambio;  Nulidad;  Patente  de  invención;  Sociedad, 

Fiansa  carcelera.  —  El  fiador  carcelero  no  está  obligado  á  pa-« 
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gar  la  pena  sino  cuando  no  se  presenta  el  reo  á  requisición  del 
juez»  porque  de  otro  modo  seria  ilusorio  el  derecho  de  librarse 
de  la  cárcel  por  medio  de  fianza  carcelera,  por  la  dificultad  de 
encontrar  quien,  á  pesar  de  la  presencia  del  reo,  se  sometiera 
voluntariamente  á  soportar  la  pena.  —  T.  7,  p.  368. 

Fianza  carcelera.  —  La  obligación  de  pagar  lo  juzgado  y  senten- 
ciado en  las  fianzas  carceleras,  se  pone  como  pena  de  no  cum- 
plir la  obligación  de  presentar  al  fiado  en  la  cárcel  (leyes  24, 
tít.  19,  part.  3>;  y  46,  tit.  4,  part.  7»).  Cumpliéndose  esta  obli- 
gación, el  fiador  tiene  derecho  á  pedir  que  se  cancele  la  fianza. 
—  T.  7,  p.  368. 

—  Véase  :  Fiador  ;  Fianza. 

Fianza  solidaria.  —  Reconociéndose  que  es  comercial  la  obli- 
gación contenida  en  un  pagaré,  es  forzoso  reconocer  que  una 
fianza  prestada  sobre  ella,  es  solidaria  por  ministerio  de  la  ley, 
aun  cuando  no  se  hubiese  expresado.  Carece  de  importancia 
el  hecho  alegado  por  el  fiador  y  negado  por  el  acreedor,  de  que 
éste  agregó  después  de  recibido  el  pagaré  y  sobre  la  firma  del 
fiador,  la  cláusula  c  afianzo  de  mancomum  et  in  solidvmi^  (art. 
6H,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  22,  p.  436. 

—  Véase  :  Fianza. 

Filiación  natural.  —  El  embarazo  contraído  en  la  edad  de  33 
años,  la  vida  intachable  llevada  por  la  madre  hasta  esa  edad, 
el  haber  sido  únicamente  visitada  por  el  demandado,  los  con- 
sejos dados  por  éste  para  ocultar  el  embarazo,  el  parecido  fí- 
sico del  hijo  con  el  presunto  padre,  la  opinión  pública  afirma- 
da por  quince  testigos  intachables  y  no  contradichos,  son  he- 
chos precisos  y  concordantes  que  inducen  á  declarar  la  filiación 
natural,  habiéndose  probado  el  nacimiento  del  hijo  y  el  estado 
libre  y  sin  impedimento  de  los  padres.  —  T.  30,  p.  US. 

—  En  la  demanda  sobre  ella,  entablada  por  la  madre,  es  la  na- 
cionalidad de  ésta,  y  no  la  de  los  hijos,  que  debe  tenerse  en 
cuenta  para  determinar  la  competencia  de  la  justicia  federal. 
—  T.  34,  p.  275. 
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Filiación  natural.  —  Véase  :  Posesión  de  estado ;  Prueba. 

Firma*  —  Reconocida  la  de  un  instrumento  privado,  queda  tam- 
bién reconocido  el  cuerpo  del  documento,  y  tiene  fuerza  de 
instrumento  público,  sino  se  justifican  las  excepciones  opues- 
tas de  falsedad  é  inhabilidad  del  titulo  (art.  4026  y  4038,  Cód. 
Civ.)-  —  T.  44,  p,259. 

—  El  articulo  4494  del  Código  de  Comercio  antiguo,  debe  in- 
terpretarse con  arreglo  ¿  la  doctrina  del  articulo  4043  del  Có- 
digo Civil.  —  T.  44,  p.  348. 

-*  Llamada  una  de  las  partes  á  reconocer  la  firma  puesta  al  píe 
de  un  documento,  y  haciéndolo  de  una  manera  evasiva  ó  am- 
bigua, se  debe  dar  por  reconocida  aquella  (art.  445,  Ley  Proc). 
—  T.  45.  p.  453. 

—  Reconocida  ella,  (^ueda  también  reconocido  el  contenido  del 
documento  (art.  4028,  Cód.  Civ.).  —  T.  45,  p.  153. 

—  La  puesta,  sin  imponerse  del  documento  al  cual  se  puso,  im- 
porta una  negligencia  grave,  cuyas  consecuencias  deben  impu- 
tarse al  firmante  ó  al  que  le  mandó  firmar.  —  T.  34,  p.  444. 

—  Debe  estimarse  por  reconocida  la  firma,  si  la  parte  que  la  ne- 
gó no  concurre  al  comparendo  de  comprobación  del  documen- 
to, después  de  haber  sido  debidamente  citada  (art.  457,  Ley 
Proc).  —  T.  59,  p.  324. 

Fiscal.  —  £1  oficio  fiscal  tíe^ne  por  su  naturaleza,  el  exclusivo 
objeto  de  pedir  la  observancia  y  aplicación  de  la  ley  al  caso 
que  se  controvierte.  No  goza  de  mayores  privilegios  y  preroga- 
tivas  que  los  demás  interesados  en  el  juicio.  — T.  46,  p.  240. 

—  Véase:  Costas. 

Fiscal  ad-hoc.  —  En  caso  de  impedimento  del  fiscal  titular,  el 
juez  de  sección  puede  nombrar  fiscal  ad-hoc  A  un  abogado  de 
la  matrícula  (art.  45,  ley  de  46  de  octubre  de  4862).  —  T.  21, 
p.  383. 

—  El  nombrado  en  juicio  seguido  entre  particulares,  debe  limi- 
tar su  intervención  á  las  funciones  propias  de  su  ministerio, 
entre  las  cuales  no  está  la  de  pronunciarse  sobre  el  derecho 
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que  reciprocamente  se  atribuyan  las  partes.  Por  los  trabajos 
que  haya  hecho  á  este  respecto,  no  puede  cobrar  honorarios  al 
fisco.  —  T.  59^  p.  423. 

Fiscal  de  Estado.  —  La  personería  del  fiscal  de  estado  de  la 
provincia  de  Buenos  Aires^  para  entablar  un  juicio  en  su  nom- 
bre^ queda  justificada  por  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo  de  la 
misma,  encargándole  la  gestión  de  aquella.  —  T.  53,  p.  75. 

—  Véase  :  Personería, 

Fisco.  —  Por  sus  créditos  contra  un  particular,  no  tiene  obli- 
gación de  entraren  concurso  ni  sufrir  moratorias.  — T.  17^ 
p.  64. 

—  Responde,  en  caso  de  pérdida  de  mercaderías,  por  lo  que 
existe  en  las  copias  de  factura  para  depósito  (art.  306,  Ord. 
ant.).  —  T.  17,  p.  496. 

—  Por  sus  créditos,  no  tiene  obligación  de  entrar  en  concurso 
ni  sufrir  moratorias  (art.  1697,  Cód.  Gom.  ant.).  -^  T.  18,  p. 
284. 

Fisco  Nacional.  —  Todas  las  cuestiones  cuya  resolución  pueda 
afectarle,  son  de  la  competencia  de  los  tribunales  de  la  Nación 
(inc.  S'»  y  6^  art.  2,  Ley  Jurisd.).  —  T.  42, p.  206. 

Fletador.  —  En  caso  de  renuncia  al  contrato  de  fletamento,  el 
fletador  debe  pagar  la  mitad  del  flete  y  gratificación  (art.  1248, 
Cód.  Com.  ant.),  —  T.  8,  p.  105. 

—  En  los  viajes  de  ida  y  vuelta,  cuando  el  fletador  renuncia  al 
contrato,  debe  sólo  pagar  la  mitad  del  flete  de  ida.  El  importe 
de  dicha  mitad  debe  pagarse  al  renunciarse  al  contrato,  y  la  tar- 
danza en  el  cumplimiento  de  esta  obligación,  impone  la  de  pa- 
gar los  intereses  desde  el  día  de  la  demanda  (art.  707  y  1248, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  405. 

—  El  fletador  de  un  buque  que  firma  los  conocimientos,  expre- 
sando que  el  flete  será  pagado  por  el  consignatario  de  la  carga, 
garante,  cuando  menos,  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraídas  á  favor  del  fletante.  —  T.  9,  p.  494. 

—  No  puede  subrogar  á  otra  persona  en  sus  obligaciones  de  tal. 
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si  el  contrato  de  fletamento  no  contiene  cláusula  que  autorice 
la  subrogación.  —  T.  M,  p.  397. 

Fletador.  —  £1  de  un  buque  puede  subfletarlo,  sin  perjuicio  de 
los  derechos  del  capitán  contra  el  primer  contratante  (art. 
4234,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  12,  p.  397. 

—  El  de  un  buque  por  entero  y  por  cantidad  fija,  puede  subfle- 
tarlo  de  su  cuenta  (art.  1234,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  49,  p.  44. 

—  En  el  caso  de  no  cumplimiento  de  contrato  por  falta  délos 
fletadores  y  de  haber  el  fletante  tomado  carga,  aquellos  deben 
pagar  la  diferencia  entre  el  flete  estipulado  y  el  producido,  con 
los  intereses  desde  eldia  de  la  demanda.  —  T.  56,  p.  250. 

—  Establecido  en  la  póliza  que  el  buque  fuera  aprobado  por  el 
agente  de  seguros,  los  fletadores  no  pueden  rehusarse  á  cum- 
plir el  contrato^  una  vez  verificada  la  inspección  y  hechas  las 
composturas  ordenadas  por  el  agente  á  su  satisfacción.  — 
T.  56,  p.  250. 

—  Véase :  Sobreestadías, 

Fletamento.  —  La  fianza  que  se  manda  dar  á  los  cargadores  ó 
consignatarios  por  el  artículo  4415  del  Código  de  Comercio 
antiguo,  tiene  por  objeto  garantir  para  todo  evento  á  los  capi- 
tanes, el  cobro  íntegro  de  los  fletes  que  se  les  adeuda  al  tiempo 
de  la  descarga;  y  debe  extenderse  á  todo  lo  que  ellos  preten- 
den. —  T.  4,p.  412  y  416. 

—  El  flete  estipulado  en  chelines  y  pagadero  en  Buenos  Aires, 
debe  pagarse  en  la  misma  moneda  de  chelines,  ó  su  equivalente 
con  arreglo  á  la  ley  sobre  correspondencia  de  valores  de  la 
moneda  en  curso  legal,  sin  descuento  alguno.  —  T.  3,  p.  467. 

—  La  práctica  de  pagarse  los  fletes  con  arreglo  al  cambio  de  la 
plaza  de  Buenos  Aires  sobre  Inglaterra,  es  absurda  y  abusiva 
cuando  no  se  trata  de  un  contrato  de  cambio,  y  se  cobra  en 
Buenos  Aires  lo  que  debe  pagarse  allí.  —  T.  3,  p.  467. 

'-  Una  póliza  de  fletamento,  sin  fletador,  es  nula.  —  T.  5,  p. 
433. 

—  No  hay  acción  posible  entre  el  fletante  y  el  fletador  de  un 
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buque,  si  do  se  acompaña  á  la  denj^anda  un  ejemplar  del  co- 
nocimiento (art.  1244,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  339. 

Fletamento.  —  Un  contrato  escrito  de  fletamento,  puede  ser 
modificado  verbalmente^  en  cuanto  al  tiempo  señalado  para  la 
carga.  —  T.  6,  p.  404. 

—  En  el  contrato  de  fletamento,  el  fletante  no  puede  exigir  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  contraídas  por  el  fletador, 
sin  haber  previamente  cumplido  las  que  contrajo  por  su  parte. 
—  T.7,  p.  467. 

—  La  declaración  de  quedar  nulo  el  contrato  de  fletamento  vi- 
gente,  hecha  por  el  fletador,  importa  la  renuncia  al  contrato 
(art.  4248,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,p.  405 

—  Este  contrato  impone  obligaciones  reciprocas,  y,  por  consi- 
guiente, para  exigir  una  parte  de  la  otra,  el  cumplimiento  de 
sus  obligaciones^  debe  haber  cumplido  con  las  que  el  contrato 
le  imponía,  y  no  puede  demandar  ante  un  tribunal  al  otro  con- 
tratante, sin  someterse  á  la  jurisdicción  del  mismo  para  la  de- 
cisión de  las  acciones  que  contra  ella  se  deduzcan.  —  T.  9, 
p.  486. 

—  Demandando  el  capitán  ante  el  juzgado  de  sección  por  el  co- 
bro de  flete,  el  consignatario  de  la  carga  debe  contestar  ante  el 
mismo  juez  la  demanda  de<lucida  por  éste,  por  daños  y  perjui- 
cios provenientes  de  falta  de  cumplimiento  al  contrato  de  fle- 
tamento. —  T.  9,  p.  486. 

—  Tratándose  de  un  contrato  de  fletamento  que  debe  tener  eje- 
cución en  la  República^  debe  juzgarse  por  nuestro  Código  de 
Comercio  antiguo  (art.  4260)  aun  cuando  se  estipule  en  país 
extranjero.  —  T.  9,  p.  486. 

—  Comprometiéndose  el  cargador  de  mercaderías  á  bordo  de 
uñ  buque,  á  pagar  una  suma  de  dinero  al  recibo  de  esas  mer- 
caderías, la  obligación  no  puede  hacerse  efectiva  con  la  entre- 
ga de  una  parte  de  la  carga  solamente.  El  derecho  del  fletante, 
en  este  caso,  se  limita  á  exigir  fianza  ó  depósito  por  el  importe 
total  de  la  deuda  (art.  4445,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  547. 
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Fletamento.  —  En  un  contrato  de  fletamento  de  un  buque  en 
que  se  conviene  que  todos  los  gastos  de  éste  serán  por  cuenta 
del  fletador,  no  pueden  los  consignatarios  en  el  puerto  de  la 
descarga,  exigir  del  capitán  el  pago  de  los  gastos  hechos.  — 
T.  9,  p.  555. 

—  El  contrato  de  fletamento  de  un  buque  debe  probarse  por  es- 
crito (art.  1185,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  191 . 

—  Las  condiciones  no  insertas  en  él  deben  considerarse  como 
no  existentes,  y  la  no  ejecución  de  ellas  no  importa  violación 
del  contrato(art.  1185y  1186,  Cód.  Coro,  ant.).— T.  14,  p.d15. 

—  No  presentándose  póliza  de  fletamento  ni  conocimiento  de 
la  carga,  no  puede  darse  al  contrato  de  fletamento  en  la  exten- 
sión de  sus  obligaciones,  otra  importancia  que  aquella  que  la 
equidad,  el  uso  y  la  ley  le  atribuyen.  En  este  caso  debe  consi- 
derarse el  fletante  haber  cumplido  de  buena  fe  el  contrato  de 
fletamento,  si  con  arreglo  al  uso  diario  del  comercio  local  ha 
trasbordado  en  un  punto  de  su  viaje  y  en  circunstancias  de 
buen  tiempo,  las  mercaderías  recibidas  en  un  lanchón  seguro 
para  conducir  al  lugar  de  su  destino;  ni  pueden  imputársele 
los  hechos  sucesivos,  porque  el  hecho  de  cumplir  fielmente 
una  obligación  no  puede  ser  generador  de  nuevas  obligaciones 
para  el  que  lo  ejecuta  (art.  1192  y  1193,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  14,  p.234. 

—  £1  artículo  1257  del  Código  de  Comercio  antiguo,  no  es  apli- 
cable cuando  ha  sido  fletada  toda  la  bodega  de  un  buque  por 
una  suma  determinada,  sin  expresarse  la  especie  de  carga  con 
que  debe  ser  ocupada.  —  T.  14,  p.  470. 

—  El  arriendo  y  fletamento  de  un  buque,  debe  probarse  por  es- 
crito (art.  194  y  1185,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  16,  p.  114. 

—  No  interviniendo  los  cargadores  en  el  contrato  primitivo  de 
fletamento,  lii  habiendo  tomado  á  su  cargo  las  obligaciones 
contenidas  en  la  póliza,  no  puede  invocarse  contra  ellos  las 
cláusulas  y  condiciones  especiales  de  dicho  contrato  (art.  1195, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  19,  p.  41. 


—  439  —  FLE 

Fletamento.  —  El  contrato  de  fletaniento  es  la  ley  entre  el  car- 
gador y  capitán  (art.  209,  Cód.  Gom.  ant.).  —  T.  24,  p.  290. 

—  En  el  caso  de  fletamento  y  subfletamento  de  un  buque,  los 
derechos  y  obligaciones  del  cargador  se  rigen  por  el  contrato  de 
subfletamento.  ^T.  24,  p.  411. 

—  El  articulo  121'!  del  Código  de  Comercio  antiguo,  se  refiere 
al  fletante  y  fletador  y  éstos  solamente  tienen  el  derecho  de 
aceptar  ó  no  los  documentos  que- se  acompañen  á  la  demanda. 
—  T.  24,  p.  414. 

—  Su  póliza  debe  acompañarse  á  la  demanda  por  estadías;  pero 
cuando  no  se  ha  acompañado  por  hallarse  en  poder  del  traduc- 
tor, habiéndose  así  manifestado  y  ofrecido  presentarla  una  vez 
traducida,  no  puede  ser  rechazada  por  ser  tardía  su  presen- 
tación en  juicio.  —  T.  28,  p.  378. 

—  Hecho  un  contrato  de  fletamento  para  recibir  carga  á  la  bre- 
vedad posible,  y  excusándose  el  capitán  de  hacerlo  por  el  es- 
tado d(i  innavegabilidad  del  buque,  ni  ofreciéndose  por  éste 
otro  buque  en  tiempo  y  en  igualdad  de  condiciones,  existe 
violación  de  contrato,  y  procede  la  aplicación  de  la  multa  con* 
venida  como  garantía  de  su  ejecución  (art.  290,  Cód.  Com.  ant.; 
art.  654,  Cód.  Civ.).  —  T.  36,  p.  343. 

—  El  conforme  á  una  cuenta  de  fletes,  puesto  por  persona  no 
autorizada,  no  es  prueba  suficiente  para  dejar  comprobado  el 
contrato  de  fletamento.  — T.  53,  p.  251. 

—  Véase  :  Buque;  Capitán;  Competencia;  Conocimiento;  Corre- 
dores; Descarga ;  Pago;  Prueba, 

Fletante.  —  Es  obligación  de  éste,  entregar  toda  la  carga.  —  T. 
7,  p.  167. 

—  Ajustándose  el  flete  á  tanto  por  tonelada,  el  fletante  no  pue- 
de exigir  el  flete  correspondiente  de  peso  no  entregado.  —  T. 
9,  p.  494. 

—  Las  convenciones  de  las  partes  son  ley  para  los  contrayentes 
y  sus  herederos;  por  consiguiente,  aunque  en  principio  general 
el  fletante  está  obligado  á  la  entrega  de  la  cosa  fletada  ó  al  pa- 
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go  de  su  equivalente  y  los  daños  sufridos  en  caso  de  pérdida, 
estas  obligaciones  se  desvirtúan  por  el  pacto  contenido  en  la 
cláusula  de  ignorar  el  fletante,  el  contenido  y  de  no  responder 
por  más  de  una  onza  de  oro.  — T.  43,  p.  449. 

Fletante.  —  Justificada  la  entrega  de  las  mercancías  á  los  repre- 
sentantes ó  consignatarios  del  fletador,  el  fletante  tiene  dere- 
cho perfecto  para  dirigirse  ejecutivamente  contra  ellos  por  el 
cobro  del  flete  (art.  1487  y  1240,  Cód.  Com.  ant.;  art.  308,  inc. 
4o,  Ley  Proc).  —  T.  44,  p.  85. 

—  Está  en  perfecto  derecho  de  exigir  el  pago  del  flete,  una  vez 
cumplido  por  su  parte  el  contrato  de  fletamento  (art.  4248,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  44,  p.  245. 

—  No  puede  oponerse  á  la  entrega  de  la  carga,  si  no  tiene  man- 
dato expreso  ó  tácito  del  subfletante.  —  T.  24,  p.  444. 

Flete.  —  El  cargador  que  reconoce  la  póliza  de  fletamento,  en  la 
que  se  designa  otra  persona,  como  la  obligada  á  pagar  el  flete, 
no  se  reconoce  deudor  de  éste.  —  T.  7,  p.  489. 

—  Si  durante  el  viaje,  el  capitán  se  ve  obligado  á  hacer  repara- 
ciones en  el  buque  por  caso  de  fuerza  mayor»  el  cargador  está 
obligado  á  esperar  hasta  que  se  haga  la  reparación,  ó  podrá  re- 
tirar sus  efectos,  pagando  el  flete  por  entero  y  demás  gastos 
imputables  á  la  carga.  En  caso  de  quedar  el  buque  inservible 
y  de  no  encontrar  el  capitán  otros  para  fletar  por  su  cuenta, 
debe  regularse  el  flete  en  proporción  de  la  distancia  recorrida 
(art.  4244  y  4 242,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  339. 

—  Un  vale  otorgado  por  flete,  en  términos  absolutos,  prueba  que 
el  flete  debido  ha  sido  pagado  por  entero,  máxime  sí  la  casa 
que  lo  expide  acostumbra  cobrar  los  fletes  con  anticipación.  — 
T.  28,  p.  384 . 

—  La  obligación  de  pagar  el  flete  en  francos,  á  tasa  del  cambio 
sobre  Francia,  en  el  día  de  la  llegada  del  buque,  debe  satisfa- 
cerse en  oro  al  cambio  sobre  Francia  del  día  mencionado  (art. 
3,  Ley  45  0ct.  de  4885).  —  T.  3l,p.  445. 

—  El  precio  del  flete  depositado  para  responder  al  juicio  inicia- 
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do  por  averias,  no  puede  entregarse  libremente  al  consignata- 
rio del  buque,  antes  de  terminarse  dicho  juicio  fart.  1070, '1083 
.    y  1115,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  34,  p.  68. 

Flete.  —  Cuando  no  se  realiza  el  viaje  por  vicio  propio  de  la 
carga,  el  capitán  tiene  derecho  de  cobrar  el  flete  contra  los 
cargadores,  sin  que  éstos  puedan  eximirse  de  la  obligación  de 
pagarlo,  alegando  que  han  transferido  los  conocimientos  á  otra 
persona (art.  1201  y  1252,  Cód.  Com.  ant.;  art.  814,  Cód.  Civ.). 
—  T.  49,  p.230. 

—  Véase:  Carga;  Compensación;  Competencia;  Consignatario; 
Estadías;  Excepciones;  Fletante;  Intereses;  Liquidación;  Pago. 

Foguistas.  —  Estos  son  considerados  como  tripulantes  (Véase  : 
Asistencia  ;  Sueldo).  —  T.  8,  p.  318. 

Fondeadero.  — Véase  :  Buque;  Comiso;  Ejecución. 

Fondos  públicos.  —  Véase :  Pago ;  Suprema  Corte. 

Forma  de  los  actos.  —  Cuando  la  ley  comercial  no  prescribe 
las  solemnidades  que  debe  revestir  un  acto  para  ser  obligato- 
rio, él  puede  ser  ejecutado  en  cualquiera  de  las  formas  que  el 
derecho  común  reconoce  como  válidas.  —  T.  6,  p.  9. 

Fraude.  —  Se  considera  fraudulento,  el  hecho  por  el  que  resul- 
ta que  el  físco  cobre  menos  de  lo  que  le  corresponde  por  la  ley  ; 
pero  ese  hecho  debe  ser  de  la  persona  á  quien  se  imponga  la 
pena  y  no  de  un  tercero,  porque  nadie  puede  suponerse  respon- 
sable por  actos  en  que  no  ha  tenido  participación  (art.  1091, 
Ord.  ant.).  —  T.  7,  p.  196. 

—  La  declaratoria  de  pobreza  pedida  por  el  marido  con  motivo 
del  juicio  de  divorcio  y  separación  de  bienes  antes  de  la  enaje- 
nación, demuestra  que  ésta  ha  sido  en  fraude  de  los  derechos 
de  la  mujer.  El  conocimiento  de  dicha  declaratoria  por  parte 
del  comprador,  y  el  pago  del  precio  hecha  con  la  chancelación 
de  un  crédito  de  mucho  menos  valor,  demuestra  su  complici- 
dad en  el  fraude  (art.  962,  968  y  969,  Cód.  Civ.).  —  T.  24,  p. 
177. 

—  Toda  falsa  manifestación  y  hecho  que  tienda  á  disminuir  in- 
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debidameDte  la  renta,  es  declarado  como  fraude,  y  sujeto  á  las 
penas  prescriptas  por  las  Ordenanzas  de  Aduana  (art.  1025  y 
4026  de  éstas).  —  T.  26,  p.  440. 

Fraude.  —  Las  Ordenanzas  de  Aduana  condenan  los  fraudes  ó 
errores  en  la  manifestación  de  las  mercaderías,  sin  juzgar  in- 
tenciones. —  T.  27,  p.  314. 

—  En  las  Aduanas  de  la  República  es  considerado  como  fraude, 
y  por  consiguiente  materia  de  pena,  toda  falta  de  requisito,  to- 
da falsa  declaración  ó  todo  hecho  que  despachado  en  confian- 
za por  ellas,  ó  que  pudiendo  pasar  desapercibido,  sea  suscep- 
tible de  producir  menos  renta  de  la  que  legítimamente  se  adeu- 
de, cualquiera  que  sea  la  buena  fe  del  autor,  y  habida  consi- 
deración sólo  á  la  existencia  material  del  hecho  de  la  contra- 
vención (art.  1025,  Ord.).  —  T.  41,  p.  120. 

—  Comete  fraude  el  que  omite  expresar  en  el  manifiesto  la  ca- 
lidad del  articulo,  y  consiente  el  aforo  hecho  con  arreglo  á  una 
clasificación  inferior  de  la  que  corresponde.  —  T.  56,  p.  347. 

—  Véase :  Prueba, 

Frutos.  —  No  apareciendo  mala  fe  en  el  demandado,  no  debe 
ser  condenado  á  la  restitución  de  los  frutos  anteriores  á  la  de- 
manda, ni  á  las  costas.  —  T.  20,  p.  315. 

—  Los  percibidos  desde  la  notificación  de  la  demanda  de  rei- 
vindicación, pertenecen  al  propietario.  —  T.  28,  p.  156. 

—  Mandada  por  sentencia  la  entrega  de  un  campo,  sin  haberse 
hecho  lugar  á  la  ampliación  pedida  respecto  de  los  frutos,  pro- 
cede la  prohibición  de  disponer  de  éstos,  pedida  por  un  tercero 
que  reclama  su  propiedad.  —  T.  49,  p.  503. 

Fuentes  de  obligaciones.  —  Las  únicas  son  los  contratos^  los 
cuasi-contratos,  los  delitos,  los  cuasi-delitos  y  la  ley.  —  T. 
14,  p.  364. 

Fuero.  —  El  de  las  causas  civiles  se  determina  por  el  lugar  del 
contrato  ó  por  el  del  domicilio  de  los  demandados.  —  T.  10, 
p.  375. 

—  £1  lugar  donde  debe  tener  su  cumplimiento  el  contrato,  se- 
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gún  lo  indica  la  naturaleza  de  las  obligaciones  en  él  conteni- 
das, es  una  de  las  causas  para  surtir  fuero(art.  ISIS.Cód.  Civ.). 

—  T.  42,  p.  H. 

Fuero.  —  No  habiéndose  elegido  un  domicilio  especial  para  el 
cumplimiento  de  una  obligación,  debe  seguirse  el  fuero  del  reo. 

—  T.  43,  p.  359. 

—  El  de  un  pleito  entre  mandante  y  mandatario,  surge  de  la 
vecindad  de  las  partes  ;  y  siendo  éstas  de  distintas  provincias 
corresponde  ala  jurisdicción  federal.  —  T.  18,  p.  367. 

—  Véase  :  Actor ;  Competencia;  Cumplimiento  de  contrato  ;  Jus-- 
tida  federal. 

Faero  común*  —  Véase :  Capellaníaa, 

Fuero  federal.  —  Véase  :  Apelable  ;  Corporaciones  anónimas  ; 
Domicilio  j  Filiación  natural;  Justicia  federal. 

Fuero  militar.  —  El  delito  cometido  por  un  jefe  del  ejército 
desempeñando  una  comisión  del  servicio,  dentro  del  cuartel 
y  en  presencia  de  la  tropa»  es  un  delito  del  fuero  militar.  —  T. 
4,  p.  225. 

—  Véase  :  Delito  militar;  Jurisdicción  militar. 

Fuero  personal.  —  £1  inciso.  2°  del  artículo  2  de  la  ley  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales  federales,  no  ha 
establecido  más  fuero  personal  que  el  de  vecindad  en  distintas 
provincias  ó  la  distinta  nacionalidad  de  las  partes.  —  T.  4, 
p.  352. 

—  Por  el  artículo  46  de  la  Constitución  Nacional,  y  por  la  ley 
de  Buenos  Aires  de  5  de  julio  de  4823,  fueron  abolidos  los  fue- 
ros personales,  quedando  sujetos  á  la  jurisdicción  de  los  tribuna- 
les de  los  Estados,  los  delitos  comunes  de  los  militares  que  no 
sean  cometidos  dentro  de  los  cuarteles,  en  marcha  ó  en  acto 
de  servicio.  —  T.  9,  p.  533. 

Fuerza.  —  La  amenaza  de  hacer  declarar  culpable  la  quiebra  de 
una  sociedad,  á  que  se  ha  concedido  espera  y  quita,  si  otra  so- 
ciedad ó  el  socio  de  aquella  no  reconocían  una  cuenta  de  deu- 
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da,  no  constituye  contra  ésta  la  excepción  de  fuerza  ó  miedo. 
—  T,  23,  p.  199. 

Fuerza. — No  puede  admitirse  la  existencia  de  fuerza  ó  miedo  en 
una  obligación  que  resulta  contraída  con  voluntad  deliberada 
y  persistente,  y  tácitamente  confirmada  después  de  la  cesación 
del  hecho  en  que  se  funda  la  fuerza  y  miedo  alegados  (art.  941 , 
1058  y  1159,  Cód.  Civ.).  —  T.  57,  p.  349. 

—  Véase:  Rebelión, 

Fuersa  mayor.  —  La  enfermedad  es  causa  de  fuerza  mayor.  — 
T.  8,  p.  34. 

—  Es  caso  de  fuerza  mayor,  la  rotura  de  la  máquina  de  un  vapor 
que  lo  inhabilite  para  cumplir  el  contrato  de  fletamento  (art. 
219  y  220,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  339. 

—  Las  circunstancias  que  no  importan  un  obstáculo  insupera- 
ble al  cumplimiento  de  un  contrato,  no  constituyen  la  excep- 
ción de  fuerza  mayor.  —  T.  11,  p.  193. 

—  Precedida  ésta  de  culpa  del  que  debe  cumplir  el  contrato» 
no  es  admisible  como  excepción  (art.  220,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  11,p.  193. 

—  La  epidemia,  no  habiendo  podido  causar  obstáculos  insupe- 
rables para  el  poder  del  hombre,  á  la  efectuación  de  la  descarga 
de  un  buque,  no  puede  considerarse  como  una  verdadera  fuer- 
za mayor.  —  T.  11,  p.  446. 

—  La  excepción  de  fuerza  mayor  no  es  admisible,  cuando  ésta 
acaece  después  de  haber  caído  en  mora  el  demandado  (art.  320, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  94. 

—  Las  circunstancias  que  importan  un  obstáculo  insuperable 
al  cumplimiento  de  varias  obligaciones  del  mismo  género, 
constituyen  la  excepción  de  fuerza  mayor  para  el  cumplimiento 
de  una  sola.  —  T.  24,  p.  26. 

—  Véase  :  Capitán;  Culpa. 

Faerza  publica.  —  En  los  embargos  á  ejecutarse  en  jurisdicción 
ajena,  no  debe,  en  caso  de  resistencia  de  la  autoridad  local. 
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ocurrirse  inmediatamente  á  la  fuerza  pública,  sino  cometerse 
la  diligencia  al  juez  federal  de  la  sección  correspondiente, 
salvando  siempre  toda  cuestión  de  competencia. — T.  35,  p.  76. 

Faena  publica.  —  Al  encargado  judicial  de  cobrar  los  alqui- 
leres que  se  bailan  en  litigio^  procede  que  se  le  conceda  el 
auxilio  de  la  fuerza  pública  para  el  ejercicio  pacífico  de  su  co- 
metido. —  T.  39,  p.  474. 

Fuga.  —  La  del  procesado  causa  la  suspensión  del  proceso  (art. 
10,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  53,  p.  74. 
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Garantía.  —  La  garantía  de  cuatro  mil  pesos  en  cédulas  hipote- 
carias de  la  serie  F,  debe  entenderse  que  es  por  el  valor  nomi- 
nal de  dichas  cédulas,  y  no  por  el  valor  real,  máxime  si  ha 
sido  consentida  en  ese  concepto  durante  un  período  del  con- 
trato. —  T.  55,  p.  436. 

Garantía  de  contrato.  —  Para  que  haya  obligación  de  que  una 
persona  garanta  el  cumplimiento  de  un  contrato,  debe  existir 
formalmente  un  convenio  entre  ellos  ó  uno  de  los  casos  deter- 
minados por  la  ley.  —  T.  2Í,  p.  290. 

Garantías  constitucionales.  —  Las  acordadas  por  el  articulóos 
de  la  constitución,  no  sufren  menoscabo  por  la  alteración  que 
ocurra  en  las  jurisdicciones  establecidas,  y  atribuyendo  á  nue- 
vos tribunales  permanentes,  cierto  género  de  causas  de  que 
antes  conocían  otros,  cuya  jurisdicción  se  suprime  ó  se  restrin- 
ge. La  interpretación  contraria  serviría  muchas  veces  de  obstá- 
culo á  toda  mejora  en  esta  materia,  obligando  á  conservar  ma-* 
gistraturas  ó  jurisdicciones  dignas  de  supresión  ó  de  reformas. 
—  T.  47,  p.  22. 

—  Los  extranjeros  gozan  en  el  territorio  argentino,  de  garantías 
especiales  de  libertad  y  seguridad,  y  de  todos  los  derechos 
civiles  del  ciudadano,  y^  como  éste,  no  pueden  ser  penados  sin 
juicio  previo  fundado  en  ley  anterior  al  hecho  del  proceso.  — 
T.  28^p.  3\. 

—  Véase  :  Estado  de  sitio ;  Justicia  federal ;  Libertad  de  indus- 
tria: Reglamentación, 
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Garantías  individuales.  —  Los  abusos  que  en  perjuicio  de 
ellas  cometan  los  funcionarios  de  provincia,  deben  castigarse 
con  arreglo  á  las  instituciones  y  por  las  autoridades  locales 
(art.  67, 404  y  405.  Const.  Nac).  —  T.  6,  p.  345. 

Gas.  —  Véase  :  Suministro  de  gas. 

Gastos.  —  Los  necesarios  y  útiles  de  conservación  y  mejora  de 
una  cosa,  tienen  que  ser  satisfechos  por  la  cosa  misma,  sin  per- 
juicio del  derecho  regresivo  del  dueño  contra  el  que  resulte 
obligado  por  la  condenación  de  la  sentencia  (Ley  única,  tít. 
12,  Lib.  4,  Recopilación).  —  T.  12,  p.  124. 

—  Los  hechos  por  el  administrador  y  el  salario  correspondiente, 
deben  ser  pagados  por  aquel  á  cuyo  nombre  se  administra.  — 
T.14,  p.  327. 

Gastos  de  consenración.  —  Véase  :  Depositario. 

Gastos  de  justicia.  —  Los  gastos  de  justicia  hechos  en  el  interés 
común  de  los  acreedores^  tienen  preferencia  respecto  del  im- 
porte del  flete,  sobre  el  crédito  de  préstamo  hecho  sobre  el 
mismo  flete  y  el  de  sueldos  de  la  tripulación  (art.  3900^  Cód. 
Civ.;  art.  1375,  Cód.  Com.).  —  T.  60,  p.  190. 

Gastos  judiciales .  —  Sonde  este  carácter,  los  gastos  por  dere- 
chos de  regulación,  por  diligencias  de  embargos  verificadas 
ante  un  escribano  suplente,  y  por  examen  de  libros  hecho  por 
perito.  —  T.  59,  p.  291 . 

Gastos  procuratorios.  —  Véase  :  Mandante* 

Gerente.  — El  de  una  sociedad,  al  cual  una  cláusula  del  contra- 
to impone  la  obligación  de  presentar  anualmente  un  balance 
de  los  negocios  sociales,  debe  cumplir  con  dicha  obligación. — 
T.  27,  p.  174. 

Gerente  de  banco.  —  £1  gerente  de  un  Banco  particular,  no 
es  de  los  testigos  que  pueden  declarar  por  medio  de  oficio.  — 
T.  24,  p.  49. 

Gestiones  administrativas.  —  La  gestión  de  los  interesados  an- 
te el  gobierno  provincial  para  el  reconocimiento  de  sus  dere- 
chos, no  importa  una  renuncia  de  las  acciones  civiles  corres- 
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'  pondientes,  ante  los  jueces  competentes,  ni  obsta  al  ejercicio  de 
la  jurisdicción  de  la  Suprema  Corte,  una  vez  denegado  adminis- 
trativamente el  derecho  reclamado.  — T.  37,  p.  346. 

Gestiones  administrativas.  —  Véase  :  Juicio, 

Gobernador.  —  Los  gobernadores  de  provincia  son  mandatarios 
de  sus  pueblos,  y  no  pueden  obligarlos  sino  por  los  actos  que 
ejecuten  en  la  esfera  legal  de  sus  atribuciones ;  por  consiguien- 
te, los  excesos  de  poder  de  un  gobernador  responsabilizan  á 
él  personalmente  sin  imponer  á  la  provincia  obligación  alguna. 

—  T.  9,  p.  456. 

—  £1  de  una  provincia,  mientras  dura  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  no  puede  ser  criminalmente  enjuiciado  ante  el  poder 
judicial  de  la  Nación,  sin  que,  por  el  hecho  mismo,  quedase 
comprometida  la  independencia  de  los  poderes  provinciales, 
que  es  esencial  en  el  orden  de  la  constitución  federal.  —  T.  9, 
p.  539. 

—  Para  que  un  gobernador  de  provincia  la  obligue  como  su  re- 
presentante, es  necesario  que  lo  haga  conforme  á  la  constitu- 
ción y  leyes  provinciales ;  porque  no  siendo  asi,  carece  de  los 
competentes  poderes,  y  sus  actos  sólo  pueden  responsabilizar 
á  su  persona.  —  T.  40,p.  59. 

—  Reconocida  por  un  gobernador  la  legalidad  de  una  legislatu- 
ra por  el  hecho  de  elevar  á  ella  su  renuncia,  é  instar  después 
para  su  aceptación,  no  queda  al  arbitrio  del  mismo  descono- 
cerla más  tarde.  —  T.  40,  p.  59. 

—  £1  que  renuncia  su  cargo,  cesa  de  serlo  después  de  acepta- 
da la  renuncia  por  el  poder  competente.  —  T.  40,  p.  59. 

—  Los  contratos  celebrados  por  un  gobernador,  después  de 
aceptada  su  renuncia,  no  pueden  obligar  á  los  poderes  que 
aquel  se  propone  combatir  con  el  objeto  de  volver  á  ejercer 
el  mando  renunciado,  mucho  más  si  del  contrato  se  desprende 
que  la  mente  de  los  contratantes,  fué  subordinar  á  la  realización 
de  ese  objeto,  que  no  tuvo  lugar,  el  cumplimiento  del  mismo. 

—  T.  40,  p  59. 
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Gobernador.  —  Véase  :  Justicia  federal:  Provincia, 

Gobierno  federal.—  No  tiene  potestad  y  jurisdicción  permanente 
sobre  la  guardia  nacional  de  las  provincias  (art  104,  Const. 
Nac).  T-T.  9,  p.  474. 

—  El  y  sus  oficinas  no  pueden  ser  demandadas,  sin  permiso  del 
poder  ejecutivo.  —  T.  15,  p.  347. 

—  No  puede  ser  privado  por  los  tribunales,  de  bienes  que  posee, 
sin  su  consentimiento  y  audiencia  en  forma. —  T.  16,  p.  92. 

—  Los  documentos  de  carácter  nacional  existentes  en  la  escri- 
banía mayor  de  gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  per- 
tenecen al  gobierno  nacional,  y  no  á  los  propietarios  de  dicha 
escribanía.  —  T.  35,  p.  88. 

Gravamen.  —  El  auto  que  no  hace  lugar  á  un  desembargo  pedi- 
do durante  el  curso  de  la  causa^  no  infiere  gravamen  irreparable 
por  la  definitiva.  —  T.  10,  p.  255. 

—  La  reserva  condicional  hecha  en  la  sentencia,  délos  derechos 
que  una  parte  pueda  tener,  no  infiere  gravamen  á  la  otra. 
—  T.  11,  p.  120. 

Guardia  nacionaL  —  El  decreto  de  23  de  enero  de  1868,  del  go- 
bierno de  San  Juan,  no  es  una  modificación,  ni  una  adición  á 
la  ley  nacional  sobre  enrolamiento  de  la  guardia  nacional.  No 
es  contrario  á  la  constitución  y  á  las  leyes  del  congreso,  y  coad- 
yuva á  la  ejecución  de  ellas.  —  T.  6,  p.  179. 

—  El  decreto  mencionado  en  el  sumario  que  precede,  impone 
una  condición  para  la  locación  de  servicios  personales,  cuya 
reglamentación  corresponde  á  los  poderes  provinciales.  —  T. 
6,  p.   179. 

—  La  ejecución  de  las  leyes  de  enrolamiento  pertenece  á  los  go- 
biernos provinciales,  que  en  ello  se  consideran  como  agentes 
del  gobierno  nacional,  y  pueden  castigar  las  infracciones  de  las 
disposiciones  tendentes  á  dicha  ejecución.  —  T.  6,  p.  179. 

—  Su  administración  y  gobierno  corresponde  al  congreso,  cuaji- 
do  está  empleada  en  el  servicio  activo  de  la  nación,  alas  órde- 
nes del  presidente  de  la  República.  No  siendo  así,   y  antes  de 
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ser  moviltsada,  los  gobiernos  de  provincia  son  competentes  pa- 
ra administrarla  y  gobernarla.  — T.  6,  p.  479. 

fhiflírdia  Nacional.  — La  justicia  federal  no  es  competente  para 
conocer  de  las  cuestiones  que  origina  el  decretó  del  gobierno 
de  San  Juan,  fecha  S3  de  enero  die  4868.  —  T.  6,  p.  479. 

—  Su  disciplina  es  prescrípta  por  el  congreso ;  pero  el  nombra- 
miento de  jefes  y  oficiales,  así  como  la  aplicación  de  la  disci- 
plina corresponde  á  las  provincias  (art.  67,  ine.  24,  Const.  Nac). 
—  T.  9,  p.  474. 

—  Véase  :  Enrolamiento;  Gobierno  federal ;  Justicia  federal;  Pro- 
vincia. 

Onerra.  —  En  la  terrestre^  son  inviolables  los  bienes  muebles 
de  particulares,  y  mucho  más  si  pertenecen  á  neutrales.  — 
T.  4,  p.  50. 

—  Puede  atribuirse  á  un  error  inculpable,  el  desconocimiento 
de  los  principios  que  han  mitigado  el  antiguo  carácter  de  la 
guerra.  —  T.  4,  p.  50. 

—  La  interdicción  del  tráfico  entre  los  subditos  de  ios  belige- 
rantes, no  es  una  regla  inmutable,  y  se  modifica  con  frecuen- 
cia, por  los  gobiernos  de  los  Estados  en  guerra. — ^T.  4,  p.  256. 

—  La  regla  á  que  alude  el  sumario  anterior,  fué  modificada  por 
el  gobierno  argentino,  en  guerra  con  el  Paraguay,  por  acuerdo 
de  24  de  noviembre  de  4865,  respecto  del  cargamento  de  unos 
buques,  con  la  sola  condición  de  que  aquel  no  fuera  del  gobier- 
no enemigo.  —  T.  4,  p.  256. 

Guerra  civil.  —  Véase :  Daños  y  perjuicios, 

Onias.  —  Las  no  expedidas  en  forma,  no  prueban  la  transferen- 
cia legítima  de  la  propiedad  de  los  ganados.  —  T.  26,  p.  326. 
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Babeas  corpas.  —  Intentada  la  acción  contra  una  prisión  ilegal, 
con  el  objeto  de  obtener  la  libertad,  el  juez  debe  limitarse  á 
ordenarla  en  el  caso  que  la  prisión  haya  sido  mandada  por  au- 
toridad ó  persona  que  no  esté  facultada  por  la  ley.--  T.  5,  p. 
316. 

—  Habiendo  el  reclamante  obtenido  la  libertad,  cesa  el  objeto 
de  la  demanda,  y  no  es  necesario  dictar  resolución  sobre  ella. 
—  T.  5,  p.  316. 

—  El  recurso  establecido  por  el  articulo  "SO  de  la  Ley  de  Juris- 
dicción, para  garantir  la  seguridad  personal  de  los  que  habi- 
tan el  territorio  de  las  provincias,  contra  las  prisiones  arbi- 
trarias, poniéndola  bajo  el  amparo  inmediato  del  poder  judi- 
cial de  la  nación^  no  puede  ser  invocado  en  los  casos  en  que, 
constando  la  existencia  de  un  delito,  la  prisión  se  ha  ordenado 
con  datos  que  hacen  al  detenido  sospechoso  de  ser  autor  ó 
cómplice  en  su  perpetración ;  porque  pudiendo  servir,  en  tales 
casos,  para  otorgar  la  impunidad  á  los  delincuentes,  se  daría  ú 
aquel  recurso  uii  efecto  contrarío  á  su  propósito,\inmoral,  sub- 
versivo del  orden,  peligroso  para  la  seguridad  que  con  él  se 
ha  querido  garantir  y  que  resulta  siempre  comprometida  por 
la  ejecución  de  crímenes  y  delitos,  que  no  son  reprimidos  con 
las  penas  legales,  y  que  estimulan  su  repetición  con  el  ejemplo 
déla  impunidad.  —  T.  9,  p.  382. 

—  Según  los  términos  del  articulo  20  de  la  Ley  de  Jurisdicción, 
la  facultad  de  la  Suprema  Corte  ó  de  los  jueces  de  sección  á 
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que  respectivamente  se  ocurra,  se  limita  á  decretarla  libertad 
del  recurrente  cuando  no  resulta  justificada  la  prisión,  sin  que, 
en  el  caso  contrario,  pueda  tal  facultad  extenderse  por  inter- 
pretación basta  dar  reglas  de  procedimiento  al  poder  ejecutivo, 
prescribiéndole  lo  que  debe  hacer  respecto  de  presos  que  se 
encuentran  detenidos  bajo  la  responsabilidad  del  mismo  po- 
der ejecutivo.  Tal  extensión  de  aquella  facultad,  no  estando 
expresamente  autorizada  por  la  ley,  sería  contraria  á  la  inde- 
pendencia del  ejecutivo,  que  sólo  de  la  Constitución,  de  las 
leyes  ó  de  su  propio  criterio,  está  obligado  á  deducir  las  reglas 
de  su  procedimiento  en  actos  que  le  son  facultativos  y  de  que 
es  responsable.  En  consecuencia,  el  poder  judicial  no  puede 
reclamar  del  ejecutivo  que  ponga  á  su  disposición  un  presóle- 
gajmente  detenido,  sino  cuando,  tratándose  de  un  delito  some- 
tido al  fuero  nacional,  reclama  al  indiciado  para  su  juzgamien- 
to. —  T.  9.  p.  382. 

Babeas  oorpus. — Puesto  en  libertad  un  individuo  que  reclama 
de  ilegal  su  prisión,  se  archiva  el  expediente.  — T.  9,  p.  528. 

^-  La  prerogativa  consignada  en  el  artículo  20  de  la  Ley  de  Ju- 
risdicción, no  es  extensiva  á  los  militares  presos  como  bombe- 
ros del  enemigo,  ni  á  los  militares  prisioneros  de  guerra.  — 
T.  9,  p.  529  y  53^ 

—  La  prerogativa  establecida  en  el  artículo  20  déla  Ley  de  Ju- 
risdicción, sólo  se  refiere  á  prisiones  ordenadas  por  autoridad 
ó  persona  que  no  esté  facultada  por  la  ley.  —  T.  9,  p.  533. 

—  Es  admisible  este  recurso,  no  resultando  justificada  la  causa 
de  la  prisión.  —  T.  40,  p.  55. 

—  No  procede  este  recurso  cuando  el  solicitante  no  está  detenido 
ni  preso  (art.  20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  19,  p.  494. 

—  La  Cámara  de  Diputados  puede  ordenar  la  prisión  de  un  ciu- 
dadano por  desacato  contra  la  misma  cámara ;  y  contra  esa  or- 
den no  procede  el  recurso  de  /tabeas  corpus.  (La  Constitución 
ha  establecido  la  división  é  independencia  de  los  poderes :  al 
judicial  únicamente  le  ha  conferido  la  facultad  de  juzgaré  im- 


—  i53  —  HAB 

poner  penas;  y  sólo  por  excepción  ha  autorizado  ácada  cámara 
del  Congreso  para  corregirá  sus  miembros.  Esto  es  asi  por  nues- 
tra constitución,  exactamente  lo  mismo  que  por  la  americana; 
y  nadie  puede  negarlo.  Pero  no  se  trata  de  la  jurisdicción  cri- 
minal propiamente  dicha,  ni  del  poder  ordinario  de  imponer 
penas.  Se  trata  simplemente  de  la  represión  correccional  de 
ofensas  cometidas  contra  las  mismas  cámaras,  y  capaces  de 
dañar  é  imposibilitar  el  libre  y  seguro  ejercicio  de  sus  funcio* 
nes.  La  misma  independencia  de  los  poderes,  exige  tal  vez^  que 
no  se  obligue  á  una  cámara,  cuya  autoridad  ha  sido  objeto  de 
un  desacato,  á  esperar  reparación  de  otro  poder.  La  ley  penal 
habilita  sin  duda  á  los  tribunales  para  conocer  en  los  casos  de- 
finidos y  penados,  que  de  otro  modo  escaparían  á  su  jurisdic- 
ción. Pero  de  esto  no  se  sigue  que  la  jurisdicción  de  los  tri- 
bunales excluya  la  que  corresponde  á  cada  cámara.  Podría  du- 
darse sí  se  tratase  de  alguno  de  los  desacatos  enumerados  en 
la  ley.  Pero  no  es  así  en  este  caso,  y  no  es  eso  lo  que  la  Corte 
está  llamada  á  considerar  y  resolver.  La  ley  no  comprende  los 
desacatos  que  consisten  en  la  violación  de  las  disposiciones 
de  una  cámara  respecto  de  sus  sesiones  secretas ;  y  ellos  no 
caen  por  consiguiente  bajo  la  jurisdicción  de  los  tribunales). 
—  T.  49,  p.  231. 

Habeas  corpus.  —  Puesto  en  libertad  el  detenido,  el  juicio  de 
habeos  corpus  se  considera  terminado.  —  T.  34,  p.  140. 

—  Cesado  el  hecho  que  motiva  el  recurso  de  habeas  corpus,  cesa 
la  facultad  del  tribunal  para  pronunciarse  sobre  el  caso.  —  T. 
34,  p.  363. 

—  No  es  admisible  este  recurso  á  favor  de  un  demente,  que  se 
halla  en  el  hospicio  de  dementes  por  orden  y  á  disposición  del 
juez  del  crimen  (art.  20,  Ley  Jurisd.).  —  T.  35,  p.  92. 

—  En  la  República  Argentina,  nadie  puede  ser  mantenido  en 
prisión  sin  orden  escrita  de  autoridad  competente,  ni  por  he- 
chos que  no  hayan  sido  clasificados  de  antemano  como  delitos; 
y  todo  aquel  que  se  halle  restringido  de  cualquier  manera  en 
su  libertad  individual,  puede  ocurrir  por  sí  ó  por  medio  de  sus 
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parientes  ó  amigos  ála  autoridad  judicial  competente,  pidiendo 
que  se  investigue  la  causa  de  su  prisión,  y  en  caso  de  resultar 
ésta  impuesta  por  autoridad  incompetente  por  la  ley  para  dic- 
tarla, se  ponga  al  preso  inmediatamente  en  libertad.  (Las  fa- 
cultades del  Poder  Ejecutivo  en  lo  que  se  refiere  al  manteni- 
miento de  las  relaciones  exteriores  de  la  República  con  las 
potencias  extranjeras,  no  son  contrarias  á  estas  disposiciones, 
que  tienen  por  objeto  garantir  la  seguridad  personal  de  todos 
los  que  habitan  el  territorio  de  la  República,  sean  nacionales 
ó  extranjeros,  contra  prisiones  ilegales,  poniéndolos  inmedia- 
tamente bajo  el  amparo  de  los  tribunales  de  justicia,  y  son  de 
rigurosa  aplicación  en  todos  los  casos,  salvo  aquellos  en  que 
la  Constitución  misma,  por  razones  supremas  de  orden  y  con- 
servación social,  dispone  expresamente  lo  contrario.  Véase: 
Delito  político).  —  T.  43,  p.  321 . 

Habeas  oorpus.  —  El  recurso  de  babeas  corpus  regido  por  la 
ley  de  procedimientos  en  lo  criminal,  no  corresponde  á  la 
jurisdicción  originaria  déla  Suprema  Corte  (tit.  4<>, lib.  4o,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  44,  p.  375. 

—  El  recurso  de  habeas  corpus^  y  los  hechos  que  le  sirven  de 
fundamento,  deben  ventilarse  en  vía  sumaria,  sin  otra  regla 
que  las  discrecionales  propias  de  su  naturaleza  excepcional, 
que  basten  á  llenar  las  condiciones  esenciales  de  todo  juicio. 
Cuando  los  hechos  asi  examinados  convencen  que  los  recla- 
mantes han  sido  alistados  en  el  ejército  en  virtud  de  contratos 
otorgados  bajo  la  presión  de  la  violencia  y  de  la  fuerza,  debe 
ordenarse  sean  puestos  en  libertad.  (ArL  647,  Cód.  Proc.  Crim. 
Con  arreglo  á  este  artículo,  que  tiene  por  objeto  garantir  en  to- 
do el  territorio  de  la  República,  la  seguridad  individual  contra 
toda  prisión  ó  detención  ilegal,  no  puede  fundadamente  poner- 
se en  duda  que  en  el  caso  de  soldados  detenidos  y  alistados  en 
el  ejército  en  virtud  de  contratos  que  se  dicen  obtenidos  y  otor- 
gados bajo  la  presión  de  la  violencia  y  la  fuerza,  que  suprime 
la  voluntad  y  la  libertad  necesarias  para  contratar,  lo  mismo 
que  en  el  caso  de  cualquiera  otra  restricción  ó  violencia  á  la  se- 
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guridad  personal,  procede  plenamente  el  recurso  autorizado 
por  dicho  articulo).  —  T.  46,  p.  83. 

HahejAs  corpas.  —  No  es  procedente  este  recurso  en  el  caso  de, 
un  oficial  de  marina  mandado  arrestar  por  orden  del  jefe  de 
estado  mayor  de  la  armada  (art.  7,  Ley  Junsd.). — T.  48,  p.  92. 

—  La  Suprema  Corte  no  puede  conocer  en  grado  de  apelación  de 
sentencia  pronunciada  en  el  recurso  de  hateas  corpus^  si  hdí&ido 
apelada  después  del  término  de  24  horas  de  notificada  (art.  639, 
Cód.  Proc.  Crim.  El  término  para  apelar  establecido  por  este 
articulo,  es  perentorio).  —  T.  51,  p.  273. 

—  El  recurso  de  habeas  corpus  autorizado  por  la  ley  de  4  4  de  sep- 
tiembre de  4863,  sobre  competencia  de  los  tribunales  naciona- 
les, no  pertenece  al  conocimiento  originario  de  la  Suprema 
Corte.  —  T.  52,  p.  272. 

—  En  los  recursos  de  hcíbeas  corpus  resueltos  por  la  Suprema 
Corte  como  tribunal  de  apelación,  corresponde  al  juez  de  sec- 
ción ordenar  el  cumplimiento  de  la  sentencia  y  dictar  las  me- 
didas necesarias  para  que  ésta  se  lleve  á  efecto  y  no  sea  desa- 
catada (art.  564,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  54,  p.  484. 

—  El  recurso  de  hc^eOrS  corpus  no  procede  cuando  In  restricción 
de  la  libertad  es  el  resultado  natural  de  un  contrato.  Tal  es  la 
detención  en  un  cuerpo  de  linea,  á  consecuencia  de  enganche 
que  aparece  haber  sido  contratado  libremente  (art.  617,  Cód. 
Proc.  Crim.).  —  T.  55,  p.  362. 

—  Ejecutoriado  el  auto  que  admite  este  recurso,  declarando 
ilegal  la  detención  que  lo  motivó,  es  ineludible  la  condenación 
en  costas  contra  el  autor  de  ésta  (art.  644,  Cód.  Proc.  Crim.). 
—  T.  57,  p.  98. 

—  £i  juez  federal  no  es  competente  para  conocer  en  el  recurso 
de  habeos  corpus  deducido  á  favor  de  un  oficial  de  la  guardia 
nacional  no  movilizada,  arrestado  por  orden  del  inspector  de 
milicias  de  la  provincia  por  falta  de  disciplina.  —  T.  60,  p.  427. 

—  No  procede,  cuando  la  orden  de  detención,  arresto  ó  prisión 
procede  de  un  juez  del  crimen  de  la  capital  en  el  ejercicio  de 
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sus  funciones  (art.  618,  inc.  29,  Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  60,  p. 
397. 

Babeas  oorpus. —  Corresponde  á  los  jueces  federales  el  conocí* 
miento  de  las  gestiones  que  se  deduzcan  para  averiguar  la 
causa  déla  detención  de  una  persona,  abordo  de  un  buque 
mercante  de  la  marina  francesa,  que  se  encuentra  en  la  juris- 
dicción territorial  de  la  República  (art.  618,  Cód.  Proc.  Crira.). 
—  T.  62,  p.  60. 

—  No  procede  á  favor  del  preso  por  orden  del  comandante  de 
un  buque  de  bandera  francesa,  por  delitos  cometidos  en  alta 
mar.  (El  derecho  de  gentes  autoriza  á  los  comandantes  de  bu- 
ques donde  se  cometen  delitos,  á  adoptar  las  medidas  precau- 
torias contra  los  presuntos  delincuentes,  hasta  someterlos  á 
sus  jueces  naturales  :  art.  617,  Cód.  Proc.  Crim.). — T.  62,p.60. 

—  Desaparecida  la  causa  [que  motiva  el  recurso  de  habeos  Cor- 
pus, no  corresponde  dictar  resolución.  —  T.  62,  p.  454. 

—  Véase  :  Estado  de  sitio;  Justicia  federal;  Suprema  Corte. 

Habilitación. — Este  contrato  es  sinalagmático,  y  no  puede  fun- 
dar derechos  á  favor  de  una  de  las  partes,  sin  que  ésta  pruebe 
previamente  queha  cumplido  sus  obligaciones.  —  T.  49, p.  99. 

Habilitado.  —  Por  el  hecho  de  entregarse  al  habilitado  de  la  res- 
pectiva Iglesia^  paraque  tengan  la  aplicación  señalada,  los  fon- 
dos votados  en  la  ley  de  presupuesto,  para  el  sostenimiento  del 
culto,  no  cambia  la  naturaleza  de  esos  bienes.  El  habilitado 
procede  en  ese  caso  como  agente  del  poder  ejecutivo  nacional, 
á  quien  compete  la  inversión,  y  quien  podría  hacerlo  por  me- 
dio de  empleados  directamente  nombrados  y  dependientes  de 
él. —T.  10,  p.  282. 

Haciendas*  —  La  conformidad  del  dueño  de  haciendas  inver- 
nadas con  el  hecho  de  habérselas  mandado  el  invernador  v 
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encerrádolas  en  el  corral  donde  aquel  acostumbra  encerrarlas, 
importa  darse  por  recibido  de  las  haciendas  y  releva  al  inver- 
nador de  toda  responsabilidad  por  su  ulterior  extravio.  —  T. 
40,  p.  365. 
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Hecho  criminal.  —  La  apertura  del  paquete  de  la  correspon- 
dencia pública,  es  siempre  un  hecho  criminal  y  la  autorización 
indebida  de  un  empleado  de  correos,  no  puede  justificarla.  — 
T.  <5,  p.  99. 

Hecho  ilícito.  —  Sin  la  violación  de  una  ley  ó  disposición  re- 
glamentaria^ no  hay  hecho  ilícito  pasible  de  pena  (art.  4066, 
Cód.  Civ.).  —  T.  20,  p.  436. 

Hechos.  —  Los  expresados  en  la  demanda  y  no  contradichos  en  la 
contestación,  se  estiman  como  confesados,  siendo  de  tal  natu- 
raleza que  deban  necesariamente  ser  conocidos  por  el  deman- 
dado (art.  86,  Ley  Proc).  —  T.  44,  p.  409. 

—  Los  establecidos  por  el  demandante  y  no  contradichos  por 
el  demandado,  se  toman  como  confesados  por  éste  (art.  86, 
Ley  Proc).  —  T.  Í6,  p.  58. 

—  Los  consignados  en  una  protesta  notificada  al  demandado  y 
repetidos  en  la  demanda  sin  que  sean  contradichos,  se  dan  por 
reconocidos  (art.  86,  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  53. 

—  La  falta  de  contradicción  á  un  hecho  alegado  por  la  con- 
traparte, importa  reconocerlo  (art.  86,  Ley  Proc).  — T.  Í6, 
p.  245. 

—  Los  afirmados  en  la  demanda  y  no  contradichos  en  la  con- 
testación, deben  darse  por  confesos  (art.  86,  Ley  Proc).  — T. 
49,  p.  429. 

—  Los  en  que  se  funda  la  demanda,  no  negados  por  el  deman- 
dado, pueden  ser  declarados  consentidos  por  el  juez  (art.  86, 
Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  438. 

—  No  negados  en  la  contestación  los  hechos  que  fundan  la  de- 
manda, deben  darse  por  reconocidos  (art.  86,  Ley  Proc).  — 
T.  40,  p.  153. 

Hechos  Toluntarios. — Tratándose  de  hechos  voluntarios  pero 
lícitos,  que  causan  daño  á  otro,  el  autor  responde  de  todas  sus 
consecuencias  inmediatas;  de  las  mediatas,  cuando  han  podi- 
do preverse,  y  aun  de  las  casuales,  cuando  ellas  han  debido 
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resultar  según  las  miras  que  se  tuvo  al  ejecutar  aquel  (art.  901 
á  905,  Cód.  Oiv.).  — T.  48, p.  436. 

Heredero.  —  Subsistiendo  en  su  fuerza  la  cesión,  los  herederos 
del  fallido  no  tienen  acción  para  pedir  la  nulidad  ó  rescisión 
de  los  contratos  celebrados  por  aquél  antes  de  la  cesión,  ni  de 
las  transacciones  que  losacredores  cesionarios  hayan  celebra- 
do después,  ni  aun  bajo  el  pretexto  de  haber  existido  dolo  y 
lesión  en  el  contrato.  — T.  7,  p.  224. 

—  El  que  acepta  la  herencia,  sucede  á  su  causante  no  sólo  en 
los  derechos  sino  en  todas  sus  obligaciones,  debiendo  ser  con- 
siderados ambos  jurídicamente  como  una  misma  persona;  y 
tiene  por  consiguiente,  el  deber  desanear  una  venta  hecha  por 
el  causante  (prólogo  y  ley  4,  tít.  6,  part.  6*;  ley  43,  tít.  9, 
part.  7»).— T.  8,  p.  429. 

—  El  que  no  lo  es,  ó  no  ha  aceptado  la  herencia,  ó  no  posee 
bienes  del  deudor,  no  puede  ser  compelido  á  satisfacer  las 
obligaciones  de  aquél.  —  T.  44,  p.  43. 

—  Los  que  aceptan  una  herencia  suceden  á  su  causante  no  sólo 
en  sus  derechos  sino  en  todas  sus  obligaciones  (prólogo  del 
tít.  6,  part.  6-;   ley  43,  tlt.  9,  part.  7»).  —  T.  22,  p.  267. 

—  Véase :  Acción  posesoria. 

Heredero  ab-intestato.  —  Esta  calidad  especialmente  entre  co- 
laterales, sólo  puede  ser  reconocida  y  declarada  por  el  juez  de 
la  sucesión  respectiva,  previos  los  trámites  y  formalidades  le- 
gales; no  puede,  por  consiguiente,  admitirse  una  demanda  en- 
tablada por  el  actor  en  calidad  de  tal  heredero,  sin  haber 
acreditado  la  existencia  de  la  correspondiente  declaratoria  ju~ 
dicial  á  su  favor.  —  T.  45,  p.  387. 

Herencias  transversales. — Véase:  Ley  inconstitucional:  Recurso. 

Hijos.  —  Estos  no  pueden  demandar  sus  bienes  propios  enajena- 
dos por  el  padre,  sin  renunciarla  herencia  de  éste  (ley  24,  tít.  43, 
part.  5»).  —  T.  8,  p.  429;  t.  22,  p.  267. 

Hi|>oteea.  — No  probándose  la  extinción  de  la  deuda,  nopMede 
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pedirse  la  chancelación  de  la  escritura  de  hipoteca  relativa.  — 
T.  3,p.  364. 

[ipoteca. — Sólo  paede  hipotecar  el  dueño  de  un  bien  raíz  ó  su 
apoderado,  con  autorización  especial  para  ello  (leyes  7,  iit.  13, 
part.  5%  y  10,  tít.  33,  part.  7*).  —  T.  9,p.  56Í. 

-  No  es  un  vicio  de  nulidad  en  una  escritura  de  hipoteca,  el 
no  haberse  registrado  dentro  del  término  de  la  ley,  cuando  la 
postergación  proviene  de  imposibilidad  física  y  es  purgada  la 
demora  por  decreto  judicial.  Tampoco  lo  es  el  hecho  de  haber 
sabido  el  acreedor  hipotecario  antes  de  extenderse  la  hipoteca, 
que  su  deudor  tenía  otras  deudas  á  plazo  fijo.  —  T.  44,  p.  HO. 

-  El  simple  certificado  de  un  escribano  declarando  haberse 
tomado  razón  de  una  hipoteca,  no  es  prueba  suficiente  del  ca- 
rácter hipotecario  de  la  escritura  relativa,  máxime  cuando  fal- 
tan en  ella  la  constancia  de  su  registro^  y  la  determinación  de 
los  límites  y  linderos  de  la  finca  que  se  dice  hipotecada  (art. 
3434,  3432  y  3434,  Cód.  Civ.).  —  T.  43.  p.  448. 

-  No  es  válida  contra  los  terceros  la  toma  de  razón  de  hipote- 
ca, verificada  después  que  el  fundo,  que  se  persigue  como  hi- 
potecario, salió  del  poder  del  deudor  (art.  3435,  3438,  3445  y 
3450,  Cód.  Civ.).— T.  43,  p.  448. 

-  La  cláusula  de  afectarse  al  pago  de  una  deuda  los  fondos  de- 
positados en  poder  de  un  tercero,  no  puede  considerarse  ni 
como  hipoteca,  porque  ésta  no  puede  constituirse  sino  sobre 
bienes  inmuebles,  ni  como  prenda  cuando  no  se  entreguen  los 
títulos  al  acreedor,  y  no  se  notifique  la  celebración  del  relati- 
vo contrato  al  depositario.  —  T.  43,  p.  S05. 

-  La  otorgada  por  el  propietario,  y  registrada  antes  de  haber 
éste  firmado  la  escritura  pública  de  propiedad  á  otro,  es  eficaz 
contra  éste,  y  contra  todo  otro  tercero  (art.  3450,  Cód.  Civ.). — 
T.  20,  p.  459. 

-  Vuelve  á  subsistir  si  su  chancelación  ha  sido  hecha  en  vir- 
tud  déla  entrega  del  bien  hipotecado,  que  venga  á  ser  decla- 
rada sin  efecto.  —  T.20,  p.  446. 
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Hipoteca.— El  adquireate  de  una  propiedad  hipotecada,  no  puede 
oponerse  al  embargo  y  venta  de  la  misma,  en  la  ejecución  del 
crédito  hipotecario  seguida  contra  el  deudor.  —  T.  26,  p.  482. 

—  Aun  vendida  en  remate  judicial,  la  propiedad  hipotecada  pasa 
con  el  gravamen,  si  la  venta  se  ha  hecho  sin  citación  del  acree- 
dor hipotecario  (art.  3196,  Cód.  Civ.).  —  T.26,  p.  182. 

—  Resultando  del  contesto  de  la  escritura  la  situación  y  linde- 
ros de  la  fínca  hipotecada,  la  falta  de  mención  de  estos  últi- 
mos en  la  escritura  no  invalida  la  hipoteca  (art.  3431  y  3133, 
Cód.  Civ.).  —  T.  27,  p.  69. 

—  Su  toma  de  razón  después  del  término  legal,  sólo  produce, 
respecto  de  terceros,  el  efecto  de  ser  eficaz  desde  la  fecha 
en  que  se  ha  verificado  (art.  3129,  3136  y  3137,   Cód.    Civ.). 

—  T,  27,  p.  69. 

—  La  otorgada  á  favor  de  un  acreedor  en  fraude  de  otro,  no  da 
á  aquel  mejor  derecho  para  ser  pagado  con  el  precio  de  la  cosa 
hipotecada,  antes  que  éste  (art.  961,  962,  965,  968  y  969,  Cód. 
Civ.).  —  T.  28,  p.  202. 

—  Los  efectos  de  la  inscripción  de  la  hipoteca  respecto  de  ter- 
ceros, se  extinguen  pasados  diez  años  desde  que  se  tomó 
razón  de  ella  en  la  oficina  de  hipotecas.  Las  gestiones  hechas 
para  obtener  el  pago  del  crédito  hipotecario,  si  bien  han  po- 
dido interrumpir  la  prescripción  respecto  de  éste,  no  son  bas- 
tantes para  impedir  la  extinción  de  los  efectos  que  respecto 
de  terceros  atribuye  la  ley  á  la  hipoteca ;  pues  el  único  medio 
de  conservar  aquellos,  es  la  renovación  de  la  inscripción  de 
ésta  en  el  registro  correspondiente  (art.  3135,  3151  y  3197^ 
Cód.  Civ.),—  T.  40,  p.  281. 

—  Los  actos  que  importen  disminución  de  valor  de  la  finca  hi- 
potecada, no  autorizan  el  secuestro  y  desposesión  de  la  misma.- 

—  T.  45,  p.  337. 

—  El  tercer  poseedor  de  la  cosa  hipotecada,  no  verificado  el 
pago  por  el  deudor  dentro  de  tres  días,  debe  abonar  la  deuda 
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ó  abandonarla  cosa  (art.  3163,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.   409. 

Hipoteca. — Según  el  articulo  14  de  la  ley  de  44  de  julio  de  4891, 
de  la  provincia  de  buenos  Aires^  en  caso  de  chancelación,  el 
pago  de  la  obligación  hipotecaria  puede  hacerse  con  los  títulos 
en  él  expresados  por  su  valor  nominal,  sin  limitarse  el  beneficio 
déla  lev  á  los  servicios  atrasados  anteriores  á  la  fecha  de  dicha 
ley.  —  T.49,p.  26. 

—  Esta  es  mayor  garantía  que  el  embargo,  y  puede  constituirse 
por  una  suma  determinada,  sujeta  á  reducción.  —  T.  59,  p.  274. 

—  Pueden  garantirse  con  ella,  los  créditos  eventuales  ó  condi- 
cionales (art.  3453,  Cód.  Civ.),  de  lo  que  se  deduce  que  el 
otorgamiento  de  la  hipoteca  sobre  el  valor  total  del  crédito  que 
demanda  el  acreedor,  no  perjudicaría  al  demandado,  que  en- 
tiende deber  menos,  pues  que  los  efectos  de  la  hipoteca  se  li- 
mitarían, en  el  último  resultado,  á  la  suma  que  en  realidad 
adeude  aquél,  una  vez  que,  haciendo  valer  sus  defensas^  le  fue- 
ren ellas  reconocidas  ó  aceptadas.  —  T.  59,  p.  274. 

—  La  toma  de  razón  de  una  hipoteca  sobre  inmuebles  sitos  en 
un  territorio  nacional,  que  haya  sido  otorgada  ante  un  escri- 
bano de  provincia,  siendo  su  primer  testimonio  y  debidamen- 
te autorizado,  efectuada  con  anterioridad  al  embargo  trabado 
sobre  los  inmuebles  hipotecados  por  otro  acreedor  del  pro- 
pietario, da  al  acreedor  hipotecario  el  derecho  para  ser  pagado 
con  preferencia  sobre  el  producto  de  los  mismos,  aunque  se 
haya  pedido  y  obtenido  la  protocolización  de  la  escritura  hipo- 
caria,  con  posterioridad  á  dicho  embargo  (art.  3437,  3438, 
3444.  3443,  3450  y  3499,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  443. 

—  Véase:   Enajenación;  Locación;  Prirnlegio;  Protocolización. 

Hipoteca  legal.  —  La  administración  de  bienes  comunes  en  los 
que  viene  á  tener  interés  un  menor,  no  produce  hipoteca  le- 
gal sobre  los  bienes  del  administrador  por  el  alcance  de  aque- 
lla^ si  no  se  prueba  que  éste  fué  curador  del  menor  ó  ejerció 
la  administración  en  calidad  de  tal.  —  T.  3,  p.  403. 

Hipoteca  naval.  —  Véase  :  Justicia  federal. 
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[io.  —  El  delito  de  homicidio  voluntario,  perpetrado  con 
motivo  de  la  rebelión,  es  castigado  con  la  pena  ordinaria  de 
muerte  (ley  2,  tít.  8,  part.  7»).  —  T.  7,  p.  356. 

—  En  éste,  sin  la  plena  prueba  del  cuerpo  del  delito^  la  con- 
fesión del  reo  no  es  bastante  para  condenar;  mucho  menos 

cuando  en  la  confesión  contradice  lo  declarado  en  la  inda- 
gatoria. —  T.  9,  p.  48. 

—  El  jefe  que  se  halle  al  frente  de  una  partida  que  fusila  sin 
derecho  á  un  hombre,  es  responsable  de  su  homicidio  (art. 
Í8,  Ley  Penal).  —  T.  9,  p.  252. 

—  El  homicidio  simple  cometido  en  estado  de  embriaguez  y  en 
pelea,  habiendo  habido  provocación  de  una  y  otra  parte^  es 
penado  con  cinco  años  de  trabajos  forzados.  — T.  40«  p.  334. 

—  El  inferir  en  defensa  propia,  una  herida  de  que  resulta  muer- 
to el  agresor,  no  es  un  homicidio  voluntario.  Si  la  agresión 
ha  sido  provocada  con  insultos  por  el  que  infiere  la  herida, 
éste  no  está  exento  de  toda  culpa.  La  culpa  que  resulta  de  la 
provocación  puede  darse  por  compurgada  con  la  prisión  su- 
frida.—T.  44,  p.  353. 

—  En  los  casos  de  homicidio  simple  cometido  en  riña,  la  pena 
que  se  impone  es  la  de  diez  años  de  trabajos  forzados.  — 
—  T.  12,  p.  348. 

—  El  homicidio  cometido  á  consecuencia  de  una  disputa,  en  la 
que  se  han  cambiado  insultos  graves,  ño  apareciendo  en  el 
proceso  nada  que  indique  premeditación  por  parte  de  su  autor, 
debe  calificarse  como  homicidio  simple.  —  T.  42,  p.  367. 

—  En  este  delito,  cuando  la  muerte  sigue  inmediatamente  á  las 
heridas,  la  ley  supone  la  intención  de  matar,  á  menos  que  de 
las  circunstancias  que  rodean  al  hecho,  resulte  lo  contrario, 
cuya  prueba  corresponde  al  reo.  —  T.  46,  p.  244 . 

—  La  muerte  inferida  á  otro  sin  premeditación,  constituye  el 
delito  de  homicidio  simple.  —  T.  24,  p.  337. 

—  El  homicidio  aunque  impremeditado,  pero  que  no  se  veri- 
fica por  caso  fortuito,  ni  sin  culpa  alguna  del  acusado,  es  un 
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homicidio  voluntario  que  debe  ser  castigado  con  pena  extraor- 
dinaria. —  T.  21,  p.  343. 

Homioidio» — El  delito  de  homicidio  voluntario  con  la  circunstan- 
cia atenuante  de  embriaguez  incompleta,  puede  ser  penado  con 
diez  años  de  presidio,  con  descuento  de  la  mitad  del  tiempo  de 
prisión  sufrida  por  el  reo  durante  el  proceso*  —  T.  21,  p.  386. 

—  El  delito  de  homicidio  cometido  sin  premeditación  ni  alevo- 
sía, puede  ser  penado  con  tres  años  de  presidio  (art.  93,  Ley 
penal).  —  T.  41 ,  p.  503. 

—  AT  reo  de  homicidio  alevoso  y  premeditado,  debe  imponerse 
la  pena  de  muerte,  y  al  cómplice  una  menor  (ley  15,  tít.  8, 
part.  7*).  —  T.  22,  p.  415. 

—  El  cometido  en  estado  de  furor,  y  á  consecuencia  de  ofensas 
graves,  es  penado  con  tres  años  de  presidio.  —  T.  24,  p.  401. 

—  El  homicidio  simple  con  provocación  por  parte  de  la  victima, 
es  penado  con  prisión  por  tres  años.  (Se  aplicó  en  este  caso  el 
Código  Penal  de  Buenos  Aires,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  93  de  la  ley  penal  de  1863).  ~  T.  25,  p.  189. 

—  El  homicidio  simple  tiene  la  pena  de  seis  años  de  penitencia- 
ría, con  deducción  de  todo  el  tiempo  de  prisión  preventiva  que 
exceda  de  seis  meses.  —  T.  25,  p.  419. 

—  El  cometido  sin  el  designio  formado  de  antemano  de  dar  una 
muerte  segura,  de  improviso  y  con  cautela,  es  homicidio  sim- 
ple. Su  castigo,  según  el  artículo  196  del  Código  Penal,  que  for- 
ma el  derecho  común  de  las  provincias  y  rige  en  la  Capital,  es 
de  seis  anos  de  penitenciaria  con  disminución  del  tiempo  de 
prisión  sufrida  después  de  los  primeros  seis  meses.  —  T.  26, 
p.  162. 

—  No  probándose  que  la  muerte  cometida  lo  ha  sidu  en  propia 
defensa,  el  hecho  debe  considerarse  como  homicidio  simple,  y 
su  pena  es  la  de  seis  años  de  penitenciaría,  descontándose  el 
tiempo  de  prisión  sufrida,  con  excepción  de  los  seis  primeros 
meses.  —  T.  26,  p.  280. 
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Homicidio.  —  El  perpetrado,  es^cediendo  evidentemente  los  limi- 
tes de  la  defensa,  es  castigado  con  tres  años  de  prisión. — T.  30, 
p.  576. 

—  El  precedido  de  provocación  por  parte  de  la  victima,  es  pe> 
nado  con  tres  años  de  prisión.  —  T.  32,  p.  208. 

—  El  que  sin  premeditación  ejecuta  un  acto  capaz  de  poner  en 
peligro  la  vida,  es  culpable  de  homicidio  simple  si  tiene  lugar 
la  muerte.  La  pena  de  seis  años  de  presidio  ó  penitenciaría  pue- 
de ser  reducida  á  la  de  cuatro  años,  si  á  la  excitación  de  la  ri- 
ña y  al  estado  de  ebriedad,  se  agrega  la  naturaleza  de  la  herida 
que  sólo  prodúcela  muerte  por  accidente  (art.  496,  Cód.  Penal). 
—  T.  32,  p.  392. 

—  La  pena  por  homicidio,  es  de  tres  años  de  prisión,  si  concu- 
rren dos  ó  más  circunstancias  atenuantes,  y  la  victima  provocó 
el  acto  homicida  con  ofensas  ó  injurias  graves  (art.  97,  Cód.  Pe- 
nal).—T.  36,  p.75. 

—  Los  causantes  del  delito  de  homicidio  premeditado,  están  su- 
jetos á  la  pena  de  diez  años  de  trabajos  forzados,  descontándo- 
se el  tiempo  de  prisión  sufrida  (art.  48  y  96,  Cód.  Penal).  —  T. 
36,  p.  241. 

—  El  simple,  está  sujeto  á  la  pena  de  cuatro  años  de  penitencia- 
ria con  descuento  del  tiempo  de  prisión  sufrida  (art.  26,  inc. 
4%  Cód.  Penal).  —  T.  36,  p.  264. 

—  El  cometido  dos  horas  después  de  haberse  producido  un  al- 
tercado entre  el  homicida  y  la  víctima,  se  castiga  como  homici- 
dio simple,  con  seis  años  de  presidio,  descontando  el  tiempo 
de  prisión  sufrida.  —  T.  41,  p.  157. 

—  Excluida  la  existencia  de  la  alevosía,  el  doble  homicidio  no 
cometido  en  riña,  concurriendo  á  la  vez  circustancias  agravan- 
tes y  atenuantes,  debe  ser  castigado  con  la  pena  de  15  años  de 
presidio  (art.  53  y  83,  inc.  4,  y  96,  Cód.  Penal).  —  !.  43,  p.  22. 

—  La  agresión  ilegítima  por  parte  de  la  victima,  hace  aplicable 
al  homicidio  cometido  á  consecuencia  de  ella,  lo  dispuesto  en 
el  artículo  97,  Código  Penal.  —  T.  43,  p.  109. 
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Homicidio.  —  El  homicidio  provocado  por  ofensas  graves,  y  co- 
metido enriña  de  varios,  sin  constar  quién  infirió  las  heridas, 
es  penado  con  prisión  de  uno  á  tres  años  (art.  97  y  98,  Cód. 
Penal).  —  T.  54,  p.  320. 

—  Los  autores  de  homicidio  perpetrado  á  sabiendas,  deben  su- 
frir la  pena  de  presidio  por  tiempo  indeterminado,  habiendo 
una  circunstancia  atenuante  (art.  95,  Cód.  Penal).  —  T.  55, 
p.  290. 

—  Véase :  Alevosía. 

Homologación. — Es  la  aprobación  ó  confirmación  de  algún 
acto  por  autoridad  judicial,  ó  el  juicio  que  ordena  su  ejecución. 

—  T.  45,  p.  465. 

Honorarios.  —  En  un  juicio  sobre  cuentas,  el  honorario  de  la 
presentada  por  un  contador,  debe  ser  pagada,  aunque  la  cuenta 
no  se  apruebe  por  el  tribunal.  —  T.  4,  p.  47. 

—  Los  que  puede  mandar  regular  un  juez,  son  los  que  se  deven- 
gan en  un  juicio  ante  él,  por  defensas  hechas  como  abogado. — 
T.  7,  p.  49. 

—  El  cobro  de  éstos  y  costas  causadas  en  una  causa^  debe  de- 
ducirse por  ante  el  juez  que  conoce  ó  ha  conocido  de  ella.  — 
T.  9,  p.  90. 

—  En  caso  de  abandono,  es  de  práctica  que  el  asegurado  abone 
los  honorarios  devengados  por  el  defensor  nombrado  á  una 
compañía  de  seguros  ausente,  sin  perjuicio  de  repetir  su  im- 
porte contra  ella.  — T.  9,  p.  357. 

—  El  de  los  peritos  para  la  avaluación  del  daño  sufrido  por  ia 
carga  (art.  4246^  Cód.  Com.  ant.),  debe  ser  á  cargo  del  causante. 

—  T.  42,  p.  490. 

—  En  el  caso  de  seguirse  un  juicio  ejecutivo  por  el  pago  de  ho- 
norarios de  abogado  y  procurador,  no  pueden  éstos  cobrar  al 
ejecutado  los  honorarios  del  mismo  juicio  ejecutivo,  porque 
gestionan  ellos  por  su  propio  crédito  y  porque  asi  ya  es  de 
práctica.— T.  44, p.  265. 

—  El  correspondiente  á  un  escrito  proveído  después  de  haberse 

30 


HON  —  466  — 

hecho  saber  al  juez  de  sección  la  orden  de  suspender  todo  pro- 
cedimiento, no  puede  ser  pagado  por  el  ejecutado,  que  había 
sido  condenado  en  costas.  — T.  46,  p.  385. 

Honorarios.  —  £1  término  de  24  horas  fijado  por  la  ley  de  aran- 
cel, para  abonar  la  cuenta  de  costas  y  honorarios,  se  refiere  á 
éstos,  cuando  han  sido  regulados  é  incluidos  en  la  planilla  de 
costas  (art.  6,  ley  de  26  de  agosto  de  4863).  —  T.  47,  p.  308. 

—  La  cuestión  particular  sobre  honorarios  entre  la  parte  con- 
denada en  costas  y  su  propio  abogado,  no  se  halla  compren- 
dida en  la  sentencia  condenatoria.  —  T.  47,  p.347. 

—  Es  de  práctica  que  éstos  y  las  costas  procesales,  se  regulen  en 
pesos  fuertes  de  billetes  inconvertibles  del  Banco  de  la  Pro- 
vincia.—T.  20,  p.  236. 

—  Los  de  traductor,  son  de  cargo  de  la  parte  que  presenta  los 
documentos  en  idioma  extranjero.  — T.  20,  p.  262. 

—  Los  devengados  por  un  abogado  en  defensa  de  una  propie- 
dad de  la  esposa,  en  pleito  con  un  tercero,  seguido  por  el  ma- 
rido como  administrador  legal  de  los  bienes  de  la  sociedad 
conyugal,  deben  ser  pagados  con  los  bienes  de  aquella»  cons- 
tando que  éste  no  tiene  bienes  propios  con  que  satisfacerlos. 
—  T.  24,p.  294. 

—  El  que  corresponda  á  los  peritos  que  no  son  maestros  mayo- 
res tasadores,  debe  ser  fijado  por  el  juez  de  sección  (art.  46, 
ley  de  arancel  de  4863).  —  T.  24,  p.  407. 

—  El  de  peritos  que,  según  la  ley  de  arancel,  fija  el  juez  de  sec- 
ción, debe  regularse  con  arreglo  al  trabajo  del  perito  y  no  al 
valor  de  la  cosa  avaluada.  —  T.  24,  p.  521. 

—  Sólo  la  regulación  de  honorarios  incluida  en  la  cuenta  de 
costas,  que  forma  el  escribano  cuando  la  causa  está  en  estado 
de  sentencia,  debe  ser  observada  dentro  de  24  horas  de  noti- 
ficada; no  las  demás,  que  pueden  serlo  aun  después  de  ese 
término  (art.  6,  ley  de  arancel  de  4863).  —  T.  23,  p.  246. 

—  La  demanda  por  honorarios,  es  un  incidente  del  juicio  en 
que  se  devengan,  y  su  conocimiento  compete  al  juez  que  ha 
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conocido  de  los  autos  principales.  (Se  trataba  de  honorarios 
devengados  en  causa  seguida  ante  la  justicia  ordinaria).  —  T. 
23,  p.  358. 

Honorarios.  —  Debe  regularse  el  del  abogado,  con  cuya  cuenta 
no  está  conforme  la  parte,  sin  que  lo  perjudique  el  convenio 
hecho  sobre  ella  con  el  apoderado  á  quien  le  revoca  el  poder. 
—  T.  24,  p.  455. 

—  Probada  la  asistencia  médica,  deben  mandarse  pagar  los 
honorarios,  cuya  cuenta  no  aparece  con  recibo,  en  poder  del 
deudor.  — T.  24,  p.  512. 

—  El  que  enjuicio  de  reivindicación  de  ganados,  salió  de  ñador 
por  el  poseedor,  para  conservarlos  en  su  poder  durante  el  jui- 
cio, no  tiene  derecho  para  cobrar  contra  el  reivindicante  que 
venció,  los  honorarios  de  depositario.  —  T.  25,  p.  254. 

—  La  obligación  de  pagar  al  abogado,  asumida  por  el  apodera- 
do en  convenio  hecho  con  el  mandante,  de  no  cobrar  nada  en 
caso  de  pérdida  y  recibir  la  mitad  de  lo  que  se  ganase,  debe 
entenderse  que  es  para  el  caso  de  ganar  el  pleito,  si  el  apode- 
rado es  un  subalterno  del  abogado  y  ha  sido  indicado  por  él 
como  procurador,  y  si  el  convenio  se  ha  hecho  con  conoci- 
miento del  abogado  y  después  de  perdido  el  pleito  en  4*  ins- 
tancia. —  T.  26,  p.  450. 

—  Los  de  una  pericia  hecha  para  dos  personas,  son  de  cargo 
de  cada  una  de  éstas,  por  mitad.  —  T.  29,  p.  70. 

—  Los  de  peritos  nombrados  de  oficio,  deben  ser  pagados  por 
el  fisco,  una  vez  verificada  la  pericia,  salvo  lo  que  se  resuelva 
por  definitiva.  —  T.  30,  p.  449. 

—  El  procurador  que  gestiona  una  cobranza  en  que  está  coin- 
teresado, gestiona  en  causa  propia,  y  no  tiene  derecho  para 
cobrar  honorarios  á  la  contraparte  condenada  en  costas.  — 
T.  35,  p.  464. 

—  La  demanda  por  honorarios  que  no  pueden  apreciarse  sino 
en  conjunto,  interpuesta  por  un  argentino  y  un  extranjero, 
contra  un  extranjero  y  un  argentino,  corresponde  al  conocí- 
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miento  de   ios  tribunales  ordinarios  (art.  10,  Ley  Jurisd.). — 
T.  38,  p.  481. 

Honorarios.  —  La  regulación  de  honorarios  devengados  por  los 
peritos  nombrados  en  el  juicio  de  expropiación,  hecha  por  el 
juez  de  sección,  es  susceptible  de  apelación  y  modificación.  — 
T.  45,  p.  373. 

—  Para  la  regulación  de  los  de  un  perito,  debe  tenerse  en  cuenta 
sobre  qué  versa  el  trabajo  de  dicho  perito.— T.  46,  p.  277  y  285. 

—  Consentido  el  auto  por  el  cual  se  declaran  á  cargo  del  actor 
los  honorarios  del  depositario  judicial,  y  se  negó  la  retención 
de  la  cosa  depositada,  no  puede  pretenderse  el  pago  de  dichos 
honorarios  conlra  el  demandado  dueño  de  la  cosa.  —  T.  47, 
p.  58. 

—  No  habiendo  condenación  en  costas,  los  honorarios  de  peri- 
to nombrado  para  una  avaluación,  deben  ser  satisfechos  por 
las  partes,  por  mitad.  — T.  47,  p.  187. 

—  Las  regulaciones  de  honorarios  deben  hacerse  en  moneda 
nacional,  y  es  nula  la  que  se  haga  en  otra  moneda.  —  T.  47, 
p.  386. 

—  La  estimación  de  honorarios  de  un  arbitro,  no  se  halla  com- 
prendida en  el  articulo  2  de  la  ley  nacional  de  arancel^  y  es 
apelable.  —  T.  49,  p.  325. 

—  Corresponde  al  juez  de  sección  entender  en  la  regulación  de 
honorarios  debidos  á  arbitros,  en  un  juicio  sobre  choque  de 
buques.  (Este  juicio  correspondeá  la  justicia  federal,  por  razón 
de  la  materia,  según  el  inciso  8'',  artículo  2'',  ley  de  jurisdicción  ; 
y  versando  el  incidente  sobre  honorarios  devengados  en  él,  no 
es  sino  una  emergencia  del  juicio  principal,  sometido  por  tanto 
á  la  misma  jurisdicción).  —  T.  52,  p.  321. 

—  La  regulación  de  honorarios  médicos  que  se  estime  equita- 
tiva, debe  ser  confirmada.  —  T.  55,  p.  250. 

—  Estando  disconformes  las  partes  en  la  estimación  de  hono- 
rarios, procede  su  justiprecio.  — T.  56,  p.  21. 

—  No  hay  disposición  alguna  que  mande  esperar  hasta  la  termi- 
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nación  del  pleito,  piara  que  el  que  ha  intervenida  en  él  como 
procurador  y  cesado  en  sus  funciones,  pida  la  regulación  y 
cobro  de  sus  honorarios.  —  T.  56,  p.  144. 

Honorarios.  —  El  cobro  de  honorarios  como  depositario  judicial, 
debe  hacerse  ante  el  juez  de  la  radicación  del  juicio.  —  T.  56, 
p.  248. 

—  La  remisión  de  los  autos  ejecutivos  al  juez  de  la  testamen- 
taria del  deudor,  no  impide  que  el  juez  de  la  causa  regule  los 
honorarios  del  abogado  ó  procurador  del  ejecutante.  —  T.  56, 
p.  262. 

—  Si  la  sentencia  fínal  ha  ordenado  que  los  valores  embarga- 
dos á  los  procesados,  se  imputen  á  la  pena  pecuniaria  que  se 
impone,  puede  aplicarse  á  los  gastos  de  defensa  el  sobrante, 
si  lo  hubiere.  —  T.  57yp.  239. 

—  Las  regulaciones  de  honorarios  que  no  exceden  de  la  suma 
de  500  pesos,  son  inapelables  (art.  3°,  ley  de  31  de  agosto  de 
4894).  —  T.57,p.436, 

—  La  ley  de  34  de  agosto  de  1894,  sobre  costas,  por  su  natu- 
raleza procesal,  debe  aplicarse  desde  la  fecha  de  su  promulga- 
ción á.  todas  las  causas  pendientes,  en  que  su  estado  lo  permi- 
ta. —  T.  58,  p.  195. 

—  De  la  regulación  inferior  á  500  pesos,  no  puede  apelar  el 
que  no  está  interesado  en  que  exceda  de  dicha  suma.  (Se  pidió 
regulación,  estimándose  los  honorarios  en  más  de  500  pesos. 
El  juez  los  fijó  en  una  cantidad  inferior  á  ésta.  El  solicitante 
de  dicha  regulación  se  conformó  con  la  practicada  por  el  juez. 
La  parte  contraria  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso,  que  se 
declaró  mal  concedido  por  la  Corte,  de  acuerdo  con  los  artícu- 
los 3»  y  7o  de  la  ley  núm.  3094).  —  T.  58,  p.  239  y  383. 

—  Cuando  la  regulación  es  de  500  pesos  y  el  apelante  no  es  el 
interesado  en  que  exceda  de  esa  suma^  no  debe  concederse 
la  apelación  (art.  3o,  ley  núm.  3094).  —  T.  59,  p.  199. 

—  El  auto,  de  regulación  de  honorarios,  apreciados  en  menos  de 
500  pesos,  no  es  apelable  (art.  3,  ley  n'»  3094).  —  T.  59,  p.  256. 
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Honorarios,  —  El  abogado  que  presta  sus  servicios  profesionales 
al  Banco  Hipotecario  Nacional,  por  encargo  del  abogado  titular, 
que  recibe  de  éste  por  los  suyos  una  compensación  mensual,  no 
tiene  derecho  para  cobrar  honorarios  á  dicho  Banco.  (El  susti- 
tuido no  puede  gozar  contra  el  mandante  originario,  derechos' 
más  extensos  que  el  sustituyente,  sin  perjuicio  de  los  que  le  co- 
rrespondan contra  su  mandante  inmediato  :  art»  4926  y  4928. 
Cód.  Civ.).  — T.60.  p,  14. 

^  El  procurador  de  la  parte  vencedora  puede  cobrar  á  la  ven- 
cida los  honorarios  regulados  á  su  abogado.  (La  condenación 
en  costas  pronunciada  enjuicio,  es  á  favor  de  la  parte  que  re- 
sulta vencedora  en  él;  y  el  apoderado  de  ésta  tiene  la  facultad 
de  cobrar  todo  lo  que  se  comprende  bajo  la  denominación  de 
costas  procesales,  sin  necesidad  de  poder  especial  dado  al 
efecto  por  el  mandante,  por  cuanto  esa  facultad  va  implícita  y 
es  consecuencia  necesaria  del  poder  otorgado  para  el  pleito, 
según  se  desprende  de  los  términos  de  ley  25,  tit.  5,  part.  3*, 
que  es  supletoria  de  la  ley  de  procedimientos  de  los  tribunales 
federales  :  art.  374).  —  T.  62,  p.  426. 

—  No  existiendo,  como  no  existen,  relaciones  de  derecho  entre 
el  abogado  de  la  parte  vencedora  y  la  contraria,  por  razón  de 
los  servicios  prestados  á  aquella,  es  evidente  que  no  necesita 
el  apoderado  de  la  misma,  poderes  del  abogado  que  la  patro- 
cinó, para  cobrar  de  la  contraria  los  honorarios  que  le  sean 
regulados,  desde  que  estos  honorarios,  como  correspondientes 
á  costas  causadas,  no  se  deben  directamente  á  dicho  abogado, 
sino  á  la  parte  á  quien  defendió  y  que  es  la  que  por  derecho 
debe  satisfacerlas,  como  en  su  caso,  los  de  iguala  que  tuviese  es- 
tipulada al  respecto.  —  T.  62,  p.  426. 

—  Los  derechos  del  escribano  comisionado  por  diligencias  de 
embargo,  deben  ser  regulados  con  arreglo  á  la  ley  número 
3094 :  la  ley  de  arancel  de  4863,  en  su  título  primero^  está  de- 
rogado por  la  ley  número  4490,  de  44  de  agosto  de  4882.  —  T. 
62,  p.  464. 

—  Véase  :  Abogado ;  Depositarw ;  Fiscal  ad  hoc;  Prescripcidn. 
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Honorarios  de  tasador.  «-  Véase  :  Ejecución. 

Honorarios  en  juicio  de  imprenta.  —  Véase  ;  Justicia  federaL 

Honorarios  médicos.  —  El  médico  qué  asiste  á  un  herido,  no 
tiene  acción  para  cobrar  los  honorarios  de  su  asistencia,  contra 
el  responsable  de  las  heridas.  La  demanda  para  cobrarlos  á  un 
tercero,  fundada  sobre  la  promesa  de  éste  de  abonarlos,  no 
puede  ser  admitida  si  iio  se  justifica  debidamente  dicha  pro- 
mesa. —  T.  44,  p.  35í. 

—  Los  devengados  en  asuntos  sujetos  al  conocinuealo  de  los 
tribunales,  deben  ser  estimados  por  éstos  y  no  por  ei  Depar- 
tamento Nacional  de  Higiene.  (Cualesquiera  que  sean  las  atri- 
buciones de  éste,  su  misión  en  el  caso,  se  redtfee  á  dictaminar 
sobre  los  honorarios).  —  T.  52,  p.  200. 

—  La  apreciación  de  los  devengados  en  una  pericia  judicial,  co- 
rresponde al  tribunal  que  entiende  en  la  causa.  — T.  57,  p.  430. 

—  Los  devengados  en  las  causas  criminales,  están  sujetos  á  la 
apreciación  del  tribunal.  —  T.  58yp.  236. 

—  Véase :  Honorarios. 

Hospedaje.  —  Véase  :  Prescripción;  Prueba. 

Hostilidad.  —  Véase :  Delito  político. 

Hurto.  —  El  que  ha  tenido  en  su  poder  y  vendido  una  cosa  ajena, 
que  resulta  haber  sido  robada,  y  no  designa  la  persona  que  se  la 
transmitió,  debe  reputarse  autor  del  hurto  de  aquella,  y  no  sim- 
plemente cómplice.  —  T.  4^  p.  323. 

—  La  extracción  de  mercaderías  de  á  bordo  de  un  blique  naufra- 
gado y  abandonado,  y  la  venta  de  ellas  sin  conocimiento  ni 
permiso  de  la  Aduana,  es  un  verdadero  delito  de  hurto  que  res- 
ponsabiliza á  su  autor  y  cómplices.  —  T.  2,  p.  373. 

—  Se  reputa  consumado,  cuando  la  cosa  robada  se  halla  en  po- 
der del  que  la  sustrajo.  —  T.  3,  p.  87. 

—  El  simple^  está  sujeto  á  pena  arbitraria.  —  T.  4,  p.  230. 

—  Queda  consumado,  por  el  hecho  de  sacar  la  cosa  del  lugar  en 
que  estaba^  y  ocultarla  en  otra  parte.  —  T.  44,  p.  405. 
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Hurto.  —  La  poca  importancia  del  hurto,  da  lugar  ala  aplicación 
del  minimun  de  la  pena.  —  T«  4 1 ,  p.  405. 

—  El  de  efectos  de  los  almacenes  de  aduana,  cometido  por  un 
peón  de  ella,  es  penado  con  tres  á  seis  años  de  trabajos  forza- 
dos (art.  84,  Ley  Penal).  —  T.  44,  p.  405  y  408. 

—  £1  cometido  á  bordo,  con  premeditación  y  efracción,  puede 
ser  penado  con  cuatro  años  de  trabajos  forzados  (art.  93,  Ley 
Penal).  —  T.  43,  p.  487. 

—  El  cometido  en  una  dependencia  de  la  aduana,  pero  no  por 
empleados,  debe  ser  castigado  según  las  leyes  generales.  —  T. 
49,  p.  70. 

—  El  hurto  en  los  almacenes  fiscales  cometido  por  un  peón  de 
aduana,  es  castigado  con  la  pena  de  tres  á  seis  años  de  trabajos 
forzados  (art.  84,  Ley  Penal).  —  T.  25,  p.  447. 

—  Véase:  Ebriedad;  Prueba. 


I 


Iglesia.  —  Todas  las  relaciones  de  la  Iglesia  con  el  Estado, 
están  bajo  el  imperio  y  jurisdicción  de  los  poderes  nacionales 
(art.  %  y  67,  inc.  49  y  20;  86,  inc.  8  y  9;  y  88,  Const.  Nac).  — 
T,  40,  p.  380. 

—  Siendo  innegable  la  preeminencia  consignada  en  la  Consti- 
tución Nacional  en  favor  del  culto  católico,  apostólico,  romano, 
al  establecer  la  libertad  de  todos  los  cultos,  no  puede  soste- 
nerse, con  su  texto,  que  la  Iglesia  Católica  constituye  un  poder 
político  en  nuestra  organización,  con  potestad  de  dictar  leyes 
de  carácter  civil,  como  las  relativas  al  matrimonio.  (La  Cous> 
titución  organiza  el  gobierno  federal  dividiéndolo  en  tres  po- 
deres, sin  designar  ningún  otro,  ni  conferir  á  congregación 
alguna,  facultad  de  dictar  leyes  generales  que  obliguen  á  los 
habitantes  del  país.  Por  el  contrario,  ni  aún  las  disposiciones 
de  la  iglesia  católica,  pueden  tener  efectividad  en  el  país,  ni 
ser  promulgadas  en  él,  sin  el  pase  del  Poder  Ejecutivo  con 
acuerdo  de  la  Suprema  Corte,  requiriéndose  una  ley  del  Con- 
greso cuando  contengan  disposiciones  generales  y  permanen- 
tes. Inspirada  siempre  en  el  mismo  espíritu,  la  Constitución 
ha  reservado  también  al  Congreso,  la  admisión  en  el  territorio 
de  la  Nación  (art.  67,  inc.  20),  de  otras  órdenes  religiosas  á  más 
de  las  existentes,  lo  que  contribuye  á  evidenciar  que  la  iglesia 
no  es  considerada  como  un  poder  político).  —  T.  53,  p.  488. 

Ignorancia.  — >  Es  temeraria  la  resistencia  del  demandado^  fun- 
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dada  en  la  ignorancia  de  un  hecho  que  no  es  posible  presumir. 

—  T.  8,  p.  244. 

Ignoraneia.  —  La  de  las  leyes,  no  sirve  de  excusa  para  librarse 
del  cumplimiento  de  lo  que  ellas  mandan.  Sin 'embargo  es  equi- 
tativo admitirla  para  presumir  la  buena  fe,  cuando  se  trata  de 
disposiciones  recientemente  puestas  en  vigencia,  y  substancial- 
mente diversas  de  las  que  se  hallaban  antes  en  vigor.  Foresta 
razón  no  puede  decirse  que  el  actor  ha  procedido  temeraria- 
mente al  intentar  su  demanda,  careciendo  de  la  prueba  escrita 
que  requiere  el  artículo  14  93  del  Código  Civil,  en  causas  de  más 
de  200  pesos.  —  T.  44,  p.  420. 

—  El  comerciante  que  ignora  ó  no  quiere  exponerse  á  error  en 
la  manifestación^  debe  presentar  su  manifiesto  con  la  cláusula 
de  ignorar  el  peso  (art.  443,  Ord.  ant.).  —  T.  42,  p.  357. 

—  La  ignorancia  de  las  leyes  y  el  error  que  no  es  evidente  é  ira- 
posible  de  pasar  desapercibido,  no  excusa  (art.  4058,  Ord.).  — 
T.  22,  p.  203. 

—  Nadie  puede  alegar  como  excusa,  la  ignorancia  de  las  leyes. 

—  T.  22,  p.  284. 

—  Véase :  Posiciones. 

Iguala.  —  Este  contrato  obliga  sólo  á  las  partes  contratantes,  y 
no  á  los  que  no  han  tenido  parte  en  él.  — T.  47,  p.243. 

Igualdad.  —  En  los  juicios,  debe  observarse  la  igualdad  éntrelas 
partes.—  T.  30,  p.  23. 

Igualdad  ante  la  ley.  —  Consiste  en  que  no  se  establezcan  ex- 
cepciones ó  privilegios  que  excluyan  á  unos,  de  lo  que  se  con- 
ceda á  otros  en  iguales  circunstancias.  —  T.  46^  p.  448 

Impedimento  de  Tiaje.  —  Denunciado  el  propósito  de  ausentar- 
se, en  el  demandado  por  causa  criminal,  puede  impedírsele  bajo 
la  responsabilidad  del  actor.  — T.  26,  p.  247. 

Imparíoia.  —  No  forma  prueba  de  la  impericia  de  un  maquinis- 
ta, la  opinión  de  personas  incompetentes,  máxime  si  éstas  no 
son  completamente  intachables.  —  T.  8,  p.  453. 

Importación. —  Al  exigir  el  articulo  547  de  las  Ordenanzas   de 
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aduana  (antiguas)  que  el  barraquero  ponga  recibo  de  quedar 
depositados  los  frutos  expresados  en  el  cumplido  del  resguardo, 
se  ha  propuesto^  entre  otras  cosas,  comprobar  la  introducción 
de  esos  frutos.  —  T.  5,  p.  349. 

Importación.  —  Véase :  Aduana. 

Imposibilidad  de  pago.  —  La  obligación  de  entregar  cosas  in- 
ciertas no  fungibles,  determinadas  sólo  por  su  especie,  no  pue- 
de extinguirse  por  imposibilidad  de  pago,  y  se  resuelve  siem- 
pre en  indemnización  de  pérdidas  é  intereses  (art.  894,  Cód. 
Civ.).  —  T.  56,  p.  265. 

Imposibilidad  fisica.  —  Esta  exime  absolutamente  del  servicio 
de  la  guardia  nacional,  sin  distinguir  el  servicio  en  campana  y 
el  dentro  de  la  ciudad  (ley  núm.  129,  de  5  de  junio  de  4865).  — 
T.ÍO,  p.55. 

Impuesto.  —  La  condición  que  legitímalos  que  cobra  el  gobier- 
no nacional,  es  el  cumplimiento  por  su  parte,  de  las  obliga- 
ciones que  contrae,  de  garantir  la  vida  y  la  propiedad  de  los 
habitantes.—  T.  5,  p.  74  y  455. 

—  El  de  luz  y  faros,  creado  por  contrato  de  26  de  noviembre  de 
4856,  celebrado  entre  don  Vicente  Casares  é  hijos  y  el  goberna- 
dor de  Buenos  Aires,  sin  sanción  legislativa  y  sin  estar  autori- 
zado por  ningún  ministro,  es  inconstitucional.  —  T.  41,p.  257. 

^  Por  la  Constitución  de  Buenos  Aires^  de  4854,  no  podía  crear- 
se un  impuesto  sino  por  sanción  legislativa.  — T.  41,  p.  257. 

—  Los  impuestos  á  la  navegación  ó  comercio  marítimo,  son  de 
carácter  nacional.  —  T.  44,  p.  257. 

—  El  impuesto  sancionado  por  el  artículo  44  de  la  ley  de  con- 
tribución directa  de  la  provincia  de  Corrientes,  fecha  4  7  de  di- 
ciembre de  4872,  no  es  aplicable,  según  su  tenor  literal,  á  la 
extracción  de  frutos  del  país  para  el  extranjero  ó  para  puertos 
de  la  República,  sino  solamente  de  los  que  la  conducen  de  un 
departamento  á  otro  de  la  provincia  ó  que  marchan  de  uno  á 
otro  pueblo.  En  caso  opuesto,  ese  impuesto  sería  contrario  á 
las  prescripciones  de  la  Contitución  nacional,  que  confieren  al 
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gobierno  general  la  facultad  exclusiva  de  imponer  derechos  de 
importación  y  exportación,  y  prohiben  expresamente  á  las  pro- 
vincias el  establecimiento  de  aduanas  provinciales.  Debiendo 
en  la  provincia  de  Corrientes  hacerse  el  cobro  de  impuestos 
administrativamente,  es  la  provincia  la  responsable  de  los  ac- 
tos de  sus  poderes  públicos.  —  T.  16,  p.  296. 

Impuesto.  —  Las  causas  sobre  cobro  de  impuestos  establecidos 
por  leyes  provinciales,  corresponden  á  los  Tribunales  de  Pro- 
vincia. —  T.  17,  p.  ni. 

—  El  impuesto  sóbrelos  animales  que  se  consumen  en  el  mu- 
nicipio de  una  provincia,  es  de  los  que  están  en  las  facultades 
de  los  poderes  provinciales  (art.  104,  Const.  Nac).  — T.  34, 
p.  82. 

—  La  cuestión  sobre  cuál  de  los  poderes  públicos  de  la  provin- 
cia debe  imponerlo,  está  regida  por  la  constitución  local  y  no 
pertenece  á  la  Suprema  Corte  resolverla.  La  ordenanza  munici- 
pal mandando  se  continúe  percibiendo  dicho  impuesto  hasta 
tanto  la  legislatura  se  expida  sobre  el  particular,  y  la  ley  pos- 
terior aprobando  dicha  ordenanza,  no  son  contrarias  á  la  cons- 
titución nacional.  (El  art.  18  de  ésta  se  refíere  á  las  causas  cri- 
mínales, y  en  tanto  condena  las  leyes  de  efecto  retroactivo,  en 
cuanto  se  agrave  por  ellas  la  pena,  ó  se  empeoren  las  condi- 
ciones del  encausado).  —  T.  31,  p.  82. 

—  Las  tierras  donadas  á  la  compañía  del  Ferrocarril  Central  Ar- 
gentino, al  uno  y  al  otro  lado  déla  vía,  no  están  comprendidas 
en  la  exención  de  impuestos  acordada  á  ésta  y  sus  dependen- 
cias, por  el  artículo  4  de  la  ley  nacional  de  23  de  mayo  de  1863. 
(En  ausencia  de  toda  disposición  legal  que  las  exonere  del  im- 
puesto de  contribución  directa,  ni  ningún  otro,  y  habiendo 
además  sido  ellas  cedidas  por  el  gobierno  de  Córdoba,  sin  re- 
nuncia de  sus  derechos  de  jurisdicción  y  contribución,  que 
siendo  atributos  esenciales  de  la  soberanía,  no  pueden  enten- 
derse enajenados  ni  renunciados  sin  una  cláusula  explícita  y 
evidente  que  asi  lo  declare,  nada  hay  que  se  oponga  á  que  di- 
chas tierras  sean  gravadas  á  la  par  de  las  demás  propiedades 
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raices  ubicadas  en  la  jurisdicción  de  esa  provincia).  — T.  32, 
p.  318. 

Impuesto. — Vencido  el  término  durante  el  cual  se  ha  concedido 
el  privilegio  de  exoneración  de  impuestos,  éste  debe  ser  decla- 
rado caduco.  Los  impuestos  percibidos,  que  corresponden  á  la 
época  anterior  del  privilegio,  deben  ser  devueltos  con  intereses. 
—  T.  54,  p.  564. 

—  La  justicia  nacional  no  puede  estorbar  á  las  provincias  la 
percepción  de  los  impuestos  creados  por  sus  leyes.  —  T.  55, 
p.  2iy24. 

—  Véase:  Impuesto  inconstitucional;  Inconstitucional:  Justicia 
federal ;  Privilegio. 

Impuesto  á  cereales.  —  Véase :  Inconstitucional. 

Impuesto  á  legados. —  Véase:    Ley  inconstitucionaL 

Impuesto  constitucional. — £1  articulo  4°  de  la  ley  de  la  pro- 
vincia de  Entre-Rios,  sobre  marchamo,  de  fecha  45  de  mayo 
de  4877,  no  establece  un  derecho  de  exportación  ni  de  tránsito, 
y  por  consiguiente  no  es  inconstitucional.  La  circunstancia 
de  que  un  impuesto  provincial  grave  artículos  de  producción 
del  país  ó  nacionalizados,  que  pueden  exportarse,  ó  estén  des- 
tinados para  la  exportación,  no  constituye  el  derecho  de  ese 
nombre  que  sólo  puede  establecer  el  Congreso.  (£1  articulo 
discutido  en  este  caso,  dice  así:  c  Desde  el  45  de  enero,  los 
cueros  secos  y  salados  pagarán  por  derechos  de  marchamo, 
quince  centavos  fucites  por  cada  uno,  sin  perjuicio  de  lo  que 
corresponde  á  la  municipalidad).  —T.  20,  p.  304. 

Impuesto  inconstitucional. —  Lo  es,  el  impuesto  sancionado 
por  la  municipalidad  de  Salta,  de  un  real  y  medio  por  arroba 
sobre  los  azúcares  que  se  expenden  de  primera  mano.  (La  or- 
denanza estableciendo  el  impuesto  dice  :  «Los  azúcares  que  se 
expenden  de  primera  mano,  pagarán  uno  y  medio  real  por 
arroba  ».  En  estos  términos,  dice  el  fallo,  el  impuesto  grava  el 
primer  expendio  ó  la  primera  venta  que  llegue  á  hacerse,  reca- 
yendo sin  distinción  tanto  sobre  azúcares  de  producción  ó  fabrj- 


IMP  —  478  — 

cación  nacional»  como  sobre  los  que  hubiesen  sido  despachados 
en  las  aduanas  exteriores.  De  esta  manera  resulta  gravada 
la  circulación,  cuando  ésta  debe  ser  libre  según  el  artículo 
40  de  la  Constitución  nacional,  en  el  cual  la  palabra  circulación 
no  puede  estar  tomada  en  otra  acepción,  que  en  la  de  pasar 
las  cosas  de  una  mano  á  otra).  —  T.  30,  p.  332.. 

Impuesto  interno.  —  Los  alcoholes  fabricados  antes  de  abril  de 
1891  no  se  hallan  comprendidos  en  la  ley  de  impuestos  inter- 
nos de  4891,  número  2774.  —  T,  55,  p.  82. 

—  No  puede  considerarse  como  falsa  la  manifestación  hecha 
por  el  propietario  de  la  fábrica,  de  que  iba  á  suspender  los  tra- 
bajos de  elaboración,  por  razón  de  obras  de  mejoramiento,  sí 
resulta  que  la  elaboración  hecha  durante  el  término  de  la  sus- 
pensión, ha  procedido  de  los  ensayos  de  dichas  obras,  máxime 
cuando  después  de  haber  cesado  el  estado  de  ensayo  en  que 
se  encontraba  ia  fábrica,  ha  manifestado  el  alcohol  elaborado 
y  vendido,  y  ofrecido  pagar  el  impuesto  correspondiente.  (El 
fabricante  no  tiene  la  obligación  de  ocurrir  alas  oficinas  de  la 
administración  para  el  pago  del  impuesto  con  que  se  gravan  los 
productos  de  la  fabricación,  debiendo  al  contrario  verificarse 
su  percepción  por  el  inspector  en  la  fábrica misma^  donde  tam- 
bién corresponde  hacerse  la  declaración  jurada  del  fabricante^ 
que  sirve  de  base  á  esa  percepción  :  art.  2^  Ley  núm.  2774  ; 
art.  6,  Reglamento  aprobado  por  decreto  de  17  de  diciembre  de 
1891).— T.  61,  p.  295. 

—  Véase:  Competencia. 

Impuesto  looaL  —  Véase  :  Justicia  federal. 

Impuesto  municipal.  -*  Por  regla  general,  cuando  se  trata  de 
frutos,  sólo  gravan  el  consumo  de  éstos  en  el  mismo  distrito 
municipal  en  que  rige  la  ordenanza.  — T.  42,  p.  229. 

—  Su  recaudación  debe  hacerse  en  persona  cierta,  establecida 
en  el  municipio  y  dentro  de  él.  —  T.  12,  p.  229. 

—  £1  artículo  55  de  la  ley  de  ferrocarriles  de  4872,  que  declara 
exentas  de  impuestos  nacionales  las  propiedades  muebles  é 
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inmuebles,  que  sirven  al  tráfico  de  los  ferrocarriles  nacionales, 
no  comprende  los  impuestos  municipales,  y  la  resolución  de 
los  tribunales  locales  mandándolos  pagar,  no  es  recurrible 
para  ante  la  Suprema  Corte.  (Véase  :  Ferrocarril).  —  T.  47, 
p.  462. 

Impuesto  proYÍnoial.  —  El  que  grava  c  las  casas  donde  se  con- 
signan y  expenden  licores  por  mayor»,  sin  distinción  en  cuan- 
to al  lugar  de  su  fabricación,  grava  el  consumo  local,  y  no  la 
introducción,  el  tránsito  y  la  circulación  de  los  mismos.  En 
esos  términos  dicho  impuesto  no  es  contrario  á  los  artículos 
40  y  41  de  la  Constitución  nacional.  —  T.  40,  p.  74. 

—  El  juicio  que  inicia  el  rematador  de  los  impuestos  provincia- 
les contra  ciudadanos  vecinos  de  la  provincia,  corresponde  al 
conocimiento  de  los  tribunales  de  ésta.  Los  demandados  no 
pueden  declinar  su  jurisdicción  por  el  hecho  de  haber  obrado 
como  agentes  de  un  vecino  de  distinta  provincia,  que  no  es  de- 
mandado, y  del  cual  no  tienen  la  representación  legal;  ó  por 
la  inaplicabilidad  de  la  ley  de  impuestos  al  caso  en  cuestión, 
que  constituye  sólo  una  excepción  perentoria  sobre  el  fondo 
de  la  causa.  —  T.  47,  p.  433. 

—  Los  proveedores  de  fuerzas  nacionales,  no  están  exentos  de 
ellos,  sobre  los  artículos  que  suministren,  á  no  ser  que  la  ley 
ó  el  contrato  les  hubiese  otorgado  esas  excepciones.  —  T.  23, 
p.  560. 

—  Véase :  impuesto;  Ineonstitucional ;  Justicia  federal. 

Imputación.  — Una  vez  hecha  no  puede  ser  revocada,  ni  impug- 
nada (art.  945,  Cód.  Com.  ant.).  — ■  T.  49,  p.  23. 

—  La  de  pago,  en  defecto  de  toda  manifestación,  debe  ha- 
cerse á  la  deuda  más  onerosa  (art.  778.  Cód.  Civ.).  —  T.  24, 
p.  394. 

—  El  pago  de  una  suma  dada,  hecha  al  acreedor,  debe  imputar- 
se al  crédito  que  éste  ejecuta,  si  no  se  demuestra  la  existencia 
de  otro  crédito.  —  T.  39,  p.  289. 

—  Véase:  Sociedad. 
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Imputación  legal.  —  Xo  tiene  lugar,  sino  cuando  no  se  ha  acep- 
tado otra  (art.  945,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  49,  p.  -10. 

Inapelable.  —  Véase :  Apelable ;  Apelación ;  Calidad  ;  Ley  elec- 
toral. 

Incendio.  —  Se  presume  inculpable  por  parte  del  asegurado  (art. 
685,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  47,  p.  43. 

—  Véase;  FerrocarriL 

Incidente.  —  El  embargo  de  artículos  á  consecuencia  de  una 
cuestión  sobre  su  pago,  es  un  incidente  de  ésta.  —  T.  3^  p.  75. 

—  El  de  un  juicio,  no  altera  la  naturaleza  del  mismo.  —  T.  3, 
p.  75. 

—  El  cobro  de  una  deuda  social,  no  puede  ser  considerado  co- 
mo incidente  de  la  testamentarla  de  uno  de  los  socios. —  T.  4, 
p.  484. 

—  P(ir  regla  general,  todo  incidente  paraliza,  en  cuanto  á  los 
términos,  el  curso  de  la  causa  principal.  —  T.  7,  p.  460. 

—  La  oposición  á  la-  irden  de  suspensión  de  los  juicios  ejecuti- 
vos, dictada  por  el  juzgado  de  comercio,  en  virtud  de  un  jui- 
cio de  moratorias,  os  un  incidente  de  éste  y  debe  ventilarse 
ante  el  juez  de  las  mismas.  —  T.  40,  p.  268. 

—  La  acción  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  una  provi- 
dencia pronunciada  por  tribunal  competente,  es  un  incidente 
del  juicio  en  que  se  dictó  dicha  providencia,  y  debe  ser  juzgada 
por  el  juez  que  entendió  en  aquél.  —  T.  40,  p.  408. 

—  El  juicio  promovido  por  quien  compró  á  un  concurso,  sobre 
ejecución  de  la  compra,  es  un  incidente  del  juicio  de  concurso, 
y  pop  consiguiente  no  puede  ser  sometido  al  conocimiento  de 
los  tribunales  nacionales  (art.  42,  Ley  Jurisd.)- — T.  44,  p.  267. 

—  Los  de  un  juicio  testamentario,  deben  ser  sometidos  al  cono^ 
cimiento  délos  tribunales  de  provincia.  —  T.  46,  p.  48. 

—  Es  incidente  de  una  testamentaría,  la  rendición  de  cuentas 
de  la  sociedad,  de  la  que  era  miembro  el  causante  de  aquella. 
—  T,  46,  p.  48. 


—  48Í  —  IXC 

Incidente.— El  juez  de  lo  principal^  debe  serlo  de  lo  accesorio 
é  incidentes  del  juicio.  — T.  47,  p.  178. 

—  El  cobro  de  honorarios  y  comisión  procedentes  de  un  con- 
venio particular,  no  puede  considerarse  como  un  incidente  del 
juicio  á  que  ellos  se  refieren.  —  T.  18,  p.  408. 

—  Efectuado  un  embargo,  toda  oposición  á  él,  constituye  un  in- 
cidente^ cuyo  conocimiento  debe  corresponder  al  juez  de  lo 
principal,  sea  cualquiera  la  persona  que  se  opone.  —  T.  49,  p. 
426. 

—  La  acción  de  daños  y  perjuicios  que  se  reclaman  como  pro- 
cedentes de  un  desalojo  ordenado  por  un  juez  ordinario^  es  in- 
cidente del  juicio  de  desalojo,  y  corresponde  á  dicho  juez.  — 
T.  24,  p.  498. 

—  La  acción  para  recuperar  bienes  mandados  entregar  en  jui- 
cio reivindicatorío,  es  incidente  de  éste,  y  su  conocimiento  co- 
rresponde al  juez  del  mismo.  —  T.  26,  p.  210. 

—  La  demanda  por  desalojo  de  un  campo^  entablada  por  el  com- 
prador, no  es  incidente,  ni  consecuencia  del  pleito  fenecido 
que  el  demandado  sostuvo  contra  el  causante,  sobre  nulidad 
de  su  título.--!.  28,  p.  454. 

—  Suscitada  una  contienda  de  competencia  sobre  entrega  de 
un  campo  y  consignación  del  importe  del  precio  representado 
por  pagarés,  el  cobro  de  éstos  es  un  incidente  de  la  contienda, 
y  no  debe  ordenarse  péndrente  ésta.  —  T.  43,  p.  85. 

—  La  cuestión  ligada  con  la  validez  ó  no  de  una  cláusula  testa- 
mentaria, que  ha  sido  objeto  de  la  sentencia  de  los  tribunales 
locales^  en  el  juicio  sucesorio  del  causante,  debe  considerarse 
como  un  incidente  de  éste,  y  por  lo  mismo  no  corresponde  su 
conocimiento  y  resolución  á  los  tribunales  federales  (art.  3284, 
Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  373. 

—  Cuando  á  la  acusación  de  rebeldía,  para  que  se  declare  de- 
sierto el  recurso,  se  une  un  pedido  de  revocatoria,  del  cual  se 
confiere  y  se  consiente  el  traslado  á  la  otra  parte,  queda  for- 
mado un  verdadero  incidente,  que  suspende  los  procedimien- 
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tos  del  juicio  principal  desde  el  día  en  que  se  inicia.  — T.  58, 
p.  171. 

Incidente.  —  Véase:  Arbitros;  Demanda;  Eticeión;  Honorarios; 
Jurisdicción  ;  Tercería ;  Término. 

Incompetencia.  —  El  artículo  72  de  la  Ley  de  Procedimientos, 
se  pone  en  el  caso  de  haberse  entablado  demanda  cuando  se- 
ñala el  término  de  nueve  días  para  deducir  la  excepción  de  in- 
competencia ;  pero  esto  no  importa  prohibir  la  declinatoria  si 
el  juez,  sin  precedente  y  sin  jurisdicción,  iniciase  procedimien- 
tos que  agraviasen  á  una  persona.  —  T.  7,  p.  476. 

—  Esta  excepción  puede  deducirse  al  empezarse  el  juicio  y  re- 
solverse ante  todo.  —  T.  9,  p.  512. 

—  La  excepción  de  incompetencia  por  razón  de  la  materia,  pue* 
de  deducirse  en  cualquier  estado  de  la  causa,  porque  se  funda 
en  motivos  de  orden  público  y  no  es  permitido  á  los  particula- 
res trastornar  el  orden  de  las  jurisdicciones.  —  T.  42,  p.  233. 

—  Interpuesta  esta  excepción  ante  un  juzgado  de  provincia,  de- 
be seguirse  el  juicio  correspondiente  ante  la  jurisdicción  pro- 
vincial^ sin  más  recurso  que  el  que  para  ante  la  Suprema  Cor- 
te, establece  el  artículo  14  de  la  ley  de  jurisdicción  nacional. 
—  T.  12,  p.  505. 

—  Resultando  inexacto  el  hecho  en  que  se  funda  una  excep- 
ción de  incompetencia,  de  no  estar  de  tumo  el  juez  ante  quien 
se  demanda,  la  excepción  debe  ser  rechazada  con  costas.  —  T. 
47,  p.  44. 

—  Puede  oponerse  tanto  en  los  juicios  ordinarios  como  en  los 
ejecutivos.  —  T.  49,  p.  348. 

—  Esta  excepción  debe  deducirse  dentro  de  los  términos  lega- 
les, ya  sea  ante  el  juez  de  la  causa  ó  ante  el  que  se  crea  com- 
petente. —  T.20,  p.  498. 

—  Esta  excepción,  fundada  en  concurso  pendiente,  deberecha- 
zarse  si  resulta  que  éste  no  existía  por  haberse  celebrado  con- 
cordato. —  T.  23,  p.  630. 
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—  No  puede  pedirse  al  juzgado  que  se  declare 
incompetente,  en  una  demanda  que  va  á  entablarse.  —  T.  25, 
p.  454. 

—  Si  la  municipalidad,  en  el  hecho  por  la  que  es  demandada, 
ha  obrado  con  arreglo  á  Irs  leyes  y  ordenanzas,  será  razón  para 
rechazar  la  demanda,  no  para  substraerla  al  conocimiento  de 
los  tribunales,  sosteniendo  que  lo  hecho  es  un  acto  adminis- 
trativo. —  T.  26,  p.  378. 

—  Una  vez  opuesta  esta  excepción  por  declinatoria,  no  puede 
traerse  nuevamente  por  vía  de  inhibitoria.. —  T.  38,  p.  464. 

—  La  del  juez  exhortante  para  conocer  en  una  demanda,  sólo 
puede  hacerse  saber  por  medio  de  la  declinatoria  de  jurisdic- 
cióti,  ó  de  la  contienda  de  competencia  por  inhibitoria,  no  por 
oposición  al  cumplimiento  del  exhorto.  (El  citado  ó  emplazado 
por  éste,  solicitó  revocatoria  del  auto  que  lo  mandaba  cumplir, 
y  protestó  contraía  notificación  que  se  le  quería  hacer.  Tal  pe- 
tición, dice  el  fallo,  es  inconducente  al  efecto  de  establecer  en 
debida  forma  la  incompetencia  del  juez  exhortante).  — T.  40, 
p.  382. 

—  Opuesta  esta  excepción,  debe  ella  ser  resuelta  ante  todo.  — 
T.  49,  p.  477. 

—  No  probado  el  hecho  en  que  se  ha  fundado  la  excepción  di- 
latoria de  incompetencia,  debe  ésta  ser  rechazada.  ~T.  57,  p.  9. 

—  Discutida  y  declarada  la  competencia  federal  por  razón  de  la 
distinta  vecindad  de  las  partes,  no  es  permitido  al  ejecutado 
oponer  la  excepción  de  incompetencia  por  haber  cambiado  dé 
domicilio  antes  de  la  citación  de  remate.  —  T.  58,  p.  81. 

—  No  corresponde  á  los  tribunales  federales  de  la  República, 
conocer  de  reclamos  sobre  falta  de  mercaderías  transportadas, 
cuando  en  el  conocimiento  se  ha  convenido  que,  si  los  hubie- 
se, se  arreglarán  en  Bremen,  con  sujeción  á  la  ley  de  Bremen 
y  exclusión  de  los  tribunales  de  otros  pafses  (art.  101, 402  y 
1197,  Cód.  Civ. ;  y  art.  207,  Cód.  Com.).— T.  60,  p.  225. 

—  Es  correcto  el  rechazo  de  la  excepción  de  incompetencia  de 
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los  tribunales  locales,  sí  se  ha  dictado  por  no  haberse  probado 
los  hechos  en  que  se  fundó.  —  T.  61,  p.  349. 

Incompetencia. —  Véase:  Contienda  de  competencia ;  Justicia  fe- 
deral. 

Inconstitucional.  —  La  lev  de  Santa  Fe  de  31  de  diciembre  de 
1862,  que  declara  nulas  las  ventas  de  tierras  hechas  por  el  go- 
bierno, aprobadas  por  la  de  22  de  octubre  de  1858,  es  contraria 
á  la  Constitución  Nacional.  (Véase  :  Prescripción), —  T.  8,  p.  45. 

—  Ni  el  articulo  11 29  ni  el  11 31  de  las  ordenanzas  de  aduana  (ant.) 
violan  ningún  precepto  constitucional, hallándose  en  el  caso  de 
las  demás  leyes  sobre  términos  fatales,  poniendo  un  límite  al 
ejercicio  de  los  derechos  que  no  pueden  conservarse  indefinida- 
mente, sin  perjuicio  del  orden  y  de  las  conveniencias  públicas. 
—  T.  8,  p.  393. 

—  No  lo  es  el  artículo  164  de  la  lev  de  15  de  diciembe  de  1881, 
sobre  organización  de  los  tribunales  de  la  Capital.  —  T.  24, 
p.  309. 

—  No  lo  es,  el  nombramiento  de  Asesor  especial  hecho  por  el 
Tribunal  Superior  de  una  provincia,  en  la  persona  del  ministro 
de  gobierno  de  la  misma.  (Los  hechos  que  fundan  el  recurso, 
no  afectan  los  principios  sobre  que  se  basa  la  forma  republi- 
cana de  gobierno,  ni  se  halla  comprometida  por  ellos  ninguna 
cláusula  de  la  Const.  Nac).  —  T.  33,  p.  149. 

—  La  ley  del  congreso,  de  31  de  octubre  de  1884,  autorizando, 
desde  la  plaza  de  Mayo  hasta  la  calle  Entre  Rios,  la  apertura 
de  una  avenida  de  30  metros  de  ancho,  en  Jas  manzanas  com- 
prendidas entre  las  calles  Rivadavia  y  Victoria,  es  inconstitu- 
cional en  la  parte  que  autoriza  la  expropiación  de  las  iincas  y 
terrenos  afectados  por  la  apertura  de  dicha  avenida,  excediendo 
al  ancho  destinado  á  la  misma.  (La  Constitución  sienta  como  un 
principio  absoluto,  la  inviolabilidad  de  la  propiedad  privada.  No 
es  sinoexcepcionalmente,  ysin  entender  derogar  aquel  gran  prin- 
cipio, que  la  Constitución  acuerda  al  Estado  el  derecho  de  ocupar 
los  bienes  privados  por  via  de  expropiación,  para  objetos  ó  pro- 
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pósitos  públicos  ó  por  causa  de  utilidad  pública.  Siendo  estala 
regla,  y  no  pudieado  el  congreso  derogarla,  restringirla  ni  alte- 
rarla en  su  esencia,  con  arreglo  al  art.  S8  de  la  Gonst.,  la  atri- 
bución deferida  á  aquel  por  el  art.  M,  para  calificar  la  utilidad 
pública  y  definir  de  expropiación  por  razón  de  ella,  no  puede 
entenderse  ilimitada,  ni  con  un  alcance  tal  que  lo  autorice  á  dis- 
poner arbitrariamente  de  la  propiedad  de  una  persona  para  dar- 
la á  otra,  ni  á  incorporarla  tampoco,  aun  abonando  el  justo 
valor  que  pueda  tener  ella,  al  dominio  público,  fuera  de  los 
casos  y  de  las  formas  estrictamente  fijadas  por  la  letra  de  la 
Constitución  ó  por  los  principios  fundamentales  sobre  que  ella 
reposa.  Véase;  Expropiación).  —  T.  33,  p.  162. 

Inconstitucional. — La  disposición  del  articulo  3  de  la  ley  nacio- 
nal de  incon versión,  de  4  5  de  octubre  de  1885,  no  es  inconstitu- 
cional. (Ella  es  puramente  interpretativa,  por  aplicarse  sólo  á 
obligaciones  genéricamente  contraidas  á  moneda  nacional  y  no 
á  estipulaciones  en  relación  á  una  determinada  especie  de  mo- 
neda. Es  además  evidentela  facultad  del  congreso,  paraproveer 
á  la  creación  de  una  ó  más  especies  de  moneda  para  el  país, 
emitir  billetes  de  crédito  y  de  banco,  imponerlos  á  la  circula- 
ción por  leyes  apropiadas  á  tal  fin,  darles  el  carácter  de  moneda 
y  suspender  finalmente  los  pagos  en  metálico,  en  virtud  ya  de 
un  atributo  de  soberanía  jamás  desconocido  y  de  constante 
aplicación  por  los  gobiernos  de  todos  los  países,  sin  distinción 
de  forma,  ya  de  los  poderes  esplicitosé  implícitos  que  le  acuer- 
dan las  cláusulas  3,  5,  40  y  28,  art.  67  de  la  Const.,  en  la  cual 
no  se  encuentra  tampoco  disposición  alguna  que  le  prohiba  ó 
impida  dictar  leyes  de  carácter  retroactivo  en  materia  civil).  — 
T.  36,  p.  477. 

—  La  ley  de  la  provincia  de  Santa  Fe,  de  28  de  noviembre  de 
4894,  no  es  repugnante  á  la  Constitución  Nacional,  en  cuanto 
se  refiere  á  los  cereales  producidos  en  el  territorio  de  dicha 
provincia.  (Esa  ley  grava  con  un  impuesto  toda  transacción  so- 
bre lino  y  trigo  que  se  efectúe  en  la  provincia.  Art.  9,  40  y  4  4, 
Const.  Nac.  Refiriéndose  al  art.  40,  dice  el  fallo  :  Esa  inmuni- 
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dad  que  la  constitución  garantiza  á  la  circulación  de  esa  clase 
de  artículos  de  comercio,  prohibe  á  la  nación  establecer  todo 
gravamen  sobre  ellos,  cualquiera  que  sea  el  punto  de  la  Repú- 
blica á  que  se  dirijan,  quedando  a  fortiori  prohibido  á  las  pro- 
vincias todo  impuesto  sobre  ellos,  aun  cuando  circulen,  trans- 
portándolos de  un  punto  á  otro  dentro  de  su  propio  territorio^ 
y  en  tanto  no  estén  definitivamente  incorporados  á  éste.  Pero 
esta  libertad  de  circulación  territorial,  no  es  en  manera 
alguna,  la  libertad  de  circulación,  que  forma  la  base  del  co- 
mercio y  que  tiene  por  fines  las  transacciones,  actos  y  contratos, 
con  el  objeto  de  adquirir  y  transmitir  las  cosas  sujetas  al  comer- 
cio de  los  hombres.  Si  otro  fuese  el  alcance  del  art.  40,  si  la 
circulación  á  que  se  refiere,  fuese  la  circulación  económica , 
entonces  no  habría  momento  en  que  mercadería  ó  producto 
alguno,  incorporado  á  la  riqueza  del  país,  fuese  pasible  de  im- 
puesto. El  art.  H  no  tiene  más  alcance  que  el  de  suprimir  á 
los  efectos  comerciales  del  tránsito,  las  fronteras  y  jurisdiccio- 
nes interprovinciales,  convirtiendo  á  todo  el  país  en  una  uni- 
dad territorial,  sobre  la  cual  pueden  transitar  libremente  toda 
clase  de  artículos,  sin  poder  ser  gravados  por  impuesto  alguno, 
al  pasar  por  las  diversas  provincias  que  atraviesan,  hasta  llegar 
á  su  destino.  Las  provincias  tienen  indisputablemente,  el  dere- 
cho de  gravar  con  impuestos  ^odas  las  cosas  que,  incorpora- 
das á  la  propiedad  común  de  sus  habitantes,  forman  parte  de 
su  riqueza  general.  Del  hecho  de  haber  declarado  la  Conslitu- 
ción,  la  libre  circulación  de  los  efectos  de  producción  ó  fabrica- 
ción nacional,  no  puede  deducirse  que  tales  efectos  puedan  es- 
capar á  los  impuestos  provinciales,  cuando  pertenecieron  des- 
de su  origen,  ó  se  incorporaron  después  á  la  riqueza  local,  for- 
mando parte  de  la  propiedad,  entregados  á  las  transacciones  de 
comercio.  L»  ley  en  cuestión  no  afecta,  con  el  impuesto  que 
crea,  actos  de  importación,  de  exportación,  de  circulación  ó  de 
tránsito  de  cereales.  El  impuesto  se  aplica  al  acto  directo  de  la 
venta  del  cereal,  gravando  las  transacciones  sobre  granos  pro- 
ducidos en  el  territorio  de  Santa  Fe,  y  lo  grava  nó  al  ser  expor- 
tado, sino  en  el  momento  mismo  en  que  la  transacción  se  cele- 
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bra  como  un  acto  de  comercio  interno,  sujeto  á  los  impuestos 
que  las  provincias  están  facultadas  para  crear  dentro  de  su  ca- 
pacidad política).  —  T.  51,  p.  349. 

Inconstituoional. — La  ley  de  4  5  de  octubre  de  4885,  sobre  incon- 
versión,  no  es  inconstitucional.  (La  facultad  del  congreso  para 
dictar  la  mencionada  ley,  se  desprende  tanto  de  los  atributos 
generales  de  soberanía  y  su  constante  aplicación  en  las  nacio- 
nes civilizadas,  como  muy  especialmente  de  las  facultades  que, 
explícita  é  implícitamente,  le  acuerda  la  Constitución  en  los 
incisos  3,  5,  40  y  28  de  su  art.  67).  —  T.  52,  p.  443. 

—  La  ley  de  3  de  septiembre  de  4878,  limitando  la  jurisdicción 
federal  por  razón  de  las  personas,  según  la  cuantía  del  pleito, 
no  es  inconstitucional.  —  T.  53,  p.  44  4. 

—  No  lo  es,  lo  dispuesto  por  el  artículo  448  de  la  ley  de  matri- 
monio civil  de  42  de  noviembre  de  4888  (440  déla  ley  de  4 2 de 
noviembre  de  4  889).  (Dicha  disposición  en  nada  puede  afectar  ni 
vulnerar  el  dogma  católico,  ni  los  principios  de  cualquier  otra 
religión,  pues  en  la  misma  ley  se  permite  expresamente  la  cele- 
bración del  matrimonio  religioso,  á  cuantos  quisieran  contraer- 
lo conforme  á  sus  creencias.  Siendo  innegable  la  perfecta  cons- 
titucional idad  del  art.  448,  no  puede  ponerse  en  duda  la  facul- 
tad del  legislador,  para  asegurar  su  cumplimiento,  de  establecer 
la  pena  impuesta  por  su  infracción  á  ios  encargados  directa- 
mente de  obedecerla  y  ejecutarla.  Véabe:  Congreso;  Iglesia). 
—  T.53,  p.  488. 

—  Véase :  Aguas;  Impuesto;  Impuesto  inconstitucional;  Impuesto 
provincial;  Jurisdicción  administrativa;  Ley  constitucional;  Ley 
inconstitucionaL 

Inoonversión .  — Véase:  Inconstitucional, 

Indemnización.  —  Los  jueces  pueden  y  deben  fijar  en  todo  jui- 
cio, las  indemnizaciones  que  se  deben  á  las  partes  (art.  45,  Ley 
Proc).  —  T.  8,  p.  94. 

—  En  un  pleito  por  indemnización  de  perjuicios,  no  puede  to- 
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marse  en  cuenta  una  partida  que  ha  sido  juzgada  en  otro. 

—  T.  10,  p.  149. 

Indemnisación. —  No  se  puede  reclamar  indemnización  de  per- 
juicios por  taita  de  integración  en  la  superficie  real  de  un 
terreno  vendido,  cuando  la  venta  se  hace  ad  corpus^  con  indi- 
cación de  la  área  de  que  se  compone  y  por  un  precio  único. 

—  T.  40,  p.  470. 

—  La  que  debe  pagarse  á  los  propietarios  de  bienes  ocupados 
para  obras  de  utilidad  nacional,  comprende  no  sólo  el  valorde 
las  cosas  expropiadas,  sino  también  el  de  todos  los  graváme- 
nes y  perjuicios  que  sean  consecuencia  forzosa  de  la  expro- 
piación (art.  16,  ley  de  expropiación  de  1866).  —  T.  11,  p.  335. 

—  En  una  cuestión  sobre  propiedad  y  entrega  de  mercaderías, 
la  indemnización  de  perjuicios  por  demora  en  la  entrej^a  ó 
averias  por  vicio  propio^  es  un  accesorio  y  depende  de  la  re- 
solución sobre  lo  principal.  —  T.  15,  p.  241. 

—  El  propietario  de  la  carga  no  tiene  derecho  á  exigir  de  sus 
consignatarios  la  indemnización  de  perjuicios  por  la  detención 
de  ella,  si  consintió  la  resolución  que  la  manda  entregar  sin 
hacer  mención  de  dicha  indemnización,  si  la  causa  de  la  de- 
tención ulterior  ha  sido  la  falta  de  conocimiento  no  presentado 
á  la  aduana  por  el  propietario,  y  si  no  hizo  gestión  alguna  para 
evitar  el  daño  que  los  efectos  podían  sufrir  por  el  transcurso 
del  tiempo.  —  T.  17,  p.  101. 

—  Reconocida  la  obligación  de  indemnizar,  sin  poderse  esta- 
blecer por  pruebas  ó  por  juramento  m  litem  el  importe  preciso 
de  la  indemnización,  debe  aceptarse  la  que  ofrece  el  deudor. — 
T-.  18,p.  47. 

—  Una  detención  arbitraria  se  indemniza  con  una  cantidad 
correspondiente  á  la  totalidad  de  las  ganancias,  que  cesaron 
para  el  paciente  hasta  su  completa  libertad  (art.  1087,  Gód. 
Civ.).  —  T.  18,  p.  44!. 

—  Si  la  pérdida  es  en  la  cantidad  de  mercaderías,  la  indemní- 
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zación  es  sobre  el  menoscabo  ajuicio  de  peritos(art.  f72,  C6d. 
Com.  aiit.).— T.  S3.  p.  138. 
IndemniMoióa.— Ln  pérdida  del  terreno  que  para  la  rer-t¡ficación 
de  calles,  sufren  los  propietarios  de  terrenos  urbanos,  no  da 
lugar  á  indemnización,  cuando  en  la  compra  hecha  por  ellos 
se  expresa  estar  comprendido  el  terreno  destinado  para  calle 
pública.  — T.  23,  p.  316. 

—  La  que  debe  pagar  el  conductor  cuando  ha  habido  pérdida 
ó  extravio  de  la  carga  que  le  es  imputable,  dttbe  ser  tasada 
por  peritos,  se^^n  el  valor  que  tendría  al  tiempo  y  lugar  de  la 
entrega  (art.  171,  Cúd.  Com.ant.).  —  T.  23.  p.  70«. 

—  Las  de  daños  é  intereses  comprenden  sólo  los  perjuicios  que 
se  Justilique  ser  consecuencia  uimudiHta  y  ttecesaris  del  hecho 
que  los  ha  causado.  —  T.  2(,  p,  11). 

—  No  tiene  derecho  i  la  <le  |>iírjuicio«,  et  que  lu»  ha  sul'rido  ]>or 
causa  imputable  i  él.  — T.  'iíi,  p.  iG7 . 

—  En  el  amparo  de  posesi'jii  ««  que  ve  ha  pe'lido  iii'l<;m ilina- 
ción de  perjuicios,  y  habiéndose  abierta)  la  cauta  á  prueba  so- 
bre ellos,  no  se  ha  probado  su  eiist'iiicí:!,  no  debe  dejarse  al 
demandante  su  derecho  á  salvo  para  pedirla,  —  T,  'i6,  p.  '.iíQ. 

—  La  íiidemiiiíacióii  por  depreciación  á  causa  del  fraccioua- 
mieiili  del  líüTeoij,  no  procede  cuando  el  demandante  ha  com- 
pradi)  el  terriMio  ya  fraccionado  (art  16,  Ley  Exprop.).~T,  46. 

p.  m. 

—  EslMtciéti'i'j^i:  por  uita  sentencia  ejecutoriada  la  existencia 
de  los  perjuicios,  y  librada  su  avaluación  a)  juicio  de  peritos, 
no  es  posible  aceptar  el  diclameii  del  tercer  pent4)  en  discor- 
dia, que  estima  no  deberse  pagar  suma  alguna.  En  este  caso, 
siendo  conforme  con  la  sentencia  el  dictameu  del  perito  nom- 
brado por  ln  parle  demaudada,  debe  aceptarse  la  aialuacíóo 
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Indemnizaoión.-r-No  probándose  e!  hecho  invocado  como  causa 
generadora  de  los  daños  y  perjuicios,  no  puede  admitirse  la 
demanda  en  que  se  pide  su  indemnización.  — T.  28,  p.  384. 

—  Ei  que  no  ejecuta  la  obra  encargada  en  tiempo  propio  y  del 
modo  que  fué  intención  de  las  partes  que  se  ejecutara,  á  más 
de  la  rescisión  del  contrato,  debe  indemnizar  los  perjuicios 
causados  por  la  mala  ejecución  (art.  625,  Cód.  Civ.).  — T.  32, 
p.  50. 

—  No  negada  la  existencia  é  importe  del  daño  cuya  indemni- 
zación se  demanda,  debe  darse  por  reconocida.  — T.  33, 
p.  49. 

—  Contra  el  deudor  de  una  obligación  de  hacer,  no  puede  pe- 
dirse la  indemnización  de  perjuicios  por  su  inejecución,  si  no 
se  prueba  que  ha  incurrido  en  mora  (art.  509,  Cód.  Civ.  Véase  : 
Mora).  —  T.  34,  p.  398. 

—  La  acción  fundada  sobre  la  turbación  que  resulte  haberse 
efectuado  sin  la  intención  de  hacerse  poseedor,  debe  juzgarse 
como  acción  de  indemnización  de  daños  (art.  2497,  Cód.  Civ.). 
—  T.  53,  p.  111. 

—  Cou  arreglo  al  artículo  1084  del  Código  Civil,  los  tribunales, 
dadas  las  circunstancias  de  cada  caso,  deben  fijar  la  indemni- 
zación por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  accidentes  en  las 
vías  férreas.  —  T.  56,  p.  428  y  441. 

—  Véase  :  Averías;  Daños  y  perjuicios;  Expropiación;  Jura- 
mento, 

Indicio.  —  El  próximo  parentesco  es  un  indicio  de  interposición, 
y  son  necesarias  explicaciones  bien  plausibles  para  hacer  de- 
saparecer toda  sospecha  de  un  concierto  fraudulento.  —  T.  24, 
p.  473. 

Indulto.  —  Cuando  la  pena  impuesta  por  el  juez  en  cumplimien- 
to de  la  ley,  no  está  en  proporción  con  el  delito  cometido,  por 
ser  éste  de  poca  importancia,  corresponde  invitar  al  poder  eje* 
cutivo,  á  ejercer  el  derecho  de  indulto  que  le  acuerda  la  Cons- 
titución Nacional.  —  T.  3,  p.  87. 
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Indalto.— Para  que  el  presidente  de  la  Repáblica  pueda  ejercer  la 
facultad  de  conmutar  ó  indultarlas  penas  en  los  delitos  sujetos 
á  la  jurisdicción  federal,  es  necesario  que  baya  habido  un  jui- 
cio en  que  se  califique  el  delito,  y  se  designe  al  delincuente  y 
la  pena  que  debe  aplicarse.  —  T.  6,  p.  2i7. 

—  El  derecho  de  indultar,  acordado  por  la  Constitución  al  pre- 
sidente de  la  República,  no  puede  ser  ejercido  por  un  ministro 
de  la  ^fación,  sin  previa  autorización  de  aquél.  —  T.  6,  p,  227. 

Industria.  —  No  se  ha  garantido  por  el  articulo  14  de  la  Cons- 
titución Nacional,  á  los  habitantes  de  la  República,  el  derecho 
de  ejercer  su  industria  ó  profesión,  sino  con  sujeción  á  las  le- 
yes que  reglamenten  ¿u  ejercicio.  ^  T.  7,  p.  450. 

Inejecución  de  obligación.  —  Véase:  Culpa. 

Información  ad  perpetuam.  —  Antes  de  entablarse  la  demanda, 
puede  pedirse  se  reciba  la  información  ad  perpetuam  de  testigos 
próximos  á  ausentarse  (art.  55,  inc.  4°,  Ley  Proc).  — T.  8, 
p.  43. 

—  El  mérito  legal  de  ella,  puede  objetarse  sólo  en  el  juicio  que 
después  de  la  misma  se  entable  (art.  55,  Ley  Proc).  —  T.  22, 
p.244. 

Informe.  —  El  de  la  cámara  sindical  de  la  Bolsa,  de  que  á  los  cer- 
tificados del  Lloyd  Americano  no  se  acuerda  en  esta  plaza  la  mis- 
ma fe  que  á  otros,  para  buques  con  destino  á  Europa,  no  des- 
virtúa el  mérito  de  aquellos  para  buques  con  destino  á  este 
puerto.  Para  desvirtuarlo,  debe  probarse  que  el  buque  ha  na- 
vegado sin  contratiempos  de' mar,  ó  que  los  defectos  del  buque 
no  pudieron  ser  notados  por  los  peritos  del  Lloyd  Americano. 
£1  informe  pericial  al  respecto,  no  ordenado,  ni  ratificado  ju- 
dicialmente, y  en  oposición  al  cual  existe  una  protesta  del  ca- 
pitán ante  el  Cónsul  inglés,  de  accidentes  de.mar  en  la  travei^ia, 
no  puede  constituir  dicha  prueba.  —  T.  48,  p.386. 

—  Véase :  Recurso  de  hecho. 

Informe  invoce.  —  Las  partes  tienen  derecho  de  pedirse  señale 
día  para  informar  in  voce  (art.  480,  Ley  Proc).  —  T.  40,  p.  328. 
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Informe  in  voce. —  Una  vez  señalado  día  para  el  informe  in  x>oce 
á  petición  de  una  sola  de  las  partes  ó  de  ambas,  el  derecho  de 
comparecer  con  ese  objeto  á  la  audiencia,  es  común  para  ellas. 
El  abandono  del  derecho  por  uno  de  los  litigantes  no  puede 
perjudicar  al  otro,  privándolo  de  la  facultad  de  producir  su 
informe  en  los  mismos  términos  en  que  lo  habría  hecho,  si  hu- 
biesen ambos  comparecido.  —  T.  12,  p.  64. 

—  No  puede  pedirse  en  segunda  instancia,  la  agregación  del  in- 
forme in  coce producido  en  la  primera.  —  T.  57,  p.  434. 

—  Después  de  expresados  y  contestados  los  agravios,  no  puede 
presentarse  el  informe  in  voce  producido  en  4*  instancia,  como 
ampliación  de  la  contestación  (art.  527,  Cód.  Proc.  Crim.  Con 
arreglo  á  este  artículo,  con  los  escritos  de  expresión  de  agra- 
vios y  de  contestación^  queda  concluida  la  causa  para  prueba 
ó  definitiva,  según  corresponda,  lo  que  demuestra  que  el  ape- 
lado no  está  autorizado  á  contestar  sucesivamente  y  por  dupli- 
cado ala  expresión  de  agravios).  —  T.  57,  p.  437. 

—  Viíase:  Apelable. 

Informe  oficial.  —  £1  expedido  por  una  repartición  del  poder 
ejecutivo  nacional,  hace  fe  en  juicio  contra  él.  —  T.  24,  p.23. 

Inhabilidad  de  titulo.  —  Hay  inhabilidad  del  título  para  ejecu- 
tar un  edificio  destinado  para  servicio  público,  como  oficinas 
del  curato,  con  el  objeto  de  pagar  una  deuda  contraída  para 
dicha  obra,  á  la  que  no  pertenece  ni  puede  aquel  pertenecer. 
—  T.  7,  p.  327. 

—  Es  inhábil  contra  el  ejecutado,  el  título  que  obliga  á  otro  y  no 
á  él.  -  T.  8,  p.  22. 

—  Es  inhábil  para  ejecutar  al  mandatario,  un  título  que  se  funda 
en  una  sentencia  dictada  contra  él  como  tal  mandatario.  —  T.  8, 
p.  299. 

—  Para  que  esta  excepción  sea  legalmente  opuesta  en  juicio 
ejecutivo,  debe  expresarse  la  razón  en  que  la  inhabilidad  se 
funda;  porque  debiendo  (art.  271,  Ley  Proc),  conferirse  tras- 
lado al  actor  y  en  seguida  recibirse  á  prueba  la  causa,  no  se 
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puede  dejar  al  arbitrio  del  ejecutado  la  facultad  de  esterilizar 
la  audiencia  y  la  prueba  del  ejecutante,  como  sucedería  si  pu- 
diese aquel  guardar  en  reserva,  hasta  después  de  agregadas  las 
pruebas,  la  enunciación  de  los  hechos  y  la  mención  de  las 
leyes  en  que  funda  su  excepción  ;  porque  teniendo  el  ejecu- 
tado, en  cuanto  á  las  excepciones  que  opone,  el  carácter  de 
actor,  está  obligado  á  observar,  para  oponerlas,  todos  los 
requisitos  que  el  actor  está  obligado  á  guardar  para  interponer 
su  demanda,  que  son,  según  las  leyes  45,  25,  26,  31  y  40,  titulo 
2,  partida  3^  la  exposición  circunstanciada  de  los  hechos  y  el 
derecho  en  que  apoya  su  demanda;  y  finalmente,  porque  esa 
obligación  se  halla  impuesta  de  una  manera  expresa  en  el 
proemio  del  título  3,  partida  3".  —  T.  9,  p.  401. 

Inhabilidad  de  titulo.  —  Por  regla  general,  puede  oponerse  esta 
excepción  en  el  juicio  ejecutivo  :  exceptúase  el  caso  en  que  la 
ejecución  se  funde  en  una  letra  de  cambio  protestada  en  forma 
(art.  270,  Ley  Proc;  art.  852,  Cód.  Com.ant.).—  T.  13,  p.  420. 

—  Esta  excepción,  lo  mismo  que  la  falsedad,  debe  proceder 
de  algún  vicio  que  afecte  la  forma  ó  el  fondo  del  contrato,  y  no 
la  ejecución  del  misino.  — T.  18,  p.  77. 

—  Esta  excepción  opuesta  contra  una  escritul'a  pública  de  plazo 
vencido,  que  contiene  cantidad  líquida  en  moneda  corriente, 
base  cierta  para  su  reducción  á  metálico,  es  infundada  aunque 
se  alegue  que  sus  cláusulas  se  prestan  á  diversas  interpreta- 
ciones. —  T.  18,  p.  435. 

—  Es  inadmisible  esta  excepción,  opuesta  contra  pagarés  no 
argüidos  de  falsos,  reconocidos  en  juicio,  de  plazo  vencido  y 
por  cantidad  líquida. — T.  20,  p.  119. 

—  Ejecutado  el  fiador  por  deudas  líquidas  y  exigibles  del  fiado, 
no  procede  la  excepción  de  inhabilidad  fundada  en  pagos  no 
probados  y  en  la  pérdida  de  los  derechos  por  culpa  ú  omisión 
del  acreedor,  no  probada  tampoco.  —  T.  21,  p.  47. 

—  No  constituye  esta  excepción  en  un  pagaré,  el  hecho  de  haber 
sido  extendido  en  un  sello  de  menor  valor  al  correspondiente, 
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y  el  ser  protestado  ante  escribano  incompetente,  cuando  se  re* 
conoce  la  autenticidad  de  la  firma.  —  T.  24,  p.  77. 

Inhabilidad  de  titulo. —  No  es  admisible  en  una  ejecución  fun- 
dada en  una  letra  de  cambio  protestada  (art.  852,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  22,  p.  395. 

—  El  arrendatario  de  un  campo  que,  sin  conocimiento  del  lo- 
cador, compra  el  campo  al  fisco,  no  rambiala  causa  de  su  po- 
sesión, y  no  puede  oponer  la  excepción  de  inhabilidad  del  título 
á  la  acción  ejecutiva  del  locador,  por  cobro  de  arrendamientos 
(art.  4 493,  2445  y  2447,  Cód.  Civ.).  —  T.  26,  p.  1 75. 

—  Contra  la  ejecución  de  un  pagaré  á  la  orden,  no  procede  la 
excepción  de  nulidad  é  inhabilidad  del  título  (art.  852  y  917, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  42,  p.  3M. 

—  Es  inhábil  el  pagaré  que,  de  antecedentes  graves,  precisos 
y  concordantes,  resulta  haber  sido  otorgado  por  causa  de  juego 
prohibido  por  la  ley.  (Es  inhábil  por  la  ley,  el  documento  que 
recae  sobre  objetos  ilícitos  y  prohibidos  por  derecho).  -^  T.  48, 
p.  484. 

—  Debe  ser  rechazada  la  excepción  de  inhabilidad  del  título 
ejecutivo,  cuando  se  funda  sobre  la  nulidad  del  protesto,  y 
resulte  que  éste  ha  sido  verificado  en  debida  forma.  — T.  54, 
p.  255. 

—  El  préstamo  tomado  por  el  capitán  para]gastos  necesarios  del 
buque,  no  es  título  hábil  para  ejecutar  éste  en  poder  del  com- 
prador que  lo  adquirió  en  remate  judicial,  verificado  después 
de  dicho  préstamo  (art.  864,  Cód.  Com.;  art.  1025,  Cód.  Com. 
ant.). —  T.  52,  p.  454. 

—  El  pagaré  no  protestado  en  persona,  y  el  reconocimiento  de 
firma  declarado  por  el  juez,  por  no  haber  comparecido  el  deu- 
dor, citado  por  edictos,  no  constituye  título  ejecutivo.  (La  cita- 
ción por  edictos  en  los  casos  y  para  los  fines  que  ella  procede, 
sólo  autoriza,  sucediendo  la  incomparecencia,  para  el  nombra- 
miento de  defensor  y  no  para  la  declaración  de  rebeldía  del 
citado,  como  en  el  juicio  ejecutivo  lo  prescribe  el  artículo  253 


—  495  —  INH 

de  la  ley  de  procedimientos.  La  confesión  tácita  resultante  del 
silencio  opuesto  á  un  acto  ó  interrogación,  supone  que  quien 
está  en  el  deber  de  contestar,  tiene  conocimiento  del  acto  6 
interrogación,  art.  919,  Cód.  Civ.,  lo  que  no  puede  dai'se  por 
averiguado,  cuando  no  ha  mediado  sino  la  citación  por  edictos). 
—  T.  52,  p.  207;  t.  55,  p.  204. 

Inhabilidad  de  titulo. —  Contra  el  dobro  ejecutivo  de  una  cuota 
vencida  deprecio,  no  puede  oponerse  la  excepción  de  inhabi- 
lidad de  título  fundada  en  la  nulidad  de  la  venta,  cuando  sobre 
ésta  el  ejecutado  sigue  un  juicio  ordinario. —  T.  54,  p.  202. 

—  No  es  admisible  esta  excepción  contra  pagarés  de  cantidad 
líquida,  reconocidos  en  juicio.  —  T.  55,  p.  249. 

—  No  es  procedente,  la  fundada  en  la  falta  de  causa  de  la  obli- 
gación- cuando  resulta  ésta  de  los  antecedentes  de  la  misma. — 
T.  57,  p.  349. 

—  Probada  la  calidad  de  locatario  del  ejecutado,  no  procede 
esta  excepción  fundada  en  el  desconocimiento  del  derecho  de 
propiedad  en  los  locadores.  (Tal  defensa  no  es  de  tomarse  en 
consideración  en  el  juicio  ejecutivo,  dada  su  naturaleza  y  fines: 
art.  -1578,  Cód.  Civ.).  —  T.  6i,  p.  420. 

—  Véase  :  Ejecución;  Juicio  ejecutivo. 

Inhibición. —  Desapareciendo  la  causa  de  inhibición  de  un  juez, 
antes  de  estar  radicados  los  autos  ante  otro,  éstos  deben  volver 
al  originario.  —  T.  14,  p.  280. 

—  Una  acción  fundada  en  sentencia  condenatoria,  emanada 
de  tribunales  extranjeros,  autoriza  provisoriamente  la  inhibi- 
ción de  enajenar  la  cosa  afectada,  pero  no  su  embargo.  — 
T.  20,  p.  135. 

—  Procede  bajo  la  responsabilidad  del  solicitante^  existiendo 
una  sentencia  favorable.  —  T.  27,  p.  294. 

—  Pidiendo  el  demandado,  la  inhibición  decretada  debe  redu- 
cirse á  la  extensión  del  terreno  que  se  reclama.  —  T.  32, 
p.  385. 

—  La  de  enajenar  ó  gravar,  no  es  autorizada  por  las  leyes  que 
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rigen  los  procedimientos    ante   los  tribunales  federales.  — 
T.  41,  p.  211. 

Inhibición.— Si  en  autos  no  hay  elementos  bastantes  para  el  pro- 
nunciamiento in  limine^  sobre  la  procedencia  ó  la  improceden- 
cia de  una  querella  criminal,  el  rechazo  de  ella,  hecho  por  el 
juez  explicando  las  razones  del  mismo,  trae  la  inhibición  de 
éste  para  continuar  conociendo  en  la  causa  y  la  nulidad  de  todo 
lo  obrado  desde  la  interposición  de  la  demanda  (Cap.  3,  tít.  6, 
Cód.  Proc.  Crim.).  —  T.  43,  p.  161. 

—  La  medida  preventiva  de  inhibición  general  de  enajenar,  no 
está  autorizada  por  la  la  ley  nacional  de  procedimiento. —  T.  44^ 
p.  134  y  193. 

—  La  inhibición  que  se  ordenó  por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de 
15  de  noviembre  de  1884  (t.  27,  p.  294),  se  refiere  á  un  bien 
raíz  determinado.  — T.  44,  p.  134. 

—  La  inhibición  general  de  bienes,  no  está  autorizada  por  la 
ley  de  procedimientos  nacionales  como  medida  preventiva.  — 
T.  45,  p.  243. 

—  Es  distinta  la  inhibición  ó  embargo  de  un  bien  raíz  determi- 
nado. —  T.  45,  p.  243. 

—  La  ley  nacional  de  procedimientos  no  autoriza  la  inhibición 
general  de  bienes.  —  T.  45,  p.  332. 

—  La  inhibición  general  no  es  una  medida  autorizada  por  las 
leyes  que  rigen  los  procedimientos  ante  los  tribunales  fede- 
rales. —  T.  47,  p.  383. 

—  La  general  de  enajenar,  no  es  una  medida  sancionada  por  la 
ley  nacional  de  procedimientos.  — T.  48,  p.  126. 

—  Cuando  se  pide  la  cesación  de  la  inhibición  general,  ofrecien- 
do bienes  en  garantía,  )a  suficiencia  de  éstos,  en  desacuerdo  de 
las  partes,  debe  ser  decidida  por  el  juez  de  la  causa,  previos 
los  trámites  ilustrativos  que  considere  necesarios  (art.  2000, 
Cód.  Civ.).  —  T.  56,  p.  372. 

—  La  inhibición  general  de  bienes  sólo  procede  al  objeto  de 
garantir  la  eficacia  de  un  derecho:  no  puede  tener  lugar  sino  en 
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defecto  de  fianza  ú  otra  garantía  suficiente.  —  T.  56,  p.  372. 

Inhibición.  —  Sobre  la  simple  base  de  una  demanda  reivindi- 
catoría, y  sin  alegar  hecho  alguno  que  indique  el  intento  de 
realizar  deterioros  en  la  cosa  reivindicada^  no  procede  la 
inhibición  de  enajenar,  ni  es  aplicable  lo  dispuesto  por  el 
artículo  íe788.  Cód.  Civ.  —  T.  59,  p.  63. 

—  Reconocida  judicialmente  la  deuda,  procede  la  inhibición 
de  enajenar,  autorizada  por  la  ley  número  3037.  —  T.  59,  p.  70 
y  170. 

—  Debe  mantenerse  la  decretada  contra  el  deudor  del  Banco 
Nacional,  á  quien  no  se  conocen  bienes.  — T.  59^  p.  187. 

—  La  inhibición  posterior  á  la  hipoteca  debe  levantarse,  si  se 
vende  el  inmueble  para  satisfacer  el  crédito  hipotecario.  Si 
el  acreedor  favorecido  por  la  inhibición,  cree  que  la  hipoteca 
esnulaó  fraudulenta,  debe  hacer  valer  su  oposición  ante  el 
juez  que  conoce  de  la  ejecución  hipotecaria. —  T.  61,  p.  76. 

Inhibición  de  viaje.  —  La  de  un  buque,  pedida  por  los  marine- 
ros en  cuestión  con  el  capitán,  sobre  rescisión  del  contrato  y 
competencia  del  Juzgado  federal  para  conocer  en  ella,  es  una 
dependencia  de  dicha  cuestión^  y  corresponde  al  juez  federal 
resolverla.  —  T.  26,  p.  312. 

Inhibitoria.  —  Declinada  la  jurisdicción  de  los  tribunales  de 
proirincia,  por  la  articulación  correspondiente  y  tramitada  ésta, 
no  se  puede  al  mismo  tiempo  proponer  la  contienda  de  com- 
petencia por  inhibitoria  ante  la  justicia  nacional ;  pues  el  artí- 
culo 45  de  la  ley  de  procedimientos,  autoriza  á  usar  de  uno  ú 
otro  medio,  pero  no  de  los  dos  simultáneamente,  ni  del  uno 
después  del  otro.  — T.  17,  p.  355. 

—  No  puede  promoverse  ante  el  Juzgado  federal,  después  de 
deducida  y  resuelta  la  declinatoria  de  jurisdicción  por  los  tri- 
liunales  provinciales.  — T.  23,  p.  366. 

—  Es  improcedente  la  inhibitoria  deducida  ante  el  juzgado  fe- 
deral, en  causa  civil  entre  dos  extranjeros,  aunque  sean  veci- 
nos de  distintas  provincias.  (La  razón  de  vecindad  en  diferentes 
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,  provincias,  se  refiere  solamente  á  los  argentinos  y  noá  los  ex- 
tranjeros cuando  litigan  entre  si)., —  T.  39,  p.  29. 
Inhibitoria.  — Interpuesta  contra  el  juez  ante  quien  el  deman- 
dado por  jactancia  ha  deducido  acción,  corresponde  que  el  juez 
solicitado  proceda  á  examinar  si  el  caso  es  ó  no  de  su  juris- 
dicción, y  resuelva  lo  que  corresponda  en  dicha  inhibitoria. 
—  T.  41,  p.  243. 

—  Las  cuestiones  de  competencia  deducidas  por  inhibitoria, 
se  substancian  con  la  audiencia  del  ministerio  fiscal.  —  T.  59, 
p.  368. 

—  Véase:  Emplazamiento ;  Rebeldía, 

Injurias.  —  Las  inferidas  á  un  cónsul  en  la  oficina  del  consulado, 
con  motivo  del  desempeño  de  sus  funciones  oficiales,  afectan  la 
libertad  y  seguridad,  sin  las  que  no  puede  desempeñar  bien  su 
mandato.  Esas  injurias  comprometen  las  prerogativas  de  su  ca- 
rácter público,  y  determinan  el  ejercicio  de  la  jurisdicción 
que  compete  á  la  Suprema  Corte.  —  T.  10,  p.  324. 

—  Las  palabras  pronunciadas  no  con  intención  de  inju- 
riar, sino  cotí  la  de  contradecir  aserciones  consideradas  como 
falsas,  no  constituyen  injuria,  ni  se  prestan  á  establecer  la  com- 
pensación de  injurias.  —  T.  11,  p.  290. 

—  El  delito  de  injuria  puede  ser  castigado  con  pena  pecuniaria 
(ley  «1,  tít.  9,  part.  7*).  —  T.  11,  p.  290. 

—  La  injuria  dirigida  á  un  cónsul,  en  su  despacho  oficial,  y  en 
presencia  de  varias  personas,  debe  reputarse  grave  (ley  20,  tít. 
9,  part.  7').  —  T.  11,  p.  290. 

—  Véase  :  Justicia  federal. 

Injurias  reales.  —  Justificado  el  delito  de  injurias  reales,  el  in- 
juriante debe  ser  condenado  á  una  pena  pecuniaria  por  repara- 
ción de  ellas,  al  pago  de  gastos  de  curación  y  de  las  costas 
del  proceso.  —  T.  11,  p.  102. 

Inmunidades  pariamentarias.  —  La  inmunidad  de  los  congre- 
sales  por  las  opiniones  que  emiten  en   el  desempeño  de  sus 
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funciones,  debe  interpretarse  en  el  sentido  más  amplio.  —  T. 
1 ,  p.  297. 

Inmunidades  parlamenturias .  —  Son  delitos  contra  la  inmu- 
nidad délos  congresales,  los  libelos  impresos  contra  ellos,  por 
las  opiniones  emitidas  en  el  Congreso,  y  su  conocimiento  co- 
rresponde á  la  justicia  federal.  —  T.  1,  p.  297. 

—  La  Constitución  no  ha  buscado  garantir  á  los  miembros 
del  Congreso  con  una  inmunidad  que  tenga  objetos  perso- 
nales, ni  por  razones  del  individuo  mismo  á  quien  hace 
inmune.  Son  altos  ñnes  políticos,  los  que  se  ha  propuesto  ;  y 
sí  ha  considerado  esencial  esa  inmunidad,  es  precisamente  pa- 
ra asegurar  no  sólo  la  independencia  de  los  poderes  públicos 
entre  si,  sino  la  existencia  misma  de  las  autoridades  creadas 
por  la  Constitución.  --  T.  54,  p.  432. 

—  Véase  :  Arresto ;  Estado  de  sitio. 

Innovación.  —  Pendiente  la  apelación  en  juicios  de  posesión  y 
propiedad,  no  debe  hacerse  innovación  alguna  en  la  cosa  objeto 
de  ellos.  —  T.  27,  p.  166. 

—  Véase  :  Cosa  litigiosa ;  Interdicto, 

Insania.  —  Cuando  se  discute  el  quantum  de  la  pena,  y  ésta  se 
halla  agotada,  el  caso  de  insania  no  da  lugar  á  la  .suspensión 
sino  ala  cesación  definitiva  de  la  causa.  — T.  49,  p.  395. 

Inscripción.  —  No  procede  la  preventiva  de  un  crédito  privile- 
giado, si  en  el  estado  de  la  causa  no  puede  darse  por  averi- 
guada su  existencia  y  monto.  —  T.  60,  p.  385. 

Inscripción  doble.  —  Véase:  Ley  electoral. 

Insolvencia.—  Véase:  Prescripción, 

Inspectores.  —  Los  de  impuestos  internos  no  están  autorizados  á 
nombrar  apoderados  que  los  representen  en  los  juicios  que 
promuevan  sobre  defraudación  de  aquellos.  (El  decreto  regla- 
mentario de  la  ley  núm.  2774^  no  les  concede  tal  facultad).  — 
T.  51,  p.  407. 

Instrumentos  privados.  —  El  reconocido  judicialmente  tiene  el 
mismo  valor  que  el  instrumento  público,  entre  los  que  lo  han 
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suscripto  y  sus  sucesores  (art.  1026.  Cód.  Civ.)— T.  55^  p.  375. 

Instrumentos  privados. — Véase  :  Documentos;  Ejecución;  Firma. 

Instrumentos  públicos. — Hacen  plena  fe  entre  las  partes,  aun  de 
los  hechos  que  solóse  han  expresado  en  ellosen  términos  enu- 
merativos, con  tal  que  la  enumeración  tenga  relación  directa 
con  el  acto  jurídico  que  forma  el  objeto  principal  (art.  995^ 
Cód.  Civ.).—  T.  10,  p.  470. 

—  La  nota  de  un  administrador  de  rentas  nacionales,  contenien- 
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do  un  extracto  de  los  libros  de  la  aduana  y  firmada  por  él,  tie- 
ne la  calidad  de  instrumento  público.  —  T.  43,  p.  403. 

—  Tienen  el  valor  de  éstos,  las  cuentas  sacadas  de  los  asientos 
de  la  contaduría  nacional  (art.  979,  iuc.  5°,  Cód.  Civ.).  —  T. 
45,  p.  432. 

—  Lo  es,  una  cédula  de  depósito  expedida  por  el  Banco  Nacio- 
nal, respecto  al  acto  jurídico  que  contiene,  y  trae  aparejada 
ejecución  (art.  979,  inc.  9°,  Cód.  Civ.).  —  T.  48,  p.  255. 

—  Las  cuentas  sacadas  de  los  libros  fiscales^  autorizadas  por  el 
encargado  de  llevarlos,  son  instrumentos  públicos,  y  por  el 
cobro  de  sus  saldos,  procede  la  acción  ejecutiva  (art.  979,  inc. 
5%  Cód.  Civ.;  art.  249,  Ley  Proc).  —  T.  37,  p.  22. 

—  Véase:  Ejecución, 

Insuficiencia  de  titules.  —  Véase :  Menores, 

Integración  de  la  Corte.  —  Véase :  Ley  constitucional. 

Intención.  —  Véase  :  Interpretación, 

Intención  criminal.  —  No  puede  establecerse  la  presunción  del 
propósito  criminal,  si  el  mandatario  comunicó  al  mandante 
las  operaciones  hechas,  si  no  las  conceptuó  perjudiciales,  y  uo 
obtuvo  provecho  de  ellas.  —  T.  60,  p.  277. 

Interdicto.  —  Para  que  proceda  el  de  retener,  es  necesario  im- 
pedir el  uso  de  la  posesión  ó  que  se  intente  inquietarla  injus- 
tamente. —  T.  4,  p.  372. 

—  No  puede  intentarse  el  de  despojo,  sino  contra  el  autor  del 
despojo.  —  T.  4,  p.  372. 


-  504  —  INT 

Interdicto.  —  No  puede  considerarse  autor  del  despojo,  el  que 
no  ha  ejercido  acto  alguno  para  autorizarlo  ó  sostenerlo.  —  T. 
4,  p.  372. 

—  No  puede  decirse  que  una  corporación  baya  practicado  actos 
de  despojo,  por  haberlos  practicado  un  miembro  de  ella  sin 
mandato  de  la  misma.  —  T.  4,  p.  372. 

—  No  es  permitido  el  uso  privado  de  la  fuerza,  para  recuperarla 
posesión  de  que  uno  ha  sido  despojado  clandestinamente.  — 
—  T.  4,  p.  372. 

—  Cuando  la  autoridad  impida  el  que  se  recupere  la  posesión 
por  medio  de  la  fuerza,  no  se  hace  solidaria  del  despojo^  sino 
que  se  opone  al  hecho  prohibido  por  la  ley.  —  T.  4,  p.  372. 

—  No  justificándose  la  efectiva  posesión  de  efectos  embargados, 
y  resultando  por  el  contrario  que  el  titulo  invocado  es  un  artifi- 
cio fraguado  para  defraudar  los  derechos  de  un  tercero,  no  de- 
be hacerse  lugar  á  un  interdicto  posesorio.  —  T.  8,  p.  118. 

—  Para  entablar  el  de  recuperar  la  posesión^  es  necesario  ha- 
berla tenido  al  tiempo  en  que  se  alega  el  despojo.  —  T.  8,  p. 
240. 

—  Para  que  tenga  lugar  el  de  recuperar  la  posesión,  es  necesa- 
rio que  conste  que  el  demandante  ha  tenido  la  posesión  de  la 
cosa  que  reclama,  y  que  haya  sido  efectivamente  despojado  de 
ella.  —  T.  9,  p.  160. 

—  En  el  de  recuperar  la  posesión,  el  juez  debe  dictar  sentencia 
dentro  de  tercero  día  después  del  juicie  verbal  (art.  334,  Ley 
Proc).  —  T.  9,  p.  160. 

—  Los  actos  que  inquieten  y  perturben  al  legitimo  poseedor, 
dan  derecho  á  deducir  el  interdicto  de  retener  la  posesión  ac- 
tual, sin  necesidad  de  título  ni  otro  requisito  (art.  327,  Ley 
Proc).  —  T.  9,  p.  365. 

—  En  el  de  retener,  probada  la  actual  posesión  y  el  hecho  de 
que  se  intenta  inquietarlo,  el  juez  debe  ampararlo  y  condenar 
al  que  lo  perturba,  en  dañosy  perjuicios  y  costas  (art.  327^,  Ley 
Proc).  —  T.  9,  p.  523. 
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Interdicto.  —  Procede  contra  el  precario  tenedor  que  resiste  la 
cosa  á  quien  se  la  dló  en  precario,  y  contra  quien  la  recibió 
de  aquél,  con  dolo  malo.  —  T.  10,  p.  23. 

—  No  procede  si  no  ha  habido  despojo,  ú  ocupación  de  propia 
autoridad,  déla  cosa  ajena  (ley  10,  tít.  10,  part.  7»).  Estos  ex- 
tremos no  existen  en  quien  fué  puesto  en  posesión  en  virtud 
de  compra  hecha  de  buena  fe,  y  conocida  por  los  que  alegan 
dominio  sobre  la  cosa.  —  T.  10,  p.  23. 

—  En  los  de  adquirir,  retener  y  recobrar  la  posesión,  no  se  pue- 
de conceder  más  que  una  audiencia  para  admitir  las  pruebas 
y  oir  á  las  partes  (art.  333,  Ley  Proc).  —  T.  10,  p.  160. 

—  Procede  el  de  adquirir,  cuando  contra  los  títulos  de  dominio 
no  se  alega  excepción  legítima  por  el  detentador.  —  T.  11, 
p.  32. 

—  Debe  entablarse  contra  quien  intenta  perturbar  la  posesión. 

—  T.  14,  p.  169. 

—  El  que  no  tiene,  ni  ha  tenido  la  posesión  no  puede  deducir 
el  interdicto  de  retener  ni  el  de  recuperar  (art.  2487,  Cód.  Civ.). 

—  T.  22,  p.  19. 

—  El  de  adquirir  no  puede  obtenerse  contra  el  que  posee  en  su 
nombre  y  como  dueño  ó  usufructuario.  El  que  tiene  justo  título 
debe  en  ese  caso,  intentar  un  juicio  ordinario  en  el  cual  debe 
ser  oído  el  poseedor:  de  otro  modo  la  posesión  dada  á  conse- 
secuencia  del  interdicto,  seria  un  verdadero  despojo  (art.  326, 
Ley  Proc).  —  T.  22,  p.  19. 

—  No  procede  el  de  retener  contra  los  embargos  judiciales. — 
T.  22,  p.  273, 

—  No  da  derecho  á  deducir  el  de  adquirir  la  posesión,  la  venta 
de  un  campo  que  no  ha  sido  aún  mensurado  y  ubicado  (art. 
326,  Ley  Proc).  —  T.  25,  p.  71 . 

—  Acreditada  la  posesión  y  la  obra  que  impide  su  ejercicio, 
corresponde  hacer,  lugar  al  interdicto  mandando  deshacer  la 
obra  (art.  328,  Ley  Proc).  —  T.  25,  p.  314. 

—  El  de  amparo  procede  contra  quien  manda  practicar  el  acto 
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de  turbación,  aunque  esto  sea  consecuencia  déla  denuncia  de 
un  tercero  (art.  327,  Ley  Proc;  art.  Í469,  Cód.  Civ.).  —  T.  25, 
p.  443. 

Interdicto.  —  Negados  los  extremos  que  constituyen  el  despojo 
y  no  probados  por  el  actor,  debe  absolverse  al  demandado  por 
interdicto.  —  T.  27,  p.  41. 

—  Procede  el  de  obra  nueva  en  el  caso  del  poseedor  actual  de 
un  campo  turbado  en  su  posesión,  por  obras  de  alambrado  y 
poblaciones  empezadas  á  construir  en  él  por  un  tercero.  —  T. 
27,  p.  81 . 

—  Procede  el  de  amparo,  confesados  los  hechos  de  la  posesión 
y  turbación  eu  ella  (art.  327,  Ley  Proc).  —  T.  27,  p.  323. 

—  En  los  de  amparo,  son  improcedentes  las  defensas  que  tie- 
nen por  objeto  establecer  el  dominio  ú  otro  derecho  de  poseer, 
ó  desconocerla  validez  del  titulo  del  poseedor  (art.  2472,  Cód. 
Civ.).-    T.  27.  p.  334. 

—  Para  que  proceda,  no  basta  probar  el  derecho  de  poseer;  ^es 
esencial  que  se  pruebe  el  hecho  de  la  posesión  (art.  2472,  Cód. 
Civ.;  art.  327,  Ley  Proc).  —  T.  28,  p.  137. 

—  El  de  recobrar  debe  ser  rechazado,  si  no  se  acreditan  por 
pruebas  válidas  y  legales,  los  hechos  de  la  posesión  anual  y  de 
la  violencia  (art.  328,  Ley  Proc;  art.  2473^  Cód.  Civ.).  —  T.  28, 
p.  442. 

—  No  procede  cuando  ha  mediado  una  convención  sobre  la  po- 
sesión que  se  reclama.  —  T.  29,  p.  54. 

—  Las  gestiones  administrativas  hechas  ante  el  gobierno  de 
Buenos  Aires,  para  obtener  la  propiedad  de  un  terreno,  no 
constituyen  un  juicio  radicado,  que  inhiba  ¿  la  Corte  Suprema 
federal,  para  conocer  en  el  interdicto  que  sobre  el  mismo  te- 
rreno se  deduce  por  el  interesado.  —  T.  29,  p.  83. 

—  Para  que  proceda  es  necesario  que  el  actor  tenga  la  posesión 
á  título  de  propietario,  desde  un  año,  y  sin  los  vicios  de  pre- 
caria, violenta  ó  clandestina  (art.  2480,  Cód.  Civ,).  ^  T.  29, 
p.  83. 
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Interdicto.  —  La  falta  de  concurrencia  de  las  partes  al  juicio 
verbal,  que  se  decreta  en  los  interdictos^  no  autoriza  al  de- 
mandado para  pedir  que  se  dicte  sentencia  rechazando  el 
interdicto.  — T.  29,  p.  294. 

—  El  arrendatario  no  puede  entablar  contra  el  sucesor  del 
propietario  que  le  pide  el  inmueble,  por  cesación  del  arriendo, 

.  el  interdicto  de  retener,  so  pretexto  de  haber  tratado  con  el 
propietario  la  venta  de  dicho  inmueble  (art.  327,  Ley  Proc; 
art.  2462,2487  y  2494,  Cód.  Civ.).  —  T.29,  p.  466. 

—  La  acción  sumaria  para  adquirir  la  posesión^  no  corresponde 
á  los  que  tengan  un  titulo  de  compra  úotro  análogo,  sino  á  los 
hijos  ó  parientes  más  próximos  que  tienen  derecho  de  heredar 
por  testamento  ó  ab  intestato^  6  al  que  presenta  un  documento 
en  debida  forma,  que  lo  instituya  por  heredero  (art.  326,  Ley 
Proc.).  — T.  30,  p.  469. 

—  El  despojado  debe  ser  reintegrado  en  la  posesión,  é  indemni- 
zado de  los  perjuicios  y  costas  del  juicio,  debiendo  liquidarse 
los  perjuicios  en  juicio  separado,  cuando  no  existen  bases  para 
hacerlo  en  el  juicio  principal  (art.  2494,  Cód.  Civ.).  —  T.  30, 
p.  205. 

—  La  posesión  de  un  inmueble  tenida  por  medio  de  tercero,  da 
derecho  para  entablar  contra  el  turbador  de  ella,  el  interdicto 
de  retener.  Si  por  el  abandono  del  tercero,  el  turbador  se  ha 
apoderado  del  inmueble  durante  el  juicio,  debe  éste  ser  obli- 
gado á  devolver  la  posesión  y  condenado  á  no  inquietar  en  ella 
al  poseedor  (art.  2387,  2353,  2395,  2396,  2447.  Cód.  Civ.;  art. 
327,  Ley  Proc).  —  T.  30,  p.  241 . 

—  En  los  terrenos  fiscales,  regidos  por  las  leyes  locales  de  tie- 
rras públicas,  los  actos  del  gobierno  ejecutados  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  dichas  leyes,  no  pueden  dar  lugar  á  interdictos 
posesorios.  —  T.  30,  p.  266. 

—  En  las  acciones  posesorias,  es  necesario  tener  la  posesión  ma- 
terial, y  probar  que  se  tenía  en  el  momento  del  hecho  que  da 
lugar  á  la  demanda  (art.  2494,  Cód.  Civ.).  —  T.  30,  p.  452. 
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Interdicto.  —  No  probándose  por  el  demandante  el  hecho  de  la 
posesión,  el  demandado  por  interdicto  posesorio,  debe  ser  ab- 
suelto.  —  T.30,p.  452. 

—  El  de  retener  la  posesión  de  una  servidumbre  de  tránsito^  no 
es  otra  cosa  que  la  acción  confesoría  (art.  ^¿797,  Cód.  Civ.).  — 
T.  30,  p.  465. 

—  Procede,  acreditada  la  posesión  anual  del  demandante  y  la 
turbación  por  parte  del  demandado.  —  T.  30,  p.  528. 

—  El  juez  está  en,  el  deber  de  proveer  á  la  petición  que  el  de* 
mandado  haga  en  el  comparendo  ó  juicio  verbal  de  ley,  sobre 
la  citación  de  su  causante,  con  suspensión  de  todo  otro  proce- 
dimiento (art.  333,  Ley  Proc.  Teniendo  por  objeto  dicha  cita- 
ción, que  el  enajenante  tome  la  representación  y  defensa  del 
adquirente  en  el  juicio,  tal  diligencia,  ya  se  atienda  á  los  inte- 
reses del  citante  ya  á  los  del  citado,  debe  lógicamente  verifi- 
carse antes  de  que  la  causa  haya  sido  comprometida  por  la  ac- 
ción del  primero  y  en  tiempo  hábil  para  que  la  defensa  del  se- 
gundo pueda  utilizarse  debidamente  en  favor  de  ambos).  —  T. 
34,p.34. 

—  Las  vias  de  hecho  contra  el  uso  y  goce  de  la  cosa  inmueble, 
dan  lugar  á  una  acción  sumaria,  para  que  el  tenedor  de  ella  sea 
amparado  en  la  ocupación  y  goce  de  la  misma.  La  clasificación 
de  interdicto  posesorio  que  el  demandante  haya  dado  á  su  ac- 
ción, no  se  opone  á  esa  conclusión,  pues  los  jueces  deben  re- 
solver según  la  intención  real  de  las  partes  y  la  verdad  proba- 
da en  autos.  (Se  trataba  de  un  arrendatario  turbado  en  la  po- 
sesión por  el  locador,  y  aunque  aquél  en  su  carácter  de  mero 
locatario,  carezca  de  las  acciones  posesorias  propiamente  di- 
chas, que  la  ley  acuerda  sólo  al  poseedor  con  ánimo  de  dueño, 
es  evidente  su  derecho  á  ser  defendido  y  amparado  por  la  vía 
sumaria,  de  acuerdo  con  los  art.  2469  y  2490, Cód.  Civ.).  — T. 
34,  p.  40. 

—  En  el  de  obra  nueva,  el  demandado  que  resulta  haber  inva- 
dido la  posesión  ajena,  debe  ser  condenado  á  la  demolición  y 
á  la  indemnización  de  las  costas,  pérdidas  é  intereses,  causa- 
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dos  por  su  culpa  (art.  2494  y  2500,  Cód.  Civ.).  —  T.  31,  p.  235. 

Interdicto.  —  La  posesión  común  de  un  terreno  por  confusión 
de  límites,  tiene  que  ser  respetada^  y  da  derecho  para  deducir 
el  interdicto  de  despojo  contra  el  lindero  que  lo  ocupó  de  su 
propia  autoridad.  —  T.  34,  p.  226. 

—  El  poseedor  á  titulo  de  dominio  tiene  derecho  para  impedir 
que  se  le  moleste  en  su  posesión,  y  para  solicitar  el  desalojo 
del  turbador  (art.  327,  Ley  Proc;  art.  2479,  2480,  2490  y  2494, 
Cód.Civ.).  —  T.  34,  p.  256. 

—  El  perturbador  de  la  posesión  está  obligado  á  desalojarla 
(art.  2482,  Cód.  Civ.).  —  T.  34,  p.  374. 

—  Para  ejercitar  los  interdictos  posesorios^  es  necesario  haber 
poseído  por  más  de  un  año  (art.  2473  y  2481,  Cód.  Civ.).  — 
T.  35,  p.  7. 

—  Durante  un  juicio  posesorio,  no  puede  entablarse  por  el  de- 
mandado el  juicio  petitorio,  ni  otro  posesorio  (art.  2486,  Cód. 

Civ.).  -^  T.  35,  p.  7. 

> 

—  Si  en  este  juicio  se  ha  opuesto  y  aceptado  por  las  partes  y 

por  el  juez,  una  excepción  dilatoria  como  previa,  no  puede  re- 
solverse al  mismo  tiempo  sobre  dicha  excepción  y  sobre  el  fon- 
do,  sin  oír  sobre  éste  al  demandado.  —  T.  35,  p.  53. 

—  En  el  juicio  de  deslinde,  autorizado  por  el  articulo  2746  del 
Código  Civil,  la  posesión  del  propietario  contiguo  no  puede 
fundar  una  acción  posesoria  en  contra  del  ejercicio  de  la  ac- 
ción de  deslinde,  y  sólo  puede  invocarse  en  el  mismo  juicio 
como  elemento  de  prueba  en  favor  de  sus  pretensiones.  (El  ejer- 
cicio de  la  acción  conferida  por  dicho  articulo,  no  puede  ser 
obstaculizado  por  el  ejercicio  de  acciones  posesorias  de  parte 
del  propietario  contiguo,  so  pretexto  de  que  ella  puede  dar  por 
resultado  un  menoscabo  á  su  posesión,  porque,  en  primer  lu- 
gar, la  operación  del  deslinde  en  nada  afecta  por  si  y  mientras 
recaiga  aprobación  judicial  sobre  ella,  ni  la  posesión  ni  los  de- 
rechos de  propiedad  de  aquel,  que  pueden  ser  discutidos  am- 
plia y  libremente  por  la  vía  ordinaria  que  la  ley  señala  al  efecto, 
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y  porque^  en  segundo  lugar,  el  derecho  recíproco  que  la  dispo- 
sición legal  citada  acuerda  álos  propietarios  contiguos  de  divi- 
dirse y  deslindar  sus  respectivas  propiedades,  seria  imposible 
é  ilusorio,  si  fuese  dado  paralizaren  absoluto  su  ejercicio,  toda 
vez  que  la  operación  provisional  de  la  mensura  llegase  á  avan- 
zar sobre  la  heredad  contigua  á  la  del  interesado  que  la  hubie- 
se solicitado).  —  T.  35,  p.  65. 

Interdicto. — En  los  interdictos  posesorios,  la  prueba  testimonial 
debe  ser  pedida  y  producida  en  la  audiencia  fijada  por  los  artí- 
culos 332  y  333  de  la  ley  de  procedimientos.  —  T.  35,  p.  109. 

—  La  mensura  y  amojonamiento  de  un  terreno  y  la  subsiguien- 
te ocupación  de  la  casa  habitación  existente  en  él,  constituyen 
una  posesión  suficientemente  caracterizada  y  bastante  para  el 
ejercicio  de  acciones  posesorias  enjuicio  (art.  2494  y  2498^  Cód. 
Civ.).  —  T.  35,p.  288. 

—  Para  ejercer  las  acciones  posesorias,  es  necesario  haber  te- 
nido una  posesión  no  equívoca,  á  título  de  dueño,  por  el  tér- 
mino de  un  año  (art.  2473  y  2480,  Cód.  Civ.).  —  T.  35,  p.  375. 

—  La  posesión  que  no  es  anual,  sólo  da  derecho  para  ejercitar 
las  acciones  correspondientes  cuando  es  turbada  por  la  persona 
que  no  la  tenga  por  el  tiempo  de  un  año,  y  que  tampoco  tenga 
sobre  la  cosa  derecho  alguno  de  poseer.  —  T.  36,  p.  56. 

—  El  uso  de  una  acequia  verificado  con  previo  consentimiento 
del  que  la  construye  á  su  costa,  para  beneficio  de  sus  terrenos^ 
no  puede  oponerse  á  los  derechos  posesorios  que  éste  tiene  so- 
bre la  misma.  —  T.  36,  p.  344. 

—  La  demanda  de  interdicto  puede  entablarse  y  seguirse  contra 
el  autor  de  los  hechos  que  lo  motivan,  máxime  si  éstos  han  si- 
do cometidos  en  su  interés  y  se  halla  en  su  poder  el  terreno 
litigado,  mientras  el  causante  notóme  formalmente  su  defensa. 
—  T.  37,  p.  84 . 

—  Probada  la  posesión  anual  déla  parte  demandante,  y  no  pro- 
bada la  posesión  anual  posterior  de  la  demandada,  procede  el 
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interdicto  que  aquella  deduce  para  retener  la  posesión   (art. 
2487,  Cód.  Cív.).  —  T.  37,  p.  453. 

Interdicto.  —  £1  poseedor  que  prueba  su  posesión  de  más  de  un 
año,  tiene  derecho  para  entablar  interdicto  de  obra  nueva,  ser 
reintegrado  en  la  libre  posesión,  y  hacer  destruir  la  obra  lleva- 
da á  cabo  en  ella  (art.  2498,  Cód.  Civ.).  —  T.  37,  p.  480. 

—  Las  diligencias  previas  que  pueden  pedirse  en  los  casos  de 
interdicto  ante  el  juez  de  la  causa,  son  sin  perjuicio  de  seña- 
larse día  para  el  comparendo,  siempre  que  éste  se  fije  en  el 
término  prudencial  necesario  para  la  verificación  de  aquellas. 
—  T.  37,  p.  250. 

—  Puede  pedirse  por  el  demandado  por  interdicto  y  concederse 
por  el  juez,  el  señalamiento  de  otro  día  para  el  comparendo, 
alegándose  antes  de  serle  acusada  rebeldía,  una  causa  que 
aquel  repute  justa.  —  T.  37,  p.  436. 

—  Establecida  la  posesión  del  demandante,  la  obra  hecha  en 
el  terreno  de  él  por  el  demandado,  debe  mandarse  destruir.  — 
T.  38,  p.  163. 

—  La  restitución  ordenada  por  sentencia  en  interdicto  de  des- 
pojo, no  debe  llevarse  á  efecto,  una  vez  que  antes  de  verifi- 
carse, ha  sido  decidida  la  cuestión  de  propiedad  y  dada  en  su 
consecuencia,  al  demandado  la  posesión  de  la  cosa.  — T.  39, 
p.  246. 

—  No  procede  el  de  adquirir,  contra  el  que  alega  poseer  por 
título  de  dueño  (art.  2487,  Cód.  Civ. ;  art.  336,  Ley  Proc).  — 
T.  40.  p.  8. 

—  Resultando  comprobada  la  posesión  á  titulo  de  dominio,  y 
la  perturbación  causada  en  ella  por  el  demandado,  debe  res- 
tituirse al  actor  la  libre  posesión  del  terreno,  materia  del  liti- 
gio, y  prohibirse  al  demandado  todo  acto  perturbatorio  en  la 
misma.  —  T.  40,  p.  123. 

—  No  puede  atribuirse  al  hecho  del  demandado,  que  dio  lugar 
al  interdicto  de  obra  nueva,  la  no  edificación  y  deterioro  de 
materiales  del  demandante,  desde  que  resulta  no  haberse  eje- 
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cutado  dicha  edificación  en  varios  años  después  de  haber  ce- 
sado ese  hecho,  y  terminado  el  juicio  de  interdicto.  — T.  40, 
p.  232. 

Interdicto.  —  Acreditado  el  hecho  de  la  posesión  y  del  despojo 
de  una  mina  de  cal,  procede  contra  el  autor  de  éste,  el  inter- 
dicto de  recobrar.  —  T.  42,  p.  260. 

—  La  concesión  de  una  mina  de  cal,  hecha  por  el  gobierno  lo- 
cal, con  la  calidad  de  <  sin  perjuicio  de  tercero  »,  no  obsta  á 
la  admisión  del  interdicto.  (Dicha  cláusula  no  puede  perjudicar 
los  derechos  del  demandante^  con  arreglo  á  sus  propios  tér- 
minos y  á  la  disposición  del  Artículo  2,  titulo  10,  del  Estatuto 
de  Hacienda  y  Crédito  de  17  de  diciembre  de  1853,  y  del  arti- 
culo 2,  incisos  3°  y  5**  del  actual  Código  de  Minería).  —  T.  42, 
p.  260. 

—  La  sola  orden  de  desalojo  expedida  por  la  Municipalidad, 
no  importa  la  perturbación  real  y  efectiva  que  la  ley  requiere 
para  que  proceda  el  interdicto  de  retener  (art.  2496,  y  nota  del 
art.  2482,  Cód.  Civ.  La  acción  deducida  requiere  una  via  de 
hecho  y  una  lesión  actual  y  positiva  de  la  posesión  y  no  una 
mera  pretensión  ó  una  amenaza,  por  eminente  que  sea).  — 
T.  42,  p.  295. 

—  Durante  este  juicio,  las  partes  no  pueden  innovar  en  el  esta- 
do quetenian  las  cosas  en  la  fecha  de  la  demanda.  — T.  42, 
p.  326. 

—  Pasado  un  año  de  producido  el  hecho  interruptivo  de  la 
posesión,  no  es  admisible  la  acción  posesoria  de  interdicto  por 
obra  nueva  (art.  2493,  Cód.  Civ.).  —  T.  42,  p.  344. 

—  Cumplida  la  perturbación  de  la  posesión  con  la  constitu- 
ción de  la  fuerza  pública  en  el  domicilio  del  ocupante,  por 
orden  de  la  Municipalidad,  procede  contra  ésta  el  interdicto 
de  amparo.  —  T.  43,  p.  140. 

—  La  posesión  anterior  del  demandante  y  la  perturbación  lle- 
vada á  cabo  por  hechos  propios  y  personales  del  demandado 
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autorizan  en  contra  de  éste  el   interdicto  correspondiente. — 
—  T.  43,  p.  277. 

Interdicto.  —  Proceded  de  despojo  contra  el  autor  de  los  actos 
de  turbación,  aunque  los  haya  ejecutado  en  noihbre  de  otro  ; 
porque  es  él  el  demandado  como  ejecutor  de  un  acto  ilícito, 
y  como  tal,  personalmente  responsable,  y  porque  no  ha 
llamado  al  juicio  á  la  persona  á  cuyo  nombre  dice  haber  pro- 
cedido (art.  2473,  2490  y  2494,  y  nota  al  2482,  Cód.  Civ.).  — 
T.  45,  p.  430. 

—  La  construcción  de  un  cerco  dentro  del  terreno  que  es  mate- 
ria de  un  juicio  de  deslinde  "pendiente  entre  las  partes,  y  que 
impide  el  tránsito  que  estaba  usando  el  actor,  autoriza  la  ac- 
ción posesoria  por  interdicto  de  obra  nueva  (art.  2479  y  2480, 
Cód.  Civ.).  —  T.  45,  p.  436. 

—  Ejecutoriada  y  cumplida  la  demanda  dictada  en  juicio  de 
despojo,  el  vencido  no  puede  demandar  por  despojo  al  vence- 
dor, alegando  la  nulidad  de  la  sentencia,  dictada  en  dicho 
juicio,  máxime  si  la  nulidad  invocada  es  de  las  susceptibles  de 
renuncia  y  confirmación.  (Las  nulidades  alegadas  no  fueron 
opuestas  en  el  juicio  en  que  se  dicen  cometidas,  en  cuyo  caso  no 
pueden  servir  de  fundamento  á  una  nueva  acción  con  perjui- 
cio de  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada  recaída  en  aquel).  — 
T.  45,  p.  225. 

—  No  procede  el  de  adquirir,  contra  el  demandado  que  alega 
dominio  y  usufructo  en  los  bienes  reclamados.  En  este  caso 
la  demanda  debe  substanciarse  por  la  vía  ordinaria  (art.  564  y 
565,  Cód.  Proc,  vigente  en  los  territorios  nacionales;  art. 
336,  Ley  Proc).  —  T.  46,  p.  174. 

—  La  posesión  del  demandado  desde  más  de  un  año,  excluye 
el  interdicto  de  recobrar.  — T.  46,  p.  174. 

—  Reconocido  el  hecho  de  haber  el  actor  estado  años  atrás  en 
posesión  del  uso  en  común  del  agua  de  una  acequia,  y  resul- 
tando de  presunciones  graves  y  precisas  el  carácter  de  dicha 
posesión  como  tenida  am'modammt,  la  obstrucción  déla  acequia 
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llevada  á  cabo  por  el  demandado  cod  el  propósito  de  alzar  el 
agua  en  su  totalidad,  autoriza  el  interdicto  restitutorio.  — 
T.  46,  p.  484. 

Interdicto. — La  toma  de  posesión  de  un  terreno  poseído  por  otro 
y  resistida  por  éste,  es  un  acto  atentatorio  que  no  puede  ser 
justificado  por  órdenes  de  la  autoridad  administrativa,  y  da 
derecho  al  interdicto  restitutorio,  aunque  el  despojado  no 
pruebe  la  posesión  animo  domini  (art.  2490  y  2494,  Cód.  Civ.)* 
—  T.  46,  p.  490. 

—  Contra  quien  quita  á  otro  de  su  propia  autoridad  la  pose- 
sión de  la  cosa  inmueble,  procede  el  interdicto  de  despojo, 
cualquiera  que  sea  la  naturaleza  de  dicha  posesión  (art.  2469, 
2470.  2474  y  2472,  Cód.  Civ.).  —  T.  46,  p.  205. 

—  El  ejecutado  en  juicio  ejecutivo  puede  hacer  valer  su  oposi- 
ción al  embargo,  solamente  por  vía  de  excepciones  en  el  mismo 
juicio,  y  no  por  vía  de  acción  posesoria.  —  T.  47,  p.  68. 

—  £1  tercero  que  en  juicio  ejecutivo  ha  demandado  la  propie- 
dad (le  los  bienes  embargados,  no  puede  simultáneamente  li- 
tigar por  via  de  interdicto  sobre  su  posesión  (art.  58,  Ley  Proc; 
art.  2485,  Cód.  Civ.).  —  T.  47,  p.  68. 

—  La  posesión  precaria  no  da  derecho  al  interdicto  de  retener, 
ni  es  acto  material  de  perturbación  el  haber  llamado  al  ocu- 
pante á  pagar  arrendamiento  (art.  2473  y  2480,  Cód.  Civ.).  — 
T.  47,  p.  392. 

—  Debe  ser  rechazado  ei  de  obra  nueva,  si  no  se  justifica  que 
la  posesión  invocada  por  el  demandante  se  extiende  hasta  el 
área  donde  se  hacen  las  construcciones  denunciadas.  —  T.  48, 
p.  84. 

—  La  construcción  de  una  pared  en  continuación  de  otra  ya 
existente  y  en  la  misma  linea,  cuya  dirección  no  se  cuestiona, 
no  puede  ser  materia  de  interdicto  de  obra  nueva.  —  T.  49, 
p.  286. 

—  Desechado  el  interdicto,  no  hay  razón  para  pronunciarse  so-       ^ 
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bre  el  incidente  de  suspensión  de  procedimientos,  promovido 
mientras  se  resuelva  sobre  ia  principal.  —  T.  49,  p.  433. 

Interdicto. — La  venta  y  orden  de  entrega  de  un  inmueble  hipote- 
cado, que  el  Banco  Hipotecario  de  la  provincia  de  Buenos  Aires 
verifique  en  virtud  de  contrato  que  le  confiere  facultad  para  ello, 
de  acuerdo  con  su  carta  orgánica,  no  autoriza  al  deudor  hipote- 
cario para  deducir  la  acción  posesoria  por  turbación  en  la  pose- 
sión. (No  concurren  los  requisitos  exigidos  fundamentalmente 
por  el  art.  2496,  Cód.  Civ.,  y  en  el  caso  sólo  es  cuestión  de  las 
relaciones  convencionales  entre  actor  y  demandado).  —  T.  49, 
p.  433. 

—  La  sola  intimación  de  la  municipalidad  ordenando  la  aper- 
tura de  un  camino  en  campo  ajeno,  no  constituye  turbación, 
máxime  si  la  municipalidad  ha  manifestado  que  ocurrirá  á  los 
tribunales  en  caso  de  ser  resistida,  y  no  autoriza  á  deducir  el 
interdicto  de  retener.  — T.  52,  p.  400. 

—  La  posesión  mandada  dar  por  el  interdicto  de  adquirir,  im- 
porta turbación  contra  el  poseedor  cuya  existencia  se  ocultó, 
y  da  derecho  para  deducir  el  interdicto  de  amparo,  ó  restitu- 
ción en  su  caso  (art.  2387,  2445,  2495  y  2496,  Cód.  Civ.). — 
T.  52,  p.  193. 

—  La  turbación  de  la  posesión  no  autoriza  la  acción  posesoria 
de  manutención,  sino  cuando  el  autor  del  hecho  lo  ha  ejecu- 
tado con  la  intención  de  poseer  (art.  2496,  Cód.  Civ.).  —  T.  53, 
p.  441. 

—  La  clausura  de  un  camino  que  menoscabe  la  posesión  del 
demandante,  en  los  terrenos  servidos  por  dicho  caminOi  auto- 
riza la  acción  posesora  del  artículo  2499  del  Código  Civil, 
aunque  se  trate  de  un  camino  público  ó  municipal.  —  T.  53, 
p.  446. 

—  Ante  la  prueba  de  la  posesión  tenida  por  otro,  no  puede  ad- 
mitirse  la  que  pretenda  haber  tenido  el  actor  sobre  la  misma 
cosa,  y  debe  por  lo  tanto  rechazarse  el  interdicto  fundado  so- 
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bre  dicha  posesión   (art.  2379,  2380,  2382,  2387,  2401  y  2471, 
Cód.  Civ.).  — T.  53, p.  344. 

Interdicto.  —  No  procede  y  debe  ser  rechazado  el  de  despojo, 
cuando  la  posesión  alegada  por  el  actor,  no  es  contestada  por 
el  demandado,  y  no  se  prueba  acto  alguno  de  perturbación  ve- 
rificado por  éste  (art.  2492,  Cód.  Civ.).  —  T.  53,  p.  354. 

—  Una  vez  adquirida  la  posesión,  se  conserva  por  la  sola  volun- 
tad de  continuar  en  ella,  y  da  derecho  para  fundar  los  Inter- 
dictos posesorios,  siempre  que  se  interpongan  en  tiempo  hábil 
desde  la  fecha  de  la  perturbación  (art.  2445,  Cód.  Civ.;  art. 
574,  Cód.  Proc.  de  la  Capital).  —  T.  54,  p.  397. 

—  El  de  recuperar  no  procede  contra  quien  ha  tomado  pose- 
sión de  la  cosa  en  virtud  de  un  mandato  judicial.  —  T.  54, 
p.  408. 

—  El  demandado  por  interdicto  posesorio  no  puede  declinar  su 
intervención  en  el  juicio,  y  sustituirla  por  la  de  la  persona  en 
cuyo  interés  ha  obrado.  — T.  54,  p.  549. 

—  Cuando  los  actos  posesorios  de  una  y  otra  parte  recaen  en 
fracciones  de  terreno  de  imposible  determinación,  debe  juz- 
garse el  caso  como  en  las  posesiones  confundidas,   á  favor  del 

'  que  ha  tenido  una  posesión  más  antigua:  máxime  si  ésta,  por 
edificios  y  obras  de  calidad  permanente  hechas  en  ella,  pre- 
senta caracteres  de  superioridad  sobre  la  otra  (art.  2401  y  2474, 
Cód.  Civ.).— T.  56,  p.  468. 

—  Probada  la  posesión  y  los  hechos  turbatorios,  procede  el 
interdicto  de  recuperar,  aunque  el  demandado  tenga  títulos  que 
puedan  darle  derecho  á  poseer  (art.  2468  y  2469,  Cód.  Civ.). — 
T.  56,  p.  468. 

—  Xo  puede  considerarse  que  el  demandado  haya  tenido  la 
posesión  anual  anterior  á  la  demanda,  si  resulta  que  el  acto 
por  el  cual  pretende  haberla  tomado,  fué  resistido  por  el  de- 
mandante que  la  tenía  (art.  2383,  Cód.  Civ.).  —  T.  56,  p.  468. 

—  Contra  el  detentador  de  la  cosa  cuya  posesión  se  reconoce 
pertenecer  auna  sucesión,  procede  el   interdicto  de  recobrar 
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á  favor  del  comprador  de  los  derechos  hereditarios  de  la  mis- 
ma (art.  2351  y  2462,  Cód.  Cíy.).  —  T.  56,  p.  368. 

Interdicto.  —  Sin  la  prueba  de  hallarse  el  demandante  en  actual 
posesión  de  la  cosa,  no  procede  el  interdicto  de  retener  (art. 
327,  Ley  Proc).  —  T.  56,  p.  399. 

—  La  causa  de  estar  convalesciente,  aducida  en  el  roomento  del 
juicio  ordenado  en  un  interdicto,  bajo  apercibimiento,  no  au- 
toriza su  postergación.  —  T.  57,  p.  77. 

—  El  que  mediante  gestión  judicial  del  gobierno  local  ha  sido 
puesto  en  posesión  á  tituló  de  dueño,  tiene  derecho  ú  pedir  el 
amparo  en  ella  contra  los  actos  perturbatorios  de  tercero 
(art.  2469  y  2473,  Cód.  Civ.).  —  T.  57,  p.  102  y  146. 

—  Cuando  en  el  juicio  de  interdicto  ambas  partes  solicitan  prue- 
bas cuya  verificación  no  puede  tener  lugar  en  el  acto  de  la  au- 
diencia, y  seordenan  por  el  juez,  debe  considerarse  en  suspen- 
so la  audiencia  para  continuar  una  vez  aquellas  producidas.  — 
T.  57,  p.  157. 

—  El  derecho  que  un  particular^  que  clausura  un  terreno  que 
desde  años  anteriores  servia  para  camino  vecinal,  el  cual  es 
restablecido  antes  del  año  por  la  Municipalidad,  pueda  tener 
sobre  dicho  terreno,  no  basta  para  conferirle  la  acción  pose- 
soria de  interdicto  (art.  2456,  2472  y  2473,  Cód.  Civ.).  —  T.  58, 
p.  131. 

—  Resultando  improbada  la  posesión  pacifica  de  un  año,  no 
puede  hacerse  lugar  al  interdicto  posesorio  de  retener.  —  T. 
58,  p.  240. 

—  El  acto  por  el  cual  no  se  priva  ni  perturba  la  posesión  del 
'  actor,  puede  dar  lugar  á  una  acción  de  daños  y  perjuicios,  pe- 
ro no  al  interdicto  de  recobrar  la  posesión,  que  no  se  le  con- 
testa (art.  2497  y  2498,  Cód.  Civ.).  —  T.  58,  p.  380. 

—  Vendida  por  el  Banco  Hipotecario  Nacional  una  finca  hipo- 
tecada con  arreglo  á  su  ley  orgánica,  los  actos  posesorios  ejer- 
cidos por  el  comprador  son  legítimos,  y  no  pueden  autorizar  el 
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interdicto  de  retener  por  parte  del  antiguo  propietario  (art.  30 
de  dicha  ley  orgánica).  —  T.  59,  p.  49. 

Interdicto.  —  En  el  de  adquirir  la  posesión,  el  que  la  ha  perdido 
•  en  virtud  de  un  título  de  venta,  no  puede  gestionar  la  demanda 
por  nulidad  de  dicho  título.  —  T.  59,  p.  254. 

—  Los  que  ocupan  un  inmueble  por  razón  de  sublocación^  son 
simples  tenedores,  y  no  pueden  transferir  derechos  posesorios 
á  un  tercero,  reconociéndolo  como  propietario  del  inmueble. 
Este  terceco  no  tiene  por  consiguiente  la  acción  posesoria  de 
recuperar  contra  el  sublocador,  que  hizo  desalojar  judicial- 
mente á  aquellos,  cuando  éste  tiene  el  inmueble  como  recibi- 
do en  arriendo  de  otra  persona,  y  cuando  entre  el  reconoci- 
miento hecho  por  los  sublocatarios  y  el  desalojo  de  los  mismos, 
no  ha  pasado  el  término  de  un  año  (art.  2351 ,  2352,  2463,  2467 
y  3266,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  450. 

—  Comprobada  lo  posesión  y  los  actos  perturbatorios,  procede 
la  acción  posesoria  de  retener  y  el  interdicto  de  obra  nueva. 
—  T.  61,  p.  92. 

—  Cuando  la  posesión  y  uso  de  una  acequia  resulta  ser  común 
para  el  servicio  de  dos  predios,  no  puede  reconocerse  á  nin- 
guno de  los  dueños  de  éstos,  el  derecho  de  atribuirse  su  uso 
exclusivo,  y  procede  recíprocamente  la  acción  y  la  excepción 
posesoria  para  que  se  restablezcan  y  mantengan  las  cosas  en 
el  estajo  anterior  á  los  actos  de  perturbación  (arl.  3034,  Cód. 
Civ.).  -.T.  64,  p.  312. 

—  La  apertura  de  una  puerta  en  el  tapial  existente,  hecha  por 
el  demandado  con  la  intención  de  poseer  terreno  situado  den- 
tro de  la  cerca,  importa  un  acto  perturbatorio  que  el  poseedor 
tiene  derecho  á  hacer  cesar  por  medio  de  la  correspondiente 
acción  posesoria.  — T.  61,  p.  319. 

—  La  acción  de  restitución  concedida  al  tenedor  de  una  cosa, 
de  la  que  ha  sido  despojado  violentamente,  tiene  por  objeto 
suprimir  los  efectos  de  la  violencia,  y  restablecer  las  cosas  al 
estado  anterior,  sin  dar  al  despojado  mayores  derechos  de  los 
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que  tenía  entonces  y  sin  quitar  los  que  tenia  el  despojante. 
(No  es  precisamente  una  acción  posesoria,  sino  una  acción  de- 
rivada de  un  hecho  reprobado  por  la  ley,  que  no  permite  que 
nadie  se  haga  justicia  por  sí  mismo^  sin  perjuicio  de  los  de- 
rechos que  correspondan  al  autor  de  la  violencia  en  el  pose- 
sorio ó  por  otra  vía  autorizada  :  art.  2490^  Cód.  Civ.;  art.  581, 
inc.  1°,  Cód.Proc.  de  la  Capital;  art.  328,  Ley  Proc).  —  T.  64. 
p.  387. 

Interdicto.  —  La  posesión  del  uso  de  líneas  férreas,  autoriza  el 
interdicto  para  impedir  que  se  hagan  obras  que  la  obstruyan, 
aunque  éstas  se  verifiquen  en  terrenos  del  ferrocarril  deman- 
dado (art.  2469,  2490,  3034,  3068,  3069  y  3075,  Cód.  Civ.  ;  art. 
16,  22,  23,  24  y  25,  ley  de  ferrocarriles  de  4891).  —  T.  62, 
p.  443. 

—  Véase  :  Apelable;  Jactancia  ;  Justicia  federal ;  Mensura ;  Pose- 
sión ;  Prueba  ;  Rebeldía. 

Intereses.  —  Los  mutuos  se  cobran  y  se  pagan,  por  regla  gene- 
ral, en  la  misma  proporción.  —  T.  2,  p,  494. 

—  Designado  todo  un  mes,  como  término  del  plazo  para  el  pago 
de  una  deuda,  no  son  anticipos  los  pagos  que  se  hagan  dentro 
de  él ;  y,  los  verdaderos  anticipos  hechos  en  meses  anteriores, 
dejan  de  serlo  desde  el  día  primero  de  aquel  mes,  pues  desde 
entonces  corre  el  vencimiento.  Por  consiguiente,  los  pagos 
anticipados,  no  producen  interés  durante  el  trascurso  del  mes 
concedido  como  término  de  plazo  para  el  abono  de  la  deuda. 
—  T.  2,  p.  494. 

—  Habiendo  el  deudor  ofrecido  pagar  los  réditos  al  pedir  una 
suma  en  préstamo,  se  presume  que  éste  no  ha  sido  gratuito,  y 
por  lo  tanto,  se  deben  los  intereses  desde  el  día  de  la  entrega, 
mientras  no  se  pruebe  lo  contrario.  —  T.  3,  p.  <60. 

—  Para  libertarse  el  demandado  del  pago  de  ellos,  cuando  se 
le  cobra  una  cantidad  de  dinero,  debe  consignar  el  importe  de 
lo  que  confíesa  deber.  —  T.  5,  p.  12. 

—  La  liquidación  de  ellos,  debe  hacerse  con  arreglo  á  la  tasa 
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que  cobran  los  bancos,  en  el  tiempo  y  lugar  en  que  los  mis- 
mos  existen.  —  T.  5.  p.  420. 

Intereses.  —  El  pacto  sobre  pago  de  réditos,  se  entiende  proro- 
gado  después  de  cumplido  el  plazo,  por  el  tiempo  de  la  demora 
en  el  pago  del  capital  (art.  717,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6, 
p.  272. 

—  El  protesto  de  una  letra  no  es  necesario  al  cobro  de  intere- 
ses, cuando  se  trata  de  la  acción  del  tenedor  contra  el  aceptan- 
te. -  T.  6,  p.  272. 

—  Corren,  respecto  de  los  endosantes,  desde  el  día  del  pro- 
testo (art.  943,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  6,  p.  272. 

—  Importa  la  obligación  de  pagarlos,  la  mora  en  el  pago  de  una 
suma  debida.  —  T.  6,  p.  331. 

—  El  cobro  de  mayor  suma  de  la  que  resulta  debida,  justifica 
la  resistencia  al  pago  de  aquella^  y  exime  de  los  intereses.  — 
T.  6,  p.  342. 

—  Los  intereses  á  estilo  de  comercio  que  deben  pagarse  como 
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  son  los  corrientes  en  la 
plaza,  y  no  los  que  cobran  los  bancos.  —  T.  7,  p.  307. 

—  Los  intereses  á  abonarse  hasta  la  verificación  del  pago,  se  en- 
tienden hasta  que  el  acreedor  se  haya  recibido  del  capital.  —  • 
T.  7,  p.  307. 

—  La  mora  los  hace  correr  desde  el  día  de  la  demanda  (art.  707, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T. 8,  p.  27. 

—  Si  el  demandado  no  consigna  lo  que  reconoce  deber,  debe 
ser  condenado  á  pagar  intereses.  —  T.  8^  p.  34. 

—  Para  el  abono  de  éstos  en  juicio,  se  toma  por  norma  los  que 
cobra  el  Banco  de  la  Provincia  en  sus  descuentos.  —  T.  8,  p. 
474. 

—  Los  condenados  apagarla  suma  asegurada,  deben  serlo  tam- 
bién á  pagar  los  intereses  desde  el  día  de  la  demanda  (art.  707, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  244. 

—  En  los  contratos  de  comercio,  el  deudor  debe  intereses  en 
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todos  los  casos  de  mora,  aunque  el  acreedor  pida  más,  no  jus- 
tifique perjuicios,  la  deuda  sea  ilíquida  y  aunque  el  obligado 
crea  de  buena  fe  no  ser  deudor  (art.  707y708,  Cód.Com.  ant.). 

—  T.  8,  p.  4U.   • 

Intereses.  —  En  las  obligaciones  de  pagar  una  suma  de  dinero, 
la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  por  razón  de  mora  no 
debe  exceder  del  interés  corriente  (art.  235,  Cód.  Com.  ant.). 

—  T.  8,  p.  4U. 

—  El  actor  que  no  ha  sido  declarado  responsable  de  todas  las 
costas,  ni  temerario  litigante,  no  responde  por  los  intereses  de 
un  depósito  ordenado  judicialmente  al  demandado,  y  que  por 
sentencia  final  se  le  manda  devolver.  —  T.  8,  p.  422. 

—  El  deudor  en  los  contratos  de  comercio,  debe  el  interés  co- 
rriente desde  el  día  de  la  demanda,  aunque  baya  litigado  de 
buena  fe  y  el  demandante  no  justifique  que  la  mora  ha  ocasio- 
nado perjuicios  (art.  225  y  707,  Cód.  Com.  ant.).  — T.  8,  p. 
466. 

—  Los  moratorios  deben  abonarse  con  arreglo  á  los  corrientes 
en  el  lugar  en  que  debe  entregarse  el  precio  y  no  á  los  corrien- 
tes en  el  lugar  del  juicio  (art.  712,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  9, 
p.  5. 

—  El  interés  corriente  es  el  que  cobran  los  bancos  públicos  (art. 
713,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  9,  p.  5.    . 

—  No  tratándose  del  caso  en  que  la  ley,  ó  un  convenio  especial 
baga  correr  los  intereses,  éstos  se  deben  solamente  desde  el  día 
de  la  demanda  (art.  225,  707  y  713,  Cód.  Com.  ant.).  —  T. 
9,  p.  243. 

—  No  es  justo  el  cargo  de  intereses  sino  por  la  cantidad  liquida 
que  se  adeude.  —  T.  9^  p.  339. 

—  Debiendo  ser  la  expropitición  por  causa  de  utilidad  pública, 
previamente  indemnizada,  habiéndose  hecho  la  ocupación  sin 
pagarse  la  indemnización,  es  justo  que  se  paguen  intereses 
como  compensación  de  perjuicio  ocasionado  por  el  retardo  del 
pago.— T.  11,  p.  335. 
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Intereses.  —  Sin  requerimiento  para  el  pago  de  suma  deman- 
dada, no  hay  derecho  á  cobrar  los  intereses  de  la  misma.  — 
T.  4á,  p.  4H. 

—  Los  que  debe  pagar  el  deudor  moroso,  son  los  que  cobran 
los  bancos  públicos  del  lugar.  —  T.  43,  p.  432. 

—  Corren  desde  la  interpelación  judicial,  aunque  el  deudor  crea 
de  buena  fe  no  ser  deudor  (art.  707,  Cód.  Com.  ant.). —  T.  43, 
p.  428. 

—  Para  evitar  el  pago  de  intereses  desde  el  día  de  la  demanda 
de  las  cantidades  realmente  debidas,  es  necesario  consignar- 
las. —  T.  44,  p.  342. 

—  Es  conforme  al  estilo  de  plaza,  el  abono  del  interés  igual  y 
recíproco  en  las  cuentas  corrientes.  —  T.  46,  p.  282. 

—  Se  deben  desde  la 'fecha  en  que  consta  haberse  exigido  al 
deudor  el  pago  del  capital.  —  T.  46,  p.  282. 

—  Declarado  nulo  el  embargo  y  venta  de  una  finca,  su  dueño 
tiene  derecho  á  cobrar  al  causante  los  intereses  del  precio  que 
recibió  desde  el  día  del  embargo,  hasta  el  de  su  reintegración 
en  la  propiedad  y  posesión  de  la  misma  (art.  786,  Cód.  Civ.). 
—  T.  47,  p.  244. 

—  El  deudor  de  una  cantidad  de  dinero,  está  obligado  á  pagar 
intereses  moratorios  desde  la  interpelación  judicial  (art.  508  y 
509,  Cód.  Civ.).  —  T.  49,  p.  225. 

—  Los  del  valor  de  los  perjuicios,  sólo  deben  computarse  desde 
la  demanda.—  T.  20,  p.  439. 

—  En  toda  deuda  de  dinero,  aun  ilíquida,  se  deben  los  intere- 
ses desde  el  día  de  la  demanda  sobre  la  suma  que  resulta  de- 
bida, si  el  acreedor  los  ha  solicitado  (art.  707  y  708,  Cód.  Com. 
ant.).— T.  24,  p.  328. 

—  Del  importe  de  los  daños  que  se  fije,  se  deben  lob  intereses 
desde  el  día  en  que  se  dedujo  sobre  la  obligación^  en  general, 
de  resarcírselos  daños  (art.  508,  509  y  579,  Cód.  Civ.).  — T.  24, 
p.  646. 
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Intereses.  —  Si  en  una  cuenta  se  ponen  intereses  al  cargo,  de- 
ben ponerse  también  al  descargo.  —  T.  22,  p.  4 1 . 

—  Conviniendo  las  partes,  al  liquidar  una  cuenta  de  intereses, 
en  que  se  tome  por  base  el  interés  medio  cobrado  por  un  banco, 
debe  entenderse  el  que  dicho  banco  cobra  en  sus  préstamos 
comunes  ó  en  el  descuento  de  letras.  —  T.  22,  p.  23. 

—  Los  no  convenidos,  no  probándose  que  el  dinero  ha  sido 
invertido  en  usos  propios  del  demandado,  se  deben  sólo  desde 
el  día  de  la  demanda.  —  T.  22,  p.  26. 

—  El  de  los  saldos  de  una  cuenta  corriente  debe  ser  reciproco 
y  su  cuantía,  en  caso  de  duda,  debe  ser  la  misma  que  las  cuentas 
anteriores,  aceptadas  por  el  demandado  (art.  718,  Cód.  Com. 
ant.).  —  T.  22,  p.309. 

—  £1  recibo  del  capital  sin  reserva  sobre  los  intereses,  extin- 
gue la  obligación  del  deudor  respecto  de  ellos  (art.  624,  Cód. 
Civ.).  —  T.  22,  p.  385. 

—  No  probado  el  que  se  carga  en  una  cuenta,  el  deudor  debe 
abonar  el  más  moderado  y  benigno  (art.  296,  inc.  7o,  Cód. 
Com.  ant.).  —  T.  23,  p.  98. 

—  En  el  cómputo  de  ellos,  debe  estarse  á  los  que  cobra  el 
Banco  Nacional.  —  T.  23,  p.  368. 

—  Los  moratorios  deben  estimarse  con  arreglo  á  los  que  cobra  el 
Banco  Nacional.  —  T.  23.  p.  483. 

—  Losinteresesporlademora  en  la  ejecución. de  las  obligaciones 
que  se  limitan  al  pago  de  sumas  de  dinero,  se  deben  sólo  des- 
de el  día  de  la  demanda,  salvo  los  casos  en  que  la  ley  los  hace 
correr  ipsojure^  6  sin  acto  alguno  del  acreedor  (art,  225  y  536, 
Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  23,  p.  696. 

—  Los  moratorios  deben  pagarse  segán  la  tasa  del  cobrado  por 
el  Banco  Nacional  desde  su  instalación,  y  del  cobrado  por  los 
bancos  públicos  antes  de  ella,  en  la  localidad  en  que  deben 
abonarse  (art.  713,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  24,  p.  U2. 

—  Los  de  una  suma  demandada  se  deben  desde  el  día  de  la 
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demanda^  al  tipo  que  cobra  el  Banco  Nacional  de  la  localidad 
(art.  225  y  713,  Cód.  Cora.  ant.).  —  T.  24,  p.  290. 

Intereses.  —  Deducida  tercería  de  dominio  sobre  dinero  y  pro- 
bada la  propiedad  sólo  de  parte  de  él,  únicamente  por  esta 
parte  es  admisible  la  demanda.  No  resultando  que  la  mencio- 
nada parte  haya  sido  conservada  en  embargo  por  el  depositario, 
no  procede  la  condenación  contra  el  ejecutante  en  los  intereses 
de  la  misma.  —  T.  24,  p.  305. 

—  Los  de  la  suma  demandada  se  deben  desde  el  día  de  la  noti- 
ficación de  Ja  demanda,  y  pueden  mandarse  pagar  por  auto 
adicional  á  la  sentencia.  —  T.  30,  p.  292. 

—  Un  pagaré  en  que  se  expresa  haber  sido  abonados  los  inte- 
reses hasta  una  fecha  dada,  no  causa  obligación  de  pagarse 
intereses  desde  esa  fecha  hasta  el  día  de  la  demanda  (art.  1\\, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  33,  p.  310. 

—  Declarada  valídala  consignación,  el  deudor  queda  exonerado 
de  pagar  intereses.  —  T.  34,  p.  187. 

—  Las  letras  de  aduana,  no  descontadas  por  la  tesorería  nacio- 
nal, devengan  intereses  desde  la  fecha  del  vencimiento,  sin 
necesidad  de  ser  protestadas  (art.  167  y  siguientes,  Ord.).  — 
T.  34,  p.  231. 

—  Disponiendo  la  sentencia  que  el  demandado  entregue  la  cosa 
vendida,  ó  en  su  defecto  reembolse  el  precio  recibido  con  más 
los  daños  y  perjuicios,  no  debe  aquél  ser  obligado  á  pagar  los 
intereses  del  precio.  —  T.  40,  p.  292. 

—  Toda  deuda  declarada  de  legítimo  abono,  devenga  intereses 
moratorios  desde  la  notificación  de  la  demanda. —  T.  43^ 
p.  180. 

—  De  la  suma  que  se  manda  abonar  por  indemnización  de  averías 
sufridas  por  la  carga,  se  deben  los  intereses  á  contar  desde  el  día 
en  que  debió  hacerse  la  entrega  de  la  carga.  —  T.  45,  p.  172. 

—  El  vendedor  que  no  ha  entregado  la  cosa  y  ha  recibido  el  pre- 
cio, debe  los  intereses  de  éste  desde  la  notificación  de  la  de- 
manda hasta  el  día  de  la  entrega.  —  T.  46,  p.  312. 
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IntereBes.  —  Consentida  la  sentencia  que  por  toda  indemniza- 
ción manda  pagar  al  expropiado  una  suma  fija  sin  contener 
declaración  alguna  que  imponga  al  expropiante  el  deber  de 
pagar  intereses,  el  expropiado  no  puede  exigir  que  se  le  abo- 
nen. (El  expropiado  no  hizo  gestión  alguna  para  alcanzar  la 
ampliación  de  dicha  sentencia,  como  debió  hacerlo  en  caso  de 
considerarse  con  derecho  á  ello,  según  lo  prescribe  la  ley  43, 
tft.  22,  part.  3»).  —  T.  51,  p.  198. 

—  El  pago  de  intereses  adeudados  al  Banco  Nacional  en  liqui- 
dación, puede  hacerse  con  la  entrega  de  80  Vo  6n  cheques  so- 
bre el  mismo  Banco,  y  el  20  %  en  dinero  (art.  42  y  43,  Ley 
de  liquidación).  —  T.  54,  p.  485. 

—  El  haber  consignado  á  embargo  el  dinero  del  capital  ejecu- 
tado, no  exonera  al  deudor  del  pago  de  los  intereses  (art.  508 
y  622,  Cód.  Civ.).  —  T.  55,  p.  265. 

—  En  la  deuda  de  alquileres,  el  locatario  debe  los  intereses 
mora  torios  desde  el  día  de  la  demanda  (art.  508,  622  y  899, 
Cód.  Civ.).  —  T.  59,  p.  457. 

—  El  deudor  de  sumas  de  dinero,  debe  los  intereses  de  la  mora 
(art.  508  y  622,  Cód.  Civ.).  —  T.  60,  p.  54. 

—  El  acreedor  de  fletes  no  tiene  derecho  contra  el  deudor  mo- 
roso, á  más  indemnización  de  perjuicios,  que  la  del  pago  de  in- 
tereses. —  T.  62,  p.  75. 

—  Véase  :  Empréstito  de  consumo;  Expropiación;  Fletador;  Jui- 
cio ejecutivo ;  Perjuicios ;  Prueba, 

Intereses  capitalizados.  —  No  se  deben  por  regla  general,  y 
menos  en  una  cuenta  que  no  tiene  el  carácter  de  cuenta  co- 
rriente (art.  748,  Cód.  Cora,  ant.;  art.  623,  Cód.  Civ.)-  — T.  24, 
p.  529. 

Interpretación.  —  En  el  legislador,  no  se  [supime  inconsecuen- 
cia ó  falta  de  previsión.  —  T.  4,  p.  297. 

—  Las  leyes  deben  interpretarse  de  manera  que  se  concilien  y 
no  se  destruyan  entre  sí,  sus  diversas  disposiciones.  —  T.  4, 
p.  297. 


—  523  -  INT 

Interpretación.  —  Eu  el  caso  d6  haber  alguna  obscuridad  en  el 
sentido  de  un  documento,  es  de  preferirse  el  que  sea  más  con- 
forme con  las  leyes  que  rigen  los  actos  á  que  se  refieren  las 
estipulaciones  que  en  él  se  consignan,  porque  sólo  la  voluntad 
expresa  de  las  partes  puede  sujetarlas  á  obligaciones  distintas 
de  las  que  la  ley  hace  derivar  del  contrato  que  celebran.  — 
T.  í,  p.  330. 

—  Las  palabras  de  una  estipulación,  deben  entenderse  en  el 
sentido  que  les  da  el  uso  general  (art.  295,  Cód.  Gom.  ant.). 
—  T.  5,  p.  472. 

—  No  es  temerario  un  litigante  que  por  falta  de  precisión  en  el 
significado  de  las  palabras  de  una  sentencia,  interpreta  ésta 
erróneamente. — T.  6,  p.  433. 

—  En  caso  de  ambigüedad,  los  hechos  subsiguientes  al  contrato 
son  la  mejor  explicación  de  la  intención  de  las  partes  al  tiempo 
de  celebrarlo  (art.  296,  inc.  4°,  Cód.  Com.  ant.).— T.  T,  p.  81 . 

—  El  uso  y  práctica  mercantiles  de  una  plaza  sólo  se  aplican  á  la 
interpretación  de  los  contratos  en  casos  de  igual  naturaleza. 
Tanto  más  rigurosa  debe  ser  la  observancia  de  esta  regla, 
cuanto  más  se  desvíe  de  la  inteligencia  usual  en  los  casos  par- 
ticulares, del  sentido  propio  y  natural  de  las  palabras  que  em- 
pleen los  contratantes  (art.  296,  inc.  6«,  Cód.  Com.  ant.). — 
T.  7,  p.  464. 

—  No  debe  darse  á  las  leyes  penales  una  interpretación  exten- 
siva, en  perjuicio  del  acusado;  y  es  permitido  combinar  el 
principio  que  motiva  la  disposición  de  los  artículos  18  y  24  de 
la  ley  penal  de  1863,  con  el  que  prescribe  se  atienda  á  las  cir- 
cunstancias atenuantes.  — T.  8,  p.  310. 

—  No  estando  claro  el  sentido  de  un  convenio  en  una  parte, 
debe  buscarse  éste  en  su  contesto  general,  y  en  los  hechos 
subsiguientes  de  los  interesados  con  relación  á  él  (art.  296, 
Cód.  Com.  ant.).  —  T.  8,  p.  343. 

—  La  omisión  de  las  formas  puede  afectar  la  validez  de  un  con- 
trato, pero  no  autoriza  para  suponer  en  las  partes  una  voluntad 
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diferente  de  la  que  tuvieron  al  celebrarlo.  Menos  autoriza  pa- 
ra imponer  una  multa  que  no  resulta  justificada  por  el  tenor 
claro  y  preciso  déla  estipulación.  — T.  8,  p.  343. 

Interpretación.  —  Los  hechos  de  los  contratantes  subsiguientes 
al  contrato  son  muy  atendibles  en  derecho,  para  determinarla 
intención  de  ellos  al  tiempo  de  celebrarlo.  —  T.  9,  p.  258. 

—  No  puede  hacerse  por  interpretación  lo  que  no  podría  hacer- 
se por  disposición  expresa  de  la  ley.  — T.  9,  p.  382. 

—  Las  palabras  empleadas  por  los  contrayentes,  deben  tomarse 
en  el  sentido  que  dé  más  eficacia  á  la  estipulación  que  contie- 
nen. —  T.  W,  p.  389. 

—  Es  regla  de  interpretación  que  en  el  silencio  de  los  contra- 
tantes, respecto  de  alguna  circunstancia  relativa  al  cumpli- 
miento del  contrato,  debe  entenderse  que  han  querido  suje- 
tarse á  lo  que  es  de  costumbre  en  el  lugar  de  la  ejecución  (art. 
297,  Cód.  Com.  ant.).  —  T.  13,  p.  333. 

—  Los  actos  de  las  partes  posteriores  á  la  celebración  de  un 
contrato,  pueden  servir  de  base  para  interpretarlo.  —  T.  43, 
p.  428. 

—  En  la  de  los  documentos,  debe  estarse  por  el  sentido  que 
asegure  su  validez  y  perfección.  Por  consiguiente,  en  la  inter- 
pretación de  un  laudo  debe  estarse  por  el  sentido  que  de- 
ja resueltas  todas  las  cuestiones  sometidas  al  juicio  de  los 
arbitros,  y  no  por  aquel  que  dejarla  algunas  de  ellas  sin  resol- 
ver. —  T.  15,  p.  247. 

—  En  caso  de  duda  sobre  el  alcance  de  un  concepto,  debe  estar- 
se al  que  favorece  á  quien  trate  de  evitar  un  daño  y  no  al  que 
quiere  obtener  ventajas.  —  T.  15,  p.  247. 

—  Las  reglas  de  buena  interpretación,  prohiben  dará  uu  docu- 
mento obligatorio,  una  que  conduzca  á  dejar  á  voluntad  del 
deudor  la  época  de  cumplirlo.  —  T.  18,  p.  446. 

—  Un  documento  se  interpreta  no  sólo  por  los  términos  eu  que 
está  concebido,  sino  por  los  demás  documentos  y  antecedentes 
con  que  guarde  relación  y  de  que  emane.  —  T.  18,  p.  446. 
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Interpretación.  —  Las  cláusulas  ambiguas  de  un  contrato,  deben 
explicarse  por  las  que  son  claras  (art.  296,  Cód.  Com.  ant.).  — 
T.  23,  p.  252. 

—  Es  regla  de  interpretación  que  en  caso  de  duda  debe  resol- 
verse á favor  de  la  liberación,  y  de  lo  quesea  más  arreglado  á 
la  equidad  (ley  47^  tít.  7,  lib.  44,  Dig.)-  —T.  23,  p.  290. 

—  Las  transacciones  deben  interpretarse  restrictivamente  (art. 
835,  Cód.  €iv.).  —  T.  23,  p.  390. 

—  Las  cláusulas  equívocas  ó  ambiguas  de  los  contratos,  deben 
interpretarse  por  el  contexto  general  de  éste.  Los  hechos  de 
los  contratantes  subsiguientes  al  contrato,  que  tengan  relación 
con  éste,  constituyen  la  mejor  explicación  de  la  intención  de 
las  partes  al  tiempo  de  aquél.  —  T.  24,  p.  56. 

—  Los  actos  de  las  partes  posteriores  á  la  celebración  de  un 
convenio,  deben  servir  para  interpretar  el-a1cance  y  contenido 
del  mismo. —  T.  24,  p.  459. 

—  Las  excepciones  de  la  ley  de  5  de  junio  de  4865,  son  de 
interpretación  restrictiva.  —  T.  25,  p.  27. 

—  Cualquiera  que  pueda  ser  la  interpretación  de  un  convenio, 
la  que  las  partes  le  han  dado  con  sus  manifestaciones  poste- 
riores, es  la  que  debe  aceptarse.  —  T.  25,  p.  303. 

—  Todo  estatuto  penal  tiene  interpretación  restrictiva.  — T.  28, 
p.  250. 

—  En  la  de  los  contratos,  debe  atenderse  á  la  intención  de  las 
partes,  teniendo  en  consideración,  entre  otros  elementos,  las 
circunstancias  y  motivos  que  han  debido  influir  en  su  celebra- 
ción .  —  T.  57,  p.  52. 

Interpretación  constitucionaL  — Es  una  regla  común  de  inter- 
pretación constitucional,  que  la  simple  comisión  de  una  facul- 
tad al  Congreso,  no  implica  prohibición  á  los  Estados  para  el 
ejercicio  de  una  facultad  igual  por  su  parte,  ó  lo  que  es  lo  mis- 
mo, que  la  jurisdicción  local  es  concurrente  con  la  nacional 
en  todos  aquellos  casos  en  que  no  se  trate  de  poderes  exclusi- 
vamente delegados  al  Congreso,  ó  expresamente  prohibidos  á 
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los  Estados,  ó  cuyo  ejercicio  simultáneo,  finalmente,  por  ambas 
jurisdicciones,  sea  incompatible  y  contradictorias  entre  sí.  — 
T.  21.  p.  134. 

Interpretación  constitucional.  —  Véase  :  Intervención, 

Interrogatorio. — Véase:  Prueba. 

Interrupción.  —  Véase  :  Prescripción, 

Intervención.  —  La  intervención  nacional  en  las  provincias,  en 
todos  los  casos  en  que  la  Constitución  la  permite  ó  prescribe, 
es  un  acto  político  por  su  naturaleza,  cuya  verificación  corres- 
ponde exclusivamente  á  los  poderes  políticos  de  la  nación,  y 
sus  decisiones  al  respecto,  no  pueden  ser  controvertidas  por  el 
departamento  judicial,  ni  puede  contestárselas  facultades  de 
aquellos,  para  decidir  tanto  sobre  el  fondo  como  sobre  la  forma 
de  sus  deliberaciones,  así  cuando  se  dicta  la  ley  como  cuando 
se  resuelve  todo  asunto  comprendido  en  sus  atribuciones  cons- 
titucionales. Es  una  regla  elemental  de  nuestro  derecho  públi- 
co, que  cada  uno  de  los  tres  poderes  que  forman  el  gobierno, 
aplica  é  interpreta  la  Constitución  por  sí  mismo,  cuando  ejer- 
ce las  facultades  que  ella  les  confiere  respectivamente,  por  lo 
cual  no  compete  á  la  Corte  examinarla  interpretación  y  apli- 
cación que  las  Cámaras  del  Congreso  hayan  dado  al  artículo  61 
de  la  Constitución.  •—  T.  53,  p.  420. 

—    Véase  :  Caso  judicial. 

Intervención  en  juicio.  —  Es  una  regla  que  todo  el  que  tenga 
un  interés  legítimo  que  hacer  valer  en  la  causa  pendiente  entre 
otras  personas,  puede  intervenir  en  ella.  (Esa  regla  tiene  por 
causa  y  fundamento  inmediato,  prevenirla  multiplicidad  de  los 
juicios  y  el  peligro  de  resoluciones  contradictorias  en  las  deci- 
siones judiciales  y  de  toda  colusión  entre  los  interesados  en 
perjuicio  de  tercero).  —  T.  47,  p.  135. 

Interventor.  —  Véase  :  Locación. 

Interventor  nacional.  —  El  interventor  nacional  en  una  pro- 
vincia no  representa  á  ésta  ;  y  la  controversia  que  se  suscita 
con  motivo  de  sus  actos,  no  corresponde  á  la  jurisdicción  ori- 
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ginaria  de  la  Suprema  Corte,  aunque  pueda  versarse  en  ellos  el 
interés  de  la  provincia.  (El  interventores  sólo  un  representan- 
te directo  del  presidente  de  la  República,  que  obra  en  una 
función  nacional,  en  represenfación  de  él,  al  efecto  de  cumplir 
una  ley  del  Congreso  sujetándose  á  las  instrucciones  que  de 
aquél  reciba.  Su  nombramiento  no  toma  origen  en  disposición 
alguna  provincial  y  sus  actos  no  están  sujetos  ni  á  las  respon  • 
sabilidades,  ni  á  las  acciones  que  las  leyes  locales  establecen 
respecto  de  sus  propios  gobernantes,  sino  á  aquellos  que  el 
poder  nacional,  en  cuyo  nombre  funciona,  le  imponga.  Cual- 
quiera que  iuese  ia  extensión  de  facultades  que  el  Presidente 
acordase  al  interventor  en  una  provincia,  ellas  serían  siempre 
ejercidas  en  nombre  y  por  autoridad  del  gobierno  federal^  y 
no  en  nombre  de  la  provincia.  Si  el  acto  del  interventor  afecta 
á  ésta,  no  es  cuestión  que  deba  resolverse  al  estudiar  la  com- 
petencia, ni  su  solución  es  necesaria  en  el  caso  ocurrente. 
Pero  lo  que  es  fuera  de  duda,  es  que^  sea  cual  iuere  el  carácter 
ó  naturaleza  de  ese  acto,  él  no  hace  del  interventor  nacional  el 
representante  legal  de  la  provincia  para  estar  en  juicio  ante 
esta  Suprema  Corte,  y  por  tanto,  no  puede  motivar  una  acción 
ante  su  jurisdicción  originaria).  — T.  54,  p.  550. 

Interventor  nacional.  —  El  interventor  nacional  en  una  provin- 
cia, no  representa  á  ésta  y  la  controversia  que  se  suscite  con 
motivo  de  sus  actos,  no  corresponde  ala  jurisdicción  originaria 
de  la  Suprema  Corte,  aunque  pueda  versar  en  ella  el  interés  de 
la  provincia.  — T.  55,  p.  192. 

Introducción.  —  La  de  mercaderías  sin  el  manifiesto  consular 
de  la  carga,  constituye  una  contravención  al  artículo  729  de 
las  Ordenanzas  de  aduana,  penada  con  una  multa  igual  al  valor 
de  los  derechos.  —  T.  20,  p.  278. 

Introducción  de  ganados. —  La  ley  provincial  de  Corrientes,  de 
27  de  abril  de  1868,  prohibiendo  la  introducción  de  ganado,  sin 
guía,  para  el  consumo  de  la  población,  es  una  ley  de  policía,  de 
competencia  puramente  local.  La  nulidad  de  dicha  ley,  asi 
como  los  procedimientos  para  aplicarla,  no  puede  resultar  si- 
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no  de  la  interpretación  de  la  constitución  provincial,  y  la  Su- 
prema Corte  no  es  competente  para  juzgarla  (véase :  Justicia 
federal;  Provincia).  — T.  7,  p.  373. 

Invento.  —  Véase  :  Patente  de  intención;  Privilegio. 

Invernada.  —  Probado  el  número  de  animales  puestos  á  inver- 
nar, se  debe  restituir  al  fin  de  la  invernada  el  mismo  número. 
—  T.12.  p.  218. 

—  El  contrato  de  invernada  dura  con  arreglo  al  tiempo  conve- 
nido, aunque  éste  sea  mayor  que  el  de  costumbre.  —  T.  IS 
p.  218. 

—  El  gasto  de  invernada  de  animales  corresponde  á  su  dueño, 
por  ser  una  mejora  útil  ó  una  impensa  necesaria.  El  dueño 
puede  en  su  caso  repetir  el  importe  de  esa  erogación  contra 
quien  la  causó  sin  necesidad.  —  T.  18,  p.  239. 

—  Hecho  un  contrato  de  invernada,  por  el  cual  el  invernador 
se  obliga  á  pagar  un  tanto  por  cada  animal  perdido,  no  puede 
aquél  excusarse  de  toda  responsabilidad  pagando  ese  precio 
por  los  animales  que  resulta  haber  vendido,  ó  hallarse  extra- 
viados en  los  establecimientos  inmediatos.  Por  aquellos  debe 
el  precio  de  venta,  y  por  éstos  el  de  plaza  que  no  sea  inferior 
al  convenido,  debiendo  á  la  vez  suprimir  de  la  cuenta  de  pas- 
taje el  relativo  á  estos  últimos.  —  T.  33,  p.  43. 

Investigación  de  delito.  —  No  puede  hacerse  lugar  á  una  soli- 
citud pidiéndola,  cuando  no  importa  ni  acusación,  ni  delación, 
ni  denuncia  y  no  se  pide  en  ella  una  pena,  ni  se  hace  el  jura-, 
mentó  de  calumnia  y  de  no  proceder  con  malicia.  — T.  45, 
p.  89. 

Irregularidad.  —  La  aparición  ante  un  juzgado  federal  de  un 
proceso  levantado  por  la  autoridad  provincial,  sin  constar  de 
qué  manera  ha  pasado  de  una  á  otra  jurisdicción,  es  una  irregu- 
laridad notable.  —  T.  10,  p.  258. 


